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2 ASISTENCIA

Diputados Presentes
Bloque
Departamento

BARRERA, EDMUNDO Carlos
PJ
La Capital

BENAS, Verónica Claudia
ARI
Rosario

BONFATTI, Antonio Juan
PS
Rosario

CAVUTO, Adriana
PJ
La Capital

CECCHI, Alfredo Luis
PS
General López

COSTA, María Celia
PJ
La Capital

CURA, Jorge Alfredo
PJ
La Capital

DEHESA, Roberto
PJ
General López

ESQUIVEL, Mario César
PJ
La Capital

GASTALDI, Marcelo Luis
PJ
Rosario

GUTIÉRREZ, Alicia Verónica
ARI
Rosario

JULLIER, Héctor Eduardo
PDP
Las Colonias

KILIBARDA, Danilo Héctor
PJ
La Capital

LACAVA, Mario Alfredo
PJ
La Capital

LAGNA, Jorge Alberto
PJ
General López

LAMBERTO, Raúl A.
PS
Rosario

LIBERATI, Sergio
PS
Rosario

MAGUID, Alberto Emilio
PJ
La Capital

MARCUCCI, Hugo María
UCR
La Capital

MASCHERONI, Santiago
UCR
La Capital

MEOTTO, Liliana Graciela
PJ
Rosario

MIONIS, Nora Alicia
PJ
San Jerónimo

MIRABELLA, Roberto
PJ
Castellanos

PERALTA, Mónica Cecilia
BER
Rosario

PESARESI, Julia Alejandra
PJ
9 de Julio

PEZZ, Federico Gustavo
UCR
General Obligado

QÜESTA, Daniela Susana
BER
La Capital

REAL, Gabriel Edgardo
PD–P
General López

REYNOSO, Ricardo Abel
PPS
Rosario

RIESTRA, Antonio Sabino
ARI
La Capital

SÁNCHEZ, Francisca
PJ
San Javier

SCATAGLINI, Marcelo Darío
PJ
La Capital

STANOEVICH, María Rosa
PJ
Rosario

STRADA, Aldo Ricardo
ARI
Rosario

TOMEI, Mónica Alicia
UCR
Rosario

TIBALDO, Claudio Octavio
PJ
La Capital

URRUTY, Oscar
PPS
Rosario

VÁZQUEZ, José María
PJ
La Capital

VENESIA, Laura Mercedes
PJ
Rosario

Diputados Ausentes
Bloque
Departamento

ALBÓNICO, Mónica (c/a)
PS
Iriondo

ARANDA, Lucrecia Beatriz (c/a)
PS
Rosario

BAUDÍN, Juana Aurora (c/a)
PS
General Obligado

BENÍTEZ, Miriam Isabel
PPS
Rosario

BRIGNONI, Marcelo
EDE
Rosario

CASTELLANI, Carlos Alberto (c/a)
UCD
Rosario

MILLET, Juan Carlos
UCR
Rosario

PEIRONE, Ricardo
PJ
Castellanos

PIVIDORI, José Francisco (c/a)
PJ
General Obligado

REUTEMANN, Roberto Federico (c/a)
PJ
La Capital

RITTER, Oscar Raúl
UCR
Las Colonias

Referencias: ARI: Afirmación para una República Igualitaria – BEDE: Bloque Encuentro por la Democracia y la Equidad – BER: Bloque Encuentro Radical – PDP: Partido Demócrata Progresista – PJ: Partido Justicialista – PPS: Partido para el Progreso Social – PS: Partido Socialista – UCD: Unión del Centro Democrático – UCR: Unión Cívica Radical

3 APERTURA DE LA SESIÓN

En la ciudad de Santa Fe, a las 15 y 30 del 21 de junio de 2007, los señores diputados presentes en la Sala de Sesiones, ante la falta de quórum, solicitan a la Presidencia que continúe llamando hasta lograr el número reglamentario.

A las 17 se reúne la Cámara de Diputados de la Provincia en la 7ª Sesión Ordinaria del 125º Período Legislativo.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se pasará lista de los diputados presentes.

–
Así se hace.

· Se encuentran ausentes los señores diputados: Benítez, Brignoni, Millet, Peirone y Ritter; con aviso: Albónico, Aranda, Baudín, Castellani, Pividori y Reutemann.
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con la presencia de 39 señores diputados declaro abierta la sesión.


Invito a los señores diputados María Rosa Stanoevich y Aldo Strada a acercarse al mástil del recinto para izar la Bandera Nacional.

· Así se hace. Aplausos.

4 APARTAMIENTO DEL REGLAMENTO

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde votar un apartamiento del Reglamento a efectos de rendir el homenaje acordado para la presente sesión.

–
Resulta afirmativa.

4.1 Angélica Gorodischer “Escritora Distinguida de la Provincia de Santa Fe – Año 2007”

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Invito a la señora Angélica Gorodischer a ingresar al recinto para dar comienzo al presente homenaje.

–
La señora Angélica Gorodischer ingresa al recinto. Aplausos.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura a la Resolución Nº 040 aprobada en la sesión de fecha 25 de octubre del año próximo pasado, por la cual se dispuso la realización de este homenaje.

–
Se lee:

Resolución Nº 040

La Cámara de Diputados de la Provincia

resuelve:

Artículo 1º.- Declarar a la señora Angélica Gorodischer, Escritora Distinguida de la Provincia de Santa Fe – Año 2007” y disponer la entrega de una distinción en nombre de la Cámara de Diputados de la Provincia, en sesión especial a realizar en fecha a designar por la Presidencia.

Artículo 2º.- Efectuar las comunicaciones correspondientes.

Artículo 3º.- Registrar, comunicar y archivar. 

Sala de sesiones, 26 de Octubre de 2006.

Barrera – Giuliano

SR. SECRETARIO (Giuliano).– Destacamos la presencia de la señora presidenta de la Sociedad Argentina de Escritores de Santa Fe, profesora María Beatriz Bolsi de Pino.

Hemos recibido, por Secretaría, las adhesiones del señor Gobernador de la Provincia y de la señora Subsecretaria de Cultura de la Provincia, Lic. Ana María Cecchini de Dallo:

Señor Presidente 

de la Cámara de Diputados 

Señor Edmundo Barrera


Tengo el agrado de dirigirme a usted en respuesta a la invitación que tuviera la gentileza de enviarme para asistir a la sesión especial declarando Escritora Distinguida de la Provincia de Santa Fe – Año 2007 a la señora Angélica Gorodischer. Lamentablemente, debo comunicarle que no podré concurrir en esta ocasión, como hubiera sido de mi agrado, por compromisos relacionados con mi gestión de gobierno.


Hago propicia la oportunidad para agradecer la invitación cursada haciéndole llegar mi cordial saludo y mi adhesión a tan merecida distinción.

Ing. Jorge Alberto Obeid 

Gobernador de la Provincia de Santa Fe

Señor Presidente

de la Cámara de Diputados

de la Provincia de Santa Fe

Dr. Edmundo Carlos Barrera

SU DESPACHO


Me dirijo a usted a fin de agradecerle muy especialmente la invitación que me hiciera llegar para participar en la fecha, de la Sesión Especial de esa Cámara que declarará “Escritora Distinguida de la Provincia de Santa Fe” a la señora Angélica Gorodischer.


Lamentando no poder acompañarlos en esta oportunidad, adhiero a tan significativa iniciativa que testimonia la labor de una consagrada y destacada representante de las letras santafesinas.


Llegue a usted y a la homenajeada un afectuoso saludo.

Lic. Ana María Cecchini de Dallo

Subsecretaria de Cultura de la Provincia de Santa Fe

SR. SECRETARIO (Giuliano).– Angélica Gorodischer nació en Buenos Aires, pero desde su infancia vive en Rosario, ciudad de la que se considera oriunda.


Entre su vastísima obra se cuentan: “Opus Dos” (Minotauro, 1968), “Las Pelucas” (Sudamericana, 1969), “Bajo las jubeas en flor” (Ediciones de la Flor, 1973), “Casta luna electrónica” (Andrómeda, 1977), “Trafalgar” (El Cid Editor, 1979), “Mala noche y parir hembra” (La Campana, 1983), “Kalpa imperial” (Minotauro, 1983), “Floreros de alabastro, alfombras de Bokhara” (Emecé, 1985), “Jugo de mango” (Emecé, 1988) “Las Repúblicas” (Ediciones de la Flor, 1991), “Fábula de la virgen y el bombero” (Ediciones de la Flor, 1993), “Técnicas de supervivencia” (Ed. Municipal de Rosario, 1994) y “La noche del inocente” (Emecé, 1996).


Obtuvo la Beca Fullbright para concurrir al International Writting Program en la Universidad de Iowa, EE.UU., en 1988 y fue invitada por la misma institución para dictar dos materias en la University of Northern Colorado Greeley, EE.UU.


Galardonada con numerosos premios nacionales e internacionales obtuvo, entre otras distinciones literarias, el premio Más Allá (1984), el premio Emecé (1984-1985), el premio Gilgamesh de España (1986). Recibió también el Premio Dignidad otorgado por la Asamblea Permanente por los Derechos Humanos (1996), y dos veces la beca Fullbright (1988 y 1991).


Actualmente es considerada la más destacada escritora de ciencia ficción argentina contemporánea.

SRA. COSTA EÍ "PJ COSTA, María Celia" .– Pido la palabra.


En realidad, cuando en la Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social, los diputados que la integramos decidimos otorgar la distinción de Escritora Destacada de la Provincia de Santa Fe a la señora Angélica Gorodischer, lo hicimos por unanimidad. Todos llevamos el mandato de cada uno de nuestros bloques y contamos con el acuerdo de la totalidad de los colegas que integramos este recinto.


Es un honor para mí hacer la presentación de esta escritora y esta querida amiga. 


Me voy a permitir hacer una reflexión. Cuando muchas veces nos preguntamos ¿por qué la Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe, a lo largo de estos años, está convocando a intelectuales, escritores y artistas a su Recinto para escuchar sus palabras o para rendirles un homenaje como en este caso? ¿Por qué razón lo hacemos si nuestro Cuerpo no tiene como función la misión de la crítica ni la de constituirnos en un jurado de estética para decir a quién le corresponde o no tal o cual mérito?


En realidad, reflexionando, lo hacemos por una apertura institucional, por una apertura que tiene que ver con abrir el juego de la democracia a todos los sectores y abrir este tipo de instituciones a los intereses de la comunidad en general. Pero también lo hacemos por una vocación que, entiendo, es mucho más profunda y que radica, justamente, en la función crítico-política que tienen los intelectuales, particularmente los escritores, en el desarrollo y en la vida de toda sociedad. 


Aquí voy a citar a un autor que admiro mucho, que en algunas oportunidades he compartido ya con ustedes y que es Jean Paul Sartre, que nos habla, en un texto magnífico, de esa misión política de la literatura. Creo que los intelectuales, con esa especie de aguijón que tienen permanentemente acerca de todo posicionamiento en la realidad, nos hacen ver, estimulan el pensamiento y a los políticos a repensar todo lo que es el juego dialéctico y el juego de pulsiones e intereses que aparecen en toda sociedad; y que en el juego de esa dialéctica se desarrolla y se desenvuelve la esencia misma de lo que es nuestra cultura. Hablo de nuestra cultura en el sentido hegeliano, el desenvolvimiento del espíritu objetivo a lo largo de las épocas.


Desde esa perspectiva, la misión de los intelectuales, y en particular de los escritores, es fundamental y nos da un instrumento de gran valor para pensar la realidad a los políticos, cuya misión es operar en forma concreta sobre la realidad para producir transformaciones.


Voy a citar un texto de Angélica Gorodischer, que me parece extraordinario, porque nada mejor que escuchar la voz de nuestros intelectuales y escuchar qué nos dicen. 


Angélica, en un ensayo que tiene en el libro Cien Islas, que se llama: “Siempre es ahora”, dice algo muy profundo. Citando a Delacroix, magnífico pintor francés, Angélica nos dice: “Delacroix, ese genial pintor que fue el más importante del Romanticismo en Francia y que escribía maravillosamente bien, anotaba en su diario, allá por 1834, dos obsesiones que lo perseguían, los nombres y el tiempo. Todo debe tener su nombre, aseguraba Delacroix, el nombre que le corresponde y no otro. No sólo porque con el nombre inadecuado se producen confusiones, que se producen, sino sobre todo por que se va desvirtuando la cosa nombrada. No se puede sino estar de acuerdo con él [nos dice Gorodischer]. De cuántas circunstancias históricas, sociales, personales, estéticas, depende el nombre que se les da a las cosas y a los acontecimientos, es algo que el pintor no especificaba, quizá por evidente.


Con este texto introductorio Angélica va a desarrollar una crítica feroz a lo que fue la dictadura que comenzó en 1976, dictadura que, por otra parte, Angélica explica muy bien que no es más que otra de las habituales interrupciones a la vida republicana argentina, sólo que fue, sin duda, la más cruenta. 


Gorodischer explica muy bien como la sociedad, los mismos políticos le han ido cambiando el nombre a las cosas y, por ejemplo, se ha tolerado que se les diga presidentes a los señores que asumieron el sillón de Rivadavia de hecho, sin ningún tipo de representatividad republicana institucional. Esto está aún inscripto en nuestra sociedad, todavía escuchamos frases que aún hoy denostan el funcionamiento de la vida republicana y democrática, todavía escuchamos que la gente dice “el poder de turno”, “los políticos de turno”, como si los políticos no fuesen expresiones de un pueblo y no fuesen elegidos por el voto de la gente. 


Angélica va a culminar esta crítica al golpe del ’76 con un párrafo muy hermoso dedicado a la educación, a la educación como la gran redentora del hombre y de la sociedad. Este artículo, Angélica, lo escribe en marzo de 2001 y nos dice lo siguiente: “La educación, esa que está ahí, finalmente, acurrucada en un rincón como la parienta pobre, ella, la que podría empezar a salvarnos, … ella, la parienta pobre, mal vestida y mal alimentada pero capaz de cumplir con lo que la señora de la memoria le dicta y capaz de hacerles saber a los más jóvenes cómo fueron en realidad aquellos años de niebla, ceniza y plomo, espera su momento. Y somos nosotros, los que sabemos que todo tiempo es ahora, quienes tenemos que levantarla de su rincón, traerla a su luz, ponerla a trabajar para eso que está allá adelante, en el ahora, eso que no nos va a esperar si no hacemos algo para alcanzarlo”.


“Me refiero, claro está, a la educación pública, la que nos daba la posibilidad de adjudicar los nombres y de dar un ordenamiento al empleo del tiempo, a esas instituciones que nos daban, no solamente instrucción, sino esperanza junto con preparación para la vida; a las que nos capacitaban para ponerles nombre a las cosas, a los hechos y a las intenciones, a las que nos hacían saber todos los días hasta que lo aprendiéramos, que todo tiempo es ahora.”


Esto fue escrito, repito, en Rosario en marzo de 2001. 


Felizmente, anoche tuvimos la posibilidad de escuchar a Angélica Gorodischer con un grupo de profesores del Instituto del Profesorado de la Provincia de Santa Fe y profesores universitarios, junto a más de doscientos alumnos, doscientos pibes que se están formando para ser profesores de enseñanza primaria, de enseñanza media en historia, de enseñanza inicial, profesores en lenguas extranjeras, especialistas en traducción, en interpretación, gente joven que está profesionalizándose en la Provincia de Santa Fe a través de la instrucción pública, estuvieron escuchando a Angélica, prácticamente como si estuvieran en una misa, estuvieron escuchando a esta señora de la memoria que nos dice que todo tiempo es ahora y que nos dice que la palabra escrita tiene un valor y que merece toda reverencia porque tiene un valor sagrado para cualquier sociedad. Esta señora, que reivindica la literatura por sobre toda vocación de lo humano, porque la palabra es lo más humano que tiene el hombre y esta señora que cree en el arte y que cree en la educación como forma de transformación del individuo y de la sociedad.


Para mi, para el bloque del Justicialismo y para todos los bloques que nos acompañan en este acto de homenaje, es un honor muy grande, reitero, tenerla hoy en esta sesión. Angélica, muchísimas gracias.

· Aplausos.

SR. SECRETARIO (Giuliano).– A continuación se hará entrega a la señora Angélica Gorodischer de una distinción en reconocimiento a su trayectoria como escritora. Invitamos al señor presidente de la Cámara, a los presidentes de bloque y a la señora diputada Costa para hacer la entrega mencionada.

· Así se hace. Aplausos.

SRA. GORODISCHER EÍ "GORODISCHER, Angélica" .– Muchas veces, a veces, quizás, de vez en cuando, suelo fanfarronear, no siempre, sino a veces, y decir que a mí se me ocurren doce ideas por minuto. En general, son todas disparates y absolutamente inaplicables para cualquier cosa, no sirven para nada, pero se me ocurren, están ahí. 


En este caso, no se me ocurre nada, hay un desierto absoluto, porque el lugar de las ideas está ocupado por la conmoción y las emociones, así que muchas gracias.

· Aplausos.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar un cuarto intermedio para posibilitar el retiro de la homenajeada y sus acompañantes.

· Resulta aprobado.

· Son las 17 y 25.

· A las 17 y 44 dice el:

5 VersiÓN Taquigráfica

(Sesión ordinaria del 31/05/07 – Aprobada)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con quórum legal, se reanuda la sesión.


Se encuentra a consideración del Cuerpo la versión taquigráfica correspondiente a la sesión ordinaria de fecha 31 de mayo del corriente año.


Si no se formulan observaciones se da por aprobada.

· Resulta aprobada.

6 asuntos entrados

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará cuenta de la nómina de los Asuntos Entrados Nº 7 con su destino correspondiente.

· Se lee: 

6.1 Comunicaciones Oficiales

Asunto Nº 1 – El Concejo Municipal de Firmat, remite copia de la Resolución Nº 223/2007 en la cual hace referencia al incremento de las cuotas de las viviendas del Plan Federal en la citada ciudad. (Nº 0138/07 – PO).

–
Girado a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.

Asunto Nº 2 – El señor Presidente de la Comisión de Acuerdos de Asamblea Legislativa, remite la Nota Nº 0086/07, comunicando que en la reunión de la Comisión de Acuerdos de la Asamblea Legislativa, se ha dado ingreso al pliego de solicitud de acuerdo legislativo a Magistrados. (Nº 0139/07 – PO).

–
Girado al Archivo.

Asunto Nº 3 – La Comisión de Acuerdos de la Asamblea Legislativa de la Provincia, remite el Decreto Nº 0043/07 por el cual se convoca a Asamblea Legislativa para el día 05 de julio de 2007 a las 13 hs. (Nº 0140/07 – PO).

–
Girado al Archivo.

Asunto Nº 4 – El Concejo Municipal de Ceres, remite copia de la Declaración Nº 106/07 por la cual adhiere en todos los términos a la Minuta de Declaración Nº 111/07 del Concejo Municipal de Totoras (violencia contra el sector docente de Neuquén, ante la pérdida irreparable de la vida del docente Prof. Carlos Alberto Fuentealba). (Nº 0143/07 – PO).

–
Girado al Archivo.

Asunto Nº 5 – El señor Presidente del Concejo Deliberante de Rufino, remite copia de la Declaración Nº 002/07, por la cual adhiere en todos los términos a la Minuta de Declaración Nº 111/07 del Concejo Municipal de Totoras (violencia contra el sector docente de Neuquén, ante la pérdida irreparable de la vida del docente Prof. Carlos Alberto Fuentealba). (Nº 0144/07 – PO).

–
Girado al Archivo.

Asunto Nº 6 – El señor Presidente del Concejo Deliberante de Rufino, remite copia de la Declaración Nº 005/07 por la cual adhiere a la Ley Nacional Nº 25.854 y su reglamentación (Registro Único de Aspirantes a Guarda con Fines Adoptivos). (Nº 0145/07 – PO).

–
Girado a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

Asunto Nº 7 – La señora Ministra de Educación de la Provincia, remite copia del Decreto Nº 2.535/07 (ampliación presupuestaria). (Nº 0149/07 – PO).

–
Girado a sus antecedentes.

Asunto Nº 8 – El Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda de la Provincia, remite copia de las Resoluciones Nros. 100, 101, 106 a la 116 inclusive (ejecución de distintas obras en la Provincia). (Nº 0150/07 – PO).

–
Girado a la Comisión de Obras y Servicios Públicos.

Asunto Nº 9 – El Concejo Municipal de la ciudad de Totoras, remite copia de la minuta de Declaración Nº 114/07 por la cual adhiere a la Declaración Nº 105/07 del Concejo Municipal de Ceres, donde declara de interés público y solicita se modifiquen las disposiciones vigentes para que las personas solas puedan acceder a una vivienda. (Nº 0151/07 – PO).

–
Girado a sus antecedentes.

6.2 Dictámenes de Comisión

6.2.1 Donación de inmuebles a Municipalidad de Casilda (para plaza pública)

Asunto Nº 10 – Dictámenes de las comisiones de Asuntos Comunales y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley venido en revisión; por el cual se autoriza al PE a donar a la Municipalidad de Casilda, departamento Caseros, inmuebles ubicados en dicha ciudad con cargo de ser destinados a la construcción de una plaza pública. (Expte. Nº 18.979 – Senado).

–
Girado al Orden del Día -

6.2.2 Ley 6.819 (donación de terreno a Municipalidad de Las Rosas): modif. Art. 1º

Asunto Nº 11 – Dictámenes de las comisiones de Asuntos Comunales y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley venido en revisión; por el cual se modifica el articulo 1º de la Ley 6.819 (donación de un terreno a la Municipalidad de Las Rosas, departamento Belgrano, con destino al funcionamiento del Parque Islas Malvinas). (Expte. Nº 18.993 – Senado).

–
Girado al Orden del Día -

6.2.3 Acceso a Wheelwright, Ruta Provincial Nº 9 S: aprobación convenio con el Occovi

Asunto Nº 12 – Dictámenes de las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley y Mensaje Nº 3.212, por el cual se aprueba el convenio celebrado en fecha 12-10-06 entre el Órgano de Control de Concesiones Viales (OCCOVI) y la Provincia (acceso a la localidad de Wheelwright, Ruta Provincial 9 S, desde el empalme con la Ruta Nacional Nº 8 en toda su longitud). (Expte. Nº 18.389 – PE).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.4 Propiedad de edificios en Puerto de Santa Fe: informes

Asunto Nº 13 – Dictámenes de las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de comunicación del señor diputado Ritter, por el cual se solicita se disponga informar sobre aspectos relacionados con la propiedad de edificios construidos en el Puerto de la ciudad de Santa Fe. (Expte Nº 18.576 – UCR).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.5 Acta Acuerdo Interprovincial para un Manejo Común y Sustentable de los Recursos Pesqueros en la Baja Cuenca del Río Paraná

Asunto Nº 14 – Dictámenes de las comisiones de Medio Ambiente y Recursos Naturales y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley y Mensaje Nº 3.228, por el cual se remite para conocimiento el “Acta Acuerdo Interprovincial para un Manejo Común y Sustentable de los Recursos Pesqueros en la Baja Cuenca del Río Paraná”, suscripta por las Provincias de Santa Fe y Entre Ríos, el 29 de noviembre de 2006. (Expte. Nº 18552 – PE).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.6 Utilización racional de recursos naturales y preservación del patrimonio natural, cultural y la diversidad biológica: aprobación Convenio

Asunto Nº 15 – Dictámenes de las comisiones de Medio Ambiente y Recursos Naturales y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley y Mensaje Nº 3.245, por el cual se aprueba el Convenio Marco de Cooperación suscripto en fecha 07/08/06 entre la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable y la Administración de Parques Nacionales (utilización racional de los recursos naturales y preservación del patrimonio natural como el cultural y la diversidad biológica). (Expte. Nº 18.626 – PE).

–
Girado al Orden del Día

6.2.7 Ley Nº 6.435 (Registro de la Propiedad Inmueble): modificación

Asunto Nº 16 – Dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley y Mensaje Nº 3.313, por el cual se modifica el Título del Capítulo Primero y los artículos Nros. 1º, 2º, 20, 65 Ter, 66, 76 y 86 de la Ley Nº 6.435 (Registro de la Propiedad Inmueble). (Expte. Nº 19.173 – PE).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.8 Ley Nº 12.464 (modif. Ley 6.915 – Jubilaciones y Pensiones): modif. Art. 14

Asunto Nº 17 – Dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley de los señores diputados Benas, Riestra, Strada y Gutiérrez, por el cual se modifica el artículo Nº 14 de la Ley Nº 12.464 (modificatoria de la Ley Nº 6.915 – Jubilaciones y Pensiones). (Expte. Nº 19.150 – ARI).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.9 Ley 8.288 (Iapos): incorporación inc. d) a arts. 3º y 5º

Asunto Nº 18 – Dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley de los señores diputados Benas, Riestra, Strada y Gutiérrez, por el cual se incorporan los incisos d) a los artículos Nros. 3º y 5º respectivamente de la Ley Nº 8.288 (IAPOS). (Expte. Nº 19.151 – ARI).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.10 2007 “Año de Conmemoración del 50 Aniversario de la creación del Monumento Nacional a la Bandera”

Asunto Nº 19 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley de los señores diputados Venesia, Stanoevich, Meotto, Lagna, Liberati, Urruty, Castellani, Peralta y Benítez, por el cual se declara al 2007 “Año de Conmemoración del 50 Aniversario de la Creación del Monumento Nacional de la Bandera”. (Expte. Nº 18.354 – DB).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.11 15 de junio “Día de la Reforma Universitaria de 1918”: incorporación al Calendario Provincial Escolar

Asunto Nº 20 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley de los señores diputados Aranda, Bonfatti, Lamberto, Albónico y Liberati, por el cual se incorpora al Calendario Provincial Escolar, el día 15 de junio como “Día de la Reforma Universitaria de 1918”. (Expte. Nº 17.221 – BS).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.12 2007: “Año de Reconocimiento del Voto Femenino: Ley Nº 13.010”

Asunto Nº 21 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley de las señoras diputadas Qüesta, Peralta, Cavuto, Benítez, Pesaresi, Sánchez, Stanoevich, Albónico, Gutiérrez, Meotto, Benas y Aranda, por el cual se declara al 2007, “Año de Reconocimiento del Voto Femenino - Ley Nº 13.010”. (Expte. Nº 18.109 – DB).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.13 Convenios o contratos celebrados con la UNL: informes

Asunto Nº 22 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de comunicación de los señores diputados Cura y Venesia, por el cual se solicita se disponga informar respecto de los convenios o contratos celebrados con la Universidad Nacional del Litoral, desde el 10 de diciembre de 2003 a la fecha. (Expte. Nº 16.367 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.14 Reconocimiento del Profesorado y la Tecnicatura en Educación Tecnológica (Universidad del Salvador, Rosario)

Asunto Nº 23 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de comunicación de los señores diputados Benas, Riestra, Strada y Gutiérrez, por el cual se solicita se disponga otorgar el reconocimiento del profesorado en tecnológica y la tecnicatura en educación tecnológica, dictados por la Universidad del Salvador en el Colegio La Salle de la ciudad de Rosario. (Expte. Nº 19.065 – ARI).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.15 Requisitos a docentes en Institutos de Educación Superior: pedido de dejar sin efecto

Asunto Nº 24 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de comunicación de los señores diputados Benas, Strada, Riestra y Gutiérrez, por el cual se solicita dejar sin efecto lo normado por el Decreto Nº 3.197/03, que exige a los docentes poseer postítulos y/u otras titulaciones como requisito para desempeñarse en los Institutos de Educación Superior. (Expte. Nº 17.798 – ARI).

–
Girado al Orden del Día -

6.2.16 Conflicto en Samco de la localidad de Villa Constitución: informes

Asunto Nº 25 – Dictámenes de las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de comunicación de los señores diputados Strada, Riestra, Benas y Gutiérrez, por el cual se solicita a través del Ministerio de Salud de la Provincia, se disponga informar sobre aspectos relacionados con el conflicto planteado en el Samco de la ciudad de Villa Constitución, departamento Constitución. (Expte. Nº 19.056 – ARI).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.17 Participación de Padres Autoconvocados en Consejo Provincial de Seguridad Vial

Asunto Nº 26 – Dictámenes de las comisiones de Transporte y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de comunicación de los señores diputados Benítez, Urruty y Reynoso, por el cual se solicita se disponga convocar a participar del Consejo Provincial de Seguridad Vial a los Grupos de Padres Autoconvocados que desde hace años se organizaron para realizar controles de alcoholemia. (Expte. Nº 18.422 – PPS).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.18 Empresas de transporte: informes sobre cobertura de seguro a pasajeros que viajan parados

Asunto Nº 27 – Dictámenes de las comisiones de Transporte y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de comunicación de los señores diputados Gutiérrez, Riestra, Benas y Strada, por el cual se solicita a través de la Subsecretaría de Transporte se disponga informar si en la contratación de seguros de pasajeros por parte de las empresas prestadoras del servicio se contempla la cobertura a los pasajeros que viajan parados. (Expte. Nº 18.603 – ARI).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.19 Provisión de móviles al Comando Radioeléctrico de Granadero Baigorria

Asunto Nº 28 – Dictámenes de las comisiones de Asuntos Constitucionales y Legislación General y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de la señora diputada Tomei, por el cual se solicita se disponga proveer de tres (3) móviles tipo camioneta al Comando Radioeléctrico de la ciudad de Granadero Baigorria, departamento Rosario. (Expte. Nº 19.057 – UCR).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.20 Subsidio al Centro Cultural “La Birri”

Asunto Nº 29 – Dictámenes de las comisiones de Cultura y Medios de Comunicación Social y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de los señores diputados Riestra, Strada, Benas y Gutiérrez; por el cual se solicita se disponga otorgar un subsidio al Centro Cultural “La Birri” que será destinado a obras de remodelación de la institución ubicada en la estación ferroviaria Mitre, calle General López 3.698 de la ciudad de Santa Fe. (Expte. Nº 18.779 – ARI).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.21 Reparación del edificio del Club Atlético y Social “Unión y Progreso” de Rosario

Asunto Nº 30 – Dictámenes de las comisiones de Promoción Comunitaria y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de la señora diputada Meotto, por el cual se solicita se disponga reparar el edificio del Club Atlético y Social “Unión y Progreso” ubicado en la ciudad de Rosario, cuyas instalaciones fueron dañadas por el temporal de viento y granizo el 15 de noviembre de 2006. (Expte. Nº 18.590 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.22 Subsidio para Asociación Cooperadora de la Escuela Nº 1.178 de Gregoria Pérez de Denis

Asunto Nº 31 – Dictámenes de las comisiones de Promoción Comunitaria y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de la señora diputada Pesaresi, por el cual se solicita se disponga otorgar un subsidio a la Asociación Cooperadora de la Escuela 1.178 “Doctor Mariano Romano”, de la localidad de Gregoria Pérez de Denis, departamento 9 de Julio, destinado a la construcción de la Dirección y la Sala de Maestros. (Expte. Nº 18.634 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.23 Medidas ante el posible ingreso del Dengue: informes

Asunto Nº 32 – Dictámenes de las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de los señores diputados Riestra, Strada, Benas y Gutiérrez, por el cual se solicita se disponga informar respecto de las medidas que el Ministerio de Salud puso en práctica y desde cuando, con relación a la promoción, protección y prevención, frente al posible ingreso del Dengue. (Expte. Nº 18.771 – ARI – Adj. Expte. Nº 18.723 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.24 Refacción y ampliación del Centro de Atención Primaria de la Salud del Barrio Norte de Reconquista

Asunto Nº 33 – Dictámenes de las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación del señor diputado Pividori, por el cual se solicita a través del Ministerio de Salud, se disponga evaluar y concretar la refacción y ampliación del Centro de Atención Primaria de la Salud del Barrio Norte, de la ciudad de Reconquista, departamento General Obligado. (Expte. Nº 19.121 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.25 Hospital Samco de Villa Ana: obras edilicias

Asunto Nº 34 – Dictámenes de las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación del señor diputado Pividori, por el cual se solicita se disponga realizar las obras de ampliación remodelación y restauración del edificio del Hospital Samco. “Doctor Bartolomé Parma” de la localidad de Villa Ana, departamento General Obligado. (Expte. Nº 19.028 – PJ).

–
Girado al Orden del Día

6.2.26 Reparación de techos del Hospital Provincial del Centenario de Rosario

Asunto Nº 35 – Dictámenes de las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de la señora diputada Peralta, por el cual se solicita se disponga realizar la reparación de los techos pertenecientes al Hospital Provincial del Centenario de Rosario, dañados por el granizo caído el 15 de noviembre de 2006. (Expte. Nº 18.832 – BER).

–
Girado al Orden del Día

6.2.27 Estado de partidas administradas por la API: informes

Asunto Nº 36 – Dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de los señores diputados Riestra, Benas y Strada, por el cual se solicita se disponga informar sobre aspectos relacionados con el estado de las partidas administrativas por la API, no imputadas a ningún gravamen y/o contribuyentes. (Expte. Nº 19.170 – ARI).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.28 Creación de cargos para distintas escuelas de la Provincia

Asunto Nº 37 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación del señor diputado Maguid, por el cual solicita la creación de cargos para distintas escuelas de la Provincia. (Exptes. Nros. 18.811, 18.812, 18.813, 18.814, 18.815, 18.816, 18.817, 18.818, 18.819, 18.863, 18.864, 18.865, 18.866 y 18.867 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.29 Creación de cargos para distintas escuelas de la Provincia

Asunto Nº 38 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación del señor diputado Maguid, por el cual solicita la creación de cargos para distintas escuelas de la Provincia. (Exptes. Nros. 18.996, 18.997, 18.998, 18.999, 19.000, 19.001, 19.002, 19.003, 19.004, 19.005, 19.006, 19.007, 19.008 y 19.009 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.30 Creación de cargos para distintas escuelas de la Provincia

Asunto Nº 39 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación del señor diputado Maguid, por el cual solicita la creación de cargos para distintas escuelas de la Provincia. (Exptes. Nros. 18.700, 18.701, 18.797, 18.712, 18.714, 18.717, 18.698, 18.716, 18.711, 18.715, 18.705, 18.710, 18.702, 18.704, 18.713, 18.718, 18.703, 18.706, 18.708 y 18.709 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.31 Creación de cargos para distintas escuelas de la Provincia

Asunto Nº 40 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación del señor diputado Maguid, por el cual solicita la creación de cargos para distintas escuelas de la Provincia. (Exptes. Nros. 18.900, 18.935, 18.901, 18.934, 18.895, 18.896, 18.897, 18.898, 18.899, 18.902, 18.932 y 18.933 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.32 Ayuda económica no reintegrable a Escuela N° 333 de Santa María Norte

Asunto Nº 41 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación del señor diputado Jullier, por el cual se solicita se disponga otorgar una ayuda económica no reintegrable a la Escuela Nº 333 “Merceditas de San Martín” de la localidad de Santa María Norte, departamento Las Colonias. (Expte. Nº 18.695 – PDP).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.33 Jardín de Infantes Nº 16 de Puerto Gaboto: cargo de portera

Asunto Nº 42 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de la señora diputada Mionis, por el cual se solicita se disponga crear un cargo de portera para el Jardín de Infantes Nº 16 “Manuel Belgrano” de la localidad de Puerto Gaboto, departamento San Jerónimo. (Expte. Nº 18.520 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.34 Escuela N° 125 de Funes: creación de cargos

Asunto Nº 43 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de los señores diputados Benas, Riestra, Gutiérrez y Strada, por el cual se solicita se disponga crear un cargo de profesor de computación y dos cargos de porteros para la Escuela Nº 125 “Antonio Herrera” de la ciudad de Funes, departamento Rosario. (Expte. Nº 18.598 – ARI).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.35 Escuela Nº 291 de Barrancas: equipamiento para aulas y comedor escolar

Asunto Nº 44 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de la señora diputada Mionis, por el cual se solicita se disponga renovar el equipamiento para aulas y la compra de vajillas y utensilios para el comedor escolar de la Escuela Nº 291 “Manuel Belgrano” de la localidad de Barrancas, departamento San Jerónimo. (Expte. Nº 18.523 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.36 Escuela Nº 614 de Rosario: obras, refacciones y provisión de material escolar

Asunto Nº 45 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de los señores diputados Benas, Riestra, Strada y Gutiérrez, por el cual se solicita se disponga destinar las partidas presupuestarias para concluir la construcción edilicia y proveer de material bibliográfico, didáctico, útiles escolares y elementos para educación física, a la Escuela Nº 614 “República de Nicaragua” de la ciudad de Rosario. (Expte. Nº 18.822 – ARI).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.37 Jardín Nº 8.229 de Rosario: creación de cargos

Asunto Nº 46 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de los señores diputados Benas, Strada, Riestra y Gutiérrez, por el cual se solicita se disponga crear los cargos de maestra de nivel inicial y de portero en el Jardín Nº 8.229 de la ciudad de Rosario. (Expte. Nº 18.734 – ARI).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.38 Solución a problemas edilicios de la sede de la Regional VI del Ministerio de Educación en Rosario

Asunto Nº 47 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de la señora diputada Meotto, por el cual se solicita se disponga dar urgente solución a los problemas edilicios que presenta el edificio sede de la Regional VI del Ministerio de Educación, ubicado en la ciudad de Rosario. (Expte. Nº 18.830 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.39 Jardín de Infantes Nucleado Nº 40 de Firmat: cargo docente

Asunto Nº 48 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación del señor diputado Cecchi, por el cual se solicita se disponga crear un cargo docente en el Jardín de Infantes Nucleado Nº 40 “Emma S. De Mazza” de la ciudad de Firmat, departamento General López. (Expte. Nº 18.802 – BS).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.40 Subsidio para la Escuela Provincial Nº 6.035 de Gálvez

Asunto Nº 49 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de la señora diputada Mionis, por el cual se solicita se disponga otorgar un subsidio a la Escuela Provincial Nº 6.035 “Mariano Moreno” de la ciudad de Gálvez, departamento San Jerónimo. (Expte. Nº 18.750 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.41 Resolución favorable a Expte. Tramitado por Escuela Nº 291 de Barrancas

Asunto Nº 50 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de la señora diputada Tomei, por el cual se solicita se disponga resolver favorablemente el Expte. Nº 004141 – 0038505 – 0, tramitado por la Escuela Nº 291 “Manuel Belgrano” de la localidad de Barrancas, departamento San Jerónimo. (Expte. Nº 18.952 – UCR).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.42 Escuela Media Nº 338 de Rosario: apertura de salidas de emergencia

Asunto Nº 51 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de la señora diputada Meotto, por el cual se solicita se disponga realizar las obras de apertura de salidas de emergencia en el edificio de la Escuela Media Nº 338 “Constancio C. Vigil” de la ciudad de Rosario. (Expte. Nº 19.029 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.43 Establecimientos educativos de Rosario sin servicio de gas natural: informe

Asunto Nº 52 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de la señora diputada Meotto, por el cual se solicita se disponga remitir un informe detallado indicando los establecimientos educativos de Rosario, pertenecientes a la Dirección Regional VI del Ministerio de Educación, que no cuentan con el servicio de gas natural. (Expte. Nº 18.968 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.44 Jardín de Infantes Nucleado Nº 8.208 de Vera: cargo de portero/a

Asunto Nº 53 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de los señores diputados Baudín y Bonfatti, por el cual se solicita se disponga crear un cargo de portero/a para el Jardín de Infantes Nucleado Nº 8.208 “Alfonsina Storni” de la ciudad de Vera, departamento homónimo. (Expte. Nº 18.531 – BS).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.45 Solución a problemas edilicios en establecimientos educativos de Rosario

Asunto Nº 54 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de los señores diputados Benas, Riestra, Strada y Gutiérrez, por el cual se solicita se disponga solucionar los problemas edilicios en distintos establecimientos educativos de la ciudad de Rosario. (Expte. Nº 18.860 – ARI).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.46 Escuela Nº 632 de Rosario: solución de problemas edilicios y eléctricos

Asunto Nº 55 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de la señora diputada Meotto, por el cual se solicita se disponga dar solución a los problemas edilicios y eléctricos que presenta la Escuela Nº 632 de la ciudad de Rosario. (Expte. Nº 18.870 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.47 Escuela Nº 297 de Arocena: cargo de educación artística

Asunto Nº 56 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de la señora diputada Mionis, por el cual se solicita se disponga crear un cargo de educación artística para la Escuela Nº 297 “Gral. José de San Martín” de la localidad de Arocena, departamento San Jerónimo. (Expte. Nº 17.831 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.48 Escuela Nº 6.046 de Los Amores: creación cargo de portero

Asunto Nº 57 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación del señor diputado Pividori, por el cual se solicita se disponga crear un cargo de portero en la Escuela Nº 6.046 “Juana Azurduy de Padilla” de la localidad de Los Amores, departamento Vera. (Expte. Nº 18.665 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.49 Escuela Nº 291 de Barrancas: creación de cargos

Asunto Nº 58 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de la señora diputada Mionis, por el cual se solicita se disponga crear un cargo de ayudante de cocina y uno de celador para la Escuela Nº 291 “Manuel Belgrano” de la localidad de Barrancas, departamento San Jerónimo. (Expte. Nº 18.522 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.50 Escuela Nacional Superior de Comercio Nº 43 de Reconquista: finalización de construcción

Asunto Nº 59 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación del señor diputado Pividori, por el cual se solicita se disponga dar finalización a las obras de construcción de la Escuela Nacional Superior de Comercio Nº 43 de la ciudad de Reconquista, departamento General Obligado. (Expte. Nº 18.827 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.51 Escuela de Educación Técnica Nº 281 de Firmat: concreción de obras

Asunto Nº 60 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación del señor diputado Real, por el cual se solicita se disponga concretar las obras tramitadas por la Escuela de Educación Técnica Nº 281 “General Manuel N. Savio” de la ciudad de Firmat, departamento General López. (Expte. Nº 18.505 – PDP).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.52 Escuela Nº 6.046 de Los Amores: creación cargo de cocinero

Asunto Nº 61 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación del señor diputado Pividori, por el cual se solicita se disponga la creación de un cargo de cocinero para la Escuela Nº 6.046 “Juana Azurduy de Padilla” de la localidad de Los Amores, departamento Vera. (Expte. Nº 18.636 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.53 Provisión de contenedores térmicos, muebles y útiles a Escuela Nº 1375 de Rosario

Asunto Nº 62 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de los señores diputados Benas, Strada, Riestra y Gutiérrez, por el cual se solicita se disponga proveer de tres (3) contenedores térmicos, armarios y útiles escolares para la Escuela Nº 1.375 de la ciudad de Rosario. (Expte. Nº 18.795 – ARI).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.54 Escuela N° 125 de Funes: solución a problemas edilicios

Asunto Nº 63 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de los señores diputados Benas, Strada, Gutiérrez y Riestra, por el cual se solicita se disponga resolver los problemas edilicios de la Escuela Nº 125 “Dr. A. Herrera” de la ciudad de Funes, departamento Rosario. (Expte. Nº 18.887 – ARI).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.55 Escuela Provincial Nº 147 de Rosario: tramitación de expte. para instalación de gas natural

Asunto Nº 64 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de los señores diputados Benas, Riestra, Strada y Gutiérrez, por el cual se solicita se disponga dar curso al Expte. iniciado por la Escuela Provincial Nº 147 “Provincia de Entre Ríos” sita en Paraje Nº 4.145 de la ciudad de Rosario (instalación de gas natural). (Expte. Nº 18.857 – ARI).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.56 Escuela Nº 560 de Rosario: construcción de galería y reparación escalera

Asunto Nº 65 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de los señores diputados Benas, Strada, Riestra y Gutiérrez, por el cual se solicita se disponga construir una galería techada que comunique a las dos alas del edificio y repare la escalera que conduce a las aulas de la planta alta en la Escuela Nº 560 “Provincia de Jujuy” de la ciudad de Rosario. (Expte. Nº 19.026 – ARI).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.57 Escuela N° 510 “General Manuel Obligado”: concreción de refacciones edilicias

Asunto Nº 66 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación del señor diputado Pividori, por el cual se solicita se disponga concretar el proyecto presentado por la Dirección de la Escuela 510 “General Manuel Obligado” ante la Región II de Educación, destinado a refacciones edilicias del establecimiento. (Expte. Nº 18.745 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.58 Hogar Escuela Nº 6.450 de Granadero Baigorria: solución a problemas edilicios

Asunto Nº 67 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de los señores diputados Benas, Riestra, Strada y Gutiérrez, por el cual se solicita se disponga solucionar los graves problemas edilicios del Hogar Escuela Nº 6.450, sito en Avenida San Martín Nº 1.700 de Granadero Baigorria, departamento Rosario. (Expte. Nº 18.858 – ARI).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.59 Escuela N° 1174 de Avellaneda: agilización de trámites para construcción de obras

Asunto Nº 68 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación del señor diputado Pividori, por el cual se solicita se disponga agilizar los trámites iniciado por la Dirección de la Escuela Nº 1.174 “Brigadier Estanislao López” de la ciudad de Avellaneda, departamento General Obligado, destinado a la construcción de distintas obras en dicha institución. (Expte. Nº 18.635 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.60 Escuela de Educación Técnica Nº 456 de Gálvez: cargo de auxiliar administrativo

Asunto Nº 69 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de la señora diputada Mionis, por el cual se solicita se disponga crear un cargo de auxiliar administrativo para la Escuela de Educación Técnica Nº 456 “Hipólito Irigoyen” de la ciudad de Gálvez, departamento San Jerónimo. (Expte. Nº 18.521 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.61 Jardín Nº 8063 de Rosario: cargo de portero

Asunto Nº 70 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de los señores diputados Benas, Strada, Riestra y Gutiérrez, por el cual se solicita se disponga crear un cargo de portero para el Jardín Nº 8.063 “Juana de Ibarbourou” de la ciudad de Rosario. (Expte. Nº 18.796 – ARI).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.62 Escuela Nº 6.046 de Los Amores: creación cargo de maestro

Asunto Nº 71 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación del señor diputado Pividori, por el cual se solicita se disponga crear un cargo de maestro de año de EGB en la Escuela Nº 6.046 “Juana Azurduy de Padilla” de la localidad de Los Amores, departamento Vera. (Expte. Nº 18.666 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.63 Escuela N° 6.026 de Las Bandurrias: cargo de maestro de grado

Asunto Nº 72 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de los señores diputados Benas, Strada, Riestra y Gutiérrez, por el cual se solicita se disponga crear un cargo de maestro de grado en la Escuela Nº 6.026 “El Chaco” de la localidad de Las Bandurrias, departamento San Martín. (Expte. Nº 18.600 – ARI).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.64 Escuela N° 1.080 de Rosario: cargo de profesor de computación

Asunto Nº 73 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de los señores diputados Benas, Strada, Riestra y Gutiérrez, por el cual se solicita se disponga la creación de un cargo de profesor de computación, en la Escuela Nº 1.080 “Gabriela Mistral” de la ciudad de Rosario. (Expte. Nº 18.597 – ARI).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.65 Jardín de Infantes Nº 97 de Oliveros: creación de cargos

Asunto Nº 74 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de los señores diputados Gutiérrez, Riestra, Benas, Strada, por el cual se solicita se disponga crear tres (3) cargos para el Jardín de Infantes Nº 97 “Río Carcarañá” de la localidad de Oliveros, departamento Iriondo. (Expte. Nº 19.055 ARI).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.66 Escuela Fiscal Nº 310 de Campo Engler: cargos para el comedor escolar

Asunto Nº 75 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de la señora diputada Mionis, por el cual se solicita se disponga crear dos (2) cargos para el comedor escolar de la Escuela Fiscal Nº 310 “Carlos Tercero Arguimbau” de Campo Engler, distrito Coronda, departamento San Jerónimo. (Expte. Nº 18.751 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.67 Escuela Nº 6025 de Las Bandurrias: creación de cargos y refacciones

Asunto Nº 76 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de los señores diputados Benas, Strada, Riestra y Gutiérrez, por el cual se solicita se disponga crear seis (6) cargos y realizar refacciones varias en la Escuela Nº 6.025 “El Chaco” de la localidad de “Las Bandurrias”, departamento San Martín. (Expte. Nº 18.794 – ARI).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.68 Escuela Nº 1.315 de Rosario: solución a problemas edilicios

Asunto Nº 77 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de los señores diputados Benas, Strada, Riestra y Gutiérrez, por el cual se solicita se disponga solucionar los problemas edilicios de la Escuela Nº 1.315 “Itatí de Corrientes”, de la ciudad de Rosario. (Expte. Nº 18.859 – ARI).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.69 Torneo de Taekwon-do: interés legislativo

Asunto Nº 78 – Dictamen de la Comisión de Promoción Comunitaria en el proyecto de declaración de los señores diputados Albónico, Lamberto, Aranda, Liberati y Cecchi, por el cual esta Cámara declara de su interés el “Torneo de Taekwon-do”, a desarrollarse el 12 de agosto de 2007 en la ciudad de Cañada de Gómez, departamento Iriondo. (Expte. Nº 19.140 – BS).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.70 Campaña de difusión masiva de programas dirigidos a adultos mayores

Asunto Nº 79 – Dictamen de la Comisión de Promoción Comunitaria en el proyecto de comunicación de los señores diputados Urruty, Reynoso y Benítez, por el cual se solicita a través de la Dirección de la Tercera Edad, se disponga realizar las gestiones necesarias para implementar una campaña de difusión masiva sobre todos los programas existentes provinciales y nacionales, dirigidos por los Adultos Mayores. (Expte. Nº 19.067 – PPS).

–
Girado al Orden del Día.
6.3 Proyectos de los señores diputados

Proyectos de ley:

6.3.1 Eximición del pago del impuesto inmobiliario al Club Social Las Toscas

Asunto Nº 80 – Proyecto de ley del señor diputado Pezz, por el cual se exime del pago del impuesto inmobiliario correspondiente al Período 2002 a 2007 inclusive y de los accesorios que pudieran haberse devengado por la falta de pago en término del tributo, al Club Social Las Toscas, departamento General Obligado, por el inmueble de su propiedad, Partida Nº 03-05-00-012555/0005-5. (Expte. Nº 19.223 – UCR).

–
Girado a las comisiones de Presupuesto y Hacienda, de Asuntos Comunales, de Promoción Comunitaria y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.3.2 Asociaciones de Bomberos Voluntarios (misión y organización)

Asunto Nº 81 – Proyecto de ley del señor diputado Mascheroni, por el cual se regula la misión y organización de las Asociaciones de Bomberos Voluntarios en la provincia. (Expte. Nº 19.224 – UCR).

–
Girado a las comisiones de Seguridad Social, de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, de Asuntos Constitucionales y Legislación General y de Presupuesto y Hacienda.

Proyecto de resolución:

6.3.3 Invitación al Ministro de Gobierno, Justicia y Culto (por situación de violencia en ciudad de Santa Fe)

(Queda reservado)

Asunto Nº 82 – Proyecto de resolución del señor diputado Marcucci, por el cual esta Cámara resuelve convocar al señor Ministro de Gobierno, Justicia y Culto a concurrir al recinto a los efectos de suministrar información y explicaciones respecto de la situación de violencia que sufre la ciudad de Santa Fe. (Expte. Nº 19.247 – UCR).

SR. MARCUCCI EÍ "UCR MARCUCCI, Hugo" .– Pido la palabra.


Solicito que este asunto sea reservado en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Así se hará, señor diputado.

–
Queda reservado. Ver punto 8.1.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

· Se lee:

Proyecto de declaración:

6.3.4 Foro Global de BioEnergía Rosario 2007: interés legislativo

Asunto Nº 83 – Proyecto de declaración de los señores diputados Venesia y Lagna, por el cual esta Cámara declara de interés legislativo el Foro Global de BioEnergía Rosario 2007, a desarrollarse del 11 al 13 de julio de 2007 en la Bolsa de Comercio de la ciudad de Rosario. (Expte. Nº 19.222 – PJ).

–
Girado a la Comisión de Industria, Comercio y Turismo.

Proyectos de comunicación:

6.3.5 Escuela Nº 6.398 de Pérez: construcciones y refacciones edilicias

Asunto Nº 84 – Proyecto de comunicación de las señoras diputadas Peralta, Benas y Gutiérrez, por el cual se solicita se disponga realizar refacciones y construcciones varias en la Escuela Nº 6.398 “General Mosconi” de la ciudad de Pérez, departamento Rosario. (Expte. Nº 19.225 – DB).

–
Girado a las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda.

6.3.6 Campañas sobre temática de violencia familiar

Asunto Nº 85 – Proyecto de comunicación de las señoras diputadas Peralta, Benas y Gutiérrez, por el cual se solicita se disponga arbitrar los medios para realizar campañas que aborden la temática de la violencia familiar, su difusión y seguimiento. (Expte. Nº 19.226 – DB).

–
Girado a las comisiones de Asuntos Constitucionales y Legislación General y de Presupuesto y Hacienda.

6.3.7 Escuela de Enseñanza Media Nº 265 de Santa Fe: creación de cargos

Asunto Nº 86 – Proyecto de comunicación del señor diputado Maguid, por el cual se solicita se disponga crear cuatro (4) cargos para la Escuela de Enseñanza Media Nº 265 “Yapeyú” de la ciudad de Santa Fe. (Expte. Nº 19.240 – PJ).

–
Girado a las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda.

6.3.8 Escuela Nº 18 de Santa Fe: creación de cargo

Asunto Nº 87 – Proyecto de comunicación del señor diputado Maguid, por el cual se solicita se disponga crear un (1) cargo de ayudante de cocina para la Escuela Nº 18 “Falucho” de la ciudad de Santa Fe. (Expte. Nº 19.241 – PJ).

–
Girado a las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda.

6.3.9 Escuela Provincial Nº 6.169 de Sunchales: creación de cargos

Asunto Nº 88 – Proyecto de comunicación del señor diputado Maguid, por el cual se solicita se disponga crear dos (2) cargos para la Escuela Provincial Nº 6.169 “Gral. Manuel N. Savio” de la ciudad de Sunchales, departamento Castellanos. (Expte. Nº 19.242 – PJ).

–
Girado a las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda.

6.3.10 Escuela de Enseñanza Media Nº 227 de Máximo Paz: creación de cargo

Asunto Nº 89 – Proyecto de comunicación del señor diputado Maguid, por el cual se solicita se disponga crear un (1) cargo para la Escuela de Enseñanza Media Nº 227 “Esteban Echeverría” de la localidad de Máximo Paz, departamento Constitución. (Expte. Nº 19.243 – PJ).

–
Girado a las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda.

6.3.11 Escuela de Educación Técnica Nº 483 de Venado Tuerto: creación de cargos

Asunto Nº 90 – Proyecto de comunicación del señor diputado Maguid, por el cual se solicita se disponga crear dos (2) cargos para la Escuela de Educación Técnica Nº 483 de la ciudad de Venado Tuerto, departamento General López. (Expte. Nº 19.244 – PJ).

–
Girado a las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda.

6.3.12 Gastos en publicidad oficial durante ejercicios 2004 a 2007: informes

Asunto Nº 91 – Proyecto de comunicación del señor diputado Jullier, por el cual se solicita se disponga informar respecto de los montos gastados en publicidad oficial durante los ejercicios 2004, 2005, 2006 y 2007. (Expte. Nº 19.245 – PDP).

–
Girado a la Comisión de Presupuesto y Hacienda.

6.3.13 Repavimentación Ruta Prov. 10 (tramo Ruta Nac. 19 - Santa Clara de Buena Vista): informes

Asunto Nº 92 – Proyecto de comunicación del señor diputado Jullier, por el cual se solicita a través de la Dirección Provincial de Vialidad, se proceda a informar sobre aspectos de la obra de repavimentación de la Ruta Provincial Nº 10, tramo comprendido entre la Ruta Nacional Nº 19 y la localidad de Santa Clara de Buena Vista. (Expte. Nº 19.246 – PDP)

–
Girado a las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda.

6.3.14 Consejo Provincial de Complementación para la Seguridad Interior – Ley 10.869: informes

Asunto Nº 93 – Proyecto de comunicación del señor diputado Marcucci, por el cual se solicita se disponga informar sobre aspectos relacionados con el funcionamiento del Consejo Provincial de Complementación para la Seguridad Interior – Ley Nº 10.869. (Expte. Nº 19.248 – UCR).

–
Girado a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.3.15 Resolución Nº 0492/06 del Ministerio de Salud (selección de personal): informes

Asunto Nº 94 – Proyecto de comunicación de los señores diputados Riestra, Gutiérrez, Strada y Benas, por el cual se solicita a través del Ministerio de Salud, se disponga informar sobre aspectos relacionados con la aplicación de la Resolución Nº 0492 de fecha 09-05-06, que aprueba las normas para la confección de escalafones para la selección de personal permanente. (Expte. Nº 19.249 – ARI).

–
Girado a las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión.

6.3.16 Situación salarial del rector del Instituto Superior de Educación Técnica Nº 56: tramitación expediente

Asunto Nº 95 – Proyecto de comunicación de los señores diputados Benas, Riestra, Strada y Gutiérrez, por el cual se solicita a través del Ministerio de Educación, se disponga dar curso al Expte. Nº 0416-0005930-0, referido a la situación salarial del rector del Instituto Superior de Educación Técnica Nº 56. (Expte. Nº 19.250 – ARI).

–
Girado a la Comisión de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación.

6.3.17 Revisión del haber mensual de jubilados y pensionados de la EPE 

Asunto Nº 96 – Proyecto de comunicación de los señores diputados Benas, Riestra, Strada y Gutiérrez, por el cual se solicita se disponga rever el haber mensual jubilatorio otorgado a partir del mes de mayo de 2007, a los jubilados y pensionados de la EPE (Expte. Nº 19.251 – ARI).

–
Girado a las comisiones de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión y de Presupuesto y Hacienda.

6.4 Notas de los particulares

Asunto Nº 97 – La Asociación Profesional Farmacéutica remite nota en la cual se manifiestan reflexiones relacionadas con la modificación de la Ley Nº 2.287 y hacen saber sobre la nueva redacción. (Nº 0146/07 – PP)

–
Girado a sus antecedentes.

Asunto Nº 98 – La Empresa Sabb S.A. remite nota por la cual pone en conocimiento el acuerdo firmado ante el Sr. Subsecretario de Trabajo de la Provincia con la Unión Obrera Metalúrgica Seccional Rafaela en fecha 06 de junio de 2007. (Nota Nº 0148/07)

–
Girado al Archivo.

7 PETICIONES DE LOS SEÑORES DIPUTADOS

7.1 Expropiación temporaria del inmueble y mueble de la Empresa Sabb S.A.

(Informe de solución de conflicto laboral)

SR. CURA EÍ "PJ CURA, Jorge" .– Pido la palabra.


Quiero informar que, con relación a la empresa Sabb S.A. de la localidad de María Juana, habíamos hecho con los trabajadores un pedido de expropiación de la empresa.


Ayer, felizmente, vinieron el vicepresidente y el apoderado de la misma y en la Secretaría de Estado de Trabajo se firmó un acta en virtud de la cual no necesitamos llegar a la expropiación. 


Hoy, los 160 trabajadores que estaban pasando por una terrible angustia, volvieron a su respectivos lugares de trabajo porque la empresa no solamente les abonó todos los salarios sino porque también consiguió un crédito de 12 millones de dólares para seguir haciendo el trabajo que venía realizando. 


Realmente me siento bien porque, insisto, se ha solucionado el problema de esos trabajadores que estaban pasando por una situación muy angustiosa.

7.2 Concurso de Monografías sobre Prevención de la Violencia en el Deporte

(Dict. Com. Prom. Comun. y Pres. y Hac. – Proy. resolución – Queda reservado)

SRA. VENESIA EÍ "PJ VENESIA, Laura" .– Pido la palabra.


Solicito se dé ingreso a los dictámenes de comisión del Expte. Nº 19.146 – PJ, por el cual se aprueba un Concurso de Monografías sobre Prevención de la Violencia en el Deporte y que sea reservado en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas, conforme fue acordado con los presidentes de bloque.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo se le dará entrada al dictamen, con la indicación de la señora diputada.

–
Asentimiento.
–
Queda reservado. Ver punto 8.2.

7.3 Observaciones del Tribunal de Cuentas en su Memoria Anual 2006: informes

(Proyecto de comunicación – Ingreso y giro a comisión)

7.4 Renuncia del diputado Cecchi como integrante de la Comisión Legislativa de Control y Revisora de Cuentas

(Nota – Ingreso y giro al Archivo)

SR. CECCHI EÍ "PS CECCHI, Alfredo" .– Pido la palabra.


Solicito se dé ingreso al proyecto de comunicación por el cual se piden informes acerca de observaciones del Tribunal de Cuentas, en su Memoria Anual 2006, a una serie de organismos del Estado, entre ellos, a la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo que adeuda catorce balances, incumpliendo con las formalidades de la ley.


Solicito que este proyecto sea girado solamente a la Comisión de Presupuesto y Hacienda.


Asimismo, solicito el ingreso de mi renuncia como integrante de la Comisión Legislativa de Control y Revisora de Cuentas, creada por el artículo 245 de la Ley 12.510, nueva Ley de Contabilidad de la Provincia, con el debido soporte informático, pidiendo expresamente que su contenido conste en el Diario de Sesiones del día de la fecha.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se les dará entrada, con las indicaciones del señor diputado. (Expte. N° 19.257 – BS y Nota Nº 0153/07)

· Asentimiento.

· El Expte. Nº 19.257 – BS es girado a la Comisión de Presupuesto y Hacienda.

· La Nota Nº 0153/07 es girada al Archivo.

INSERCIÓN SOLICITADA POR EL SEÑOR DIPUTADO CECCHI

Santa Fe, 14 de junio de 2007

Nota Nº 0153707

Al Señor

Presidente de la Cámara de Diputados

Dr. Edmundo Barrera

Presente

De mi consideración:


Tengo el agrado de dirigirme a Ud., y por su intermedio a los demás miembros de esta Cámara de Diputados, para presentar mi renuncia como integrante de la Comisión Legislativa de Control y Revisora de Cuentas creada por el Artículo 245 de la Ley Nº 12.510, con que oportunamente se me honrara.


Motivan la presente, razones ajenas a mi voluntad que me impiden un ejercicio responsable de la función, y que a continuación las paso a describir sumariamente:

- El 30 de noviembre de 2005 nuestra Legislatura sancionó la Ley Nº 12.510, que, promulgada por el Gobernador el 2 de enero de 2006, estableció un nuevo cuerpo normativo para la Administración y el Control de la Hacienda Pública. Esta nueva norma tiene fundamental importancia en tanto que incorpora al funcionamiento institucional un estamento de control que es la Comisión Legislativa de Control y Revisora de Cuentas que, si nos atenemos a las cifras del último presupuesto aprobado, nos referimos al control legal de 8.000 millones de pesos que el gobierno asigna e invierte.

- Esta Comisión Legislativa de Control y Revisora de Cuentas alcanzó su integración con la designación de los integrantes de esta Cámara de Diputados conforme la Resolución Nº 031 del 21 de septiembre de 2006.

- El 2 de noviembre de 2006, se designó Presidente de la Comisión al senador Juan Carlos Mercier, y Vicepresidente al diputado Hugo Marcucci, y seguidamente se decidió invitar a los integrantes del Tribunal de Cuentas de la Provincia, reunión que se concretó el 8 de noviembre. En respuesta a un requerimiento nuestro y a instancias de la Presidente, se decidió contar con accesos informáticos a la red interna de datos (intranet) del órgano de control, mientras el 1º de diciembre, en respuesta a nuestra petición elevada a Ud., se nos asignó el correspondiente número de código (IP) para “la conexión al Sistema de Expedientes a nivel de consulta más alto que exista”.

- El 23 de noviembre de 2006, por Dictamen Nº 001/06, la Comisión aprobó su Reglamento Interno; y el 13 de diciembre dictó la Resolución 001/06 que suspendió el funcionamiento de la Comisión hasta que las Cámaras Legislativas proporcionaren los requerimientos administrativos mínimos para garantizar su funcionamiento, cursándose notas a las Presidencias de ambas Cámaras solicitando estructura mínima, espacio físico, y recursos humanos y materiales necesarios para su funcionamiento.

- En resumen: las veces que esta Comisión Legislativa se reunió durante el 2006, con quórum, resolvió sus autoridades, su reglamento internos, sus cargos, definió sus necesidades e, inmediatamente, decidió la suspensión de sus actividades condicionando la reanudación de las mismas al aporte de los requerimientos indispensables oportunamente formulados.

- Pese a ello, hasta esta fecha, habiendo transcurrido un año y medio de sanción de la Ley, y más de medio año desde la constitución de la Comisión Legislativa de Control y Revisora de Cuentas, nada se ha realizado en materia de control.

- El 19 de abril de 2007 exigí, previa comunicación y consulta a mi bloque, la renuncia del Presidente de la Comisión Legislativa de Control y Revisora de Cuentas por su manifiesta obstaculización a concretar la conexión informática señalada más arriba, con cuya concreción ya podríamos comenzar a cumplir con nuestros fines.

- El 25 de abril de 2007, el diario El Litoral informó de la renuncia del senador Mercier a esta Comisión Legislativa, actitud que fue seguida por los restantes senadores del oficialismo que integraban la Comisión que el 19 de mayo también renunciaron.

- Asimismo, en lo que va de este año, la Comisión (integrada por diez legisladores, siete del oficialismo y tres de la oposición) nunca pudo reunirse válidamente por falta de quórum.


Al día de la fecha, y a pesar de la buena voluntad verbalizada por la Presidencia de esta Cámara, continúa faltándonos la citada conexión informática, y la provisión de personal y requerimientos mínimos para funcionar se dilatan sin límite en el tiempo, constituyendo impedimentos insalvables a la hora de cumplir cabalmente con el mandato que la Cámara nos encomendó en cumplimiento de la Ley, lo que sin esfuerzo no puede dejar de ser leído como una manifiesta falta de voluntad política del oficialismo para que los representantes del pueblo controlemos la inversión de los dineros públicos.


Así las cosas, entiendo que mi permanencia en la Comisión se convertiría en cómplice de tal actitud.


Sin otro particular, y esperando que quienes deben ser ejemplo de cumplimiento a la ley, de celo en las tareas de control, y de transparencia en la inversión de los dineros del pueblo, asuman cuanto antes las responsabilidades que les caben, hago propicia la oportunidad para saludarlo atte.

Alfredo Luis Cecchi

7.5 Escuela Nº 1217 de Villa Constitución: creación de cargos

(Proyecto de comunicación – Ingreso y giro a comisión)

SR. STRADA EÍ "ARI STRADA, Aldo" .– Pido la palabra.


Solicito se dé ingreso al proyecto de comunicación referido a la creación de cargos en la Escuela “Combate de San Lorenzo”, con relación a la cual el otro día salió una publicación en el diario La Capital donde se dice que hay trabajadoras que hace trece años que están brindando la tarea ad honorem y están buscando un nombramiento por intermedio de la Provincia.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada. (Expte. N° 19.262 – ARI)

· Asentimiento.

· Girado a las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda.

7.6 Empresa Sol Líneas Aéreas: informes

(Proyecto de comunicación – Ingreso y giro a comisión)

7.7 Estadísticas de adicción a estupefacientes, consumo de “paco” y muertes por esas causas: informes

(Proyecto de comunicación – Ingreso y giro a comisión)

7.8 Hechos de maltrato en Comisaría de Calchaquí: informes

(Proyecto de comunicación – Ingreso y giro a comisión)

SRA. GUTIÉRREZ EÍ "ARI GUTIÉRREZ, Alicia" .– Pido la palabra.


Solicito se dé ingreso a tres proyectos de comunicación. El primero de ellos, está relacionado con la Empresa Sol Líneas Aéreas, sobre la cual hay varios pedidos de informes en esta Cámara que todavía no han sido respondidos. La presente iniciativa se refiere a otra área, que no consta en los proyectos presentados, creo que por los diputados Strada y Kilibarda.


Por el segundo se solicitan informes sobre un estupefaciente conocido como “Paco” que hace unos días el doctor Granero, titular del Sedronar, habría afirmado que se detectó en las ciudades de Santa Fe y Rosario. Solicitamos, entonces, una serie de datos estadísticos y de información sobre su consumo en la Provincia de Santa Fe.


Por el último, se solicitan informes al Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto sobre un hecho que aconteció en la localidad de Calchaquí el año pasado, en el que fue víctima un trabajador rural que venía en su bicicleta con sus herramientas de trabajo y fue interceptado por personal policial, el comisario Mario Digiovani, de la localidad de Calchaquí, que lo llevó detenido durante seis horas y le quería hacer confesar que había robado dichas herramientas de trabajo. Le dijeron que podían liberarlo a cambio de 500 pesos, cosa que el señor Moralejo no tenía siendo víctima de maltratos.


Durante un año esta persona no supo donde realizar la denuncia, luego se dirigió a la Secretaría de Estado de Derechos Humanos, donde la radicó. Queremos saber, como resultado de esta denuncia, si el Ministerio de Gobierno ha iniciado algún sumario administrativo, qué medidas ha tomado con respecto al Comisario Mario Digiovani, si todavía sigue ocupando este cargo en la localidad de Calchaquí.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se les dará entrada. (Exptes. N° 19.260 – ARI, Nº 19.259 – ARI y Nº 19.258 – ARI)

· Asentimiento.

· El Expte. Nº 19.260 – ARI es girado a las comisiones de Transporte y de Industria, Comercio y Turismo.

· El Expte. Nº 19.259 – ARI es girado a las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

· El Expte. Nº 19.258 – ARI es girado a las comisiones de Derechos y Garantías y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

7.9 Agencias de seguridad, vigilancia y/o informaciones contratadas en la Administración Pública: informes

(Proyecto de comunicación – Ingreso y giro a comisión)

SR. RIESTRA EÍ "ARI RIESTRA, Antonio" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada al proyecto de comunicación por el que se pide al Poder Ejecutivo informe acerca de la contratación de empresas de vigilancia y/o seguridad, fundamentalmente teniendo en cuenta que esta actividad ha verificado un importante crecimiento en cuanto a su capacidad operativa y al personal afectado. En el proyecto se detalla una serie de preguntas acerca de las agencias, cantidad de horas contratadas, penalidades aplicadas y los controles, si los hubiere.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada. (Expte. N° 19.261 – ARI)

· Asentimiento.

· Girado a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

7.10 Donación de terreno a la Fundación Hospital de Niños de Santa Fe

(Proyecto de ley – Preferencia para dos sesiones)

SRA. CAVUTO EÍ "PJ CAVUTO, Adriana" .– Pido la palabra.


Solicito tratamiento preferencial para dentro de dos sesiones para el expediente Nº 17.840 – PJ, tal como se acordó en la reunión de Labor Parlamentaria.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por la señora diputada Cavuto.

–
Resulta afirmativa.

7.11 Ley 6740 (Código Procesal Penal): modif. art. 447

(Proyecto de ley – Ingreso y giro a comisión)

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada al proyecto de ley suscripto por quien habla y los diputados Dehesa, Kilibarda, Meotto y Lacava, por el cual se propone la reforma al artículo 447 de la Ley Nº 6740, Código Procesal Penal, que hoy va a ser materia de tratamiento en este recinto.


Hemos recibido la inquietud del Secretario de Derechos Humanos de la Provincia en ese sentido y en virtud de ello es que ingresamos este proyecto para que sea enviado exclusivamente, a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General para su consideración. 

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada, con la indicación del señor diputado. (Expte. N° 19.255 – PJ) 

· Asentimiento.

· Girado a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

7.12 Receso parlamentario y administrativo

(Proyecto de resolución – Ingreso y reserva)

SR. SECRETARIO (Giuliano).– Obra en Secretaría, para su ingreso y posterior tratamiento sobre tablas, el proyecto de resolución por el que se establece el receso parlamentario y administrativo.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada. (Expte. N° 19.256 – PJ)

· Asentimiento.

–
Queda reservado. Ver punto 8.3.

8 TRATAMIENTOS SOBRE TABLAS

8.1 Invitación al Ministro de Gobierno, Justicia y Culto (por situación de violencia en ciudad de Santa Fe)

(Proyecto de resolución – Girado a comisión)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar los asuntos reservados en Secretaría.


En primer lugar, a pedido del señor diputado Marcucci, el proyecto de resolución por el cual se convoca al señor Ministro de Gobierno, Justicia y Culto a concurrir al recinto a los efectos de suministrar información y explicaciones respecto de la situación de violencia que sufre la ciudad de Santa Fe (Expte. Nº 19.247 – UCR).


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:

La Cámara de Diputados de la Provincia

Resuelve:

Artículo 1º.- Convóquese al Sr. Ministro de Gobierno, Justicia y Culto para que asista al recinto de esta Cámara de Diputados, de acuerdo al procedimiento establecido en el Capítulo XVII del Reglamento Interno de la misma y en el marco de las atribuciones conferidas por el artículo 45 de la Constitución Provincial, a efectos de suministrar informes y explicaciones acerca de la situación de violencia que sufre la ciudad de Santa Fe y de las últimas políticas de seguridad implementadas.

Artículo 2º.- De forma.

Fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


Asistimos a una situación preocupante de seguridad, que en lo que va del año se ha llevado aproximadamente 60 vidas, en homicidios, registrados en la ciudad de Santa Fe. Esta problemática no ha podido ser superada, más allá de los innumerables cambios y anuncios que se han implementado por las autoridades provinciales actuales, desde el inicio de esta gestión.


Consideramos imprescindible que el responsable político de la seguridad del Gobierno provincial, el Ministro de Gobierno, asista a esta Cámara de Diputados y sea interpelado, en virtud de facultades constitucionales que le correspondan a la Legislatura provincial, por la problemática planteada.


Dentro de las facultades constitucionales que posee la Legislatura se encuentra, en el artículo 45 requerir la asistencia de los ministros del Poder ejecutivo a fin de que brinden explicaciones o informes, sobre situaciones de sus carteras.


Esto es parte de la función de control que les incumbe a los parlamentos, y que constituyen una de las razones fundamentales de su razón de ser, acrecentado en los sistemas presidencialistas, donde el Ejecutivo se considera un poder fuerte y debe ser custodiado y controlado, celosamente, por el resto de los poderes.


En la Provincia de Santa Fe, es habitual el planteo de los legisladores de la oposición, que requieren la asistencia de los ministros del Ejecutivo al recinto, negándose periódicamente esta instancia y suplantándola por una mera reunión con presidentes de bloque.


Vemos que en virtud de la grave situación de violencia que azota a la ciudad de Santa Fe, en los últimos días, hecho que ha provocado el acuartelamiento de parte de la fuerza policial y por la importancia del tema y la urgencia de lo expuesto, es que la asistencia al recinto es el mecanismo acorde y por lo tanto solicitamos a nuestros pares nos acompañen en la aprobación del presente proyecto.

Hugo Marcucci

SR. MARCUCCI EÍ "UCR MARCUCCI, Hugo" .– Pido la palabra.


Creemos importante, ante la situación de inseguridad que se vive particularmente en la ciudad de Santa Fe, la asistencia del Ministro para dar explicaciones sobre distintos temas y conocer en profundidad cuál es, realmente, la planificación y efectividad de las medidas que se toman, teniendo en cuenta que, permanentemente, se ha apelado a la renovación de jefes de seccionales y vemos con mucha preocupación la poca efectividad de las medidas llevadas adelante.


En ese sentido, queremos conocer, precisamente, cuál es la estrategia que el Ministro, desde el Ministerio, está pensando en relación al tema seguridad, particularmente en la ciudad de Santa Fe. Por eso creemos importante que esto se dé en el marco, como siempre lo planteamos, de una interpelación.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción de tratamiento sobre tablas.

· Resulta negativa.

· El proyecto es girado a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

8.2 Concurso de monografías sobre Prevención de la Violencia en el Deporte

(Proyecto de resolución – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado, a pedido de la señora diputada Venesia, el proyecto de resolución por el cual se convoca a un concurso de monografías sobre “Prevención de la Violencia en el Deporte. Factores que la Provocan y Acciones de Prevención” (Expte. N° 19.146 PJ), que cuenta con dictámenes de las comisiones de Promoción Comunitaria y de Presupuesto y Hacienda.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Promoción Comunitaria ha considerado el proyecto de resolución (Expte. Nº 19.146 – PJ) presentado por las diputadas Venesia y Stanoevich por el cual esta Cámara resuelve convocar al Concurso de Monografías “Prevención de la Violencia en el Deporte. Factores que la provocan y acciones de prevención”; y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al texto original.

Sala de la Comisión, 14 de junio de 2007.

Reutemann – Vázquez – Gastaldi – Venesia

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de resolución – Expte. Nº 19.146 – PJ, autoría de las diputadas Venesia y Stanoevich por el cual esta Cámara resuelve convocar al concurso de monografías “Prevención de la Violencia en el Deporte. Factores que la provocan y acciones de prevención”; y, luego de los estudios realizados, y atento a que cuenta con dictamen precedente de la Comisión de Promoción Comunitaria, esta Comisión ha resuelto adherir al mismo.

Sala de la Comisión, 21 de junio de 2007.

Peirone – Venesia – Lagna – Mionis – Scataglini – Marcucci – Riestra

 EÍ "zrExpte. N° 19.146 PJ\: Concurso de monografías sobre Prevención de la Violencia en el Deporte" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Resuelve:

Artículo 1º.- Convocar al Concurso de Monografías "Prevención de la violencia en el deporte. Factores que la provocan y acciones de prevención”, en conjunto con la Defensoría del Pueblo de la Provincia de Santa Fe, Fedeclubes Federación Santafesina de Clubes, la Asociación Rosarina de Entidades Deportivas Amateurs (Areda) y el Panathlon Internacional Distrito XV.

Artículo 2º.- Aprobar el reglamento del concurso que como anexo, forma parte de la presente resolución.

Artículo 3º.- Financiar con fondos del presupuesto asignado a esta Cámara el monto de los premios dispuestos para los ganadores del presente concurso en las categorías Junior y Senior.

Artículo 4º.- Autorizar a la Secretaría Administrativa de la Cámara de Diputados a gestionar el cumplimiento de las erogaciones previstas en el artículo 3º de la presente.

Artículo 5º.- De forma.

Anexo

Bases para la convocatoria del Concurso De Monografías 

"Prevención de la violencia en el deporte. Factores que la provocan y acciones de prevención”

Artículo 1º.- Tema:


En los últimos años estamos frente a una escalada de violencia que enfrenta la sociedad en su conjunto; y los ámbitos deportivos en general y en los deportes en particular se observa un aumento creciente de la violencia dentro y fuera de los espectáculos. Es por tal razón que surge la necesidad de que la sociedad se manifieste ante estas causas particulares, en este caso específico mediante la elaboración de trabajos escritos.

Artículo 2º.- Objetivo:


Despertar en los estudiantes la curiosidad y el interés sobre las causas y efectos de la violencia en el deporte y a su manera de ver como actores en muchos casos cómo prevenir esta violencia particular. Ofrecer a los estudiosos y observadores de esta problemática la oportunidad para hacer saber sus conocimientos, observaciones de campo o estudios científicos sobre la problemática de la violencia en el deporte, dentro y/o fuera de la actividad deportiva.

Artículo 3º.- Categorías:

· Junior: estudiantes de escuelas de Nivel Polimodal de gestión pública y privada de la Provincia de Santa Fe : deberán presentar “Ensayo Monográfico” 

· Senior: Profesionales o estudiosos: deberán presentar “Monografías de investigación” o “Monografías de análisis de experiencias”.

Artículo 4º.- Premios:

Categoría Junior:

1º Premio: $ 1.000.- (pesos mil)

2º Premio $ 500.- (pesos quinientos)

Categoría Senior:

1º Premio $ 1.500.- (pesos mil quinientos)

2º Premio $ 1.000.- (pesos mil)

En ambos casos podrán distinguirse otros trabajos con menciones especiales y recomendarse su publicación.

Artículo 5º.- Requisitos formales para la presentación:

· Tener como máximo dos autores

· Ser presentado bajo la modalidad de seudónimo

· No haber sido publicado con anterioridad

· Tener un mínimo de 20 y un máximo de 50 páginas

· Presentar dos copias en papel y una electrónica con Nº de páginas correlativas.

· Impresos a tamaño A4, tipografía Arial 12, interlineado 1,5, márgenes izquierdo y superior 3 cm e inferior y derecho 2 cm, con nota al pie de página.

Artículo 6º.- Evaluación


La misma estará a cargo de un jurado. El mismo estará integrado por un representante titular y uno suplente designados a tal efecto por cada una de las instituciones intervinientes.

Las monografías serán evaluadas integralmente, considerando todos los aspectos que hacen a la calidad de la investigación científico-social o de ensayo según la categoría. El resultado de la evaluación será irrecurrible.


El Jurado podrá declarar desierto el concurso en cualquiera de las categorías si ninguno de los trabajos presentados reuniere los requisitos mínimos de calidad.

Artículo 7º.- Las resoluciones del Jurado se adoptarán por mayoría absoluta de la totalidad de los miembros y su dictamen será definitivo e inapelable.

Artículo 8º.- Los plazos y lugares de presentación de trabajos en ambas categorías, la difusión del presente concurso, la comunicación a los ganadores y la publicación de los trabajos premiados estará a cargos de las entidades organizadoras, a través de los miembros titulares y suplentes del Jurado instituido en el artículo 5º del presente anexo.

Artículo 9º.- De forma.

Fundamentos de las autoras del proyecto

Señor Presidente:

La Gobernación del Panathlon Internacional – Distrito XV – Argentina, el Panathlon Club Rosario, la Asociación Rosarina de Entidades Deportivas Amateur (Areda) y el Círculo de Periodistas Deportivos de Rosario coincidieron en estrechar vínculos con el fin de fortalecer su accionar, iniciativa común de resultados satisfactorios.

A estos vínculos, hoy se integran la Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe, la Defensoría del Pueblo de la Provincia de Santa Fe y la Federación Santafesina de Clubes.

Con la reafirmación del trabajo compartido, decididamente nos lanzamos a la acción poniendo en marcha la “Campaña de Prevención de violencia en el deporte”. Ante la violencia que en los últimos tiempos flagela al deporte, convocamos a toda la comunidad deportiva y a la sociedad en general, pidiéndole que nos acompañen, haciendo suya esta iniciativa.

El deporte como construcción sociocultural propio de la modernidad es un espacio positivo de socialización y educación, pues a través de su práctica se aprende: que existen otros; a convivir con victorias y derrotas; a obtener logros a través del esfuerzo; que se logra aportar a la convivencia social y se desarrolla la confianza y la responsabilidad. Los aspectos de salud, recreativos, superación y competencia que el deporte lleva implícitos, ayudan al perfeccionamiento personal del individuo y al desarrollo de la igualdad entre los hombres.

Todo esto hace que se constituya en uno de los elementos determinantes de la calidad de vida y de la utilización activa del tiempo de ocio. La práctica del deporte reconocida como derecho general por diversos organismos internacionales y legislaciones nacionales, incluyen el deber de estimularla y sostenerla de manera apropiada con fondos públicos. A su vez dichos organismos o legislaciones lo reconocen como uno de los aspectos del desarrollo sociocultural, que debe ser tratado en los niveles local, regional y nacional, en conexión con otras materias que inciden en las decisiones de política general y planificación: educación, salud, asuntos sociales, protección de la naturaleza, artes y utilización del ocio.

De esta manera se subraya la necesidad de que los poderes públicos se ocupen de una programación global de instalaciones apropiadas, teniendo en cuenta las necesidades locales, regionales y nacionales y procurando el máximo aprovechamiento de los equipamientos existentes o realizables; el imperativo de adoptar medidas que aseguren el acceso a la naturaleza para utilizar el tiempo libre; y, en fin, la necesidad de contar con personal técnico cualificado.

Los párrafos anteriores, bien podrían ser el preámbulo de algunas de las leyes sobre el deporte vigentes en nuestro país. Sin embargo la violencia que día a día aumenta en las pistas y canchas de deporte están impidiendo que este derecho sea ejercido para posibilitar el desarrollo integral de las personas que lo practican. Centrando la preocupación en la agresión y la violencia se hace evidente que hoy prevalecen diferentes formas de agresión y violencia en los diferentes ámbitos de la actividad humana. Ya sea en las relaciones personales, laborales, familiares, profesionales, políticas, comerciales, por lo tanto no debería extrañarnos su aparición en este fenómeno tan característico e importante de la sociedad contemporánea, el deporte.

Se hace necesario señalar que presiones, ligadas a diversos intereses (económicos, sociales, políticos) que se ejercen sobre el fenómeno deportivo, inciden en la destrucción de los valores éticos y morales del mismo. Sumado el aislamiento, el individualismo más primitivo, la agigantada comercialización de las prácticas asociativas-deportivas que acecha la vida social y obturan muchas veces el ejercicio pleno de derechos, conllevan a la erosión de la matriz lúdica del deporte propiciando la “naturalización” de prácticas ligadas a la destrucción de la vida como el doping, la violencia, mercantilización y el extremo exitismo en el deporte infantil y juvenil.

De lo precedente se podría sostener que la violencia existe en el deporte porque la sociedad es violenta o se puede entender que el deporte es violento independientemente de la sociedad en la que se encuentra inmerso. Nosotros entendemos y creemos que el deporte no es una isla, pero también entendemos y creemos que la educación juega un papel primordial en el desarrollo del individuo y a este efecto el deporte se transforma en una fenomenal herramienta de formación y encuentro colectivo.

Es entonces por cuestiones de formación, de educación, de derechos y de recuperación del elemento lúdico del deporte que consideramos indispensable reafirmar y defender los valores éticos y morales del mismo. Desde este punto de vista es que queremos contribuir a una sociedad más justa aportando con esta campaña; que si realmente logramos que se haga propia en los deportistas, dirigentes, espectadores, managers, administradores, funcionarios y a la ciudadanía en general; sin ninguna duda contribuiremos a formar una sociedad más justa y solidaria.

Por todo lo expuesto, es que consideramos de suma importancia la organización del Concurso de Monografías "Prevención de la violencia en el deporte. Factores que la provocan y acciones de prevención”, en las categorías Junior destinada a estudiantes de Nivel Polimodal y Senior para profesionales y estudiosos en la materia.

Por lo expuesto, solicitamos a nuestros pares la aprobación del presente proyecto de resolución.

Stanoevich – Venesia

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

8.3 Receso Parlamentario y Administrativo

(Proyecto de resolución – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado el proyecto de resolución que establece el receso parlamentario y administrativo en coincidencia con el receso escolar dispuesto por el Gobierno de la Provincia (Expte. N° 19.256 – PJ).


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zrExpte. N° 19.256 – PJ\: Receso Parlamentario y Administrativo" 
La Cámara de diputados de la Provincia

Resuelve:

Artículo 1º.- Establecer receso parlamentario y administrativo del 07 al 22 de julio, ambas fechas inclusive, del año 2007.

Artículo 2º.- Durante el receso establecido quedan suspendidos los plazos estipulados en los artículos 54 inciso 5º, 59 párrafo 3º de la Constitución Provincial.

Artículo 3º.- La Presidencia y las secretarías Parlamentaria y Administrativa adoptarán las medidas pertinentes para el funcionamiento de las dependencias de la Cámara que estimen necesarias y en los horarios que estipulen.

Artículo 4º.- Regístrese, comuníquese a la Cámara de Senadores, al Poder Ejecutivo, a la Excma. Corte Suprema de Justicia y archívese.

Edmundo Barrera

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

· Resulta aprobado.

9 TRATAMIENTO PREFERENCIAL DE PROYECTOS

SR. PRESIDENTE (Barrera).– De conformidad con lo resuelto oportunamente por la Cámara, corresponde considerar los proyectos acordados con preferencia para esta sesión.

9.1 Implementación del nuevo Código Procesal Penal

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el proyecto de ley (Expte. Nº 18.513 – PE – Mensaje Nº 3223) por el que se implementa el nuevo Código Procesal Penal de la Provincia, Plan Estratégico del Estado Provincial para la Justicia Santafesina.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 18.513 – PE – Mensaje Nº 3223), por el cual se implementa el Nuevo Código Procesal Penal de la Provincia en el marco del “Plan Estratégico del Estado Provincial para la Justicia Santafesina” y sus acumulados el proyecto de ley (Expte. Nº 18.053 – DB), autoría de los diputados Lamberto, Bonfatti, Brignoni, Albónico, Liberati, Jullier, Baudín, Cecchi, Mascheroni, Millet, Tomei, Qüesta, Peralta, Marcucci, Gutiérrez, Strada, Riestra y Benas; por el cual se modifican artículos de la Ley Nº 6740 y sus modificatorias (Código Procesal Penal de la Provincia de Santa Fe); proyecto de ley (Expte. Nº 19.021 – ARI), autoría de los diputados Benas, Strada, Riestra y Gutiérrez, por el cual se modifican los Libros Primero y Tercero del Código Procesal Penal de la Provincia – Ley Nº 6740; a los que obra agregado el proyecto de ley (Expte. Nº 15.153 – DB), autoría de los diputados Kilibarda y Mascheroni, Ley de Código Procesal Penal, iniciativa ingresada a esta Cámara en fecha 07 de julio de 2005. Y, atento a los estudios realizados y las razones que dará su miembro informante, esta Comisión ha resuelto adherir al texto original, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 14 de junio de 2007.

Esquivel – Meotto – Mascheroni (con disidencias en lo particular) – Dehesa – Kilibarda – Reutemann – Lacava – Benas (en disidencia parcial) – Marcucci (con disidencia parcial)

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado en forma conjunta los proyectos de ley (Expte. Nº 18.513 – PE – Mensaje Nº 3223), por el cual se implementa el Nuevo Código Procesal Penal de la Provincia en el marco del “Plan Estratégico del Estado Provincial para la Justicia Santafesina”, (Expte. Nº 18.053 – DB), por el cual se modifican artículos de la Ley Nº 6740 y sus modificatorias (Código Procesal Penal de la Provincia de Santa Fe); (Expte. Nº 19.021 – ARI) , por el cual se modifican los Libros Primero y Tercero del Código Procesal Penal de la Provincia; Ley Nº 6740; (Expte. Nº 15.153 – DB) Ley de Código Procesal Penal; y luego de los estudios realizados, y atento a que los mismos cuentan con dictamen precedente de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, esta Comisión ha resuelto adherir al mismo.

Sala de Comisión, 21 de junio de 2007

Peirone – Maguid – Scataglini – Mionis – Riestra (con disidencia parcial) – Venesia – Marcucci (con disidencia parcial) – Lagna

proyecto de ley original (EXPTE. nº 18.513 – PE)

Mensaje Nº 3.223

Santa Fe, 27 de noviembre de 2006.

A la 

Legislatura de la Provincia

Sala de Sesiones


Se remite a consideración, tratamiento y sanción el adjunto proyecto de Código Procesal Penal de la Provincia, elaborado por la Comisión Reformadora convocada a tal fin en el marco del denominado "Plan Estratégico del Estado Provincial para la Justicia Santafesina".

I

Comisión de Estudio del Código Procesal Penal

Titulares

ORGANISMO
REPRESENTANTE

Poder Ejecutivo de la Provincia de Santa Fe
Ángel Baltuzzi

Poder Judicial de la Provincia de Santa Fe
Sebastián Creus

Poder Legislativo, Cámara de Senadores de la Provincia 

de Santa Fe
Daniel Depetris

Poder Legislativo, Cámara de Diputados de la Provincia 

de Santa Fe
Alicia Gutiérrez

Verónica Benas

Mónica Peralta

Antonio Bonfatti

Santiago Mascheroni

Danilo Kilibarda

Hugo Marcucci

Gabriel Real

Colegio de Abogados de la 1ª Circunscripción
Néstor Oroño

Colegio de Abogados de la 3ª Circunscripción
Arsenio Domínguez

Luis J. Méndez

Colegio de Abogados de la 4ª Circunscripción
Roberto Prieu Mántaras

Víctor Saragoza

Ricardo Degoumois

Colegio de Abogados de la 5ª Circunscripción
Fernando Gentile Bersano

Hemilce de los M. Fissore

Edelvino Bodoira

Colegio de Procuradores de la 1ª Circunscripción
Leonel G. Aglienti

Colegio de Procuradores de la 2ª Circunscripción
Miguel A. Sanso

Colegio de Magistrados de la Provincia de Santa Fe
Ramón Teodoro Ríos

Carlos Giandoménico

Asociación Tribunales de Empleados del Poder Judicial
Gustavo Urdiales

Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la 

Universidad Nacional del Litoral
Julio de Olazábal

Facultad de Derecho de la Universidad Católica de 

Santa Fe.
Roberto Prieu Mántaras

Facultad de Derecho de la Universidad Nacional de 

Rosario
Daniel Erbetta

Héctor Superti

Facultad de Derecho de la Universidad Católica 

de Rosario
Daniel Cuenca

Alfredo Ivaldi Artacho

Ministerio Público del Poder Judicial
Guillermo Camporini

Carlos Giandoménico

SUPLENTES

Colegios de Abogados de la 1ª Circunscripción
Fabio Mudry

Colegio de Procuradores de la 1ª Circunscripción
Raúl O. Sartori

Colegio de Procuradores de la 2ª Circunscripción
Sergio Larrubia

Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la 

Universidad Nacional del Litoral
Eduardo Jauchen

Facultad de Derecho de la Universidad Católica de Santa Fe
Carlos Arietti

Coordinadores
Julio de Olazábal

Ángel Baltuzzi

Redactores o unificadores del texto
Julio de Olazábal

Sebastián Creus

II


El proyecto que ponemos a vuestra consideración es una reformulación total del sistema de enjuiciamiento penal de la Provincia de Santa Fe, partiendo de un diseño normativo distinto al actualmente vigente, sobre la base del más alto grado de compatibilización constitucional y que contempla: una investigación informal controlada jurisdiccionalmente, una diferencia clara y precisa entre actor (acción) órgano y jurisdicción, la reformulación consecuente del Ministerio Público (autonomía, estructura y distribución territorial), oralidad y publicidad de los juicios, efectiva defensa de los derechos de las víctimas, efectiva defensa de los derechos de los imputados, así como la organización de la defensa pública y un sistema recursivo adecuado.

III


El proyecto se orienta al más pleno e integral respeto de los principios que emanan de la Constitución y de los tratados internacionales con idéntica jerarquía.


Se ha estado también particularmente atento a la realización de un diseño procesal que en procura del logro de la confianza social resulte lo más transparente posible, y sin vulnerar garantía alguna, sea eficaz.


Con ese objetivo se incluyeron una serie de alternativas, procedimientos y trámites, que no era habitual encontrarlos antaño en los digestos procesales.

IV


La comisión trabajó considerando como base el proyecto de Código Procesal Penal elaborado por la comisión técnica constituida por los Dres. Víctor R. Corvalán, Ramón T. Ríos, Jorge Vázquez Rossi y Julio de Olazábal, que trabajaran en el contexto de la "Comisión Bicameral" creada por la Ley 10.545 en el año 1992 a los fines de la reforma procesal.


Sobre esa base se presentó el proyecto en la Cámara de Diputados de la Provincia por los señores diputados Danilo Kilibarda y Santiago Mascheroni y en el que se tuvieron en cuenta propuestas actualizadoras que le introdujo en el año 2006 el Dr. Julio de Olazábal.

V


Los principales puntos del proyecto que se remite, se pueden esbozar en los ítems que siguen:

El tribunal

· Establece el juicio por jurados, teniendo en cuenta el reclamo constitucional dejando sujeta su vigencia a lo que establezca una ley especial.

· Los jueces cumplirán funciones distintas, unos controlarán la investigación que cumplan los fiscales, otros realizarán el juicio propiamente dicho, y otros intervendrán en la faz recursiva.

· Se ha sido extremadamente celoso en el resguardo de la imparcialidad de los jueces, tanto en su aspecto subjetivo u objetivo.

· No son los jueces los que investigan, les está absolutamente vedado que en el juicio puedan de oficio ordenar pruebas ni en favor ni en contra del imputado.

· Las constitución de los tribunales de juicio variará, según la gravedad de los delitos imputados o las circunstancias particulares del hecho, siendo en algunos casos unipersonal y en otro integrado por tres jueces.

el fiscal

· El Ministerio Público Fiscal es el protagonista principal de la investigación, a él, como actor penal, le corresponde la iniciativa en la persecución penal, y su sostén.

· Se prevé una estructura muy sólida para ese Ministerio –que obviamente requerirá el dictado de una ley de Ministerio Público acorde a las nuevas funciones– dado que no podrá esperarse, como ocurre en la actualidad y ha sido reiteradamente descalificado, que los jueces lo sustituyan de modo alguno en su función.

· Para cumplir su actividad el fiscal no sólo dirigirá a la policía en función judicial, sino que dispondrá de un Organismo de Investigaciones, de carácter científico y no militarizado, que lo asista.

· El proyecto no avanza demasiado en la estructura interna del Ministerio Público sino que se lo trata como una unidad, dejándose para la ley y su reglamentación el establecimiento de sus divisiones internas.

la defensa

· Se ha resguardado con minucia esta función.

· Se sostiene la diferencia entre la defensa privada o de confianza y la defensa oficial, una ley especial de defensa pública conformará los distintos aspectos de la defensa oficial.

· Adquiere particular importancia para la función de defensa la advertencia de que considera inválida cualquier declaración del imputado que no haya contado con la presencia de su defensor.

el imputado

· El tratamiento del imputado presenta un cambio profundo respecto al que actualmente le dispensa el ordenamiento vigente.

· Es requisito para la validez de cualquier declaración, la presencia de su defensor, como indicamos en el ítem anterior.

· Altera fundamentalmente la regulación de la prisión preventiva. Es una realidad deducible de las estadísticas carcelarias, que nuestros institutos penitenciarios alojan mayor cantidad de personas solamente procesadas –ergo, constitucionalmente inocentes– que condenadas. También es constatable que socialmente se ha terminado configurando una idea conforme a la cual la condena de una persona está dictada por su constitución en prisión preventiva y no por el dictado de una sentencia condenatoria.

· Se establece un juicio que sea lo más rápido posible, y, al mismo tiempo se regula con claridad la prisión preventiva a fin de que se establezca solamente para resguardar fines procesales y no opere como pura y simple presunción o anticipo de condena.

la víctima y el querellante

· Los derechos de la víctima se potencian, acordándosele un trato digno y hasta la facultad de recurrir medidas que perjudiquen su posición.

· Al mismo tiempo, considerando lo establecido por los pactos internacionales respecto a su derecho a la jurisdicción, se le acuerda la posibilidad de constituirse como querellante para perseguir penalmente a su victimario.

· La forma de conciliar la existencia simultánea de dos perseguidores –el oficial o sea el fiscal, y el particular o sea el querellante– no ha sido para nada sencillo, toda vez que se producen roces entre sí y con la posición del imputado.

· Originalmente en la comisión se consideró la alternativa de implementar un querellante de naturaleza adhesiva –aunque con mayor participación de la que se le había acordado en el proyecto de la Bicameral– que controlaba y contribuía a la acusación del fiscal; empero, posteriormente se estableció una posición, no unánime pero si mayoritaria, conforme a la cual debía establecerse un querellante absolutamente autónomo, que no debía quedar subordinado a ninguna actividad ni directiva del Ministerio Público Fiscal. El proyecto se adecua a lo así resuelto.

la operativIDAD del sistema

· Si la Comisión estuvo muy atenta al cumplimiento de los principios emanados de la Constitución Nacional y de los Tratados internacionales con idéntica jerarquía, no menos lo estuvo a la necesidad de implementar un procedimiento que fuera eficaz y rápido, algo por otra parte exigido también por los textos antes mencionados cuando aluden al derecho al juzgamiento a un plazo razonable, al derecho a la seguridad y al derecho a la jurisdicción.

· Se advertirá así que permanentemente se ha atendido a la simplificación de los procedimientos y a la concentración en audiencias orales. Pero además y procurándose apartar en la mayor medida posible a los jueces del cumplimiento de actividades que pueden ser ejecutadas por otras personas, se crea una Oficina de Gestión Judicial que concentrará toda la labor de preparación de las audiencias, y que se hará responsable de la realización de las mismas.

· Desde otra perspectiva pero esperando contribuir a la conformación de un sistema penal rápido y eficaz, sin desmedro de las garantías, se ha avanzado en la regulación de una serie de procedimientos que pueden globalmente considerarse como alternativos, entre los que se encuentran los procedimientos abreviados, la mediación y la conciliación entre las partes.

VI

el ejercicio de la acción penal pública y el principio de la oportunidad


Es sabido que el Código Penal, en su artículo 71, establece como regla general que "deberán iniciarse de oficio todas las acciones penales".


Tradicionalmente se interpretó ello como la orden de que indefectiblemente debía promoverse la acción penal en relación a todos los delitos, excepción hecha de los dependientes de instancia privada o de acción privada. Sin embargo, paulatinamente se fue imponiendo otra intelección de la norma, que es la que hoy han recogido la mayoría de los Códigos Procesales de la Nación.


Se tuvo en cuenta en tal sentido que las provincias no habían delegado en la Nación la regulación de sus sistemas procesales, y que por tanto no podía el Código Penal establecer cómo ni cuándo se ejercerían las acciones penales dentro de sus territorios, y en consecuencia la expresión "deberán iniciarse de oficio" había de leerse en el sentido de que oficiosamente se iniciarían –ergo, sin necesidad de impulso de la víctima– pero cuando lo dispusieran los códigos procesales.


El proyecto, impone en su artículo 16 el deber funcional del Ministerio Público de actuar, satisfaciendo de tal modo y en el sentido más lato posible la idea de legalidad en el ejercicio de la acción penal pública. Sin embargo, reivindicando el derecho de la Provincia de dictarse su propio ordenamiento procesal, sujeta ese ejercicio a criterios de razonabilidad republicana.


Es así que se decidió dar a luz y receptividad normativa al llamado principio de oportunidad precisándose en el artículo 19 contra la regla de que la acción se promoverá "…siempre que existan suficientes indicios fácticos…" de existencia de los delitos, que se podrá prescindir total o parcialmente de la acción penal en los casos que expresamente se regulan (artículo 19). Se pretende con ello eliminar la aplicación de los que actualmente se conocen como criterios informales de selección de los casos que son procesados (ha de recordarse que el Ministerio Público además debe explicitar sus políticas de persecución penal), aunque sin llegarse a otorgar una total disponibilidad en el ejercicio de la acción al fiscal, puesto que sus propuestas en tal sentido deberán adecuarse siempre a la legalidad impuesta por el artículo 19 y también, al control jurisdiccional (artículo 22).


En el convencimiento de que ningún Estado podría –ni sería conveniente que lo hiciera– someter a juicio todos los hechos con apariencia delictiva que se presentan en la sociedad, pero también en el de que es necesario que esa misma sociedad conozca los criterios con que se decide acerca de los casos que serán llevados adelante, es que se ha regulado el sistema que se propone.


Ha de tenerse en cuenta que resta integrar a lo antes dicho el tratamiento que en el proyecto se hace de la víctima, acordándosele oportunidad de oponerse al criterio fiscal aún sin actuar como querellante (artículo 21) o haciéndolo propiamente como tal y continuando con la acción que él abandonara (artículo 22).

VII


Es mucho más lo que habría que decir respecto al proyecto que se propone, pero sería impertinente hacerlo en este momento.


Se impone destacar la buena voluntad puesta de manifiesto por todos los integrantes de la comisión, que realizó un trabajo exclusivamente técnico, que más allá de los disensos previsibles, permitió llegar al final de la tarea.


Así, el proyecto de ley que hoy remitimos es fruto de un trabajo logrado por masivo consenso y dentro de un profundo cambio cultural explícitamente formulado, manifestado en su redacción y debate público de las ideas vertidas por cada integrante de la comisión.


El nuevo sistema procesal penal proyectado, insistimos por masivo consenso y en el marco del "Plan Estratégico del Estado Provincial para la Justicia Santafesina" nos permite mostrar un crecimiento como sociedad, que se traduce no sólo en la confianza de uno mismo sino en el comportamiento de los demás, en el interés por la cosa pública y en el reconocimiento de la virtud cívica.


Dios guarde a VH.

Rosúa – Obeid

Plan Estratégico de Reforma Judicial de la Provincia de Santa Fe

Año 2006

CÓDIGO PROCESAL PENAL PROVINCIA DE SANTA FE

Texto final conformado según reunión del día 17/10/2006 de la Comisión de reforma del Código Procesal Penal (Nº 3)

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

CODIGO PROCESAL PENAL

LIBRO I

DISPOSICIONES GENERALES

TITULO I

Normas fundamentales

Artículo 1º- Juicio previo.- Nadie podrá ser penado o ser sometido a una medida de seguridad sin juicio previo fundado en ley anterior al hecho del proceso y sustanciado conforme a las reglas de éste Código.


En el procedimiento penal rigen todas las garantías y derechos consagrados en la Constitución de la Nación Argentina, en los tratados internacionales con idéntica jerarquía y en la Constitución de la Provincia.


Dichas disposiciones son de aplicación directa y prevalecen sobre cualquier otra de inferior jerarquía normativa informando toda interpretación de las leyes y criterios para la validez de los actos del procedimiento penal.

Artículo 2º- Inobservancia de regla de garantía.- La inobservancia de una regla de garantía establecida a favor del imputado no podrá ser hecha valer en su perjuicio, ni podrá ser utilizada para retrotraer contra su voluntad, el procedimiento a etapas anteriores.

Artículo 3º- Principios del proceso.- Durante el proceso se observarán los principios de oralidad, publicidad, contradicción, concentración, inmediatez, simplificación y celeridad.

Artículo 4º- Jueces naturales y jurados.- Nadie podrá ser juzgado por otros jueces que los designados de acuerdo a la Constitución e instituidos con anterioridad al hecho objeto del proceso.


En los casos en que sea procedente la conformación del jurado se regirá por las normas que establezca una ley especial.

Artículo 5º.- Estado de inocencia.- Nadie podrá ser considerado ni tratado como culpable mientras una sentencia firme no lo declare tal.

Articulo 6º.- Non bis in idem.- Nadie podrá ser perseguido penalmente más de una vez por el mismo hecho.


No se podrán reabrir los procedimientos fenecidos, salvo la revisión de las sentencias a favor del condenado, según las reglas previstas por este Código.

Artículo 7º.- In dubio pro reo.- En caso de duda sobre los hechos deberá estarse a lo que sea más favorable al imputado, en cualquier grado e instancia del proceso.

Artículo 8º.- Inviolabilidad de la defensa.- La defensa en juicio deberá comprender para las partes, entre otros, los siguientes derechos: ser oídas, contar con asesoramiento y representación técnica, ofrecer prueba, controlar su producción, alegar sobre su mérito e impugnar resoluciones jurisdiccionales, en los casos y por los medios que este Código autoriza.

Artículo 9º.- Derechos de la víctima.- Para quien invocara verosímilmente su calidad de víctima o damnificado o acreditara interés legítimo en la Investigación Penal Preparatoria, se le reconocerá el derecho a ser informado de la participación que puede asumir en el procedimiento, del estado del mismo, de la situación del imputado y de formular las instancias de acuerdo a las disposiciones de este Código.

Artículo 10.- Restricción a la libertad.- La libertad personal sólo podrá ser restringida en los límites absolutamente indispensables para evitar el entorpecimiento probatorio en la investigación o el juicio y asegurar la actuación de la pretensión punitiva.

Artículo 11.- Interpretación restrictiva.- Será interpretada restrictivamente toda disposición legal que coarte la libertad personal, limite el ejercicio de un poder conferido a los sujetos del proceso o establezca invalidaciones procesales o exclusiones probatorias.

Artículo 12.- Condiciones carcelarias.- La privación de la libertad, sólo puede cumplirse en establecimientos que satisfagan las condiciones previstas en la Constitución Nacional y Tratados Internacionales de Protección de Derechos Humanos. Ningún detenido podrá ser objeto de tratos crueles, inhumanos o degradantes a su dignidad.

Artículo 13.- Reglas particulares de actuación.- Con autorización o a instancias del Tribunal, las partes podrán acordar el trámite que consideren más adecuado en cualquier etapa del procedimiento, privilegiando los objetivos de simplicidad y abreviación, salvaguardando la garantía del debido proceso y el juicio público oral.

Artículo 14.- Garantías para el ejercicio de las acciones procesales.- Las normas referidas a la organización del sistema de enjuiciamiento penal deberán garantizar una equitativa y proporcional distribución de los cargos y recursos presupuestarios que se asignen a las funciones de acusar, defender y juzgar, a fin de no resentir el eficaz y oportuno ejercicio de ninguna de ellas.


En la Investigación Penal Preparatoria la reglamentación establecerá mecanismos para la actuación inmediata del Tribunal.

Artículo 15.- Arbitración de trámite.- En caso de silencio u obscuridad de este Código o de su reglamentación, se arbitrará la tramitación que deba observarse respetando las normas fundamentales o aplicando supletoriamente el Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Santa Fe en cuanto fuera pertinente.

TITULO II

Acciones

Capítulo I

Acción Penal

Artículo 16.- Acción promovible de oficio.- La preparación y el ejercicio de la acción penal pública estará a cargo del Ministerio Público Fiscal, quien podrá actuar de oficio siempre que no dependiera de instancia privada. Podrá sin embargo estar a cargo del querellante, en los términos de este Código.


Las peticiones del querellante habilitarán a los Tribunales a abrir o continuar el juicio, a juzgar y a condenar con arreglo a las disposiciones de este Código. La participación de la víctima como querellante no alterará las facultades concedidas por la ley al Ministerio Público, ni lo eximirá de sus responsabilidades.


El Ministerio Público estará obligado a promover la acción penal pública de los hechos punibles que lleguen a su conocimiento, siempre que existan suficientes indicios fácticos de la existencia de los mismos.


Cuando sea pertinente, se aplicarán los criterios de oportunidad legalmente establecidos.

Artículo 17.- Acción dependiente de instancia privada.- Cuando la acción penal dependiera de instancia privada, no se podrá ejercitar si las personas autorizadas por la ley penal no formularan manifestación expresa ante autoridad competente, de su interés en la persecución.

Artículo 18.- Acción de ejercicio privado.- La acción de ejercicio privado se ejercerá por medio de querella en la forma en que este Código establece.

Capítulo II

Reglas de disponibilidad

Artículo 19.- Criterios de oportunidad.- El Ministerio Público podrá no promover o prescindir total o parcialmente, de la acción penal, en los siguientes casos:

1. cuando el Código Penal o las leyes penales especiales lo establezcan o permitan al Tribunal prescindir de la pena;

2. cuando se trate de hechos que por su insignificancia no afecten gravemente el interés público, salvo que fuesen cometidos por un funcionario público en el ejercicio o en razón de su cargo;

3. cuando las consecuencias del hecho sufridas por el imputado sean de tal gravedad que tornen innecesaria o desproporcionada la aplicación de una pena, salvo que mediaren razones de seguridad o interés público;

4. cuando la pena en expectativa carezca de importancia con relación a la pena ya impuesta por otros hechos; 

5. cuando exista conciliación entre los interesados, y el imputado haya reparado los daños y perjuicios causados en los hechos delictivos con contenido patrimonial cometidos sin violencia física o intimidación sobre las personas, salvo que existan razones de seguridad, interés público o se encuentre comprometido el interés de un menor de edad;

6. cuando exista conciliación entre los interesados y el imputado, en los delitos culposos, lesiones leves, amenazas y/o violación de domicilio, salvo que existan razones de seguridad, interés público o se encuentre comprometido el interés de un menor de edad; 

7. cuando el imputado se encuentre afectado por una enfermedad incurable en estado terminal, según dictamen pericial o tenga más de setenta años, y no exista mayor compromiso para el interés público.


En los supuestos de los incisos 2, 3 y 6 es necesario que el imputado haya reparado los daños y perjuicios ocasionados, en la medida de lo posible, o firmado un acuerdo con la víctima en ese sentido, o afianzado suficientemente esa reparación.

Artículo 20.- Mediación.- A los efectos de lograr la conciliación señalada anteriormente, se establecerán procesos de mediación entre los interesados según la reglamentación respectiva, asegurando la dignidad de la víctima, del imputado y la igualdad de tratamiento de ambos.

Artículo 21.- Trámite.- Con fundamento, el Fiscal formulará ante el Tribunal su posición.


El imputado, sin recurso alguno, podrá plantear ante el Fiscal la aplicación de un criterio de oportunidad, fundando su pedido.


La solicitud de aplicación de un criterio de oportunidad deberá ser comunicada por el Tribunal a la víctima, aunque no estuviere constituida como querellante, quien deberá ser oída, pudiendo formular oposición.

Artículo 22.- Resolución. Conversión.- Si el Tribunal admite el criterio de oportunidad, la acción pública se tramitará conforme lo previsto para el procedimiento de querella, cualquiera fuera el delito de que se tratase. En tal caso la querella deberá presentarse dentro del término de sesenta (60) días hábiles desde la notificación de la resolución.


La víctima tendrá el derecho y el Estado el deber de asegurarle el asesoramiento jurídico necesario cuando no pudiese afrontar los gastos en forma particular.


Vencido el término, la acción penal quedará extinguida para el autor o partícipe a cuyo favor se aceptó el criterio de oportunidad, salvo el supuesto del inciso 2 del artículo 19 en que los efectos se extenderán a todos los partícipes.

Artículo 23.- Oportunidad.- La solicitud fiscal de aplicación de criterios de oportunidad se podrá presentar hasta el momento de la audiencia preliminar del juicio.

Capítulo III

Suspensión del procedimiento a prueba

Artículo 24.- Suspensión del procedimiento a prueba.- Cuando se peticionara la suspensión del juicio a prueba, el Fiscal que contara con el acuerdo del imputado y su defensor, podrá solicitarla al Tribunal que corresponda, en aquellos casos en que sea procedente la aplicación de una condena de ejecución condicional. Cuando el delito prevea pena de inhabilitación, ella formará parte de las reglas de conducta que se establezcan.


A tal efecto se llevará a cabo una audiencia a la que concurrirá el imputado, su defensor y las partes interesadas, y en la que, oídos los mismos, se decidirá sobre la razonabilidad de la oferta de reparación de daños que se hubiese efectuado y sobre la procedencia de la pretensión.


En caso de hacerse lugar a la suspensión del juicio a prueba, se establecerá el tiempo de suspensión del juicio, las reglas de conducta que deberá cumplir el imputado, se detallarán los bienes, que de ser pertinente, se abandonarán en favor del Estado y la forma reparatoria de los daños.


La resolución se dictará por auto fundado y, si fuese admitiendo la petición, se notificará en forma personal al imputado y se comunicará al Registro Único de Antecedentes de la Provincia y al Registro Nacional de Reincidencias.


En caso de incumplimiento o inobservancia de las condiciones o reglas de conducta, el Tribunal resolverá lo que corresponda después de oír al imputado y a las partes o interesados. La decisión podrá ser precedida de una investigación sumaria y es irrecurrible.

Artículo 25.- Control.- El Juez de Ejecución Penal controlará la observancia de las instrucciones e imposiciones resolviendo previa audiencia de las partes y a tenor de la prueba producida al efecto.

Capítulo IV

Obstáculos legales

Artículo 26.- Obstáculos legales.- Si el ejercicio de la acción penal dependiera de desafuero, juicio político o enjuiciamiento, se observarán las condiciones y los límites establecidos por la ley.

Artículo 27.- Desafuero.- Cuando hubiera mérito para formular acusación respecto de un legislador o miembro de una convención constituyente, el Fiscal se abstendrá de hacerlo y así lo declarará por requerimiento fundado, solicitando a la Cámara o cuerpo respectivo el desafuero correspondiente.


En la investigación preparatoria que brinde sustento probatorio a la decisión, no se aplicarán las disposiciones que impliquen una sujeción al proceso, o el ejercicio del poder coercitivo respecto del afectado. pero podrán recibírsele a éste las explicaciones y pruebas que quiera proporcionar. A tal efecto podrá llamárselo a prestar declaración, pero, si no concurre, no podrá forzárselo.


Removido que fuera el obstáculo constitucional, se formalizará la audiencia imputativa, cesando las restricciones al procedimiento común.


Cuando el afectado fuera detenido, en los casos autorizados por la Constitución y la ley, el fiscal pondrá inmediatamente el hecho en conocimiento de la Cámara o cuerpo al que pertenezca, a fin de que resuelva sobre el privilegio y la cautela. Se pondrá también en su conocimiento la causa que existiera pendiente contra quien, estando acusado, hubiera sido elegido legislador o convencional, suspendiéndose el procedimiento a su respecto hasta que se produzca el desafuero.

Artículo 28.- Antejuicio.- Respecto de un funcionario sujeto a juicio político o comprendido en la ley de enjuiciamiento de magistrados por delito que constituya causal de destitución, se procederá conforme al artículo anterior en lo que fuera aplicable, librando el Fiscal las comunicaciones pertinentes al Tribunal de enjuiciamiento que corresponda. En caso que la ley autorizara la detención del afectado, se lo pondrá a disposición del Tribunal de enjuiciamiento.

Artículo 29.- Imposibilidad de proceder.- Si el desafuero es negado o no se produce la destitución, el Fiscal declarará que no se puede proceder y dispondrá el archivo de las actuaciones.

Capítulo V

Cuestiones previas y prejudiciales

Artículo 30.- Cuestiones previas penales.- Cuando la solución de un proceso penal dependiera de otro proceso penal y no correspondiera la acumulación de ambos, el ejercicio de la acción se suspenderá en el primero, cumplida la etapa de Investigación Penal Preparatoria, hasta que en el segundo se dicte sentencia firme.

Artículo 31.- Cuestiones previas no penales.- Cuando la existencia del delito dependiera de cuestiones previas no penales, el ejercicio de la acción penal podrá suspenderse, hasta que el órgano correspondiente dicte resolución que haya quedado firme.


La suspensión no impedirá que se realicen los actos de la Investigación Penal Preparatoria.

Artículo 32.- Prejudicialidad.- Cuando la existencia del delito dependiera de cuestión prejudicial establecida por la ley, el ejercicio de la acción penal se suspenderá, hasta que en la jurisdicción respectiva recaiga sentencia firme con valor de cosa juzgada en sede penal.


La suspensión no impedirá que se realicen los actos de la Investigación Penal Preparatoria.

Artículo 33.- Apreciación.- Cuando se dedujera una cuestión previa o prejudicial, el Tribunal la sustanciará y al resolver podrá apreciar, no obstante lo dispuesto en los artículos anteriores, si la cuestión invocada es seria, fundada y verosímil. En caso de que apareciera opuesta con el exclusivo propósito de dilatar el proceso, autorizará la continuación del trámite.

Capítulo VI

Excepciones

Artículo 34.- Procedencia.- La defensa del imputado podrá plantear las siguientes excepciones de previo y especial pronunciamiento:
1. falta de jurisdicción o incompetencia;

2. falta de acción, porque no se pudo promover, o no fue legalmente promovida, o no pudiera ser proseguida, o estuviera extinguida la acción; 

3. cosa juzgada;

4. pendencia de causa penal;

5. archivo por investigación penal preparatoria antecedente;

6. falta de personalidad en el querellante, o de personería en su representante.


Si concurrieran dos o más excepciones, deberán interponerse conjuntamente.


La excepción de cosa juzgada podrá ser planteada en cualquier momento del juicio.

Artículo 35.- Trámite.- Durante la Investigación Penal Preparatoria y en las demás etapas del procedimiento, previa sustanciación, las excepciones se deducirán por escrito, ante el Tribunal competente, ofreciendo toda la prueba que le sirviera de fundamento.


El Tribunal convocará, a una audiencia oral y pública, donde luego de disponer la producción de las pruebas pertinentes, oirá a las partes y pronunciará su resolución, pudiendo diferir la redacción de los fundamentos para el día siguiente. La resolución será apelable.

TITULO III

La Justicia Penal

Capítulo I

Jurisdicción

Artículo 36.- Carácter y extensión.- La jurisdicción se extenderá al conocimiento de los hechos cometidos en el territorio de la Provincia y afirmados como delictuosos por el actor penal, con excepción de aquellos de jurisdicción federal o militar.

Artículo 37.- Jurisdicciones especiales. Prioridad de juzgamiento.- Cuando se imputara a una misma persona uno o más delitos cuyo conocimiento correspondiera al fuero federal o militar y otro u otros de jurisdicción local, será juzgado primero en aquellas jurisdicciones especiales. Del mismo modo se procederá en casos de delitos conexos.


Sin perjuicio de ello el proceso de jurisdicción local podrá sustanciarse simultáneamente con el otro, siempre que no se obstaculice el ejercicio de las respectivas jurisdicciones o la defensa del imputado.

Artículo 38.- Jurisdicciones comunes. Prioridad de juzgamiento.- Si a una persona se le imputara un delito de jurisdicción local y otro correspondiente a la jurisdicción nacional de la Capital Federal o de otra provincia, primero será juzgada en esta Provincia si la persona se encontrara con prisión preventiva o el delito aquí imputado fuera de mayor gravedad. Del mismo modo se procederá en caso de delitos conexos.


Cuando la situación cautelar del imputado en las distintas jurisdicciones sea similar y los delitos fueran de la misma gravedad tendrá prioridad en el juzgamiento el Tribunal que previno.

Artículo 39.- Unificación de penas.- Cuando corresponda la unificación de pena, se procederá conforme a las disposiciones del Código Penal, por el Tribunal de juicio o el Juez de la ejecución según corresponda.

Capítulo II

Competencia

Sección Primera

Competencia material

Competencia por grado, estado y materia

Artículo 40.- Corte Suprema de Justicia.- Sin perjuicio de las funciones otorgadas por otras leyes, la Corte Suprema de Justicia conoce del recurso extraordinario, y del recurso de revisión de sentencias condenatorias o que apliquen una medida de seguridad en los procesos penales, en los casos autorizados por este Código.

Artículo 41.- Cámaras de Apelación en lo Penal.- Cada cámara de apelación, conocerá:

1. de los recursos que se interpongan contra las sentencias y resoluciones de los tribunales de la investigación penal preparatoria, del juicio penal, de faltas y de ejecución penal;

2. de las quejas;

3. de los conflictos de competencia y separación;

4. en todo otro caso que disponga la ley.

Artículo 42.- División del trabajo de los jueces penales en razón de la materia.- Los jueces penales entenderán en causas que involucren como imputados a personas mayores de dieciocho años de edad y distribuirán su labor conformando Tribunales de la Investigación Penal Preparatoria, de Juicio y de Ejecución Penal. Tal división de funciones será dispuesta por la reglamentación respectiva.

Artículo 43.- Tribunales de Juicio.- Los Tribunales de Juicio juzgarán todos los hechos afirmados como delitos dolosos o culposos por el actor penal.


El Tribunal se integrará unipersonalmente, salvo cuando el fiscal o el querellante, en su caso, hubiesen solicitado la aplicación de una pena privativa de libertad de años (8) años o más, en cuyo caso se integrará con tres jueces. La eventual modificación del pedido de pena en el transcurso del juicio, no alterará la integración del tribunal.


También se integrará pluripersonalmente, cualquiera sea la pena solicitada, cuando la complejidad del asunto o razones excepcionales así lo aconsejen.

Artículo 44.- Jurados.- Cuando se autorice el Juicio por Jurados, una ley determinará la forma en que se integrarán en Colegio los Jurados, sus características, requisitos para la convocatoria y la fecha de entrada en vigencia de esta forma de juzgamiento.

Artículo 45.- Tribunales de la Investigación Penal Preparatoria.- Los Jueces que integren los tribunales de la Investigación Penal Preparatoria efectuarán un control de legalidad procesal y resguardo de las garantías constitucionales de acuerdo a las facultades que este código otorga, resolviendo las instancias que formulen las partes y los incidentes que se produzcan durante esa etapa.

Artículo 46.- Tribunal de la Ejecución.- El Juez de Ejecución Penal tendrá a su cargo el control del cumplimiento de las penas y medidas de seguridad y demás funciones que este código les asigne, así como la resolución de las instancias o incidentes que se formulen.

Artículo 47.- Determinación de la competencia por la edad.- Para determinar la competencia por razón de la edad, se tendrá en cuenta la fecha de comisión del hecho.

Artículo 48.- Jueces comunales.- Solamente cuando no sea posible lograr la intervención inmediata del juez penal, los jueces comunales serán competentes para controlar las diligencias de la investigación penal preparatoria que no admitan demora, según las disposiciones de este código.

Artículo 49.- Oficina de Gestión Judicial.- Los jueces y Tribunales serán asistidos por una oficina judicial.


Sin perjuicio de las facultades e intervención de los jueces previstas por este Código, corresponderá al director o jefe de la oficina judicial, dirigiendo al personal auxiliar, organizar las audiencias y debates que se fijen, citar y trasladar a las personas cuando fuera necesario, ordenar las comunicaciones e informes pertinentes, y colaborar en todos los trabajos materiales que el Juez o Tribunal le indiquen, dictando al efecto las disposiciones de mero trámite del caso; las partes podrán cuestionarlas ante el juez, quien decidirá sin sustanciación alguna.


La oficina judicial deberá velar muy particularmente para evitar la frustración de audiencias que fueran fijadas; a tales efectos contará con personal y medios que permitan ejecutar las diligencias.

Sección Segunda

Competencia territorial

Artículo 50.- Reglas generales.- Será competente el Tribunal del lugar donde se afirma, con suficiente fundamento, cometido o tentado el hecho con apariencia delictiva. En caso de delito continuado o permanente, el del lugar en que cesó la continuación o permanencia. En caso de duda el que hubiese prevenido.

Artículo 51.- Competencia del Tribunal de la Investigación Penal Preparatoria.- Las medidas cautelares de pruebas a producir durante la investigación penal preparatoria, y que requieran intervención jurisdiccional, deberán solicitarse a los Tribunales con competencia territorial en el lugar donde deban practicarse.

Artículo 52.- Declaración de incompetencia.- El Tribunal que hiciera lugar a una excepción de incompetencia territorial, deberá remitir la causa al competente, poniendo a su disposición los imputados que estuvieran bajo prisión preventiva, sin perjuicio de despachar las medidas urgentes de investigación que le hubieran solicitado.

Artículo 53.- Efectos de la declaración de incompetencia.- La declaración de incompetencia territorial no producirá la invalidación de los actos de investigación cumplidos antes de pronunciarse aquélla.

Artículo 54.- División del trabajo en función de la competencia territorial.- Los jueces penales ejercerán su función en los límites territoriales que establezca la reglamentación respectiva.

Sección Tercera 

Competencia por conexidad y acumulación

Artículo 55.- Unificación del Tribunal de Juicio.- En caso de pluralidad de causas por hechos de competencia provincial que den lugar a acción de igual naturaleza, podrán tramitarse ante un mismo Tribunal de Juicio, a instancias del Ministerio Público Fiscal y del imputado:

1. cuando a una persona se le imputara más de un delito;

2. cuando los delitos imputados se afirmaran cometidos simultáneamente por varias personas reunidas o en distintos lugares y tiempo mediando acuerdo entre ellas;

3. cuando un delito se afirmara cometido para perpetrar otro, facilitar su comisión o procurar para sí o para otra persona su provecho o impunidad.

Artículo 56.- Tribunal competente.- En los casos del artículo anterior, entenderá aquel Tribunal de Juicio competente según la regla general del artículo 50, donde el Ministerio Público Fiscal decidiera acumular sus pretensiones penales.

Artículo 57.- Acumulación de pretensiones.- El Ministerio Público Fiscal procederá a acumular sus pretensiones penales ante un mismo Tribunal de Juicio siempre que así se atienda a una mejor y más pronta administración de justicia y no se afecte la inviolabilidad de la defensa en juicio.

Capítulo III

Relaciones Jurisdiccionales

Sección Primera

Cuestiones de Jurisdicción y Competencia

Artículo 58.- Tribunal competente.- Si dos tribunales se declarasen simultánea y contradictoriamente competentes o incompetentes, el conflicto será resuelto por la Corte Suprema de Justicia cuando no tengan un superior común, y por este último en los demás supuestos.

Artículo 59.- Promoción.- Sin perjuicio de la facultad del Tribunal de examinar de oficio su propia competencia, las partes podrán promover la cuestión por inhibitoria ante el Tribunal que consideren competente o por declinatoria ante el que estimen incompetente.


El que optara por uno de estos medios no podrá abandonarlo y recurrir al otro, ni emplearlos simultánea o sucesivamente.


El planteamiento será inadmisible si no expresa que no se ha utilizado el otro medio, y si resultara lo contrario, será condenado en costas, aunque aquélla se resuelva a su favor o sea abandonada.

Artículo 60.- Oportunidad.- Las cuestiones de competencia podrán ser promovidas en cualquier estado de la Investigación Penal Preparatoria.

Artículo 61.- Declinatoria.- La declinatoria se sustanciará como excepción de previo y especial pronunciamiento.

Artículo 62.- Inhibitoria.- Cuando se promueva la inhibitoria se observarán las siguientes reglas:

1. el Tribunal ante quien se proponga resolverá dentro del tercer día, previa vista al Fiscal por igual término;

2. cuando se deniegue el requerimiento de inhibición, la resolución será apelable;

3. cuando se resuelva librar oficio inhibitorio, con él se acompañarán las piezas necesarias para fundar la competencia;

4. el Tribunal requerido, cuando reciba el oficio inhibitorio, resolverá previa vista por tres días a las partes. Cuando haga lugar a la inhibitoria, su resolución será apelable. Si la resolución declara su incompetencia, los autos serán remitidos oportunamente al Tribunal que la propuso, poniendo a su disposición al imputado y a los elementos de convicción que hubiere;

5. si se negara la inhibición, el auto será comunicado al Tribunal que la hubiera propuesto, en la forma prevista en el inciso 4, y se le pedirá que conteste si reconoce la competencia o, en caso contrario, que remita los antecedentes al Tribunal competente para dirimir el conflicto;

6. recibido el oficio expresado en el inciso anterior, el Tribunal que propuso la inhibitoria resolverá en el término de tres días y sin más trámite, si sostiene o no su competencia. En el primer caso, remitirá los antecedentes al Tribunal competente para resolver el conflicto y se lo comunicará al Tribunal requerido para que haga lo mismo con las actuaciones; en el segundo, se lo comunicará al competente remitiéndole todo lo actuado;

7. el conflicto será resuelto dentro de tres días, previa vista por igual término al Ministerio Público Fiscal, remitiéndose de inmediato la causa al Tribunal competente.

Artículo 63.- Efectos.- Las cuestiones de competencia no suspenderán la Investigación Fiscal Preparatoria, que será continuada:

1. ante el Tribunal que primero conoció en la causa;

2. si dos tribunales hubieran tomado conocimiento de la causa en la misma fecha, por ante el requerido de inhibición;


Las cuestiones propuestas antes de la fijación de la audiencia para el debate suspenderán el proceso hasta la decisión del incidente, sin perjuicio de que el Tribunal haga lugar al anticipo de prueba previsto por este Código.

Artículo 64.- Validez de los actos.- Al resolver el conflicto, el Tribunal determinará, si correspondiera, qué actos del declarado incompetente no conservan validez.

Artículo 65.- Cuestiones de jurisdicción.- Las cuestiones de jurisdicción con jueces nacionales, militares o de otras provincias se resolverán conforme a lo dispuesto anteriormente para las de competencia, con arreglo a la ley nacional o tratados interprovinciales que existieran.

Sección Segunda

Extradición

Artículo 66.- Requerimiento a tribunales del país.- Cuando un Tribunal pidiera a otro del país la extradición de un imputado o condenado por un delito, se procederá conforme a la ley respectiva.

Artículo 67.- Requerimiento a tribunales extranjeros.- Si el imputado o condenado se encontrara en territorio extranjero, la extradición se tramitará por vía diplomática con arreglo a los tratados, las leyes nacionales, al principio de reciprocidad o las costumbres internacionales, y las disposiciones de este Código.

Capítulo IV

Inhibición y recusación

Artículo 68.- Oportunidad y motivos de inhibición.- El Juez deberá inhibirse de conocer en la causa en cuanto advirtiera la existencia de cualquier circunstancia que, por su objetiva gravedad, pudiera considerarse que afecta su imparcialidad, aunque hubiera tomado intervención antes.


Podrán invocarse, entre otros, los siguientes motivos de separación:

1. haber pronunciado en el mismo proceso o concurrido a pronunciar sentencia, auto de mérito o dictado prisión preventiva, o haber intervenido en él como acusador, defensor, mandatario, letrado, representante legal, perito o asesor técnico, o haber sido denunciante del hecho objeto del proceso, o haberlo conocido como testigo;

2. tener interés en el proceso, él, su cónyuge o persona con quien mantenga vida conyugal, o sus parientes en cualquier grado de la línea recta y hasta el cuarto grado de la línea colateral;

3. ser o haber sido cónyuge o pariente en los grados preindicados con alguno de los interesados, mantener o haber mantenido vida conyugal, o ser o haber sido tutor o curador o haber estado bajo tutela o curatela de dichas personas;

4. haber dado recomendación sobre el proceso o haber emitido opinión después de conocerlo, aunque ello haya sido consecuencia de una disposición legal;

5. tener él o las personas indicadas en el inciso segundo, juicio pendiente iniciado con anterioridad contra alguno de los interesados en el proceso o sociedad o comunidad con ellos, salvo los supuestos de sociedad anónima y las que por sus características no le impidan conocer el proceso con imparcialidad;

6. antes de comenzar el proceso haber sido denunciante, querellante o acusador de alguno de los interesados o denunciados, o querellado o acusado por ellos, salvo que circunstancias posteriores demostraran armonía entre ambos;

7. haber sido sometido, como magistrado y con anterioridad al proceso, a enjuiciamiento por denuncia formulada por alguno de los interesados;

8. tener con el imputado, el querellante, el ofendido, el damnificado o el responsable civil, amistad íntima que se exteriorice por frecuencia de trato, o enemistad grave y manifiesta con los mismos, salvo que proviniera de ataques u ofensas que se le hubiesen inferido después de comenzada su intervención;

9. haber recibido él, su cónyuge o persona con quien mantenga vida conyugal, padres, hijos u otras personas que vivan a su cargo, beneficios de importancia de algunos de los interesados.

Artículo 69.- Interesados.- A los fines del artículo anterior, se considerarán interesados el representante del Ministerio Público Fiscal, el imputado, el querellante, el ofendido, el damnificado y el responsable civil.

Artículo 70.- Trámite de la inhibición.- Cuando el Juez que se inhiba fuera del Tribunal de la Investigación Penal Preparatoria, remitirá la causa, por decreto fundado, al que deba reemplazarlo; éste proseguirá su curso de inmediato, sin perjuicio de remitir los antecedentes pertinentes a la Cámara de Apelación si estimara que la inhibición no tiene fundamento. La Cámara, en su caso, averiguará verbalmente el hecho y resolverá la incidencia sin otro trámite.


Cuando el Juez que se inhiba forme parte de un Tribunal colegiado, pedirá se disponga su apartamiento y se dispondrá la integración del Tribunal, el que resolverá del mismo modo que en el supuesto anterior.

Artículo 71.- Recusación.- Las partes y sus representantes, podrán recusar al Juez sólo cuando invoquen la existencia de alguno de los motivos enumerados en el artículo 68.


En caso de sustitución o nueva designación del abogado defensor, mandatario o letrado con otro que dé lugar a una causa de separación, no procederá la recusación.

Artículo 72.- Oportunidad, forma y prueba de la recusación.- La recusación deberá oponerse, bajo condición de admisibilidad, por escrito, con indicación precisa de los motivos, y en su caso de las pruebas ofrecidas, dentro del plazo de tres días de la primera intervención en el procedimiento, salvo que en este Código se establezca un plazo distinto.


En caso de reemplazo del Juez o nueva integración del Tribunal, la recusación deberá ser propuesta dentro del mismo plazo a contar desde que se haya producido el reemplazo o notificada la nueva integración.


Sin embargo, la recusación que se fundamentara en una causal producida o conocida después, podrá deducirse dentro de los tres días a contar desde su producción o conocimiento.

Artículo 73.- Trámite de la recusación.- Si el Juez admitiera la recusación se observará lo dispuesto en el artículo 70.


Si no la admitiera formará incidente con el escrito de recusación y la providencia de rechazo, que remitirá a la Cámara de Apelación.


Previa audiencia en la que se recibirá la prueba e informarán las partes, la Cámara resolverá el incidente dentro de las cuarenta y ocho horas.

Artículo 74.- Recusación de Juez de Tribunal colegiado.- Para resolver la recusación admitida por un Juez que forma parte de un Tribunal colegiado, se observará lo dispuesto en la segunda parte del artículo 70. Si no la admitiera, integrado que fuera el Tribunal, y previa audiencia en la que se recibirá la prueba e informarán las partes, en su caso, se resolverá la recusación dentro de las cuarenta y ocho horas, sin recurso alguno.

Artículo 75.- Recusación no admitida durante la Investigación Penal Preparatoria.- Si la recusación se intentara durante la Investigación Penal Preparatoria y el Juez no la admitiera, continuará su intervención, pero si se hiciera lugar a la recusación los actos por él ordenados durante el trámite del incidente, serán invalidados si el recusante lo pidiese dentro del plazo de veinticuatro horas a contar desde que las actuaciones llegaran al Tribunal que deba actuar.

Artículo 76.- Límites a la recusación e integración del Tribunal.- No podrán inhibirse ni ser recusados los jueces que integren el Tribunal para resolver la recusación.


Resuelta la separación de un miembro, el Tribunal seguirá interviniendo en el proceso, sin perjuicio de la procedencia de causales de inhibición y recusación que correspondieran.

Artículo 77.- Efectos.- Producida la separación, aunque posteriormente desaparezcan los motivos que la determinaron, la intervención de los nuevos magistrados será definitiva.

Artículo 78.- Separación de los secretarios.- A pedido de parte o del propio funcionario, si mediara alguna de las causales previstas en este Capítulo, el Tribunal podrá separar al Secretario previa averiguación verbal del hecho, sin recurso alguno.

Artículo 79.- Costas y sanción.- Cuando la recusación fuera desestimada, además de la condena al pago de las costas del incidente, al recusante podrá aplicársele sanción de hasta quince días multa si aquélla fuera calificada de maliciosa, de la cual responderán solidariamente la parte y su letrado.

TITULO IV

Sujetos del procedimiento

Capítulo I

La víctima

Artículo 80.- Derechos de la víctima.- Las autoridades intervinientes en un procedimiento penal garantizarán a quienes aparezcan como víctimas u ofendidos penalmente por el delito los siguientes derechos:

1. a recibir un trato digno y respetuoso;

2. a la documentación clara, precisa y exhaustiva de las lesiones o daños que se afirman sufridos por causa del hecho motivante de la investigación;

3. a obtener información sobre la marcha del procedimiento y el resultado de la investigación, debiendo notificársele la fecha, hora y lugar del juicio, así como la sentencia final cuando no concurriera a la audiencia del debate;

4. a minimizar las molestias que deban irrogársele con motivo del procedimiento;

5. a la salvaguarda de su intimidad en la medida compatible con el procedimiento regulado por este Código;

6. a la protección de su seguridad, la de sus familiares y la de los testigos que depongan a su favor, preservándolos de la intimidación y represalia, sobre todo si se trata de una investigación referida a actos de delincuencia organizada;

7. a requerir el inmediato reintegro de los efectos sustraídos y el cese del estado antijurídico producido por el hecho investigado en las cosas o efectos de su pertenencia, cuando ello corresponda según las disposiciones de este Código;

8. a obtener la revisión de la desestimación de la denuncia o el archivo, y a reclamar por demora o ineficiencia en la investigación, ante el superior inmediato del Fiscal de Distrito. Cuando la investigación se refiera a delitos que afectasen intereses colectivos o difusos, las personas jurídicas cuyo objeto fuera la protección del bien tutelado en la figura penal, o en su defecto, cualquier habitante de la Provincia, tendrán la legitimación a la que se hace referencia en el presente inciso.

9. a presentar querella y a ejercer contra el imputado acciones tendientes a perseguir las responsabilidades civiles provenientes del hecho punible, en los términos de este Código.


Una ley especial establecerá la forma de protección a que alude el inciso 6) de este artículo, la que podrá hacerse extensiva, si fuere necesaria, a imputados u otros testigos.

Artículo 81.- Asistencia genérica.- Desde los primeros momentos de su intervención, la Policía y el Ministerio Público Fiscal, suministrarán a quien invoque verosímilmente su calidad de víctima, la información que posibilite su derecho a ser asistida como tal por el Centro de Asistencia a la Víctima u organismo pertinente, aún sin asumir el carácter de querellante.

Artículo 82.- Asistencia técnica.- Para el ejercicio de los derechos que se le acuerdan a quien invoque su condición de víctima, no será obligatorio el patrocinio letrado, salvo lo dispuesto en el artículo 94.


Si no contara con medios suficientes para contratar un abogado a fin de constituirse en querellante, el Centro de Asistencia a la Víctima u organismo pertinente, se lo proveerá gratuitamente.

Artículo 83.- Consideración especial. Comunicación de acuerdos patrimoniales.- Todo lo atinente a la situación de la víctima o damnificado, y en especial la reparación voluntaria del daño, el arrepentimiento activo de quien aparezca como autor o partícipe, la solución o morigeración del conflicto originario o la conciliación entre sus protagonistas, será tenido en cuenta en oportunidad de:

1. ejercer la acción el actor penal;

2. seleccionar la coerción personal indispensable;

3. individualizar la pena en la sentencia;

4. modificar en su medida o en su forma de cumplimiento la pena en la etapa de ejecución.


Todos los acuerdos dirigidos al más rápido resarcimiento del perjuicio invocado por la víctima o damnificado, podrán ser puestos en conocimiento del Fiscal y de los Tribunales intervinientes a los fines que correspondan.

Capítulo II

El Ministerio Público Fiscal

Artículo 84.- Función.- El Ministerio Público Fiscal promoverá y ejercerá la acción penal en la forma establecida por la ley, dirigiendo al Organismo de Investigación y a la Policía en función judicial, siendo responsable de la iniciativa probatoria tendiente a demostrar la verosimilitud de la imputación delictiva.


La inobservancia de este precepto podrá ser objeto de sanciones por el superior jerárquico que corresponda.

Artículo 85.- Forma de actuación.- En el ejercicio de su función, el Ministerio Público Fiscal adecuará sus actos a un criterio objetivo, velando por la correcta aplicación de la ley. Deberá formular los requerimientos e instancias conforme a este criterio, aún a favor del imputado.


Los representantes del Ministerio Público Fiscal formularán motivada y específicamente sus requerimientos y conclusiones de manera que se basten a sí mismos. Procederán oralmente en los debates y por escrito en los demás casos.

Artículo 86.- Procurador General.- Al Procurador General ante la Corte Suprema de Justicia, sin perjuicio de las funciones acordadas por otras leyes, le compete:

1. intervenir en todos los recursos que se interpongan por ante la Corte Suprema de Justicia;

2. dirigir, coordinar y controlar la tarea de los integrantes del Ministerio Público Fiscal;

3. dictar resoluciones y directivas para el mejor desempeño de la tarea de los miembros del Ministerio Público Fiscal;

4. fijar las políticas de persecución penal, con arreglo a las leyes, y establecer el orden de prioridades que deberán atender los Fiscales de Distrito;

5. asignar los fiscales que actuarán en las divisiones territoriales que se delimiten, pudiendo disponer el traslado excepcional y transitorio de los mismos para actuar en divisiones territoriales distintas a la originariamente establecida;

6. proponer a las autoridades competentes las normas reglamentarias del presente Código y especialmente las relativas al funcionamiento del Ministerio Público;

Artículo 87.- Fiscal General.- Los Fiscales Generales además de las funciones acordadas por la ley y la reglamentación, actuarán en los recursos que se interpongan ante las Cámaras de Apelación en la forma prevista por este Código, pudiendo ser activamente asistidos por el Fiscal de Distrito que hubiere interpuesto el recurso, correspondiéndoles además:

1. proseguir la intervención que los fiscales de distrito hayan tenido en primera instancia;

2. instar a los fiscales de distrito para que inicien y continúen las gestiones de su incumbencia;

3. requerir, en la Alzada, el activo despacho de los procesos penales, deduciendo los reclamos pertinentes;

4. velar por el cumplimiento de las reglas de procedimiento, ejecución de sentencias penales y leyes que regulan la restricción de la libertad personal;

5. dictaminar en todas las cuestiones de competencia;

6. coordinar el accionar con los fiscales de distrito según las pautas que fije el Procurador General;

7. disponer la afectación conjunta o alternativa de dos o más fiscales de distritos o sus adjuntos, cuando razones de complejidad de la investigación u otro motivo así lo justifique.

Artículo 88.- Deberes y atribuciones del Fiscal de distrito.- A los fiscales de distrito y sus adjuntos, además de las funciones que les acuerda la ley y este Código, les corresponde:

1. dirigir la Investigación Penal Preparatoria, practicando y haciendo practicar los actos inherentes a ella. Actuarán con los organismos técnicos de investigación que se crearan y/o con la colaboración de la Policía en función judicial. Para ello solicitarán cuando correspondiera, las medidas que consideren necesarias, ante los jueces o ante cualquier otra autoridad;

2. entrevistar, cuando fuera necesario, a la persona que afirmara su condición de víctima o de damnificado por el hecho, así como a todas las personas que pudieran aportar elementos para el eficiente ejercicio de la acción penal;

3. recibir a quien compareciera espontáneamente a la Fiscalía para aportar alguno de los elementos reseñados en el inciso anterior, reservando en la oficina el escrito presentado por el compareciente o el acta sucinta que se labrará al efecto si el ofrecimiento fuere verbal, correspondiendo a la discrecionalidad técnica del funcionario la estimación de la pertinencia del aporte;

4. actuar en el juicio oral ante el Tribunal respectivo;

5. velar para que el orden legal en materia de competencia sea estrictamente observado;

6. vigilar el cumplimiento de las reglas de procedimiento, ejecución de sentencias penales y leyes que regulan la restricción de la libertad personal;

7. contestar las vistas o traslados que se le corrieran;

8. requerir de los jueces el activo despacho de los procedimientos penales en los que fueran parte, deduciendo los reclamos pertinentes.

Artículo 89.- Competencia del Fiscal de Distrito.- Los Fiscales de Distrito ejercerán su función en el ámbito territorial que la reglamentación les fije, sin perjuicio de actuar coordinadamente con los restantes integrantes del Ministerio Público Fiscal en todo el ámbito de la Provincia de Santa Fe.

Artículo 90.- Fiscales Adjuntos.- Cuando razones de trabajo así lo aconsejaran, la superioridad del Ministerio Público Fiscal podrá asignar fiscales adjuntos con idénticas atribuciones, para colaborar con el Fiscal de Distrito.

Artículo 91.- Apartamiento.- Los funcionarios del Ministerio Público Fiscal podrán solicitar a su superior jerárquico su apartamiento de la causa por los motivos establecidos respecto de los jueces en el artículo 68, con excepción de los incisos 4) y 6).


Cuando el apartamiento no fuera solicitado por el propio funcionario del Ministerio Público Fiscal, la defensa y el querellante en su caso podrán ocurrir con tal objetivo ante el superior jerárquico.


El apartamiento será resuelto informalmente por el superior jerárquico previa averiguación de los hechos que lo fundan y de dar suficiente oportunidad a los interesados para que se expidan. El criterio para separar al funcionario, se fundará en razones que hagan a la eficiencia y objetividad en el ejercicio de la función.


Producido el requerimiento se podrá reemplazar inmediatamente al funcionario hasta la decisión.


La resolución no dará lugar a recurso alguno y sólo podrá renovarse el requerimiento si nuevas circunstancias apoyan el mismo motivo u otro diferente.

Artículo 92.- Organismo de Investigaciones.- Bajo la dirección del Ministerio Público Fiscal actuará un Organismo de Investigaciones, de carácter técnico y no militarizado, cuya estructura será fijada por su propia ley de organización.

Capítulo III

El querellante

Artículo 93.- Querellante.- Sin perjuicio de lo establecido por este Código para el juicio por delito de acción privada, quien pretendiera ser ofendido penalmente por un delito de acción pública o sus herederos forzosos, podrán intervenir en el proceso como parte querellante y ejercer todos los derechos que este Código establece. También podrá serlo la persona jurídica cuyo objeto fuera la protección del bien jurídico tutelado en la figura penal cuando se trate de delitos que afecten intereses colectivos o difusos, o, en defecto de ella, cualquier habitante de la Provincia.


En caso de delitos cometidos por funcionarios públicos, que afecten derechos garantizados por la Constitución, cualquier persona podrá asumir el carácter de parte querellante.

Artículo 94.- Requisitos de la instancia.- La instancia deberá formularse personalmente o por representante con poder especial, y en su caso con patrocinio letrado. El escrito, deberá contener:

1. nombre, apellido, domicilio real y legal del particular;

2. una relación sucinta del hecho en que afirma se funda su pretensión y el carácter que invoca;

3. nombre y apellido del o de los imputados si los conociera;

4. la petición de ser tenido como parte querellante y la firma.

Artículo 95.- Oportunidad.- La instancia de constitución como parte querellante podrá tener lugar hasta la audiencia preliminar.


Pasado ese momento, la instancia se rechazará, sin recurso.


En ningún caso paralizará la tramitación de la causa.

Artículo 96.- Trámite.- La instancia será presentada, con copia para cada querellado, ante el Fiscal de Distrito interviniente, quien, expresando si acepta o rechaza el pedido, lo remitirá sin demora al Tribunal de la investigación penal preparatoria.


El Tribunal convocará a las partes a una audiencia dentro del plazo de cinco días, y decidirá de inmediato. Si admite la constitución del querellante, le ordenará al Fiscal que le acuerde la intervención correspondiente.


La resolución es apelable.

Artículo 97.- Facultades y deberes.- Sin perjuicio de los derechos reconocidos a toda víctima, quien haya sido admitido como querellante, durante el transcurso de la investigación penal preparatoria y de todo el proceso, tendrá los siguientes derechos y facultades:

1. proporcionar durante la investigación penal preparatoria elementos de prueba y solicitar diligencias particulares para el esclarecimiento del hecho objeto de la misma, la responsabilidad penal del imputado y la cuantificación del daño causado. Estas instancias serán presentadas al Fiscal interviniente, y su rechazo otorgará la facultad de proceder conforme lo establecido por el artículo 286, con el propósito de obtener un pronunciamiento definitivo, acerca de la procedencia de la solicitud o propuesta;

2. pedir medidas cautelares para asegurar el pago de la indemnización civil y costas; 

3. asistir a las declaraciones de testigos durante la investigación penal preparatoria, con facultad para formular preguntas y pedir aclaraciones, pero no deberá necesariamente ser citado con anticipación, salvo que lo requiriere por escrito;

4. intervenir en el juicio dentro de los límites establecidos por este Código;

5. interponer las medidas que estime adecuadas para activar el procedimiento;

6. requerir pronto despacho;

7. formular acusación;

8. recurrir en los casos, por los medios y en la forma prevista para los representantes del Ministerio Público;


La intervención como querellante no lo exime del deber de declarar como testigo.


En ningún caso su actividad estará subordinada a directivas o conclusiones del Fiscal.

Artículo 98.- Desistimiento.- El querellante podrá desistir de su participación en cualquier momento, presentando renuncia expresa, aunque quedará obligado a las costas que su intervención hubiera causado.


Se considerará que ha desistido tácitamente de su intervención cuando, sin justa causa:

1. no concurra a prestar declaración testimonial o a la realización de cualquier medio de prueba para cuya práctica sea necesaria su presencia;

2. no asista a la convocatoria formulada por el fiscal según lo dispuesto en el Art. 287 de este Código;

3. no asista a la audiencia preliminar, o no acuse válidamente;

4. no concurra a la audiencia de debate, se ausente de ella sin autorización del Tribunal o no formule conclusiones.


En lo casos de incomparecencia señalados precedentemente, la existencia de justa causa deberá acreditarse antes del inicio de la audiencia o diligencia, o en su defecto, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes.


El desistimiento será declarado por el Tribunal de oficio o a pedido de parte, e impedirá toda posterior persecución por parte del querellante, en virtud del mismo hecho que constituye el objeto de su querella y con relación a los imputados que participaron en el procedimiento.

Artículo 99.- Eventual reparación del perjuicio.- Mediando sentencia penal condenatoria, quien hubiera actuado como querellante podrá reclamar la indemnización del daño causado o la restitución de la cosa obtenida por el delito, en la forma y condiciones establecidas en este Código.

Capítulo IV

El Imputado

Sección Primera

Generalidades

Artículo 100.- Calidad de imputado.- Los derechos que este Código acuerda al imputado, podrá hacerlos valer la persona que fuera detenida o indicada como autor o partícipe de un hecho delictuoso, en cualquier acto inicial del procedimiento dirigido en su contra y en función de la etapa en que se encuentre, hasta la terminación del proceso.


Si estuviera privado de su libertad podrá formular sus instancias ante el funcionario encargado de la custodia, quien la comunicará inmediatamente al Tribunal interviniente.

Artículo 101.- Derechos del imputado.- Los derechos que este Código le acuerda, serán comunicados al imputado apenas nace su condición de tal.


En la oportunidad que este Código establece, el imputado deberá conocer:

1. la existencia de una causa seguida en su contra con los datos necesarios para individualizarla;

2. el o los hechos que se le atribuyen y la calificación legal que provisionalmente corresponda;

3. los derechos referidos a su defensa técnica;

4. que podrá solicitar audiencia a fin de prestar declaración cuando lo estime conveniente, presumiéndose mientras tanto que ejerce el derecho de abstenerse a declarar sin que ello signifique ninguna presunción en su contra.

Artículo 102.- Identificación.- La identificación del imputado se practicará por sus datos personales, impresiones digitales y señas particulares, los que deberá brindar. Si se negara a suministrar esos datos o los diera falsamente, se procederá a la identificación por testigos en la forma prescripta para los reconocimientos o por otros medios que se estimaran convenientes.


La individualización dactiloscópica, fotográfica o por cualquier otro medio que no afectara la dignidad ni la salud del identificado se practicará, aún contra su voluntad, mediante la oficina técnica respectiva.

Artículo 103.- Identidad física.- Cuando fuera cierta la identidad física de la persona imputada, las dudas sobre los datos suministrados u obtenidos, no alterarán el curso del procedimiento, sin perjuicio de que se rectifiquen en cualquier estado del mismo o durante la ejecución de la sentencia.

Artículo 104.- Domicilio.- El imputado deberá denunciar su domicilio real y fijar domicilio legal dentro del radio del Tribunal. Deberá mantener actualizados esos domicilios comunicando al Ministerio Público Fiscal y al Tribunal, según el caso, las variaciones que sufrieren.


La falsedad de su domicilio real así como la omisión inexcusable del informe de las variaciones serán considerados como indicio de fuga.


Serán válidas las notificaciones dirigidas al domicilio legal. Si no lo constituyere dentro del radio del Tribunal, se tendrá por tal el del defensor.

Artículo 105.- Certificación de antecedentes.- Previamente a la audiencia del debate, el Secretario del Tribunal de Juicio extractará en un solo certificado los antecedentes penales del imputado. Si no registrara condena, certificará esa circunstancia. Los informes necesarios para la certificación de antecedentes serán requeridos en la forma, contenido y modalidad que indique la reglamentación respectiva.

Artículo 106.- Incapacidad.- La afección mental del imputado, que excluya su capacidad de entender los actos del procedimiento, o de obrar conforme a ese conocimiento y voluntad, provocará la suspensión de su persecución penal hasta que desaparezca esa incapacidad.


Sin perjuicio de la aplicación de las reglas que rigen el juicio para la imposición exclusiva de una medida de seguridad, la comprobación de esta incapacidad impedirá el procedimiento intermedio, el juicio y toda labor crítica del comportamiento que se le atribuye que no autorice expresamente la ley, pero no inhibirá la averiguación del hecho, su antijuridicidad y autoría, o que se continúe el procedimiento con respecto a otros coimputados.


La incapacidad será declarada por el Tribunal competente, a pedido de parte y previo dictamen pericial.


Sospechada la incapacidad, el Ministerio Público Fiscal o el Tribunal competente ordenará la peritación correspondiente.


Sin perjuicio de su propia intervención, las facultades del imputado podrán ser ejercidas por su curador o el designado de oficio si no lo tuviere. Si carece de defensor o hubiere sido autorizado a defenderse por sí mismo, se designará inmediatamente un defensor de oficio.


Los actos que el incapaz hubiera realizado como tal, carecerán de valor.

Artículo 107.- Internación.- Cuando para la preparación del informe sobre el estado psíquico del imputado fuera necesaria su internación en un establecimiento psiquiátrico, la medida sólo podrá ser ordenada por el Juez de la Investigación Penal Preparatoria o por el Tribunal competente según el caso.


La internación será ordenada por resolución fundada, sólo cuando existiera la probabilidad de que el imputado haya cometido el hecho y no fuera desproporcionada respecto de la importancia del procedimiento y de la pena o medida de seguridad que razonablemente pudiera corresponder.


La internación sólo durará un plazo razonable para obtener la información técnica que la motiva, debiéndose velar por la celeridad en el cumplimiento de la medida.

Artículo 108.- Examen médico inmediato.- Si el imputado fuera aprehendido con breve intervalo de cometido el hecho, se procederá a su inmediato examen psicológico, médico o bioquímico para apreciar su estado psíquico o si sufre intoxicación por ingestión alcohólica o uso de sustancias toxicomanígenas o alucinógenas, salvo que no se justifique dicho examen. Regirán al respecto los límites establecidos por el artículo 163.

Artículo 109.- Examen psicológico y/o psiquiátrico.- Si al imputado se le atribuyera la comisión de delito o concurso de delitos, que estuviera reprimido con pena superior a los ocho años de prisión o reclusión, el Fiscal de Distrito requerirá siempre el examen psicológico y/o psiquiátrico del mismo que deberán practicar psicólogos y/o médicos oficiales.

Sección Segunda

Declaración del imputado

Artículo 110.- Validez.- Para no ser invalidada la declaración del imputado deberá contar siempre con la presencia de su defensor y, antes de comenzar, se le hará saber que cuenta con el derecho de abstenerse de declarar sin que ello signifique ninguna presunción en su contra.

Artículo 111.- Formas del interrogatorio.- Las preguntas que se formularán al imputado, serán claras y precisas. No están permitidas las preguntas capciosas o sugestivas.


Al inicio del acto y manifestada su voluntad de declarar, se lo invitará a que exprese cuanto tenga por conveniente en descargo o aclaración de los hechos que se le atribuyen. Posteriormente se formularán todas las preguntas que se consideraran pertinentes.

Artículo 112.- Declaración ante el Tribunal de la Investigación.- Sin perjuicio de lo especialmente establecido para la audiencia imputativa, a pedido de las partes, antes de resolver un incidente, como en el procedimiento intermedio, el imputado podrá declarar y ser interrogado primero por la parte que lo ofreció, y luego por las demás.

Artículo 113.- Declaración en el debate.- Durante el debate, la declaración del imputado será recibida en la oportunidad y forma prevista especialmente.


Luego de declarar, el imputado podrá ser interrogado por su propio defensor, y por las demás partes.

Sección Tercera

Defensores

Artículo 114.- Defensa del imputado.- El imputado tendrá derecho a elegir como defensor de confianza a un profesional del derecho habilitado legalmente al efecto, o a defenderse personalmente salvo cuando de ello resulte un perjuicio evidente para la misma.


En caso de no ejercer tales derechos, se le proveerá de oficio un defensor conforme a las normas aplicables que asegurarán la efectiva disponibilidad de defensa para todos los casos que requieren las disposiciones de este Código y según sus condiciones.


Si el imputado se encontrara sufriendo una afección mental que excluyera su capacidad de entender o de querer los actos del procedimiento, el defensor será designado por su curador, si lo hubiere, o en su defecto se nombrará al defensor de oficio, para que ejercite su derecho de parte y, en su caso, éste último provea a su representación legal.


En ningún caso el estado de incomunicación constituirá obstáculo alguno.

Artículo 115.- Propuesta de terceros.- Cuando el imputado estuviera incomunicado, cualquier persona que tenga con él relación de parentesco o amistad podrá proponer un defensor, lo que se le hará saber a aquél de inmediato.


La relación con el imputado no necesitará ser probada, bastando la manifestación bajo juramento del peticionario.

Artículo 116.- Pluralidad de defensores.- El imputado podrá designar los defensores que considere convenientes, pero no será defendido simultáneamente por más de dos en las audiencias orales o en el mismo acto.


Si el imputado tuviera más de un defensor, la notificación hecha a cualquiera de ellos valdrá para todos, y la sustitución de uno por otro no alterará trámites ni plazos.


El defensor designado podrá sustituir facultades en un defensor auxiliar, para actuar en aquellas diligencias a las que no pudiera asistir personalmente. El defensor auxiliar sólo tendrá responsabilidad en aquellos actos en los que participe, pero ello no exime de responsabilidad al designado.

Artículo 117.- Libertad de la defensa.- La defensa es completamente libre sin más restricciones que las impuestas por la ética, por el respeto debido a los jueces, a las partes y la observancia de las normas constitucionales y los trámites legales.

Artículo 118.- Separación del defensor.- El Tribunal, aún de oficio, procederá a separar al defensor de confianza que abandonara el cargo dejando al imputado sin defensa, incurriera en notorias omisiones o negligencia, provocara deliberadamente demoras en la sustanciación de la causa, o actuara en la defensa común incompatible de varios imputados.


En tales casos será de aplicación lo dispuesto por el artículo 114 de este Código.

Artículo 119 – Renuncia del defensor.- El defensor, en caso de renuncia al cargo, estará obligado a continuar en su desempeño hasta que el imputado proponga otro o le haya sido designado de oficio. Los plazos no se suspenderán en ningún caso.


No se podrá renunciar durante las audiencias salvo imposibilidad manifiesta e imprevisible de ejercer razonablemente la defensa.

Artículo 120.- Designación de oficio.- Si el imputado no nombrara defensor de confianza o hasta tanto el designado acepte el cargo o realice actos de defensa, asumirá su defensa un defensor designado de oficio, debiéndosele hacer saber al imputado el nombre del mismo.


Para el caso de acumulación de causas, cuando así procediera, deberá oficiosamente nombrarse en todas ellas, al defensor de oficio correspondiente a la causa de atracción, dejándose sin efecto las designaciones de quienes pudieran haber actuado en las causas acumuladas.

Artículo 121.- Deberes de los defensores de oficio.- Los defensores de oficio concurrirán a los institutos de detención y penitenciarios en los que se alojen sus defendidos para informarles sobre el estado de sus causas.


En todos los casos tomarán conocimiento personal y directo de sus defendidos en el modo más inmediato posible.

Artículo 122.- Sustitución del defensor de oficio.- Mediando causal de separación de las previstas en el artículo 118 o cualquier otra que pueda perjudicar la eficacia de la defensa, el Tribunal, aún de oficio, podrá disponer que éste sea sustituido por quien corresponda según la normativa pertinente.

Artículo 123.- Investidura.- Quien hubiera sido designado como defensor del imputado será tenido como tal desde el momento en que aceptara el cargo o realizara actos de defensa, pudiendo previamente examinar las actuaciones, salvo que se encontraran bajo reserva.

Sección Cuarta

Rebeldía

Artículo 124.- Procedencia y declaración.- Será declarado rebelde el imputado que, sin grave impedimento, no compareciera a la citación, o se fugara del establecimiento o lugar donde estuviera detenido, o no obedeciera a una orden de detención, o se ausentara de la residencia fijada, sin licencia del Ministerio Público Fiscal o del Tribunal.


La declaración de rebeldía será emitida por el Tribunal competente, a pedido de parte, previa constatación de la incomparecencia, fuga o ausencia, expidiendo orden de detención, si antes no se hubiera dictado. La orden se hará conocer también a las autoridades encargadas del control para salir del país, con mandato expreso de que lo impidan, y se inscribirá en el Registro Unico de Antecedentes Penales que informará al Registro Nacional de Reincidencia, con todos los recaudos de una solicitud de extradición interna, que valdrá a ese efecto cuando el imputado fuera aprehendido en otro lugar del país.

Artículo 125.- Efectos de la rebeldía.- La declaración de rebeldía no suspenderá la Investigación Penal Preparatoria, pero no podrá formularse la requisitoria de acusación prevista por el artículo 294, reservándose las actuaciones y otros efectos, instrumentos o piezas de convicción que fueran indispensable conservar.


Si la rebeldía se declarara luego de la apertura del juicio habiendo comparecido el imputado a la primera audiencia, no impedirá su total sustanciación y el dictado de la sentencia. En tal caso el imputado rebelde será representado por su defensor o se le designará otro de oficio, y se lo considerará presente para todos los efectos de este Código.


La declaración de rebeldía del imputado lo obligará al pago de las costas provocadas por su contumacia, originando la reanudación o el nuevo examen de la coerción personal que corresponda.

LIBRO II

ACTIVIDAD PROCESAL

TITULO I

Los actos procedimentales

Capítulo I

Disposiciones Generales

Artículo 126.- Idioma. Designación de intérprete.- En todos los actos del procedimiento, para que no sean invalidados, se utilizará el idioma nacional. Cuando éste no fuera conocido por la persona a quien deba brindársele información o deba requerírsele declaración, se le designará de oficio un intérprete, sin perjuicio de aceptarse la participación de aquél que la misma proponga. De igual manera se procederá cuando por imposibilidad física no pudiera oír o expresarse, aunque en tal caso podrá establecerse la comunicación por escrito.

Artículo 127.- Audiencias orales.- Para el desempeño de sus funciones y en paridad de condiciones, se asegurará a las partes la disponibilidad de elementos mobiliarios adecuados durante el desarrollo de las audiencias.


En el juicio y en las demás audiencias orales, la parte, al hacer uso de la palabra deberá permanecer de pie, salvo impedimento físico.

Artículo 128.- Documentos en idioma extranjero.- Cuando se presentaran documentos en idioma extranjero, deberá acompañarse su traducción realizada por traductor público matriculado o, en su defecto, persona designada por el Tribunal.

Artículo 129.- Día y hora de cumplimiento.- Los actos procedimentales deberán cumplirse en días y horas hábiles, salvo los de la Investigación Penal Preparatoria. Sin embargo para el debate el Tribunal podrá habilitar los días y horas que estimara necesarios.


Se consideran días y horas hábiles los señalados por el Código Procesal Civil y Comercial de Santa Fe.

Artículo 130.- Juramento o compromiso de decir verdad.- Cuando se requiera la prestación de juramento o compromiso de decir verdad, se recibirá, para que no sea invalidado, por las creencias religiosas del que jure, o por su honor en caso de no profesarlas, después de instruirlo de las penas que la ley impone a la falsedad. El declarante jurará o se comprometerá a decir verdad de todo cuanto supiera y le fuera preguntado, mediante la fórmula: "lo juro" o "me comprometo".

Artículo 131.- Manifestaciones y su documentación.- Las manifestaciones personales se recibirán en la forma y modalidad que asegure la cabal intelección de su contenido y la publicidad del juicio.


Se documentarán en la medida exigida por la ley, por la reglamentación y atendiendo a la eficacia de su destino probatorio. El contenido de lo documentado deberá garantizar la fidelidad del acto, dejándose constancia de los datos necesarios para su individualización y para la salvaguarda de la defensa en juicio.


Cuando una persona produzca declaraciones en cualquier acto del procedimiento, quien la reciba deberá preservar la dignidad del declarante así como la eficacia de la comunicación que se entable.

Artículo 132.- Deber de lealtad.- Es deber de las partes y de sus representantes comportarse en el curso del procedimiento penal de acuerdo a los principios de lealtad, probidad y buena fe, evitando incurrir en actitudes sorpresivas o en conductas que impliquen un abuso del derecho procesal.


Superado el período de reserva, los integrantes del Ministerio Público Fiscal deberán permitir a las partes y a su solicitud, todos los elementos de convicción, de cargo y de descargo que se hubieran reunido o conocido a lo largo de todo el procedimiento penal, considerándose falta grave su ocultamiento.

Artículo 133.- Explicaciones, advertencias y facultad de testar.- Sin perjuicio de las facultades disciplinarias y de la remisión en su caso de los antecedentes a los Colegios Profesionales o al Procurador General de la Corte Suprema de Justicia, quien presida el Tribunal podrá suspender brevemente la audiencia para requerir la presencia de todas las partes o de sus profesionales al despacho privado a fin de solicitarles explicaciones por la conducta asumida. Luego de oírlas, podrá formular advertencias para evitar nuevos incidentes y asegurar el normal desarrollo del debate.


Del mismo modo, cuando se proceda por escrito, el Tribunal, de oficio o a pedido de parte, podrá mandar que se teste toda frase injuriosa o redactada en términos indecorosos u ofensivos, e incluso devolver el escrito cuando fuera manifiestamente impertinente, dejándose constancia.

Artículo 134.- Expedición de copias e informes.- Se autorizará la expedición de copia o informe de las actuaciones cumplidas, cuando fueran solicitados por quien acredite interés legítimo en obtenerlos, y siempre que no se perjudique la eficacia de la Investigación Penal Preparatoria.

Capítulo II

Actos y resoluciones judiciales

Artículo 135.- Poder coercitivo.- En el ejercicio de sus funciones, el Tribunal y el Ministerio Público Fiscal, podrán disponer la intervención de la fuerza pública y todas las medidas necesarias para el seguro y regular cumplimiento de los actos que ordenen.

Artículo 136.- Actos fuera del asiento.- A pedido de parte, el Tribunal podrá constituirse fuera de su asiento, en cualquier lugar de la Provincia, cuando estimara indispensable conocer directamente elementos probatorios decisivos. En tal caso, si correspondiera, avisará al Tribunal de la respectiva competencia territorial.


Asimismo, podrá ordenar, aún de oficio, la realización de la audiencia del debate fuera de su asiento pero dentro del ámbito de su competencia territorial, cuando así lo aconsejara una mayor eficacia en la producción probatoria y la publicidad del juicio.

Artículo 137.- Resoluciones.- Las decisiones del Tribunal serán dadas por sentencia, auto, decreto o providencia y procederá cada una de ellas cuando este Código así lo determine.

Artículo 138.- Resoluciones de los Tribunales Colegiados.- A fin de emitir pronunciamiento los miembros de Tribunales Colegiados establecerán los puntos sobre los que sea necesaria decisión. Acordarán un orden lógico de tratamiento de los mismos que permita resolver paulatinamente aquellos cuya definición resulte presupuesto de los otros; lo que se resuelva al respecto será tenido como definitivo a los efectos de la apreciación de los demás temas, debiendo sobre ellos pronunciarse los jueces no obstante la opinión que hubieran podido emitir anteriormente. Si no se obtiene mayoría respecto al monto de la pena deberá aplicarse el término medio de todos los votos.

Artículo 139.- Plazos.- Los Tribunales dictarán los decretos dentro de las cuarenta y ocho horas en que el expediente sea puesto a despacho, los autos dentro de los cinco días, salvo que se disponga otro plazo menor, y, las sentencias dentro de los plazos especialmente establecidos.


El Ministerio Público Fiscal proveerá dentro del plazo de cuarenta y ocho horas las instancias que le formulen los habilitados para deducirlas, salvo que se disponga otro plazo.

Artículo 140.- Fundamentación.- Las sentencias y los autos, así como las resoluciones del Ministerio Público Fiscal, deberán ser motivados para no ser invalidados.


Los decretos y providencias se motivarán cuando la ley expresamente lo imponga para su validez.

Artículo 141.- Copia auténtica.- Cuando por cualquier causa se destruyera, perdiera o sustrajera el original de una sentencia o de la documentación de otros actos procesales, la copia auténtica tendrá el valor de aquélla.

Artículo 142.- Publicidad.- Las audiencias serán públicas, a menos que el Tribunal, atendiendo a las circunstancias del caso dispusiera lo contrario, mediante resolución fundada.


Las sentencias y los autos podrán ser dados a publicidad, salvo que la naturaleza del proceso o razones de decoro aconsejaran su reserva. Si afectaran la intimidad, tranquilidad o seguridad de la víctima o de terceros, sus nombres serán eliminados de las copias para la publicidad.

Artículo 143.- Documentación.- La actividad procesal cumplida en las audiencias orales, donde se desarrollen actos sujetos a impugnación, será documentada por el medio que establezca la reglamentación y que asegure su autenticidad e inmodificabilidad.


Si se hubiese negado a la defensa la integración pluripersonal del Tribunal de Juicio, ante su pedido formulado en la audiencia preliminar, se filmará la audiencia del debate.


Los registros acreditan, en principio, la realidad de lo ocurrido.


En acta se hará constar la forma en que se cumplió la registración, asegurándose la conservación de la misma.

Capítulo III

Comunicaciones

Artículo 144.- Regla.- Cuando un acto procesal se deba ejecutar por intermedio de otra autoridad se podrá encomendar su cumplimiento por oficio.

Artículo 145.- Comunicación directa.- Los órganos judiciales podrán dirigirse directamente a cualquier autoridad de la Provincia, requiriendo informes o documentos, la que prestará su cooperación, sin demora alguna y dentro del plazo que, en su caso, se fije.


Este artículo rige también con respecto a los informes y documentos requeridos a las entidades privadas y a los particulares.


El incumplimiento por parte del requerido dará lugar a la aplicación por el Tribunal, de oficio o a solicitud de parte, de una sanción de hasta quince (15) días multa, sin perjuicio de las responsabilidades administrativas y penales en que pudiera haber incurrido. Esta norma será transcripta en la comunicación pertinente.

Artículo 146.- Comunicaciones con otras jurisdicciones.- Las comunicaciones con otras jurisdicciones dentro del país o del extranjero serán diligenciadas sin retardo, de acuerdo con las leyes vigentes, con la reglamentación que se dicte, y en su caso siguiendo la vía diplomática en la forma prescripta por los tratados o costumbres internacionales.

Capítulo IV

Notificaciones, citaciones y emplazamientos

Artículo 147.- Normas reglamentarias y supletorias.- Las notificaciones, citaciones, emplazamientos, vistas y traslados se practicarán por quien designe el Tribunal o por quien disponga el reglamento. Rigen supletoriamente las normas pertinentes del Código Procesal Civil y Comercial.

Artículo 148.- Domicilio legal.- Al comparecer en cualquier acto del procedimiento, las partes deberán constituir domicilio dentro del radio urbano de la ciudad donde tenga su asiento el Tribunal. Si las partes o sus defensores o representantes no lo hicieran, quedarán notificados en la Oficina de Gestión Judicial, dejándose constancia escrita de tal circunstancia.


Cuando interviniera otro Tribunal con distinto asiento, las partes tendrán que fijar un nuevo domicilio legal, bajo los mismos apercibimientos.

Artículo 149.- Notificaciones.- Al imputado se le notificarán personalmente las sentencias que impongan pena de cumplimiento efectivo y los autos que resuelvan su prisión preventiva o le denieguen su libertad.


Las demás sentencias condenatorias y resoluciones del Tribunal, se notificarán al imputado mediante cédula a su domicilio real.


Todas las resoluciones deberán también ser notificadas al defensor del imputado.


Cuando las resoluciones se dictaran en audiencia, tal circunstancia servirá como notificación personal a los intervinientes.

Artículo 150.- Apercibimiento.- Toda citación se hará bajo apercibimiento de ser traída la persona citada por la fuerza pública si no diere cumplimiento a la orden judicial, la que se hará efectiva sin más trámite y de inmediato, salvo causas justificadas, sin perjuicio de la responsabilidad penal que corresponda y de las costas que causara.

Artículo 151.- Plazo de las vistas y traslados.- Las vistas y traslados que debieran evacuarse por escrito y no tuvieran fijado un plazo por este Código o por el Tribunal, se considerarán corridas por tres días.

Capítulo V

Plazos

Artículo 152.- Reglas generales.- Los actos procesales se practicarán en los plazos establecidos.


El cómputo de los mismos se contará a partir de cada notificación o, si fueran comunes, desde la última practicada en la forma prevista por el Código Procesal Civil y Comercial.


No se contará el día en que tuviera lugar la diligencia ni los inhábiles.


Los plazos de horas se contarán desde la siguiente a la de la notificación y correrán aún durante las inhábiles.

Artículo 153.- Prórroga especial.- Si el término fijado venciera después de las horas de oficina, el acto que deba cumplirse en ella podrá ser realizado durante las dos primeras horas hábiles del día siguiente.

Artículo 154.- Carácter.- Los plazos serán improrrogables y perentorios, operando la caducidad por su solo vencimiento, salvo los establecidos para que las partes cumplan una actividad indispensable en el proceso.

Artículo 155.- Abreviación y ampliación.- La parte a cuyo favor se hubiera establecido un plazo, podrá renunciarlo o consentir su abreviación mediante manifestación expresa.


Las partes podrán acordar la modificación de los plazos que este Código les fija para cumplir actividades procesales. El acuerdo deberá ser comunicado al Tribunal interviniente.

Artículo 156.- Observancia de los plazos.- Los Tribunales y el Ministerio Público Fiscal estarán obligados a cumplir y a hacer cumplir los plazos establecidos durante el procedimiento.


La inobservancia de los plazos, hará pasibles a los jueces, fiscales, y en su caso defensores públicos oficiales, de correcciones disciplinarias a aplicar aun de oficio por la Corte Suprema de Justicia, sin perjuicio de otras medidas que legalmente correspondieran.


Los profesionales que tuvieran participación en el procedimiento penal, y no cumplieran con los plazos establecidos, serán sancionados disciplinariamente, aun de oficio por el Tribunal, sin perjuicio de ser separados de la causa y remitirse sus antecedentes al Tribunal de Disciplina del Colegio respectivo o a quien correspondiere.

Artículo 157.- Retardo de justicia. Vencido el término en que se deba dictar resolución, el interesado podrá deducir pronto despacho y si dentro de tres días no la obtuviere, podrá interponer queja por el retardo ante el superior.


El Presidente del Tribunal ordenará al denunciado que informe dentro del plazo que le señalará. Si la queja fuera procedente el superior fijará un plazo prudencial para que se pronuncie.


Si la demora fuere imputable al Presidente o a un miembro del Tribunal la queja deberá formularse ante la Corte Suprema de Justicia.

Artículo 158.- Demora en las medidas cautelares personales.- Cuando se haya planteado la revisión de una medida cautelar privativa de libertad o se haya impugnado la resolución que deniega la libertad y el Juez o Tribunal no resuelvan dentro de los plazos establecidos en este Código, el imputado podrá interponer pronto despacho y, si dentro de las veinticuatro horas no obtiene resolución se tendrá por concedida la libertad. En este caso el Juez o Tribunal que conforme a la ley sea reemplazante, ejecutará la libertad y comunicará la situación a la Corte Suprema de Justicia.

TITULO II

Prueba

Capítulo I

Disposiciones generales 

Artículo 159.- Libertad probatoria.- Todos los hechos y circunstancias relacionados con el objeto del proceso podrán ser acreditados por cualquier medio de prueba, salvo las excepciones previstas por las leyes.


Todo medio de prueba, para ser admitido, deberá referir directa o indirectamente al objeto de la averiguación. Los Tribunales podrán limitar los medios de prueba ofrecidos para demostrar un hecho o una circunstancia cuando ellos resulten manifiestamente superabundantes o impertinentes.


Cuando se postule un hecho como notorio, el Tribunal, con el acuerdo de las partes, podrá prescindir de la prueba ofrecida para demostrarlo, declarándolo comprobado. El acuerdo podrá ser provocado de oficio por el Tribunal.

Artículo 160.- Tratamiento especial para menores de edad.- Siempre que se considere la intervención en un acto de un menor de dieciocho años, se atenderá primordialmente a la preservación del interés superior del mismo.


A tal fin, se evitará toda exposición que fuera prescindible o, si no lo fuera, se procurará impedir que directa o indirectamente resulten del procedimiento consecuencias potencialmente dañosas para el pleno y armonioso desarrollo de su personalidad.


Cuando se disponga la intervención en un acto de un menor, y conforme a su edad, se acordará intervención a un equipo multidisciplinario, que aconsejará acerca de la forma de producción del mismo y actuará en él, emitiendo opinión acerca de su valoración. En caso de necesidad y urgencia podrá suplirse la intervención de este equipo por profesionales o personas de manifiesta idoneidad, que se designen.


La Corte Suprema de Justicia establecerá la conformación del equipo multidisciplinario antes aludido y proveerá lo necesario para que los actos en que tenga que intervenir un menor se desarrollen en ambientes adecuados conforme a los conocimientos técnicos disponibles al efecto.

Artículo 161.- Valoración.- La valoración que se haga de las pruebas producidas durante el proceso será fundamentada con arreglo a la sana crítica racional.

Artículo 162.- Exclusiones probatorias.- Carecerá de toda eficacia la actividad probatoria cumplida vulnerando garantías constitucionales.


La ineficacia se extenderá a todas aquellas pruebas que, con arreglo a las circunstancias del caso, no hubieran podido ser obtenidas sin su violación y fueran consecuencia necesaria de ella.

Capítulo II

Inspección y reconstrucción

Artículo 163.- Inspección judicial.- Mediante la inspección se comprobará el estado de las personas, lugares y cosas, los rastros y otros efectos materiales que hubiera, de utilidad para la averiguación del hecho o la individualización de los partícipes en él. De ella se labrará acta que describirá detalladamente esos elementos y, cuando fuera posible, se recogerán o conservarán los elementos probatorios útiles.


Las inspecciones que por sus características exijan descripciones especiales u operaciones técnicas, serán realizadas de tal modo que no se afecte la dignidad o la salud de la persona.

Artículo 164.- Levantamiento e identificación de cadáveres.- En caso de muerte violenta o sospechosa de criminalidad, antes de procederse a la inhumación del cadáver, se realizará la inspección corporal preliminar, la descripción de la situación o posición del cuerpo y de la naturaleza de las lesiones o heridas, sin perjuicio de otras medidas que se estimen adecuadas. Se procurará su identificación.


Luego de realizadas las operaciones de rigor, se procederá a levantar el cuerpo disponiendo su traslado a los gabinetes médicos o lugar donde se practicará la autopsia, su identificación final y la entrega a sus familiares.

Artículo 165.- Autopsia.- Cuando de la percepción exterior de la inspección corporal preliminar, no se conozca de manera manifiesta e inequívoca la causa de la muerte, se procederá, del modo más pronto posible, a la autopsia del cadáver para establecer la naturaleza de las lesiones, el modo y la causa del fallecimiento y sus circunstancias.


La autopsia será practicada por médicos forenses, en lo posible con experiencia en tanatología, o, en su caso, por los peritos que se designen.


Si el Ministerio Público no ha solicitado la realización de la autopsia, las otras partes podrán solicitar al Tribunal que la ordene, conforme a las reglas de los actos irreproducibles.

Artículo 166.- Reconstrucción del hecho.- Se podrá disponer la reconstrucción del hecho, en las condiciones en que se afirme o se considere haberse producido. Cuando para la reconstrucción del hecho fuera necesaria la presencia activa del imputado, se requerirá previamente su conformidad y la asistencia de su defensor, como condición para la validez del acto.

Artículo 167.- Registro.- Se podrá ordenar fundadamente el registro de lugares determinados. La orden de registro establecerá las condiciones de tiempo y modo, así como las medidas precautorias a adoptar, para evitar molestias innecesarias.

Artículo 168.- Requisa.- La requisa personal deberá justificarse fundadamente cuando hubiera motivos razonables para presumir que alguien oculta consigo cosas relacionadas con un delito. Antes de proceder a la requisa se lo invitará a exhibir el objeto cuya ocultación se presume.


Se podrá registrar un vehículo, siempre que haya motivos suficientes para presumir que una persona oculta en él objetos útiles vinculados a una investigación preexistente o cuando mediare fuerte presunción de que tales objetos son resultantes de la comisión de un delito o serán empleados para la inminente perpetración de un delito, lo que deberá hacerse constar así.


Se asegurará el respeto por la dignidad del requisado.

Artículo 169.- Allanamiento.- Cuando el registro deba efectuarse en una morada, casa de negocio, oficina, en sus dependencias cerradas o en recinto habitado, y siempre que no se contara con la autorización libre y previamente expresada por quien tenga derecho a oponerse, el Tribunal, a solicitud fundada ordenará el allanamiento.


La medida podrá ser cumplida personalmente por el Tribunal, o en su defecto éste expedirá orden escrita en favor del Fiscal de Distrito, o del funcionario judicial o policial a quien se delegue su cumplimiento. Si la diligencia fuera practicada por la Policía será aplicable en lo pertinente en el artículo 268 inciso 6.


La orden será escrita, expresando el lugar y tiempo en que la medida deberá efectuarse, individualizando los objetos a secuestrar o las personas a detener. La diligencia sólo podrá comenzar entre las ocho y las veinte horas. Sin embargo, se podrá autorizar a proceder en cualquier hora cuando el interesado o su representante lo consientan, o en los casos graves y que no admitan demora por el riesgo de frustrarse la investigación, o cuando peligre el orden público.


La orden no será necesaria para el registro de los edificios públicos y oficinas administrativas, los establecimientos de reunión o de recreo, el local de las asociaciones y cualquier otro lugar cerrado que no esté destinado a habitación o residencia particular. En estos casos deberá darse aviso a las personas a cuyo cargo estuvieren los locales, salvo que ello fuere perjudicial a la investigación.


La orden de allanamiento será exhibida al que habita o posee el lugar donde deba efectuarse, o cuando estuviere ausente, a su encargado; a falta de éste, a cualquier persona mayor de edad que se hallare en el lugar, prefiriendo a los familiares del primero. Al notificado se le invitará a presenciar el registro. Cuando no se hallare a nadie, se hará constar así en el acta que se elaborará dejando constancia de lo ocurrido, y que firmarán los concurrentes al acto.


Cuando para el cumplimiento de sus funciones o por razones de higiene, moralidad u orden público, alguna autoridad nacional, provincial o municipal competente necesite practicar registros domiciliarios, solicitará al Tribunal orden de allanamiento, expresando los fundamentos del pedido. Para resolver la solicitud, el Tribunal podrá requerir las informaciones que estime pertinentes.

Artículo 170.- Allanamiento sin orden.- No será necesaria la orden de allanamiento cuando la medida se deba realizar mediando urgencia que se justifique por:

1. incendio, inundación u otra causa semejante que pusiera en peligro la vida o los bienes de los habitantes;

2. la búsqueda de personas extrañas que hubieran sido vistas mientras se introducían en un local o casa, con indicios manifiestos de cometer un delito;

3. la persecución de un imputado de delito que se hubiera introducido en un local o casa;

4. indicios de que en el interior de una casa o local se estuviera cometiendo un delito, o desde ella se solicitara socorro.

Artículo 171.- Interceptación de correspondencia e intervención de comunicaciones.- El Tribunal a pedido de las partes podrá ordenar por decreto fundado, la interceptación o el secuestro de la correspondencia postal, telegráfica o electrónica, o de todo otro efecto remitido o destinado al imputado o a terceros, aunque sean bajo nombres supuestos.


Del mismo modo se podrá ordenar la intervención de las comunicaciones del imputado o de terceros, cualquiera sea el medio técnico utilizado, para impedirlas o conocerlas.

Artículo 172.- Exclusiones.- No podrá secuestrarse válidamente, la documentación o grabación que se enviara, entregara u obrara en poder de los abogados para el eventual desempeño profesional, ni intervenirse o interceptarse en los mismos casos, las comunicaciones.

Capítulo III

Testigos

Artículo 173.- Obligatoriedad.- Toda persona tendrá el deber de concurrir cuando fuera citada a fin de prestar declaración testimonial, excepción hecha de que se encontrara físicamente impedida en cuyo caso prestará declaración en su domicilio.


Deberá declarar la verdad de cuanto supiere y le fuere preguntado, salvo las excepciones establecidas por la ley.


El testigo podrá presentarse en forma espontánea, lo que se hará constar.

Artículo 174.- Protección especial.- Las partes podrán solicitar al Tribunal la protección de un testigo con el objeto de preservarlo de la intimidación y represalia. El Tribunal acordará la protección cuando el peligro invocado, la gravedad de la causa y la importancia del testimonio, lo justificaran, impartiendo instrucciones precisas para el eficaz cumplimiento de la medida.

Artículo 175.- Tratamiento especial.- Podrán solicitar que su declaración se lleve a cabo en el lugar donde cumplieran sus funciones o en su domicilio: El presidente y vicepresidente de la Nación, gobernadores, vicegobernadores, ministros, legisladores, fiscales de Estado, magistrados judiciales, oficiales superiores en actividad de las Fuerzas Armadas, integrantes de los ministerios públicos y rectores de las universidades oficiales del país, los ministros diplomáticos, los cónsules generales y los altos dignatarios de la Iglesia y los intendentes municipales de la Provincia.

Artículo 176.- Informe escrito alternativo.- Cuando la índole de la información a suministrar así lo aconsejara, la declaración testimonial podrá ser reemplazada por un pedido de informe que se evacuará por escrito y bajo juramento. Si el informante fuera un particular, su firma deberá certificarse por autoridad judicial o escribano público.

Artículo 177.- Facultad de abstenerse.- Podrán abstenerse de declarar y así serán previamente informados, quienes tengan con el imputado los siguientes vínculos: cónyuge, ascendientes o descendientes, parientes consanguíneos o por adopción hasta el cuarto grado, y por afinidad hasta el segundo grado.


También podrán hacerlo los periodistas comprendidos en las leyes que reglamentan su actividad profesional sobre el secreto de las fuentes de información periodística, salvo que los interesados en su reserva expresamente los relevaren de guardar secreto.

Artículo 178.- Testimonio inadmisible.- No podrán ser admitidas como testigos las personas que, respecto del objeto de su declaración, tuvieran el deber de guardar un secreto particular u oficial. En caso de ser citadas, deberán comparecer, explicar el motivo del cual surge la obligación de guardar secreto y abstenerse de declarar.

Artículo 179.- Criterio judicial.- La parte que considerara errónea la invocación del testigo respecto a la facultad de abstenerse o la reserva del secreto, podrá solicitar al Tribunal que ordene su declaración.

Artículo 180.- Incomunicación de los testigos.- Antes de declarar, los testigos no podrán comunicarse entre sí ni con otras personas. No podrán presenciar el debate, salvo que se considere imprescindible, y después de declarar, se podrá disponer su permanencia en la antesala.

Artículo 181.- Citación y gastos.- La reglamentación dispondrá los modos de citación de los testigos, el pago de sus gastos si correspondiera.

Capítulo IV

Peritos

Artículo 182.- Procedencia.- El Tribunal podrá ordenar el examen pericial a pedido de parte, cuando fuera pertinente para conocer o valorar algún hecho o circunstancia relativa a la causa, y fuese necesario o conveniente poseer conocimientos especializados en determinado arte, ciencia o técnica. El Tribunal determinará, en consecuencia, los puntos sobre los cuales ha de versar la pericia.

Artículo 183.- Calidad habilitante.- Los peritos deberán tener título de tales en la materia sobre la que han de expedirse, siempre que la profesión, arte o técnica, estuvieran reglamentados.


De existir peritos oficiales, la designación recaerá en los que correspondan; en caso contrario, entre los funcionarios públicos, que en razón de su título profesional o de su competencia se encuentren habilitados para emitir dictamen acerca del hecho o circunstancia que se quiera establecer. En su defecto, si no los hubiera, y no mediando acuerdo de partes, deberá designarse a persona de idoneidad manifiesta.

Artículo 184.- Obligatoriedad del cargo.- El designado como perito tendrá el deber de aceptar y desempeñar fielmente el cargo, salvo que tuviera un grave impedimento. En este caso deberá ponerlo en conocimiento del Tribunal al ser notificado de la designación.


Los peritos no oficiales aceptarán el cargo bajo juramento.

Artículo 185.- Incapacidad e incompatibilidad.- No podrán ser peritos: los menores de edad, los insanos, los que puedan abstenerse de declarar como testigos y los inhabilitados.

Artículo 186.- Inhibición y recusación.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior son causas legales de inhibición y recusación de los peritos, las enumeradas en el artículo 68.


La parte que recusara a un perito deberá hacerlo por escrito dentro del plazo de tres días desde la notificación de la designación, expresando, bajo apercibimiento de inadmisibilidad, la causa de la recusación y la prueba que ofreciera.


El incidente será resuelto luego de producida la prueba si la hubiera y oído el interesado.

Artículo 187.- Facultades de las partes. Asesores Técnicos.- Antes de comenzar las operaciones periciales, se comunicará a las partes la orden de practicar la pericia.


Dentro del plazo de tres días, cualquiera de ellas podrá proponer otro perito para que dictamine conjuntamente con el ya designado.


Podrán proponer fundadamente puntos de pericia y objetar los admitidos o propuestos por otras.


Cuando alguna de las partes considere necesario ser asistida por un asesor en una ciencia, arte o técnica podrá designarlo, haciéndolo saber al Juez o Tribunal.


El asesor técnico podrá presenciar las operaciones técnicas o periciales y hacer observaciones durante su transcurso, de las que se dejará constancia, aunque no emitirá dictamen.


En las audiencias el asesor podrá acompañar a la parte con quien colabora, auxiliarla en los actos propios de su función e interrogar directamente, pero sólo a los peritos, traductores o intérpretes. Bajo la dirección de la parte a la que asiste podrá concluir sobre la prueba pericial.

Artículo 188.- Ejecución.- El tribunal resolverá todas las cuestiones que se planteen.


Los peritos practicarán juntos el examen, siempre que sea posible; las partes y sus asesores técnicos podrán asistir a él y solicitar las aclaraciones pertinentes, debiendo retirarse cuando los peritos comiencen la deliberación.


Si algún perito, por negligencia o causa grave no concurre a realizar las operaciones periciales dentro del plazo otorgado, se ordenará su sustitución.

Artículo 189.- Dictamen pericial.- El dictamen será fundado y contendrá una relación detallada, clara y precisa: de las operaciones practicadas y sus resultados, las observaciones de las partes o de sus asesores técnicos y las conclusiones que se formulen respecto de cada tema estudiado.


Los peritos podrán dictaminar por separado cuando exista disparidad de opiniones entre ellos.


El dictamen se presentará por escrito, firmado y fechado, sin perjuicio del informe oral en las audiencias.

Artículo 190.- Peritos nuevos.- Cuando los informes sean dudosos, insuficientes o contradictorios, a pedido de parte el Tribunal podrá nombrar uno o más peritos nuevos, según la importancia del caso, para que lo examinen y amplíen o, si es factible y necesario, realicen otra vez la pericia.

Artículo 191.- Auxilio judicial.- Se podrá ordenar la presentación o el secuestro de cosas y documentos, y la comparecencia de personas, si es necesario para llevar a cabo las operaciones periciales. También se podrá requerir al imputado y a otras personas que confeccionen un cuerpo de escritura, graben su voz o lleven a cabo operaciones semejantes.


Cuando la operación sólo pueda ser ejecutada voluntariamente por la persona requerida y ella rehuse colaborar, se dejará constancia de su negativa y se dispondrá lo necesario para suplir esa falta de colaboración.

Artículo 192.- Traductores e intérpretes.- En lo relativo a traductores e intérpretes, regirán analógicamente las disposiciones precedentes.

Artículo 193.- Instituciones.- Cuando el peritaje se encomiende a una institución científica o técnica y en las operaciones deban intervenir distintos peritos o equipos de trabajo, se podrá elaborar un único informe bajo la responsabilidad de quien dirija los trabajos conjuntos, debiendo el mismo ser suscripto por todos los intervinientes.

Capítulo V

Reconocimientos y careos

Artículo 194.- Reconocimiento de personas.- Podrá ordenarse que se practique el reconocimiento de una persona para identificarla o establecer que quien la menciona o alude, efectivamente la conoce o la ha visto.

Artículo 195.- Interrogatorio previo.- Antes del reconocimiento, y previo juramento o promesa de decir verdad, a excepción del imputado, quien haya de practicarlo será interrogado para que describa a la persona de que se trata, y para que diga si la conoce o si con anterioridad la ha visto personalmente o en imagen.

Artículo 196.- Forma del reconocimiento.- Después del interrogatorio se compondrá una fila de personas con otras tres o más que tengan semejanzas exteriores con la que debe ser reconocida, y ésta elegirá su colocación entre aquéllas.


Si se procurara individualizar a una persona a la que se indica como perteneciente a un grupo determinado en cuanto a la identidad de sus componentes, podrán formarse filas de no menos de cuatro integrantes sólo con los componentes de ese grupo.


En uno u otro caso, quienes fueran objeto de la diligencia, no podrán negarse a su realización y deberán comparecer, en cuanto fuera posible, en las mismas condiciones en que pudieron ser vistos por quien practicará el reconocimiento, a cuyo fin se les impedirá que recurran a cualquier alteración en el físico o la vestimenta.


En presencia de la fila o desde un punto en que no pueda ser visto, según se estimara oportuno, el deponente manifestará si allí se encuentra la persona a la que haya hecho referencia, invitándoselo a que en caso afirmativo la designe clara y precisamente.


La diligencia se hará constar en acta, donde se consignarán todas las circunstancias útiles, incluso el nombre y domicilio de los que hubieran formado la fila, salvo que se practicara durante el debate.

Artículo 197.- Pluralidad de reconocimientos.- Cuando varias personas deban reconocer a una, cada reconocimiento se practicará separadamente sin que aquéllas se comuniquen entre sí, pero en la Investigación Penal Preparatoria podrá labrarse una sola acta.


Cuando fueran varias las personas a las que una deba identificar, el reconocimiento de todas podrá efectuarse en un solo acto.

Artículo 198.- Reconocimiento por fotografía.- Cuando no fuera posible realizar el reconocimiento de una persona en la forma prevista por los artículos anteriores, podrá exhibirse su fotografía junto con otras semejantes de distintas personas a quien deba efectuar el reconocimiento, observándose en lo demás, las reglas precedentes.

Artículo 199.- Reconocimiento o exhibiciones fotográficas. Prohibición. Las autoridades prevencionales se abstendrán de practicar reconocimiento o exhibiciones fotográficas respecto a personas sobre las que existan sospechas; en este caso, si la misma no pudiere ser habida, a través de la oficina técnica respectiva se elaborará un cuadernillo de fotos que será remitido al Fiscal para que, en su caso, proceda según el artículo 194.

Artículo 200.- Reconocimiento o exhibiciones fotográficas. Procedencia.- El preventor podrá mostrar a las víctimas o testigos álbumes de personas cuando se procure la individualización de personas desconocidas o sobre las que no existan sospechas, de la siguiente manera:

1. La diligencia deberá cumplimentarse con las formalidades establecidas en este capítulo.


El acta además contendrá lugar, fecha y hora, identificación de la persona que intervenga, la individualización y conformación de los álbumes mostrados, las precisas palabras de quien practica la medida y cualquier circunstancia útil;

2. Si la exhibición fotográfica brindare resultados positivos se remitirá al Fiscal, junto al acta respectiva, una copia de la fotografía señalada y, al menos, de otras cuatro inmediatas que compongan el álbum correspondiente;

3. Será considerada falta grave, cualquier señalización de fotografías y exhibición deliberada y en fraude a la ley por el preventor;

Artículo 201.- Otras medidas de reconocimiento.- Cuando el que haya de practicar la medida manifestara que desconoce la fisonomía de la persona a reconocerse, por imposibilidad física, visual o cualquier motivo distinto, pero que posee otros datos útiles, como la voz, marcas, señas u otras circunstancias particulares para su individualización, se procederá en cada caso a arbitrar la forma de realizarse el acto, respetándose en lo posible las pautas precedentes.

Artículo 202.- Reconocimiento de cosas.- Antes del reconocimiento de una cosa, se invitará a la persona que deba verificarlo, a que la describa. En lo demás y en cuanto fuera posible, regirán las reglas que anteceden.

Artículo 203.- Procedencia del careo.- Podrá ordenarse el careo de personas que en sus declaraciones hubieran discrepado sobre hechos o circunstancias importantes, pero el imputado no será obligado a carearse.


Para que no sea invalidado, en el careo del imputado deberán observarse los requisitos previstos para su declaración.

Artículo 204.- Forma del careo.- El careo se verificará entre dos personas. Para efectuarlo se leerán, en lo pertinente, las declaraciones que se reputen contradictorias. Se llamará la atención a los careados sobre las discrepancias a fin de que se reconvengan o traten de ponerse de acuerdo.

TITULO III

Medidas cautelares

Capítulo I

Reglas generales

Artículo 205.- Presupuestos.- El Tribunal a pedido de parte podrá ordenar medidas de coerción real o personal cuando se cumplieran todos los siguientes presupuestos:

1. apariencia de responsabilidad en el titular del derecho a afectar por la medida cautelar;

2. existencia de peligro frente a la demora en despachar la medida cautelar;

3. proporcionalidad entre la medida cautelar y el objeto de la cautela;

4. contracautela en los casos de medidas cautelares reales solicitadas por el querellante.

Artículo 206.- Cesación de la coerción.- En caso que se advirtiera la posterior ausencia de uno o más de los presupuestos a que alude el artículo anterior, el Tribunal podrá, a pedido de parte, hacer cesar de inmediato la cautela ordenada.

Artículo 207.- Cesación provisoria del estado antijurídico producido.- El Fiscal, la víctima, el damnificado o el querellante, así como el imputado, podrán solicitar al Tribunal de la Investigación Penal Preparatoria que disponga provisionalmente las medidas del caso para que cese el estado antijurídico producido por el hecho investigado en las cosas o efectos.


La incidencia será sustanciada en audiencia oral y resuelta sin recurso alguno.

Artículo 208.- Finalidad y alcance.- Las medidas de coerción se despacharán con la finalidad de evitar el riesgo de que se frustre la actividad probatoria o las pretensiones de las partes.

Capítulo II

Coerción personal

Artículo 209.- Presentación espontánea.- Quien considerara que como imputado corre riesgo de ser detenido en relación a una Investigación Penal Preparatoria, podrá presentarse ante el Ministerio Público Fiscal, para dejar constancia de que se ha presentado espontáneamente y solicita ser convocado si correspondiera, por medio de una citación.

Artículo 210.- Citación.- Cuando fuera necesaria la presencia del imputado para su identificación policial o para celebrar la audiencia imputativa a que refiere el artículo 274, y siempre que no fuera procedente ordenar su detención, se dispondrá su citación.

Artículo 211.- Arresto.- Cuando en el primer momento de la Investigación Penal Preparatoria no fuere posible individualizar a los presuntos responsables y a los testigos, se podrá disponer que los presentes no se alejen del lugar, ni se comuniquen entre sí antes de declarar, y aún ordenar el arresto si fuera necesario por un plazo no mayor de veinticuatro horas.

Artículo 212.- Aprehensión.- La policía podrá aprehender a quien sorprenda en flagrancia en la comisión de un delito de acción pública.


En la misma situación, cualquier persona puede practicar la aprehensión entregando inmediatamente al aprehendido a la Policía.


En ambos casos, la Policía dará aviso sin dilación alguna al Ministerio Público Fiscal quien decidirá el cese de la aprehensión o la detención si fuere procedente.


Si se tratare de un delito dependiente de instancia privada, será informado de inmediato el titular del poder de instar.

Artículo 213.- Flagrancia.- Se considerará que hay flagrancia cuando el presunto autor fuera sorprendido en el momento de intentar o de cometer el hecho, o fuera perseguido inmediatamente después de su comisión, o tuviera objetos o exhibiera rastros que hicieran presumir que acaba de participar en el mismo.

Artículo 214.- Detención.- La detención será ordenada por el Fiscal contra aquel imputado a quien los elementos reunidos en la Investigación Penal Preparatoria, le autorizaran a recibirle declaración como tal y fuera procedente solicitar su prisión preventiva.

Artículo 215.- Incomunicación.- Con motivación suficiente, y hasta la celebración de la audiencia imputativa el Fiscal podrá ordenar la incomunicación del detenido. La medida cesará automáticamente luego de finalizada dicha audiencia o al vencimiento del plazo máximo previsto para la celebración de la misma.

Artículo 216.- Comunicación con el defensor.- En ningún caso la incomunicación del detenido impedirá que éste se comunique con su defensor, en forma privada, inmediatamente antes de comenzar su declaración o antes de cualquier acto que requiera su intervención personal.

Artículo 217.- Orden.- La orden de detención que emanara del Fiscal será escrita y contendrá los datos indispensables para una correcta individualización del imputado y una descripción sucinta del hecho que la motiva, debiendo especificar si debe o no hacerse efectiva la incomunicación. Además se dejará constancia del Juez a cuya disposición deberá ponerse al imputado una vez detenido, lo que deberá ocurrir dentro de las veinticuatro horas de operada la medida.


En caso de urgencia, la orden escrita podrá ser trasmitida por el medio técnico de comunicación que establecerá la reglamentación.

Artículo 218.- Libertad por orden Fiscal.- El Fiscal podrá disponer la libertad del aprehendido o detenido hasta el momento en que fueran presentado el mismo ante un juez.

Artículo 219.- Procedencia de la prisión preventiva.- A pedido de parte podrá imponerse prisión preventiva al detenido, cuando se estimaran reunidas las siguientes condiciones:

1. existencia de elementos de convicción suficientes para sostener su probable autoría o participación punible en el hecho investigado;

2. la pena privativa de libertad, que razonablemente pudiera corresponder en caso de condena, sea de efectiva ejecución;

3. las circunstancias del caso autorizaran a presumir el peligro de fuga o de entorpecimiento de la investigación.


Presupuesto de validez de la medida es la celebración previa de la audiencia imputativa prevista por los artículos 274 y siguientes.

Artículo 220.- Presunción de peligrosidad procesal.- La existencia de peligro de fuga o de entorpecimiento de la investigación podrá elaborarse a partir del análisis de las siguientes circunstancias:

1. la magnitud de la pena en expectativa;

2. la importancia del daño a resarcir y la actitud que el imputado adoptara voluntariamente frente a él;

3. la ausencia de residencia fija;

4. el comportamiento del imputado durante el desarrollo del procedimiento o de otro procedimiento anterior, en la medida en que indicara su voluntad de perturbar o no someterse a la persecución penal.

Artículo 221.- Alternativas a la prisión preventiva.- Siempre que el peligro de fuga o de entorpecimiento probatorio, pudiera razonablemente evitarse con otra medida menos gravosa para el imputado, el Tribunal impondrá ésta en lugar de la prisión.


Entre otras alternativas aun de oficio y con fundamento suficiente, podrá disponerse la libertad del imputado sujeta a una o a varias de las condiciones siguientes de acuerdo a las circunstancias del caso:

1. la obligación de someterse al cuidado de una persona o institución, quien informará periódicamente a la autoridad;

2. la obligación de presentarse periódicamente ante la autoridad que se designe;

3. la prohibición de salir de un ámbito territorial determinado, de concurrir a determinados lugares, o de comunicarse con ciertas personas;

4. la prestación de una caución patrimonial por el propio imputado o por otra persona;

5. la simple promesa jurada de someterse al procedimiento penal, cuando con ésta bastara como alternativa o fuera imposible el cumplimiento de otra.

Artículo 222.- Atenuación de la coerción.- El Tribunal, aún de oficio, morigerará los efectos del medio coercitivo en la medida que cumplimente el aseguramiento perseguido.


Con suficiente fundamento y consentimiento del imputado, podrá imponerle:

1. su prisión domiciliaria con el control o la vigilancia que se especifique;

2. su encarcelamiento con salida diaria laboral y/o salida periódica para afianzar vínculos familiares, bajo la responsabilidad y cuidado de una persona o institución que se comprometa formalmente ante la autoridad y suministre periódicos informes;

3. su ingreso en una institución educadora o terapéutica, pública o privada, que sirva a la personalización del internado en ella.

Artículo 223.- Oportunidad.- En la oportunidad prevista en el artículo 274, el Fiscal solicitará al Tribunal de la Investigación Penal Preparatoria audiencia para resolver acerca de la prisión preventiva, por escrito, haciendo mención sucinta de los hechos que se le atribuyen al imputado y su calificación jurídico-penal. Vencido el término sin deducirse la instancia, la defensa podrá plantear una denuncia de hábeas corpus, sin perjuicio de procederse de oficio.

Artículo 224.- Audiencia oral.- El Tribunal convocará en un plazo que no excederá de cuarenta y ocho horas al Ministerio Público Fiscal, en su caso al querellante, al imputado y su defensa, a la audiencia a que refiere el artículo anterior.


Abierto el acto, se concederá la palabra en primer término al actor penal, quien deberá fundamentar su pretensión cautelar. Seguidamente se oirá al querellante si lo hubiera, al defensor y en caso de contradicción, las partes ofrecerán aquella prueba que estén en condiciones de producir en la misma audiencia.


Producida la prueba las partes alegarán oralmente sobre su mérito.


Finalizada la audiencia el Tribunal hará conocer su decisión en el acto, y dentro de las veinticuatro horas dictará por escrito la resolución fundada.

Artículo 225.- Nueva audiencia.- Mediando una solicitud por escrito donde cualquiera de las partes invocaran elementos probatorios sobrevinientes, el Tribunal convocará a una nueva audiencia con la finalidad de analizar la eventual modificación o revocación de la resolución que impusiera o rechazara medidas de coerción personal.


Cuando se alegara como única motivación del examen, el transcurso del tiempo que sobrelleva en prisión el imputado, bajo condición de admisibilidad, deberá mediar un lapso no menor de sesenta días entre las sucesivas audiencias.


Se observará el trámite previsto en los artículos precedentes, adecuando el orden de las intervenciones en la audiencia al carácter de promotor o contradictor en el incidente que asuman cada una de las partes.

Artículo 226.- Recursos.- La resolución que imponga, modifique o rechace medidas coercitivas personales, será apelable.

Artículo 227.- Cesación de la prisión preventiva.- El Tribunal dispondrá, aun de oficio, la cesación de la prisión preventiva cuando:

1. por el tiempo de duración de la misma, no guardara proporcionalidad con el encarcelamiento efectivo que razonablemente pudiera corresponder en caso de condena; 

2. su duración excediera de dos años.


En este último caso, antes de que se cumpliera tal plazo el Ministerio Público Fiscal podrá solicitar a la Cámara de Apelación la prórroga del encarcelamiento preventivo. Dicha prórroga será otorgada excepcionalmente por un plazo máximo de un año. Vencido dicho plazo, si no hubiera comenzado la audiencia de debate, la prisión preventiva cesará definitivamente.


Dictada la sentencia condenatoria, si se concedieran recursos contra ella, la prisión preventiva no tendrá término máximo de duración, sin perjuicio de su cese por el inciso primero.

Artículo 228.- Cesación de las medidas alternativas a la prisión preventiva.- Las medidas que se dictaran como alternativas a la prisión preventiva, o las que la atenuaran, cesarán automáticamente y de pleno derecho al cumplirse los plazos y condiciones previstas en el artículo anterior.

Artículo 229.- Caducidad.- Las libertades provisionales que sean alternativas o las morigeraciones dispuestas respecto de una prisión preventiva, caducarán de pleno derecho cuando el imputado fuera detenido en relación a otro procedimiento penal. El imputado será puesto a disposición de todos los Tribunales intervinientes y la viabilidad de la prisión preventiva o sus alternativas, será nuevamente analizada, a instancia de parte, teniendo en cuenta todas las persecuciones penales en trámite.


Será competente para entender en este análisis, el Juez de la Investigación Penal Preparatoria del lugar donde tenga su asiento el Tribunal ante quien correspondiera acumular las pretensiones punitivas. Se observará el trámite de la audiencia oral prevista en el artículo 224.

Artículo 230.- Internación provisional.- El Tribunal, a pedido de parte, podrá ordenar la internación del imputado en un establecimiento asistencial cuando, a los requisitos para la prisión preventiva, se agregare la comprobación por dictamen de dos peritos de que el mismo sufre una grave alteración o insuficiencia de sus facultades mentales, que lo tornan peligroso para sí o para los demás.


Regirán, análogamente los artículos que regulan el trámite de la prisión preventiva.


Cuando no concurrieran los presupuestos para despachar la prisión preventiva, y sí las demás circunstancias a que se alude precedentemente, el Tribunal informará al órgano jurisdiccional competente para resolver sobre su incapacidad e internación y pondrá a su disposición a quien estuviera detenido, de conformidad a lo dispuesto por el Código Procesal Civil y Comercial en la materia.

Artículo 231.- Tratamiento del encarcelado.- A quien se le dictara la prisión preventiva se lo alojará en establecimientos especiales diferentes de los que se utilizan para los condenados a pena privativa de la libertad, o, al menos en lugares absolutamente separados de los dispuestos para estos últimos, y en todo momento será tratado como inocente.


La reglamentación garantizará todo lo atinente al lugar de alojamiento, servicios que se le brinden, utilización del tiempo, condiciones laborales, actividades deportivas o recreativas, estudio e información general, comunicación con familiares y amigos, visitas íntimas, salud física y psíquica, asistencia religiosa y todo otro aspecto que le asegure el menor deterioro en su personalidad.

Artículo 232.- Cauciones.- Las cauciones a las que se refiere este capítulo serán personales o reales.


En las primeras el imputado asumirá solidariamente con uno o más fiadores la obligación de pagar la suma que el tribunal fije cuando corresponda hacerse efectiva. El fiador deberá ser persona capaz, acreditando solvencia suficiente y no podrá tener otorgadas y subsistentes más de dos fianzas.


En las segundas, se constituirá otorgando prendas, hipotecas, dando bienes a embargo o depósito de dinero, efectos públicos o valores cotizables, también por la cantidad que se fije.

Artículo 233.- Forma.- Las cauciones se otorgarán antes de ordenarse la libertad, en acta suscripta a la que se agregarán los documentos que acrediten la solvencia, si correspondiere, donde el imputado y el tercero fijarán domicilio a dichos efectos.

Artículo 234.- Sustitución.- El fiador podrá pedir al Tribunal que lo sustituya por otra persona que él presente, quien deberá reunir las condiciones de aquél. El imputado podrá reemplazar el bien sujeto a cautela por otro u otros de igual valor en cualquier momento.

Artículo 235.- Incomparecencia. Sanciones.- Si el imputado no comparece al ser citado o se sustrae a la ejecución de la pena privativa de libertad, se librará orden de captura y se fijará un término no mayor de diez días para que comparezca. De ello se notificará al fiador y al imputado, bajo apercibimiento de que si éste no compareciere o no justificare estar impedido por fuerza mayor, la caución se hará efectiva al vencimiento de ese término, se dispondrá la ejecución de conformidad con las normas correspondientes del Código Procesal Civil y Comercial quedando legitimado, a dichos efectos, el Ministerio Público.

Artículo 236.- Cancelación de cauciones. Trámite.- La caución se cancelará y las garantías serán restituidas;

1. cuando el imputado fuere constituido en prisión dentro del plazo que se le acordó al revocarse la libertad;

2. cuando se revoque la orden de detención, se sobresea o absuelva al imputado, o se lo condene en forma condicional;

3. cuando dentro del plazo fijado el condenado se presentare a cumplir la condena o fuera detenido.


Todas las cuestiones referidas a cauciones se tramitará conforme lo dispuesto para el recurso de reposición.

Capítulo III

Coerción real

Artículo 237.- Embargo.- El Tribunal dispondrá a pedido de parte, embargo en bienes del imputado en medida suficiente para garantizar la pena pecuniaria y las costas del juicio.


También podrá solicitar la medida el querellante, para garantizar la reparación del daño causado por el delito atribuido.

Artículo 238.- Inhibición.- De no conocerse bienes libres o en caso de insolvencia o de insuficiencia de los bienes embargados, el Tribunal podrá disponer a pedido de parte o del querellante, la inhibición general del imputado, la que podrá sustituirse si ofreciera bienes o diera caución suficiente.

Artículo 239.- Sustanciación.- Las solicitudes de embargo o inhibición, serán sustanciadas en instancia única y en la misma audiencia prevista para la prisión preventiva o sus alternativas, o si fuera el caso, en una que se solicite al sólo efecto, donde se arbitrará el mismo trámite.

Artículo 240.- Secuestro.- El Fiscal de Distrito podrá disponer en caso de urgencia, el secuestro de aquellas cosas relacionadas con el delito, las sujetas a decomiso o las que puedan servir como prueba.


Si mediare peligro en la demora, la medida podrá ser cumplida por la policía.


Se elaborará un acta de la diligencia, de acuerdo a las normas generales.


Las cosas recogidas serán identificadas y conservadas bajo sello, debiéndose adoptar, en todo momento, las medidas necesarias para evitar alteración.


Todo aquél que tenga en su poder objetos o documentos que puedan servir como medio de prueba, estará obligado a presentarlos y entregarlos cuando le sean requeridos, siendo de aplicación las medidas de coacción permitidas para el testigo que rehusa declarar. Si los objetos requeridos no son entregados, se dispondrá su secuestro. Quedan exceptuadas de esta disposición las personas que deban abstenerse de declarar como testigo.


Con autorización del Fiscal o en su caso, del Tribunal, las partes podrán tener acceso a las cosas secuestradas, a fin de reconocerlas o someterlas a pericia. Se llevará un registro en que conste la identificación de las personas autorizadas.


Serán de aplicación para el secuestro las normas previstas para la requisa y el registro.

Artículo 241.- Objetos no sometidos a secuestro.- Sin perjuicio de lo establecido en artículo 169, no podrán ser objeto de secuestro:

1. las comunicaciones entre el imputado y las personas que deban abstenerse de declarar como testigo;

2. las notas que hubieran tomado los nombrados anteriormente sobre comunicaciones confiadas por el imputado, o sobre cualquier circunstancia a la cual se extienda el derecho o el deber de abstenerse de declarar;

3. los resultados de exámenes o diagnósticos relativos a las ciencias médicas realizadas al imputado bajo secreto profesional.

Artículo 242.- Efectos secuestrados.- El régimen de los bienes secuestrados se ajustará a la ley aplicable y su reglamentación.


Los automotores o motocicletas que durante el lapso de seis meses permanecieran secuestrados a disposición de la autoridad judicial, y sobre los cuales no se hubiera efectuado reclamo por su propietario o persona con legítimo derecho sobre el vehículo, o en caso de que efectuado el mismo no se hubiera agotado el procedimiento, podrán ser entregados en calidad de depósito renovable anualmente al Poder Ejecutivo provincial, para que el mismo lo utilice en funciones específicas de la policía o de los institutos penitenciarios.

Artículo 243.- Devolución.- Tan pronto como fuera posible, el Fiscal ordenará la devolución de los objetos secuestrados que no estén sometidos a decomiso, restitución o embargo, a la persona de cuyo poder se sacaron. Esta devolución podrá ordenarse provisionalmente en calidad de depósito, e imponerse al poseedor la obligación de exhibirlos.


Los efectos sustraídos serán devueltos, en las mismas condiciones y según corresponda al damnificado o al poseedor de buena fe de cuyo poder hubieran sido secuestrados.


Si se suscitare controversia sobre la restitución o la forma de ella, se dispondrá que los interesados ocurran a la jurisdicción civil.

Artículo 244.- Normas supletorias.- Con respecto a la sustitución del embargo y la inhibición, orden de los bienes embargables, forma y ejecución del embargo, conservación, seguridad y custodia de los bienes embargados, su administración, variaciones del embargo, tercerías y contracautela exigible al querellante, regirán las disposiciones del Código Procesal Civil y Comercial en todo cuanto no esté modificado por lo dispuesto en el presente Capítulo.

TITULO IV

Inadmisibilidad e invalidación por actividad procesal defectuosa

Artículo 245.- Inadmisibilidad.- La inadmisibilidad de los actos de parte será declarada:

1. cuando estuviese prescripta por la ley.

2. cuando se intentase actuar sin tener facultad o ésta se hubiere extinguido o agotado por caducidad o preclusión.


Si un acto de parte fuera erróneamente admitido, sus efectos serán invalidados, salvo que la deficiencia se corrigiera oportunamente o que el acto haya alcanzado su finalidad respecto de todos los interesados.

Artículo 246.- Principio.- No podrán ser valorados para fundar una decisión judicial, ni utilizados como presupuestos de ella, los actos cumplidos con inobservancia de las formas y condiciones previstas en este Código, salvo que el defecto haya sido subsanado o no se hubiera protestado oportunamente por él.


Las partes sólo podrán impugnar las decisiones judiciales que les causaran gravamen, con fundamento en el defecto, en los casos y formas previstos por este Código, siempre que el interesado no hubiera contribuido a provocarlo. Se procederá del mismo modo cuando el defecto consistiera en la omisión de un requisito que la ley prevé para la validez del acto.

Artículo 247.- Protesta.- Cuando el defecto fuera subsanable, el interesado deberá formular la protesta, mientras se cumple el acto o inmediatamente después de cumplido cuando hubiese estado presente en él; y antes de dictarse la decisión a impugnar, cuando no hubiere estado presente.


Si, por las circunstancias del caso, fue imposible advertir oportunamente el defecto, el interesado deberá formular la protesta inmediatamente después de conocerlo.


La protesta implicará el reclamo de subsanación y deberá describir el defecto individualizando el acto viciado o el requisito omitido, proponiendo la solución que correspondiera. Se sustanciará según lo previsto para la reposición.

Artículo 248.- Defectos absolutos.- Aunque pueda formularse, no será necesaria la protesta previa y podrán ser invalidados aún de oficio, en cualquier estado y grado de la causa, los defectos concernientes a la intervención, asistencia y representación del imputado en los casos y formas que la ley establece o los que implicaran inobservancia de derechos y garantías previstos por la Constitución Nacional, por los Tratados Internacionales con idéntica jerarquía y por la Constitución Provincial.


En estos casos el imputado podrá impugnar, aunque tuviera responsabilidad en la provocación del defecto.

Artículo 249.- Renovación o rectificación.- Los defectos deberán ser subsanados, siempre que fuera posible, renovando el acto, rectificando su error o cumpliendo el requisito omitido, de oficio o a instancia de parte.

Artículo 250.- Efectos.- La invalidación de un acto se extiende a todos los consecutivos que dependan directamente de él.


Sin embargo, no se podrá retrotraer el procedimiento a etapas anteriores, con grave perjuicio para el imputado, cuando la invalidación se funde en la violación de una garantía prevista en su favor.


El Juez o Tribunal establecerá a cuales actos anteriores o contemporáneos que por conexidad alcanza la invalidación.

LIBRO III

INVESTIGACION PENAL PREPARATORIA

TITULO I

Procedimiento

Capítulo I

Disposiciones Generales

Artículo 251.- Competencia.- La Investigación Penal Preparatoria corresponderá al Ministerio Público Fiscal, según las disposiciones de la ley y la reglamentación que se dicte. Podrá sin embargo quedar la misma a cargo del querellante, en los términos de este Código.

Artículo 252.- Competencia delegada.- Por iniciativa propia o cumpliendo órdenes del Ministerio Público Fiscal, podrán prevenir en la Investigación Penal Preparatoria, el Organismo de Investigaciones y los funcionarios de policía.

Artículo 253.- Objeto de la investigación.- La Investigación Penal Preparatoria tendrá por objeto:

1) averiguar los hechos que con apariencia de delito fueran denunciados o conocidos, con la finalidad de preparar la eventual acusación que permita la apertura del juicio penal;

2) reunir los elementos que permitan probar:

a) la individualización de los presuntos autores, cómplices o instigadores;

b) las circunstancias que califiquen o atenúen el hecho;

c) las circunstancias que permitan determinar causales de justificación, inculpabilidad, inimputabilidad o excusas absolutorias;

d) la extensión del daño causado por el hecho;

e) la edad, educación, costumbres, condiciones de vida, medios de subsistencia y antecedentes del imputado. el estado y desarrollo de sus facultades mentales, las condiciones en que actuó, los motivos que hubieran podido determinar su conducta, y las demás circunstancias personales que tengan vinculación con la ley penal.

Artículo 254.- Iniciación.- La Investigación Penal Preparatoria podrá iniciarse por decisión del Ministerio Público Fiscal o por acción de la Policía.


Cuando la decisión fuera del Ministerio Público Fiscal contará con la colaboración de la Policía quien cumplirá las órdenes que se le impartan.


Cuando la investigación fuera iniciada por la Policía, de inmediato será comunicada tal circunstancia al Fiscal competente, a fin de que éste pueda controlar la misma e impartir instrucciones genéricas o específicas.

Artículo 255.- Comunicación inmediata.- En todos los casos en que se iniciara una Investigación Penal preparatoria y se hubiera individualizado fehacientemente al imputado, deberán comunicarse al Registro Unico de Antecedentes Penales de la provincia las siguientes circunstancias:

1. nombre, apellido y demás elementos identificatorios del imputado;

2. si se encuentra detenido el imputado y en su caso, fecha, hora de detención y Juez a disposición de quien se encuentra;

3. nombre, apellido y demás elementos identificatorios del denunciante, de la víctima y del damnificado, si los hubiera;

4. fecha del hecho atribuido y de la iniciación de la investigación, así como la calificación provisional del mismo;

5. repartición policial, Fiscalía interviniente y defensor designado si lo hubiera.

Artículo 256.- Información al Fiscal.- Recibida la comunicación a que refiere el artículo anterior, el Registro Unico de Antecedentes Penales procederá de inmediato a informar al Fiscal interviniente las siguientes circunstancias:

1. si el imputado cuenta con otras investigaciones penales en trámite, haciendo saber en su caso, Fiscalía y repartición policial interviniente;

2. medidas de coerción que se hubieran dictado en su contra;

3. suspensiones del procedimiento a prueba acordadas a la misma persona;

4. declaraciones de rebeldía;

5. juicios penales en trámite; 

6. condenas anteriores, libertades condicionales, reincidencias en que hubiera incurrido y toda otra referencia de utilidad respecto del imputado;


En caso de que el imputado registrara pluralidad de causas, la información pertinente será remitida a todos los Fiscales intervinientes.

Artículo 257.- Reserva de la información.- La información que obrara en poder del Registro Único de Antecedentes Penales será reservada y sólo podrá ser conocida y utilizada por el Ministerio Público Fiscal, la Policía, el imputado, la defensa y los jueces.

Artículo 258.- Reserva de las actuaciones.- Los actos de la investigación y su documentación serán secretos para quienes no sean parte en el procedimiento o no tuvieran expresa autorización para conocerlos.

Artículo 259.- Conocimiento a la defensa.- Las actuaciones que documentan la Investigación Penal Preparatoria podrán ser conocidas por el imputado, su defensa y el querellante, después de realizada la audiencia imputativa regulada por el artículo 274.


Sin embargo, podrán imponerse de las mismas quince días después de haber peticionado al Fiscal la realización de dicha audiencia, si por cualquier motivo ésta no se hubiera celebrado.

Artículo 260.- Formalidades para actos irreproducibles o definitivos.- Deberán constar en actas debidamente formalizadas, con expresa mención de la fecha, hora, intervinientes, firmas de los funcionarios actuantes y mención de cualquier otro dato útil a la eficiencia y acreditación de la autenticidad del documento, los operativos dirigidos a la búsqueda e incorporación de pruebas, inspecciones, constataciones, registros, requisas, secuestros, aprehensiones, detenciones, reconocimientos y toda otra diligencia que se considerara irreproducible o definitiva.


Las restantes diligencias de la investigación no guardarán otras formalidades que las exigidas por la reglamentación y por las instrucciones generales y especiales expedidas por el Ministerio Público Fiscal, salvo las que tuvieran una formalidad expresamente prevista en este Código.

Artículo 261.- Instancia privada y antejuicio.- Mediando un obstáculo legal, sólo se realizarán los actos urgentes que interrumpan la comisión del hecho punible o preserven la prueba que corriera el riesgo de perderse por la demora, tales como tomar nombres y domicilios de los testigos, constatar la existencia del hecho por medio de croquis, relevamientos fotográficos, e informes médicos, siempre que no se afectare el interés protegido por el impedimento.

Capítulo II

Denuncia

Artículo 262.- Facultad de denunciar.- Toda persona que tuviera noticia de un delito perseguible de oficio, podrá denunciarlo ante el Ministerio Público Fiscal o a las autoridades policiales. Cuando la acción penal dependiera de instancia privada, sólo podrá denunciar el titular del poder de instar.

Artículo 263.- Denuncia obligatoria.- Siempre que no existiera obligación de guardar secreto, tendrán el deber de denunciar los delitos perseguibles de oficio:

1. los funcionarios o empleados públicos que los conocieran en el ejercicio de sus funciones;

2. los profesionales de la salud, cuando se tratara de delitos contra la vida o la integridad corporal de las personas.

Artículo 264.- Forma.- La denuncia podrá hacerse en forma escrita o verbal, personalmente o por mandatario especial. En este último caso, se deberá acompañar el poder respectivo.


La denuncia escrita será ratificada por el denunciante ante quien la reciba, salvo que lleve patrocinio letrado. Cuando fuere verbal se consignará en acta por el funcionario interviniente.

Artículo 265.- Contenido.- La denuncia deberá contener, en cuanto fuera posible:

1. una relación circunstanciada del hecho con indicación de los autores, cómplices e instigadores;

2. la individualización del daño y la identidad del damnificado;

3. los elementos probatorios que ofreciera para su ulterior producción;

4. la calificación legal que a criterio del denunciante merece el hecho si se formulara por abogado o con patrocinio letrado;


Cuando la denuncia escrita fuera ratificada por el denunciante, se tratará de completar el contenido faltante.

Artículo 266.- Denuncia repetida.- Cuando se formulara una denuncia, deberá interrogarse a su autor para que exprese si con anterioridad denunció el mismo hecho.

Artículo 267.- Copia o certificación.- Hecha la denuncia se expedirá al denunciante, si lo solicitara, copia de la misma o certificación en que conste: fecha de su presentación, el hecho denunciado, el nombre del denunciante y denunciado, los comprobantes que se hubieran presentado y las circunstancias que se consideraran de utilidad.

Capítulo III

Actos de la Policía

Artículo 268.- Deberes y atribuciones.- La Policía tendrá los siguientes deberes y atribuciones:

1. recibir denuncias;

2. requerir la inmediata intervención del Organismo de Investigaciones o, en defecto de la actuación operante del mismo, practicar sin demora las diligencias necesarias para hacer constar las huellas o rastros del delito, cuando hubiera peligro de que desaparezcan o se borren por retardo de estas diligencias;

3. realizar los actos que le encomendara el Fiscal;

4. aprehender, detener e incomunicar a las personas, en los casos que este Código autoriza, informándolo de inmediato al Fiscal. En todos los casos deberá poner a las mismas a disposición de Juez competente dentro de las veinticuatro horas de efectuada la medida;

5. recoger las pruebas y demás antecedentes que pudiera adquirir en el lugar de la ejecución del hecho punible y practicar las diligencias urgentes que se consideraran necesarias para establecer su existencia y determinar los responsables, debiéndose recopilar por separado, en lo posible y de acuerdo a los distintos hechos que se investiguen, las respectivas actuaciones;

6. poner en conocimiento del Fiscal las informaciones y diligencias practicadas, requiriendo su autorización para realizar aquellas medidas probatorias que por su naturaleza sean definitivas e irreproducibles, y que deberán colectarse con control de la defensa, si el imputado estuviera individualizado. Si fuera imposible cumplir con estas exigencias ante el inminente peligro de frustración de la medida, la misma, excepcionalmente se realizará con intervención del Juez Comunal o certificándose su fidelidad con dos testigos mayores de dieciocho años, hábiles y que no pertenezcan a la repartición, fotografías u otros elementos corroborantes. Si por las especiales circunstancias del caso no fuera posible la presencia de dos testigos, la diligencia tendrá valor con la intervención de uno solo y si ello fuera absolutamente imposible, de cuyas causales deberá dejarse constancia, con dos funcionarios actuantes;

7. disponer que antes de practicarse las averiguaciones y exámenes a que debe procederse, no hubiera alteración alguna en todo lo relativo al hecho y estado del lugar en que fue cometido;

8. proceder a todos los exámenes, indagaciones y pesquisas que juzgara indispensables recabando los informes y noticias que pudieran servir de utilidad al Fiscal o a la defensa, documentando las declaraciones sólo cuando se estime necesario;

9. secuestrar los instrumentos del delito o cualquier otro elemento que pudiera servir para el objeto de la investigación en caso de urgencia o peligro en la demora. Sin embargo no podrá imponerse de la correspondencia, papeles privados, material informático y grabaciones que secuestrara, sino que los remitirá intactos al Fiscal competente para que éste requiera autorización al Tribunal;

10. impedir, si lo juzgara conveniente, que ninguna persona se aparte del lugar del hecho o sus adyacencias, antes de concluir las diligencias más urgentes de investigación; 

11. identificar al imputado;

12. informar al imputado inmediatamente de que fuera citado, aprehendido o detenido, que cuenta con los siguientes derechos:

a) nombrar abogado para que lo asista y represente;

b) conferenciar en forma privada y libre con su defensor, antes de prestar declaración o realizar un acto que requiera su presencia;

c) abstenerse de declarar sin que ello signifique una presunción en su contra, o solicitar ser escuchado por el Fiscal;

d) solicitar del Fiscal la intimación de los hechos que se le atribuyen, la calificación jurídica penal que provisionalmente merezcan y la prueba que existe en su contra;

e) solicitar se practique la prueba que estimara de utilidad;


La información precedente le será entregada al imputado por escrito, dejando constancia fehaciente de su entrega.


Rige lo dispuesto por el artículo 110.

13. cumplimentar lo necesario para que el imputado sea revisado por el médico, bioquímico o psicólogo, en los casos en que así correspondiera.

14. cumplimentar con la información a enviar al Registro Unico de Antecedentes Penales.

Artículo 269.- Requerimiento de auxilio médico.- Los funcionarios a quienes correspondieran las diligencias iniciales de investigación podrán ordenar que los acompañe el primer médico que fuera habido, para prestar los auxilios de su profesión. El requerimiento será formulado bajo el apercibimiento de sancionarse al renuente hasta con quince días multa, sanción que aplicará el Tribunal a solicitud del Fiscal, sin perjuicio de la responsabilidad penal en que se incurriera.

Artículo 270.- Subordinación.- Los funcionarios policiales a cargo de la Investigación Penal Preparatoria estarán bajo la autoridad del Ministerio Público Fiscal, en lo que se refiere a dicha función.


Deberán también cumplir las órdenes que para la tramitación del procedimiento les dirijan los Jueces, en el ámbito de su competencia.

Artículo 271.- Poder disciplinario.- Cuando los funcionarios policiales violaran disposiciones legales o reglamentarias, omitieran o retardaran la ejecución de un acto propio de sus funciones, o lo cumplieran negligentemente, el Ministerio Público Fiscal solicitará al Ministerio de Gobierno, imponga la sanción disciplinaria que corresponda, sin perjuicio de la responsabilidad civil y penal de aquellos.


Los Tribunales tendrán las mismas atribuciones cuando los funcionarios policiales actúen por su orden o bajo su supervisión.

Capítulo IV

Actos del Fiscal

Artículo 272.- Fiscalización de la Investigación Penal Preparatoria.- El Fiscal de Distrito deberá fiscalizar todas las actuaciones que cumpliera la Policía en función judicial en el ámbito de su competencia territorial, con la finalidad de decidir sobre su mérito conforme a las disposiciones de este Capítulo.

Artículo 273.- Desestimación de la denuncia y archivo.- El Fiscal ordenará la desestimación de la denuncia cuando no se pudiera proceder, se hubiera extinguido la acción penal, el hecho no fuera punible o no existieran elementos serios o verosímiles para iniciar fundadamente una investigación. En caso que mediara un obstáculo legal, se procederá conforme a lo establecido en los artículos 26 y concordantes de este Código.

Artículo 274.- Audiencia imputativa.- Cuando el Fiscal estimara que de los elementos reunidos en la investigación surge la probabilidad de que el imputado sea acusado como autor o partícipe de un delito, procederá a citarlo para concretar una audiencia donde le brindará la información a que alude el artículo siguiente.


En caso de que el imputado diere su consentimiento, se permitirá la presencia del querellante, a quien no es obligatorio notificar previamente la realización del acto. El querellante no podrá en esta oportunidad interrogar directamente al imputado, pero, en privado y sin recurso alguno, le será admitido sugerir preguntas al Fiscal o hacer observaciones dejando constancia de su protesta en acta.


Si el imputado estuviera detenido, esta audiencia imputativa deberá realizarse dentro de las veinticuatro horas del inicio de la detención, prorrogable, con fundamento, por otro tanto.


Realizada la audiencia, en forma inmediata solicitará al Juez la libertad, o, si considera procedente la prisión preventiva, la audiencia prevista en el artículo 223 de este Código.


En oportunidad de esta audiencia y de acuerdo a lo establecido en el artículo 13, el Fiscal, en búsqueda de los objetivos de simplicidad y abreviación propondrá los acuerdos previstos por este Código.

Artículo 275.- Información al imputado en la audiencia imputativa.- El Fiscal dará a conocer al imputado, bajo su firma, por escrito y dejando constancia fehaciente de la comunicación:

1. el hecho atribuido y su calificación jurídico penal;

2. las pruebas fundantes de la intimación;

3. todos los derechos que este Código le acuerda al imputado al momento de originarse su condición, especialmente los de procurar procedimientos abreviados.

Artículo 276.- Asistencia técnica.- Para ser válida la audiencia, deberá estar presente el defensor del imputado.


El defensor podrá ser nombrado en la misma audiencia, si no hubiera sido designado con anterioridad.


Si el imputado nombrara abogado defensor de confianza, o se le debiera asignar un defensor de oficio, se suspenderá la audiencia hasta tanto se haga presente el designado, a quien se le notificará de inmediato de la fecha y hora en que debe concurrir para cumplir su función.


Si durante la incomunicación del imputado alguna persona de su relación hubiera propuesto defensor, se le hará conocer antes del acto.

Artículo 277.- Eventual interrogatorio fiscal.- En la misma audiencia, cumplida la información precedente y celebrada la entrevista confidencial con su defensor, el imputado podrá peticionar ser oído e incluso manifestar su conformidad para que el Fiscal proceda a interrogarlo.


Se observarán las normas sobre la validez y forma de la declaración del imputado. El defensor le podrá hacer saber las alternativas que prevé la ley penal o procesal como consecuencias o beneficios derivados de sus eventuales reconocimientos.


La inobservancia de estos preceptos invalidará el acto, sin perjuicio de la responsabilidad disciplinaria o penal que correspondiera.

Artículo 278.- Firma del acta.- Terminado el acto se dará lectura en voz alta del acta labrada, y luego firmarán el Fiscal, el imputado, su defensor y, en su caso, el querellante.

Artículo 279.- Copia del acta.- El Fiscal tendrá la obligación de entregar al imputado o a su defensor, copia del acta que se labrara con motivo de su declaración o donde constara que ejerce el derecho de abstenerse de hacerlo.

Artículo 280.- Declaración a solicitud del imputado.- Cuando el imputado en la audiencia imputativa del artículo 274 no hubiera ejercido el derecho a declarar, o considerara necesario ampliar o modificar su anterior declaración, podrá solicitarlo al Fiscal, en cualquier momento de la Investigación Penal Preparatoria y hasta la presentación de la requisitoria de acusación contemplada en el artículo 294 de este Código. En esta audiencia el Fiscal podrá formular las preguntas que considerara pertinentes.


Cuando el Fiscal no estimara imprescindible la audiencia para ampliar o modificar anteriores declaraciones, podrá disponer que las mismas se formulen por escrito con el patrocinio del defensor.


Este mismo derecho podrá ser utilizado por el imputado a quien no se le hubiera recepcionado declaración con las formalidades previstas en los artículos 274 y concordantes.

Artículo 281.- Nueva audiencia imputativa.- Cuando se modificaran los hechos intimados, su calificación legal, o se pretendiera atribuir un hecho nuevo, el Fiscal deberá convocar al imputado a una nueva audiencia, aplicándose al respecto los artículos 274 y concordantes.

Artículo 282.- Validez de actos irreproducibles.- Adjudicada la calidad de imputado, toda medida probatoria que por su naturaleza o características debiera considerarse definitiva o irreproducible, para ser válida, será ordenada por el Fiscal y notificada a la defensa y al querellante si lo hubiera, a fin de que ejerciten sus facultades.


En caso de divergencia respecto al modo de realización del acto, se requerirá verbalmente la intervención del Tribunal de la Investigación, el que adoptará las medidas que considere pertinente para la realización garantizadora del mismo.

Artículo 283.- Actos urgentes.- Cuando alguna de las medidas a que refiere el artículo anterior requiera suma urgencia, deberá solicitarse la intervención del Tribunal de la Investigación que prescindirá de las notificaciones previstas en el artículo anterior y dispondrá lo pertinente para garantizar la realización del acto.


Si fuera imposible ocurrir al Tribunal de la Investigación, de lo que se dará cuenta fundadamente en acta, se observará lo previsto por el artículo 268 inciso 6) de este Código.

Artículo 284.- Discrepancias.- Cuando existieran discrepancias entre el Fiscal y la defensa respecto de la realización de cualquiera de los actos que requieren la participación necesaria de ambos, estarán legitimados para ocurrir ante el Juez de la Investigación Penal Preparatoria que se impondrá oral y sumariamente de la situación y resolverá sin recurso alguno.

Artículo 285.- Garantías constitucionales.- El Fiscal requerirá al Juez de la Investigación Penal Preparatoria la correspondiente orden, cuando para practicar la medida de investigación sea imprescindible el allanamiento de domicilio, la interceptación de correspondencia, la intervención de las comunicaciones o cualquier otra medida que pudiera afectar derechos y garantías amparados constitucionalmente.

Artículo 286.- Proposición de diligencias probatorias.- El imputado, su defensor y el querellante podrán proponer diligencias probatorias en el curso de la investigación y ocurrir ante el superior en grado del Fiscal interviniente, si éste no las practicase. El Fiscal superior resolverá lo que corresponda tras breve averiguación sumaria, sin recurso alguno.

Artículo 287.- Participación del querellante.- Cuando el Fiscal estimara agotada la investigación, y se hubiera celebrado la audiencia del artículo 274 y concordantes, citará al querellante interviniente en el procedimiento, si lo hubiera, proporcionándole las copias y las explicaciones necesarias para que se imponga del procedimiento, de su decisión de abrir o no el juicio y de los extremos que habrá de contener su acusación.


En esta oportunidad, le acordará un plazo de cinco días para que señale por escrito y puntualmente sus eventuales diferencias.


Si no hubiera disenso, el querellante formulará su acusación en el plazo establecido en el artículo 294.

Artículo 288.- Disenso entre el Fiscal y el querellante. Sustitución en el ejercicio de la acción.- Si hubiera disenso sobre los temas señalados en el artículo anterior, las cuestiones controvertidas, serán resueltas por el Fiscal superior en grado, sin recurso alguno, después de una entrevista informal donde los discrepantes fundamentarán sus pretensiones. Cuando la disidencia hubiera referido a pruebas faltantes, y el Fiscal superior hubiese aceptado la pretensión del querellante, fijará un plazo no mayor de treinta (30) días para su producción; si no le hiciere lugar, el querellante podrá postular su producción en el debate.


Satisfecho el trámite y producida en su caso la prueba, el querellante formulará su acusación en el plazo establecido en el artículo 294 y solicitará las cautelas pertinentes dentro de los primeros cinco (5) días.

Artículo 289.- Archivo Fiscal.- Cuando se estimara que no hay más medidas a practicar, realizada la audiencia del artículo 274 y cumplimentado el trámite con el querellante si lo hubiera, el Fiscal dispondrá el archivo de las actuaciones en los siguientes casos:

1. cuando fuera evidente:

a) que media una causal extintiva del ejercicio de la acción penal u otra de carácter también perentorio;

b) que el hecho investigado no se cometió o no encuadra en una figura penal;

c) que el delito no ha sido cometido por el imputado o media una causa de justificación, inimputabilidad, inculpabilidad o excusa absolutoria;

2. cuando no hubiera suficientes elementos de prueba para fundar la requisitoria de apertura del juicio y no fuera razonable, objetivamente, prever la incorporación de nuevas pruebas.

Artículo 290.- Archivo jurisdiccional.- Transcurridos seis meses desde la realización de la audiencia del artículo 274, la defensa podrá solicitar al Fiscal el archivo a que refiere el artículo precedente.


La solicitud se hará por escrito y el Fiscal resolverá en el término de cinco días. Denegada la solicitud o transcurrido dicho plazo sin que el Fiscal se expida, la defensa podrá instar ante el Juez de la Investigación Penal Preparatoria el archivo denegado ofreciendo la prueba que fundamente su pretensión.


El Tribunal convocará a una audiencia oral y pública donde escuchadas las partes y producida la prueba pertinente, resolverá en el acto el archivo por las causales del artículo anterior o lo denegará.


La solicitud con el procedimiento previsto en el presente artículo podrá reiterarse cada seis meses.

Artículo 291.- Notificación y disconformidad.- La desestimación y el archivo dispuesto por el Fiscal, serán notificados a la víctima y en su caso al querellante, quienes en un plazo de cinco días podrán manifestar su disconformidad ante el Fiscal superior en grado. Este realizará, cuando corresponda, una sumaria averiguación y convalidará o revocará la decisión del inferior. En este último caso podrá impartir instrucciones y aún designar nuevo Fiscal como encargado de la investigación.


Cuando el Fiscal General convalidara la decisión del inferior, dentro del mismo plazo, se podrá ocurrir ante el Procurador General, quien luego de cumplir idéntico procedimiento, resolverá definitivamente.


En caso de mantenerse el rechazo de la pretensión de la víctima, ésta podrá iniciar la persecución conforme el procedimiento de querella, cualquiera fuera el delito de que se trate, dentro del plazo de sesenta (60) días hábiles de notificada la resolución del Procurador General.

Artículo 292.- Efectos.- Sin perjuicio de lo establecido en los artículos 291 y 293, las resoluciones que dispongan desestimar la denuncia o archivar la Investigación Penal Preparatoria, impedirán una nueva actividad persecutoria por los mismos hechos.


Si el imputado se encontrara detenido o en prisión preventiva, apenas se dicte el archivo, el Fiscal solicitará al Juez que disponga su libertad.

Artículo 293.- Reapertura de la Investigación Penal Preparatoria.- No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, si se modificara la situación probatoria preexistente, el Fiscal de Distrito deberá elevar al Fiscal General un detalle de los elementos probatorios sobrevinientes a fin de requerir autorización expresa para la reapertura de la investigación.


La ausencia de dicha autorización invalidará lo actuado y hará viable la excepción de archivo.


La reapertura de la Investigación Penal Preparatoria no procederá en el supuesto en que el damnificado directo o víctima hubiese deducido querella conforme a lo dispuesto en el artículo 291.

TITULO II

Procedimiento intermedio

Artículo 294.- Procedencia de la acusación.- Realizada la audiencia imputativa prevista en el artículo 274, si el Fiscal estimara contar con elementos para obtener una sentencia condenatoria, procederá a formular por escrito su requisitoria de acusación ante el Juez de la Investigación Penal Preparatoria.


Si hubiera querellante, una vez cumplimentados los trámites previstos en los artículos 287 y 288, las requisitorias de acusación deberán formularse en el término común de sesenta (60) días a contar desde la notificación del rechazo definitivo de las propuestas del querellante por el Ministerio Público Fiscal, o del vencimiento del plazo fijado para la producción de la prueba según el artículo 288. Si no hubiera disenso, las requisitorias deberán presentarse en el término de sesenta (60) días a contar desde el vencimiento del plazo establecido en el segundo párrafo del artículo 287.

Artículo 295.- Contenido de la acusación.- El requerimiento acusatorio, para ser válido, deberá contener:

1. los datos personales del imputado y su domicilio legal;

2. una relación clara, precisa, circunstanciada y específica del hecho, con detalle de la extensión del daño causado; en caso de contener varios hechos punibles independientes, la separación y el detalle de cada uno de ellos;

3. los fundamentos de la acusación, con la expresión de los elementos de convicción que la motivan;

4. la calificación legal de los hechos, con expresión precisa de los preceptos jurídicos aplicables;

5. la pena que se solicita para el o los imputados o, en su caso, la medida de seguridad, indicando las circunstancias de interés para la determinación de ellas;

6. la solicitud de apertura del juicio.


Con la acusación se acompañarán los documentos y medios de prueba materiales que se tuvieran.


Podrán indicarse y servirán como acusación alternativa, aquellas circunstancias del hecho que permitirían encuadrar el comportamiento del imputado en una figura distinta de la ley penal, que se precisará, para el caso que no resultaren demostrados en el debate los elementos que componen su calificación jurídica principal.

Artículo 296.- Audiencia preliminar.- Presentada la acusación del Fiscal y del querellante, en su caso, el Juez de la Investigación Penal Preparatoria notificará de inmediato a las partes y pondrá a su disposición los documentos y medios de pruebas materiales, para que puedan examinarlas en el plazo común de cinco (5) días.


En el mismo acto se convocará a las partes a una audiencia oral y pública que deberá realizarse dentro de un plazo no menor de diez (10) días ni mayor de veinte (20).


El Juez de la Investigación no permitirá que en la audiencia preliminar se pretendan resolver cuestiones que sean propias del juicio.

Artículo 297.- Facultades de las partes.- Dentro de los cinco (5) días de notificada la audiencia prevista en el artículo anterior, las partes, por escrito, podrán:

1. señalar los vicios formales o el incumplimiento de aspectos formales de la acusación;

2. objetar las solicitudes de sobreseimiento, sobre la base de defectos formales o sustanciales;

3. oponer las excepciones previstas en este Código, cuando no hubieran sido planteadas con anterioridad, salvo que se funden en hechos nuevos;

4. solicitar el sobreseimiento;

5. proponer la aplicación de un principio de oportunidad;

6. solicitar la suspensión de juicio a prueba; 

7. solicitar la imposición o revocación de una medida cautelar;

8. solicitar el anticipo jurisdiccional de prueba, conforme a lo establecido en el siguiente artículo de este Código; 

9. proponer la aplicación de un procedimiento abreviado;

10. proponer la conciliación;

11. plantear cualquier otra cuestión incidental que permita una mejor preparación del juicio.


La presentación que se efectúe será puesta en conocimiento de las demás partes, en un plazo no mayor de cuarenta y ocho horas.

Artículo 298.- Anticipo jurisdiccional de prueba.- En la oportunidad señalada en el inciso 8 del artículo precedente, las partes podrán solicitar, fundadamente, el anticipo jurisdiccional de prueba en los siguientes casos:

1. cuando se tratare de una declaración que por un obstáculo difícil de superar fuere probable que no pudiera recibirse durante el juicio;

2. cuando por la excepcional complejidad del asunto existiere la probabilidad de que el testigo olvidara circunstancias esenciales sobre lo que ha conocido;

3. cuando el imputado estuviere prófugo o fuere incapaz y se temiera que el transcurso del tiempo dificultara la conservación de la prueba.


La diligencia será documentada según las previsiones establecidas en este Código para los actos irreproducibles.


Excepcionalmente, también podrá solicitarse el anticipo jurisdiccional de prueba en cualquier momento de la Investigación Penal Preparatoria.

Artículo 299.- Ofrecimiento de prueba. Indicación del Tribunal.- En oportunidad del desarrollo de la audiencia fijada anteriormente, todas las partes presentarán la lista de testigos, peritos e intérpretes que pretendan sean convocados al debate, con indicación del nombre, profesión y domicilio.


Acompañarán igualmente, los documentos de que piensan servirse o indicarán dónde se encuentran. Los medios de pruebas serán ofrecidos con mención de los hechos o circunstancias que se pretendan probar, o de lo contrario no serán admitidos.


Deberán las partes indicar si conforme a las disposiciones legales corresponde la intervención de un Tribunal conformado uni o pluripersonalmente, o si, razones absolutamente excepcionales, que se explicitarán, aconsejan la intervención de un Tribunal de juicio pluripersonal.

Artículo 300.- Ofrecimiento de prueba para la audiencia preliminar.- Dentro del plazo de cinco (5) días de notificada la audiencia prevista en el artículo 296, las partes deberán ofrecer los medios de prueba necesarios para resolver las cuestiones propias de la audiencia preliminar y el juez admitirá las que fueren pertinentes.


Dentro del plazo de cuarenta y ocho horas siguientes de la puesta en conocimiento prevista en la última parte del artículo 297, las demás partes podrán ofrecer los medios de pruebas necesarios para resolver las cuestiones vinculadas al artículo nombrado.

Artículo 301.- Intervinientes.- La audiencia preliminar se desarrollará conforme a las reglas del debate, con la presencia ininterrumpida del juez, del imputado y su defensor y del fiscal, y de los demás intervinientes constituidos en el procedimiento.


La presencia del fiscal y del defensor del imputado, constituye requisito de validez de la misma.


La falta de comparecencia del querellante, debidamente notificado, implica abandono de la persecución penal por su parte.

Artículo 302.- Desarrollo.- La audiencia preliminar se llevará a cabo oralmente y durante su realización no se admitirá la presentación de escritos.


Se producirá la prueba ofrecida y admitida, incorporándose la que, en su caso, se hubiese diligenciado, dándose oportunidad para que cada parte fundamente sus pretensiones.


Luego de ello, y de corresponder según la ley, el Juez intentará la conciliación de las partes, formulando proposiciones para la reparación integral del daño social o particular causado.


Asimismo el Juez podrá provocar acuerdo de las partes respecto de hechos que considere comprobados con notoriedad.


Cada parte podrá formular las solicitudes, observaciones y planteamientos que estimare relevantes con relación a las pruebas ofrecidas por las demás.

Artículo 303.- Resolución.- Dentro de los cinco (5) días de finalizado el debate, el Juez, fundadamente y dejándose constancia en acta, resolverá todas las cuestiones planteadas y, en su caso:

1. admitirá o rechazará, total o parcialmente la acusación del Fiscal y del querellante si fuera el caso, y ordenará, en su caso, la apertura del juicio;

2. ordenará la corrección de los vicios formales de la acusación;

3. resolverá las excepciones planteadas;

4. sobreseerá, si se presentan los presupuestos necesarios;

5. suspenderá el procedimiento o aplicará criterios de oportunidad, resolviendo lo que corresponda;

6. ratificará, revocará, sustituirá, morigerará o impondrá medidas cautelares;

7. ordenará, si correspondiere, el anticipo jurisdiccional de prueba solicitado;

8. aprobará los acuerdos a los que hubieren llegado las partes respecto a la reparación civil y ordenará todo lo necesario para ejecutar lo acordado;

9. admitirá o rechazará la prueba ofrecida para el juicio; 

10. ordenará la separación o la acumulación de los juicios.

Artículo 304.- Auto de apertura a juicio.- Habiendo adquirido firmeza la resolución prevista en el artículo anterior, el Juez deberá, expresamente disponer la apertura del juicio. En tal caso la resolución deberá contar con las siguientes precisiones:

1. si el juicio se llevará a cabo ante un Tribunal conformado uni o pluripersonalmente;

2. cuál es el o los hechos por los cuales se autoriza la apertura del juicio, describiéndolos con precisión, como así también indicándose su calificación jurídica;

3. la identificación de los acusados y las partes admitidas;

4. la decisión sobre la admisibilidad o inadmisibilidad de la prueba ofrecida para el debate y, en su caso, las convenciones probatorias a las que hubieren arribado las partes;

5. la individualización de quienes deben ser citados a la audiencia del juicio oral;

6. cuando el acusado soporte una medida de coerción, su subsistencia o consideración;

7. en caso de pluralidad de querellantes, la orden de unificar personería cuando fuere necesario;

8. la orden de remitir las actuaciones, la documentación y cosas secuestradas a la Oficina de Gestión Judicial.

Artículo 305.- Efectos.- El auto de apertura a juicio es irrecurrible, sin perjuicio, en su caso, de la impugnación de la sentencia definitiva, que se dictare en el juicio. No obstante la defensa en esta oportunidad podrá hacer uso de las facultades previstas en el artículo 143.


La decisión del Juez que admite o rechaza un medio de prueba no vincula al tribunal de debate.

Artículo 306.- Sobreseimiento.- A pedido de parte el sobreseimiento se pronunciará, en los supuestos previstos en el artículo 289 inciso primero. El Juez de la Investigación Penal Preparatoria convocará a una audiencia oral y pública donde escuchadas las partes y producida la prueba pertinente resolverá. Si su dictado implicara la imposición de una medida de seguridad se abstendrá de hacerlo remitiendo la causa al Tribunal de Juicio.


El sobreseimiento cerrará definitiva e irrevocablemente el procedimiento con relación al imputado para quien se dicte. Tendrá valor de cosa juzgada con respecto a la cuestión penal sobre la que se pronuncie, pero no favorecerá a otros posibles copartícipes.


Dictado el sobreseimiento el Juez de la Investigación Penal Preparatoria dispondrá la libertad del imputado, si correspondiere.


El sobreseimiento procederá en cualquier estado y grado del proceso en los casos previstos en el inciso 1º a) del artículo 289. Cuando por nuevas pruebas producidas durante el juicio, resulte evidente la concurrencia de alguno de los casos contemplados en el inciso 1º b) y c) del artículo 289, el Fiscal fundadamente, podrá solicitar el sobreseimiento del acusado.


Ejecutoriado que fuera se librará la comunicación al Registro Único de Antecedentes Penales.

LIBRO IV

JUICIO Y PROCEDIMIENTOS ESPECIALES

TITULO I

Juicio Común

Capítulo I 

Preparación del juicio e Integración del Tribunal

Artículo 307.- Preparación del juicio.- Con noticia de las partes, dentro de las cuarenta y ocho horas de recibidas las actuaciones, la Oficina de Gestión Judicial, por sorteo o sistema similar que se llevará a cabo según reglamentación a dictar, integrará el Tribunal que intervendrá en el juicio, determinando el o los jueces permanentes que deben asistir a él. La integración será notificada a las partes y al o los designados a los efectos de las recusaciones o excusaciones a las que hubiere lugar.


Integrado definitivamente el Tribunal, se procederá a fijar lugar, día y hora de inicio del juicio, que no se realizará antes de diez (10) días, citando al debate a los testigos o peritos asegurándose su comparecencia, pondrá a su disposición a los detenidos que hubiere y dispondrá las medidas necesarias para la organización y desarrollo del juicio, conservando para su eventual utilización en el mismo la documentación y cosas secuestradas.


En casos complejos o cuando se lo solicite, la oficina judicial podrá convocar a las partes para resolver cuestiones prácticas que hagan a la organización del debate.


Las partes deberán cooperar en la localización y comparecencia de los testigos que hubieren propuestos.

Artículo 308.- Integración del Tribunal.- Conocimiento de las actuaciones.- El Tribunal se integrará conforme lo dispuesto en el artículo 43 de este Código.


En caso de integración pluripersonal el Tribunal será presidido por uno de los Jueces designados al efecto.


En ningún caso podrán tomar conocimiento previo de los elementos probatorios que puedan valorarse en el juicio.

Capítulo II

Debate

Sección Primera

Audiencias

Artículo 309.- Inmediación.- El debate se realizará con la presencia ininterrumpida de las personas que componen el Tribunal acompañados por un secretario, del Ministerio Público Fiscal, del querellante en su caso, del imputado y su defensa.


Si el defensor no compareciera al debate o se retirara de la audiencia, se procederá de inmediato a su reemplazo conforme a las disposiciones de este Código.


Si el querellante no concurriera al debate o se retirara de la audiencia sin autorización, cesará en su intervención, sin perjuicio de que pueda ser compelido a comparecer como testigo.

Artículo 310.- Asistencia del imputado.- El imputado asistirá a la audiencia, libre en su persona, sin perjuicio de la vigilancia y cautelas necesarias que se dispongan para impedir su fuga o violencia.


Excepcionalmente se podrá autorizar que el imputado se retire de la audiencia cuando causas justificadas así lo determinen.

Artículo 311.- Oralidad y publicidad.- Para ser válido el debate será oral y público. Las partes podrán consultar esquemas o ayuda memorias escritos, pero no leerlos. Podrán solicitar autorización para la lectura de material solamente en aquellos casos que este Código así lo disponga o cuando, por la naturaleza del mismo, resulte ello imprescindible.


La publicidad implica el desarrollo del debate a puertas abiertas, pero el Tribunal podrá excepcionalmente resolver aún de oficio, que total o parcialmente se realice a puertas cerradas cuando la publicidad pudiera afectar a quien alegue su condición de víctima, a terceros o a la seguridad del Estado. La resolución será fundada, se hará constar en el acta y será irrecurrible. Desaparecida la causa de la clausura, se deberá permitir el acceso al público.


La reglamentación que se dicte podrá determinar prohibiciones genéricas para el acceso a la sala de audiencia, así como facultar al Tribunal a adoptar medidas que atiendan a garantizar el orden y la seguridad en la sala.


Durante el debate las resoluciones se dictarán verbalmente, pero se dejará constancia en el acta.

Artículo 312.- Continuidad, receso y suspensión.- El debate continuará durante todas las audiencias consecutivas que fueran necesarias hasta su terminación. Sin perjuicio de ello, las partes podrán solicitar recesos por un plazo máximo de dos horas por motivos fundados. El Juez, a su vez, dispondrá los recesos necesarios para asegurar la eficacia del desarrollo de la audiencia.


El debate podrá suspenderse a pedido de parte o aún de oficio, por un plazo que en cada oportunidad no superará el término de quince días, cuando:

1. así lo exigiera la resolución de un incidente que no pudiera decidirse inmediatamente;

2. fuera necesario practicar algún acto fuera del lugar de la audiencia y no pudiera cumplirse durante un receso;

3. fuera imprescindible para poder lograr la producción de alguna prueba;

4. fuera imposible su realización o continuación por enfermedad del Juez o de las partes que imprescindiblemente deben estar presentes;

5. lo solicitara la parte, cuando por circunstancias no previstas, tuviera necesidad de contar con tiempo para preparar su actividad acusatoria o defensista;


En caso de suspensión, el Juez anunciará el día y hora de la nueva audiencia, y ello valdrá como citación para las partes.


El vencimiento del plazo máximo de suspensión importará la invalidación del debate, que deberá iniciarse nuevamente, dentro de los sesenta días.


Durante el tiempo de suspensión, el Juez y fiscales podrán intervenir en otros juicios, de conformidad a lo que se disponga en la reglamentación respectiva.

Artículo 313.- Postergación extraordinaria.- Si el imputado no compareciera al comienzo de la primera audiencia del debate, se ordenará la postergación del mismo hasta tanto aquél sea traído por la fuerza pública o fuera detenido, salvo que justificara debidamente su inasistencia. En tales casos se fijará de inmediato nueva audiencia.

Artículo 314.- Poder de policía y disciplina.- El Juez ejercerá el poder de policía y disciplina en la audiencia y podrá sancionar en el acto, con hasta diez días multa o arresto hasta de ocho días, las infracciones al orden y seguridad, sin perjuicio de expulsar al infractor de la sala.

Artículo 315.- Obligación de los asistentes.- Los que asistieran a la audiencia deberán permanecer en silencio, no podrán llevar armas u otras cosas aptas para molestar u ofender, ni adoptar una conducta intimidatoria, provocativa o contraria al decoro, ni producir disturbios o exteriorizar de cualquier modo, opiniones o sentimientos.

Sección Segunda

Actos del debate

Artículo 316.- Dirección del debate.- El Juez dirigirá el debate, aceptando o rechazando las peticiones de las partes, hará las advertencias que correspondieran, recibirá los juramentos y moderará la discusión impidiendo derivaciones impertinentes, sin coartar el ejercicio de la acusación y la libertad de la defensa.


Para el ejercicio de sus facultades podrá llamar a todas las partes a su despacho privado o conferenciar con éstas reservadamente sin suspender el debate.

Artículo 317.- Apertura.- El día y hora fijado, el Juez, se constituirá en la sala de audiencias.


Después de verificar la presencia del Ministerio Público Fiscal y del imputado y su defensor, el Juez declarará abierto el debate, advirtiendo al imputado que esté atento a lo que va a oír.


Inmediatamente después practicará el interrogatorio de identificación del imputado. Acto seguido el Juez concederá la palabra sucesivamente y por el tiempo que fije, al Fiscal, al querellante, en su caso, y al defensor para que sinteticen la acusación y la línea de defensa respectivamente.

Artículo 318.- Declaración del imputado.- Después de la apertura del debate y escuchados que fueran el Fiscal, el querellante, en su caso, y el defensor, el Juez recibirá declaración al imputado.


En la oportunidad le explicará con palabras claras y sencillas el hecho que se le atribuye, le advertirá que puede abstenerse de declarar sin que ello signifique ninguna presunción en su contra, y que el debate continuará aunque no declare.


Permitirá, en principio, que él manifieste libremente cuanto tenga por conveniente sobre la acusación, pudiendo ser interrogado posteriormente.


Preguntará primeramente el Fiscal, luego el querellante y el defensor, en ese orden.


Posteriormente, y en cualquier momento del debate a instancias de las partes, se le recibirá nueva declaración al imputado, pudiendo las partes formular preguntas aclaratorias.

Artículo 319.- Declaración de varios imputados.- Si los imputados fueran varios, el Juez podrá alejar de la sala de audiencias a los que no se encontraran declarando, pero después de todos los interrogatorios, deberá informarles sumariamente de lo ocurrido durante su ausencia.

Artículo 320.- Facultades del imputado.- En el curso del debate, el imputado podrá hacer todas las declaraciones que considerara pertinentes, siempre que se refieran al objeto del juicio. El Juez impedirá cualquier divagación y si persistiera, podrá alejarlo de la audiencia.


El imputado podrá hablar con su defensor sin que por ello la audiencia se suspenda, pero no durante su declaración o antes de responder a preguntas que se le formulen.


En estas oportunidades nadie le podrá hacer sugerencia alguna.

Artículo 321.- Ampliación de la acusación.- Durante el debate, el Ministerio Público Fiscal, y el querellante en su caso, podrán ampliar la acusación por inclusión de un hecho nuevo o circunstancia que modifica la calificación legal o la pena del mismo hecho objeto del debate, o que integra la continuación delictiva, que no hubieran sido mencionados originariamente.

Artículo 322.- Nueva declaración del imputado.- Si se ampliara la acusación, el Juez deberá recibir nueva declaración al imputado, lo que ocurrirá inmediatamente de producida la ampliación o cuando se reanudara la audiencia si la defensa solicitara su suspensión para ofrecer nuevas pruebas o preparar su intervención.

Artículo 323.- Recepción de pruebas.- Después de la declaración del imputado, el Juez autorizará la producción de la prueba que las partes hubieran ofrecido oportunamente y hubiera sido admitida. En primer término se producirá la prueba del Fiscal, luego la del querellante, y finalmente la de la defensa.


El orden en que se irá produciendo la prueba será decidido por la parte que la ofreció.

Artículo 324.- Nuevas pruebas.- Las partes podrán solicitar la producción de nuevas pruebas las que, en caso de oposición, serán admitidas cuando se alegara fundadamente que antes se las desconocía.

Artículo 325.- Interrogatorio.- El perito, asesor técnico, testigo o intérprete previo prestar juramento, será interrogado por el Juez sobre su identidad personal y por las generales de la ley.


Inmediatamente después será interrogado directamente por la parte que lo hubiera ofrecido y luego por las demás.


Formulada la pregunta y antes de que fuera contestada, las partes podrán oponerse y el Juez decidirá luego de oír a las demás.

Artículo 326.- Lectura de actas y documentos probatorios.- El Juez ordenará la lectura de documentos y dictámenes periciales, así como de las actas que contengan las pruebas producidas en la Investigación Penal Preparatoria siempre que hubieran sido ofrecidas por las partes y oportunamente admitidas.


También podrá ordenarse la lectura de las actas que documentan las pruebas practicadas antes de la audiencia del debate.

Artículo 327.- Comparendo.- Las partes deberán colaborar para el comparendo de los peritos, asesores técnicos, intérpretes o testigos que ofrecieran.


El Juez a pedido de parte, dispondrá lo necesario para hacer comparecer por la fuerza pública a quien estando oportunamente citado no hubiera asistido.

Artículo 328.- Inspección judicial.- El Juez, a pedido de parte, podrá disponer, se practiquen inspecciones oculares de lugares o de cosas. En tales casos el acta labrada será leída luego en la audiencia.

Artículo 329.- Discusión final.- Terminada la recepción de las pruebas, el Juez preguntará a las partes si están en condiciones de producir sus alegatos finales. Si así fuera, concederá sucesivamente la palabra al Fiscal, al querellante y a la defensa del imputado para que en ese orden emitan sus conclusiones verbalmente.


Podrán hablar dividiéndose sus tareas, dos fiscales o hasta dos defensores del imputado.


Finalizados los alegatos podrá haber réplica, correspondiendo a la defensa hablar en último término.


La réplica deberá limitarse a la refutación de los argumentos adversarios que antes no hubieran sido discutidos.


En caso de manifiesto abuso de la palabra, el Juez podrá llamar la atención al orador, y si éste persistiera, podrá limitar prudencialmente el tiempo para que concluya su alegato.


Concluida la discusión final se dará por cerrado el debate.

Capítulo III

Acta del debate

Artículo 330.- Contenido.- El Secretario labrará un acta del debate que para ser válida deberá contener:

1. el lugar y fecha de la audiencia, con mención de la hora en que comenzó y terminó, los recesos y suspensiones dispuestos;

2. el nombre y apellido del Juez, fiscales, querellantes y defensores;

3. los datos personales del imputado;

4. el nombre y apellido de los testigos, peritos, asesores técnicos e intérpretes, con mención del juramento o compromiso y la enunciación de los otros elementos probatorios incorporados al debate;

5. las instancias y síntesis de las pretensiones de las partes;

6. otras menciones prescriptas por la ley, o las que el Juez ordenara hacer y aquellas que expresamente solicitaran las partes;

7. la firma del Juez, de los fiscales, querellantes en su caso, defensores y Secretario, previa lectura.

Capítulo IV

Sentencia

Artículo 331.- Deliberación.- Inmediatamente después de terminado el debate, el Juez o Tribunal pasará a deliberar citando a las partes para la lectura de la decisión en un plazo no mayor de dos (2) días.


La deliberación será secreta y únicamente podrá asistir el Secretario.


El acto para ser válido no podrá suspenderse, salvo fuerza mayor, en cuyo caso lo será por un plazo que no podrá superar los tres (3) días. La causa de suspensión se hará constar y se informará a la Cámara de Apelación.


En la oportunidad fijada y constituido nuevamente el Tribunal, se procederá a dar lectura a la decisión, ante quienes se encuentren presentes.


La fundamentación de la sentencia será dada a conocer en dicho acto, valiendo como suficiente notificación para los presentes, o podrá diferirse su redacción hasta por un plazo no mayor de cinco (5) días más.


En este último caso, se notificará por cédula que los fundamentos se encuentran a disposición de las partes y el plazo para impugnar la decisión comenzará a correr desde dicha notificación.

Artículo 332.- Orden de tratamiento.- El Juez resolverá todas las cuestiones que hubieran sido objeto del juicio, apreciando únicamente la prueba recepcionada durante el debate. Seguirá en lo posible el siguiente orden:

1. las cuestiones incidentales que hubieran sido diferidas;

2. las cuestiones relativas a la existencia del hecho delictuoso, con discriminación de las circunstancias jurídicamente relevantes;

3. la participación del imputado;

4. la calificación legal;

5. la sanción aplicable en cuanto a la especie;

6. la sanción aplicable en cuanto al monto;

7. el destino de las cosas o efectos puestos a disposición del proceso;

8. las costas.

Artículo 333.- Requisitos de la sentencia.- La sentencia deberá contener:

1. lugar y fecha en que se dicta, el nombre y apellido del Juez, fiscales, querellantes y defensores, las condiciones personales del imputado, y la enunciación del hecho que haya sido objeto de la acusación respetando la regla de la congruencia;

2. decisión sobre cada una de las cuestiones planteadas en la deliberación, con los fundamentos en que se basa y la motivación en elementos probatorios incorporados legalmente al debate;

3. la parte resolutiva, con mención de las disposiciones legales aplicadas;

4. el cómputo de la pena impuesta, si se estimara conveniente practicarlo sin aguardar la intervención del Juez de la Ejecución;

5. si el imputado estuviere privado de su libertad y la sentencia fuera absolutoria dispondrá la libertad, salvo que el mismo estuviere a disposición de otra autoridad competente. En igual forma se procederá en caso de sentencia condenatoria a pena privativa de libertad de ejecución condicional o que diere por compurgada la pena con la preventiva sufrida;

6. la firma del Juez.

Artículo 334.- Pronunciamiento.- La sentencia se pronunciará siempre en nombre del Poder Judicial de la Provincia de Santa Fe, protocolizándose el original y agregándose copia a las actuaciones.

Artículo 335.- Congruencia.- Al dictar sentencia el Tribunal nunca podrá apartarse del hecho contenido en la acusación o de sus ampliaciones ni aplicar sanciones más graves que las peticionadas.

Artículo 336.- Absolución.- En todos los casos la sentencia absolutoria ordenará la cesación de las restricciones impuestas provisionalmente y dispondrá sobre la aplicación de medidas de seguridad que se hubieran solicitado.

Artículo 337.- Aclaratoria.- El Tribunal no podrá variar la sentencia pero sí aclarar algún concepto dudoso u obscuro o suplir una omisión material, de oficio o a instancia de parte, dentro de los tres (3) días de la notificación del acto.


El error puramente numérico no perjudica; puede ser corregido por el Tribunal en cualquier tiempo.


También podrá hacerse uso de esa facultad para resolver algún punto accesorio o secundario de la cuestión principal y que hubiera sido omitido al decidir sobre ésta última.


El pedido de aclaratoria suspenderá el plazo que hubiere empezado a correr para la deducción del recurso que fuera procedente.


La decisión formará parte de la sentencia a que se refiere.

Artículo 338.- Comunicación.- Las sentencias serán comunicadas una vez firmes, a través de la Oficina de Gestión Judicial al Registro Único de Antecedentes Penales, salvo las que tuviera a cargo comunicar el Tribunal de Ejecución.

TITULO II

Procedimiento abreviado

Artículo 339.- Instancia común.- En cualquier momento de la Investigación Penal Preparatoria, el Fiscal y el defensor del imputado, en forma conjunta, podrán solicitar al Tribunal de la Investigación Preparatoria, la apertura del procedimiento abreviado en escrito que para ser válido contendrá:

1. los datos personales del Fiscal, del defensor y del imputado;

2. el hecho por el que se acusa y su calificación legal;

3. la pena solicitada por el Fiscal;

4. la conformidad del imputado y su defensa respecto de los requisitos precedentes y del procedimiento escogido;

5. en su caso, la firma del querellante o en su defecto, la constancia de que el Fiscal de Distrito lo ha notificado del acuerdo y no ha manifestado en término su disconformidad. En caso de disconformidad será necesaria la firma del Fiscal General;

6. cuando el acuerdo versara sobre la aplicación de una pena que excediera los ocho (8) años de prisión, se requerirá además la firma en el mismo del Fiscal General.

Artículo 340.- Notificación al querellante.- Producido el acuerdo y antes de la presentación a que alude el artículo precedente, el Fiscal de Distrito notificará y entregará una copia certificada del contenido del mismo al querellante. Este podrá en el término de tres días manifestar fundadamente ante el Fiscal de Distrito su disconformidad con el acuerdo. En tal caso se dará intervención al Fiscal General quien luego de averiguar sumariamente resolverá, sin recurso alguno, suscribiendo el acuerdo u ordenando lo que corresponda al Fiscal de Distrito.

Artículo 341.- Admisibilidad.- El Juez de la Investigación Penal Preparatoria declarará inadmisible la presentación que no cumplimentara los recaudos enunciados en el artículo 339. Si la admitiera, remitirá la causa sin más trámite al Tribunal de Juicio.

Artículo 342.- Declaración del imputado.- El Tribunal de Juicio, convocará a las partes a una audiencia pública donde se le recibirá declaración al imputado. Si éste reconociera el acuerdo, el Presidente leerá los tres primeros puntos de la presentación conjunta, explicará clara y sencillamente al imputado el procedimiento escogido y sus consecuencias requiriéndole nuevamente su expresa conformidad.


La presencia del Fiscal, el imputado y su defensa son condiciones de validez de la audiencia.

Artículo 343.- Resolución.- El Tribunal dictará sentencia de estricta conformidad con la pena aceptada por las partes, sin perjuicio de definir la calificación legal que corresponda.


No obstante, si a partir del hecho descripto en el acuerdo y reconocido por el imputado, estimara que el mismo carece de tipicidad penal o resulta manifiesta la concurrencia de cualquier circunstancia legalmente determinante de la exención de pena o de su atenuación, dictará sentencia absolviendo o disminuyendo la pena en los términos en que proceda.

Artículo 344.- Acuerdo en el juicio.- El procedimiento abreviado podrá ser acordado por las partes en los casos de querella por delito de acción privada, o en los juicios comunes, en cualquier momento y antes de iniciarse los alegatos propios de la discusión final.

Artículo 345.- Pluralidad de imputados.- La existencia de varios imputados en un mismo procedimiento no impedirá la aplicación de estas reglas a alguno de ellos.

TITULO III

Procedimiento extendido

Artículo 346.- Procedencia y trámite.- Cuando la tramitación sea compleja a causa de la pluralidad de hechos, del elevado número de imputados o víctimas o por tratarse de casos de delincuencia organizada o trasnacional, a solicitud del Fiscal, el Tribunal podrá ordenar la duplicación de todos los términos previstos en este Código, sin perjuicio de los acuerdos relativos a la arbitración de trámite que las partes puedan acordar.


La resolución será fundada y podrá ser apelada.

TITULO IV

Juicio por delito de acción privada

Capítulo I

Querella

Artículo 347.- Derecho de querella.- Toda persona con capacidad civil que se pretenda ofendida por un delito de acción privada tendrá derecho a presentar querella ante el Tribunal de Juicio.


Igual derecho tendrá el representante legal del incapaz, por los delitos cometidos en perjuicio de éste.


En todos los casos el querellante deberá actuar con patrocinio letrado salvo que él o su representante fueran abogados.

Artículo 348.- Unidad de representación.- Cuando los querellantes fueran varios, deberán actuar bajo una sola representación si acumularan sus pretensiones en un mismo juicio.

Artículo 349.- Acumulación de pretensiones.- Cuando se tratara de calumnias o injurias recíprocas procederá la acumulación de las pretensiones en un sólo juicio.


Nunca se acumularán con las pretensiones que nacieran de delitos de acción pública.

Artículo 350.- Forma y contenido de la querella.- La querella será presentada por escrito con una copia para cada querellado, personalmente o por mandatario especial, y deberá expresar para ser válida:

1. el nombre, apellido y domicilio del querellante y en su caso, también los del mandatario;

2. el nombre, apellido y domicilio del querellado, o si se ignorasen, cualquier descripción que sirva para identificarlo;

3. una relación clara, precisa y circunstanciada del hecho, con indicación del lugar, fecha y hora en que se ejecutó, si se supiera;

4. La calificación legal del mismo;

5. las pruebas que se ofrezcan, acompañándose la nómina de los testigos con indicación del nombre, apellido, profesión, domicilio y hechos sobre los que deberán ser examinados; los puntos a evacuar por los peritos y documentos que obren en su poder; cuando la querella versara sobre calumnias o injurias, el documento que a criterio del accionante las contenga, si fuera posible presentarlo; 

6. la firma del querellante, cuando se presentara personalmente, o si no supiera firmar, la de otra persona a su ruego, quien deberá hacerlo ante el Secretario.


Si del texto de la querella surgieran hechos que encuadraran en un delito de acción pública, se remitirá copia de la misma al Fiscal a los fines que correspondieran.

Artículo 351.- Desistimiento expreso.- El querellante podrá desistir en cualquier estado del juicio, sin perjuicio de su responsabilidad por sus actos anteriores.

Artículo 352.- Desistimiento tácito.- Se tendrá por desistida la acción privada:

1. cuando el procedimiento se paralizara durante un mes y el querellante no lo instara dentro del tercer día de notificado del decreto por el cual se lo intima a impulsarlo;

2. cuando el querellante o su mandatario no concurrieran a la audiencia de conciliación o del debate sin justa causa, la que deberá ser acreditada antes de su iniciación o en las horas hábiles del día siguiente;

3. cuando muerto o incapacitado el querellante, no compareciera ninguno de sus herederos o representantes legales a proseguir la acción, después de tres meses de ocurrida la muerte o incapacidad.

Artículo 353.- Efectos del desistimiento.- Cuando el Tribunal declarara extinguida la pretensión penal por desistimiento expreso del querellante, se dictará el sobreseimiento del querellado y se le impondrán las costas, salvo acuerdo de partes al respecto. Cuando el desistimiento fuera tácito, el Tribunal dispondrá el archivo de las actuaciones, con costas a cargo del querellante.

Capítulo II

Procedimiento
Artículo 354.- Tribunal interviniente.- Durante el procedimiento previo a la apertura del juicio y en el debate, intervendrán distintos jueces.

Artículo 355.- Investigación preliminar.- Cuando el querellante ignorara el nombre, apellido o domicilio del autor del hecho, o debieran agregarse al procedimiento documentos que no estuvieran en su poder, podrá solicitar al Tribunal las medidas de investigación preliminar para individualizar al querellado o conseguir la documentación.

Artículo 356.- Audiencia de conciliación.- Presentada la querella, se convocará a las partes a una audiencia de conciliación, remitiendo al querellado una copia de aquélla. A la audiencia deberán asistir los defensores. Cuando no concurriera el querellado, se declarará la apertura del juicio.

Artículo 357.- Conciliación y retractación.- Cuando las partes se conciliaran en la audiencia o en cualquier estado del juicio, se dictará sobreseimiento y las costas serán en el orden causado, salvo acuerdo de partes al respecto. Si el querellado se retractara en la audiencia o en la apertura del juicio, se le dictará sobreseimiento y las costas quedarán a su cargo.


La retractación será publicada a petición del querellante, en la forma que el Tribunal estimara adecuada.

Artículo 358.- Medidas de coerción.- El querellante podrá solicitar, antes de la apertura del juicio, medidas de coerción personal o real contra el querellado, las que procederán conforme a las disposiciones de este Código.

Artículo 359.- Citación a juicio.- Si el querellado no concurriera a la audiencia de conciliación o no se produjera ésta o la retractación, será citado para que comparezca a juicio en el día y hora que se fije para el comienzo del debate.

Artículo 360.- Normas del debate.- Se aplicarán las normas del debate común y del procedimiento abreviado con las modificaciones del presente Capítulo.


En la sentencia que se dicte para los casos de calumnias e injurias cometidas por medio de la prensa, el Tribunal ordenará si lo pidiere el ofendido la publicación del pronunciamiento a cargo del condenado, si es posible, en el mismo medio, en el mismo lugar y con los mismos caracteres del artículo injurioso o calumnioso.


Esta disposición será también aplicable en caso de retractación.

Artículo 361.- Presencia del imputado.- Si el querellado no concurriera a la apertura del debate, a pedido del querellante se ordenará sea traído por la fuerza pública, suspendiéndose el comienzo del debate hasta tanto se lograra su comparendo.

Artículo 362.- Excepciones.- Abierto el juicio, el querellado podrá plantear excepciones verbalmente, las que serán resueltas en la audiencia.

Artículo 363.- Facultades del querellante.- El querellante tendrá similares facultades y obligaciones que correspondientes al Ministerio Público Fiscal respecto de los delitos de acción pública, y podrá ser interrogado como testigo.

TITULO V

Procedimiento para la reparación del daño

Artículo 364.- Legitimación activa.- Dentro de los cinco días de adquirir firmeza la sentencia penal condenatoria, el querellante tendrá opción para reclamar ante el Tribunal de Juicio la indemnización del daño material y moral por el hecho calificado como delito.

Artículo 365.- Límites.- El reclamo sólo podrá ser dirigido contra el penalmente condenado, debiendo fundamentarse en los límites del debate y de acuerdo a los términos de la sentencia que le sirve de presupuesto, en cuanto a los hechos.

Artículo 366.- Contenido.- El escrito deberá contener la expresión concreta y detallada de los daños sufridos, y la relación que ellos tienen con el hecho delictivo conforme a los elementos del debate y de la condena penal precedente, la cita de las disposiciones legales del orden civil aplicables y la reparación deseada o el importe de las indemnizaciones pretendidas.

Artículo 367.- Extensión del mandato.- La anterior designación de defensor del condenado penalmente importará mandato suficiente para representarlo judicialmente en la cuestión sin perjuicio de designar mandatario especial y autónomo al respecto.

Artículo 368.- Admisibilidad y traslado.- Si el Tribunal de Juicio considerara formalmente admisible el reclamo, correrá traslado del mismo al condenado penal contra quien se dirija la pretensión resarcitoria, para que dentro del plazo perentorio de cinco días lo conteste. La notificación se practicará en el domicilio real del condenado penal y en el domicilio legal constituido en las actuaciones. En esta oportunidad el reclamado, fundadamente, podrá oponerse al procedimiento, debiendo en su caso el reclamante recurrir a la jurisdicción respectiva, en cuyo caso el Tribunal archivará las actuaciones sin recurso alguno.


Cuando el Tribunal considerara inadmisible el reclamo, ordenará su devolución.

Artículo 369.- Audiencia y pronunciamiento.- El Tribunal llamará a una audiencia dentro del plazo máximo de cinco días donde oirá a las partes, les requerirá las aclaraciones pertinentes y pronunciará sentencia sobre la cuestión accesoria.


Rigen al respecto de esta audiencia las normas del juicio común en cuanto fueran aplicables.


La indemnización pretendida será determinada prudencialmente por los jueces.


La decisión cuando no sea inmediatamente ejecutada o no pueda serlo por simple orden del Tribunal, se ejecutará por el interesado ante la jurisdicción civil y con arreglo al Código Procesal Civil y Comercial.

TITULO VI

Procedimiento de Hábeas Corpus

Capítulo I

Disposiciones Generales

Artículo 370.- Procedencia.- Corresponderá la denuncia de hábeas corpus ante un acto u omisión de autoridad pública que arbitrariamente y en violación de normas constitucionales implique:
1. una limitación o amenaza actual de la libertad ambulatoria, sin orden escrita de autoridad competente;

2. el mantenimiento manifiestamente ilegítimo de una privación de la libertad inicialmente dispuesta por orden escrita de autoridad competente;

3. una agravación ilegítima de las formas y condiciones en que se cumple la privación de la libertad, sin perjuicio de las facultades propias del Juez del proceso si lo hubiera.

Artículo 371.- Titularidad.- Podrá denunciar tanto el afectado como cualquier otra persona a su favor, sin necesidad de poder, ni patrocinio letrado.

Artículo 372.- Juez competente.- Será competente para conocer del hábeas corpus cualquier Juez letrado que tuviera jurisdicción en el lugar donde se hubiera efectuado o se presuma que está por efectuarse la privación o restricción de la libertad personal.

Capítulo II

Procedimiento

Artículo 373.- Denuncia.- La denuncia podrá ser deducida en forma verbal, escrita o telegráfica, en cualquier día y hora, y deberá contener:

1. nombre y domicilio real del denunciante; 

2. nombre, domicilio real y demás datos personales conocidos de la persona en cuyo favor se denuncia;

3. autoridad de quien emana el acto que se afirma como lesivo;

4. causa o pretexto del acto que se afirma como lesivo en la medida del conocimiento del denunciante;

5. expresará además en qué consiste la ilegitimidad del acto.


Si el denunciante ignorara alguno de los requisitos contenidos en los números 2), 3) y 4), proporcionará los datos que mejor condujeran a su averiguación.

Artículo 374.- Deber de recepción del Juez e intervención del Fiscal.- El Juez ante quien se formulara la denuncia deberá recibirla y darle trámite de inmediato.


Presentada la denuncia se notificará al Ministerio Público Fiscal, quien será parte necesaria en el procedimiento.

Artículo 375.- Desestimación o incompetencia.- El Juez rechazará la denuncia que no fuera procedente en virtud del artículo 370, si se declarara incompetente remitirá las actuaciones al Tribunal que considere competente.


La resolución será apelable.


El Juez no podrá rechazar la denuncia por defectos formales, proveyendo de inmediato las medidas necesarias para su subsanación, sin perjuicio de las sanciones que correspondan.

Artículo 376.- Auto de hábeas corpus.- Cuando se tratara de la privación de la libertad de una persona, formulada la denuncia el Juez ordenará inmediatamente o en un plazo que no excederá de diez horas, que la autoridad requerida, presente ante él al detenido.


Solicitará además un informe circunstanciado del motivo que funda la medida, la forma y condiciones que se cumple, si ha obrado por orden escrita de autoridad competente, caso en el cual deberá acompañarla, y si el detenido hubiera sido puesto a disposición de otra autoridad: a quién, por qué causa, y en qué oportunidad se efectuó la transferencia. Este informe podrá efectuarse verbalmente en oportunidad de la audiencia donde se presenta al detenido, dejando constancia en acta.


Cuando se tratara de amenaza actual de privación de libertad de una persona, el Juez ordenará que la autoridad requerida presente el informe a que se refiere el párrafo anterior.


Si se ignorara la autoridad que detenta la persona privada de su libertad o de la cual emana el acto lesivo que sirve de base a la denuncia, el Juez librará la orden a los superiores jerárquicos de la dependencia que se indique.


La orden se emitirá por escrito con expresión de fecha y hora salvo que el Juez considerara necesario constituirse personalmente en el lugar donde se encuentre el detenido, en tal caso podrá emitirla oralmente, pero dejará constancia en acta.


Cuando se tratara del mantenimiento manifiestamente ilegítimo de una privación de la libertad inicialmente dispuesta por orden escrita de autoridad competente, se requerirá información sobre el tiempo de detención y de toda otra circunstancia útil para el esclarecimiento de la causal invocada.

Artículo 377.- Audiencia y resolución.- La orden implicará para la autoridad requerida citación a la audiencia oral donde se dará lectura a la denuncia y al informe. Luego, se interrogará al amparado y se proveerá, en su caso, a los exámenes que correspondan, concediéndose la palabra a la autoridad requerida y al amparado, personalmente o por intermedio de su defensor.


En el procedimiento de hábeas corpus no será admitida ninguna recusación, pero si el Juez se considerara comprendido en una causal de excusación, así lo declarará, mandando cumplir la audiencia ante el Juez que corresponda.


Si se estimara necesaria la realización de diligencias probatorias, el Juez las incorporará en el mismo acto u ordenará que se produzcan a la mayor brevedad posible.


Finalizada la recepción de la prueba, se oirá a los intervinientes y se dictará inmediata resolución, procediéndose a su lectura completa.


Podrá prescindirse de la audiencia cuando ésta resultara innecesaria para el acogimiento de la denuncia.

Artículo 378.- Sanciones y costas.- El Juez podrá imponer hasta treinta días multa o arresto hasta diez días al funcionario responsable de dilaciones o entorpecimiento en el trámite o al culpable del acto lesivo, sin perjuicio de la responsabilidad penal que le corresponda. Las costas podrán imponerse al funcionario responsable de dicho acto y en caso de ser rechazado el hábeas corpus, serán a cargo del peticionario.

Artículo 379.- Recurso.- Podrá interponerse recurso de apelación contra la decisión del Juez que acoja o rechace la denuncia de hábeas corpus.

LIBRO V

RECURSOS

TITULO I

Disposiciones generales

Artículo 380.- Facultad de recurrir.- Las resoluciones judiciales serán recurribles sólo por los medios y en los casos expresamente establecidos.

 
El derecho de recurrir corresponderá tan sólo a quien le fuera expresamente acordado, siempre que tuviera un interés directo en la eliminación, revocación o reforma de la resolución.


Cuando la ley no distinguiera entre las diversas partes, aquél pertenecerá a cualquiera de ellas.

Artículo 381.- Recursos del Ministerio Público Fiscal.- Los representantes del Ministerio Público Fiscal podrán recurrir incluso a favor del imputado, o en virtud de las instrucciones del superior jerárquico, no obstante el dictamen contrario que hubieran emitido con anterioridad.

Artículo 382.- Recursos del imputado.- El imputado podrá recurrir cualquier resolución contraria a su interés, en los casos y condiciones previstos en este Código.


Los recursos a favor del imputado podrán ser deducidos por él o su defensor.

Artículo 383.- Facultades del querellante.- El querellante podrá recurrir en los mismos supuestos en que está facultado el Fiscal para hacerlo.

Artículo 384.- Condiciones de interposición.- Los recursos deberán interponerse, para ser admisibles, en las condiciones de tiempo y forma que se determinan, con específica indicación de los puntos de la decisión que fueran impugnados.


Diferida la redacción de los fundamentos de una resolución, el plazo para recurrir comenzará a correr una vez notificados los mismos.

Artículo 385.- Recursos durante las audiencias.- Durante las audiencias sólo se podrá deducir reposición. Su interposición se entenderá como protesta de recurrir en apelación para el caso en que el Tribunal desestime la impugnación deducida y sea procedente.

Artículo 386.- Efecto extensivo.- Cuando en un proceso hubiera varios coimputados, el recurso interpuesto en interés de uno de ellos favorecerá a los demás, siempre que los motivos en que se fundara no sean exclusivamente personales.

Artículo 387.- Efecto suspensivo.- La interposición de un recurso suspenderá la ejecución de la decisión, salvo disposición en contrario o que se hubiera ordenado la libertad del imputado.

Artículo 388.- Desistimiento.- Las partes que hubieran interpuesto un recurso podrán desistir de él antes de su resolución, cargando con las costas.


El defensor no podrá desistir de los recursos interpuestos sin mandato expreso de su representado, posterior a la interposición del mismo.

Artículo 389.- Inadmisibilidad y rechazo.- El Tribunal competente para entender en un recurso deberá declararlo inadmisible cuando la resolución impugnada fuera irrecurrible, o no se cumpliera con los requisitos formales que hacen a su admisibilidad.


También deberá rechazar liminarmente el recurso cuando fuera, con evidencia, improcedente.

Artículo 390.- Queja por recurso denegado.- Cuando sea indebidamente denegado un recurso que procediere ante otro Tribunal, ante éste podrá presentarse directamente en queja el recurrente a fin de que se declare mal denegado el recurso. La queja se interpondrá por escrito dentro de los tres (3) días de notificado el decreto denegatorio, si los Tribunales tuvieren su asiento en la misma ciudad; en caso contrario, el término será de ocho (8) días. Enseguida se requerirá informe al respecto del Tribunal contra el que se haya deducido y éste lo evacuará en el plazo de tres (3) días. Si lo estimare necesario para mejor proveer, el Tribunal ante el que se interponga el recurso ordenará que se le remitan las actuaciones de inmediato. La resolución será dictada por auto, después de recibido el informe o las actuaciones. Si la queja fuere desestimada, las actuaciones serán devueltas sin más trámite al Tribunal que corresponda. En caso contrario, se declarará mal denegado el recurso, lo que se comunicará a aquél, para que emplace a las partes y proceda según corresponda.

Artículo 391.- Competencia del Tribunal de Alzada.- El recurso atribuirá al Tribunal de Alzada el conocimiento del proceso sólo en cuanto a los puntos de la resolución a que se refieren los agravios.


Sin embargo, cuando se tratara de mejorar la situación del imputado no regirá la limitación precedente.


Las resoluciones recurridas solamente por el imputado o a su favor, no podrán ser modificadas en su perjuicio.

TITULO II

Reposición

Artículo 392.- Procedencia.- El recurso de reposición procederá contra las resoluciones dictadas sin sustanciación, a fin de que el mismo Tribunal que las dictó las revoque o modifique por contrario imperio.

Artículo 393.- Plazo y forma.- El recurso se interpondrá y fundará por escrito dentro del tercer día de notificada la resolución, pero cuando ésta se dictara en una audiencia, deberá interponerse y fundarse oralmente en el mismo acto.


El Tribunal resolverá, previa vista al eventual contradictor, en el término de tres días si se interpusiera por escrito, o en el mismo acto si lo hubiera sido en audiencia. En este último caso podrá diferir la redacción de su fundamentación hasta el día siguiente.

TITULO III

Apelación

Capítulo I

Procedencia

Artículo 394.- Procedencia.- Este recurso sólo podrá deducirse:

1. en los casos especialmente previstos por la ley; 

2. contra resoluciones que causen un gravamen irreparable;

3. contra las sentencias definitivas;

4. contra los autos que resolvieran sobre la acción, la pena o una medida de seguridad;

5. contra los autos que rechacen el acuerdo previsto para los procedimientos abreviados o la suspensión del procedimiento a prueba.


Este recurso también podrá ser deducido por el imputado cuando concurra alguno de los supuestos que autorice el recurso de revisión.

Artículo 395.- Condición de admisibilidad.- Cuando el recurso atacara un defecto del procedimiento, se requerirá como condición de admisibilidad que el recurrente haya reclamado oportunamente su subsanación o hubiera hecho protesta de recurrir en apelación, salvo en los casos de defectos absolutos motivantes de invalidación.

Artículo 396.- Recursos del Ministerio Público Fiscal.- El Fiscal podrá impugnar:

1. los sobreseimientos;

2. las sentencias absolutorias;

3. las sentencias condenatorias;

4. los autos mencionados en el artículo precedente.

Artículo 397.- Legitimación del imputado.- El imputado podrá impugnar:

1. la sentencia condenatoria;

2. la sentencia de sobreseimiento o absolutoria que imponga una medida de seguridad;

3. los autos que apliquen medidas cautelares, o que denieguen la extinción o suspensión de la pena, la suspensión del juicio a prueba o el procedimiento abreviado.

Capítulo II

Procedimiento

Artículo 398.- Interposición.- El recurso de apelación se interpondrá ante el Tribunal que dictó la resolución, debidamente fundado, por escrito y con firma de letrado, dentro del plazo de diez (10) días si se trata de una sentencia, de tres (3) días si se trata de la aplicación de una medida cautelar, y de cinco (5) días en los demás casos.


En esta oportunidad se citarán concretamente los errores de juicio en que se considere que se ha incurrido, las disposiciones legales que se consideren violadas o erróneamente aplicadas, y se expresará cual es la aplicación que se pretende, debiendo indicarse separadamente cada motivo con sus fundamentos. El impugnante podrá requerir la producción de prueba cuando se alegare algún hecho nuevo que pueda tener incidencia para la resolución de la causa o cuando no se hubiere practicado la prueba ofrecida por el solicitante por motivos ajenos a su voluntad.

Artículo 399.- Remisión. Constitución del Tribunal.- Cumplidos los plazos anteriores, de inmediato se remitirán los autos al Tribunal de apelación, debiendo las partes fijar domicilio y el modo de recibir comunicaciones.


Si el número de jueces lo permitiere, se integrará el Tribunal por sorteo o sistema similar que se llevará a cabo ante la Oficina de Gestión Judicial y según reglamentación a dictar. La integración será notificada a las partes y a los designados a los efectos de las recusaciones o excusaciones a las que hubiere lugar.

Artículo 400.- Inadmisibilidad y rechazo.- Cuando se adviertan defectos formales en el escrito de interposición del recurso, el Tribunal deberá intimar al impugnante para que en el plazo de cinco días sean subsanados, bajo sanción de inadmisibilidad.

Artículo 401.- Trámite.- Abierto el recurso se pondrán las actuaciones a disposición de las partes por el plazo común de diez días para su examen. Vencido el plazo, el Presidente convocará a una audiencia con un intervalo no menor de tres días ni mayor de quince según la urgencia o complejidad del caso, en la que se producirá la prueba y se oirá a las partes, las que podrán ampliar la fundamentación o desistir de algunos motivos, pero no podrán introducir otros nuevos, salvo los previstos para el recurso de revisión.

Artículo 402.- Deliberación.- Concluido el trámite fijado en el artículo anterior, los Jueces se reunirán a deliberar de conformidad a las normas que regulan el juicio común en cuanto fueran aplicables.


Si la importancia de las cuestiones a resolver o lo avanzado de la hora lo justificara, la deliberación podrá ser diferida para otra fecha.


El presidente deberá señalar el tiempo de estudio para cada miembro del Tribunal.


La resolución se dictará dentro de los veinte, seis o diez días de concluida la audiencia de trámite y según los casos del artículo 398, respetándose en lo pertinente lo dispuesto para la que se dicte en juicio común.

Artículo 403.- Decisión.- La sentencia o auto se dictará por mayoría de votos y en las condiciones previstas en el artículo 138; en su caso, si ésta no se obtuviere para la escala o monto de la sanción, deberá aplicarse el término medio de todos lo votos.


El recurso permitirá, dentro de los límites fijados en el artículo 391, el examen y corrección de las cuestiones impugnadas.

Artículo 404.- Revocación o anulación total o parcial.- El Tribunal que hiciera lugar al recurso, según corresponda, revocará o anulará total o parcialmente la resolución impugnada y ordenará el reenvío para la renovación de la actividad que se trate, indicándose en su caso el objeto concreto del nuevo juicio, procedimiento o resolución.


Cuando de la decisión resulte la absolución del procesado, la extinción de la acción o la pena, el cese de una medida de seguridad, o sea evidente que para dictar una nueva sentencia o resolución no es necesaria la realización de un nuevo juicio o procedimiento, el Tribunal resolverá directamente sin reenvío, siempre que se preserve el derecho del imputado a la doble instancia recursiva.

Artículo 405.- Reenvío.- Si se reenvía a un nuevo juicio o procedimiento, no podrán intervenir los jueces que hubieran conocido en el anterior.


Si el reenvío procede como consecuencia de un recurso del imputado, en el nuevo juicio no podrá aplicarse una pena superior a la impuesta en el primero.


Si en el nuevo juicio se obtiene una segunda absolución, esta decisión no será susceptible de impugnación alguna.

Artículo 406.- Omisiones de la sentencia de primera instancia.- El Tribunal decidirá sobre los puntos omitidos en la sentencia de primera instancia, aunque no se hubiese pedido aclaratoria, siempre que no implique agravación de la situación del imputado y se solicitare el respectivo pronunciamiento.

Artículo 407.- Libertad del imputado.- El Tribunal ordenará inmediatamente la libertad del imputado, cuando por efecto de su decisión debiera cesar su encarcelamiento.

Artículo 408.- Comunicaciones.- Todas las sentencias que dictara el Tribunal de Apelación deberán ser comunicadas al Registro Unico de Antecedentes Penales.

TITULO IV

Revisión

Artículo 409.- Procedencia.- El recurso de revisión procederá en todo tiempo y en favor del condenado, contra la sentencia firme:

1. cuando los hechos establecidos como fundamento de la condena fueran inconciliables con los fijados por otra sentencia penal irrevocable;

2. cuando la sentencia impugnada se hubiera fundado en prueba documental o testifical, cuya falsedad hubiese sido declarada en fallo posterior irrevocable;

3. cuando la sentencia condenatoria hubiese sido pronunciada a consecuencia de prevaricato, cohecho, violencia o maquinación fraudulenta, cuya existencia hubiera sido declarada en fallo posterior irrevocable o establecido en proceso, aunque no hubiese podido llegarse a dicho fallo por haber mediado una causal extintiva o que imposibilitó proseguir el ejercicio de la acción;

4. cuando después de la condena sobrevinieran nuevos hechos o elementos de prueba que, solos o unidos a los ya examinados en el proceso, hicieran evidente que el hecho delictuoso no existió, que el condenado no lo cometió, o no se dieron las circunstancias agravantes típicas que el Tribunal tuvo en cuenta al pronunciar aquélla.

Artículo 410.- Titularidad y pretensión.- El recurso de revisión podrá ser ejercido por el defensor o por el condenado. Si este fuera incapaz, por sus representantes legales, si hubiera fallecido o hubiese sido declarado ausente con presunción de fallecimiento, por su cónyuge, ascendientes, descendientes o hermanos.


Para ser admisible, deberá limitarse a demostrar la inexistencia del hecho delictuoso o de una circunstancia que contribuyó a agravar la pena o la no comisión por el condenado o la falta de la prueba en que se basó la condena, fundada en cualquiera de los incisos del artículo anterior.


Cuando la revisión fuera solicitada después de la muerte del condenado, para ser admisible, sólo podrá tender a probar la inexistencia del hecho o que aquél no lo cometió.

Artículo 411.- Interposición.- El recurso de revisión será interpuesto ante la Corte Suprema de Justicia, personalmente o por mandatario y para ser admisible deberá contener la concreta referencia de los motivos en que se funda y las disposiciones legales aplicables.


Si se motivara en uno de los tres primeros incisos del artículo 409, se acompañará copia de la sentencia pertinente y en todos los casos, si correspondiera, se ofrecerán las pruebas demostrativas de los extremos invocados, acompañándoselas si existieran, para su válida admisibilidad.

Artículo 412.- Trámite.- Si el recurso de revisión fuera en principio admisible, el Presidente del Tribunal dispondrá que se corra vista al Procurador General, quien tendrá intervención necesaria como parte, por el término de diez días.


Evacuada la vista, si no correspondiera recepcionar prueba se dictará sin más trámite la providencia de autos. Si correspondiera, dispondrá la recepción de la prueba ofrecida y discusión final, en audiencia pública que se regirá por las normas del juicio común.

Artículo 413.- Suspensión de la ejecución.- En cualquier momento del trámite la Corte Suprema podrá suspender la ejecución de la sentencia impugnada y disponer la libertad del condenado con o sin caución.

Artículo 414.- Sentencia.- Si al pronunciarse el Tribunal acogiera el motivo de revisión alegado, anulará la sentencia impugnada pudiendo dictar directamente la sentencia o remitir a nuevo juicio la causa cuando el caso lo requiera.

Artículo 415.- Nuevo recurso.- El rechazo del recurso de revisión no perjudicará el derecho de presentar nuevas instancias fundadas en elementos distintos.

TITULO V

Recurso Extraordinario

Articulo 416.- Objeto.- Contra las sentencias definitivas del Tribunal de apelaciones o contra aquellas decisiones que pongan fin al procedimiento, extingan la acción o la pena o denieguen la extinción, conmutación o suspensión de la pena, se podrá deducir recurso extraordinario.

Articulo 417.- Motivos.- El recurso extraordinario procederá exclusivamente cuando la sentencia o el auto impugnado evidencia una contradicción relevante con un fallo anterior de un Tribunal de apelaciones o de la Corte Suprema de Justicia o cuando se hubieran violado las formas sustanciales del procedimiento.

Artículo 418.- Trámite y resolución.- El recurso extraordinario se interpondrá ante la Corte Suprema de Justicia de la Provincia, que intervendrá en el mismo.


Para la tramitación y resolución del mismo serán aplicables, en lo pertinente, las disposiciones del recurso de inconstitucionalidad previsto en la Ley 7.055 o la que en lo sucesivo la sustituya.

LIBRO VI

EJECUCION

TITULO I

Ejecución Penal

Capítulo I

Función del Juez de Ejecución

Artículo 419.- Atribuciones.- El Juez de Ejecución deberá:

1. controlar que se respeten todas las garantías constitucionales, de Tratados Internacionales con idéntica jerarquía y las dispuestas por este Código, con relación al trato que debiera dispensarse a los condenados, presos y personas sometidas a medidas de seguridad;

2. controlar el cumplimiento de las penas privativas de libertad respecto de los condenados mayores de dieciocho años al momento de la comisión del delito. Con este fin podrá convocar a su despacho a los penados para mantener con ellos una comunicación directa y reservada, así como disponer inspecciones periódicas en los establecimientos donde se alojaran, las que cumplirá personalmente o comisionando alguno de sus auxiliares judiciales;

3. resolver todas las instancias o incidentes que se suscitaran en la etapa de ejecución de la pena respecto de los condenados, unificando penas de acuerdo a la ley penal, cuando así correspondiere;

4. entender en los recursos contra las sanciones disciplinarias aplicadas por las autoridades carcelarias a los penados a que hace referencia el inciso segundo, en los casos que este Código establece;

5. controlar el cumplimiento de las medidas de seguridad decididas por sentencia definitiva;

6. coordinar y supervisar el tratamiento post-carcelario, con la colaboración del Patronato de Liberados y de las asociaciones particulares previamente admitidas para desarrollar esa actividad de asistencia y ayuda del liberado;

7. dejar sin efecto o modificar la pena impuesta cuyo control le incumbe, o las condiciones de su cumplimiento, por haber entrado en vigencia una ley más benigna o en virtud de otra razón legal;

8. disponer que la prisión domiciliaria se cumpla bajo la inspección o vigilancia de la autoridad que designe;

9. controlar la observancia de las instrucciones e imposiciones establecidas al suspenderse el procedimiento a prueba según lo dispuesto en el artículo 25.

Artículo 420.- Orientación funcional.- En su cometido el Juez de Ejecución tenderá, en lo posible, a:

1. mitigar los efectos negativos del encarcelamiento, promoviendo la aplicación del régimen abierto cuando procediera;

2. propender a la obtención del consenso del condenado respecto del tratamiento que se determine;

3. orientar la fase ejecutiva a la personalización del encarcelado, procurando la adecuación del contenido y del tiempo de la pena o, en su caso, de la medida de seguridad, a la evolución de la personalidad del interno, sobre la base de los estudios y consideraciones técnico-científicas del equipo interdisciplinario interviniente;

4. favorecer la individualización del tratamiento de acuerdo a los medios científicos más adecuados al caso para lograr el fin de la ejecución penal. En este sentido se inclinará por las modalidades alternativas que gradualmente fueran reintegrando un espacio de autonomía al interno, fortificando su capacidad de responsabilidad con el ejercicio, cada vez más exigente, de procesos positivos de aprendizaje social;

5. hacer cumplir el principio de legalidad en la ejecución de la pena, amparando y resolviendo a favor del otorgamiento de los derechos y beneficios del penado cuando, de la verificación objetiva de los resultados del tratamiento así correspondiera, de acuerdo a la ley y a la reglamentación vigente;

6. fomentar, en cuanto la ley lo autorice, el contacto del penado con el medio adonde deberá retornar una vez agotada su condena, facilitando así el objetivo de su reinserción social;

7. aprovechar y controlar la reglamentaria participación privada, especialmente de asociaciones o grupos intermedios, en la reeducación de los internos.

Capítulo II

Penas

Artículo 421.- Pena privativa de libertad.- Una vez firme la sentencia que ordenara cumplir efectivamente pena privativa de libertad, el Tribunal dispondrá el inmediato encarcelamiento del condenado si éste no estuviera sometido a prisión preventiva, y se pondrán las actuaciones y el preso a disposición del Juez de Ejecución.

Artículo 422.- Ejecución diferida.- Si con el tiempo de prisión preventiva antes cumplido, el condenado se encontrara habilitado para solicitar su libertad condicional, el Tribunal de Juicio podrá diferir la ejecución de la sentencia comunicando la circunstancia al Tribunal de Ejecución, quien ordenará el encarcelamiento si fuera denegada la libertad condicional solicitada.

Artículo 423.- Revocación de la condena condicional.- El Tribunal que condenara por la comisión de un nuevo delito al beneficiario de una anterior condenación condicional, será competente para revocarla y proceder conforme a lo dispuesto sobre acumulación de penas. Si no se cumpliera la regla precedente, lo hará el Tribunal que hubiera aplicado la pena mayor.

Artículo 424.- Cómputo.- El Juez de Ejecución practicará el cómputo o, en su caso, revisará el practicado en la sentencia fijando la fecha de vencimiento de la pena notificándolo al Fiscal, al condenado y a su defensor, quienes podrán interponer el recurso de reposición.


El cómputo podrá reformarse siempre que se comprobara su error o nuevas circunstancias lo hicieran necesario.

Artículo 425.- Comunicaciones.- El Juez de Ejecución dispondrá remitir testimonio de la sentencia condenatoria firme al establecimiento donde se encontrara alojado el condenado, y expedirá comunicaciones al Registro Unico de Antecedentes Penales de la Provincia, al Registro Nacional de Reincidencias y a los organismos que establezca la reglamentación.

Artículo 426.- Accesoria, inhabilitación y multa.- Cuando la pena privativa de libertad importara la accesoria del artículo 12 de Código Penal, o se condenara a inhabilitación absoluta, a inhabilitación especial, o a pena de multa, el Juez de Ejecución ordenará las anotaciones y comunicaciones que correspondan. Dispondrá, en su caso, el secuestro de documentos para realizar la actividad temporalmente vedada y exigirá copia de la boleta de depósito del importe de la multa en una cuenta especial del banco que la reglamentación designe con identificación de la causa judicial a la que se refiere.


Si el depósito no se efectuara en el plazo fijado, la sentencia se ejecutará por el Fiscal ante el Tribunal con competencia civil.


Los importes provenientes de las multas referidas se destinarán al Ministerio Público Fiscal para el eventual pago de costas y, cuando la ley lo disponga, a un fondo para el mantenimiento de la defensa oficial, en la proporción que la reglamentación establezca.

Artículo 427.- Rehabilitación.- El inhabilitado podrá solicitar su rehabilitación por instancia escrita ante el Juez de Ejecución, acompañando copia certificada de la sentencia respectiva y ofreciendo la prueba en que fundara su pretensión.


Si la presentación resultara admisible, el Juez correrá vista al Fiscal por el término de tres días, posibilitándole ofrecer pruebas o hacer observaciones previas y siguiéndose los lineamientos regulados para la sustanciación de los incidentes durante la ejecución.

Artículo 428.- Ley más benigna.- El Juez de Ejecución resolverá el incidente planteado para dejar sin efecto o modificar la condena firme impuesta, con fundamento en la entrada en vigencia de una ley más benigna o en virtud de otra razón legal, rigiendo al respecto las normas del juicio común en cuanto fueran aplicables.

Artículo 429.- Internación hospitalaria.- En caso de urgencia la autoridad penitenciaria podrá disponer la internación de un condenado en un establecimiento sanitario, dando cuenta inmediata al Juez de Ejecución, quien ratificará o revocará la medida después de recoger la información pertinente.


El tiempo de internación se computará a los fines de la pena, siempre que la enfermedad no fuera simulada o provocada para sustraerse a su cumplimiento.

Artículo 430.- Visitas íntimas.- El Juez de Ejecución asegurará que las visitas íntimas periódicas, recibidas por los encarcelados, se lleven a cabo en lugares adecuados que preserven la dignidad y la reserva.

Artículo 431.- Incidentes y defensa técnica.- El Ministerio Público Fiscal, el condenado y su defensor, podrán plantear incidentes relativos a la ejecución o extinción de la pena.


Para su asesoramiento en ellos, continuará ejerciendo la asistencia técnica el defensor designado con anterioridad, pero si éste renunciara, el condenado podrá elegir nuevo defensor de confianza; si no lo hiciera, el Juez le designará de inmediato un defensor de oficio.


La administración penitenciaria podrá también deducir por vía incidental la pretensión del descuento del producto total correspondiente al trabajo del interno, por la reparación de daños intencionales o culposos que éste hubiera ocasionado al establecimiento, así como toda otra materia de la Ley Penitenciaria que se estimara debe ser jurisdiccionalmente resuelta.

Artículo 432.- Participación.- Siempre que la incidencia lo requiera, se recabará la información técnica a los especialistas del equipo interdisciplinario criminológico sobre cuya materia se estimara relevante el dictamen, concediendo el plazo necesario para los estudios previos si fuera menester. También cuando las circunstancias lo hicieran aconsejable el Juez podrá dar participación a la autoridad penitenciaria y/o a otros organismos o personas públicos o privados.

Artículo 433.- Sustanciación.- Si no desestimara liminarmente la pretensión por improcedente, el Juez, dentro del término de tres días en los cuales permitirá acceder al conocimiento de todos los antecedentes a los interesados, convocará a una audiencia oral donde se leerá la prueba anticipada, se producirá la restante, oirá a los intervinientes y decidirá verbalmente, pudiendo diferir la redacción de los fundamentos para el día siguiente. La resolución será apelable.

Artículo 434.- Sanción disciplinaria.- Toda sanción disciplinaria impuesta al condenado por la administración penitenciaria, que implicara internación en celda mayor de tres días o que configurara un obstáculo para el futuro otorgamiento de la libertad condicional, deberá ser notificada de inmediato, con información del contenido de lo actuado, por el Secretario del Tribunal de Ejecución al interno, quien en el acto expresará si consiente la medida o insta su revisión. En este último caso, el Juez de Ejecución oirá al sancionado y a su defensa técnica, practicará una breve averiguación sumaria, si fuere necesaria, y resolverá dentro del plazo máximo de dos días.

Artículo 435.- Medida de seguridad.- Cuando se dispusiera por sentencia la aplicación de una medida de seguridad, el Juez de Ejecución determinará, en su caso, el establecimiento adecuado donde deba cumplirla, contando con la posibilidad de modificar ulteriormente su decisión y debiendo asesorarse al efecto por peritos.


Por lo menos cada seis meses el establecimiento de mención, informará sobre todas las circunstancias que influyan en la continuidad o cesación de la medida o en la modificación del tratamiento que se dispense.


Cuando el Tribunal tuviera noticia de la desaparición de las causas motivantes de la internación, lo hará saber al Ministerio Público Fiscal y al interesado, o a quien ejercite su curatela, para que ofrezcan pruebas y concurran a la audiencia oral en la fecha inmediata que se fije, requiriendo el dictamen de por lo menos dos peritos. La resolución podrá ordenar el cese de la medida de seguridad o la modificación de la forma en que se cumplía.

Artículo 436.- Solicitud de conmutación.- Además de requerir a la Corte Suprema de Justicia el informe previo al que alude la Constitución de la Provincia, la autoridad administrativa, conforme a la reglamentación establecida al efecto, remitirá al Juez de Ejecución el legajo formado con motivo de la solicitud de conmutación.


El Tribunal referido evaluará la procedencia y proporción del acortamiento de la pena, como fórmula de individualización ejecutiva de la misma, después de entrevistar y oír al interno.


El pronunciamiento jurisdiccional, con fundamento en los dictámenes interdisciplinarios criminológicos y en las conclusiones penitenciarias, tendrá la forma de recomendación técnica no vinculante a los fines de la atribución conferida al Poder Ejecutivo por el artículo 72 de la Constitución Provincial.

Capítulo III

Libertad condicional

Artículo 437.- Solicitud.- El incidente de libertad condicional podrá ser promovido por el condenado o su defensor por intermedio de la Dirección del establecimiento donde se encontrara. En el caso del artículo 422 el condenado o su defensor presentará la solicitud directamente ante el Tribunal que dictara la sentencia, el que requerirá el informe correspondiente a la Dirección del establecimiento donde aquél hubiera estado detenido.

Artículo 438.- Recaudos.- La Dirección del Servicio Penitenciario remitirá al Juez de Ejecución la solicitud acompañada de los siguientes recaudos:

1. un informe sobre el modo en que el peticionario observó los reglamentos carcelarios en cada uno de los establecimientos en que estuvo alojado en relación a la condena, con especificación de las sanciones impuestas, fecha, causas de las mismas, calificación de su conducta, grado de instrucción adquirido, dedicación y aptitud para el trabajo, lugar en que fijará su residencia en caso de otorgamiento, y apoyo moral y material con que pudiera contar en caso de ser liberado;

2. calificación de concepto y juicio, del organismo técnico criminológico, acerca del grado de recuperación alcanzado por el interno.

Artículo 439.- Cómputo y antecedentes.- El Juez de Ejecución requerirá del Secretario informe sobre el tiempo de condena cumplido por el solicitante y sus antecedentes, antes de convocar a la audiencia prevista en el artículo 433 en la que participará necesariamente el Ministerio Público Fiscal.

Artículo 440.- Condiciones.- Cuando la libertad le fuera otorgada, en el auto se fijarán las condiciones e instrucciones según lo establecido por la ley penal, y el liberado, en el acto de la notificación, deberá prometer que las cumplirá. El Secretario le entregará una copia de la resolución, la que deberá conservar y presentar a la autoridad competente cada vez que le fuera requerida.

Artículo 441.- Comunicación.- El otorgamiento de la libertad condicional se comunicará a la Dirección del Servicio Penitenciario, al Registro Unico de Antecedentes Penales de la Provincia y al Patronato de Liberados bajo cuyo cuidado quedara el beneficiario.

Artículo 442.- Nueva solicitud.- Cuando se denegara la libertad condicional, no podrá renovarse la solicitud antes de los seis meses de la resolución denegatoria, salvo que ésta se fundara en no haberse cumplido los plazos establecidos en el Código Penal, en cuyo caso podrá reiterarse la solicitud una vez cumplido el plazo.

Artículo 443.- Revocación.- Siempre que no procediera por unificación de penas, el incidente de revocación será promovido de oficio o a pedido del Fiscal o del Patronato de Liberados ante el Juez de Ejecución. Podrá ordenarse la privación de libertad del condenado hasta que se resuelva la incidencia. El Juez de Ejecución, en su caso, dispondrá practicar nuevo cómputo.

TITULO II

Costas e indemnizaciones

Capítulo I

Costas

Artículo 444.- Oportunidad.- Toda decisión que pusiera fin a la causa o a un incidente, deberá resolver sobre el pago de las costas procesales y a cargo de quien corresponden.

Artículo 445.- Contenido.- Las costas procesales consistirán en:

1. la tasa de justicia o cualquier otro tributo que corresponda por la actuación judicial;

2. los gastos originados durante la tramitación del procedimiento;

3. los honorarios de los abogados, de los peritos, asesores técnicos, traductores e intérpretes.

Artículo 446.- Liquidación de gastos.- Resuelta la imposición de costas, las partes practicarán una planilla donde detallarán los gastos sufragados en la actividad realizada durante el procedimiento. El Ministerio Público Fiscal estimará las costas y gastos que haya devengado su actuación conforme con la reglamentación que oportunamente se establecerá.

Artículo 447.- Determinación de costas.- Practicadas las planillas que contengan las costas, se pondrán de manifiesto público en la Oficina de Gestión Judicial siguiéndose el trámite previsto en el Código de Procesal Civil y Comercial hasta su firmeza. La ejecución de las costas se hará en la sede civil competente.

Artículo 448.- Imposición.- Las costas serán impuestas a la parte vencida aunque no mediara pedido expreso, salvo:

1. cuando la parte vencida reconociera como fundadas las pretensiones de su adversario y lo hubiera exteriorizado en término;

2. cuando se reconociera razón plausible para actuar en el procedimiento.

Artículo 449.- Personas exentas.- Los abogados que actuaran como funcionarios del Ministerio Público Fiscal o como patrocinantes o defensores en el procedimiento, no podrán ser condenados en costas, salvo el caso de notorio desconocimiento del derecho o de grave negligencia en el desempeño de sus funciones, o cuando especialmente en este Código se dispusiera lo contrario, sin perjuicio de la responsabilidad penal o disciplinaria en que incurrieran.

Artículo 450.- Procedimiento abreviado.- Cuando se acordara el procedimiento abreviado, cada parte soportará sus propias costas.

Artículo 451.- Pluralidad de condenados.- Cuando fueran varios los condenados al pago de costas, el Tribunal fijará la parte proporcional que corresponda a cada uno, sin perjuicio de la solidaridad que establece la ley civil.

Capítulo II

Indemnizaciones

Artículo 452.- Revisión.- Cuando a causa de un recurso de revisión el condenado fuera absuelto o se le impusiera una pena menor, tendrá derecho a ser indemnizado por el Estado provincial en razón del tiempo de privación de libertad o inhabilitación sufrida, o por el sufrido en exceso, salvo que él hubiera contribuido responsablemente a su propia condena.


Tendrá también derecho a una indemnización por la multa pagada o su exceso.


Igual derecho tendrá cuando el recurso de revisión versara sobre una medida de seguridad.

Artículo 453.- Encarcelamiento preventivo o internación provisional.- Cuando el imputado fuera absuelto o sobreseído, tendrá derecho a ser indemnizado por el Estado provincial por los días de prisión cautelar sufrido o por el tiempo que duró la internación provisional, siempre y cuando se demostrara la ausencia de los presupuestos que debieron legitimar la medida de coerción.

Artículo 454.- Competencia.- La indemnización deberá ser demandada ante el tribunal civil competente contra el Estado provincial, sin perjuicio del derecho de éste a repetir de quien considere responsable.

Artículo 455.- Ley más benigna.- La aplicación de una ley posterior más benigna no habilitará a la indemnización aquí regulada.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 456.- Vigencia.- Este Código entrará en vigencia a partir del 1º de julio del año 2007.


Facúltase al Poder Ejecutivo a prorrogar el plazo establecido en el párrafo anterior, por única vez por el término de noventa (90) días.


A partir de la entrada en vigencia del Código, queda derogada la Ley 6.740, sus modificatorias y todas las leyes que se le opongan, salvo para los casos dispuestos en el artículo siguiente.

Artículo 457.- Integración transitoria de la Cámara de Apelaciones.- En aquellas circunscripciones donde a la entrada de vigencia del código sólo existiera número suficiente de jueces para integrar una sola sala de la Cámara de Apelaciones, en las impugnaciones dirigidas contra actos de la investigación penal preparatoria intervendrá otra Sala de la Circunscripción más próxima, hasta tanto se creen los órganos jurisdiccionales suficientes.

Artículo 458.- Causas en trámite.- Subsistirá la aplicación del Código Procesal Penal anterior para todas aquellas causas en las que se hubiera comenzado a producir prueba en el plenario o en defecto de ella, se hubiera decretado el llamamiento de autos para sentencia. A fin de establecer el número de jueces que continuarán con esos trámites y los de la Alzada, y el modo en que se distribuirán las causas, la Corte Suprema de Justicia dictará la reglamentación pertinente.


Las causas por delitos de acción pública, que no hubieran llegado a las etapas consignadas precedentemente, serán remitidas a partir de la vigencia de la presente ley al Ministerio Público Fiscal quien continuará el trámite conforme a las reglas del presente Código. La reglamentación que se dicte establecerá la distribución de dichas causas en los Fiscales de Distrito atendiendo a su competencia territorial.


La declaración indagatoria recibida por los jueces tendrá el valor que este Código otorga a la declaración del imputado en la audiencia imputativa.


El Ministerio Público Fiscal procederá a rehacer la acusación conforme a las disposiciones de este Código, considerando la documentación de la etapa instructoria como preparatoria de su requisitoria.


Las causas por delitos de acción privada que no hubieran llegado a las instancias contempladas precedentemente serán distribuidas en los Tribunales de Juicio según la reglamentación que oportunamente se dicte y se notificará a las partes para que adecuen el procedimiento a las normas contenidas en el presente Código.


El Tribunal de Ejecución continuará su labor adecuándola de inmediato a las disposiciones de este Código.

Artículo 459.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Rosúa – Obeid

proyecto de ley original (Expte. Nº 15.153 – DB)

Proyecto de Código Procesal Penal de la Provincia de Santa Fe

Exposición de motivos


La Provincia de Santa Fe tiene en la hora actual, el extraño privilegio de ser la única en nuestro país, que conserva un sistema procesal penal digno de considerarse paradigmático como modelo inquisitivo. Es que nuestra provincia se ha mantenido al margen de todos los avances en la materia y por ello su juicio penal es el único que tramita por escrito. En efecto, luego de las reformas que se han venido produciendo tanto en el ámbito provincial desde 1939, cuando Córdoba encabeza el llamado movimiento de “códigos modernos”, con la introducción del juicio público y oral, el paso siguiente lo constituyó erradicar la figura del Juez de Instrucción para reemplazarlo por un Fiscal protagonista que con responsabilidad se encargara de conseguir todo el material que le sería necesario para fundar su acusación. Así lo hizo en su momento la reforma de la Provincia de Tucumán, luego siguió sus pasos Córdoba (aunque su proyecto había servido de modelo a aquella) y finalmente la Provincia de Buenos Aires.


El proyecto que hoy se pone a consideración del Poder Legislativo de Santa Fe, es el fruto de un arduo trabajo de más de un año, llevado a cabo a partir de 1992 y de un debate productivo que se realizó en casi todas las ciudades de nuestra provincia con todos los operadores que estuvieron interesados en opinar. Asimismo, fue en su momento puesto a la consideración de las cátedras de Derecho Procesal Penal más caracterizadas del país
, y lo que fue un anteproyecto, se convirtió luego en este producto que seguramente perfectible, hoy pretende ser un modelo moderno donde exista simpleza en el procedimiento, responsabilidad en los operadores, y transparencia en las garantías. Se han aprovechado todas las críticas que se recibieron en aquella oportunidad en que conformada la Comisión Bicameral que crea la Ley Nº 10.545, fueron sus redactores técnicos los Dres. Víctor R. Corvalán,(abogado penalista, profesor de Derecho Procesal Penal en la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional de Rosario y en la PUCA), Julio de Olazábal (Juez de la Cámara de Apelación en lo Penal de Santa Fe y Profesor de Derecho Penal en la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la Universidad Nacional del Litoral), Ramón T. Ríos (Juez de la Cámara de Apelación en lo Penal de Rosario y Profesor de Derecho Procesal Penal en la PUCA), y Jorge Vázquez Rossi (abogado penalista y Profesor de Derecho Procesal Penal en la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la Universidad Nacional del Litoral). Cabe destacar que los redactores, dejaron muchas veces de lado sus opiniones personales, en aras a consensuar un producto coherente con los principios que lo sustentan y factible de llevar a la práctica en la reforma judicial que necesariamente deberá practicarse.

En momentos en que en la sociedad se debaten temas relacionados con la inseguridad ciudadana y rural, la impunidad y el colapso en que se encuentra sumido el sistema de enjuiciamiento penal, el proyecto aparece buscando el marco de las tendencias más modernas de la cultura jurídica mundial, donde se definen con claridad la plena vigencia operativa de las garantías básicas tanto de la víctima como de imputados. Se viene a cumplir no sólo con la Constitución Nacional originaria, sino con el advenimiento de los Pactos Internacionales que se introducen en 1994 a su texto. Así se dinamiza la investigación penal preparatoria, que se le confía exclusivamente al Ministerio Público Fiscal, para reservarle al Juez su auténtica función de tercero imparcial. Se incorpora a la víctima, o mejor dicho a quien alega tal condición, para que asuma una condición procesal digna y acorde con el conflicto que padeció. Se instituye por fin el juicio público y oral como instancia central, para el juzgamiento en instancia única, superando definitivamente los modelos inquisitivos que comprometían con la actividad probatoria a la función jurisdiccional.


El anteproyecto originario ha sido respetado en toda su estructura y actualizado solamente en dos temas. Se ha introducido en primer lugar, la novedad del juicio por jurados, dando cumplimiento al mandato de la Constitución Nacional (arts. 24, 75 inc. 12 y 118). El jurado querido por la Constitución Nacional funcionará en Santa Fe a opción del imputado. Pero en un primer momento tendrán este derecho, solamente aquellos acusados de un delito cometido en ocasión de funciones públicas provinciales electivas. Así el mismo pueblo que lo votó para el cargo (desde presidente comunal hasta el propio gobernador, pasando por los concejales, diputados y senadores provinciales), será el encargado de autorizar su juzgamiento penal. El jurado se constituirá como muestra representativa de la sociedad donde ha ocurrido el hecho, y su regulación quedará ordenada en una posterior reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial (10.160). El otro se relaciona con el tiempo de entrada en vigencia. Se ha preferido una vigencia progresiva para ir acomodando la nueva estructura que permitirá un eficaz funcionamiento del sistema. Así, irán incorporándose al nuevo régimen procedimental distintas zonas de la provincia delimitadas por las actuales circunscripciones judiciales y cada período de dos años. Se comienza por el norte de la provincia, luego se pasa al centro, luego al sur, para finalmente regir en la circunscripción número dos y por último en la Capital. De esta forma en el término de diez años, el Código estaría rigiendo en toda la provincia, con la posibilidad de que los plazos se acorten por decisión del Poder Ejecutivo a quien la norma proyectada faculta para precipitar la vigencia.

Ha sido especial preocupación de quienes redactaron este proyecto, el respeto por los principios del sistema acusatorio, que en definitiva es el que pretende imponer nuestra Constitución Nacional y que nunca pudo lograrse por la preeminencia ideológica y cultural de la tradición autoritaria e inquisitorial, heredada primero de España (antiguo Código Nacional) y luego, el llamado modelo mixto copiado de Italia (Código de Córdoba de 1939).


Así se pone fin a la confusión entre la función de investigar y juzgar, al definir que la primer tarea le corresponde exclusivamente al actor penal (sea el Fiscal o en su caso el querellante), y la segunda al Juez (actuando en forma unipersonal o colegiada). Hoy la jerarquización del Ministerio Público Fiscal, resulta indiscutible desde su nueva inserción como cuarta función en la Constitución Nacional de 1994, hasta el reconocimiento del papel que como representante de los intereses generales asume. En materia del ejercicio de la acción por parte del Ministerio Público Fiscal, el proyecto se prepara para en su momento atender a la modificación puntual de la legislación de fondo de competencia del Congreso de la Nación, mediante la introducción lisa y llana del principio de oportunidad en su ejercicio. Ello implicará manejar de un modo realista la persecución penal, atendiendo las causas en función de las posibilidades que se tienen en orden a la infraestructura con que se cuenta. Con un criterio transparente de prioridades se procederá a sincerar una práctica hoy vigente, para conseguir con eficacia la actuación óptima de los recursos humanos y materiales disponibles, en aquellas causas que por diversas razones de política criminal, aconsejen su prioritaria atención.


La estructura del Ministerio Público Fiscal seguirá conservando su jerarquía vertical, con su cabeza en el Procurador General ante la Corte Suprema, de quien dependerán los Fiscales Generales, los Fiscales de Distrito y los Fiscales Adjuntos. Estos dos últimos serán los encargados de la Investigación Penal Preparatoria, dentro del ámbito territorial que les corresponda.


La persona que alega su condición de víctima en el procedimiento penal, ha sido particularmente reivindicada por el proyecto, devolviéndole su expropiada participación, señalándose sus derechos, brindándole asistencia de toda índole mediante un centro que específicamente corresponde crear a tales fines. Se ha mantenido la idea originaria de otorgarle a la víctima, la posibilidad de asumir la calidad de querellante adhesivo, en un juego donde ante discrepancias con el fiscal de distrito, pueda acudir al superior en la búsqueda de que se atiendan sus inquietudes. La experiencia práctica ha motivado la supresión del actor civil tal como hoy se lo regula, para optar por una alternativa muy simple: si el imputado resultó condenado, aquella víctima que había actuado como querellante adhesivo, puede presentarse ante el mismo Tribunal que dictó la sentencia, para hacer su reclamación civil, la que será atendida en un procedimiento sencillo y rápido. Ello permitirá ampliar la sentencia con el contenido resarcitorio, siempre y cuando, sean los mismos hechos en que se basa la responsabilidad civil que aquellos debatidos en el juicio penal. A esta solución se llega luego de intensas discusiones, entre los partidarios de la supresión total de la figura del actor civil, y quienes entendían necesaria contemplarla aunque con limitaciones, para permitir el funcionamiento del artículo 29 del Código Penal.


Así como se otorgan amplios poderes al Fiscal, se ha procurado investir al imputado de la plena operatividad de las garantías constitucionales, fundamentalmente del derecho de defensa. Siguiendo la moderna tendencia en la materia, la declaración del imputado para ser válida como elemento incriminante, deberá contar ineludiblemente con la presencia del defensor, no como ocurre actualmente donde puede autorizarse que confiese sin haber recibido adecuado asesoramiento técnico. Con ello se persigue el objetivo de que la prueba de cargo en el Estado de Derecho, debe conseguirse al margen de la voluntad del imputado.


Uno de los temas más relevantes en el proyecto, lo constituye el atinente a las opciones entre supuestos de libertad durante el proceso y privación cautelar de la misma. La libertad se constituye en la regla y la prisión la excepción a regular, con diversas alternativas que intentan asegurar su presencia a la hora de la sentencia, sin necesidad de extremar su encierro para que en determinados casos se convierta en una pena anticipada.


La función de juzgamiento ha quedado definida de modo cabal, sin ambigüedades, al carecer por completo el Tribunal de facultades oficiosas para traer pruebas, lo que en el sistema acusatorio le corresponde exclusivamente a las partes. Así será un tercero imparcial e impartivo, quien en una audiencia sumaria, pero pública y oral, resolverá rápidamente las instancias de las partes durante la investigación preparatoria, o atenderá la producción probatoria y los alegatos en el juicio.


La colegiación del Tribunal aparece como una garantía, que en la primer etapa puede no estar si lo aceptan las partes, pero que será obligatoria en el juicio. Se elimina la llamada competencia correccional tal como hoy se conoce, al no encontrar justificación la diferencia de procedimiento por un determinado monto de pena, pero manteniendo la posibilidad de la especialización en función de la materia culposa.


Siguiendo la correcta jurisprudencia adoptada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación (Casos Tarifeño, García y otros) si el Fiscal no mantiene la acusación en todo el debate, corresponde absolver al imputado, y además, el Tribunal no podrá nunca aplicar una pena mayor que la peticionada por el actor penal.


Siempre la Corte Suprema de Justicia seguirá siendo competente como órgano jurisdiccional máximo, para intervenir en los recursos de inconstitucionalidad provincial, pero se deberá crear la Cámara de Casación, como Tribunal indispensable en la metodología de la oralidad para el debate en única instancia pública.


La simplificación recursiva es un dato donde el proyecto innova notablemente, ya que se suprime definitivamente el recurso de apelación. En la inteligencia de que los recursos son siempre el “remedio” frente a resoluciones que agravian a las partes, se trata precisamente de realizar una medicina preventiva, valga la metáfora, evitando los males que justifican su regulación. Por ello las partes pueden solicitar al Juez de la Investigación Penal Preparatoria, que en principio actúa unipersonalmente, que se colegie en un Tribunal de tres miembros, para que intervengan inicialmente en el caso.


Finalmente el proyecto contempla los institutos de la suspensión del proceso a prueba, y el procedimiento abreviado. Este último con una amplitud de procedencia que queda convertido en un verdadero negocio jurídico entre el fiscal y la defensa, con la participación del querellante adhesivo si lo hubiere. Así se abreviará todo el trámite procedimental en todos los casos donde las parte llegaren a un acuerdo respecto del hecho, su calificación jurídico penal, y la pena solicitada. Es que no tiene sentido un juicio ante la ausencia de contradicciones que hacen a su esencia.


Obviamente el proyecto que se presenta deberá ser integrado con una ley especial de implementación, la que deberá contemplar la existencia de una Comisión encargada del seguimiento de la misma, que proyecte las modificaciones necesarias a introducir en la Ley Orgánica del Poder Judicial Nº 10.160, sobre todo con la innovación del Jurado. Además esa Comisión deberá proyectar durante el período de vacatio legis, la creación del Servicio Oficial de Defensa, el Centro de Asistencia a la Víctima, y el Registro Unico de Antecedentes Penales. Ello sin perjuicio de encarar de inmediato la reforma al sistema procedimental en materia de Faltas y Contravenciones para adecuarlo coherentemente con las ideas del presente proyecto.


Somos concientes del cambio que implica implementar el proyecto que se les presenta, y sabemos la resistencia que muchos operadores ofrecerán por diversas razones. Consideramos que una adecuada racionalización y distribución de los recursos humanos y materiales existentes, sin mayores erogaciones y aprovechando lo actual, va ir permitiendo la entrada en vigencia del Código, que progresivamente se proyecta circunscripción por circunscripción. Pero tenemos la seguridad que en el peor de los casos, nunca la nueva implementación del sistema que se proyecta, brindará un servicio inferior al que actualmente tenemos.


Santa Fe debe dejar por fin, de ser una isla procesal, y definitivamente inscribir su justicia penal en el puesto de avanzada que le corresponde. Este proyecto es apenas una contribución a este avance, que necesariamente se tendrá que complementar con el aporte de todos.


La presente iniciativa fue presentada oportunamente en el año 1999, habiendo perdido estado parlamentario, pero considerando que las razones que el propio proyecto invoca en su exposición de motivos, subsisten en la actualidad, consideramos oportuno volver a impulsar el debate parlamentario en esta materia.


Hemos conversado con algunos de los autores del anteproyecto, como asimismo con integrantes de la Comisión Bicameral que lo analizara y conformara el texto definitivo del Código de Procedimientos, y existiendo plena coincidencia en cuanto a su pertinencia y oportunidad, entendemos procedente que la Provincia actualice de una vez por todas su legislación procesal penal, sin desconocer los numerosos esfuerzos parciales que hasta el momento han existido en esa dirección.


Por las razones expuestas solicitamos a los señores legisladores presten su aprobación a este proyecto.

Código Procesal Penal

Libro I

Disposiciones Generales

Título I

Normas fundamentales

Artículo 1º – Juicio previo. Nadie podrá ser penado o sometido a una medida de seguridad sin juicio previo fundado en ley anterior al hecho del proceso y sustanciado conforme a las disposiciones de este Código.

Artículo 2º – Jueces naturales y jurados. Nadie podrá ser juzgado por otros jueces que los designados de acuerdo a la Constitución. En los casos en que sea procedente, la conformación del jurado se regirá por las normas pertinentes de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Artículo 3º – Estado de inocencia. Nadie podrá ser considerado culpable mientras una sentencia firme no lo declare tal.

Artículo 4º – Non bis in idem. Nadie podrá ser acusado penalmente más de una vez por el mismo hecho.

Artículo 5º – In dubio pro reo. En caso de duda sobre los hechos deberá estarse a lo que sea más favorable al imputado.

Artículo 6º – Inviolabilidad de la defensa. La defensa en juicio deberá comprender para las partes, entre otros, los siguientes derechos: ser oídas, contar con asesoramiento y representación técnica, ofrecer prueba, controlar su producción, alegar sobre su mérito e impugnar resoluciones jurisdiccionales, en los casos y por los medios que este Código autoriza.

Artículo 7º – Derechos de la víctima. Para quien alegara verosímilmente su calidad de víctima o damnificado o acreditara interés legítimo en la Investigación Penal Preparatoria, se le reconocerá el derecho a ser informado de la participación que puede asumir en el procedimiento, del estado del mismo, de la situación del imputado y de formular las instancias de acuerdo a las disposiciones de este Código.

Artículo 8º – Restricción a la libertad. La libertad personal sólo podrá ser restringida en los límites absolutamente indispensables para evitar el entorpecimiento probatorio en la investigación y asegurar la actuación de la pretensión punitiva.

Artículo 9º – Interpretación restrictiva. Será interpretada restrictivamente toda disposición legal que coarte la libertad personal, limite el ejercicio de un poder conferido a los sujetos del proceso o establezca invalidaciones procesales o exclusiones probatorias.

Artículo 10 – Negocio jurídico procesal. Con autorización o a instancias del Tribunal, las partes podrán acordar el trámite que consideren más adecuado en cualquier etapa del procedimiento, privilegiando los objetivos de simplicidad y abreviación, salvaguardando la garantía del debido proceso y el juicio público oral.

Artículo 11 – Reglamentación. El Poder Ejecutivo dictará las normas reglamentarias de las disposiciones de este Código sin alterar su alcance y espíritu, teniendo en cuenta los proyectos remitidos por la Corte Suprema de Justicia y los Colegios de Abogados de la Provincia. El Tribunal de Casación y el Ministerio Público Fiscal elevarán sus proyectos a la Corte Suprema de Justicia a sus efectos.

Artículo 12 – Arbitración de trámite. En caso de silencio u obscuridad de este Código o de su reglamentación, se arbitrará la tramitación que deba observarse respetando las normas fundamentales del presente o aplicando supletoriamente el Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Santa Fe en cuanto fuera pertinente.

Título II

Acciones

Capítulo I

Acción Penal

Artículo 13 – Acción promovible de oficio. La preparación y el ejercicio de la acción penal pública estará a cargo del Ministerio Público Fiscal, quien podrá actuar de oficio siempre que no dependiera de instancia privada.

Artículo 14 – Acción dependiente de instancia privada. Cuando la acción penal dependiera de instancia privada, no se podrá ejercitar si las personas autorizadas por la ley penal no formularan manifestación expresa ante autoridad competente, de su interés en la persecución.

Artículo 15 – Querellante adhesivo. Quien pretendiera ser el ofendido penalmente por un delito de acción pública o sus herederos forzosos, la persona jurídica cuyo objeto fuera la protección del bien tutelado en la figura penal cuando se trate de delitos que afecten intereses colectivos o difusos, o en su defecto, cualquier habitante de la provincia, podrá intervenir en el proceso como querellante adhesivo en la forma especial que este Código establece.

Artículo 16 – Acción de ejercicio privado. La acción de ejercicio privado se ejercerá por medio de querella en la forma en que este Código establece.

Capítulo II

Obstáculos legales

Artículo 17 – Obstáculos legales. Si el ejercicio de la acción penal dependiera de desafuero, juicio político o enjuiciamiento, se observarán las condiciones y los límites establecidos por la ley.

Artículo 18 – Desafuero. Cuando hubiera mérito para formular acusación respecto de un legislador o miembro de una convención constituyente, el Fiscal se abstendrá de hacerlo y así lo declarará por requerimiento fundado, solicitando a la Cámara o Cuerpo respectivo el desafuero correspondiente. En la investigación preparatoria que brinde sustento probatorio a la decisión, no se aplicarán las disposiciones que impliquen una sujeción al proceso, o el ejercicio del poder coercitivo respecto del afectado, pero podrán recibírsele a éste las explicaciones y pruebas que quiera proporcionar. Removido que fuera el obstáculo constitucional, se formalizará la audiencia imputativa, cesando las restricciones al procedimiento común. Cuando el afectado fuera detenido, en los casos autorizados por la Constitución y la ley, el Juez pondrá inmediatamente el hecho en conocimiento de la Cámara o Cuerpo al cual pertenezca, a fin de que resuelva sobre el privilegio y la cautela. Se pondrá también en su conocimiento la causa que existiera pendiente contra quien, estando acusado, hubiera sido elegido legislador o convencional, suspendiéndose el procedimiento a su respecto hasta que se produzca el desafuero.

Artículo 19 – Antejuicio. Respecto de un funcionario sujeto a juicio político o comprendido en la ley de enjuiciamiento de magistrados por delito que constituya causal de destitución, se procederá conforme al artículo anterior en lo que fuera aplicable, librando el Fiscal las comunicaciones pertinentes al Tribunal de enjuiciamiento que corresponda. En caso que la ley autorizara la detención del afectado, se lo pondrá a disposición del Tribunal de Enjuiciamiento que corresponda.

Artículo 20 – Imposibilidad de proceder. Si el desafuero es negado o no se produce la destitución, el Fiscal declarará que no se puede proceder y dispondrá el archivo de las actuaciones.

Capítulo III

Cuestiones previas y prejudiciales

Artículo 21 – Cuestiones previas penales. Cuando la solución de un proceso penal dependiera de otro proceso penal y no correspondiera la acumulación de ambos, el ejercicio de la acción se suspenderá en el primero, cumplida la etapa de Investigación Penal Preparatoria, hasta que en el segundo se dicte sentencia firme.

Artículo 22 – Cuestiones previas no penales. Cuando la existencia del delito dependiera de cuestiones previas no penales, el ejercicio de la acción penal podrá suspenderse, hasta que el órgano correspondiente dicte resolución que haya quedado firme. La suspensión no impedirá que se realicen los actos de la Investigación Penal Preparatoria.

Artículo 23 – Prejudicialidad. Cuando la existencia del delito dependiera de cuestión prejudicial establecida por la ley, el ejercicio de la acción penal se suspenderá, hasta que en la jurisdicción respectiva recaiga sentencia firme con valor de cosa juzgada en sede penal. La suspensión no impedirá que se realicen los actos de la Investigación Penal Preparatoria.

Artículo 24 – Apreciación. Cuando se dedujera una cuestión previa o prejudicial, el Tribunal la sustanciará y al resolver podrá apreciar, no obstante lo dispuesto en los artículos anteriores, si la cuestión invocada es seria, fundada y verosímil, y en caso de que apareciera opuesta con el exclusivo propósito de dilatar el proceso, autorizará la continuación del trámite.

Capítulo IV

Excepciones

Artículo 25 – Procedencia. La defensa del imputado podrá plantear las siguientes excepciones de previo y especial pronunciamiento:

1) Falta de jurisdicción o incompetencia.

2) Falta de acción, porque no se pudo promover, o no fue legalmente promovida, o no pudiera ser proseguida, o estuviera extinguida la acción. 

3) Cosa juzgada.

4) Pendencia de causa penal.

5) Archivo por investigación penal preparatoria antecedente.

6) Falta de personalidad en el querellante exclusivo, o de personería en su representante.


Si concurrieran dos o más excepciones, deberán interponerse conjuntamente.


La excepción de cosa juzgada podrá ser planteada en cualquier momento del juicio.

Artículo 26 – Trámite. Durante la Investigación Penal Preparatoria y en las demás etapas del procedimiento, las excepciones se deducirán por escrito, ante el Tribunal competente, ofreciendo toda la prueba que le sirviera de fundamento. El Tribunal convocará a una audiencia oral y pública, donde luego de disponer la producción de las pruebas pertinentes, oirá a las partes y pronunciará su resolución, pudiendo diferir la redacción de los fundamentos para el día siguiente. La resolución será recurrible en casación, cuando procediera.

Título III

El Tribunal

Capítulo I

Jurisdicción

Artículo 27 – Carácter y extensión. La jurisdicción se extenderá al conocimiento de los hechos cometidos en el territorio de la Provincia y afirmados como delictuosos por el actor penal, con excepción de aquellos de jurisdicción federal o militar.

Artículo 28 – Jurisdicciones especiales. Prioridad de juzgamiento. Cuando se imputara a una misma persona uno o más delitos cuyo conocimiento correspondiera al fuero federal o militar y otro u otros de jurisdicción local, será juzgado primero en aquellas jurisdicciones especiales. Del mismo modo se procederá en casos de delitos conexos. Sin perjuicio de ello el proceso de jurisdicción local podrá sustanciarse simultáneamente con el otro, siempre que no se obstaculice el ejercicio de las respectivas jurisdicciones o la defensa del imputado.

Artículo 29 – Jurisdicciones comunes. Prioridad de juzgamiento. Si a una persona se le imputara un delito de jurisdicción local y otro correspondiente a la jurisdicción nacional de la Capital Federal o de otra provincia, primero será juzgada en esta provincia si el delito aquí imputado fuera de mayor gravedad. Del mismo modo se procederá en caso de delitos conexos. Cuando los delitos fueran de la misma gravedad tendrá prioridad en el juzgamiento el Tribunal que previno.

Artículo 30 – Unificación de penas. Cuando una persona hubiera sido condenada en diversas jurisdicciones y correspondiera unificar las penas, el Tribunal de Juicio solicitará o remitirá copia de las sentencias conforme lo dispuesto por el Código Penal.

Capítulo II

Competencia

Sección Primera

Competencia material

Artículo 31 – Tribunal de Casación. El Tribunal de Casación conocerá, a través de uno de sus miembros, de sus Salas o en Pleno:

· Del recurso de casación.

· De los conflictos de competencia entre Tribunales Penales de la Provincia.

· Del apartamiento de sus propios miembros.

· De la prórroga del encarcelamiento preventivo que solicitara el Ministerio Público Fiscal.

· De la queja por retardo de justicia de los Tribunales.

· En todo otro caso que lo disponga la ley.


El Tribunal siempre actuará en Pleno cuando sus jueces quieran apartarse de lo resuelto en un fallo anterior del Tribunal, o en caso que lo pidiera alguno de sus miembros.

Artículo 32 – División del trabajo de los Jueces penales en razón de la materia. Los Jueces penales distribuirán su labor integrando tribunales colegiados de juicio o tribunales unipersonales de la Investigación Penal Preparatoria. Tal división de funciones será dispuesta por la reglamentación respectiva. Cuando el número de jueces penales lo permita, la conformación de los tribunales colegiados de juicio, atenderá razones de especialización distinguiendo los hechos afirmados como delitos dolosos o culposos por el actor penal en su acusación.

Artículo 33 – Tribunales de Juicio y Jurados. Los Tribunales de Juicio se colegiarán con tres jueces penales quienes juzgarán en única instancia todos los hechos afirmados como delitos dolosos o culposos por el actor penal.


En los casos en que proceda, los Jurados integrarán un colegio cuyo número y requisitos para ser convocados determinará la Ley Orgánica del Poder Judicial. Será su función autorizar al Tribunal de Juicio a dictar la sentencia condenatoria, emitiendo para ello un dictamen de culpabilidad contra el imputado, basado en los hechos que fueron objeto del debate.

Artículo 34 – Tribunal de la Investigación Penal Preparatoria. Los Jueces que unipersonalmente integren los tribunales de la Investigación Penal Preparatoria resolverán las instancias que formulen las partes y los incidentes que se produzcan durante esa etapa, sin perjuicio de las facultades oficiosas que este Código regula.


A pedido de parte, el Juez de la Investigación Penal Preparatoria se colegiará en los casos que este Código autoriza, con otros Jueces que cumplan idéntica función.

Artículo 35 – Juez de Menores. El Juez de Menores, sin perjuicio de las facultades que le competen por las leyes, resolverá lo atinente a las medidas tutelares y cautelares durante el procedimiento penal respecto de imputados que no hubieran cumplido dieciocho años. Asimismo decidirá la aplicación o no de la sanción, y en su caso el control de su ejecución, respecto de menores que no hubieran cumplido dieciocho años al tiempo de la comisión del hecho y que hubieran sido declarados responsables por el Tribunal de Juicio respectivo.

Artículo 36 – Juez de ejecución. El Juez de ejecución penal tendrá a su cargo el control del cumplimiento de las penas y medidas de seguridad, así como la resolución de las instancias o incidentes que se formulen durante esta etapa, respecto de los condenados por sentencias firmes dictadas a personas mayores de dieciocho años al tiempo de la comisión del hecho, conforme las disposiciones de este Código.

Sección Segunda

Competencia territorial

Artículo 37 – Reglas generales. Será competente el Tribunal del lugar donde se afirma, con suficiente fundamento, cometido o tentado el hecho con apariencia delictiva.

Artículo 38 – Competencia del Tribunal de la Investigación Penal Preparatoria. Las medidas cautelares de pruebas a producir durante la Investigación Penal Preparatoria, y que requieran intervención jurisdiccional, deberán solicitarse a los Tribunales con competencia territorial en el lugar donde deban practicarse.


Cuando proceda la formación de un Tribunal colegiado de la Investigación Penal Preparatoria en sedes donde el número de jueces de esa competencia no permita la integración, intervendrá el Tribunal colegiado de la Investigación Penal Preparatoria de la sede más próxima, conforme lo disponga la reglamentación.

Artículo 39 – Declaración de la incompetencia. El Tribunal que hiciera lugar a una excepción de incompetencia territorial, deberá remitir la causa al competente, poniendo a su disposición los imputados que estuvieran bajo prisión preventiva, sin perjuicio de despachar las medidas urgentes de investigación que le hubieran solicitado.

Artículo 40 – Efecto de la declaración de incompetencia. La declaración de incompetencia territorial no producirá la invalidación de los actos de investigación cumplidos antes de pronunciarse aquella.

Artículo 41 – División del trabajo en función de la competencia territorial. Los jueces penales ejercerán su función en los límites territoriales que establezca la reglamentación respectiva.

Sección Tercera

Competencia por conexidad y acumulación

Artículo 42 – Unificación del Tribunal de Juicio. En caso de pluralidad de causas por hechos de competencia provincial que den lugar a acción de igual naturaleza, podrán tramitarse ante un mismo Tribunal de Juicio, a instancias del Ministerio Público Fiscal:

1) Cuando a una persona se le imputara más de un delito.

2) Cuando los delitos imputados se afirmaran cometidos simultáneamente por varias personas reunidas o en distintos lugares y tiempo mediando acuerdo entre ellas.

3) Cuando un delito se afirmara cometido para perpetrar otro, facilitar su comisión o procurar para sí o para otra persona su provecho o impunidad.

Artículo 43 – Tribunal competente. En los casos del artículo anterior, entenderá aquel Tribunal de Juicio competente según la regla general del artículo 37, donde el Ministerio Público Fiscal decidiera acumular sus pretensiones penales.

Artículo 44 – Acumulación de pretensiones. El Ministerio Público Fiscal procederá a acumular sus pretensiones penales ante un mismo Tribunal de Juicio siempre que así se atienda a una mejor administración de justicia y no se afecte la inviolabilidad de la defensa en juicio.

Artículo 45 – Unificación de penas. Si correspondiera unificar las penas el Tribunal de Juicio lo hará al dictar la última sentencia, si así lo autorizan las disposiciones del Código Penal.

Capítulo III

Relaciones Jurisdiccionales

Sección Primera

Cuestiones de Jurisdicción y Competencia

Artículo 46 – Tribunal competente. Si dos Tribunales se declarasen simultánea y contradictoriamente competentes o incompetentes, el conflicto será resuelto por el Tribunal de Casación.

Artículo 47 – Promoción. Sin perjuicio de la facultad del Tribunal de examinar de oficio su propia competencia, las partes podrán promover la cuestión por inhibitoria ante el Tribunal que consideren competente o por declinatoria ante el que estimen incompetente.


El que optara por uno de estos medios no podrá abandonarlo y recurrir al otro, ni emplearlos simultánea o sucesivamente.


Al plantear la cuestión, bajo invalidación de inadmisibilidad, deberá expresarse que no se ha utilizado el otro medio, y si resultara lo contrario, será condenado en costas, aunque aquella se resuelva a su favor o sea abandonada.

Artículo 48 – Oportunidad. Las cuestiones de competencia podrán ser promovidas en cualquier estado de la Investigación Penal Preparatoria. Dispuesta la apertura del juicio, deberán proponerse en oportunidad de plantearse excepciones previas.

Artículo 49 – Declinatoria. La declinatoria se sustanciará como excepción de previo y especial pronunciamiento.

Artículo 50 – Inhibitoria. Cuando se promueva la inhibitoria se observarán las siguientes reglas:

1) El Tribunal ante quien se proponga resolverá dentro del tercer día, previa vista al Fiscal por igual término.

2) Cuando se deniegue el requerimiento de inhibición, la resolución será recurrible en casación.

3) Cuando se resuelva librar oficio inhibitorio, con él se acompañarán las piezas necesarias para fundar la competencia.

4) El Tribunal requerido, cuando reciba el oficio inhibitorio, resolverá previa vista por tres días a las partes. Cuando haga lugar a la inhibitoria, su resolución será recurrible en Casación. Si la resolución declara su incompetencia, los autos serán remitidos oportunamente al Tribunal que la propuso, poniendo a su disposición al imputado y a los elementos de convicción que hubiere.

5) Si se negara la inhibición, el auto será comunicado al Tribunal que la hubiera propuesto, en la forma prevista en el inciso 4, y se le pedirá que conteste si reconoce la competencia o, en caso contrario, que remita los antecedentes al Tribunal competente para dirimir el conflicto.

6) Recibido el oficio expresado en el inciso anterior, el Tribunal que propuso la inhibitoria resolverá en el término de tres días y sin más trámite, si sostiene o no su competencia. En el primer caso, remitirá los antecedentes al Tribunal competente para resolver el conflicto y se lo comunicará al Tribunal requerido para que haga lo mismo con el expediente. En el segundo, se lo comunicará al competente remitiéndole todo lo actuado.

7) El conflicto será resuelto dentro de tres días, previa vista por igual término al Ministerio Público Fiscal, remitiéndose de inmediato la causa al Tribunal competente.

Artículo 51 – Efectos. Las cuestiones de competencia no suspenderán la Investigación Fiscal Preparatoria, que será continuada:

1) Ante el Tribunal que primero conoció en la causa.

2) Si dos Tribunales hubieran tomado conocimiento de la causa en la misma fecha, por ante el requerido de inhibición.


Las cuestiones propuestas antes de la fijación de la audiencia para el debate suspenderán el proceso hasta la decisión del incidente, sin perjuicio de que el Tribunal haga lugar al anticipo de prueba previsto por este Código.

Artículo 52 – Validez de los actos. Al resolver el conflicto, el Tribunal determinará, si correspondiera, qué actos del declarado incompetente no conservan validez.

Artículo 53 – Cuestiones de jurisdicción. Las cuestiones de jurisdicción con jueces nacionales, militares o de otras provincias se resolverán conforme a lo dispuesto anteriormente para las de competencia, con arreglo a la ley nacional o tratados interprovinciales que existieran.

Sección Segunda

Extradición

Artículo 54 – Requerimiento a tribunales del país. Cuando un Tribunal pidiera a otro del país la extradición de un imputado o condenado por un delito, se procederá conforme a la ley respectiva.

Artículo 55 – Requerimiento a tribunales extranjeros. Si el imputado o condenado se encontrara en territorio extranjero, la extradición se tramitará por vía diplomática con arreglo a los tratados, las leyes nacionales, al principio de reciprocidad o las costumbres internacionales, y las disposiciones de este Código.

Capítulo IV

Inhibición y recusación

Artículo 56 – Oportunidad y motivos de inhibición. El Juez deberá inhibirse de conocer en la causa en cuanto advirtiera alguna circunstancia que, por su objetiva gravedad, afecte su imparcialidad, aunque hubiera tomado intervención antes.


Podrán invocarse entre otros, los siguientes motivos de separación:

1) Haber pronunciado en el mismo proceso o concurrido a pronunciar sentencia, o dictado prisión preventiva, o haber intervenido en él como acusador, defensor, mandatario, letrado, representante legal perito o asesor técnico, o hubiera sido denunciante del hecho objeto del proceso, o lo hubiera conocido como testigo.

2) Tener interés en el proceso, él, su cónyuge o sus parientes en cualquier grado de la línea recta y hasta el cuarto grado de la línea colateral.

3) Ser o haber sido cónyuge o pariente en los grados preindicados con alguno de los interesados, o ser o haber sido tutor o curador o haber estado bajo tutela o curatela de dichas personas.

4) Haber dado recomendación sobre el proceso o haber emitido opinión después de conocerlo.

5) Tener él o las personas indicadas en el inciso segundo juicio pendiente iniciado con anterioridad con alguno de los interesados en el proceso o sociedad o comunidad con ellos, salvo los supuestos de sociedad anónima y las que por sus características no le impidan conocer el proceso con imparcialidad.

6) Antes de comenzar el proceso haber sido denunciante, querellante o acusador de alguno de los interesados. o denunciado, querellado o acusado por ellos, salvo que circunstancias posteriores demostraran armonía entre ambos.

7) Haber sido sometido, como Magistrado y con anterioridad al proceso, a enjuiciamiento por denuncia formulada por alguno de los interesados.

8) Tener con el imputado, el querellante, el ofendido, el damnificado y el responsable civil, amistad íntima que se exteriorice por frecuencia de trato, o enemistad grave y manifiesta con los mismos, salvo que proviniera de ataques u ofensas que se le hubiesen inferido después de comenzada su intervención.

9) Haber recibido él, su cónyuge, padres, hijos u otras personas que vivan a su cargo, beneficios de importancia de algunos de los interesados.

Artículo 57 – Interesados. A los fines del artículo anterior, se considerarán interesados el representante del Ministerio Público Fiscal, el imputado, el querellante, el ofendido, el damnificado y el responsable civil, aunque estos dos últimos no se puedan constituir en parte, lo mismo que sus representantes, defensores y mandatarios.

Artículo 58 – Trámite de la inhibición. Cuando el Juez que se inhiba fuera del Tribunal de la Investigación Penal Preparatoria, remitirá la causa, por decreto fundado, al que deba reemplazarlo; éste proseguirá su curso inmediato, sin perjuicio de remitir los antecedentes pertinentes al Tribunal de Juicio si estimara que la inhibición no tiene fundamento. El Tribunal de Juicio, en su caso, averiguará verbalmente el hecho y resolverá la incidencia sin otro trámite.


Cuando el Juez que se inhiba forme parte de un Tribunal colegiado, pedirá se disponga su apartamiento y se dispondrá la integración del Tribunal, el que resolverá del mismo modo que en el supuesto anterior.

Artículo 59 – Recusación. Las partes y sus representantes, podrán recusar al Juez sólo cuando invoquen la existencia de alguno de los motivos enumerados en el artículo 56. Cuando alguno de estos motivos fuera invocado por el querellante adhesivo o su representante, el Ministerio Público Fiscal deberá recusar al Juez a su solicitud.


Sin embargo, el imputado o su defensor podrán recusar sin expresar la causa, por única vez, a uno de los Jueces del Tribunal de Juicio. Por esta modalidad no podrá ser recusado más de un Juez del Tribunal de Juicio y en caso de pluralidad de imputados, para que fuera admisible, se requerirá el previo acuerdo de todos ellos.

Artículo 60 – Oportunidad, forma y prueba de la recusación. La recusación deberá oponerse, bajo condición de admisibilidad, por escrito, con indicación precisa de los motivos, y en su caso de las pruebas ofrecidas, dentro del plazo de tres días de la primera intervención en el procedimiento, salvo que en este Código se establezca un plazo distinto. En caso de reemplazo del Juez o nueva integración del Tribunal, la recusación deberá ser propuesta dentro del mismo plazo a contar desde que se haya producido el reemplazo o notificada la nueva integración.


Sin embargo, la recusación que se fundamentara en una causal producida o conocida después, podrá deducirse dentro de los tres días a contar desde su producción o conocimiento.

Artículo 61 – Trámite de la recusación. Si el Juez admitiera la recusación se observará lo dispuesto en el artículo 58.


Si no la admitiera formará incidente con el escrito de recusación y la providencia de rechazo, que remitirá al Tribunal que corresponda. Previa audiencia en la que se recibirá la prueba e informarán las partes, el Tribunal competente resolverá el incidente dentro de las cuarenta y ocho horas, sin recurso alguno.

Artículo 62 – Recusación de Juez de Tribunal. Para resolver la recusación admitida por un Juez que forma parte de un Tribunal colegiado, se observará lo dispuesto en la segunda parte del artículo 58. Si no la admitiera, integrado que fuera el Tribunal, y previa audiencia en la que se recibirá la prueba e informarán las partes, en su caso, se resolverá la recusación dentro de las cuarenta y ocho horas, sin recurso alguno.

Artículo 63 – Recusación no admitida durante la Investigación Penal Preparatoria. Si la recusación se intentara durante la Investigación Penal Preparatoria y el juez no la admitiera, continuará su intervención. Pero si se hiciera lugar a la recusación los actos por él ordenados durante el trámite del incidente, serán invalidados si el recusante lo pidiese dentro del plazo de veinticuatro horas a contar desde que las actuaciones llegaran al Tribunal que deba actuar.

Artículo 64 – Límites a la recusación e integración del Tribunal. No podrán inhibirse ni ser recusados los jueces que integren el Tribunal para resolver la recusación.


Resuelta la separación de un miembro, el Tribunal seguirá interviniendo en el proceso, sin perjuicio de la procedencia de causales de inhibición y recusación que correspondieran.

Artículo 65 – Efectos. Producida la separación, aunque posteriormente desaparezcan los motivos que la determinaron, la intervención de los nuevos magistrados será definitiva.

Artículo 66 – Separación de los Secretarios. A pedido de parte o del propio funcionario, si mediara alguna de las causales previstas en este Capítulo, el Tribunal podrá separar al Secretario previa averiguación verbal del hecho, sin recurso alguno.

Artículo 67 – Costas y sanción. Cuando la recusación fuera desestimada, además de la condena al pago de las costas del incidente, al recusante podrá aplicársele sanción de hasta quince días multa si aquella fuera calificada de maliciosa, de la cual responderán solidariamente la parte y su letrado. Si el Ministerio Público Fiscal fuera el recusante a instancias del querellante adhesivo, éste responderá exclusivamente de las costas y la eventual sanción.

Título iv

Sujetos del procedimiento

Capítulo I

La víctima

Artículo 68 – Derechos de la víctima. Las autoridades intervinientes en un procedimiento penal garantizarán a quienes aparezcan como víctimas o damnificados los siguientes derechos:

1) A recibir un trato digno y respetuoso.

2) A la documentación clara, precisa y exhaustiva de las lesiones o daños que se afirman sufridos por causa del hecho motivante de la investigación.

3) A obtener información sobre la marcha del procedimiento y el resultado de la investigación, debiendo notificársele la fecha, hora y lugar del juicio, así como la sentencia final cuando no concurriera a la audiencia del debate.

4) A minimizar las molestias que deban irrogársele con motivo del procedimiento.

5) A la salvaguarda de su intimidad en la medida compatible con el procedimiento regulado por este Código.

6) A la protección de su seguridad, la de sus familiares y la de los testigos que depongan a su favor, preservándolos de la intimidación y represalia, sobre todo si se trata de una investigación referida a actos de delincuencia organizada.

7) A requerir el inmediato reintegro de los efectos sustraídos y el cese del estado antijurídico producido por el hecho investigado en las cosas o efectos de su pertenencia, cuando ello corresponda según las disposiciones de este Código.

8) A obtener la revisión de la desestimación de la denuncia o el archivo, y a reclamar por demora o ineficiencia en la investigación, ante el superior inmediato del Fiscal de Distrito. Cuando la investigación se refiera a delitos que afectasen intereses colectivos o difusos, las personas jurídicas cuyo objeto fuera la protección del bien tutelado en la figura penal, o en su defecto, cualquier habitante de la provincia, tendrán la legitimación a la que se hace referencia en el presente inciso.

Artículo 69 – Asistencia genérica. Desde los primeros momentos de su intervención, la policía y el Ministerio Público Fiscal, suministrarán a quien alegue verosímilmente su calidad de víctima, la información que posibilite su derecho a ser asistida como tal por el Centro de Asistencia a la Víctima, aun sin asumir el carácter de querellante.

Artículo 70 – Asistencia técnica. Para el ejercicio de los derechos que se le acuerdan a quien alega su condición de víctima, no será obligatorio el patrocinio letrado.


Si no contara con medios suficientes para contratar un abogado a fin de constituirse en querellante, el Centro de Asistencia a la Víctima se lo proveerá gratuitamente.

Artículo 71 – Consideración especial. Todo lo atinente a la situación de la víctima o damnificado, y en especial la reparación voluntaria del daño, el arrepentimiento activo de quien aparezca como autor, la solución o morigeración del conflicto originario o la conciliación entre sus protagonistas, será tenido en cuenta en oportunidad de:

1) Ejercer la acción el actor penal.

2) Seleccionar la coerción personal indispensable.

3) Individualizar la pena en la sentencia.

4) Modificar en su medida o en su forma de cumplimiento la pena en la etapa de ejecución.

Artículo 72 – Comunicación de acuerdos patrimoniales. Todos los acuerdos dirigidos al más rápido resarcimiento del perjuicio invocado por la víctima o damnificado, deberán ser puestos en conocimiento del Fiscal y de los Tribunales intervinientes a los fines que correspondan.

Capítulo II

El Ministerio Público Fiscal

Artículo 73 – Función. El Ministerio Público Fiscal promoverá y ejercerá la acción penal en la forma establecida por la ley, dirigiendo a la policía en función judicial, y siendo responsable de la iniciativa probatoria tendiente a demostrar la verosimilitud de la imputación delictiva.


La inobservancia de este precepto será motivo de advertencia por el Tribunal, al Fiscal actuante, sin perjuicio de su comunicación al Fiscal General o en su caso, al Procurador General ante la Corte Suprema de Justicia a los fines que corresponda.

Artículo 74 – Forma de actuación. En el ejercicio de su función, el Ministerio Público Fiscal adecuará sus actos a un criterio objetivo, velando por la correcta aplicación de la ley. Deberá formular los requerimientos e instancias conforme a este criterio, aun a favor del imputado.


Los representantes del Ministerio Público Fiscal formularán motivada y específicamente sus requerimientos y conclusiones de manera que se basten a sí mismos. Procederán oralmente en los debates y por escrito en los demás casos.

Artículo 75 – Procurador General. Al Procurador General ante la Corte Suprema de Justicia, sin perjuicio de las funciones acordadas por la ley, le compete:

1) Intervenir en todos los recursos que se interpongan por ante la Corte Suprema de Justicia.

2) Dirigir, coordinar y controlar la tarea de los integrantes del Ministerio Público Fiscal.

3) Dictar resoluciones y directivas para el mejor desempeño de la tarea de los miembros del Ministerio Público Fiscal.

4) Establecer el orden de prioridades que deberán atender los Fiscales de Distrito en los casos en que resulte imposible actuar simultáneamente en todas las causas que le correspondan.

5) Asignar los Fiscales que actuarán en las divisiones territoriales que se delimiten.

6) Proponer a la Corte Suprema de Justicia las normas reglamentarias del presente Código y especialmente las relativas al funcionamiento del Ministerio Público Fiscal, para su remisión al Poder Ejecutivo.

Artículo 76 – Fiscal General. Los Fiscales Generales además de las funciones acordadas por la ley y la reglamentación, actuarán en los recursos que se interpongan ante el Tribunal de Casación en la forma prevista por este Código, podrán actuar en el juicio oral ante el Tribunal respectivo y controlarán la actuación de los Fiscales de Distrito.

Artículo 77 – Deberes y atribuciones del Fiscal de Distrito. Los Fiscales de Distrito y sus Adjuntos, además de las funciones que les acuerda la ley y este Código, les corresponde:

1) Dirigir la Investigación Penal Preparatoria, practicando y haciendo practicar los actos inherentes a ella. Actuarán con la colaboración de la policía en función judicial. Para ello solicitarán cuando correspondiera, las medidas que consideren necesarias, ante los jueces o ante cualquier otra autoridad.

2) Entrevistar, cuando fuera necesario, a la persona que afirmara su condición de víctima o de damnificado por el hecho, así como a todas las personas que pudieran aportar elementos para el eficiente ejercicio de la acción penal.

3) Recibir a quien compareciera espontáneamente a la Fiscalía para aportar alguno de los elementos reseñados en el inciso anterior, reservando en la oficina el escrito presentado por el compareciente o el acta sucinta que se labrará al efecto si el ofrecimiento fuere verbal, correspondiendo a la discrecionalidad técnica del funcionario la estimación de la pertinencia del aporte.

4) Actuar en el juicio oral ante el Tribunal respectivo.

5) Velar para que el orden legal en materia de competencia sea estrictamente observado.

6) Vigilar el cumplimiento de las reglas de procedimiento, ejecución de sentencias penales y leyes que regulan la restricción de la libertad personal.

7) Contestar las vistas o traslados que se le corrieran.

8) Requerir de los jueces el activo despacho de los procedimientos penales en los que fueran parte, deduciendo los reclamos pertinentes.

Artículo 78 – Competencia del Fiscal de Distrito. Los Fiscales de Distrito ejercerán su función en el ámbito territorial que la reglamentación les fije, sin perjuicio de actuar coordinadamente con los restantes integrantes del Ministerio Público Fiscal en todo el ámbito de la Provincia de Santa Fe.

Artículo 79 – Fiscales Adjuntos. Cuando razones de trabajo así lo aconsejaran, la superioridad del Ministerio Público Fiscal podrá asignar Fiscales Adjuntos con idénticas atribuciones, para colaborar con el Fiscal de Distrito.

Artículo 80 – Apartamiento. Los funcionarios del Ministerio Público Fiscal podrán solicitar a su superior jerárquico su apartamiento de la causa por los motivos establecidos respecto de los jueces en el artículo 56, con excepción de los incisos 4º) y 6º).


Cuando el apartamiento no fuera solicitado por el propio funcionario del Ministerio Público Fiscal, la defensa y el querellante adhesivo en su caso, podrán ocurrir con tal objetivo ante el superior jerárquico.


El apartamiento será resuelto informalmente por el superior jerárquico previa averiguación de los hechos que lo fundan y de dar suficiente oportunidad a los interesados para que se expidan. El criterio para separar al funcionario, se fundará en razones que hagan a la eficiencia de la función. Producido el requerimiento se podrá reemplazar inmediatamente al funcionario hasta la decisión. La resolución no dará lugar a recurso alguno y sólo podrá renovarse el requerimiento si nuevas circunstancias apoyan el mismo motivo u otro diferente.

Capítulo III

El querellante

Artículo 81 – Querellante adhesivo. Las personas mencionadas en el artículo 15 podrán instar su participación en el procedimiento adhiriendo al ejercicio de la acción penal del Ministerio Público Fiscal, con las limitaciones que este Código establece.

Artículo 82 – Requisitos de la instancia. La instancia deberá formularse personalmente o por representante con poder especial, y en su caso con patrocinio letrado. El escrito, deberá contener:

1) Nombre, apellido, domicilio real y legal del particular.

2) Una relación sucinta del hecho en que afirma se funda su pretensión.

3) Nombre y apellido del o de los imputados si los conociera.

4) La petición de ser tenido como querellante adhesivo y la firma.

Artículo 83 – Oportunidad y trámite. La instancia podrá deducirse a partir de iniciada la Investigación Penal Preparatoria y hasta que se formule la acusación. La petición será presentada ante el Fiscal de Distrito interviniente. Si éste rechazara la instancia, podrá ocurrirse por escrito ante el superior del Ministerio Público Fiscal en queja, quien resolverá sin recurso alguno.

Artículo 84 – Facultades y deberes. El querellante adhesivo no será parte en el procedimiento penal pero podrá colaborar con el Ministerio Público Fiscal en la Investigación Penal Preparatoria y en su caso en el juicio, para acreditar el hecho afirmado como delictuoso, la responsabilidad penal del imputado y la extensión del daño causado, en la forma que dispone este Código. En las audiencias, podrá proponerle reservadamente al Fiscal las preguntas a formular.


Elevará al Fiscal de Distrito dentro del plazo que éste le acuerde, un proyecto de acusación con las formalidades exigidas en este Código, o en su defecto, la manifestación expresa de que desiste de su intervención como querellante adhesivo. A tales fines, recibirá a su solicitud, información sobre la tarea cumplida durante la Investigación Penal Preparatoria.


La intervención como querellante adhesivo no lo exime del deber de declarar como testigo.

Artículo 85 – Desistimiento. El querellante adhesivo podrá desistir renunciando a su intervención en cualquier estado del procedimiento, haciéndolo saber por escrito al Fiscal interviniente.


Se considerará que ha desistido tácitamente de su intervención cuando regularmente citado, no acompañara en término su proyecto de acusación ante el Fiscal de Distrito o no compareciera sin justa causa a la primera audiencia del debate.


En caso de divergencia respecto del desistimiento tácito a que se alude precedentemente, resolverá el Fiscal General sin recurso alguno.

Artículo 86 – Eventual reparación del perjuicio. Mediando sentencia penal condenatoria, quien hubiera actuado como querellante adhesivo podrá formular su demanda para reclamar la indemnización del daño causado o la restitución de la cosa obtenida por el delito, en la forma y condiciones establecidas en este Código.

Artículo 87 – Querellante exclusivo. Será considerado querellante exclusivo, la parte actora cuando, conforme a la ley penal, la persecución fuese privada, y su actuación se regirá según las disposiciones pertinentes de este Código.

Capítulo IV

El Imputado

Sección Primera

Generalidades

Artículo 88 – Calidad de imputado. Los derechos que este Código acuerda al imputado, podrá hacerlos valer la persona que fuera detenida o indicada como autor o partícipe de un hecho delictuoso, en cualquier acto inicial del procedimiento dirigido en su contra y en función de la etapa en que se encuentre hasta la terminación del proceso.


Si estuviera privado de su libertad podrá formular sus instancias ante el funcionario encargado de la custodia, quien la comunicará inmediatamente al Tribunal interviniente.

Artículo 89 – Derechos del imputado. Los derechos que este Código le acuerda, serán comunicados al imputado apenas nace su condición.


En la oportunidad que este Código establece, el imputado deberá conocer:

1) La existencia de una causa seguida en su contra con los datos necesarios para individualizarla.

2) El o los hechos que se le atribuyen y la calificación legal que provisionalmente corresponda.

3) Los derechos referidos a su defensa técnica.

4) Que podrá solicitar audiencia a fin de prestar declaración cuando lo estime conveniente, presumiéndose mientras tanto que ejerce el derecho de abstenerse a declarar sin que ello signifique ninguna presunción en su contra.

5) Que podrá ser juzgado por jurados, siempre que se lo acuse por hechos que den lugar a delitos de acción de ejercicio público, cometidos en ocasión de funciones públicas provinciales, a las que hubiera accedido mediante elección popular.

Artículo 90 – Identificación. La identificación del imputado se practicará por sus datos personales, impresiones digitales y señas particulares, los que deberá brindar. Si se negara a suministrar esos datos o los diera falsamente, se procederá a la identificación por testigos en la forma prescripta para los reconocimientos o por otros medios que se estimaran convenientes. La individualización dactiloscópica, fotográfica o por cualquier otro medio que no afectara la dignidad ni la salud del identificado se practicará, aun contra su voluntad, mediante la oficina técnica respectiva.

Artículo 91 – Identidad física. Cuando fuera cierta la identidad física de la persona imputada, las dudas sobre los datos suministrados u obtenidos, no alterarán el curso del procedimiento, sin perjuicio de que se rectifiquen en cualquier estado del mismo o durante la ejecución de la sentencia.

Artículo 92 – Domicilio. El imputado deberá denunciar su domicilio real y fijar domicilio dentro del radio del Tribunal. Con posterioridad, mantendrá actualizados esos domicilios comunicando al Ministerio Público Fiscal y al Tribunal, según el caso, las variaciones que sufrieren. La falsedad de su domicilio real será considerada como indicio de fuga.


Serán válidas las notificaciones dirigidas al domicilio especial. Si no lo constituyere dentro del radio del Tribunal, se tendrá por tal el del defensor.

Artículo 93 – Certificación de antecedentes. Previamente a la audiencia del debate, el Secretario del Tribunal del Juicio extractará en un solo certificado los antecedentes penales del imputado. Si no registrara condena, certificará esa circunstancia. Los informes necesarios para la certificación de antecedentes serán requeridos en la forma, contenido y modalidad que indique la reglamentación respectiva.

Artículo 94 – Incapacidad. La afección mental del imputado, que excluya su capacidad de entender los actos del procedimiento, o de obrar conforme a ese conocimiento y voluntad, provocará la suspensión de su persecución penal hasta que desaparezca esa incapacidad.


Sin perjuicio de la aplicación de las reglas que rigen el juicio para la imposición exclusiva de una medida de seguridad, la comprobación de esta incapacidad impedirá el procedimiento intermedio, el juicio y toda labor crítica del comportamiento que se le atribuye que no autorice expresamente la ley, pero no inhibirá la averiguación del hecho, su antijuridicidad y autoría, o que se continúe el procedimiento con respecto a otros coimputados.


La incapacidad será declarada por el Tribunal competente, a pedido de parte y previo dictamen pericial.


Sospechada la incapacidad, el Ministerio Público Fiscal o el Tribunal competente ordenará la peritación correspondiente. Sin perjuicio de su propia intervención, las facultades del imputado podrán ser ejercidas por su curador, o el designado de oficio, si no lo tuviere, y, si carece de defensor o hubiere sido autorizado a defenderse por sí mismo, se designará inmediatamente un defensor de oficio.


Los actos que el incapaz hubiera realizado como tal, carecerán de valor.

Artículo 95 – Internación. Cuando para la preparación del informe sobre el estado psíquico del imputado fuera necesario que él sea internado en un hospital psiquiátrico, la medida sólo podrá ser ordenada por el Juez de la Investigación Penal Preparatoria o por el Tribunal competente según el caso.


La internación será ordenada por resolución fundada, sólo cuando existiera la probabilidad de que el imputado haya cometido el hecho y no fuera desproporcionada respecto de la importancia del procedimiento y de la pena o medida de seguridad que razonablemente pudiera corresponder. La internación no podrá sobrepasar, en su conjunto, un mes de duración, lo que se hará saber en cada caso a la autoridad del establecimiento de internación.

Artículo 96 – Examen médico inmediato. Si el imputado fuera aprehendido con breve intervalo de cometido el hecho, se procederá a su inmediato examen psicológico, médico o bioquímico para apreciar su estado psíquico o si sufre intoxicación por ingestión alcohólica o uso de sustancias toxicomanígenas o alucinógenas, salvo que el delito de que se trate no justifique dicho examen. Regirán al respecto los límites establecidos por el artículo 142.

Artículo 97 – Examen psicológico y/o psiquiátrico. Si al imputado se le atribuyera la comisión de delito que estuviera reprimido con pena no menor de diez años en su máximo de prisión o reclusión, el Fiscal de distrito requerirá siempre el examen psicológico y/o psiquiátrico del mismo que deberán practicar psicólogos y/o médicos oficiales.

Sección Segunda

Defensores

Artículo 98 – Defensa del imputado. El imputado tendrá derecho a elegir como defensor de confianza a un abogado de la matrícula, o siendo abogado, a defenderse personalmente. En caso de no ejercer tales derechos, el Servicio Oficial de Defensa le designará un defensor de acuerdo a la reglamentación respectiva.


Si el imputado se encontrara sufriendo una afección mental que excluyera su capacidad de entender o de querer los actos del procedimiento, el defensor será designado por su curador.


En ningún caso el estado de incomunicación constituirá obstáculo alguno.

Artículo 99 – Propuesta de terceros. Cuando el imputado estuviera incomunicado, cualquier persona que tenga con él relación de parentesco o amistad podrá proponer un defensor, lo que se le hará saber a aquél de inmediato.


La relación con el imputado no necesitará ser probada, bastando la manifestación bajo juramento del peticionario.

Artículo 100 – Pluralidad de defensores. Si el imputado tuviera más de un defensor, la notificación hecha a cualquiera de ellos valdrá para todos, y la sustitución de uno por otro no alterará trámites ni plazos.

Artículo 101 – Libertad de la defensa. La defensa es completamente libre sin más restricciones que las impuestas por la ética, por el respeto debido a los jueces y la observancia de las normas constitucionales y los trámites legales.

Artículo 102 – Separación de defensor. El Tribunal, de oficio o a pedido del Ministerio Público Fiscal, procederá a separar al defensor de confianza que abandonara el cargo dejando al imputado sin defensa, incurriera en notorias omisiones o negligencia, provocara deliberadamente demoras en la sustanciación de la causa, o actuara en la defensa común incompatible de varios imputados.


En tales casos será de aplicación lo dispuesto por el artículo 98 de este Código.

Artículo 103 – Obligación del defensor renunciante. El defensor, en caso de renuncia al cargo, estará obligado a continuar en su desempeño hasta que el imputado proponga otro o le haya sido designado de oficio. Los plazos no se suspenderán en ningún caso.

Artículo 104 – Designación de oficio. Si el imputado no nombrara defensor de confianza en el acto de prestar declaración, asumirá su defensa el profesional que le asignará el Servicio Oficial de Defensa y se le hará saber el nombre de éste.


Para el caso de acumulación de causas, cuando así procediera, el Servicio Oficial de Defensa a solicitud del Tribunal designará al o los profesionales que asumirán o continuarán con la defensa.


Cuando el imputado sufriera una afección mental y no tuviera curador, el Tribunal requerirá al Servicio Oficial de Defensa que le asigne un profesional a fin de que de inmediato inicie el trámite pertinente en sede civil para la designación de curador, sin perjuicio de asumir provisoriamente su defensa.

Artículo 105 – Deberes de los defensores del Servicio Oficial de Defensa. Los defensores del Servicio Oficial de Defensa concurrirán a los institutos de detención y penitenciarios en los que se alojen sus defendidos para informarles sobre el estado de sus causas.


En cada caso y antes de la defensa en el plenario tomarán conocimiento personal y directo de sus defendidos. Cuando éstos se hallaran en libertad, las entrevistas se realizarán en sus oficinas particulares.

Artículo 106 – Sustitución del defensor del Servicio Oficial de Defensa. Mediando causal de separación de las previstas en el artículo 102 o cualquier otra que pueda perjudicar la eficacia de la defensa, el Tribunal, de oficio o a pedido del Fiscal, o del propio defensor asignado por el Servicio Oficial de Defensa, podrá disponer que éste sea sustituido por quien corresponda según la reglamentación respectiva.

Artículo 107 – Investidura. Quien hubiera sido designado como defensor del imputado será tenido como tal desde el momento en que aceptara el cargo o realizara actos de defensa, pudiendo previamente examinar las actuaciones, salvo que se encontraran bajo reserva.

Sección Tercera

Rebeldía

Artículo 108 – Procedencia y declaración. Será declarado rebelde el imputado que, sin grave impedimento, no compareciera a la citación, o se fugara del establecimiento o lugar donde estuviera detenido, o no obedeciera a una orden de detención, o se ausentara de la residencia fijada, sin licencia del Ministerio Público Fiscal o del Tribunal.


La declaración de rebeldía será emitida por el Tribunal competente, a pedido de parte, previa constatación de la incomparecencia, fuga o ausencia, expidiendo orden de detención, si antes no se hubiera dictado. La orden se hará conocer también a las autoridades encargadas del control para salir del país, con mandato expreso de que lo impidan, y se inscribirá en el Registro Unico de Antecedentes Penales quien informará al Registro Nacional de Reincidencia, con todos los recaudos de una solicitud de extradición interna, que valdrá a ese efecto cuando el imputado fuera aprehendido en otro lugar del país.

Artículo 109 – Efectos de la rebeldía. La declaración de rebeldía no suspenderá la Investigación Penal Preparatoria, pero el procedimiento se paralizará respecto al rebelde, reservándose las actuaciones y otros efectos, instrumentos o piezas de convicción, que fuera indispensable conservar, no pudiendo formularse la requisitoria de apertura del juicio.


Si la rebeldía se declarara luego de la apertura del juicio habiendo comparecido el imputado a la primera audiencia, no impedirá su total sustanciación y el dictado de la sentencia. En tal caso el imputado rebelde será representado por su defensor o se le designará otro de oficio, y se lo considerará presente para todos los efectos de este Código.


La declaración de rebeldía del imputado lo obligará al pago de las costas provocadas por su contumacia, originando la reanudación o el nuevo examen de la coerción personal que corresponda.

Libro II

Actividad procesal

Titulo I

Los actos procedimentales

Capítulo I

Disposiciones Generales

Artículo 110 – Idioma. Designación de intérprete. En todos los actos del procedimiento, para que no sean invalidados, se utilizará el idioma nacional. Cuando éste no fuera conocido por la persona a quien deba brindársele información o recibírsele declaración, se le designará de oficio un intérprete, sin perjuicio de aceptarse la participación de aquél que la misma proponga.

Artículo 111 – Documentos en idioma extranjero. Cuando se presentaran documentos en idioma extranjero, deberá acompañarse su traducción realizada por traductor público matriculado o, en su defecto, persona designada por el Tribunal.

Artículo 112 – Día y hora de cumplimiento. Los actos procedimentales deberán cumplirse en días y horas hábiles, salvo los de la Investigación Penal Preparatoria. Sin embargo para el debate el Tribunal podrá habilitar los días y horas que estimara necesarios. Se consideran días y horas hábiles los señalados por el Código Procesal Civil y Comercial de Santa Fe.

Artículo 113 – Juramento o promesa de decir verdad. Cuando se requiera la prestación de juramento o promesa de decir verdad, se le recibirá, para que no sea invalidado, por las creencias religiosas del que jure, o por su honor en caso de no profesarlas, después de instruirlo de las penas que la ley impone a la falsedad. El declarante jurará o prometerá decir verdad de todo cuanto supiera y le fuera preguntado, mediante la fórmula: "lo juro" o "lo prometo".

Artículo 114 – Manifestaciones y su documentación. Las manifestaciones personales se recibirán en la forma y modalidad que asegure la cabal intelección de su contenido y la publicidad del juicio. Sólo se documentarán en la medida exigida por la ley, por la reglamentación y atendiendo a la eficacia de su destino probatorio. El contenido de lo documentado deberá garantizar la fidelidad del acto, dejándose constancia de los datos necesarios para su individualización y para la salvaguarda de la defensa en juicio.


Cuando una persona produzca declaraciones en cualquier acto del procedimiento, quien la reciba deberá preservar la dignidad del declarante así como la eficacia de la comunicación que se entable.

Artículo 115 – Deber de lealtad. Es deber de las partes, del querellante adhesivo y de sus representantes comportarse en el curso del procedimiento penal de acuerdo a los principios de lealtad, probidad y buena fe, evitando incurrir en actitudes sorpresivas para su contradictor o en conductas que impliquen un abuso del derecho procesal.


Superado el período de reserva, los integrantes del Ministerio Público Fiscal deberán permitir a la defensa, a su solicitud, todos los elementos de convicción, de cargo y de descargo que se hubieran reunido o conocido a lo largo de todo el procedimiento penal, considerándose falta grave su ocultamiento.

Artículo 116 – Explicaciones, advertencias y facultad de testar. Sin perjuicio de las facultades disciplinarias y de la remisión en su caso de los antecedentes a los Colegios de Abogados o al Procurador de la Corte Suprema de Justicia, quien presida el Tribunal podrá suspender brevemente la audiencia para requerir la presencia de las partes o de sus profesionales al despacho privado a fin de solicitarles explicaciones por la conducta asumida. Luego de oírlas, podrá formularle advertencia para evitar nuevos incidentes y asegurar el normal desarrollo del debate.


Del mismo modo, cuando se proceda por escrito, el Tribunal de oficio o a pedido de parte, podrá mandar que se teste toda frase injuriosa o redactada en términos indecorosos u ofensivos, e incluso devolver el escrito cuando fuera manifiestamente impertinente, dejándose constancia.

Artículo 117 – Expedición de copias e informes. Se autorizará la expedición de copia o informe de las actuaciones cumplidas, cuando fueran solicitados por quien acredite interés legítimo en obtenerlos, y siempre que no se perjudique la eficacia de la Investigación Penal Preparatoria.

Capítulo II

Actos y resoluciones judiciales

Artículo 118 – Poder coercitivo. En el ejercicio de sus funciones, el Tribunal y el Ministerio Público Fiscal, podrán disponer la intervención de la fuerza pública y todas las medidas necesarias para el seguro y regular cumplimiento de los actos que ordenen.

Artículo 119 – Actos fuera del asiento. El Tribunal podrá constituirse fuera de su asiento, en cualquier lugar de la Provincia, cuando estimara indispensable conocer directamente elementos probatorios decisivos. En tal caso, si correspondiera, avisará al Tribunal de la respectiva competencia territorial. Asimismo, podrá ordenar la realización de la audiencia del debate fuera de su asiento pero dentro del ámbito de su competencia territorial, cuando así lo aconsejara una mayor eficacia en la producción probatoria y en la publicidad del juicio.

Artículo 120 – Resoluciones. Las decisiones del Tribunal serán dadas por sentencia, auto, decreto o providencia y procederá cada una de ellas cuando este Código así lo determine.


Los jurados emitirán un veredicto expresando si consideran al imputado “culpable” o “no culpable” del hecho por el que se lo juzga.

Artículo 121 – Plazos. Los Tribunales dictarán los decretos dentro de las cuarenta y ocho horas en que el expediente sea puesto a despacho. Los autos dentro de los cinco días, salvo que se disponga otro plazo menor. Las sentencias dentro de los plazos especialmente establecidos.


El Ministerio Público Fiscal proveerá dentro del plazo de cuarenta y ocho horas las instancias que le formulen los habilitados para deducirlas.

Artículo 122 – Fundamentación. Las sentencias y los autos, así como las resoluciones del Ministerio Público Fiscal, deberán ser motivados para no ser invalidados.


Los decretos y providencias se motivarán cuando la ley expresamente lo imponga para su validez.


Los veredictos del Jurado, en los casos en que proceda, no necesitarán ser fundados.

Artículo 123 – Copia auténtica. Cuando por cualquier causa se destruyera, perdiera o sustrajera el original de una sentencia o de la documentación de otros actos procesales, la copia auténtica tendrá el valor de aquella.

Artículo 124 – Publicidad. Las audiencias serán públicas, a menos que el Tribunal, atendiendo a las circunstancias del caso dispusiera lo contrario, mediante resolución fundada.


Las sentencias y los autos podrán ser dados a publicidad, salvo que la naturaleza del proceso o razones de decoro aconsejaran su reserva. Si afectaran la intimidad, tranquilidad o seguridad de la víctima o de terceros, sus nombres serán eliminados de las copias para la publicidad.

Artículo 125 – Documentación. El Tribunal, de oficio o a pedido de parte, podrá ordenar que la actividad procesal cumplida en la audiencia oral, sea documentada por medio de taquígrafos, o cualquier otro medio de registración técnico.

Capítulo III

Comunicaciones

Artículo 126 – Regla. Cuando un acto procesal se deba ejecutar por intermedio de otra autoridad se podrá encomendar su cumplimiento por oficio.

Artículo 127 – Comunicación directa. Los órganos judiciales podrán dirigirse directamente a cualquier autoridad de la Provincia, la que prestará su cooperación y expedirá los informes que le soliciten, sin demora alguna y dentro del plazo que, en su caso, se fije.

Artículo 128 – Comunicaciones con otras jurisdicciones. Las comunicaciones con otras jurisdicciones dentro del país o del extranjero serán diligenciadas sin retardo, de acuerdo con las leyes vigentes, con la reglamentación que se dicte, y en su caso siguiendo la vía diplomática en la forma prescripta por los tratados o costumbres internacionales.

Capítulo IV

Notificaciones, citaciones y emplazamientos

Artículo 129 – Normas reglamentarias y supletorias. Las notificaciones, citaciones, emplazamientos, vistas y traslados se practicarán por quien designe el Tribunal o por quien disponga el reglamento. Rigen supletoriamente las normas pertinentes del Código Procesal Civil y Comercial.

Artículo 130 – Domicilio procesal. Al comparecer en cualquier acto del procedimiento, las partes deberán constituir domicilio dentro del radio urbano de la ciudad donde tenga su asiento el Tribunal. Si las partes o sus defensores o representantes no lo hicieran, quedarán notificados en la Secretaría del Tribunal, dejando constancia escrita de tal circunstancia.


Cuando interviniera otro Tribunal con distinto asiento, las partes tendrán que fijar un nuevo domicilio procesal, bajo los mismos apercibimientos.

Artículo 131 – Notificaciones. Al imputado se le notificarán personalmente las sentencias que impongan pena de cumplimiento efectivo y los autos que resuelvan su prisión preventiva o le denieguen su libertad. Las demás sentencias condenatorias y resoluciones del Tribunal, se notificarán al imputado mediante cédula a su domicilio real.


Además todas las resoluciones deberán ser notificadas al defensor del imputado.


Cuando las resoluciones se dictaran en audiencia, tal circunstancia servirá como notificación personal a los intervinientes, salvo lo establecido en el Libro V, Título I de este Código.

Artículo 132 – Apercibimiento. Toda citación se hará bajo apercibimiento de ser traída la persona citada por la fuerza pública si no diere cumplimiento a la orden judicial, el que se hará efectivo sin más trámite y de inmediato, salvo causas justificadas, sin perjuicio de la responsabilidad penal que corresponda y de las costas que causara.

Artículo 133 – Plazo de las vistas y traslados. Las vistas y traslados que debieran evacuarse por escrito y no tuvieran fijado un plazo por este Código o por el Tribunal, se considerará otorgado por tres días.

Capítulo V

Plazos

Artículo 134 – Reglas generales. Los actos procesales se practicarán en los plazos establecidos. El cómputo de los mismos se contará a partir de cada notificación o, si fueran comunes, desde la última practicada en la forma prevista por el Código Civil. No se contará el día en que tuviera lugar la diligencia ni los inhábiles. Los plazos de horas se contarán desde la siguiente a la de la notificación y correrán aun durante las inhábiles.

Artículo 135 – Prórroga especial. Si el término fijado venciera después de las horas de oficina, el acto que deba cumplirse en ella podrá ser realizado durante las dos primeras horas hábiles del día siguiente.

Artículo 136 – Carácter. Los plazos serán improrrogables y perentorios, operando la caducidad por su solo vencimiento, salvo los establecidos para que las partes cumplan una actividad indispensable en el proceso.

Artículo 137 – Abreviación y ampliación. La parte a cuyo favor se hubiera establecido un plazo, podrá renunciarlo o consentir su abreviación mediante manifestación expresa.


Las partes podrán acordar la modificación de los plazos que este Código les fija para cumplir actividades procesales. El acuerdo deberá ser comunicado al Tribunal interviniente.

Artículo 138 – Observancia de los plazos. Los Tribunales y el Ministerio Público Fiscal estarán obligados a cumplir y a hacer cumplir los plazos establecidos durante el procedimiento. La inobservancia de los mismos, hará pasibles a los jueces y fiscales de correcciones disciplinarias a aplicar aun de oficio por la Corte Suprema de Justicia, sin perjuicio de otras medidas que legalmente correspondieran.


Los abogados que tuvieran participación en el procedimiento penal, y no cumplieran con los plazos establecidos, serán sancionados disciplinariamente, aun de oficio por el Tribunal, sin perjuicio de ser separados de la causa y remitirse sus antecedentes al Tribunal de Disciplina del Colegio respectivo.

Artículo 139 – Queja. Vencido el plazo para dictar una resolución, el interesado podrá quejarse ante el Tribunal de Casación, el cual, por intermedio de uno de sus miembros, previo informe del denunciado, resolverá lo que corresponda y, en su caso, emplazará al Tribunal requerido para que dicte la resolución, sin perjuicio de ordenar el procedimiento disciplinario, cuando fuera necesario.


Si la demora fuera atribuible a uno o varios miembros del Tribunal de Casación, la denuncia se presentará ante la Corte Suprema, la cual procederá según se indica en el párrafo anterior.


Cuando un representante del Ministerio Público Fiscal no observara un plazo, el interesado presentará su queja al superior jerárquico que corresponda. Este ordenará lo pertinente, sin perjuicio de proceder disciplinariamente, cuando fuera necesario.

Título II

Prueba

Capítulo I

Disposiciones generales

Artículo 140 – Libertad probatoria. Todos los hechos y circunstancias relacionados con el objeto del proceso podrán ser acreditados por cualquier medio de prueba, salvo las excepciones previstas por las leyes.


Todo medio de prueba, para ser admitido, deberá referirse directa o indirectamente al objeto de la averiguación y ser útil para confirmar o desvirtuar los hechos alegados. Los Tribunales podrán limitar los medios de prueba ofrecidos para demostrar un hecho o una circunstancia cuando ellos resulten manifiestamente superabundantes.


Cuando se postule un hecho como notorio, el Tribunal, con el acuerdo de las partes, podrá prescindir de la prueba ofrecida para demostrarlo, declarándolo comprobado. El acuerdo podrá ser provocado de oficio por el Tribunal.

Artículo 141 – Valoración. La valoración que se haga de las pruebas producidas durante el proceso será fundamentada con arreglo a la sana crítica racional.

Artículo 142 – Exclusiones probatorias. Carecerá de toda eficacia la actividad probatoria cumplida vulnerando garantías constitucionales. La ineficacia se extenderá a todas aquellas pruebas que, con arreglo a las circunstancias del caso, no hubieran podido ser obtenidas sin su violación y fueran consecuencia necesaria de ella.

Capítulo II

Inspección y reconstrucción

Artículo 143 – Inspección judicial. Mediante la inspección se comprobará el estado de las personas, lugares, cosas, los rastros y otros efectos materiales que hubiera, de utilidad para la averiguación del hecho o la individualización de los partícipes en él. De ella se labrará acta que describirá detalladamente esos elementos y, cuando fuera posible, se recogerán o conservarán los elementos probatorios útiles.

Artículo 144 – Inspecciones especiales. Las inspecciones que por sus características exijan descripciones especiales u operaciones técnicas, serán realizadas de tal modo que no se afecte la dignidad o la salud de la persona.

Artículo 145 – Reconstrucción del hecho. Se podrá disponer la reconstrucción del hecho, en las condiciones en que se afirme o se considere haberse producido. Cuando para la reconstrucción del hecho fuera necesaria la presencia activa del imputado, se requerirá previamente su conformidad y la asistencia de su defensor, para la validez del acto.

Artículo 146 – Registro. Se podrá ordenar fundadamente el registro de lugares determinados. La orden de registro establecerá las condiciones de tiempo y modo, así como las medidas precautorias a adoptar, para evitar molestias innecesarias.

Artículo 147 – Requisa. La requisa personal deberá justificarse fundadamente cuando hubiera motivos razonables para presumir que alguien oculta consigo cosas relacionadas con un delito. La requisa se practicará asegurando el respeto por la dignidad del requisado.

Artículo 148 – Interceptación de correspondencia e intervención de comunicaciones. El Tribunal a pedido de las partes podrá ordenar por decreto fundado, la interceptación o el secuestro de la correspondencia postal o telegráfica o de todo otro efecto remitido o destinado al imputado o a terceros, aunque sean bajo nombres supuestos. Del mismo modo se podrá ordenar la intervención de las comunicaciones del imputado o de terceros, cualquiera sea el medio técnico utilizado, para impedirlas o conocerlas.

Artículo 149 – Exclusiones. No podrá secuestrarse válidamente, la documentación o grabación que se enviara, entregara u obrara en poder de los abogados para el eventual desempeño profesional, ni intervenirse o interceptarse en los mismos casos, las comunicaciones.

Capítulo III

Testigos

Artículo 150 – Obligatoriedad. Toda persona tendrá el deber de concurrir cuando fuera citada a fin de prestar declaración testimonial, excepción hecha de que se encontrara físicamente impedida en cuyo caso prestará declaración en su domicilio.


Deberá declarar la verdad de cuanto supiere y le fuere preguntado, salvo las excepciones establecidas por la ley.


El testigo podrá presentarse en forma espontánea, lo que se hará constar.

Artículo 151 – Protección especial. Las partes podrán solicitar al Tribunal la protección de un testigo con el objeto de preservarlo de la intimidación y represalia. El Tribunal acordará la protección cuando el peligro invocado, la gravedad de la causa y la importancia del testimonio, lo justificaran impartiendo instrucciones precisas para el eficaz cumplimiento de la medida.

Artículo 152 – Tratamiento especial. Los funcionarios y demás personas que en razón de su cargo se enumeren en la reglamentación respectiva, podrán solicitar que su declaración se lleve a cabo en el lugar donde cumplieran sus funciones o en su domicilio.

Artículo 153 – Informe escrito alternativo. Cuando la índole de la información a suministrar así lo aconsejara, la declaración testimonial podrá ser reemplazada por un pedido de informe que se evacuará por escrito y bajo juramento. Si el informante fuera un particular, su firma deberá certificarse por autoridad judicial o escribano público.

Artículo 154 – Facultad de abstenerse. Podrán abstenerse de declarar y así serán previamente informados, quienes tengan con el imputado los siguientes vínculos: cónyuge, ascendientes o descendientes, parientes consanguíneos o por adopción hasta el cuarto grado, y por afinidad hasta el segundo grado.

Artículo 155 – Testimonio inadmisible. No podrán ser admitidas como testigos las personas que, respecto del objeto de su declaración, tuvieran el deber de guardar un secreto particular u oficial. En caso de ser citadas, deberán comparecer, explicar el motivo del cual surge la obligación de guardar secreto y abstenerse de declarar.

Artículo 156 – Criterio judicial. La parte que considerara errónea la invocación del testigo respecto a la facultad de abstenerse o la reserva del secreto, podrá solicitar al Tribunal que ordene su declaración.

Artículo 157 – Incomunicación de los testigos. Antes de declarar, los testigos no podrán comunicarse entre sí ni con otras personas. No podrán presenciar el debate, salvo que se considere imprescindible, y después de declarar, el Presidente del Tribunal podrá disponer su permanencia en la antesala.

Artículo 158 – Citación y forma de la declaración. La reglamentación dispondrá los modos de citación de los testigos, el pago de sus gastos si correspondiera, y la forma en que les será recibida su declaración.

Capítulo IV

Peritos

Artículo 159 – Procedencia. El Tribunal podrá ordenar el examen pericial a pedido de parte, cuando fuera pertinente para conocer o valorar algún hecho o circunstancia relativa a la causa, y fuese necesario o conveniente poseer conocimientos especializados en determinado arte, ciencia o técnica.

Artículo 160 – Calidad habilitante. Los peritos deberán tener título de tales en la materia sobre la que han de expedirse, siempre que la profesión, arte o técnica, estuvieran reglamentados.


De existir peritos oficiales, la designación recaerá en los que correspondan. En caso contrario, entre los funcionarios públicos, que en razón de su título profesional o de su competencia se encuentren habilitados para emitir dictamen acerca del hecho o circunstancia que se quiera establecer. En su defecto, si no los hubiera, y no mediando acuerdo de partes, deberá designarse a persona de idoneidad manifiesta.

Artículo 161 – Obligatoriedad del cargo. El designado como perito tendrá el deber de aceptar y desempeñar fielmente el cargo, salvo que tuviera un grave impedimento. En este caso deberá ponerlo en conocimiento del Tribunal al ser notificado de la designación.


Los peritos no oficiales aceptarán el cargo bajo juramento.

Artículo 162 – Incapacidad e incompatibilidad. No podrán ser peritos: los menores de edad, los insanos, los que puedan abstenerse de declarar como testigos y los inhabilitados.

Artículo 163 – Excusación y recusación. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior son causas legales de excusación y recusación de los peritos, las enumeradas en el artículo 56.


La parte que recusara a un perito deberá hacerlo por escrito dentro del plazo de tres días desde la notificación de la designación, expresando la causa de la recusación y la prueba que ofreciera. El incidente será resuelto luego de producida la prueba si la hubiera y oído el interesado.


Cuando la excusación o recusación se produjera durante la Investigación Penal Preparatoria, el incidente será resuelto por el Fiscal de Distrito, salvo que la pericia por su naturaleza fuera definitiva e irreproducible, en cuyo caso resolverá el Tribunal.

Artículo 164 – Asesores técnicos. Las partes, cuando lo estimaran necesario para el mejor desempeño de su tarea, podrán designar asesores técnicos, haciéndolo saber al Tribunal. Estos deberán reunir las mismas condiciones de los peritos y podrán, una vez tenidos en tal carácter y bajo la responsabilidad de quien los propuso, tomar conocimiento de las actuaciones a fin de asesorar a quien lo designara, sobre los temas de sus respectivas especialidades.

Capítulo V

Declaración del imputado

Artículo 165 – Validez. Para no ser invalidada la declaración del imputado deberá contar siempre con la presencia de su defensor y, antes de comenzar, se le hará saber que cuenta con el derecho de abstenerse de declarar sin que ello signifique ninguna presunción en su contra.

Artículo 166 – Formas del interrogatorio. Las preguntas que se formularán al imputado, serán claras y precisas. No están permitidas las preguntas capciosas o sugestivas. Al inicio del acto y manifestada su voluntad de declarar, se le preguntará al imputado si se declara culpable o inocente respecto del hecho que se le atribuye. Acto seguido se le permitirá explicar los fundamentos de su anterior respuesta. Posteriormente se formularán todas las preguntas que se consideraran pertinentes.

Artículo 167 – Declaración ante el Tribunal de la Investigación. A pedido de las partes, tanto antes de resolver un incidente, como en el procedimiento intermedio, el imputado podrá declarar y ser interrogado primero por la parte que lo ofreció, en segundo término por la contraparte y finalmente por el Tribunal. Se observarán en lo posible las disposiciones del presente Capítulo.

Artículo 168 – Declaración en el debate. Durante el debate, la declaración del imputado será recibida en la oportunidad y forma prevista en este Código, tratando en lo posible de observar las disposiciones del presente Capítulo.


Luego de declarar, el imputado podrá ser interrogado por su propio defensor, por las demás partes y finalmente por el Tribunal.

Capítulo VI

Reconocimientos y careos

Artículo 169 – Reconocimiento de personas. Podrá ordenarse que se practique el reconocimiento de una persona para identificarla o establecer que quien la menciona o alude, efectivamente la conoce o la ha visto.

Artículo 170 – Interrogatorio previo. Antes del reconocimiento, quien haya de practicarlo será interrogado para que describa a la persona de que se trata, y para que diga si la conoce o si con anterioridad la ha visto personalmente o en imagen.


El declarante prestará juramento a excepción del imputado.

Artículo 171 – Forma del reconocimiento. Después del interrogatorio se compondrá una fila de personas con otras tres o más que tengan semejanzas exteriores con la que debe ser reconocida, y ésta elegirá su colocación entre aquéllas.


Si se procurara individualizar a una persona a la que se indica como perteneciente a un grupo, determinado en cuanto a la identidad de sus componentes, podrán formarse filas de no menos de cuatro integrantes sólo con los componentes de ese grupo.


En uno u otro caso, quienes fueran objeto de la diligencia, no podrán negarse a su realización y deberán comparecer, en cuanto fuera posible, en las mismas condiciones en que pudieron ser vistos por quien practicará el reconocimiento, a cuyo fin se les impedirá que recurran a cualquier alteración en el físico o la vestimenta.


En presencia de la fila o desde un punto en que no pueda ser visto, según se estimara oportuno, el deponente manifestará si allí se encuentra la persona a la que haya hecho referencia, invitándoselo a que en caso afirmativo la designe clara y precisamente.


La diligencia se hará constar en acta, donde se consignarán todas las circunstancias útiles, incluso el nombre y domicilio de los que hubieran formado la fila, salvo que se practicara durante el debate.

Artículo 172 – Pluralidad de reconocimientos. Cuando varias personas deban reconocer a una, cada reconocimiento se practicará separadamente sin que aquéllas se comuniquen entre sí, pero en la Investigación Penal Preparatoria podrá labrarse una sola acta.


Cuando fueran varias las personas a las que una deba identificar, el reconocimiento de todas podrá efectuarse en un solo acto.

Artículo 173 – Reconocimiento por fotografía. Cuando no fuera posible realizar el reconocimiento de una persona en la forma prevista por los artículos anteriores, podrá exhibirse su fotografía junto con otras semejantes de distintas personas a quien deba efectuar el reconocimiento, observándose en lo demás, las reglas precedentes.

Artículo 174 – Otras medidas de reconocimiento. Cuando el que haya de practicar la medida manifestara que desconoce la fisonomía de la persona a reconocerse, por imposibilidad física, visual o cualquier motivo distinto, pero que posee otros datos útiles, como la voz, marcas, señas u otras circunstancias particulares para su individualización, se procederá en cada caso a arbitrar la forma de realizarse el acto respetándose en lo posible, las pautas precedentes.

Artículo 175 – Reconocimiento de cosas. Antes del reconocimiento de una cosa, se invitará a la persona que deba verificarlo, a que la describa. En lo demás y en cuanto fuera posible, regirán las reglas que anteceden.

Artículo 176 – Procedencia del careo. Podrá ordenarse el careo de personas que en sus declaraciones hubieran discrepado sobre hechos o circunstancias importantes, pero el imputado no será obligado a carearse.


Para que no sea invalidado el careo del imputado deberán observarse los requisitos previstos para su declaración.

Artículo 177 – Forma del careo. El careo podrá verificarse entre dos o más personas. Para efectuarlo se leerán, en lo pertinente, las declaraciones que se reputen contradictorias. Se llamará la atención a los careados sobre las discrepancias a fin de que se reconvengan o traten de ponerse de acuerdo.

Título III

Medidas cautelares

Capítulo I

Reglas generales

Artículo 178 – Presupuestos. El Tribunal a pedido de parte podrá ordenar medidas de coerción real o personal cuando se cumplieran todos los siguientes presupuestos:

1) Apariencia de responsabilidad en el titular del derecho a afectar por la medida cautelar.

2) Existencia de peligro frente a la demora en despachar la medida cautelar.

3) Proporcionalidad entre la medida cautelar y el objeto de la cautela.

4) Contracautela en los casos de medidas cautelares reales solicitadas por el querellante exclusivo.

Artículo 179 – Cesación de la coerción. En caso que se advirtiera la posterior ausencia de uno o más de los presupuestos a que alude el artículo anterior, el Tribunal podrá a pedido de parte, hacer cesar de inmediato la cautela ordenada.

Artículo 180 – Medida cautelar innovativa. El Fiscal de Distrito podrá solicitar al Tribunal de la Investigación Penal Preparatoria que disponga provisionalmente las medidas del caso para que cese el estado antijurídico producido por el hecho investigado en las cosas o efectos.


La víctima, el damnificado o el querellante adhesivo, así como el imputado, podrán instar ante el mismo Tribunal a fin de que resuelva la controversia que se suscite sobre la cuestión. La incidencia será sustanciada en audiencia oral y resuelta sin recurso alguno.

Artículo 181 – Finalidad y alcance. Las medidas de coerción se despacharán con la finalidad de evitar el riesgo de que se frustre la actividad probatoria o se frustren las pretensiones de las partes.

Artículo 182 – Allanamiento. Cuando para el cumplimiento de la medida de coerción fuera necesario ingresar en una morada, casa de negocio, oficina, en sus dependencias cerradas o en recinto habitado, y siempre que no se contara con la autorización libre y previamente expresada por quien tenga derecho a oponerse, el Tribunal ordenará fundadamente el allanamiento. La medida podrá ser cumplida personalmente por el Tribunal, o en su defecto éste expedirá orden escrita en favor del Fiscal de Distrito, o del funcionario judicial o policial a quien se delegue su cumplimiento. La orden establecerá las condiciones, modalidades y requisitos que deberán observarse para la diligencia.

Artículo 183 – Allanamiento sin orden. No será necesaria la orden de allanamiento cuando la medida se deba realizar mediando urgencia que se justifique por:

1) Incendio, inundación u otra causa semejante que pusiera en peligro la vida o los bienes de los habitantes.

2) La búsqueda de personas extrañas que hubieran sido vistas mientras se introducían en un local o casa, con indicios manifiestos de cometer un delito.

3) La persecución de un imputado de delito grave que se hubiera introducido en un local o casa.

4) Indicios de que en el interior de una casa o local se estuviera cometiendo un delito, o desde ella se solicitara socorro.

Capítulo II

Coerción personal

Artículo 184 – Presentación espontánea. Quien considerara que como imputado corre riesgo de ser detenido en relación a una Investigación Penal Preparatoria, podrá presentarse ante el Ministerio Público Fiscal, para dejar constancia de que se ha presentado espontáneamente y solicita ser convocado si correspondiera, por medio de una citación.

Artículo 185 – Citación. Cuando fuera necesaria la presencia del imputado para su identificación policial o para celebrar la audiencia imputativa a que refiere el artículo 242, y siempre que no fuera procedente ordenar su detención, se dispondrá su citación.

Artículo 186 – Arresto. Cuando en el primer momento de la Investigación Penal Preparatoria no fuere posible individualizar a los presuntos responsables y a los testigos, se podrá disponer que los presentes no se alejen del lugar, ni se comuniquen entre sí antes de declarar, y aún ordenar el arresto si fuera necesario por un plazo no mayor de veinticuatro horas.

Artículo 187 – Aprehensión. La policía podrá aprehender a quien sorprenda en flagrancia en la comisión de un delito de acción pública.


En la misma situación, cualquier persona puede practicar la aprehensión entregando al aprehendido a la Policía.


En ambos casos, la Policía dará aviso de inmediato al Ministerio Público Fiscal quien decidirá el cese de la aprehensión o la detención si fuere procedente.


Si se tratare de un delito dependiente de instancia privada, será informado de inmediato el titular del poder de instar.

Artículo 188 – Flagrancia. Se considerará que hay flagrancia cuando el presunto autor fuera sorprendido en el momento de intentar o de cometer el hecho, o fuera perseguido inmediatamente después de su comisión, o tuviera objetos o exhibiera rastros que hicieran presumir que acaba de participar en el mismo.

Artículo 189 – Detención. La detención será ordenada por el Fiscal contra aquel imputado a quien los elementos reunidos en la Investigación Penal Preparatoria, le autorizaran a recibirle declaración como tal y fuera procedente solicitar su prisión preventiva.

Artículo 190 – Incomunicación. Con motivación suficiente el Fiscal podrá ordenar la incomunicación del detenido por un plazo máximo de cuarenta y ocho horas. La medida cesará automáticamente al vencimiento de dicho término, salvo prórroga por otro término igual por resolución fundada del Tribunal de la Investigación Penal Preparatoria, a instancia del Ministerio Público Fiscal.


En ningún caso la incomunicación del detenido impedirá que éste se comunique con su defensor, en forma privada, inmediatamente antes de comenzar su declaración o antes de cualquier acto que requiera su intervención personal.

Artículo 191 – Orden. La orden de detención que emanara del Fiscal será escrita y contendrá los datos indispensables debiendo especificar si debe o no hacerse efectiva la incomunicación. Además se dejará constancia del juez a cuya disposición deberá ponerse al imputado una vez detenido, lo que deberá ocurrir dentro de las veinticuatro horas de operada la medida.


En caso de urgencia, la orden escrita podrá ser trasmitida por cualquier medio técnico de comunicación.

Artículo 192 – Libertad. El Fiscal podrá disponer la libertad del aprehendido o detenido hasta el momento en que fuera puesto a disposición del juez, o la solicitará a éste si ya se hubiera cumplimentado la exigencia.

Artículo 193 – Procedencia de la prisión preventiva. Procederá la prisión preventiva del detenido, a pedido de parte, cuando se estimaran reunidas las siguientes condiciones:

1) Existieran elementos de convicción suficientes para sostener su probable autoría o participación punible en el hecho investigado.

2) La pena privativa de libertad, que razonablemente pudiera corresponder en caso de condena, sea de efectiva ejecución.

3) Las circunstancias del caso autorizaran a presumir el peligro de fuga o de entorpecimiento de la investigación.


Presupuesto de validez de la medida es la celebración previa de la audiencia imputativa prevista por los artículos 242 y siguientes.

Artículo 194 – Presunción de peligrosidad procesal. Se presumirá, salvo prueba en contrario, que existe peligro de fuga o de entorpecimiento de la investigación, a partir del análisis de las siguientes circunstancias:

1) La magnitud de la pena en expectativa.

2) La importancia del daño a resarcir y la actitud que el imputado adoptara voluntariamente frente a él.

3) La ausencia de residencia fija.

4) El comportamiento del imputado durante el procedimiento u otro procedimiento anterior en la medida en que indicara su voluntad de no someterse a la persecución penal.

Artículo 195 – Alternativas a la prisión preventiva. Siempre que el peligro de fuga o de entorpecimiento probatorio, pudiera razonablemente evitarse con otra medida menos gravosa para el imputado, el Tribunal impondrá ésta en lugar de la prisión.


Entre otras alternativas aun de oficio y con fundamento suficiente, podrá disponerse la libertad del imputado sujeta a una o a varias de las condiciones siguientes de acuerdo a las circunstancias del caso:

1) La obligación de someterse al cuidado de una persona o institución, quien informará periódicamente a la autoridad.

2) La obligación de presentarse periódicamente ante la autoridad que se designe.

3) La prohibición de salir de un ámbito territorial determinado, de concurrir a determinados lugares, o de comunicarse con ciertas personas.

4) La prestación de una caución patrimonial por el propio imputado o por otra persona.

5) La simple promesa jurada de someterse al procedimiento penal, cuando con ésta bastara como alternativa o fuera imposible el cumplimiento de otra.

Artículo 196 – Atenuación de la coerción. El Tribunal, aún de oficio, morigerará los efectos del medio coercitivo en la medida que cumplimente el aseguramiento perseguido. Con suficiente fundamento y consentimiento del imputado, podrá imponerle:

1) Su prisión domiciliaria con el control o la vigilancia que se especifique.

2) Su encarcelamiento con salida diaria laboral y/o salida periódica para afianzar vínculos familiares, bajo la responsabilidad y cuidado de una persona o institución que se comprometa formalmente ante la autoridad y suministre periódicos informes.

3) Su ingreso en una institución educadora o terapéutica, pública o privada, que sirva a la personalización del internado en ella.

Artículo 197 – Oportunidad. El Fiscal solicitará al Tribunal de la Investigación Penal Preparatoria audiencia para resolver acerca de la prisión preventiva, por escrito, haciendo mención sucinta de los hechos que se le atribuyen al imputado y su calificación jurídico-penal, antes de cumplirse diez días del inicio de su detención. Vencido el término sin deducirse la instancia, la defensa podrá plantear una denuncia de hábeas corpus, sin perjuicio de procederse de oficio.

Artículo 198 – Tribunal colegiado. Las partes tendrán derecho a solicitar que el Tribunal de la Investigación Penal Preparatoria para resolver acerca de la prisión preventiva o sus alternativas y atenuantes, se constituya con tres jueces. La solicitud deberá formularse hasta el momento inmediato posterior a la apertura de la audiencia, como cuestión previa.


Formulada la solicitud se suspenderá la audiencia y se procederá de inmediato a la colegiación, o en su caso, a la remisión de las actuaciones al Tribunal competente. El Tribunal dispondrá la continuación de la audiencia, en un plazo que no excederá de setenta y dos horas, las que se contarán a partir de la colegiación o de la recepción de las actuaciones a la sede respectiva.

Artículo 199 – Audiencia oral. El Tribunal convocará en un plazo que no excederá de cuarenta y ocho horas al Ministerio Público Fiscal o en su caso al querellante exclusivo, al imputado y su defensa, a la audiencia a que refiere el artículo anterior.


Abierto el acto, si el Tribunal fuera unipersonal, requerirá de las partes expresa conformidad para su actuación. Brindada la misma o constituido el Tribunal colegiado, se concederá la palabra en primer término al actor penal, quien deberá fundamentar su pretensión cautelar. Seguidamente se oirá al defensor y en caso de contradicción, las partes ofrecerán aquella prueba que esté en condiciones de producir en la misma audiencia.


Producida la prueba las partes alegarán oralmente sobre su mérito.


Finalizada la audiencia el Tribunal hará conocer su decisión en el acto, y dentro de las veinticuatro horas dictará por escrito la resolución fundada.

Artículo 200 – Nueva audiencia. Mediando una solicitud por escrito donde cualquiera de las partes invocaran elementos probatorios sobrevinientes, el Tribunal convocará a una nueva audiencia con la finalidad de analizar la eventual modificación o revocación de la resolución que impusiera o rechazara medidas de coerción personal.


Cuando se alegara como única motivación del examen, el transcurso del tiempo que sobrelleva en prisión el imputado, bajo condición de admisibilidad, deberá mediar un lapso no menor de sesenta días entre las sucesivas audiencias.


Se observará el trámite previsto en los artículos precedentes, adecuando el orden de las intervenciones en la audiencia al carácter de promotor o contradictor en el incidente que asuman cada una de las partes.

Artículo 201 – Recursos. Contra la resolución que imponga o rechace medidas coercitivas personales, sólo podrá interponerse el recurso de casación, en los casos que éste fuera procedente.

Artículo 202 – Cesación de la prisión preventiva. El Tribunal dispondrá aun de oficio la cesación de la prisión preventiva cuando:

1) Por el tiempo de duración de la misma, no guardara proporcionalidad con el encarcelamiento efectivo que razonablemente pudiera corresponder en caso de condena.

2) Su duración excediera de un año. En este caso antes de que se cumpliera tal plazo el Ministerio Público Fiscal podrá solicitar al Tribunal de Casación la prórroga del encarcelamiento preventivo. Dicha prórroga será otorgada excepcionalmente por un plazo máximo de seis meses. Vencido dicho plazo, si no hubiera comenzado la audiencia de debate, la prisión preventiva cesará definitivamente. Dictada la sentencia condenatoria, si se concedieran recursos extraordinarios, la prisión preventiva no tendrá término máximo de duración, sin perjuicio de su cese por el inciso primero.

Artículo 203 – Cesación de las medidas alternativas a la prisión preventiva. Las medidas que se dictaran como alternativas a la prisión preventiva, o las que la atenuaran, cesarán automáticamente y de pleno derecho al cumplirse dos años desde que fueran otorgadas, si en tal plazo no hubiera comenzado la audiencia del debate.

Artículo 204 – Caducidad. Las libertades provisionales que sean alternativas o morigeraciones dispuestas respecto de una prisión preventiva, caducarán de pleno derecho cuando el imputado fuera detenido en relación a otro procedimiento penal. El imputado será puesto a disposición de todos los Tribunales intervinientes y la viabilidad de la prisión preventiva o sus alternativas, será nuevamente analizada, a instancia de partes, teniendo en cuenta todas las persecuciones penales en trámite.


Será competente para entender en este análisis, el Juez de la Investigación Penal Preparatoria del lugar donde tenga su asiento el Tribunal ante quien correspondiera acumular las pretensiones punitivas o eventualmente debiera unificar penas por violación a las reglas del concurso, según las normas del Código Penal. Se observará el trámite de la audiencia oral prevista en el artículo 199.

Artículo 205 – Internación provisional. El Tribunal, a pedido de parte, podrá ordenar la internación del imputado en un establecimiento asistencial, cuando a los requisitos para la prisión preventiva se agregare la comprobación por dictamen de dos peritos de que el mismo sufre una grave alteración o insuficiencia de sus facultades mentales, que lo tornan peligroso para sí o para los demás.


Regirán, análogamente los artículos que regulan el trámite de la prisión preventiva.


Cuando no concurriendo los presupuestos para despachar la prisión preventiva, concurrieran las demás circunstancias a que se alude precedentemente, el Tribunal informará al Tribunal competente para resolver sobre su incapacidad e internación y pondrá a su disposición a quien estuviera detenido, de conformidad a lo dispuesto por el Código Procesal Civil y Comercial en la materia.

Artículo 206 – Tratamiento del encarcelado. A quien se le dictara la prisión preventiva se lo alojará en establecimientos especiales diferentes de los que se utilizan para los condenados a pena privativa de la libertad, o, al menos en lugares absolutamente separados de los dispuestos para estos últimos, y en todo momento será tratado como inocente.


La reglamentación a dictarse garantizará todo lo atinente al lugar de alojamiento, servicios que se le brinden, utilización del tiempo, condiciones laborales, actividades deportivas o recreativas, estudio e información general, comunicación con familiares y amigos, visitas íntimas, salud física y psíquica, asistencia religiosa y todo otro aspecto que le asegure el menor deterioro en su personalidad.

Artículo 207 – Cauciones. La reglamentación a dictarse establecerá las formas para la constitución de cauciones, la sustitución del fiador y el trámite para las ejecuciones.

Capítulo III

Coerción real

Artículo 208 – Embargo. El Tribunal dispondrá a pedido de parte, embargo en bienes del imputado en medida suficiente para garantizar la pena pecuniaria y las costas del juicio.


También podrá solicitar la medida el querellante adhesivo, para garantizar la reparación del daño causado por el delito atribuido.

Artículo 209 – Inhibición. De no conocerse bienes libres o en caso de insolvencia o de insuficiencia de los bienes embargados, el Tribunal podrá disponer a pedido de parte o del querellante adhesivo, la inhibición general del imputado que quedará sin efecto si presentare bienes o diera caución suficiente.

Artículo 210 – Sustanciación. Las solicitudes de embargo o inhibición, serán sustanciadas en instancia única y en la misma audiencia prevista para la prisión preventiva o sus alternativas. O si fuera el caso, en una que se solicite al sólo efecto, donde se arbitrará el mismo trámite.

Artículo 211 – Secuestro. El Fiscal de Distrito podrá disponer en caso de urgencia, el secuestro de aquellas cosas relacionadas con el delito, las sujetas a confiscación o aquellas que puedan servir como prueba. Si mediare peligro en la demora, la medida podrá ser cumplida por la policía.

Artículo 212 – Efectos secuestrados. El régimen de los bienes secuestrados se ajustará a la Ley 10.887 y su reglamentación. Los automotores o motocicletas que durante el lapso de seis meses permanecieran secuestrados a disposición de la autoridad judicial, y sobre los cuales no se hubiera efectuado reclamo por su propietario o persona con legítimo derecho sobre el vehículo, o en caso de que efectuado el mismo no se hubiera agotado el procedimiento, podrán ser entregados en calidad de depósito renovable anualmente al Poder Ejecutivo provincial, para que el mismo lo utilice en funciones específicas de la policía o de los institutos penitenciarios.

Artículo 213 – Devolución. Tan pronto como fuera posible, el Fiscal ordenará la devolución de los objetos secuestrados que no estén sometidos a confiscación, restitución o embargo, a la persona de cuyo poder se sacaron. Esta devolución podrá ordenarse provisionalmente en calidad de depósito, e imponerse al poseedor la obligación de exhibirlos.


Los efectos sustraídos serán devueltos, en las mismas condiciones y según corresponda al damnificado o al poseedor de buena fe de cuyo poder hubieran sido secuestrados.

Artículo 214 – Normas supletorias. Con respecto a la sustitución del embargo y la inhibición, orden de los bienes embargables, forma y ejecución del embargo, conservación, seguridad y custodia de los bienes embargados, su administración, variaciones del embargo, tercerías y contracautela exigible al querellante adhesivo, regirán las disposiciones del Código Procesal Civil y Comercial en todo cuanto no esté modificado por lo dispuesto en el presente Capítulo.

Título IV

Invalidación por actividad procesal defectuosa

Artículo 215 – Principio. No podrán ser valorados para fundar una decisión judicial, ni utilizados como presupuestos de ella, los actos cumplidos con inobservancia de las formas y condiciones previstas en este Código, salvo que el defecto haya sido subsanado o no se hubiera protestado oportunamente por él.


Las partes sólo podrán impugnar las decisiones judiciales que les causaran gravamen, con fundamento en el defecto, en los casos y formas previstos por este Código, siempre que el interesado no hubiera contribuido a provocarlo. Se procederá del mismo modo cuando el defecto consistiera en la omisión de un requisito que la ley prevé para la validez del acto.

Artículo 216 – Protesta. Cuando el defecto fuera subsanable, el interesado deberá formular la protesta, mientras se cumple el acto o inmediatamente después de cumplido cuando hubiese estado presente en él, y antes de dictarse la decisión a impugnar, cuando no hubiere estado presente.


Si, por las circunstancias del caso, fue imposible advertir oportunamente el defecto, el interesado deberá formular la protesta inmediatamente después de conocerlo.


La protesta implicará el reclamo de subsanación y deberá describir el defecto individualizando el acto viciado o el requisito omitido, proponiendo la solución que correspondiera.

Artículo 217 – Defectos absolutos. No será necesaria la protesta previa y podrán ser advertidos aun de oficio, los defectos concernientes a la intervención, asistencia y representación del imputado en los casos y formas que la ley establece o los que implicaran inobservancia de derechos y garantías previstos por la Constitución Nacional, por los Tratados subscriptos por la Nación y por la Constitución Provincial.


En estos casos el imputado podrá impugnar, aunque tuviera responsabilidad en la provocación del defecto.

Artículo 218 – Renovación o rectificación. Los defectos deberán ser subsanados, siempre que fuera posible, renovando el acto, rectificando su error o cumpliendo el requisito omitido, de oficio o a instancia de parte.

Libro III

Investigacion Penal Preparatoria

Título I

Procedimiento

Capítulo I

Disposiciones Generales

Artículo 219 – Competencia. La Investigación Penal Preparatoria corresponderá al Ministerio Público Fiscal, según las disposiciones de la ley y la reglamentación que se dicte.

Artículo 220 – Competencia delegada. Podrán sin embargo prevenir en la Investigación Penal Preparatoria, los funcionarios de policía, quienes actuarán por iniciativa propia o cumpliendo órdenes del Ministerio Público Fiscal.

Artículo 221 – Objeto de la investigación. La Investigación Penal Preparatoria tendrá por objeto:

1) Averiguar los hechos que con apariencia de delito fueran denunciados o conocidos, con la finalidad de preparar la eventual acusación que permita la apertura del juicio penal.

2) Reunir los elementos que permitan probar:

a) La individualización de los presuntos autores, cómplices o instigadores.

b) Las circunstancias que califiquen o atenúen el hecho.

c) Las circunstancias que permitan determinar causales de justificación, inculpabilidad, inimputabilidad o excusas absolutorias.

d) La extensión del daño causado por el hecho.

e) La edad, educación, costumbres, condiciones de vida, medios de subsistencia y antecedentes del imputado, el estado y desarrollo de sus facultades mentales, las condiciones en que actuó, los motivos que hubieran podido determinar su conducta, y las demás circunstancias personales que tengan vinculación con la ley penal.

Artículo 222 – Iniciación. La Investigación Penal Preparatoria podrá iniciarse por decisión del Ministerio Público Fiscal o por iniciativa policial.


Cuando la decisión fuera del Ministerio Público Fiscal contará con la colaboración de la Policía quien cumplirá las órdenes que se le impartan.


Cuando la investigación fuera iniciada por la Policía, de inmediato será comunicada tal circunstancia al Fiscal competente, a fin de que éste pueda controlar la misma e impartir instrucciones genéricas o específicas.

Artículo 223 – Comunicación inmediata. En todos los casos en que se iniciara una Investigación Penal preparatoria y se hubiera individualizado fehacientemente al imputado, deberán comunicarse al Registro Unico de Antecedentes Penales de la Provincia las siguientes circunstancias:

1) Nombre, apellido y demás elementos identificatorios del imputado.

2) Si se encuentra detenido el imputado. En caso afirmativo, fecha, hora de detención y juez a disposición de quien se encuentra.

3) Nombre, apellido y demás elementos identificatorios del denunciante, de la víctima y del damnificado, si los hubiera.

4) Fecha del hecho atribuido y de la iniciación de la investigación, así como la calificación provisional del mismo.

5) Repartición policial, Fiscalía interviniente y defensor designado si lo hubiera.

Artículo 224 – Información al Fiscal. Recibida la comunicación a que refiere el artículo anterior, el Registro Unico de Antecedentes Penales procederá de inmediato a informar al Fiscal interviniente las siguientes circunstancias:

1) Si el imputado cuenta con otras investigaciones penales en trámite, haciendo saber en su caso, Fiscalía y repartición policial interviniente.

2) Medidas de coerción que se hubieran dictado en su contra.

3) Suspensiones del procedimiento a prueba acordadas a la misma persona.

4) Declaraciones de rebeldía.

5) Juicios penales en trámite.

6) Condenas anteriores, libertades condicionales, reincidencias en que hubiera incurrido y toda otra referencia de utilidad respecto del imputado.


En caso de que el imputado registrara pluralidad de causas, la información pertinente será remitida a todos los fiscales intervinientes.

Artículo 225 – Reserva de la información. La información que obrara en poder del Registro Unico de Antecedentes Penales será reservada y sólo podrá ser conocida y utilizada por el Ministerio Público Fiscal, la policía, el imputado, la defensa y los jueces.

Artículo 226 – Reserva de las actuaciones. Los actos de la investigación y su documentación serán secretos para quienes no sean parte en el procedimiento o no tuvieran expresa autorización para conocerlos.

Artículo 227 – Conocimiento a la defensa. Las actuaciones que documentan la Investigación Penal Preparatoria, podrán ser conocidas por el imputado y su defensa sólo una vez realizada la audiencia imputativa regulada por el artículo 242. Sin embargo, el imputado o su defensa podrán imponerse de las mismas quince días después de haber peticionado al Fiscal la realización de dicha audiencia, si por cualquier motivo ésta no se hubiera celebrado.

Artículo 228 – Formalidades para actos irreproducibles o definitivos. Deberán constar en actas debidamente formalizadas, con expresa mención de la fecha, hora, intervinientes, firmas de los funcionarios actuantes y mención de cualquier otro dato útil a la eficiencia y acreditación de la autenticidad del documento, los operativos dirigidos a la búsqueda e incorporación de pruebas, inspecciones, constataciones, registros, secuestros, aprehensiones, detenciones, reconocimientos y toda otra diligencia que se considerara irreproducible o definitiva.


Las restantes diligencias de la investigación no guardarán otras formalidades que las exigidas por la reglamentación y por las instrucciones generales y especiales expedidas por el Ministerio Público Fiscal, salvo las que tuvieran una formalidad expresamente prevista en este Código.

Artículo 229 – Instancia privada y antejuicio. Mediando un obstáculo legal, sólo se realizarán los actos urgentes que interrumpan la comisión del hecho punible o preserve la prueba que corriera el riesgo de perderse por la demora, siempre que no se afectare el interés protegido por el impedimento.

Capítulo II

Denuncia

Artículo 230 – Facultad de denunciar. Toda persona que tuviera noticia de un delito perseguible de oficio, podrá denunciarlo ante el Ministerio Público Fiscal o a las autoridades policiales. Cuando la acción penal dependiera de instancia privada, sólo podrá denunciar el titular del poder de instar.

Artículo 231 – Denuncia obligatoria. Siempre que no existiera obligación de guardar secreto, tendrán el deber de denunciar los delitos perseguibles de oficio:

1) Los funcionarios o empleados públicos que los conocieran en el ejercicio de sus funciones.

2) Los profesionales de la salud, cuando se tratara de delitos contra la vida o la integridad corporal de las personas.

Artículo 232 – Forma. La denuncia podrá hacerse en forma escrita o verbal, personalmente o por mandatario especial. En este último caso, se deberá acompañar el poder respectivo.


La denuncia escrita será ratificada por el denunciante ante quien la reciba, salvo que lleve patrocinio letrado. Cuando fuere verbal se extenderá en acta por el funcionario interviniente.

Artículo 233 – Contenido. La denuncia deberá contener, en cuanto fuera posible:

1) Una relación circunstanciada del hecho con indicación de los autores, cómplices e instigadores.

2) La individualización del daño y la identidad del damnificado.

3) Los elementos probatorios que ofreciera para su ulterior producción.

4) La calificación legal que a criterio del denunciante merece el hecho si se formulara por abogado o con patrocinio letrado.


Cuando la denuncia escrita fuera ratificada por el denunciante, se tratará de completar el contenido faltante.

Artículo 234 – Denuncia repetida. Cuando se formulara una denuncia, deberá interrogarse a su autor para que exprese si con anterioridad denunció el mismo hecho.

Artículo 235 – Copia o certificación. Hecha la denuncia se expedirá al denunciante, si lo solicitara, copia de la misma o certificación en que conste: fecha de su presentación, el hecho denunciado, el nombre del denunciante y denunciado, los comprobantes que se hubieran presentado y las circunstancias que se consideraran de utilidad.

Capítulo III

Actos de la Policía

Artículo 236 – Deberes y atribuciones. La policía tendrá los siguientes deberes y atribuciones:

1) Recibir denuncias.

2) Requerir la inmediata intervención del organismo criminalístico dependiente del Tribunal de Casación o, en defecto de la actuación operante del mismo, practicar sin demora las diligencias necesarias para hacer constar las huellas o rastros del delito, cuando hubiera peligro de que desaparezcan o se borren por retardo de estas diligencias.

3) Realizar los actos que le encomendara el Fiscal.

4) Aprehender, detener e incomunicar a las personas, en los casos que este Código autoriza, informándolo de inmediato al Fiscal. En todos los casos deberá poner a las mismas a disposición del Juez competente dentro de las veinticuatro horas de efectuada la medida.

5) Recoger las pruebas y demás antecedentes que pudieran adquirir en el lugar de la ejecución del hecho punible y practicar las diligencias urgentes que se consideraran necesarias para establecer su existencia y determinar los responsables, debiéndose recopilar por separado, en lo posible y de acuerdo a los distintos hechos que se investiguen, las respectivas actuaciones.

6) Poner en conocimiento del Fiscal las informaciones y diligencias practicadas, requiriendo su autorización para realizar aquellas medidas probatorias que por su naturaleza sean definitivas e irreproducibles, y que deberán colectarse con control de la defensa, si el imputado estuviera individualizado. Si fuera imposible cumplir con estas exigencias ante el inminente peligro de frustración de la medida, la misma, excepcionalmente se realizará con intervención del Juez Comunal o certificándose su fidelidad con dos testigos, fotografías u otros elementos corroborantes.

7) Disponer que antes de practicarse las averiguaciones y exámenes a que debe procederse, no hubiera alteración alguna en todo lo relativo al hecho y estado del lugar en que fue cometido.

8) Proceder a todos los exámenes, indagaciones y pesquisas que juzgara indispensables recabando los informes y noticias que pudieran servir de utilidad al Fiscal o a la defensa, documentando las declaraciones sólo cuando se estime necesario.

9) Secuestrar los instrumentos del delito o cualquier otro elemento que pudiera servir para el objeto de la investigación en caso de urgencia o peligro en la demora. Sin embargo no podrá imponerse de la correspondencia, papeles privados, material informático y grabaciones que secuestrara, sino que los remitirá intactos al Fiscal competente para que éste requiera autorización al Tribunal.

10) Impedir, si lo juzgara conveniente, que ninguna persona se aparte del lugar del hecho o sus adyacencias, antes de concluir las diligencias más urgentes de investigación.

11) Identificar al imputado.

12) Informar al imputado inmediatamente de que fuera citado, aprehendido o detenido, que cuenta con los siguientes derechos:

a) Nombrar abogado para que lo asista y represente.

b) Conferenciar en forma privada y libre con su defensor, antes de prestar declaración o realizar un acto que requiera su presencia.

c) Abstenerse de declarar sin que ello signifique una presunción en su contra, o solicitar ser escuchado por el Fiscal.

d) Solicitar del Fiscal la intimación de los hechos que se le atribuyen, la calificación jurídica penal que provisionalmente merezcan y la prueba que existe en su contra.

e) Solicitar se practique la prueba que estimara de utilidad.

13) La información precedente le será entregada al imputado por escrito, dejando constancia fehaciente de su entrega.

14) Cumplimentar lo necesario para que el imputado sea revisado por el médico, bioquímico o psicólogo, en los casos en que así correspondiera.

15) Cumplimentar con la información a enviar al Registro Unico de Antecedentes Penales.

Artículo 237 – Requerimiento de auxilio médico. Los funcionarios a quienes correspondieran las diligencias iniciales de investigación, podrán ordenar, que los acompañe el primer médico que fuera habido, para prestar los auxilios de su profesión. El requerimiento será formulado bajo el apercibimiento de sancionarse al renuente hasta con quince días multa, sanción que aplicará el Tribunal a solicitud del Fiscal, sin perjuicio de la responsabilidad penal en que se incurriera.

Artículo 238 – Subordinación. Los funcionarios policiales a cargo de la Investigación Penal Preparatoria estarán bajo la autoridad del Ministerio Público Fiscal, en lo que se refiere a dicha función.


Deberán también cumplir las órdenes que para la tramitación del procedimiento les dirijan los jueces, en el ámbito de su competencia.

Artículo 239 – Poder disciplinario. Cuando los funcionarios policiales violaran disposiciones legales o reglamentarias, omitieran o retardaran la ejecución de un acto propio de sus funciones, o lo cumplieran negligentemente, el Ministerio Público Fiscal solicitará al Ministerio de Gobierno, imponga la sanción disciplinaria que corresponda, sin perjuicio de la responsabilidad civil y penal de aquéllos.


Los Tribunales tendrán las mismas atribuciones cuando los funcionarios policiales actúen por su orden o bajo su supervisión.

Capítulo IV

Actos del Fiscal

Artículo 240 – Fiscalización de la Investigación Penal Preparatoria. El Fiscal de distrito deberá fiscalizar todas las actuaciones que cumpliera la policía en función judicial en el ámbito de su competencia territorial, con la finalidad de decidir sobre su mérito conforme a las disposiciones de este Capítulo.

Artículo 241 – Desestimación de la denuncia y archivo. El Fiscal ordenará la desestimación de la denuncia cuando no se pudiera proceder, se hubiera extinguido la acción penal, o el hecho no fuera punible. En caso que mediara un obstáculo legal, se archivarán las actuaciones hasta tanto se libere el mismo. 

Artículo 242 – Audiencia imputativa. Cuando el Fiscal estimara que de los elementos reunidos en la investigación existe la probabilidad de que el imputado pudiera ser acusado como autor o partícipe de un delito, procederá a citarlo para concretar la audiencia donde se le brindará la información a que alude el artículo siguiente. Si el imputado estuviera detenido, la audiencia imputativa deberá realizarse dentro de las noventa y seis horas del inicio de la detención.

Artículo 243 – Información al imputado en la audiencia imputativa. El Fiscal dará a conocer al imputado, bajo su firma, por escrito y dejando constancia fehaciente de la comunicación:

1º) El hecho atribuido y su calificación jurídico penal.

2º) Las pruebas fundantes de la intimación.

3º) Todos los derechos que este Código le acuerda al imputado al momento de originarse su condición.

Artículo 244 – Asistencia técnica. Para ser válida la audiencia, deberá estar presente el defensor del imputado. El defensor podrá ser nombrado en la misma audiencia, si no hubiera sido designado con anterioridad.


Si el imputado nombrara abogado defensor de confianza, o se le debiera asignar uno proporcionado por el Servicio Oficial de Defensa, se suspenderá la audiencia hasta tanto se haga presente el profesional, a quien se le notificará de inmediato de la fecha y hora en que debe concurrir para cumplir su función.


Si durante la incomunicación del imputado alguna persona de su relación hubiera propuesto defensor, se le hará conocer antes del acto.

Artículo 245 – Eventual interrogatorio Fiscal. En la misma audiencia, cumplida la información precedente y celebrada la entrevista confidencial con su defensor, el imputado podrá peticionar ser oído e incluso manifestar su conformidad para que el Fiscal proceda a interrogarlo. Se observarán las normas sobre la validez y forma de la declaración del imputado.


El defensor le podrá formular las expectativas que prevé la ley penal o procesal como consecuencias o beneficios derivados de su eventual confesión.


La inobservancia de estos preceptos invalidará el acto, sin perjuicio de la responsabilidad disciplinaria o penal que correspondiera.

Artículo 246 – Firma del acta. Terminado el acto se dará lectura en voz alta del acta labrada, y luego firmarán el Fiscal, el imputado, su defensor y el funcionario policial que hubiere estado presente.

Artículo 247 – Copia del acta. El Fiscal tendrá la obligación de entregar al imputado o a su defensor, copia del acta que se labrara con motivo de su declaración o donde constara que ejerce el derecho de abstenerse de hacerlo.

Artículo 248 – Declaración a solicitud del imputado. Cuando el imputado en la audiencia imputativa del artículo 242 no hubiera ejercido el derecho a declarar, o considerara necesario ampliar o modificar su anterior declaración, podrá solicitarlo al Fiscal, en cualquier momento de la Investigación Penal Preparatoria y hasta la acusación. En esta audiencia el Fiscal podrá formular las preguntas que considerara pertinentes. Asimismo, cuando el Fiscal no estimara imprescindible la audiencia para ampliar o modificar anteriores declaraciones, podrá disponer que las mismas se formulen por escrito con el patrocinio del defensor.


Este mismo derecho podrá ser utilizado por el imputado a quien no se le hubiera recepcionado declaración con las formalidades previstas en los artículos 242 y siguientes.

Artículo 249 – Nueva audiencia imputativa. Cuando se modificaran los hechos intimados o su calificación legal, el Fiscal deberá convocar al imputado a una nueva audiencia aplicándose al respecto los artículos 241 y siguientes.

Artículo 250 – Validez de actos irreproducibles. Adjudicada la calidad de imputado, toda medida probatoria que por su naturaleza o características debiera considerarse definitiva o irreproducible, o se presuma que no podrá celebrarse en el debate, para ser válida, será ordenada por el Fiscal y notificada a la defensa a fin de que ejercite su facultad de control. En caso de divergencia respecto al modo de realización del acto, se requerirá verbalmente la intervención del Tribunal de la Investigación, el que adoptará las medidas que considere pertinentes para la realización garantizadora del mismo.

Artículo 251 – Actos urgentes. Cuando alguna de las medidas a que refiere el artículo anterior requiera suma urgencia, deberá solicitarse la intervención del Tribunal de la Investigación que prescindirá de la notificación a la defensa, y dispondrá lo pertinente para garantizar la realización del acto.


Si fuera imposible ocurrir al Tribunal de la Investigación, se observará lo previsto por el artículo 236 inciso 6º.

Artículo 252 – Discrepancias. Cuando existieran discrepancias entre el Fiscal y la defensa respecto de la realización de cualquiera de los actos que requieren la participación necesaria de ambos, estarán legitimados para ocurrir ante el Juez de la Investigación Penal Preparatoria que se impondrá oral y sumariamente de la situación y resolverá sin recurso alguno.

Artículo 253 – Garantías constitucionales. El Fiscal requerirá al Juez de la Investigación Penal Preparatoria la correspondiente orden cuando para practicar la medida de investigación sea imprescindible el allanamiento de domicilio, la interceptación de correspondencia, la intervención de las comunicaciones o cualquier otra medida que pudiera afectar derechos y garantías amparados constitucionalmente.

Artículo 254 – Proposición de diligencias probatorias. El imputado, su defensor y el querellante adhesivo podrán proponer diligencias probatorias en el curso de la investigación y ocurrir ante el superior en grado del Fiscal interviniente, si este no las practicase. El Fiscal superior resolverá lo que corresponda tras breve averiguación sumaria, sin recurso alguno.

Artículo 255 – Participación del querellante adhesivo. Cuando el Fiscal estimara agotada la investigación, y se hubiera celebrado la audiencia del artículo 242 y siguientes, citará al querellante interviniente en el procedimiento, si lo hubiera, proporcionándole las copias y las explicaciones necesarias para que en el plazo que le acuerde, no menor de tres días ni mayor de quince, le acompañe un proyecto de acusación conforme a los recaudos establecidos en este Código. Antes del vencimiento del término indicado, el querellante podrá señalar al Fiscal por escrito y puntualmente las diligencias de investigación que estimara faltantes y necesarias para expedirse, y si el Fiscal aceptara la propuesta, después de realizar las medidas, le otorgará nuevamente el plazo para concretar la actividad exigida.

Artículo 256 – Disenso entre el Fiscal y el querellante adhesivo. Si el Fiscal disintiera con el querellante en cuanto a las diligencias que se le requieren para completar la investigación, o a la decisión de abrir o no el juicio de acuerdo con los elementos existentes, o sobre cualquiera de los extremos que habrá de contener la acusación, las cuestiones controvertidas serán resueltas por el Fiscal superior en grado, después de una entrevista informal donde ambos discrepantes fundamenten sus diferencias. En caso de mantenerse el disenso, el querellante adhesivo podrá ocurrir ante el Procurador General quien con idéntico procedimiento resolverá definitivamente.

Artículo 257 – Archivo Fiscal. Cuando se estimara que no hay más medidas a practicar, realizada la audiencia del artículo 242 y cumplimentado el trámite con el querellante si lo hubiera, el Fiscal dispondrá el archivo de las actuaciones en los siguientes casos:

1º) Cuando fuera evidente:

a) Que media una causal extintiva del ejercicio de la acción penal u otra de carácter también perentorio.

b) Que el hecho investigado no se cometió o no encuadra en una figura penal.

c) Que el delito no ha sido cometido por el imputado o media una causa de justificación, inimputabilidad, inculpabilidad o excusa absolutoria.

2º) Cuando no hubiera suficientes elementos de prueba para fundar la requisitoria de apertura del juicio y no fuera razonable, objetivamente, prever la incorporación de nuevas pruebas.

Artículo 258 – Archivo jurisdiccional. Transcurrido un año desde la realización de la audiencia del artículo 242, la defensa podrá solicitar al Fiscal el archivo a que refiere el artículo precedente.


La solicitud se hará por escrito y el Fiscal resolverá en el término de cinco días. Denegada la solicitud o transcurrido dicho plazo sin que el Fiscal se expidiera, la defensa podrá instar ante el Juez de la Investigación Penal Preparatoria el archivo denegado ofreciendo la prueba que fundamente su pretensión.


El Tribunal convocará a una audiencia oral y pública donde escuchadas las partes y producida la prueba pertinente, resolverá en el acto el archivo por las causales del artículo anterior o lo denegará.


La solicitud con el procedimiento previsto en el presente artículo podrá reiterarse cada seis meses.

Artículo 259 – Notificación y disconformidad. La desestimación y el archivo dispuesto por el Fiscal, serán notificados a la víctima y en su caso, al damnificado directo, quienes en un plazo de cinco días podrán manifestar su disconformidad ante el Fiscal superior en grado. Este realizará, cuando corresponda, una sumaria averiguación y convalidará o revocará la decisión del inferior. En este último caso podrá impartir instrucciones y aun designar nuevo Fiscal como encargado de la investigación. Cuando el Fiscal General convalidara la decisión del inferior, dentro del mismo plazo, se podrá ocurrir ante el Procurador General, quien luego de cumplir idéntico procedimiento, resolverá definitivamente.

Artículo 260 – Efectos. Las resoluciones que dispongan desestimar la denuncia o archivar la Investigación Penal Preparatoria, impedirán una nueva actividad persecutoria por los mismos hechos.


Si el imputado se encontrara detenido o en prisión preventiva, apenas se dicte el archivo, el Fiscal solicitará al Juez que disponga su libertad.

Artículo 261 – Reapertura de la Investigación Penal Preparatoria. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, si se modificara la situación probatoria preexistente, el Fiscal de Distrito deberá elevar al Fiscal General un detalle de los elementos probatorios sobrevinientes a fin de requerir autorización expresa para la reapertura de la investigación.


La ausencia de dicha autorización invalidará lo actuado y hará viable la excepción de archivo.

Título II

Oportunidad, suspensión y sustitución en el ejercicio de la acción

Artículo 262 – Oportunidad. En los casos en que se autorice la aplicación de criterios de oportunidad para evitar o hacer cesar la persecución penal, el Fiscal decidirá el archivo, o lo pedirá al Juez de la Investigación Penal Preparatoria si así lo exigiera la ley penal.

Artículo 263 – Suspensión del procedimiento a prueba. Cuando se permitiera la suspensión del procedimiento a prueba, el Fiscal que contara con el acuerdo del imputado y su defensor, podrá solicitarla al Juez de la Investigación Penal Preparatoria. Este desestimará la pretensión si la considerara improcedente, o concederá la suspensión especificando las instrucciones o imposiciones a que deberá someterse el imputado. En este último caso comunicará al Registro Unico de Antecedentes Penales de la Provincia el otorgamiento del beneficio.

Artículo 264 – Control. El Ministerio Público Fiscal controlará la observancia de las instrucciones e imposiciones, denunciando su incumplimiento ante el mismo Tribunal, quien resolverá previa audiencia de las partes y a tenor de la prueba producida al efecto.

Artículo 265 – Sustitución en el ejercicio de la acción. En cuanto la ley le permita ejercer subsidiariamente la acción penal pública, el ofendido o sus herederos podrán asumir el carácter de querellante exclusivo si discreparan con la desestimación de la denuncia o el archivo de las actuaciones dispuesto por el Ministerio Público Fiscal.


A tal efecto formularán instancia ante el Tribunal de la Investigación Penal Preparatoria con patrocinio letrado en la que constará su identificación, los hechos y el derecho fundante de su pretensión, y las cautelas probatorias que solicita.


El Tribunal, previa ratificación personal del querellante, resolverá el anticipo de pruebas, las medidas de coerción y la contracautela adecuada, confiriendo o no traslado a la contraparte conforme a las circunstancias del caso.


Regirán al respecto los artículos 266 y siguientes, las disposiciones del juicio común y las restantes normas de este Código en cuanto fueran aplicables. La audiencia imputativa se concretará en la oportunidad prevista por el artículo 269 o, en su defecto, en la señalada por el artículo 287 del presente digesto.

Título III

Procedimiento intermedio

Artículo 266 – Procedencia de la acusación. Transcurrido un plazo no menor de un mes desde la audiencia imputativa prevista en el artículo 242 y cumplimentado, en su caso, el trámite con el querellante adhesivo del artículo 255, si el Fiscal estimara contar con elementos para obtener una sentencia condenatoria en el debate, procederá a formular por escrito su requisitoria de acusación ante el Juez de la Investigación Penal Preparatoria. El plazo dilatorio no regirá respecto del imputado que hubiera incurrido en rebeldía.

Artículo 267 – Contenido de la acusación. El requerimiento Fiscal para ser válido deberá contener:

1º) Los datos personales del imputado.

2º) Una relación clara, precisa, circunstanciada y específica del hecho, con detalle de la extensión del daño causado.

3º) Los fundamentos de la acusación, con el ofrecimiento de la prueba de la que se valdrá en el juicio.

4º) La calificación legal de los hechos.

5º) La pena que solicita para el imputado o en su caso, la medida de seguridad.

6º) La solicitud de apertura de juicio.


Además el Fiscal podrá acompañar una acusación alternativa o subsidiaria cumpliendo los mismos requisitos precedentes.

Artículo 268 – Excepciones, oposición, ofrecimiento de prueba y opción por el Jurado. El Tribunal de la Investigación Penal Preparatoria ordenará la notificación del requerimiento fiscal al defensor.


Dentro del plazo de quince días la defensa ofrecerá la prueba a producir en el juicio. Asimismo, conjuntamente, podrá deducir excepciones previas u oponerse a la requisitoria ofreciendo la prueba correspondiente. En el mismo plazo, el imputado podrá ejercer el derecho a ser juzgado por jurados, para lo cual deberá presentar su opción ante el Juez de la Investigación Penal Preparatoria. En caso de pluralidad de imputados todos deberán estar de acuerdo con la intervención de los jurados.

Artículo 269 – Trámite. Si se dedujeran excepciones previas o se formulara oposición, el incidente se tramitará conforme a lo establecido en el artículo 26 resolviéndose, según el caso, el sobreseimiento, el archivo o la desestimación de la cuestión planteada.

Artículo 270 – Sobreseimiento. El sobreseimiento se pronunciará en los supuestos previstos en el artículo 257 inciso primero, salvo que su dictado implicara también la imposición de una medida de seguridad, en cuyo caso el Juez de la Investigación Penal Preparatoria se abstendrá de hacerlo remitiendo la causa al Tribunal de Juicio.


El sobreseimiento cerrará definitiva e irrevocablemente el procedimiento con relación al imputado para quien se dicte. Tendrá valor de cosa juzgada con respecto a la cuestión penal, pero no favorecerá a otros posibles copartícipes.


Dictado el sobreseimiento el Juez de la Investigación Penal Preparatoria dispondrá la libertad del imputado.


Ejecutoriado que fuera se librará la comunicación al Registro Unico de Antecedentes Penales.

Artículo 271 – Archivo en la etapa intermedia. El Tribunal de la Investigación Penal Preparatoria dispondrá el archivo cuando acoja una excepción dilatoria, ordenando, en su caso, la inmediata libertad del imputado y las comunicaciones al Registro Unico de Antecedentes Penales.

Artículo 272 – Remisión. Si no se dedujeran excepciones u oposición, o desestimadas las mismas, la causa será remitida al Tribunal de Juicio.

Libro IV

Juicios y procedimientos especiales

Título I

Juicio Común

Capítulo I

Actos preliminares

Artículo 273 – Integración del Tribunal y objeción a la prueba.


Integrado el Tribunal, en su caso con la participación del Jurado, conforme a las disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se notificará inmediatamente su constitución. Dentro de los cinco días, las partes podrán interponer las recusaciones que estimen pertinentes y objetar la admisibilidad de la prueba ofrecida.

Artículo 274 – Admisibilidad de la prueba. Si respecto de alguna de las pruebas ofrecidas se objetara su admisibilidad o el Tribunal advirtiera la posibilidad de rechazarla de oficio, habrá de convocarse previamente a una audiencia donde las partes puedan alegar sobre la admisibilidad cuestionada.

Artículo 275 – Resolución sobre la prueba. El Tribunal declarará inadmisible la prueba que, con evidencia, resulte improcedente, impertinente o superabundante. Además ordenará, con noticia de parte, la producción anticipada de la prueba que estime de imposible realización en el debate.


Será improcedente la lectura de actas que documentan pruebas cumplidas durante la Investigación Penal Preparatoria si pudieran producirse en el debate.

Artículo 276 – Excepciones. Antes de fijarse la audiencia para el debate, la defensa podrá deducir las excepciones que no hubiera planteado con anterioridad, pero el Tribunal podrá rechazar liminarmente las que fueran con evidencia improcedentes.

Artículo 277 – Fijación de audiencia. Resueltas las excepciones, ordenada la recepción de la prueba admisible, y producida la anticipada, el Presidente del Tribunal fijará lugar, día y hora para la iniciación del debate con intervalo no menor de diez días de cómputo continuo, ordenando la citación de todas aquellas personas que deban intervenir en él, incluidos en su caso los miembros del Jurado.

Capítulo II

Debate

Sección Primera

Audiencias

Artículo 278 – Inmediación. El debate se realizará con la presencia ininterrumpida de las personas que componen el Tribunal, en su caso del Jurado, del Ministerio Público Fiscal, del querellante adhesivo en su caso, del imputado y su defensa.


Si el defensor no compareciera al debate o se retirara de la audiencia, se procederá de inmediato a su reemplazo conforme a las disposiciones de este Código.


Si el querellante adhesivo no concurriera al debate o se retirara de la audiencia cesará en su intervención, sin perjuicio de que pueda ser compelido a comparecer como testigo.

Artículo 279 – Asistencia del imputado. El imputado asistirá a la audiencia, libre en su persona, sin perjuicio de la vigilancia y cautelas necesarias que se dispongan para impedir su fuga o violencia.


El Presidente excepcionalmente podrá autorizar que el imputado se retire de la audiencia cuando causas justificadas así lo determinen.

Artículo 280 – Oralidad y publicidad. Para ser válido el debate será oral y público. Las partes podrán consultar esquemas o ayuda memorias, o solicitar autorización para la lectura de material que por su naturaleza lo hagan imprescindible. La publicidad implica el desarrollo del debate a puertas abiertas, pero el Tribunal podrá excepcionalmente resolver aun de oficio, que total o parcialmente se realice a puertas cerradas cuando la publicidad pudiera afectar a quien alegue su condición de víctima, a terceros o a la seguridad del Estado. La resolución será fundada, se hará constar en el acta y será irrecurrible. Desaparecida la causa de la clausura, se deberá permitir el acceso al público.


La reglamentación que se dicte podrá determinar prohibiciones genéricas para el acceso a la sala de audiencia, así como facultar al Tribunal a adoptar medidas que atiendan a garantizar el orden y la seguridad en la sala.


Durante el debate las resoluciones se dictarán verbalmente, pero se dejará constancia en el acta.

Artículo 281 – Continuidad, receso y suspensión. El debate continuará durante todas las audiencias consecutivas que fueran necesarias hasta su terminación. Sin perjuicio de ello, las partes podrán solicitar recesos por un plazo máximo de dos horas por motivos fundados. El Presidente del Tribunal, a su vez, dispondrá los recesos necesarios para asegurar la eficacia del desarrollo de la audiencia.


El debate podrá suspenderse a pedido de parte o aun de oficio, por un plazo que en cada oportunidad no superará el término de quince días, cuando:

1º) Así lo exigiera la resolución de un incidente que no pudiera decidirse inmediatamente.

2º) Fuera necesario practicar algún acto fuera del lugar de la audiencia y no pudiera cumplirse durante un receso.

3º) Fuera imprescindible para poder lograr la producción de alguna prueba.

4º) Fuera imposible su realización o continuación por enfermedad de un Juez, en su caso de un miembro del Jurado o de las partes que imprescindiblemente deben estar presentes.

5º) Lo solicitara la parte, que por circunstancias no previstas, tuviera necesidad de contar con tiempo para preparar su actividad acusatoria o defensista.


En caso de suspensión, el Presidente anunciará el día y hora de la nueva audiencia, y ello valdrá como citación para las partes.


El vencimiento del plazo máximo de suspensión importará la invalidación del debate, que deberá iniciarse nuevamente, dentro de los sesenta días.


Durante el tiempo de suspensión, los Jueces y Fiscales podrán intervenir en otros juicios, de conformidad a lo que se disponga en la reglamentación respectiva.

Artículo 282 – Postergación extraordinaria. Si el imputado no compareciera al comienzo de la primera audiencia del debate, se ordenará la postergación del mismo hasta tanto aquél sea traído por la fuerza pública o fuera detenido, salvo que justificara debidamente su inasistencia. En tales casos se fijará de inmediato nueva audiencia.

Artículo 283 – Poder de policía y disciplina. El Presidente del Tribunal ejercerá el poder de policía y disciplina en la audiencia y podrá sancionar en el acto, con hasta diez días multa o arresto hasta de ocho días, las infracciones al orden y seguridad, sin perjuicio de expulsar al infractor de la sala.


La medida será dictada por el Tribunal cuando afectara a las partes o sus representantes.

Artículo 284 – Obligación de los asistentes. Los que asistieran a la audiencia deberán permanecer en silencio, no podrán llevar armas u otras cosas aptas para molestar u ofender, ni adoptar una conducta intimidatoria, provocativa o contraria al decoro, ni producir disturbios o exteriorizar de cualquier modo, opiniones o sentimientos.

Sección Segunda

Actos del debate

Artículo 285 – Dirección del debate. El Presidente dirigirá el debate, aceptando o rechazando las peticiones de las partes, hará las advertencias que correspondieran, recibirá los juramentos y moderará la discusión impidiendo derivaciones impertinentes, sin coartar el ejercicio de la acusación y la libertad de la defensa.


Para el ejercicio de sus facultades el Presidente podrá llamar a las partes a su despacho privado o conferenciar con éstas reservadamente sin suspender el debate. En los casos en que funcione el Jurado, el Presidente les dará instrucciones respecto de la función que cumplen, sin incidir en sus decisiones y no pudiendo estar presente en los debates internos previos al veredicto.

Artículo 286 – Apertura. El día y hora fijado, el Tribunal y en su caso el Jurado, se constituirá en la sala de audiencias. Después de verificar la presencia del Ministerio Público Fiscal y del imputado y su defensor, el Presidente del Tribunal declarará abierto el debate, advirtiendo al imputado que esté atento a lo que va a oír. Inmediatamente después practicará el interrogatorio de identificación del imputado. Acto seguido el Presidente del Tribunal concederá la palabra sucesivamente y por el tiempo que le fije, al Fiscal y al defensor para que sinteticen la acusación y la línea de defensa respectivamente.

Artículo 287 – Declaración del imputado. Después de la apertura del debate y escuchados que fueran el Fiscal y el defensor, el Presidente recibirá declaración al imputado. Le explicará con palabras claras y sencillas el hecho que se le atribuye, y le advertirá que puede abstenerse de declarar sin que ello signifique ninguna presunción en su contra, y que el debate continuará aunque no declare. Permitirá, en principio, que él manifieste libremente cuanto tenga por conveniente sobre la acusación, pudiendo ser interrogado posteriormente. Preguntará primeramente el Fiscal, luego el querellante, el defensor y los miembros del Tribunal, en ese orden.


Posteriormente, y en cualquier momento del debate a instancias de las partes, se le recibirá nueva declaración al imputado y se le podrán formular preguntas aclaratorias.

Artículo 288 – Declaración de varios imputados. Si los imputados fueran varios, el Presidente podrá alejar de la sala de audiencias a los que no se encontraran declarando, pero después de todos los interrogatorios, deberá informarles sumariamente de lo ocurrido durante su ausencia.

Artículo 289 – Facultades del imputado. En el curso del debate, el imputado podrá hacer todas las declaraciones que considerara pertinentes, siempre que se refieran al objeto del juicio. El Presidente impedirá cualquier divagación y si persistiera, podrá proponer al Tribunal alejarlo de la audiencia.


El imputado podrá hablar con su defensor sin que por ello la audiencia se suspenda, pero no durante su declaración o antes de responder a preguntas que se le formulen. En estas oportunidades nadie le podrá hacer sugerencia alguna.

Artículo 290 – Ampliación de la acusación. Durante el debate, el Ministerio Público Fiscal podrá ampliar la acusación, por inclusión de un hecho nuevo o circunstancia que modifica la calificación legal o la pena del mismo hecho objeto del debate, o que integra la continuación delictiva, que no hubieran sido mencionados originariamente.


En tal caso el Presidente deberá recibir nueva declaración al imputado lo que ocurrirá inmediatamente de ampliada la acusación o cuando se reanudara la audiencia si la defensa solicitara su suspensión para ofrecer nuevas pruebas o preparar su intervención.

Artículo 291 – Advertencia de oficio. Cuando del debate el Tribunal advirtiera la posibilidad de modificar la calificación jurídica utilizada por el Fiscal, se lo hará saber a éste con la presencia de las demás partes a quienes convocará en privado.


Verificada la situación precedente, constituye deber del Tribunal formular la advertencia referida que no implicará adelanto de opinión, pero le permitirá al Fiscal si así lo considera, proceder con arreglo al artículo precedente.

Artículo 292 – Recepción de pruebas. Después de la declaración del imputado, el Presidente autorizará la producción de la prueba que las partes hubieran ofrecido oportunamente y hubiera sido admitida. En primer término se producirá la prueba del Fiscal y luego la de la defensa. El orden en que se irá produciendo la prueba será decidido por la parte que la ofreció.

Artículo 293 – Nuevas pruebas. Las partes podrán solicitar la producción de nuevas pruebas, las que serán admitidas, en caso de oposición, cuando se alegara fundadamente que antes se las desconocía.

Artículo 294 – Interrogatorio. El perito, asesor técnico, testigo o intérprete previo prestar juramento, será interrogado por el Presidente sobre su identidad personal y las circunstancias que fueran necesarias para valorar su testimonio. Inmediatamente después será interrogado directamente por la parte que lo hubiera ofrecido y luego por la parte contraria. Finalmente, los miembros del Tribunal podrán formular sus preguntas ampliatorias o aclaratorias.


Formulada la pregunta y antes de que fuera contestada, las partes podrán oponerse. El Presidente del Tribunal podrá, aun de oficio, resolver sobre la improcedencia o impertinencia de la pregunta y en su caso, modificar su formulación.

Artículo 295 – Lectura de actas y documentos probatorios. El Tribunal ordenará la lectura de documentos y dictámenes periciales, así como de las actas que contengan las pruebas producidas en la Investigación Penal Preparatoria siempre que hubieran sido ofrecidas por las partes y oportunamente admitidas. También podrá ordenarse la lectura de las actas que documentan las pruebas practicadas antes de la audiencia del debate.

Artículo 296 – Comparendo. Las partes deberán asegurar el comparendo de los peritos, asesores técnicos, intérpretes o testigos que ofrecieran. El Presidente a pedido de parte, dispondrá lo necesario para hacer comparecer por la fuerza pública a quien estando oportunamente citado no hubiera asistido.

Artículo 297 – Inspección judicial. El Tribunal podrá disponer, aun de oficio, se practiquen inspecciones oculares de lugares o de cosas. En tales casos el acta labrada será leída luego en la audiencia.

Artículo 298 – Discusión final. Terminada la recepción de las pruebas, el Presidente preguntará a las partes si están en condiciones de producir sus alegatos finales. Si así fuera, concederá sucesivamente la palabra al Fiscal y a la defensa del imputado para que en ese orden emitan sus conclusiones verbalmente.


El Fiscal previo a producir su alegato, oirá en privado al querellante si lo hubiera, para cambiar ideas sobre el mismo.


Podrán hablar dividiéndose sus tareas, dos Fiscales o hasta dos defensores del imputado.


Finalizados los alegatos podrá haber réplica, correspondiendo a la defensa hablar en último término.


La réplica deberá limitarse a la refutación de los argumentos adversarios que antes no hubieran sido discutidos.


En caso de manifiesto abuso de la palabra, el Presidente podrá llamar la atención al orador, y si éste persistiera, podrá limitar prudencialmente el tiempo para que concluya su alegato.


Concluida la discusión final se establecerá el orden en que los miembros del Tribunal emitirán sus votos.

Capítulo III

Acta del debate

Artículo 299 – Contenido. El Secretario labrará un acta del debate que para ser válida deberá contener:

1º) El lugar y fecha de la audiencia, con mención de la hora en que comenzó y terminó, los recesos y suspensiones dispuestos. 

2º) El nombre y apellido de los jueces, fiscales, querellantes y defensores.

3º) Los datos personales del imputado.

4º) El nombre y apellido de los testigos, peritos asesores técnicos e intérpretes, con mención del juramento y la enunciación de los otros elementos probatorios incorporados al debate.

5º) Las instancias y síntesis de las pretensiones de las partes.

6º) Otras menciones prescriptas por la ley, o las que el Presidente ordenara hacer y aquellas que expresamente solicitaran las partes.

7º) La firma de los miembros del Tribunal, de los fiscales, defensores y secretario, previa lectura.

Artículo 300 – Resumen o versión. En las causas con pruebas complejas, a petición de parte o cuando el Tribunal lo estimara conveniente, el Secretario resumirá al final de cada declaración o dictamen, la parte sustancial que deba tenerse en cuenta. También podrá ordenarse la grabación, vídeo grabación o la versión taquigráfica total o parcial del debate.

Capítulo IV

Veredicto y Sentencia

Artículo 301 – Veredicto y Deliberación. Inmediatamente después de terminado el debate, para evitar su invalidación, los jueces ‑en los casos en que proceda‑ recibirán en audiencia pública el veredicto del jurado, y luego pasarán a deliberar en sesión secreta, a la que sólo podrá asistir el Secretario. El acto para ser válido no podrá suspenderse, salvo fuerza mayor, en cuyo caso lo será por un plazo que no podrá superar los quince días. La causa de la suspensión se hará constar y se informará al Tribunal de Casación.

Artículo 302 – Normas para la deliberación. El Tribunal resolverá todas las cuestiones que hubieran sido objeto del juicio, apreciando únicamente la prueba recepcionada durante el debate. Seguirá en lo posible el siguiente orden:

1º) Las cuestiones incidentales que hubieran sido diferidas.

2º) Las cuestiones relativas a la existencia del hecho delictuoso, con discriminación de las circunstancias jurídicamente relevantes.

3º) La participación del imputado.

4º) La calificación legal.

5º) La sanción aplicable en cuanto a la especie.

6º) La sanción aplicable en cuanto al monto.

7º) Las costas.


Se votará cada tema por separado resolviéndose por mayoría de votos y lo decidido será vinculante en las cuestiones sucesivas en las que estará obligado a expedirse quien antes fuera minoría. Si en la votación sobre las sanciones que correspondieran se emitieran más de dos opiniones, se aplicará el término medio.

Artículo 303 – Requisitos de la sentencia. La sentencia deberá contener:

1º) La fecha en que se dictara, el nombre y apellido de los jueces, fiscales, querellantes y defensores, las condiciones personales del imputado, la enunciación del hecho que haya sido objeto de la acusación respetando la regla de la congruencia, y ‑en su caso‑ el veredicto del Jurado.

2º) El voto de los jueces sobre cada una de las cuestiones planteadas en la deliberación con los fundamentos en que se basaron y la motivación en elementos probatorios incorporados legalmente al debate, sin perjuicio de que se adhiera a lo expresado por el magistrado que votó precedentemente.

3º) La parte resolutiva, con mención de las disposiciones legales aplicadas.

4º) El cómputo de la pena impuesta, si se estimara conveniente practicarlo sin aguardar la intervención del Juez de la Ejecución.

5º) La firma de los jueces. Pero si uno de los miembros del Tribunal no pudiera suscribir la sentencia por impedimento ulterior a la deliberación, esto se hará constar sin afectar su validez.

Artículo 304 – Pronunciamiento. La sentencia se pronunciará siempre en nombre del Poder Judicial que representa al pueblo de la Provincia de Santa Fe. Redactada la misma y protocolizada que fuera agregándose copia al expediente, el Tribunal se constituirá en la sala de la audiencia. Previamente el Presidente convocará verbalmente a las partes para que concurran. Abierta la audiencia y ante quienes comparezcan, el Presidente comunicará la parte resolutiva, y luego ordenará que por Secretaría se dé lectura del resto del documento.


El Tribunal podrá hacer conocer por lectura, solamente la parte resolutiva, cuando la complejidad del asunto o lo avanzado de la hora así lo aconsejaran para diferir la redacción de la sentencia. En tal caso la lectura completa de la sentencia se deberá llevar a cabo en audiencia a fijar como máximo dentro de los cinco días posteriores al pronunciamiento de la parte resolutiva.


Las lecturas valdrán en todos los casos como notificación para los que hubieran intervenido en el debate aunque no se encontraran presentes en tal oportunidad.

Artículo 305 – Autorización y Congruencia. Al dictar sentencia el Tribunal no podrá condenar sin un veredicto del Jurado ‑en los casos en que proceda‑, declarando culpable al imputado. Nunca podrá apartarse del hecho contenido en la acusación o de sus ampliaciones, pudiendo variar la calificación jurídica pero no aplicar sanciones más graves que las peticionadas por el Fiscal, siempre y cuando se haya efectuado la advertencia a que alude el Artículo 291.

Artículo 306 – Absolución. En los casos en que proceda el juicio por jurados, el veredicto que declare “no culpable” al imputado, provocará inevitablemente su absolución. En todos los casos la sentencia absolutoria ordenará, cuando correspondiera, la libertad del imputado, la cesación de las restricciones impuestas provisionalmente, la aplicación de medidas de seguridad y las costas que se hubieran solicitado.


Artículo 307 – Comunicación. Las sentencias serán comunicadas una vez firmes, por el Secretario del Tribunal de Juicio al Registro Unico de Antecedentes Penales, salvo las que tuviera a cargo comunicar el Juez de Ejecución.

Título II

Procedimiento abreviado

Artículo 308 – Instancia común. En cualquier momento de la Investigación Penal Preparatoria, el Fiscal y el defensor del imputado, en forma conjunta, podrán solicitar al Tribunal de la Investigación Preparatoria, la apertura del procedimiento abreviado en escrito que para ser válido contendrá:

1º) Los datos personales del Fiscal, del defensor y del imputado.

2º) El hecho por el que se acusa y su calificación legal.

3º) La pena solicitada por el Fiscal.

4º) La conformidad del imputado y su defensa respecto de los requisitos precedentes y del procedimiento escogido.

5º) En su caso, la firma del querellante adhesivo o en su defecto, la constancia de que el Fiscal de Distrito lo ha notificado del acuerdo y no ha manifestado en término su disconformidad. En caso de disconformidad será necesaria la firma del Fiscal General.

6º) Cuando el acuerdo versara sobre la aplicación de una pena que excediera los seis años de prisión, se requerirá además la firma en el mismo del Fiscal General.

Artículo 309 – Notificación al querellante adhesivo. Producido el acuerdo y antes de la presentación a que alude el artículo precedente, el Fiscal de Distrito notificará y entregará una copia certificada del contenido del mismo al querellante adhesivo. Este podrá en el término de tres días manifestar fundadamente ante el Fiscal de Distrito su disconformidad con el acuerdo. En tal caso se dará intervención al Fiscal General quien luego de averiguar sumariamente resolverá suscribiendo el acuerdo u ordenando lo que corresponda al Fiscal de Distrito.

Artículo 310 – Admisibilidad. El Juez de la Investigación Penal Preparatoria declarará inadmisible la presentación que no cumplimentara los recaudos enunciados en el artículo 308. Si la admitiera, remitirá la causa sin más trámite al Tribunal de Juicio.

Artículo 311 – Declaración del imputado. El Tribunal de Juicio, convocará a las partes a una audiencia pública donde se le recibirá declaración al imputado. Si éste reconociera el acuerdo, el Presidente leerá los tres primeros puntos de la presentación conjunta, explicará clara y sencillamente al imputado el procedimiento escogido y sus consecuencias requiriéndole nuevamente su expresa conformidad.

Artículo 312 – Resolución. El Tribunal dictará sentencia de estricta conformidad con la pena aceptada por las partes, sin perjuicio de definir la calificación legal que corresponda.


No obstante, si a partir del hecho descripto en el acuerdo y reconocido por el imputado, estimara que el mismo carece de tipicidad penal o resulta manifiesta la concurrencia de cualquier circunstancia determinante de la exención de pena o de su preceptiva atenuación, dictará sentencia absolviendo o disminuyendo la pena en los términos en que proceda.

Artículo 313 – Acuerdo en el juicio. El procedimiento abreviado podrá ser acordado por las partes en los casos de querella por delito de acción privada, o en los juicios comunes, en cualquier momento y antes de arribarse a las conclusiones.

Artículo 314 – Pluralidad de imputados. La existencia de varios imputados en un mismo procedimiento no impedirá la aplicación de estas reglas a alguno de ellos.

Título III

Procedimiento de menores

Artículo 315 – Regla general. En la Investigación Penal Preparatoria y en el juzgamiento de hechos punibles atribuidos a menores, se aplicarán las disposiciones comunes de este Código, salvo las modificaciones del presente Capítulo.

Artículo 316 – Comunicación al Tribunal de Menores. Cuando resultara imputado un menor de dieciocho años, la Policía o en su defecto el Fiscal, deberán comunicar de inmediato al Tribunal de Menores la circunstancia para que ejercite las atribuciones de su competencia, poniéndolo a su disposición si hubiera sido detenido.

Artículo 317 – Competencia especializada. Al Tribunal de menores le corresponderá la decisión y el control de las medidas tutelares que disponga, de acuerdo a su especialidad. Los funcionarios y magistrados encargados de la investigación del hecho y la tramitación del juicio, deberán requerir autorización del Tribunal de Menores cada vez que necesiten de la persona del menor para su participación en un acto del procedimiento, sin perjuicio de la intervención correspondiente del defensor de confianza o del abogado perteneciente al Servicio Oficial de Defensa que le asista legalmente.

Artículo 318 – Normas para el debate. Cuando fuera juzgado un menor, aunque hubiera otros imputados mayores, el Tribunal limitará la publicidad del debate solamente a los familiares del menor y a las personas que tuvieran legítimo interés en presenciarlo.

Artículo 319 – Sentencia. El Tribunal del Juicio dictará sentencia respecto de un imputado menor, la que hará saber al Juez de Menores una vez firme. Si fuera declarada la responsabilidad penal del imputado, se remitirá lo actuado al Tribunal de Menores, el que determinará si procede o no aplicar sanción y en su caso la medida de la misma, de conformidad a lo dispuesto por la ley nacional en la materia.

Título IV

Juicio por delito de acción privada

Capítulo I

Querella

Artículo 320 – Derecho de querella. Toda persona con capacidad civil que se pretenda ofendida por un delito de acción privada tendrá derecho a presentar querella ante el Tribunal de Juicio.

Igual derecho tendrá el representante legal del incapaz, por los delitos cometidos en perjuicio de éste. En todos los casos el querellante deberá actuar con patrocinio letrado salvo que el mismo o su representante fuera abogado.

Artículo 321 – Unidad de representación. Cuando los querellantes fueran varios, deberán actuar bajo una sola representación si acumularan sus pretensiones en un mismo juicio.

Artículo 322 – Acumulación de pretensiones. Cuando se tratara de calumnias o injurias recíprocas procederá la acumulación de las pretensiones en un solo juicio. Nunca se acumularán con las pretensiones que nacieran de delitos de acción pública.

Artículo 323 – Forma y contenido de la querella. La querella será presentada por escrito con una copia para cada querellado, personalmente o por mandatario especial, y deberá expresar para ser válida:

1º) El nombre, apellido y domicilio del querellante y en su caso, también los del mandatario.

2º) El nombre, apellido y domicilio del querellado, o si se ignorasen, cualquier descripción que sirva para identificarlo.

3º) Una relación clara, precisa y circunstanciada del hecho, con indicación del lugar, fecha y hora en que se ejecutó, si se supiera.

4º) Las pruebas que se ofrezcan, acompañándose: a) la nómina de los testigos con indicación del nombre, apellido, profesión, domicilio y hechos sobre los que deberán ser examinados. b) cuando la querella versara sobre calumnias o injurias, el documento que a criterio del accionante las contenga, si fuera posible presentarlo. c) la copia de la sentencia civil definitiva que declare el divorcio por adulterio, si la querella fuera por ese hecho.

5º) La firma del querellante, cuando se presentara personalmente, o si no supiera firmar, la de otra persona a su ruego, quien deberá hacerlo ante el Secretario.


Si del texto de la querella surgieran hechos que encuadraran en un delito de acción pública, se remitirá copia de la misma al Fiscal a los fines que correspondieran.

Artículo 324 – Desistimiento expreso. El querellante podrá desistir en cualquier estado del juicio, sin perjuicio de su responsabilidad por sus actos anteriores.

Artículo 325 – Desistimiento tácito. Se tendrá por desistida la acción privada:

1º) Cuando el procedimiento se paralizara durante un mes y el querellante no lo instara dentro del tercer día de notificado del decreto por el cual se lo intima a impulsarlo.

2º) Cuando el querellante o su mandatario no concurrieran a la audiencia de conciliación o del debate sin justa causa, la que deberá ser acreditada antes de su iniciación o en las horas hábiles del día siguiente.

3º) Cuando muerto o incapacitado el querellante, no compareciera ninguno de sus herederos o representantes legales a proseguir la acción, después de tres meses de ocurrida la muerte o incapacidad.

Artículo 326 – Efectos del desistimiento. Cuando el Tribunal declarara extinguida la pretensión penal por desistimiento expreso del querellante, se dictará el sobreseimiento del querellado y se le impondrán las costas, salvo acuerdo de partes al respecto. Cuando el desistimiento fuera tácito, el Tribunal dispondrá el archivo de las actuaciones, con costas a cargo del querellante.

Capítulo II

Procedimiento

Artículo 327 – Tribunal interviniente. Durante el procedimiento previo a la apertura del juicio intervendrá un sólo miembro del Tribunal del Juicio, el que actuará en pleno durante el debate.

Artículo 328 – Investigación preliminar. Cuando el querellante ignorara el nombre, apellido o domicilio del autor del hecho, o debieran agregarse al procedimiento documentos que no estuvieran en su poder, podrá solicitar al Tribunal las medidas de investigación preliminar para individualizar al querellado o conseguir la documentación.

Artículo 329 – Audiencia de conciliación. Presentada la querella, se convocará a las partes a una audiencia de conciliación, remitiendo al querellado una copia de aquélla. A la audiencia deberán asistir los defensores. Cuando no concurriera el querellado, se declarará la apertura del juicio.

Artículo 330 – Conciliación y retractación. Cuando las partes se conciliaran en la audiencia o en cualquier estado del juicio, se dictará sobreseimiento y las costas serán en el orden causado, salvo acuerdo de partes al respecto. Si el querellado se retractara en la audiencia o en la apertura del juicio, se le dictará sobreseimiento y las costas quedarán a su cargo.


La retractación será publicada a petición del querellante, en la forma que el Tribunal estimara adecuada.

Artículo 331 – Medidas de coerción. El querellante podrá solicitar, antes de la apertura del juicio, medidas de coerción personal o real contra el querellado, las que procederán conforme a las disposiciones de este Código.

Artículo 332 – Citación a juicio. Si el querellado no concurriera a la audiencia de conciliación o no se produjera ésta o la retractación, será citado para que comparezca a juicio en el día y hora que se fije para el comienzo del debate.

Artículo 333 – Normas del debate. Se aplicarán las normas del debate común y del procedimiento abreviado con las modificaciones del presente Capítulo.

Artículo 334 – Presencia del imputado. Si el querellado no concurriera a la apertura del debate, a pedido del querellante se ordenará sea traído por la fuerza pública, suspendiéndose el comienzo del debate hasta tanto se lograra su comparendo.

Artículo 335 – Excepciones. Abierto el juicio, el querellado podrá plantear excepciones verbalmente, las que serán resueltas en la audiencia.

Artículo 336 – Facultades del querellante. El querellante tendrá las facultades y obligaciones correspondientes al Ministerio Público Fiscal, y podrá ser interrogado como testigo.

Título V

Procedimiento para la reparación del daño

Artículo 337 – Legitimación activa. Dentro de los cinco días de la lectura completa de la sentencia penal condenatoria, el querellante en los delitos de acción privada o quien se hubiera constituido en querellante adhesivo tendrá opción para demandar ante el Tribunal de Juicio la indemnización del daño material y moral por el hecho calificado como delito.

Artículo 338 – Límites. La demanda sólo podrá ser dirigida contra el penalmente condenado, debiendo fundamentarse en los límites del debate y de acuerdo a los términos de la sentencia que le sirve de presupuesto. Si el demandante pretendiera una indemnización que necesitara prueba complementaria, deberá promover el juicio ante el tribunal civil competente.

Artículo 339 – Contenido. El escrito de demanda deberá contener la expresión concreta y detallada de los daños sufridos, y la relación que ellos tienen con el hecho delictivo conforme a los elementos del debate y de la condena penal precedente, la cita de las disposiciones legales aplicables en que se fundara la responsabilidad civil y la reparación deseada o el importe de las indemnizaciones pretendidas.

Artículo 340 – Extensión del mandato. La anterior designación de defensor importará mandato del demandado para representarlo judicialmente en la cuestión civil hasta que designe otro mandatario especial y exclusivo al respecto.

Artículo 341 – Admisibilidad y traslado. Si el Tribunal de Juicio considerara admisible la demanda, correrá traslado de la misma al condenado penal contra quien se dirija la pretensión resarcitoria, para que dentro del plazo perentorio de cinco días oponga conjuntamente las excepciones y defensas que estime correspondan. La notificación se practicará en el domicilio real del condenado penal y en el domicilio legal constituido en las actuaciones. Cuando el Tribunal considerara inadmisible la demanda, ordenará su archivo.

Artículo 342 – Excepciones. Además de las previstas en los incisos 1º, 3º y 4º del artículo 25, el demandado civil podrá deducir la excepción de falta de acción y la de falta de personería en el representante del actor.

Artículo 343 – Audiencia y pronunciamiento. Resueltas las excepciones o vencido el término sin oponerlas, el Tribunal llamará a una audiencia dentro del plazo máximo de cinco días donde oirá a las partes, les requerirá las aclaraciones pertinentes y pronunciará sentencia sobre la cuestión accesoria. Rigen al respecto las normas del juicio común en cuanto fueran aplicables. Acreditada la producción del daño, la indemnización pretendida podrá ser determinada prudencialmente por los Jueces.

Artículo 344 – Incompetencia. Si durante este procedimiento, invocando razonablemente la vigencia de una norma sustantiva, cualquiera de las partes instara la citación de un sujeto procesal distinto a los legitimados conforme a los artículos 337 y 338, o este compareciera espontáneamente, el Tribunal declarará de oficio su incompetencia y remitirá las actuaciones a la sede respectiva para la adecuación y prosecución del trámite si así correspondiera.

Título VI

Procedimiento de Hábeas Corpus

Capítulo I

Disposiciones Generales

Artículo 345 – Procedencia. Corresponderá la denuncia de hábeas corpus ante un acto u omisión de autoridad pública que arbitrariamente y en violación de normas constitucionales implique:

1º) Una limitación o amenaza actual de la libertad ambulatoria, sin orden escrita de autoridad competente.

2º) El mantenimiento manifiestamente ilegítimo de una privación de la libertad inicialmente dispuesta por orden escrita de autoridad competente.

3º) Una agravación ilegítima de las formas y condiciones en que se cumple la privación de la libertad, sin perjuicio de las facultades propias del Juez del proceso si lo hubiera.

Artículo 346 – Titularidad. Podrá denunciar tanto el afectado como cualquier otra persona a su favor, sin necesidad de poder, ni patrocinio letrado.

Artículo 347 – Juez competente. Será competente para conocer del hábeas corpus cualquier Juez letrado que tuviera jurisdicción en el lugar donde se hubiera efectuado o se presuma que está por efectuarse la privación o restricción de la libertad personal.

Capítulo II

Procedimiento

Artículo 348 – Denuncia. La denuncia podrá ser deducida en forma verbal, escrita o telegráfica, en cualquier día y hora, y deberá contener:

1º) Nombre y domicilio real del denunciante.

2º) Nombre, domicilio real y demás datos personales conocidos de la persona en cuyo favor se denuncia.

3º) Autoridad de quien emana el acto que se afirma como lesivo.

4º) Causa o pretexto del acto que se afirma como lesivo en la medida del conocimiento del denunciante.

5º) Expresará además en qué consiste la ilegitimidad del acto.

Si el denunciante ignorara alguno de los requisitos contenidos en los números 2º), 3º) y 4º), proporcionará los datos que mejor condujeran a su averiguación.

Artículo 349 – Deber de recepción del Juez e intervención del Fiscal. El Juez ante quien se formulara la denuncia deberá recibirla y darle trámite de inmediato.


Presentada la denuncia se notificará al Ministerio Público Fiscal, quien será parte necesaria en el procedimiento.

Artículo 350 – Desestimación o incompetencia. El Juez rechazará la denuncia que no fuera procedente en virtud del artículo 345. si se declarara incompetente remitirá las actuaciones al Tribunal que considere competente.


Contra la decisión podrá interponerse el recurso de Casación cuando procediera.


El Juez no podrá rechazar la denuncia por defectos formales, proveyendo de inmediato las medidas necesarias para su subsanación, sin perjuicio de las sanciones que correspondan.

Artículo 351 – Auto de hábeas corpus. Cuando se tratara de la privación de la libertad de una persona, formulada la denuncia el Juez ordenará inmediatamente o en un plazo que no excederá de diez horas, que la autoridad requerida, presente ante él al detenido. Solicitará además un informe circunstanciado del motivo que funda la medida, la forma y condiciones que se cumple, si ha obrado por orden escrita de autoridad competente, caso en el cual deberá acompañarla, y si el detenido hubiera sido puesto a disposición de otra autoridad: a quién, por qué causa, y en qué oportunidad se efectuó la transferencia. Este informe podrá efectuarse verbalmente en oportunidad de la audiencia donde se presenta al detenido, dejando constancia en acta.


Cuando se tratara de amenaza actual de privación de libertad de una persona, el Juez ordenará que la autoridad requerida presente el informe a que se refiere el párrafo anterior.


Si se ignorara la autoridad que detenta la persona privada de su libertad o de la cual emana el acto lesivo que sirve de base a la denuncia, el Juez librará la orden a los superiores jerárquicos de la dependencia que se indique.


La orden se emitirá por escrito con expresión de fecha y hora salvo que el Juez considerara necesario constituirse personalmente en el lugar donde se encuentre el detenido, en tal caso podrá emitirla oralmente, pero dejará constancia en acta.


Cuando se tratara del mantenimiento manifiestamente ilegítimo de una privación de la libertad inicialmente dispuesta por orden escrita de autoridad competente, se requerirá información sobre el tiempo de detención y de toda otra circunstancia útil para el esclarecimiento de la causal invocada.

Artículo 352 – Audiencia y resolución. La orden implicará para la autoridad requerida citación a la audiencia oral donde se dará lectura a la denuncia y al informe. Luego, se interrogará al amparado y se proveerá, en su caso, a los exámenes que correspondan, concediéndose la palabra a la autoridad requerida y al amparado, personalmente o por intermedio de su defensor.


En el procedimiento de hábeas corpus no será admitida ninguna recusación, pero si el Juez se considerara comprendido en una causal de excusación, así lo declarará, mandando cumplir la audiencia ante el Juez que corresponda.


Si se estimara necesario la realización de diligencias probatorias, el Juez las incorporará en el mismo acto y ordenará que se produzcan a la mayor brevedad posible.


Finalizada la recepción de la prueba, se oirá a los intervinientes y se dictará inmediata resolución, procediéndose a su lectura completa.


Podrá prescindirse de la audiencia cuando esta resultara innecesaria para el acosamiento de la denuncia.

Artículo 353 – Sanciones y costas. El Tribunal podrá imponer hasta treinta días multa o arresto hasta diez días al funcionario responsable de dilaciones o entorpecimiento en el trámite o al culpable del acto lesivo, sin perjuicio de la responsabilidad penal que le corresponda. Las costas podrán imponerse al funcionario responsable de dicho acto y en caso de ser rechazado el hábeas corpus, serán a cargo del peticionario.

Artículo 354 – Recurso. Podrá interponerse contra la decisión del Tribunal que acoja o rechace la denuncia de hábeas corpus, el recurso de casación.

Libro V

Recursos

Título I

Disposiciones generales

Artículo 355 – Facultad de recurrir. Las resoluciones judiciales serán recurribles sólo por los medios y en los casos expresamente establecidos.


El derecho de recurrir corresponderá tan sólo a quien le fuera expresamente acordado, siempre que tuviera un interés directo en la eliminación, revocación o reforma de la resolución.


Cuando la ley no distinguiera entre las diversas partes, aquél pertenecerá a cualquiera de ellas.

Artículo 356 – Recursos del Ministerio Público Fiscal. Los representantes del Ministerio Público Fiscal podrán recurrir incluso a favor del imputado, o en virtud de las instrucciones del superior jerárquico, no obstante el dictamen contrario que hubieran emitido con anterioridad.

Artículo 357 – Recursos del imputado. El imputado podrá recurrir cualquier resolución contraria a su interés, en los casos y condiciones previstos en este Código.


Los recursos a favor del imputado podrán ser deducidos por él o su defensor, y si fuera menor de edad al tiempo de la interposición también por sus padres o tutores dentro del plazo conferido a su representado, aunque aquéllos no tuvieran derecho a que se les notifique la resolución.

Artículo 358 – Facultades del querellante adhesivo. El querellante adhesivo no podrá por sí interponer recursos.


En los recursos de casación o inconstitucionalidad, el querellante adhesivo expresará su voluntad de instar la impugnación acompañando al Fiscal interviniente, dentro del plazo de cinco días de notificada la resolución cuestionada, un proyecto de los recursos mencionados, con los recaudos exigidos para su interposición. En caso de discrepancia con el Fiscal en cuanto a la promoción o al contenido del recurso, el superior en grado del Ministerio Público Fiscal las resolverá de inmediato y definitivamente. El plazo para deducir el recurso por el Ministerio Público Fiscal, se suspenderá hasta tanto se agote el trámite con el querellante adhesivo.


Cuando el querellante adhesivo en una audiencia advirtiera la necesidad de deducir reposición, se lo transmitirá verbalmente al Fiscal, quien podrá acoger o no la sugerencia formulada.

Artículo 359 – Condiciones de interposición. Los recursos deberán interponerse, para ser admisibles, en las condiciones de tiempo y forma que se determinan, con específica indicación de los puntos de la decisión que fueran impugnados. Diferida la redacción de los fundamentos de una resolución, el plazo para recurrir comenzará a correr una vez notificados los mismos.

Artículo 360 – Recursos durante las audiencias. Durante las audiencias sólo se podrá deducir reposición. Su interposición se entenderá como protesta de recurrir en casación para el caso en que el Tribunal desestime la impugnación deducida.

Artículo 361 – Efecto extensivo. Cuando en un proceso hubiera varios coimputados, el recurso interpuesto en interés de uno de ellos favorecerá a los demás, siempre que los motivos en que se fundara no sean exclusivamente personales.

Artículo 362 – Efecto suspensivo. La interposición de un recurso suspenderá la ejecución de la decisión, salvo disposición en contrario o que se hubiera ordenado la libertad del imputado.

Artículo 363 – Desistimiento. Las partes que hubieran interpuesto un recurso podrán desistir de él antes de su resolución, cargando con las costas.


El defensor no podrá desistir de los recursos interpuestos sin mandato expreso de su representado, posterior a la interposición del mismo.

Artículo 364 – Inadmisibilidad y rechazo. El Tribunal competente para entender en un recurso deberá declararlo inadmisible cuando la resolución impugnada fuera irrecurrible, o no se cumpliera con los requisitos formales que hacen a su admisibilidad. También deberá rechazar liminarmente el recurso cuando fuera, con evidencia, improcedente.

Artículo 365 – Competencia del Tribunal de Alzada. El recurso atribuirá al Tribunal de Alzada el conocimiento del proceso sólo en cuanto a los puntos de la resolución a que se refieren los agravios.


Sin embargo, cuando se tratara de mejorar la situación del imputado no regirá la limitación precedente.


Las resoluciones recurridas solamente por el imputado o a su favor, no podrán ser modificadas en su perjuicio.

Título II

Reposición

Artículo 366 – Procedencia. El recurso de reposición procederá contra las resoluciones dictadas sin sustanciación, a fin de que el mismo Tribunal que las dictó las revoque o modifique por contrario imperio.

Artículo 367 – Plazo y forma. El recurso se interpondrá y fundará por escrito dentro del tercer día de notificada la resolución, pero cuando ésta se dictara en una audiencia, deberá interponerse y fundarse oralmente en el mismo acto. El Tribunal resolverá, previa vista al eventual contradictor, en el término de tres días si se interpusiera por escrito, o en el mismo acto si lo hubiera sido en audiencia. En este último caso podrá diferir la redacción de su fundamentación hasta el día siguiente.

Título III

Casación

Capítulo I

Procedencia

Artículo 368 – Motivos. El recurso de casación podrá ser interpuesto por los siguientes motivos:

1º) Violación, interpretación errónea o aplicación indebida de las normas de derecho y la doctrina legal.

2º) Quebrantamiento de las formas esenciales del proceso y de la sentencia.


Cuando el recurso atacara un defecto del procedimiento, se requerirá como condición de admisibilidad que el recurrente haya reclamado oportunamente su subsanación o hubiera hecho protesta de recurrir en casación, salvo en los casos de defectos absolutos motivantes de invalidación.

Artículo 369 – Resoluciones recurribles. Además de los casos especialmente previstos por la ley, sólo podrá deducirse este recurso contra las sentencias definitivas o los autos que pusieran fin a la acción, a la pena, a una medida de seguridad, o hicieran imposible que ellas continúen, o que denegare la extinción o suspensión de la pena.

Artículo 370 – Recurso del Ministerio Público Fiscal. El Ministerio Público Fiscal podrá impugnar:

1º) Las sentencias de sobreseimiento.

2º) Las sentencias absolutorias.

3º) Las sentencias condenatorias.

4º) Los autos mencionados en el artículo anterior.

Artículo 371 – Recursos del imputado. El imputado podrá impugnar:

1º) Las sentencias condenatorias.

2º) Las sentencias de sobreseimiento o absolutorias que le impongan una medida de seguridad.

3º) Los autos que denieguen la extinción o suspensión de la pena.

Capítulo II

Procedimiento

Artículo 372 – Interposición. El recurso de casación podrá interponerse dentro del plazo de diez días, ante el Tribunal que dictó la resolución, por escrito y con firma de letrado. Se citarán concretamente las disposiciones legales que se consideren violadas o erróneamente aplicadas y se expresará cuál es la aplicación que se pretende, debiendo indicarse separadamente cada motivo con sus fundamentos. De inmediato se remitirán los autos al Tribunal de Casación.

Artículo 373 – Inadmisibilidad y rechazo. El Tribunal de Casación declarará inadmisible el recurso o lo rechazará sin trámite alguno, cuando el escrito de interposición no observara las formalidades exigidas o la impugnación resultara con evidencia improcedente. La decisión se comunicará de inmediato al Tribunal que dictara la resolución impugnada.

Artículo 374 – Trámite. Abierto el recurso se pondrán las actuaciones disposición de las partes por diez días para su examen y eventual ofrecimiento de prueba. Vencido el plazo, el Presidente del Tribunal convocará a una audiencia con intervalo no menor de diez días. En ella se producirá la prueba que se estime necesaria y se oirá a las partes cuya presencia es facultativa.

Artículo 375 – Deliberación. Concluida la audiencia o no habiéndose celebrado la misma, los Jueces se reunirán a deliberar de conformidad a las normas que regulan el juicio común en cuanto fueran aplicables.


Si la importancia de las cuestiones a resolver o lo avanzado de la hora lo justificara, la deliberación podrá ser diferida para otra fecha. El Presidente podrá señalar el tiempo de estudio para cada miembro del Tribunal.


La sentencia se dictará dentro de un plazo de veinte días respetándose, en lo pertinente, lo dispuesto para la que se dicte en juicio común.

Artículo 376 – Casación. Si la resolución impugnada acogiera el recurso por violación, interpretación errónea o aplicación indebida de las normas de derecho y la doctrina legal, el Tribunal la casará y resolverá de acuerdo con la ley y doctrina aplicable, en tanto para ello no fuera necesario un nuevo debate en cuyo caso reenviará la causa al Tribunal competente.

Artículo 377 – Anulación total o parcial. En los casos de quebrantamiento de las formas esenciales del proceso o de la sentencia, el Tribunal que hiciera lugar al recurso anulará total o parcialmente la resolución impugnada y ordenará el reenvío para la renovación de la actividad invalidada.

Artículo 378 – Rectificación. Los errores de derecho en la fundamentación de la sentencia impugnada, que no hubieran influido en la parte resolutiva, no la anularán pero deberán ser corregidos. También lo serán los errores materiales en la designación o cómputo de la pena.

Artículo 379 – Libertad del imputado. El Tribunal de Casación ordenará inmediatamente la libertad del imputado, cuando por efecto de su decisión debiera cesar su encarcelamiento.

Artículo 380 – Comunicaciones. Todas las sentencias que dictara el Tribunal de Casación deberán ser comunicadas al Registro Unico de Antecedentes Penales.

TITULO IV

Revisión

Artículo 381 – Procedencia. El recurso de revisión procederá en todo tiempo y en favor del condenado, contra la sentencia firme:

1º) Cuando los hechos establecidos como fundamento de la condena fueran inconciliables con los fijados por otra sentencia penal irrevocable.

2º) Cuando la sentencia impugnada se hubiera fundado en prueba documental o testifical, cuya falsedad hubiese sido declarada en fallo posterior irrevocable.

3º) Cuando la sentencia condenatoria hubiese sido pronunciada a consecuencia de prevaricato, cohecho, violencia o maquinación fraudulenta, cuya existencia hubiera sido declarada en fallo posterior irrevocable, o aunque no hubiese podido llegarse a dicho fallo por haber mediado una causal extintiva o que imposibilitó proseguir el ejercicio de la acción.

4º) Cuando después de la condena sobrevinieran nuevos hechos o elementos de prueba que, solos o unidos a los ya examinados en el proceso, hicieran evidente que el hecho delictuoso no existió, que el condenado no lo cometió, o no se dieron las circunstancias agravantes típicas que el Tribunal tuvo en cuenta al pronunciar aquélla.

5º) Cuando la sentencia se fundara en una interpretación de la ley que fuera más gravosa que la sostenida por el Tribunal de Casación, al momento de la interposición del recurso.

Artículo 382 – Titularidad y pretensión. El recurso de revisión podrá ser ejercido por el defensor o por el condenado. Si este fuera incapaz, por sus representantes legales, si hubiera fallecido o hubiese sido declarado ausente con presunción de fallecimiento, por su cónyuge, ascendientes, descendientes o hermanos.


Para ser admisible, deberá limitarse a demostrar la inexistencia del hecho delictuoso o de una circunstancia que contribuyó a agravar la pena o la no comisión por el condenado o la falta de la prueba en que se basó la condena, fundada en cualquiera de los incisos del artículo anterior.


Cuando la revisión fuera solicitada después de la muerte del condenado, para ser admisible, sólo podrá tender a probar la inexistencia del hecho o que aquél no lo cometió.

Artículo 383 – Interposición. El recurso de revisión será interpuesto ante la Corte Suprema de Justicia, personalmente o por mandatario y para ser admisible deberá contener la concreta referencia de los motivos en que se funda y las disposiciones legales aplicables. Si se motivara en uno de los tres primeros incisos del artículo 381, se acompañará copia de la sentencia pertinente y en todos los casos, si correspondiera, se ofrecerán las pruebas demostrativas de los extremos invocados, acompañándoselas si existieran, para su válida admisibilidad.

Artículo 384 – Trámite. Si el recurso de revisión fuera en principio admisible, el Presidente del Tribunal dispondrá que se corra vista al Procurador General, quien tendrá intervención necesaria como parte, por el término de diez días. Evacuada la vista, si no correspondiera recepcionar prueba se dictará sin más trámite la providencia de autos. Si correspondiera, dispondrá la recepción de la prueba ofrecida y discusión final, en audiencia pública que se regirá por las normas del juicio común.

Artículo 385 – Suspensión de la ejecución. En cualquier momento del trámite la Corte Suprema podrá suspender la ejecución de la sentencia impugnada y disponer la libertad del condenado con o sin caución.

Artículo 386 – Sentencia. Si al pronunciarse el Tribunal acogiera el motivo de revisión alegado, anulará la sentencia impugnada pudiendo dictar directamente la sentencia o remitir a nuevo juicio la causa cuando el caso lo requiera.

Artículo 387 – Nuevo recurso. El rechazo del recurso de revisión no perjudicará el derecho de presentar nuevas instancias fundadas en elementos distintos.

Libro VI

Ejecución

Título I

Ejecución Penal

Capítulo I

Función del Juez de Ejecución

Artículo 388 – Atribuciones. El Juez de Ejecución deberá:

1º) Controlar que se respeten todas las garantías constitucionales y tratados internacionales ratificados por el país, con relación al trato que debiera dispensarse a los condenados, presos y personas sometidas a medidas de seguridad.

2º) Controlar el cumplimiento de las penas privativas de libertad respecto de los condenados mayores de dieciocho años al momento de la comisión del delito. Con este fin podrá convocar a su despacho a los penados para mantener con ellos una comunicación directa y reservada, así como disponer inspecciones periódicas en los establecimientos donde se alojaran, las que cumplirá personalmente o comisionando alguno de sus auxiliares judiciales.

3º) Resolver todas las instancias o incidentes que se suscitaran en la etapa de ejecución de la pena respecto de los condenados que no estuvieran a disposición de los Juzgados de Menores.

4º) Entender en los recursos contra las sanciones disciplinarias aplicadas por las autoridades carcelarias a los penados a que hace referencia el inciso segundo, en los casos que este Código establece.

5º) Controlar el cumplimiento de las medidas de seguridad decididas por sentencia definitiva, con excepción de aquéllas cuya supervisión compete al Tribunal de Menores.

6º) Coordinar y supervisar el tratamiento post-carcelario, con la colaboración del Patronato de Liberados y de las asociaciones particulares previamente admitidas para desarrollar esa actividad de asistencia y ayuda del liberado.

7º) Dejar sin efecto o modificar la pena impuesta cuyo control le incumbe, o las condiciones de su cumplimiento, por haber entrado en vigencia una ley más benigna o en virtud de otra razón legal.

8º) Disponer que la prisión domiciliaria se cumpla bajo la inspección o vigilancia de la autoridad que designe.

Artículo 389 – Orientación funcional. En su cometido el Juez de Ejecución tenderá, en lo posible, a:

1º) Mitigar los efectos negativos del encarcelamiento, promoviendo la aplicación del régimen abierto cuando procediera.

2º) Propender a la obtención del consenso del condenado respecto del tratamiento que se determine.

3º) Orientar la fase ejecutiva a la personalización del encarcelado, procurando la adecuación del contenido y del tiempo de la pena o, en su caso, de la medida de seguridad, a la evolución de la personalidad del interno, sobre la base de los estudios y consideraciones técnico-científicas del equipo interdisciplinario interviniente.

4º) Favorecer la individualización del tratamiento de acuerdo a los medios científicos más adecuados al caso para lograr el fin de la ejecución penal. En este sentido se inclinará por las modalidades alternativas que gradualmente fueran reintegrando un espacio de autonomía al interno, fortificando su capacidad de responsabilidad con el ejercicio, cada vez más exigente, de procesos positivos de aprendizaje social.

5º) Hacer cumplir el principio de legalidad en la ejecución de la pena, amparando y resolviendo a favor del otorgamiento de los derechos y beneficios del penado cuando de la verificación objetiva de los resultados del tratamiento así correspondiera, de acuerdo a la ley y a la reglamentación vigente.

6º) Fomentar, en cuanto la ley lo autorice, el contacto del penado con el medio adonde deberá retornar una vez agotada su condena, facilitando así el objetivo de su reinserción social.

7º) Aprovechar y controlar la reglamentaria participación privada, especialmente de asociaciones o grupos intermedios, en la reeducación de los internos.

Capítulo II

Penas

Artículo 390 – Pena privativa de libertad. Una vez firme la sentencia que ordenara cumplir pena privativa de libertad, el Tribunal dispondrá al dictar la sentencia el inmediato encarcelamiento del condenado si éste no estuviera sometido a prisión preventiva, y se pondrán los autos y el preso a disposición del Juez de Ejecución.

Artículo 391 – Ejecución diferida. Si con el tiempo de prisión preventiva antes cumplido, el condenado se encontrara habilitado para solicitar su libertad condicional, el Tribunal de Juicio podrá diferir la ejecución de la sentencia comunicando la circunstancia al Tribunal de Ejecución, quien ordenará el encarcelamiento si fuera denegada la libertad condicional solicitada.

Artículo 392 – Revocación de la Condena Condicional. El Tribunal que condenara por la comisión de un nuevo delito al beneficiario de una anterior condenación condicional, será competente para revocarla y proceder conforme a lo dispuesto sobre acumulación de penas. Si no se cumpliera la regla precedente, lo hará el Tribunal que hubiera aplicado la pena mayor.

Artículo 393 – Cómputo. El Juez de Ejecución practicará el cómputo o, en su caso, revisará el practicado en la sentencia fijando la fecha de vencimiento de la pena, notificándolo al Fiscal, al condenado y a su defensor, quienes podrán interponer el recurso de reposición.


El cómputo podrá reformarse siempre que se comprobara su error o nuevas circunstancias lo hicieran necesario.

Artículo 394 – Comunicaciones. El Juez de Ejecución dispondrá remitir testimonio de la sentencia condenatoria firme al establecimiento donde se encontrara alojado el condenado, y expedirá comunicaciones al Registro Único de Antecedentes Penales de la Provincia, al Registro Nacional de Reincidencias y a los organismos que establezca la reglamentación.

Artículo 395 – Accesoria, Inhabilitación y Multa. Cuando la pena privativa de libertad importara la accesoria del artículo 12 de Código Penal, o se condenara a inhabilitación absoluta, a inhabilitación especial, o a pena de multa, el Juez de Ejecución ordenará las anotaciones y comunicaciones que correspondan, dispondrá, en su caso, el secuestro de documentos para realizar la actividad temporalmente vedada y exigirá copia de la boleta de depósito del importe de la multa en una cuenta especial del Banco que la reglamentación designe con identificación de la causa judicial a la que se refiere. Si el depósito no se efectuara en el plazo fijado, la sentencia se ejecutará por el Fiscal ante el Tribunal con competencia civil. Los importes provenientes de las multas referidas se destinarán al Ministerio Público Fiscal para el eventual pago de costas y al fondo del Servicio Oficial de Defensa, en la proporción que la reglamentación establezca.

Artículo 396 – Restitución y rehabilitación. El inhabilitado podrá solicitar su rehabilitación por instancia escrita ante el Juez de Ejecución, acompañando copia certificada de la sentencia respectiva y ofreciendo la prueba en que fundara su pretensión.


Si la presentación resultara admisible, el Juez correrá vista al Fiscal por el término de tres días, posibilitándole ofrecer pruebas o hacer observaciones previas y siguiéndose los lineamientos regulados para la sustanciación de los incidentes durante la ejecución.

Artículo 397 – Ley más benigna. El Juez de Ejecución resolverá el incidente planteado para dejar sin efecto o modificar la condena firme impuesta, con fundamento en la entrada en vigencia de una ley más benigna o en virtud de otra razón legal, rigiendo al respecto las normas del juicio común en cuanto fueran aplicables.

Artículo 398 – Internación Hospitalaria. En caso de urgencia la autoridad penitenciaria podrá disponer la internación de un condenado en un establecimiento sanitario, dando cuenta inmediata al Juez de Ejecución, quien ratificará o revocará la medida después de recoger la información pertinente. El tiempo de internación se computará a los fines de la pena, siempre que la enfermedad no fuera simulada o provocada para sustraerse a su cumplimiento.

Artículo 399 – Visitas Intimas. El Juez de Ejecución asegurará que las visitas íntimas periódicas, recibidas por los encarcelados, se lleven a cabo en lugares adecuados que preserven la dignidad y la reserva.

Artículo 400 – Incidentes y defensa técnica. El Ministerio Público Fiscal, el condenado y su defensor, podrán plantear incidentes relativos a la ejecución o extinción de la pena. Para su asesoramiento en ellos, continuará ejerciendo la asistencia técnica el defensor designado con anterioridad, pero si éste renunciara, el condenado podrá elegir nuevo defensor de confianza, lo que le hará saber. Si no lo hiciera, el Juez le designará de inmediato uno del Servicio Oficial de Defensa.


También la administración penitenciaria podrá deducir por vía incidental la pretensión del descuento del producto total correspondiente al trabajo del interno, por la reparación de daños intencionales o culposos que éste hubiera ocasionado al establecimiento, así como toda otra materia de la Ley Penitenciaria que se estimara debe ser jurisdiccionalmente resuelta.

Artículo 401 – Participación. Siempre que la incidencia lo requiera, se recabará la información técnica a los especialistas del equipo interdisciplinario criminológico sobre cuya materia se estimara relevante el dictamen, concediendo el plazo necesario para los estudios previos si fuera menester. También cuando las circunstancias lo hicieran aconsejable el Juez podrá dar participación a la autoridad penitenciaria y/o a otros organismos o personas públicos o privados.

Artículo 402 – Sustanciación. Si no desestimara liminarmente la pretensión por improcedente, el Juez, dentro del término de tres días en los cuales permitirá acceder al conocimiento de todos los antecedentes a los interesados, convocará a una audiencia oral donde se leerá la prueba anticipada, se producirá la restante, oirá a los intervinientes y decidirá verbalmente, pudiendo diferir la redacción de los fundamentos para el día siguiente. La resolución sólo es recurrible en casación.

Artículo 403 – Sanción disciplinaria. Toda sanción disciplinaria impuesta al condenado por la administración penitenciaria, que implicara internación en celda mayor de tres días o que configurara un obstáculo para el futuro otorgamiento de la libertad condicional, deberá ser notificada de inmediato, con información del contenido de lo actuado, por el Secretario del Tribunal de Ejecución al interno, quien en el acto expresará si consiente la medida o insta su revisión. En este último caso, el Juez de Ejecución oirá al sancionado, practicará una breve averiguación sumaria, si fuere necesaria, y resolverá dentro del plazo máximo de dos días.

Artículo 404 – Medida de seguridad. Cuando se dispusiera por sentencia la aplicación de una medida de seguridad, el Juez de Ejecución determinará, en su caso, el establecimiento adecuado donde deba cumplirla, contando con la posibilidad de modificar ulteriormente su decisión y debiendo asesorarse al efecto por peritos.


Por lo menos cada seis meses el establecimiento de mención, informará sobre todas las circunstancias que influyan en la continuidad o cesación de la medida o en la modificación del tratamiento que se dispense.


Cuando el Tribunal tuviera noticia de la desaparición de las causas motivantes de la internación, lo hará saber al Ministerio Público Fiscal y al interesado, o a quien ejercite su curatela, para que ofrezcan pruebas y concurran a la audiencia oral en la fecha inmediata que se fije, requiriendo el dictamen de por lo menos dos peritos. La resolución podrá ordenar el cese de la medida de seguridad o la modificación de la forma en que se cumplía.

Artículo 405 – Solicitud de conmutación. Además de requerir a la Corte Suprema de Justicia el informe previo al que alude la Constitución de la Provincia, la autoridad administrativa, conforme a la reglamentación establecida al efecto, remitirá al Juez de Ejecución el legajo formado con motivo de la solicitud de conmutación. El Tribunal referido evaluará la procedencia y proporción del acortamiento de la pena, como fórmula de individualización ejecutiva de la misma, después de entrevistar y oír al interno.


El pronunciamiento jurisdiccional, con fundamento en los dictámenes interdisciplinarios criminológicos y en las conclusiones penitenciarias, tendrá la forma de recomendación técnica no vinculante a los fines de la atribución conferida al Poder Ejecutivo por el artículo 72 de la Constitución Provincial.

Capítulo III

Libertad condicional

Artículo 406 – Solicitud. El incidente de libertad condicional podrá ser promovido por el condenado o su defensor por intermedio de la Dirección del establecimiento donde se encontrara. En el caso del artículo 391 el condenado o su defensor presentará la solicitud directamente ante el Tribunal que dictara la sentencia, el que requerirá el informe correspondiente a la Dirección del establecimiento donde aquél hubiera estado detenido.

Artículo 407 – Recaudos. La Dirección del Servicio Penitenciario remitirá al Juez de Ejecución la solicitud acompañada de los siguientes recaudos:

1º) Un informe sobre el modo en que el peticionario observó los reglamentos carcelarios en cada uno de los establecimientos en que estuvo alojado en relación a la condena, con especificación de las sanciones impuestas, fecha, causas de las mismas, calificación de su conducta, grado de instrucción adquirido, dedicación y aptitud para el trabajo, lugar en que fijará su residencia en caso de otorgamiento, y apoyo moral y material con que pudiera contar en caso de ser liberado.

2º) Calificación de concepto y juicio, del organismo técnico criminológico, acerca del grado de recuperación alcanzado por el interno.

Artículo 408 – Cómputo y antecedentes. El Juez de Ejecución requerirá del Secretario informe sobre el tiempo de condena cumplido por el solicitante y sus antecedentes, antes de convocar a la audiencia prevista en el artículo 402 en la que participará necesariamente el Ministerio Público Fiscal.

Artículo 409 – Condiciones. Cuando la libertad le fuera otorgada, en el auto se fijarán las condiciones e instrucciones según lo establecido por la ley penal, y el liberado, en el acto de la notificación, deberá prometer que las cumplirá. El Secretario le entregará una copia de la resolución, la que deberá conservar y presentar a la autoridad competente cada vez que le fuera requerida.

Artículo 410 – Comunicación. El otorgamiento de la libertad condicional se comunicará a la Dirección del Servicio Penitenciario, al Registro Unico de Antecedentes Penales de la Provincia y al Patronato de Liberados bajo cuyo cuidado quedara el beneficiario.

Artículo 411 – Nueva solicitud. Cuando se denegara la libertad condicional, no podrá renovarse la solicitud antes de los seis meses de la resolución denegatoria, salvo que ésta se fundara en no haberse cumplido los plazos establecidos en el Código Penal, en cuyo caso podrá reiterarse la solicitud una vez cumplido el plazo.

Artículo 412 – Revocación. Siempre que no procediera por unificación de sentencias, el incidente de revocación será promovido de oficio o a pedido del Fiscal o del Patronato de Liberados ante el Juez de Ejecución. Podrá ordenarse la privación de libertad del condenado hasta que se resuelva la incidencia. El Juez de Ejecución, en su caso, dispondrá practicar nuevo cómputo.

Título II

Costas e indemnizaciones

Capítulo I

Costas

Artículo 413 – Oportunidad. Toda decisión que pusiera fin a la causa o a un incidente, deberá resolver sobre el pago de las costas procesales y a cargo de quién corresponden.

Artículo 414 – Contenido. Las costas procesales consistirán en:

1º) La tasa de justicia o cualquier otro tributo que corresponda por la actuación judicial.

2º) Los gastos originados durante la tramitación del procedimiento.

3º) Los honorarios de los abogados, de los peritos, asesores técnicos, traductores e intérpretes.

Artículo 415 – Liquidación de gastos. Resuelta la imposición de costas, las partes practicarán una planilla donde detallarán los gastos sufragados en la actividad realizada durante el procedimiento. El Ministerio Público Fiscal dispondrá para su confección de costos que la reglamentación oportunamente establecerá.

Artículo 416 – Determinación de costas. Practicadas las planillas que contengan las costas, se pondrán de manifiesto público en la Secretaría del Tribunal. La reglamentación respectiva dispondrá el trámite de impugnaciones hasta su firmeza. La ejecución de las costas se hará en la sede civil competente.

Artículo 417 – Imposición. Las costas serán impuestas a la parte vencida aunque no mediara pedido expreso, salvo:

1º) Cuando la parte vencida reconociera como fundadas las pretensiones de su adversario y lo hubiera exteriorizado en término.

2º) Cuando se reconociera razón plausible para actuar en el procedimiento.

Artículo 418 – Personas exentas. Los abogados que actuaran como funcionarios del Ministerio Público Fiscal o como patrocinantes o defensores en el procedimiento, no podrán ser condenados en costas, salvo el caso de notorio desconocimiento del derecho o de grave negligencia en el desempeño de sus funciones, o cuando especialmente en este Código se dispusiera lo contrario, sin perjuicio de la responsabilidad penal o disciplinaria en que incurrieran.

Artículo 419 – Procedimiento abreviado. Cuando se acordara el procedimiento abreviado, cada parte soportará sus propias costas.

Artículo 420 – Pluralidad de condenados. Cuando fueran varios los condenados al pago de costas, el Tribunal fijará la parte proporcional que corresponda a cada uno, sin perjuicio de la solidaridad que establece la ley civil.

Capítulo II

Indemnizaciones

Artículo 421 – Revisión. Cuando a causa de un recurso de revisión el condenado fuera absuelto o se le impusiera una pena menor, tendrá derecho a ser indemnizado por el Estado provincial en razón del tiempo de privación de libertad o inhabilitación sufrida, o por el sufrido en exceso, salvo que él hubiera contribuido responsablemente a su propia condena.


Tendrá también derecho a una indemnización por la multa pagada o su exceso.


Igual derecho tendrá cuando el recurso de revisión versara sobre una medida de seguridad.

Artículo 422 – Encarcelamiento preventivo o internación provisional. Cuando el imputado fuera absuelto o sobreseído, tendrá derecho a ser indemnizado por el Estado provincial por los días de prisión cautelar sufrido o por el tiempo que duró la internación provisional, siempre y cuando se demostrara la ausencia de los presupuestos que debieron legitimar la medida de coerción.

Artículo 423 – Competencia. La indemnización deberá ser demandada ante el Tribunal Civil competente contra el Estado provincial, sin perjuicio del derecho de éste a repetir de quien considere responsable.

Artículo 424 – Ley más benigna. La aplicación de una ley posterior más benigna no habilitará a la indemnización aquí regulada.

Disposiciones Transitorias

Artículo 425 – Vigencia. Este Código comenzará a regir a los dos año de su publicación en la Circunscripción Judicial Nº 4, a los cuatro años de su publicación en la Circunscripción Judicial Nº 5, a los seis años de su publicación en la Circunscripción Judicial Nº 3, a los ocho años de su publicación en la Circunscripción Judicial Nº 2 y a los diez años en la Circunscripción Judicial Nº 1. Sin embargo, el Poder Ejecutivo podrá anticipar su vigencia.

Artículo 426 – Causas en trámite. Subsistirá la aplicación del Código Procesal Penal anterior para todas aquellas causas en las que se hubiera comenzado a producir prueba en el plenario o en defecto de ella, se hubiera decretado el llamamiento de autos para sentencia. A fin de establecer el número de jueces que continuarán con esos trámites y los de la Alzada, y el modo en que se distribuirán las causas, la Corte Suprema de Justicia dictará la reglamentación pertinente.


Las causas por delitos de acción pública, que no hubieran llegado a las etapas consignadas precedentemente, serán remitidas a partir de la vigencia de la presente ley al Ministerio Público Fiscal quien continuará el trámite conforme a las reglas del presente Código. La reglamentación que se dicte establecerá la distribución de dichas causas en los Fiscales de Distrito atendiendo a su competencia territorial.


La declaración indagatoria recibida por los Jueces tendrá el valor que este Código otorga a la declaración del imputado en la audiencia imputativa.


El Ministerio Público Fiscal procederá a rehacer la acusación conforme a las disposiciones de este Código, considerando la documentación de la etapa instructoria como preparatoria de su requisitoria.


Las causas por delitos de acción privada que no hubieran llegado a las instancias contempladas precedentemente serán distribuidas en los Tribunales de Juicio según la reglamentación que oportunamente se dicte y se notificará a las partes para que adecuen el procedimiento a las normas contenidas en el presente Código.


El Tribunal de Ejecución continuará su labor adecuándola de inmediato a las disposiciones de este Código.

Artículo 427 – Derógase la Ley Nº 6.740 y sus modificatorias.

Kilibarda – Mascheroni

proyecto de ley original (Expte. Nº 18.053 – DB)

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley

Artículo 1º – Incorpórase como artículo 2º Bis al Código Procesal Penal de la Provincia de Santa Fe (Ley Nº 6740 - y sus modificatorias-), redactado del siguiente modo:

"Artículo 2 Bis - Imparcialidad. Los Jueces deberán ser imparciales. Especialmente, no podrán actuar en una causa quienes hayan intervenido anteriormente, de cualquier modo, o en otra función o en otra instancia de la misma. Tampoco quienes hayan participado en una decisión después anulada por un Tribunal Superior." 

Artículo 2º – Modifícanse los artículos 50 y 503 del Código Procesal Penal de la Provincia de Santa Fe (Ley Nº 6740 - y sus modificatorias-), los que quedan redactados del siguiente modo:


"Artículo 50 - Causas. Son causas de recusación del Juez:

1 Haber pronunciado en el mismo proceso sentencia o haber intervenido anteriormente en otra instancia de la misma causa, o haber tenido otra función en él como acusador, defensor, mandatario, letrado, representante legal o perito, o haber sido denunciante del hecho objeto del proceso, o haberlo conocido como testigo; 

2 Tener interés en el proceso, él, su cónyuge o sus parientes en cualquier grado de la línea recta y hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad;

3 Ser cónyuge o pariente en los grados preindicados con los interesados, representantes, mandatarios o letrados que intervengan en el proceso; o ser tutor, curador o haber estado bajo tutela o curatela de dichas personas;

4 Haber dado recomendación sobre el proceso o haber emitido opinión después de conocerlo;

5 Tener él o las personas indicadas en el inciso 2°, juicio pendiente iniciado con anterioridad con alguno de los interesados en el proceso o sociedad o comunidad con ellos, salvo los supuestos de sociedad anónima y las que por sus características no le impidan conocer el proceso con imparcialidad;

6 Haber sido acusador o denunciante de algunos de los interesados en el proceso, antes de comenzar el mismo, fuera de los casos de cumplimiento de los deberes propios de la función pública, o haber sido acusado o denunciado por alguna de dichas personas con anterioridad, siempre que se hubiere hecho lugar a la formación de proceso penal y su actuación posterior no demostrase armonía con aquéllas;

7 Haber sido sometido, como magistrado y con anterioridad al proceso, a enjuiciamiento por acción promovida por alguno de los interesados;

8 Tener con los interesados amistad íntima que se exteriorice por frecuencia de trato, o enemistad grave y manifiesta con los mismos, salvo que proviniere de ataques u ofensas que se le hubiesen inferido después de comenzado su intervención;

9. Haber recibido él, su cónyuge, padres, hijos u otras personas que vivan a su cargo, beneficios de importancia de alguno de los interesados.


A los fines de este artículo se considerarán interesados al imputado, a los representantes de los incapaces que intervengan en el proceso, al ofendido y al damnificado por el delito y al tercero civilmente responsable, aunque estos últimos no se constituyan en parte." 


"Artículo 503 - Decreto de Remisión. Traslados. Presentada la requisitoria de elevación a juicio, si el instructor no objetara su admisibilidad formal y agotados los trámites pertinentes en caso de constitución de partes civiles, se dispondrá la remisión de los autos al juez con competencia en lo correccional según el orden que corresponda.


El magistrado a quien se le remita la causa dispondrá sobre los traslados previstos en los artículos 376 y 378 y será competente para entender en el plenario."

Artículo 3º – Modifícanse los artículos 7º del “Título Introductorio” c.4) Planta Judicial; 25 y 34 del “Título III - De las Cámaras de Apelación”, "Capítulo I - En General", "Sección I - De todas las Cámaras"; 46 del "Capítulo II - De las Cámaras en particular", "Sección II - De las Cámaras de Apelación en lo Penal"; 84 del “Título V - De los Jueces de Primera Instancia de Distrito”, "Capítulo VI - De los Jueces de Instrucción"; 90 del “Título V - De los Jueces de Primera Instancia de Distrito”, "Capítulo VIII - De los Jueces en lo Penal Correccional", y 93 del “Título V - De los Jueces de Primera Instancia de Distrito”, "Capítulo IX - De los Jueces en lo Penal de Instrucción y Correccional" de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Provincia de Santa Fe (Ley Nº 10.160 -T.O. Decreto 0046/1998 y sus modificatorias-), los que quedan redactados del siguiente modo:

"Título Introductorio

c.4) Planta Judicial

“Artículo 7º – Conforme con lo dispuesto precedentemente, al comenzar vigencia de esta ley, funcionarán:

1) En las Circunscripciones Judiciales, las siguientes Cámaras de Apelación:

1.1) Nº 1: Una en lo Civil y Comercial con tres Salas; una en lo Penal, con cuatro Salas; una en lo Laboral con dos Salas y una de Circuito;

1.2) Nº 2: Una en lo Civil y Comercial, con cuatro Salas; una en lo Penal, con cuatro Salas; una en lo Laboral, con tres Salas y una de Circuito;
1.3) Nº 3: Una en lo Civil, Comercial y Laboral y una en lo Penal;

1.4) Nº 4: Una en lo Civil, Comercial y Laboral con asiento en la ciudad de Reconquista y una en lo Penal con asiento en la ciudad de Vera;

1.5) Nº 5: Una en lo Civil, Comercial y Laboral y una en lo Penal.

2) En las Circunscripciones Judiciales Nº 1 y 2, las siguientes Cámaras de lo Contencioso Administrativo:

2.1) Nº 1: Con competencia en las Circunscripciones Judiciales Nº 1, 4 y 5;

2.2) Nº 2: Con competencia en las Circunscripciones Judiciales Nº 2 y 3.

3) En los Distritos Judiciales, los siguientes Tribunales Colegiados;

3.1) Nº 1: Dos de Familia y dos de Responsabilidad Extracontractual;

3.2) Nº 2: Tres de Familia y tres de Responsabilidad Extracontractual.

4) En los Distritos Judiciales, los siguientes Jueces de Primera Instancia de Distrito:

4.1) Nº 1: Once en lo Civil y Comercial; cinco en lo Laboral; ocho en lo Penal de Instrucción; seis en lo Penal de Sentencia; seis en lo Penal Correccional; uno en lo Penal de Faltas; dos de Menores y dos de Ejecución Penal;

4.2) Nº 2: Dieciocho en lo Civil y Comercial; nueve en lo Laboral; dos de Ejecución Civil; quince en lo Penal de Instrucción; ocho en lo Penal de Sentencia; diez en lo Penal Correccional; dos en lo Penal de Faltas; cuatro de Menores y uno de Ejecución Penal;

4.3) Nº 3: Dos en lo Civil y Comercial; uno en lo Laboral; dos en lo Penal Correccional; uno de Menores y uno en lo Penal de Instrucción;

4.4) Nº 4: Tres en lo Civil y Comercial; uno en lo Laboral; dos en lo Penal de Instrucción y Correccional; y uno de Menores;

4.5) Nº 5: Cuatro en lo Civil, Comercial y Laboral; tres en lo Penal de Instrucción y Correccional; uno en lo Penal de Sentencia; uno en lo Penal de Faltas y uno de Menores;

4.6) Nº 6: Dos en lo Civil, Comercial y Laboral; y dos en lo Penal de Instrucción y Correccional;

4.7) Nº 7: Dos en lo Civil, Comercial y Laboral; y dos en lo Penal de Instrucción y Correccional; y uno de Menores;

4.8) Nº 8: Uno en lo Civil, Comercial y Laboral; dos en lo Penal de Instrucción y Correccional y uno en lo Penal de Sentencia;

4.9) Nº 9: Uno en lo Civil, Comercial y Laboral; y dos en lo Penal de Instrucción y Correccional;
4.10) Nº 10: Uno en lo Civil, Comercial y Laboral; dos en lo Penal de Instrucción y Correccional; uno en lo Penal de Sentencia;

4.11) Nº 11: Dos en lo Civil, Comercial y Laboral; y dos en lo Penal de Instrucción y Correccional con sede en San Jorge;

4.12) Nº 12: Dos en lo Civil y Comercial; uno en lo Laboral; dos en lo Penal de Instrucción y Correccional; y un Juzgado de Menores;

4.13) Nº 13: Uno en lo Civil, Comercial y Laboral; tres en lo Penal de Instrucción y Correccional; uno en lo Penal de Sentencia; y uno en lo Penal de Ejecución;

4.14) Nº 14: Dos en lo Civil, Comercial y Laboral; y dos en lo Penal de Instrucción y Correccional; y un Juzgado de Menores;

4.15) Nº 15: uno en lo Civil, Comercial y Laboral; dos en lo Penal de Instrucción y Correccional; y uno de Menores;

4.16) Nº 16: Uno en lo Civil, Comercial y Laboral; 

4.17) Nº 17: Uno en lo Civil, Comercial y Laboral con asiento en la ciudad de Villa Ocampo y dos en lo Penal de Instrucción y Correccional con asiento en la ciudad de Las Toscas;

5) En cada Circuito Judicial actúan los siguientes Jueces de Primera Instancia de Circuito:

5.1.) Nº 1: Tres jueces y uno de Ejecución Civil;

5.2.) Nº 2: Cinco jueces y dos de Ejecución Civil;

5.3.) Nº 3 a 35: Un juez en cada uno, excepto en los Circuitos Judiciales Nº 8, 9, 32 y 35;

En lo sucesivo, la Ley de Presupuesto determina la creación de nuevas sedes y asientos y el número de Magistrados Judiciales y de Jueces Comunales que fuere necesario."

“Título III – De las Cámaras de Apelación

Capítulo I – En General


“Artículo 25 – En caso de excusación, ausencia, impedimento, licencia o vacancia de alguno de sus jueces, es suplido por otro de la misma Cámara. En su defecto, por los de otras Cámaras de la misma Circunscripción y por abogados de la lista de conjueces designados por sorteo hecho en acto público notificado a las partes en litigio.


Los jueces de las Cámaras Penales que hubieran entendido en alzada de resoluciones durante la instrucción y no puedan ser reemplazados por otro juez de la Cámara de Apelación en lo Penal en que tiene su sede, y en el supuesto previsto en el artículo 46 tercer parágrafo de esta ley, se suplen por abogados de la lista de conjueces designados por sorteo hecho en acto público notificado a las partes en litigio.


Los jueces de las Cámaras de lo Contencioso Administrativo se suplen por los de la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de la Circunscripción en que tienen su sede. En su defecto, por conjueces designados por sorteo hecho en acto público y notificado a las partes en litigio."


"Artículo 34 – Cualquiera sea la intervención que le cabe a una Cámara en una causa judicial, radica definitivamente su competencia para futuras impugnaciones, salvo lo dispuesto en el artículo 46."

Capítulo II – De las Cámaras en Particular


"Artículo 46 – Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 32, cada Cámara, por medio de sus Salas, es alzada de los jueces de menores de la respectiva Circunscripción Judicial, en lo relativo a la materia penal y de los jueces de circuito en lo relativo a faltas.


En las Circunscripciones Judiciales Nº 1 y 2, la Sala de la Cámara de Apelaciones en lo Penal que hubiera entendido como tribunal de alzada de resoluciones durante la etapa de instrucción no podrá intervenir como alzada en las impugnaciones deducidas durante la etapa de juicio, debiendo ser reemplazada por la Sala siguiente en número. 


Para el caso de las Circunscripciones Judiciales Nº 3, 4 y 5, los magistrados de la Cámara de Apelaciones en lo Penal que hubieran entendido como tribunal de alzada de resoluciones durante la etapa de instrucción no podrán intervenir como alzada en las impugnaciones deducidas durante la etapa de juicio, siendo de aplicación el artículo 25 segundo parágrafo de la presente ley.


Además, cada Cámara conoce, dentro de su competencia territorial del recurso de inaplicabilidad de la doctrina legal."


“Título V – De los Jueces de Primera Instancia de Distrito

Capítulo VI – De los Jueces de Instrucción


"Artículo 84 – Tienen asiento en las sedes de los Distritos Judiciales Nº 1, 2 y 3 y ejercen su competencia material dentro de sus respectivos territorios."

Capítulo VIII – De los Jueces en lo Penal Correccional


"Artículo 90 – Tienen asiento en las sedes de los Distritos Judiciales Nº 1, 2 y 3 y ejercen su competencia material dentro de sus respectivos territorios.

Capítulo IX - De los Jueces en lo Penal De Instrucción Y Correccional


"Artículo 93 – Tienen asiento en las sedes de los Distritos Judiciales Nº 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15 y 17 y ejercen su competencia material dentro de sus respectivos territorios. Sin perjuicio de ello, los jueces del Distrito Judicial Nº 8 extienden su competencia territorial al Distrito Judicial Nº 16; el del Distrito Judicial Nº 13, a las Comunas Nº 1, 4, 9 y 16 del Circuito Judicial Nº 4 y el del Distrito Judicial Nº 4 no tiene competencia territorial en las Comunas Nº 1, 4, 9 y 16 del Circuito Judicial Nº 4."

Disposiciones Transitorias

Artículo 4º – En los Distritos Judiciales Nº 4, 5, 6, 7, 8, 10, 12, 13 y 17, los Juzgados en lo Penal de Instrucción y los Juzgados en lo Penal Correccional se transformarán de inmediato en Juzgados en lo Penal de Instrucción y Correccional, siguiendo un orden numérico y comenzando por los nominados en primer término. A tal efecto se reunirá la Asamblea Legislativa para brindar el acuerdo correspondiente a los magistrados que actualmente cumplen funciones como Jueces de Distrito en lo Penal de Instrucción y Jueces de Distrito en lo Penal Correccional.

Artículo 5º – Los Juzgados que se crean por la presente ley que no puedan ser cubiertos como lo dispone el artículo 7º de la presente, deberán ser integrados transitoriamente y por única vez por los jueces subrogantes obrantes en la lista confeccionada conforme dispone el artículo 217 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y que hubiera sido aprobada por el Consejo de la Magistratura, en cada Circunscripción.


Los cargos que no pudieran ser cubiertos de tal modo, deberán integrarse por abogados de la lista de conjueces designados por sorteo realizado en acto público.


La cobertura provisoria de los cargos mencionados no podrá ser superior a un año a partir de la entrada en vigencia de la presente, tiempo durante el cual deberán sustanciarse los trámites pertinentes para la designación de los magistrados judiciales que exige esta ley y la Constitución de la Provincia.

Artículo 6º – Los jueces subrogantes con retención del cargo respectivo en el Poder Judicial, que fueran designados conforme dispone el artículo 5º primer párrafo de la presente ley, percibirán los haberes correspondientes a su categoría presupuestaria con más la diferencia que exista con la retribución del cargo cuyas funciones subrogue.


Los abogados de la lista de conjueces que fueran designados según lo previsto por el artículo 5º segundo párrafo, o que actuaran integrando alguna Sala de la Cámara de Apelaciones en lo Penal, percibirán una retribución equivalente a la asignada al cargo cuyas funciones desempeñe. 

Artículo 7º – Las presentes modificaciones regirán sólo para los procesos futuros y para los que actualmente se encuentren en etapa de instrucción. Para los procesos en trámite de plenario su vigencia será optativa, resolviéndose por la aplicación de la normativa que aquí se sanciona sólo a solicitud del imputado o su defensor dentro del término de veinte días de ser notificados por cédula de su derecho.

Artículo 8º – Facúltase al Poder Ejecutivo a crear los cargos y/o efectuar las modificaciones presupuestarias pertinentes y necesarias para la instrumentación de la presente ley. 

Artículo 9º – Facúltase al Poder Judicial a crear los cargos e incorporar el personal auxiliar que sea necesario y efectuar las modificaciones presupuestarias pertinentes para la implementación de la presente ley, las cuales se imputarán al próximo ejercicio presupuestario. Deberá disponer además todas las medidas necesarias para dotar de infraestructura edilicia y equipamiento a los nuevos juzgados con el fin de proveer a su inmediato y eficaz funcionamiento.

Artículo 10 – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


El reciente fallo (8-8-2006) de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, dictado en la causa "Dieser, M. y F., C. A. s/ Homicidio calificado por el vínculo y por alevosía" (Nº 120/02), que revocara la confirmación de condena de María Graciela D. resuelta por la Cámara de Apelaciones en lo Penal de Venado Tuerto, ha hecho renacer nuevamente las discusiones respecto del modelo procesal santafesino y su inserción en el sistema constitucional. Particularmente, por verse vulnerada la garantía de imparcialidad de los juzgadores y, en consecuencia, el debido proceso, ambos de jerarquía constitucional.


En el citado fallo la Corte Suprema de Justicia de la Nación se ha referido al alcance de la citada garantía en el marco del proceso penal, reconociéndola como derecho implícito de la forma republicana de gobierno, derivada de las garantías de debido proceso y de defensa en juicio (artículos 18 y 33 de la Constitución Nacional, además de su reconocimiento en los tratados internacionales incorporados a la misma por la Reforma de 1994, conforme artículo 75, inciso 22).


Las Provincias, conforme dispone el artículo 5º de la Constitución Nacional, deben asegurar la “administración de justicia”, concepto que debe evolucionar en concordancia con la moderna doctrina, jurisprudencia y los tratados internacionales. La Provincia de Santa Fe se encuentra en mora respecto de la adecuación del sistema procesal penal al modelo constitucional, más aún luego de la reforma de 1994. 

Por otra parte, el incumplimiento de los tratados internacionales a los cuales la Nación Argentina ha adherido, compromete a la Nación y también a sus provincias.


El antecedente jurisprudencial señalado, sumado al precedente "Llerena, Horacio Luis s/ Abuso de armas y lesiones" (CSJN, resuelta el 17-5-2005), evidencia nuevamente situaciones que requieren ser abordadas ineludiblemente: una de ellas, de carácter definitorio, refiere a la necesidad de transformar el sistema penal santafesino, caracterizado por su inquisitoriedad y su escaso respeto por las garantías individuales de víctimas y victimarios; la otra, que adquiere sentido en tanto se deje aclarada la primera de ellas, versa sobre ciertos cambios urgentes que es preciso introducir en la organización del fuero penal de la Provincia, con la finalidad de salvar las tachas de inconstitucionalidad que la Corte Nacional ha formulado al modelo santafesino. 


Como consecuencia de todo ello, la Corte Suprema de Justicia de la Provincia de Santa Fe, por Acta Nº 32 (23-8-2006), en consonancia con una Acordada de la Corte Suprema Nacional (Nº 23, 1-11-2005), reglamentó el funcionamiento del fuero penal santafesino, estableciendo una distribución de las causas, con carácter provisorio, instando en su acuerdo la necesidad de que la respuesta definitiva sea legislativa y comunicando a esta Legislatura dicho dictamen.


En los considerandos del mencionado Acuerdo Ordinario, la Excma. Corte Suprema de Justicia de la Provincia ha expresado: “…Que no puede soslayarse que el criterio rector que se desprende del fallo referido (causa “Llerena”) y de las demás decisiones enunciadas en consecuencia, en razón al reconocimiento de la autoridad que cabe conferir a los órganos de los que emanan, posee una decisiva proyección en la estructura del fuero penal de la Provincia. Que por esta razón, la competencia que el artículo 27 del código Procesal Penal de la Provincia asigna a los jueces correccionales contrasta con los criterios que emanan del referido precedente. Que, por otra parte, se observa que dicha pauta doctrinaria es la invocada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la resolución recaída en la causa “Dieser, María Graciela y Fraticelli, Carlos Andrés s/Homicidio Calificado por el vínculo y alevosía –Causa Nº 120/02”. Que atento a los fundamentos dados en la decisión aludida, se hace imperioso revisar las normas sobre atribución de competencia de los tribunales de segunda instancia en el fuero penal, ya que se ha puesto en crisis la constitucionalidad de la asignación de competencia al órgano judicial de alzada que, en función del artículo 34 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, hubiera intervenido revisando resoluciones sobre la verosimilitud de la culpabilidad dictadas por jueces de primera instancia antes del dictado de la sentencia de mérito para efectuar esta última. …”


Es por ello que resulta indispensable que el Poder Legislativo, como órgano competente donde se debe discutir y planificar la organización de la justicia ordinaria (en virtud de lo expresado por el artículo 55 de la Constitución Provincial: "Corresponde a la Legislatura: ... 4) Dictar las leyes de organización y procedimientos judiciales; ... ), aborde la problemática que el resolutorio señalado genera para preservar los derechos de los ciudadanos, resolviendo legislativamente aquellas cuestiones urgentes hasta tanto se produzca la reforma integral del sistema. 


Se hace imperioso, entonces, revisar las normas sobre atribución de competencia de los tribunales de segunda instancia en el fuero penal, ya que se ha puesto en crisis la constitucionalidad de la asignación de competencia al órgano judicial de alzada, en función del artículo 34 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, para que no rija como regla el régimen de excepción que establece el artículo 25, ya sea por vía de recusación o excusación.


Es por ello que del análisis coordinado de los fallos y las interpretaciones que el máximo Tribunal de la Nación dictara, surge también la impostergable necesidad de considerar la situación en los procesos correccionales, en los que las tareas de investigación y juzgamiento se encuentran a cargo del mismo juez, cuestión tachada de inconstitucionalidad. 


Por lo precedentemente expuesto, el presente proyecto aborda tales cuestiones y propone soluciones tendientes a evitar que se convierta en regla general el régimen de excepción que regula la Ley Orgánica del Poder Judicial (en coordinación con las normas del Código Procesal Penal de la Provincia), y, fundamentalmente, no dejar margen alguno a la violación de las garantías constitucionales (distribuyendo competencias por mecanismos que no son leyes en sentido formal). 


El escenario planteado requiere respuestas de emergencia que trascienden, en lo inmediato, el “Plan Estratégico para la Justicia Provincial”, que intenta transformar a largo plazo la administración de justicia en nuestra Provincia. Sin perjuicio de poder continuar con las reformas sustanciales planteadas, hoy se necesita dar respuesta urgente y oportuna a la situación de crisis de constitucionalidad en la asignación de competencias que se presenta en el fuero penal.


Para que el tratamiento normativo se adecue a la realidad geográfica de la provincia y a las particularidades propias de la organización judicial del fuero penal santafesino, se establecen modificaciones que, dando solución a las cuestiones planteadas, respetan los siguientes objetivos: 

· Cumplir de manera genérica con el mandato constitucional de imparcialidad del juzgador, introduciendo mínimas reformas parciales al Código Procesal Penal y en la organización del Poder Judicial con la finalidad de brindar efectiva protección a la garantía enunciada, sin repartir inequitativamente el trabajo ni sacar de la jurisdicción original los procesos.

· Respetar las garantías de las personas involucradas en los procesos en trámite, en especial la de juez natural.

· No interferir con la necesaria e imperiosa reforma integral del sistema penal santafesino ni cargar excesivo costo al erario provincial.


La decisión de incorporar un artículo (2 bis - Imparcialidad) dentro del Título I (Normas Fundamentales) en el Código Procesal Penal, responde a la necesidad de que tal garantía sea rectora de la labor de los jueces penales en el futuro, concordantemente con la interpretación de la Corte Suprema de la Nación. Relacionado con ello, se procede a la incorporación explícita de la causal de excusación y de recusación en el artículo 50 y se modifica el artículo 503 del mismo digesto en congruencia funcional con lo expresado.


Observamos que en el considerando III de la opinión del Procurador General de la Nación, que la Corte Suprema de Justicia de la Nación comparte y hace suyos en el fallo "Dieser", se expresa que lo que se pone en discusión es "El alcance de la garantía de juez imparcial reconocida dentro de los derechos implícitos del artículo 33 constitucional, o, más estrictamente, derivada de las garantías de debido proceso y de la defensa en juicio establecidas en el artículo 18 de la Constitución Nacional, y consagrada expresamente en los artículos: 26 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 10 de la Declaración Universal de Derechos Humanos (que forman parte del bloque de constitucionalidad federal en virtud de la incorporación expresa que efectúa el art. 75, inciso 22 de la Constitución Nacional)".


Del mismo modo, se cita informe de las instituciones supranacionales americanas y europeas, aplicables a la interpretación de la garantía contenida en el artículo 8.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos, según la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

Además, se resalta la particular relevancia que adquiere en este caso lo dispuesto en el trabajo conocido como "Reglas de Mallorca" (Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Procedimiento Penal), que en su regla 4, inciso 2°, expresa que: "Los Tribunales deberán ser imparciales. Las legislaciones nacionales establecerán las causas de abstención y recusación. Especialmente, no podrán formar parte del Tribunal quien haya intervenido anteriormente, de cualquier modo, o en otra función o en otra instancia en la misma causa. Tampoco quienes hayan participado en una decisión después anulada por un Tribunal Superior".


De dicho fallo se infiere que la posibilidad de que un tribunal intervenga en dos etapas distintas del procedimiento, constituye causa suficiente para dudar verosímilmente de su imparcialidad ("temor de parcialidad"), lo que se configura "objetivamente" (por las circunstancias externas).

Al respecto resulta explícita la opinión de la Dra. Carmen Argibay, en cuanto expresa en el considerando 2°) de su voto que: "Esta Corte tiene establecido, a partir de la decisión recaída en el precedente del 17 de mayo de 2005, L.486.XXXVI. "Llerena, Horacio Luis s/ abuso de armas y lesiones", (disidencia parcial de los jueces Belluscio y Argibay), que resulta incompatible con la garantía de imparcialidad la circunstancia que sea un mismo juez el que intervenga en la instrucción del proceso y el que actúe en la etapa de juicio".


Sobre esta misma cuestión dice Maier: "Las reglas sobre imparcialidad se refieren, por ello, a la posición del juez frente al caso concreto que, en principio, debe juzgar, e intentan impedir que sobre él pese el temor de parcialidad" (MAIER, Julio B. J.; "Derecho Procesal Penal. Tomo I. Fundamentos", Editores del Puerto, Buenos Aires, 1996, pág. 752, cursiva en el original). Relaciona este autor este principio constitucional con la regulación tradicional respecto de las causales de apartamiento del juez (institutos de excusación y recusación), y funda especialmente el carácter de garantía del justiciable de la imparcialidad (autor y obra citada, págs. 753/754). 


El mismo autor afirma: "Un caso especial de temor de parcialidad se presenta cuando un integrante del tribunal de juicio ha intervenido en períodos anteriores del procedimiento" (autor y obra citada, págs. 755/757), citando sobre el particular dos fallos del Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Y, en adición, recomienda: "Correctamente redactada, la regla debe impedir que un juez que intervino total o parcialmente, dictó o contribuyó a dictar alguna resolución en un período anterior del procedimiento, integre el tribunal formado para tramitar o decidir un período posterior; básicamente, no pueden integrar el tribunal juzgador aquellos jueces que, de alguna manera, incluso por apelación de decisiones del juez de instrucción, contribuyeron durante la instrucción preliminar; dicho sea de paso, tampoco puede integrar el tribunal que juzga un recurso aquel juez que dictó o contribuyó a dictar la decisión impugnada, ni puede integrar el tribunal que juzga el juicio de reenvío el juez que dictó o contribuyó a dictar la sentencia casada (anulada)" (pág. 759, cursiva en el original).


En consonancia con lo sostenido por la jurisprudencia expuesta y la doctrina, también se introducen reformas a la Ley Orgánica del Poder Judicial Nº 10.160 y sus modificatorias, en sus artículos 25, 34, 46, 84, 90 y 93.


A efectos de abordar la problemática planteada en la segunda instancia se introduce una modificación en el artículo 25, relativo al orden de suplencias de los jueces de las Cámaras de Apelación, estableciéndose que los jueces de las Cámaras Penales que hubieran entendido en alzada de resoluciones durante la instrucción y no puedan ser reemplazados por otro juez de la Cámara de Apelación en lo Penal en que tiene su sede, o porque no hubiera más de una Sala, se suplen por abogados de la lista de conjueces designados por sorteo hecho en acto público notificado a las partes en litigio.


Además, se instituye una salvedad a lo dispuesto en el artículo 34 y se reforma el artículo 46 estableciendo que para el caso de las Cámaras de Apelación en lo Penal de las Circunscripciones Judiciales Nº 1 y 2 se dispone que la Sala que hubiera entendido como tribunal de alzada de resoluciones durante la etapa de instrucción no podrá intervenir como alzada en las impugnaciones deducidas durante la etapa de juicio, debiendo ser reemplazada por la Sala siguiente en número. 


Respecto de las Cámaras de Apelación en lo Penal de las Circunscripciones Judiciales Nº 3, 4 y 5 se dispone un sistema que, sin crear nuevas Salas, permite asegurar la garantía de imparcialidad. Se remite al orden de reemplazo de sus integrantes previsto en el artículo 25 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (con la modificación introducida), decidiéndose su integración con abogados de la lista de conjueces, hasta tanto se produzca la reforma integral del sistema procesal santafesino. De este modo no se recarga el trabajo de la Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial y Laboral de las citadas Circunscripciones Judiciales.


Con respecto a la instrucción y juzgamiento en primera instancia, el proyecto establece que en los distritos judiciales en los cuales existen varios juzgados correccionales, circunscripciones Nº 1, 2 y 3, se preserva la garantía limitando la intervención de ellos tan sólo a una de las etapas del proceso correccional, instrucción o juzgamiento, distribuyéndose la función que se debe encarar por turnos, de forma equitativa, por orden de número y conforme establece el artículo 91.


En cuanto a los Distritos Judiciales donde hubiera un solo Juzgado Correccional y Juzgado/s de Instrucción, o Juzgados en lo Penal de Instrucción y Correccional, se aborda la solución mediante reformas introducidas a los artículos 7º, 84, 90 y 93 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.


En este sentido, en los Distritos donde hubiera tan sólo un Juzgado Correccional se propone la conversión o transformación de los Juzgados de Instrucción y de los Juzgados Correccionales en Juzgados de Instrucción y Correccionales, de modo que cada uno de ellos instruya y juzgue la mitad de las causas correccionales, alternativamente, repartiéndose equitativamente el trabajo. Lo mismo respecto de las causas de instrucción, que se repartirían por partes iguales, sin perjudicar el equilibrio de tareas en dichos Distritos Judiciales. La misma solución rige para los casos en los que como consecuencia de esta ley resulten tres los Juzgados de Instrucción y Correccionales. 


Para los casos precedentes se requerirá el Acuerdo de la Asamblea Legislativa a los Jueces de Instrucción y a los Jueces Correccionales actualmente en funciones para que se transformen en Jueces de Instrucción y Correccionales, atendiendo al carácter urgente de tal modificación en su competencia material.


Por último, solamente se crea un cargo en cada uno de los Distritos Judiciales en los cuales existe sólo un Juzgado de Instrucción y Correccional, Nº 9, 11, 14, 15 y 17, a efectos de cumplir con la garantía de imparcialidad y no perturbar la vigencia de la garantía de juez natural, también de raigambre constitucional (artículo 18 de la Constitución Nacional).


Asimismo, se dispone que estos cargos deberán ser integrados transitoriamente y por única vez por los jueces subrogantes obrantes en la lista confeccionada conforme dispone el artículo 217 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y que hubiera sido aprobada por el Consejo de la Magistratura, en cada Circunscripción. Los cargos que no pudieran ser cubiertos de tal modo, deberán integrarse por abogados de la lista de conjueces designados por sorteo realizado en acto público. La transitoriedad de la cobertura de los cargos mencionados está limitada a un año a partir de la entrada en vigencia de la presente, tiempo durante el cual deberán sustanciarse los trámites pertinentes para la designación de los magistrados judiciales que exige esta ley y la Constitución de la Provincia.


Toda reforma de la legislación procesal o respecto de la atribución de competencias que se plantee, debe necesariamente considerar las garantías de aquellas personas que tienen procesos en trámite. Es por ello que, en principio, tales transformaciones normativas tienen sólo vigencia para el futuro (refiriendo tanto a causas futuras como con etapa de juzgamiento futura), para articular ordenadamente tanto la garantía de imparcialidad como la de juez natural, ambas integrantes de las nociones amplias de debido proceso y de derecho de defensa. 


En este sentido la doctrina, interpretando las garantías antes citadas, ha dicho que "la competencia para entender en una determinada causa -es decir, la facultad que tiene un juez para aplicar el Derecho en un caso concreto, según una distribución territorial o de materias- debe estar determinada en la ley. Ello implica que solamente el legislador puede determinar la competencia" (BINDER, Alberto M.; "Introducción al Derecho Procesal Penal", 2° edición actualizada y ampliada, 2° reimpresión, Ad-Hoc, Buenos Aires, 2002, pág. 143). 

Maier afirma que la regla constitucional es clara "en principio, determina, positivamente, que el único tribunal competente para el juicio es aquél designado como tal por la ley vigente al momento en que se comete el hecho punible objeto del procedimiento; en segundo término, cancela el efecto retroactivo que pudiera pensar o que el legislador pudiera atribuirle a una ley de competencia. Las leyes de competencia, entonces, sólo rigen para el futuro -regla que, en sí, no necesitaría aclaración-, esto es, para hechos punibles cometidos con posterioridad a que entren en vigor, y no pueden ser aplicadas para determinar la competencia de los tribunales respecto de los hechos sucedidos con anterioridad a su vigencia, ni, por supuesto, a causas pendientes, otorgándoles efecto retroactivo" (autor y obra citada, pág. 767). 


Sobre este punto también se refiere Alberto Binder, cuando dice que para determinar cuándo se violentará la garantía habrá que "tener en cuenta si el cambio de competencia general provoca una disminución del derecho de defensa, un cambio en las posibilidades de comprensión del juez. En otras palabras, se debe verificar caso por caso si la nueva situación, surgida del cambio general de competencia, resulta de algún modo perjudicial para la situación del procesado. Se hace necesario volver al concepto sustancial del juez natural para poder evaluar, en cada caso, si tal cambio implica o no una afectación del principio y las garantías que éste conlleva" (autor y obra citada, pág. 145).


Esta cuestión es contemplada por la reforma propuesta al establecer, en sus cláusulas transitorias, la vigencia de la misma para las causas en trámite sólo a opción del imputado y su defensor, dentro del término de treinta días y previa notificación fehaciente a los mismos, remarcando su carácter de garantía de sus derechos y del proceso. Porque "... la manifestación del imputado ... debe resultar decisiva para juzgar acerca de la eventual afectación, puesto que nadie está más capacitado que el propio imputado para decidir si el cambio de competencia lo perjudica o no" (autor y obra citada, pág. 145).


Por último, debemos decir que el presente proyecto se propone en un marco de emergencia y, reiteramos, con éste no se pretende dejar de lado el estudio y profundización de una reforma integral del sistema, para generar de ese modo un cambio sustancial en el procedimiento penal santafesino. Si bien a través de este proyecto se pueden proporcionar soluciones apropiadas y urgentes, no dejamos de advertir esa necesidad mayor como en tantas oportunidades señaláramos.


Por todo lo expuesto es que se eleva el presente proyecto de ley, cuya aprobación se solicita.

Lamberto – Mascheroni – Tomei – Qüesta – Gutiérrez – Brignoni – Cecchi – Marcucci – Strada – Albónico – Baudín – Riestra – Liberati – Jullier – Millet – Peralta – Benas – Ritter – 
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LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE 

LEY

Artículo 1º.- Incorpórase en el Libro Primero, Título IV: “Las Partes y Los Defensores” del Código Procesal Penal de la Provincia de Santa Fe – Ley Nº 6.740, el Capítulo VI: “El Querellante Particular” con los siguientes artículos:

“CAPITULO VI – EL QUERELLANTE PARTICULAR

Derecho de querella


Artículo 108 IV.- Toda persona con capacidad civil particularmente ofendida por un delito de acción pública tendrá derecho a constituirse en parte querellante y como tal impulsar el proceso, proporcionar elementos de convicción, argumentar sobre ellos y recurrir con los alcances que en este Código se establezcan.

Cuando se trate de un incapaz, actuará por él su representante legal.

Cuando se trate de un delito cuyo resultado sea la muerte del ofendido, podrán ejercer este derecho sus herederos forzosos o su último representante legal.

Si el querellante particular se constituyera a la vez en actor civil, podrá así hacerlo en un solo acto, observando los requisitos para ambos institutos.

Forma y contenido de la presentación


Artículo 108 V.- La pretensión de constituirse en parte querellante se formulará por escrito, en forma personal o por mandatario especial que agregará el poder, con asistencia letrada. Deberá consignarse bajo pena de inadmisibilidad:

1) Nombre, apellido, domicilios real y legal del querellante. 

2) Relación sucinta del hecho en que funda su pretensión. 

3) Nombre, apellido y domicilio del o de los imputados, si lo supiere. 

4) La acreditación de los extremos de personería que invoca, en su caso. 

5) La petición de ser tenido por querellante y la firma.

Oportunidad y trámite


Artículo 108 VI.- La instancia podrá deducirse a partir de la iniciación de la instrucción y hasta la formulación de la requisitoria de elevación a juicio. En caso de rechazo de oficio, se aplicarán las disposiciones del artículo 106.

Facultades y deberes:


Artículo 108 VII.- El querellante podrá colaborar en la investigación y en el plenario, para acreditar el hecho incriminado, la responsabilidad penal del imputado, y la extensión del daño causado.

Desistimiento


Artículo 108 VIII.- El querellante podrá desistir en cualquier estado del proceso de la acción en forma expresa, resultando en todos los casos responsable por sus actos anteriores.”

Artículo 2º.- Incorpórase en el Libro Tercero: “Juicio”, Título: “Impugnaciones”, Capítulo I: “Disposiciones Generales”, del Código Procesal Penal de la Provincia de Santa Fe - Ley Nº 6740, el siguiente artículo:


“Artículo 407 I.- El querellante particular podrá recurrir en todos los casos en que pueda hacerlo el ministerio fiscal.”

Artículo 3º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:

El presente proyecto tiene por objeto modernizar y compatibilizar nuestra legislación con la del resto del país, incorporando la figura del querellante al Código Procesal Penal de nuestra Provincia, ya que es la única que no incluye aún la representación de sus víctimas.


Sabemos que nuestro Código necesita una reforma integral, pero la misma sería inoperativa durante algunos años hasta que se acomode un nuevo sistema penal al ya establecido. Es por esto que se intenta con este proyecto favorecer la adaptación de las instituciones y la capacitación de los auxiliares de la justicia en cada reforma.


En nuestro país se han realizado numerosas reformas en los Códigos Procesales Penales de las diferentes provincias y en el Código Nacional tendientes a flexibilizar nuestro sistema penal, con un sistema que pregona por la celeridad y economía procesal.


Dentro de este marco normativo que nos rodea, Santa Fe ha quedado retrasada y relegada en un régimen que la doctrina llama “inquisitivo”, sin desconocer que es un sistema que atiende más a la búsqueda de la verdad sin tener en cuenta los medios con que se obtenga, esto sumado a que en nuestro ordenamiento normativo la víctima no tiene un papel relevante en la investigación y el posterior juicio; en tanto que el sistema acusatorio es un sistema mucho más garantista, tanto desde el punto de vista del imputado como para las demás partes del proceso penal.

Evolución y Reconocimiento de la figura de la Víctima en el proceso penal.


La palabra víctima se refiere a la persona que sufre o es lesionada en su cuerpo o en sus bienes por otra. Es deber del Estado brindar la necesaria protección a los ciudadanos en general y si estos son víctimas de delitos, aún más.


Sin embargo, el sistema penal se pone en marcha con un objetivo distinto de la protección de las víctimas. Y no está mal que así sea, porque está pensado para reprimir, en el ejercicio del poder punitivo del Estado, no para protección de la víctima.


El mismo sistema excluye la participación de la víctima en el proceso penal porque su objeto primordial es “averiguar la verdad” y resolver un conflicto que en el marco del sistema penal no relaciona a la víctima con el autor, sino al autor con el Estado que quiere castigar la ley penal violentada por su accionar. Es decir que la víctima es excluida de este conflicto.


Debemos considerar que la atención de los intereses de la víctima no implica la formulación de una política criminal contra el autor. La justicia penal no considera a las personas en su singularidad. Con su única respuesta, la pena, ignora los intereses concretos de las personas que han sido victimizadas. Numerosos estudios demuestran el mito de la víctima con la sola sed de venganza (Hulsman y Bernat de Selis. Sistema Penal y Seguridad Ciudadana, hacia una Alternativa.) 


Se ha dicho con razón que la víctima ha sido la gran ausente en el proceso penal de todos los tiempos. La persecución del delito salió de la esfera privada con la llegada de la codificación luego de la edad media, solidificándose la idea que se afectaba un interés social o estatal. En este sentido, se vieron los aportes de la criminología positivista de Lombroso, Garófalo y Ferri, que apuntalaron la idea del “derecho penal de autor”. Al aparecer el delito como “interacción entre autor y la víctima en el espectro social, se comienza a hablar de la importancia de la presencia de la víctima en el proceso” (Reynaga, J.C., La posición jurídica de la víctima en las últimas reformas del derecho y en el proceso penal argentino, en Superti, H., Derecho Penal).


Ya en el siglo XX, las ideas político-criminales desarrollaron un sistema basado en la neutralización de la víctima (Hassemer, Muñoz Conde, Introducción a la Criminología y al Derecho Penal). Precisamente en esos años se produce una suerte de apertura en el pensamiento penal, inclusive en la dogmática jurídico-penal, la que por cierto era bastante hermética; Roxin trae aparejado un poco de luz a la opacidad reinante en el Derecho Penal. El maestro de Munich parte de un punto de vista teleológico “que pretende un Derecho Penal orientado político criminalmente a sus consecuencias”. Hay en él una visión preventiva de la pena. Roxin piensa que desde la “prevención general positiva” se pueden observar tres fines en la pena: el efecto del aprendizaje (pedagógico); el ejercicio de la confianza en el derecho y el efecto de satisfacción.


Con posterioridad, se produce una etapa de revalorización del rol de la víctima que tiende a mejorar “la testimonial” con una especie de “protección” en oportunidad de rendir la declaración judicial. Hay un espíritu de que el sujeto pasivo del delito pueda participar de un procedimiento de adhesión.


La evolución revierte la tendencia orientada a suprimir al acusador particular y así, en otro estadio temporal, se le reconoce a la víctima plena participación configurándose su ingreso al proceso penal, ya sea como querellante conjunto, adhesivo, subsidiario, exclusivo o particular (En la actual legislación se ha dicho que el querellante es “un sujeto eventual del proceso” (D’Albora), “una concesión legal susceptible de suprimirse en todo tiempo” (CSJN, Fallos, 143:5), “una figura impura del querellante conjunto” (Creus), “el querellante particular es un sujeto que participa en la esfera de los delitos de acción pública, vigencia un vigoroso rebrote finisecular que, de modo intestinal y formal, simboliza y encarna la defensa activa” (Cafferata).


Con razón se ha afirmado que “se hace imperioso cumplir con el mandato constitucional respecto del diseño de proceso, sosteniéndose que el único que se adecua a ello es el modelo acusatorio”. En base a ello y otras consideraciones, “corresponde asegurar de un modo efectivo la participación de la víctima en el proceso” (Conclusiones del XXI Congreso Nacional de Derecho Procesal realizado en San Juan, junio de 2001, en el área Derecho Procesal Penal, puntos 1 y 9).


En esta orientación “se destaca el rescate del ‘rol de la víctima’ reconociéndola efectivamente como legítima interesada en el resultado del proceso” (Ferrer, Carlos, El querellante particular en el Código Procesal Penal de Córdoba, en Carrera, Daniel P. Pensamiento Penal y Criminológico, Revista de Derecho Penal Integrado, año II, n° 2, Córdoba, Mediterránea, 2001, p. 53.), porque precisamente ostenta un derecho que emerge de la propia y cierta conformación del ilícito.


A esta altura podríamos afirmar que a partir de la implementación de instrumentos legales internacionales y la jurisprudencia integradora en tal sentido, ha quedado consolidada la idea de reconocer que se han violado derechos humanos fundamentales a quienes han sufrido las consecuencias de un delito y por tal motivo merecen amparo legal.

El sistema penal argentino y cuestiones constitucionales


En el Sistema Penal Argentino se ha instalado una idea central: la persecución penal es pública. La premisa de la que se parte entonces es que el Ministerio Público tiene el “monopolio acusatorio”, es decir que ostenta una fuerza exclusiva y excluyente a los efectos de acusar. Sobre esto último, Roxin construye la “reparación” del daño que -para él- contribuye a restaurar la paz jurídica (Roxin, Claus, Política Criminal y Sistema del Derecho Penal, Barcelona, Bosch, 1970).


Este principio rector surge al amparo de la propia Constitución Nacional que ha establecido esta idea en forma expresa. A partir de la reforma de 1994, en su art. 120 organiza el Ministerio Público como órgano “extra poder”, con autonomía funcional y autarquía financiera que ejerce sus funciones con unidad de actuación e independencia, en coordinación con las demás autoridades de la República, pero sin sujeción a instrucciones o directivas emanadas de órganos ajenos a su estructura (artículo 1° de la Ley Orgánica del Ministerio Público – Nº 24.946). 


Por otra parte, el propio Código Penal en sus artículos 71 y 72, y la normativa procesal (artículo 5° del Código Procesal Penal de la Nación) indican que el ejercicio de esta facultad es exclusividad del Ministerio Público.

Los alcances de la acción de la querella

La figura del llamado querellante particular conjunto, se diferencia del querellante exclusivo, porque no puede actuar por sí sólo sino en coordinación con el actor penal por excelencia, que es el fiscal. Y se diferencia del querellante adhesivo, si bien aparece como éste en el proceso como un sujeto eventual, su actuación es autónoma con respecto a la del acusador público aunque se presuponga su presencia, pues la jurisprudencia ha receptado la posibilidad de que, ante la inacción de la fiscalía la querella pueda proseguir con la acción penal. 


El querellante adhesivo, que se parece más a la figura del tercero adherente simple o coadyuvante del Derecho Procesal Civil que colabora con un sujeto procesal y no puede por ejemplo acusar o recurrir autónomamente. Se acerca más a la figura del particular damnificado, debido a su perfil coadyuvante con el Ministerio Público y en la restricción acusatoria y recursiva.


Los nuevos códigos procesales dan cuenta que el particular damnificado por el delito se encuentra autorizado a presentarse como querellante en el procedimiento y ejercer determinadas facultades de intervención y control. En este sentido, al igual que el llamado “querellante adhesivo”, el afectado no se encuentra autorizado a acusar autónomamente al imputado y, por lo tanto, resulta imposible, que su actividad pueda, por sí sola, conducir el caso a juicio, supuesto que requiere inevitablemente una acusación fiscal (Maier, Julio B. J.; Las Reformas Procesales Penales en América Latina, informe sobre Argentina, Bs. As., Ad-Hoc, 2000, p. 36)


La tesis que el querellante pueda apelar implica para muchos una verdadera excepción a esta “persecución pública excluyente”, en tanto otros sostienen que necesariamente va a necesitar del impulso fiscal o promoción fiscal.


El fallo “Santillán, Francisco”, dictado por la Corte Suprema de Justicia, el 13 de agosto de 1998 (DJ, 1999-A-434), reconoció el ejercicio de la acción al querellante, echando por tierra el monopolio fiscal que conduce a la oficialidad.


En “Santillán” se reconoció virtualidad a la acusación de la querella en el momento del alegato del juicio oral para que el tribunal pueda emitir un fallo condenatorio (Cevasco, Luis, La Querella y el Ejercicio de la Acción, DJ, 1/12/99, año XVI), una especie de reconocimiento al ejercicio “autónomo” de la acción al querellante. La idea pasó a ser la siguiente: se exige la acusación para requerir condena (caso “Tarifeño” de la Corte Suprema de Justicia de la Nación) en salvaguarda de la defensa en juicio, sin que tal requisito contenga distingo alguno respecto del carácter público o privado de quien la formula, razón por la cual -en este sentido- nada obste a que el querellante formule acusación. La cuestión, como bien afirma Cevasco, es sencilla: “el Código Procesal Penal de la Nación restringió al querellante a una actividad adhesiva a la del fiscal, limitando la autonomía de la querella al impulso del Ministerio Público” (Cevasco, Luis J., Principios de Derecho Procesal Penal Argentino, Oxford, 1999, p. 204).

Derechos procesales y sustanciales


Las nuevas corrientes procesales que invocamos insisten en que la víctima sufrió un despojo por parte del sistema penal ya que éste sustituyó a la “persona de carne y hueso” por una víctima simbólica y abstracta: la comunidad. Por eso se dice que la “víctima real quedó relegada a un plano inferior y terminó constituyéndose, exclusivamente, en un objeto de prueba, exento de derechos y en total estado de indefensión, en general revictimizada por el mismo procedimiento penal” (Ryser, María del Carmen, Derecho Procesal Penal, T. I, Córdoba, Librería Intellectus, p. 150).


En similar sentido ha dicho Zaffaroni, que “el Estado ha confiscado a la víctima su conflicto, invocando el bien común eliminó la posibilidad de resolver la discordia porque falta una de sus partes: la víctima” (Cafferata Nores, José I., Cuestiones Actuales sobre el Procedimiento Penal, Bs. As., Editores del Puerto, 1997, p. 185).


La reforma a nuestro Código Procesal Penal realizada en el 2003 por medio de la Ley 12.162, ha incorporado a través del Capítulo V “Víctimas y Damnificados”, el derecho al trato digno hacia la víctima, el respeto por su intimidad, la protección de su seguridad personal, de su familia y sus bienes y el derecho a ser informado, en consuno con las ideas promovidas por organismos internacionales en materia de derechos humanos.


Sin embargo no abordó la posibilidad de que la víctima pueda controlar la marcha del proceso y/o el ejercicio de la acción penal. La inclusión de la figura del querellante particular instala a la víctima en el proceso penal y le brinda derechos que podrán tener incidencia en el resultado del mismo.

Cuestiones de fondo a considerar


Una suerte de marasmo ha atrapado el sistema judicial procesal, cuyas consecuencias se muestran en torno a la arbitrariedad, falta de eficiencia e idoneidad.


Las reformas que se introducen en este plano llevan como “objetivo fundamental abandonar el sistema inquisitivo”. Aquello basado en el proyecto de Manzini para la Italia fascista de 1930 y receptado por nuestros procesalistas, donde la palabra “orden público” todo lo puede. En varios aspectos el derecho moderno se ha distanciado del hombre. Ya advirtió Cossio este peligro sugiriendo que sea “la conducta” humana en interferencia intersubjetiva el objeto de la ciencia del derecho y no la norma. Es que en esta extrema normativización kelseniana se forjó un país con normas y sin hombres.


La “igualdad” se ha tornado en algunos ámbitos una quimera, de allí la irresistiblemente cómica y satírica frase orwelliana: “todos somos iguales, pero unos más que otros” (Bobbio, N., Igualdad y Libertad, Bs. As., Paidós, 1993, p. 54).


Aquí entonces el concepto de víctima se agiganta, pues a la persona que ha sufrido la ofensa del delito se le pliegan temas como vulnerabilidad social, marginación, subsistema y progresiva segmentación social negativa.


Sin perjuicio de que el debate se debe seguir dando en los ámbitos académicos para proyectarse en políticas de reformas a la normativa vigente, lo cierto es que urge dar cabida en el Código Procesal Penal de Santa Fe la colaboración y por qué no el control de la víctima respecto del Fiscal, mediante el ejercicio de la querella.


Por lo expuesto es que solicitamos a nuestros pares la aprobación de esta iniciativa.

Benas – Strada – Riestra – Gutiérrez

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Pido la palabra.


Con quórum estricto, a pesar de tratarse de un proyecto de tremenda envergadura para la Provincia de Santa Fe, pensamos que hoy no es un día más, es un día importante en la vida institucional de la Provincia, porque vamos a tratar, nada más y nada menos, que un nuevo Código Procesal Penal. 


Con esto quiero decir que no estamos tratando una reforma parcial, como en ocasiones anteriores, sino una nueva normativa en materia de Derecho Procesal Penal o Código Procesal Penal de la Provincia. 


Decimos también que es un día muy importante para la administración de Justicia, porque estamos tratando un Código tan requerido y necesario para el funcionamiento en materia de Derecho Procesal Penal en la Provincia, que responde o incorpora los más modernos institutos y aportes de la doctrina y jurisprudencia en la materia. Nos estamos refiriendo, concretamente, al proyecto, cuando en el artículo 3º –algunos hablan de principios del proceso y otros hablan de técnicas del proceso– hablamos de la oralidad, publicidad, contradicción, concentración, inmediatez, simplificación y celeridad, fundamentalmente, que es lo que implica la nueva conformación de este digesto jurídico. Hago hincapié en la celeridad, tan reclamada, con respecto a la situación que está viviendo la Provincia. 


Hoy, señor presidente, casi todos los actores concurren para que esto sea así, sin perjuicio de disidencias particulares de algunos de ellos y de actitudes, discursos y declaraciones, que yo les llamo “gatopardistas”, de los últimos días y por distintos medios, que no compartimos en absoluto. Me refiero, concretamente, señor presidente, a quien dice una cosa y hace otra.


Usted, señor presidente, mencionaba recién el quórum estricto. Yo reitero que estamos tratando el nuevo Código Procesal de la Provincia de Santa Fe. Con quórum estricto, con publicaciones que confunden y que, personalmente, he salido a contestar porque estoy convencido de que este no es un día más en la vida institucional de la Provincia.


El Poder Ejecutivo ha enviado un Mensaje, señor presidente, a la Legislatura, basado, fundamentalmente, primero, en el trabajo de la Comisión de Estudio del Código Procesal Penal, el Plan Estratégico del Estado Provincial para la Justicia santafesina, que todos sabemos que, cualitativa y cuantitativamente, ha elaborado un importantísimo proyecto para el fuero penal. Sabemos de la conformación de ese Plan Estratégico donde estuvieron representados absolutamente todos los sectores de los tres poderes, con una amplia representación legislativa, del oficialismo y de la oposición. Por lo cual, todos sabemos de lo que hoy estamos hablando, absolutamente, todos.


La Comisión de Estudios del Plan Estratégico ha reconocido, a su vez, su apoyatura legal o su base de sustentación en un proyecto de los diputados Kilibarda y Mascheroni, presentado antes en la Legislatura de la Provincia de Santa Fe. O sea, que este proyecto le ha dado sustento a aquel trabajo de fondo de la Comisión de Estudios del Plan Estratégico. A su vez, el proyecto, por decirlo de alguna manera, de los diputados antes mencionados, reconoce su antecedente en la Comisión Bicameral, Ley 10.545 del año ‘90, que luego fue prorrogada hasta el año ‘93 –en la cual participaron también– tendiente a la actualización y modernización del Código Procesal Penal, amplios sectores, concurrentes para el tema y también con amplia representación legislativa, sin perjuicio de consultas a prestigiosos juristas de la Provincia de Santa Fe.


Hoy, señor presidente –es una aspiración–, esperamos la aprobación de dicho proyecto en la seguridad y convicción de que una vez más en los temas trascendentes la Legislatura de la Provincia de Santa Fe está a la altura de las circunstancias destacando, en particular, el trabajo y la actitud responsable y respetuosa de todos sus miembros. En mi carácter de presidente de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, doy fe, absolutamente, de que se han agotado todas las participaciones posibles, todas las intervenciones para que nada quede librado al azar. Creo que esto demuestra la madurez, que tanta veces he rescatado, de los miembros de la Comisión que hoy me toca presidir.


Muy rápidamente, señor presidente, haré una enunciación de los antecedentes que han servido de base, al día de la fecha, para llegar a este estudio del nuevo Código Procesal Penal de la Provincia.


Hacía mención recién, en primer lugar, a la Comisión Bicameral, Ley 10.545 del año ‘90, con 180 días para producir las reformas necesarias al Código Procesal Penal, luego prorrogado por 120 días más por Ley 10.984, del año 1993, integrada esta última por legisladores, hoy actores principales, del nuevo Código Procesal Penal.


Recuerdo, entre los legisladores, al ex diputado Ángel Baltuzzi, al actual diputado Santiago Mascheroni, con amplia intervención de los Colegios de Abogados y Magistrados de la Provincia y profesionales especializados en la materia, como los doctores Vázquez Rossi, Ríos, Corvalán, De Olazábal, etcétera. Estamos hablando de aquel proyecto de los año ’90, ’93, que fuera prorrogado en su vigencia.


Se ha tenido en cuenta, en segundo lugar, señor presidente, la Constitución Nacional reformada en el año ’94 en la ciudad de Santa Fe, con importantísimas incorporaciones en materia de tratados internacionales con rango constitucional –artículo 75, inciso 22, de nuestra Carta Magna Nacional– y la incorporación de garantías y derechos absolutamente novedosos. 


En tercer lugar, recuerdo las reformas parciales al Código Procesal Penal del año 2003, con incorporaciones como el proceso abreviado, investigación fiscal, derechos de la víctima, reserva de la fuente de información de los periodistas, todas tendientes a acelerar las causas y en la búsqueda incesante, señor presidente, del proceso oral.


En aquella oportunidad, me tocó ser miembro informante también de aquella reforma parcial y, obviamente, dejamos sentado que el objetivo de máxima era el nuevo Digesto en materia Procesal Penal, que esa era una reforma parcial posible, en ese momento, pero que no quitaba, más allá del horizonte, llegar al día de la fecha con la sanción de un nuevo Código.


Luego, señor presidente, en el orden cronológico, hablamos del Plan Estratégico del Estado Provincial para la Justicia Santafesina, año 2006, con una comisión de estudio amplio integrada por los poderes Judicial y Legislativo, Colegios de Abogados de las cinco Circunscripciones Judiciales, Colegio de Procuradores de las dos Circunscripciones Judiciales, Colegio de Magistrados, Asociación de Empleados del Poder Judicial, Facultades de Derecho públicas y privada de la Provincia y Ministerio Público del Poder Judicial, suplentes, siguiendo ese mismo criterio de titularidad, coordinadores y redactores unificadores del texto. 


El nuevo Código Procesal Penal, señor presidente, que está a consideración, basado en esas normas que antes he citado y, a su vez, en aquellos antecedentes que cité anteriormente, lo expresa textualmente el mensaje como base de sustentación.


He hecho este breve análisis cronológico, simplemente para tener buena memoria y recordar que siempre el objetivo final fue la consagración del procedimiento oral en materia procesal, más allá de que las reformas habían sido parciales en su momento. 


Señor presidente, me voy a referir muy esquemáticamente al mensaje 3223, del año pasado, del Poder Ejecutivo para explicar, en términos generales y técnicos, lo que es la reforma que ha producido. El mensaje habla primero de la Comisión de Estudio del Código Procesal Penal y su integración, habla de la incorporación de los principios de la Constitución del ’94 y de los tratados internacionales, habla de los antecedentes que cité, de la Comisión Bicameral Ley 10.545 y menciona el proyecto de los diputados Kilibarda y Mascheroni, basado en ese trabajo, con propuestas actualizadoras –año 2006– del Dr. Julio De Olazábal. 


Referido en el punto siguiente al Tribunal, el mensaje del Poder Ejecutivo destaca la instalación del juicio por jurado, pero por ley especial, o sea, deja una normativa autónoma a futuro para la conformación del juicio por jurado. Actualmente, en esta nueva reforma, en este nuevo Código, los jueces que tenían como función la investigación y análisis, quedan como control de la investigación fiscal, o llevar el juicio propiamente dicho o para la faz recursiva. Habla el mensaje de la absoluta imparcialidad de los jueces, objetiva y subjetivamente hablando, y sí, en forma terminante, dice que los jueces no investigan más y no tienen posibilidad de producir prueba alguna en el juicio, porque la tarea de investigación y análisis, hoy, recae en las espaldas del Ministerio Público Fiscal. Creo que ese es uno de los grandes cambios que produce la reforma en el mensaje que nos ha enviado el Poder Ejecutivo.


Finalmente, en la parte del Tribunal, menciona la constitución de lo tribunales, según la gravedad de los delitos, en unipersonales o colegiados por tres jueces, lo que se llama unipersonales o pluripersonales, de acuerdo a la complejidad de las causas y fundamentalmente, a que la escala penal del delito en cuestión sea mayor o menor de 12 años. Si bien, originariamente, se había establecido en 8 años, la reforma lo llevó a 12 años.


Respecto al Ministerio Público Fiscal, dice el mensaje del Poder Ejecutivo, que es el protagonista principal de la investigación y creemos que, realmente, es así. Es uno de los grandes cambios en la estructura de esta reforma del nuevo Código Procesal Penal, y sin perjuicio, señor presidente, de que la ley especial que va a ser tratada, primero en la comisión, y luego en el recinto, que es la Ley de Ministerio Público, habla de los niveles de Procurador Fiscal, Fiscal General –que era el Fiscal de Cámara antiguo–, el Fiscal de Distrito y Fiscal Adjunto. 


Habla del dictado de una Ley de Ministerio Público, con estructura y funciones muy sólidas, con esta Constitución Provincial actual, o si ésta se reforma, dejar una estructura novedosa y sólida. ¿Qué es lo que estamos diciendo? Que hoy la conformación del Ministerio Público responde a la actual Constitución, dentro de la órbita del Poder Judicial o de la Corte Suprema de Justicia. En el caso de una posible y futura reforma de la Carta Magna Provincial dará lugar a que éste pueda ser extra poder, por llamarlo así gráficamente, pero la estructura sólida de creación del Ministerio Público está configurada en esta nueva disposición de Código Procesal Penal y la Ley de Ministerio Público que han sido remitidas a esta Legislatura.


El fiscal tiene a cargo también el organismo de investigaciones, además de dirigir a la policía en función judicial. Estamos hablando del gran cambio que significa la investigación a cargo del Ministerio Público Fiscal y, como decía recién, la estructura interna del Ministerio Público, por ley, se trata con amplitud en la ley específica en estudio, que luego será materia de tratamiento en la Comisión y posteriormente en el recinto.


Respecto a la defensa, diferencia nítidamente lo que es la defensa privada o de confianza, de la oficial, con una ley especial sobre ésta última para el futuro, o sea la defensa oficial en la órbita del Poder Judicial. Como segundo punto, menciona, dentro de la defensa, la invalidez de cualquier declaración del imputado sin presencia de su defensor. No sé si incorpora algo nuevo, pero es categórico en la invalidez de los actos en los que no esté presente el defensor del imputado.


Respecto al imputado, señor presidente, el Mensaje hace mención a la presencia de su defensor para la validez de cualquier acto procesal y, además, destaca dos puntos muy importantes, que son la prisión preventiva, a la que le otorga flexibilidad, según estadísticas y constataciones sociales, evitando los excesos de procesados sobre condenados en los institutos penitenciarios, alterando así la condición de unos u otros. Hablamos de un juicio rápido y prisión preventiva más flexible, o sea, que no sea un anticipo de condena. Queremos evitar la superpoblación de los procesados con respecto a los condenados, por eso la flexibilidad de la prisión preventiva.


Respecto a la víctima y al querellante, se potencian, fundamentalmente, y esto es una reiteración de aquella reforma del 2003 en la que también se potenciaron los derechos de las víctimas, similar a esa reforma y, particularmente, con respecto al querellante, sostiene que puede ser tal contra su victimario, en el nuevo Código Procesal Penal se establece que hay dos perseguidores oficiales –el oficial, que es el fiscal, y el particular, que es el querellante– y después, en la figura del querellante, incorpora, luego de una amplia discusión que hubo en la Comisión de Estudio del Plan Estratégico sobre si el querellante debía ser adhesivo o autónomo, por amplia mayoría se resolvió que fuera autónomo, o sea, aquel que tiene independencia de actividad o actuación con respecto al Fiscal.


El Mensaje 3223 del Poder Ejecutivo, respecto a lo que yo llamo operatividad del sistema, en primer lugar, destaca la incorporación de los principios constitucionales en los Libros I y II del nuevo Código y los tratados internacionales que cité del artículo 75 inc. 22) de la Constitución Nacional. El segundo punto habla del procedimiento eficaz y rápido. Tercero, simplificar procedimientos y audiencias orales. En cuarto término, menciona la Oficina de Gestión Judicial para organizar las audiencias. En quinto lugar, los procedimientos alternativos, mediación, conciliación y procedimientos abreviados.


En el punto siguiente –y terminando ya con el mensaje– habla del ejercicio de la acción penal pública y principio de oportunidad. Menciona primero la acción penal pública en el artículo 16 del proyecto, a cargo del Ministerio Público Fiscal; segundo, el principio de oportunidad, que permite al Fiscal prescindir total o parcialmente, en los casos que señala la ley, artículo 19 del proyecto.


En el punto 3, la víctima puede oponerse al criterio fiscal, aún cuando no sea querellante en una causa, esto es el artículo 21; y finalmente, la víctima puede seguir sin el Fiscal mediante querella por todo tipo de delitos, artículo 22 del proyecto.


Estamos hablando de institutos, evidentemente novedosos, votados y considerados por amplia mayoría y consenso en el marco del Plan Estratégico.


Dice el Mensaje del Poder Ejecutivo que la Comisión realizó un trabajo excelente, que el proyecto logrado fue por masivo consenso, implica un profundo cambio cultural, con logrados aportes de todos sus miembros y que, en definitiva, implica un crecimiento como sociedad.


Todo lo cual, desde el Bloque del Partido Justicialista compartimos.


Señor presidente, como presidente de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, me interesa destacarle al Cuerpo dos aspectos que yo les llamo técnico y político.


Sé que hay muchos oradores, sé que hay cuestiones técnicas, a las que algunos de ellos se referirán en profundidad; por eso, en mi condición institucional de presidente de la Comisión quiero destacar, en primer lugar, que la Comisión había iniciado con anterioridad al Plan Estratégico, el análisis del proyecto Kilibarda-Mascheroni basado, a su vez, en el trabajo de la Comisión Bicameral de la Ley Nº 10.545, artículo por artículo.


Lo iniciamos antes del Plan Estratégico para la Justicia Santafesina, tomando nota de las distintas inquietudes de los miembros de la Comisión, pero ante la formulación del Plan Estratégico en la Provincia de Santa Fe, se consideró apropiado continuar dicho análisis conjunta y simultáneamente con la Comisión de Estudio, y dicho Plan, en mérito a la amplia y representativa composición de la misma. Les recuerdo la composición de la Comisión de Estudio en el Plan Estratégico, con amplia representación parlamentaria y de todos los sectores interesados.


En el marco de la Comisión, señor presidente, se invitó a los Colegios de Abogados, en especial al de Rosario, porque tenía posiciones disidentes con el proyecto del Plan Estratégico, se invitó a representantes del Colegio de Magistrados y magistrados en particular, algunos de ellos en forma reiterada, a los fines de evacuar dudas sobre el tema.


El 27 de marzo del corriente año, de paso por la ciudad de Santa Fe, se aprovechó y se invitó para escuchar en la Presidencia de la Cámara, al jurista chileno, Dr. Cristián Riego, Director Académico del Centro de Estudios de Justicia de las Américas, dependiente de la OEA –Organización de Estados Americanos–, con la presencia de distintos legisladores, haciendo entrega de la versión taquigráfica de esa reunión a los miembros de la Comisión.


Dicho jurista informó sobre el proceso de reforma del Código Procesal Penal en su país, además de ser consultor en Uruguay, Paraguay, Venezuela, Panamá y El Salvador.


Cumplida esa etapa de consulta a los colegios profesionales, colegios de magistrados, juristas en particular, en este caso particular, el Dr. Riego, de paso –como decía– por la ciudad de Santa Fe, y atento a la amplia exposición pública del Plan Estratégico y a la representativa composición de su Comisión de Estudio, en la Comisión se fijó un cronograma de trabajo gradual y progresivo para recibir sugerencias por escrito sobre cada uno de los seis libros que conforma el nuevo Código, hasta el 21/06/07, o sea, hasta el día de hoy, que tiene fecha para su tratamiento preferencial


Obviamente, hemos recibido sugerencias de distintos diputados, integrantes o no de la Comisión, la mayoría de las cuales están incorporadas al texto en consideración del Cuerpo y sin perjuicio de su examen final al momento de su tratamiento en general y en particular.


Esto es en cuanto al trabajo técnico que desarrolló la Comisión. 


Voy a hacer hincapié en el aspecto político que no quiero dejar pasar por alto.


Después de tantos intentos, todos legítimos pero dificultosos, y en la búsqueda incesante de mejorar, agilizar y actualizar nuestro Código Procesal Penal, creo, señor presidente, que hemos llegado a la tan ansiada meta o, al menos, al necesario punto de partida para instalar definitivamente la oralidad en proceso penal santafesino, que sea el tránsito del proceso eminentemente escriturista al proceso oral en la Provincia de Santa Fe.


Para ello confluyeron casi todos los actores en el trabajo mancomunado de la Comisión de Estudio del Plan Estratégico, con representación amplia de los tres poderes del Estado y de los sectores interesados oficializados, donde la Legislatura de la Provincia de Santa Fe –en mayúsculas– tanto en esa Comisión como en el trabajo cotidiano de sus propias comisiones, inició y acompañó siempre toda iniciativa de modernización de su Código Procesal Penal porque conocía de la urgencia y necesidad de su vigencia, pero, como ámbito multipartidario de discusión política por excelencia, la Legislatura, señor presidente, tiene su tiempo de consulta, trabajo y resolución, que de ninguna manera debe considerarse como mora o demora sino, directamente vinculado a la importancia del tema a tratar y resolver.


Por ello, y lo dije expresamente en un medio capitalino, señor presidente, nos resultan injustas y totalmente desafortunadas, algunas publicaciones y declaraciones en los últimos días de distintos medios y canales de la ciudad, que pretenden atribuir unilateralmente a la Legislatura una morosidad en el tratamiento del tema, ya que, además de no ajustarse a la verdad, provienen, precisamente, de sectores que deberían impulsar positivamente el mismo, como directos destinatarios de su sanción. Salvo, como decía al principio, que se dé el gatopardismo, se dice una cosa y se hace otra.


Señor presidente, por todo lo expuesto, frente al mayoritario consenso alcanzado en los ámbitos de estudio, al aporte de todos los sectores institucionales, académicos, profesionales y políticos, que lograron mancomunar esfuerzos para tal fin, y a la necesidad y urgencia de su vigencia a la mayor brevedad, el bloque Justicialista votará afirmativamente el Mensaje que envió el Poder Ejecutivo, sin perjuicio del texto final a aprobarse al momento de su tratamiento en general y en particular. Gracias.

· Asume la Presidencia del Cuerpo su Vicepresidente Primero, diputado Roberto Gustavo Dehesa.

SR. KILIBARDA EÍ "PJ KILIBARDA, Danilo" .– Pido la palabra.


Voy a brindar un informe generalizado del dictamen que tenemos a consideración, tratando de completar la versión que ya ha dado el presidente de la Comisión.


Cabe preguntarse para qué sirve un Código Procesal Penal, qué importancia tiene, qué finalidad tiene, por qué le estamos dando tanta importancia en esta sesión, por qué decimos, de alguna manera, que esta es una herramienta que tiende a mejorar la calidad institucional de la Provincia.


Indudablemente, un Código Procesal, sobre todo Penal, tiene implicancias hasta de carácter político, en cuanto fija líneas a seguir en materia de política de seguridad y en la política criminal de toda la Provincia.


El proceso penal, aunque sea un obviedad decirlo, regula la relación entre el poder y el derecho; determina cuáles son las vías admisibles para poder llegar, en última instancia, a la solución del conflicto a través de una sentencia justa. Y estructura las formas iniciales para llegar a esa solución definitiva.


Estas formas son protectoras de los derechos de los ciudadanos y resulta notable advertir cómo en un régimen autoritario o totalitario se desprecian las formas, en aras de los resultados, de la llamada efectividad o de los resultados posibles.


La garantía de la formalidad jurídica significa el cumplimiento de la función estatal en el ámbito de la administración de justicia. El Estado, a través del proceso penal, ejerce el poder más extraordinario que le ha concedido la sociedad, que es el de punir. El Estado, a través del juzgamiento de una conducta, decide si ese ciudadano seguirá gozando del ámbito de libertad que le concede la Constitución o, si por cumplimiento de una sentencia, tendrá que ser privado del derecho fundamental del que goza la persona humana, después del de la vida.


El Estado de derecho, enseña un distinguido profesor alemán, el procesalista Schmidt, se desconfía a sí mismo, dadas las drásticas consecuencias que a través de la historia ha sufrido el ser humano.


Y estos límites tienden a conciliar la seguridad jurídica con la dignidad humana y la libertad individual. Cuando se desprecian las formas, se termina renunciando a la defensa de la libertad individual. 


Un autor francés que se titula así mismo aprendiz o estudiante de filosofía, Jacques Le Mouël, tiene un ensayo extraordinario que se llama “Crítica de la Eficacia”, y entre paréntesis pone “la ética de la eficacia versus la eficacia de la ética”. Nos recuerda un sofisma, muy pegadizo, dice: ”Para muchos lo eficaz es verdadero. Luego, lo verdadero es justo. Conclusión: lo eficaz es siempre justo”. Aquí se desecha la cuestión del por qué y las finalidades del acto y se va directamente a los resultados. En este sentido, podríamos terminar argumentando que una mentira, si es eficaz, termina siendo una verdad.


En materia procesal penal, el pensamiento totalitario ha cundido mucho más de lo que a veces nosotros mismos nos imaginamos. Para muestra bastará repasar nuestra propia historia provincial a través de la institución del Código Procesal Penal.


En la Edad Media se distinguía entre la defensa legítima y la ilegítima. La legítima era cuando cada cual ejercía su propia defensa de los derechos que le correspondían. Y la defensa ilegítima era aquella que causaba perturbación o malestar en la comunidad..


Carrara nos recuerda que en los tiempos primitivos la pena era la venganza privada y el ofendido era el propio juez del ofensor. 


En los períodos teocráticos cambió la balanza, ya la pena se adjudicaba en nombre de una divinidad y los jueces terminaban siendo los sacerdotes de los cultos. Pero cuando la venganza individual o la venganza divina fueron absorbidas por el poder del Estado, Imperio, República o lo que fuere, aparece el juicio criminal. Este juicio se expresa, a través de los tiempos, mediante dos formulas clásicas, por distintas variantes cada una de esas fórmulas: o los jueces son los propios ciudadanos, los pares, caso típico de los jurados de enjuiciamiento o de las asambleas, donde se juzgaba a los infractores de la ley, o los jueces son los magistrados designados por el procedimiento que se quiera, o por el emperador en el Imperio, o en la República por las normas que han ido evolucionando a través de los tiempos. O juzga el pueblo por sí mismo o juzga el Estado por los magistrados designados conforme a la ley.


El delito, que comenzó siendo una ofensa privada, pasó a ser una ofensa pública. Se produce aquí lo que los criminólogos llaman la “expropiación del conflicto”. El conflicto ya no es entre el ofensor y el ofendido, sino entre el ofensor y la sociedad. En verdad, si la sociedad hubiera descubierto un método único para llegar a ese logro: verdad y justicia, no habría mayor problema, todos estaríamos levantando las manos para adoptar ese sistema. Pero en el sistema procesal, fundamentalmente penal, influyen no sólo circunstancias teóricas, doctrinarias, académicas, sino, fundamentalmente, circunstancias sociales, políticas, económicas, y hasta religiosas y filosóficas; por eso el proceso penal no es el mismo en un país democrático que en uno autoritario, en uno teocrático, de fuerte tinte religioso, que en uno laico, y hasta en uno liberal, que en uno más autoritario. 


Va cambiando el modelo según sea el modelo de sociedad. Las normas constitucionales reflejan estas distintas orientaciones políticas y sociales, las llamadas razones de Estado, que suelen influir en el diseño del modelo o del paradigma –como se le suele decir ahora– del régimen procesal que se adopte. Por eso el legislador debe realizar constantemente un verdadero “balanceamiento” de los intereses en juego, entre los referidos a la seguridad de la sociedad y los referidos a los derechos individuales de los ciudadanos, el viejo conflicto entre el orden y la libertad, que alguna vez un gran escritor austríaco supo sintetizar en el título de una obra “El Yogi y el Comisario”, el espíritu y la fuerza. Pero el monopolio de la justicia por el Estado lleva el correlativo deber del Estado de asegurar esta aplicación de justicia, es deber del Estado asegurar la justicia y, fundamentalmente, señalar, a través del Código Procesal, las normas que van a regir todo el proceso penal. 


Ya Carrara nos decía que el juicio criminal es el tercer momento del delito, en el que después de haber regulado la prohibición y la sanción de ésta, “se desenvuelve y se completa el magisterio punitivo”. Y agrega: “La prohibición sería una poesía si no la siguiese la sanción. La sanción sería una vana jactancia si no la precediese el juicio y la consiguiente ejecución efectiva del fallo”.


El Derecho procesal penal regula, precisamente, el único modo de actuar en la Justicia que puede producir la sentencia penal justa. Por ello, esos actos, denominados actos procesales, deben merecer una cuidadosa regulación por parte de los legisladores para evitar la ineficacia y dejar a la sociedad indefensa, por un lado, y para evitar que se extralimite el poder del Estado y dejar sin libertad a los ciudadanos, por el otro.


En un proceso penal acusatorio hay tres sujetos esenciales, algunos los llaman “partes”, la mejor doctrina prefiere llamarlos “sujetos”, sin los cuales no existiría el proceso penal: el acusador –que debe ser necesariamente el Ministerio Público Fiscal pero que puede ser acompañado de un acusador particular, el querellante particular–, el acusado y el juez –técnico: monocrático o colegiado; o popular; pero juez–. El juez se distingue del acusador y del acusado porque debe aparecer como un tercero imparcial, ajeno a la disputa entre los otros dos sujetos procesales, que debe decidir, aplicar la ley. Como decía Montesquieu, la ley habla por la boca del juez, el juez es la boca de la ley. A estos sujetos necesarios deben agregarse sujetos auxiliares, cuya necesidad depende de las distintas regulaciones: el acusador particular con un rol más amplio o más reducido, según lo decida el legislador; el defensor, que en nuestro despacho es necesario, debe estar siempre; determinados actos no se pueden realizar sin la presencia del defensor. En algunas otras legislaciones no tiene ese marcado índice de necesariedad.


El reconocimiento del acusado como sujeto procesal es una de las más importantes conquistas de las reformas producidas en el siglo XIX. El acusado pasó de ser un objeto de investigación en manos de un poder estatal sin límites e inquisidor, a un sujeto de derecho, que jamás puede ser utilizado como objeto procesal, un sujeto libre de indebidas coacciones, como lo prevé nuestro Código, donde no se admiten algunas novedades muy en práctica en otros países del mundo, como en Estados Unidos, donde se acepta el narcoanálisis, el detector de mentiras u otros instrumentos que terminan por denigrar, por quitarle dignidad a la persona humana.


El método inquisitivo, que es el que tenemos nosotros vigente desde 1895, trae su nombre de los cuasitores de los romanos, que originariamente fueron ciudadanos encargados –excepcionalmente por el Senado– para investigar ciertos delitos ejemplares. 


Las primeras bases, nos dicen los autores, las sentó Diocleciano, allá por el siglo III. En Francia las instituyó Luis XII en el siglo XV y en Germania aparecieron institucionalizados por la famosa Constitución Carolina, que creo que es de 1532. Y, aunque según autores como Mittemaier, en la Carolina la inquisición se mantuvo como método subsidiario, mientras que el principal era el acusatorio, sin embargo, por inercia, el método inquisitivo terminó siendo la regla y el acusatorio una excepción.

–
Asume la Presidencia del Cuerpo, su titular, diputado Edmundo Barrera.

SR. KILIBARDA EÍ "PJ KILIBARDA, Danilo" .– Pasó la Edad Media, con la famosa Inquisición, establecida a través de las instituciones canónigas y en el Derecho francés, de donde se desparramó por todo el mundo.


¿Cuáles son las principales características de este sistema que hoy queremos abolir? Los principales actores del método inquisitorio son: los denunciadores públicos, los delatores, generalmente secretos; la dirección de las pruebas por el juez, que investiga, dirige todo el proceso, dice qué pruebas son admisibles, cuáles no. En nuestro Código Procesal, si ustedes repasan las facultades del juez instructor verán que el juez puede decir que la prueba es impertinente sin dar ninguna explicación; no hay recursos contra ese decisorio del instructor; la instrucción y la defensa son escritas; rige el secreto sumarial; la prisión preventiva es la regla. 


Recuerdo que antes de la Ley 6740 –que instituyó gran parte de la instrucción con el estado de libertad– todo imputado iba preso, así fuera por lesiones leves. Se peleaba el marido con la mujer, por ahí se disparaba una bofetada, iba preso el bofeteador, tres, cuatro días hasta que conseguía la libertad y al día siguiente estaba en los estudios, en los despachos del abogado, la propia esposa, pidiendo, ofreciéndose a retractarse para poder cambiar la situación de su esposo porque había quedado preso con pérdida del trabajo. 


Y otra de las características del proceso inquisitivo era la interrupción de los actos procesales. El proceso acusatorio, en cambio, se caracteriza por obedecer a principios totalmente distintos. Según este método, nadie puede ser llevado a juicio sin una acusación previa; rige la publicidad de todo el proceso; la libertad personal del acusado es la regla y sólo excepcionalmente se prevé la prisión preventiva; hay paridad absoluta de derechos y de poderes del acusado y del acusador y en nuestro despacho se parifican los derechos de la víctima, que era el gran ausente de los códigos procesales inquisitivos, con el acusado; la pasividad del juez en la colecta de las pruebas, la continuidad del proceso, es decir, el principio de concentración e inmediación.


Nuestra legislación penal, la provincial y la que rigió antes del Código Procesal Nacional, conocido como Código Levene, fue traída al país por Obarrio, un gran jurista argentino, que tuvo como modelo la vieja Ley de Enjuiciamiento Criminal de España. 


En España rigió la ley Provisional de Enjuiciamiento desde 1872, pero en 1882 fue modificada por la definitiva Ley de Enjuiciamiento Criminal. La primera era tremendamente inquisitorial, la segunda, la de 1882 ya recepcionó los principios de la acusación, de la contradicción, de la defensa, de la publicidad, de la oralidad. Pero, sin embargo, Obarrio partió de la ley que había sido derogada en España y estuvo vigente en nuestro país hasta la década del ’80. Es decir, Obarrio proyectó el Código Procesal Penal de la Nación partiendo de un modelo viejo. 


En nuestra Provincia pasó casi lo mismo, porque regía, al principio, el llamado Código de Enjuiciamiento Civil, Mercantil Criminal de 1872 que rigió hasta 1895. En 1895 se adopta, con muy pequeñas modificaciones y con algunas adaptaciones a la estructura judicial provincial el llamado Código Obarrio, que fue promulgado el 13 de diciembre de 1895 y proyectado por 4 juristas santafesinos Zenón Martínez, Simeón Aliaga, Luis Blanco y Manuel Morón. Este Código de 1895, que rigió con sucesivas modificaciones parciales hasta la década del ’70, en que aparece la ley 6740, que ahora vamos a modificar, tuvo numerosas modificaciones.


Me voy a permitir leer nada más que las fechas, no el contenido de las modificaciones: Ley 1015, de 1898; Ley 1051, de 1900; Ley 1052, de 1900; Ley 1105, de 1901; Ley 1113, de 1901; Ley 1342, de 1906; Ley 1607, de 1909; Ley 1771, de 1913; Ley 1959, de 1918; y aquí lo importante, Ley 2298 de 1933, durante el gobierno de Luciano Molinas, que realizó una modificación bastante necesaria del viejo Código de 1895, para adaptarnos a la Constitución nonata del ’21 que la Democracia Progresista puso en vigencia durante el gobierno de Molinas.


Ley 2567, del año 1937, cuando ya se había intervenido la Provincia, dejando sin efecto las modificaciones de la gestión de Molinas; Ley 2803, del año 1939, que incorporó al juzgado correccional, que tuvo tanta importancia en la vida institucional provincial; Ley 4276, del año 1952; Ley 4456, del año 1953; Ley 5324, del año 1961; Ley 6406, del año 1968.


La ley de facto 6740 entró en vigencia en 1971 y esta ley, que es la que todavía tenemos vigente, ha tenido una serie de parches: la Ley 6961, del año 1973, donde en el nuevo gobierno constitucional del Dr. Cámpora se modificó el régimen excarcelatorio, ampliándolo; la ley 8036, del año 1977; la ley 8270, del año 1978; 8730, del año 1980; Ley 8774, del año 1981; la Ley 8818, del año 1981; la ley 9181, del año 1983; la ley 9868, de 1986; la ley 10.305, del año 1989. En ese ínterin, por Ley Nº 10.545 del año ‘92 se creó la Comisión Bicameral, a que hizo referencia el diputado Esquivel, para estructurar un nuevo Código Procesal Penal.


La Ley 10.722 del ‘91; ley 10.852, del ‘92; ley 11.117, del ‘94; ley 11.322, del ‘95; ley 11.529, del ‘98; ley 11.583, del ‘98; ley 11.710, del ‘99; ley 11.860, del 2001; ley 11.951, del 2001 y la ley 12.162, a la que también refirió recién el diputado Esquivel, que introdujo importantes modificaciones en la ley procesal, donde introdujo la participación de la víctima, y creó la sustitución o la posibilidad de crear una alternativa a la pena de prisión preventiva y que todavía está vigente. Y la ley 12.291, del año 2004. No sé si me ha quedado alguna reforma en el tintero. 


Esto demuestra, señor presidente, que tenemos un Código emparchado, que tiene más de cincuenta modificaciones, donde se ha perdido unidad de criterio, que es necesario, realmente, cambiarlo totalmente por uno nuevo, por éste o por el que sea, pero este Código ya no resiste más el embate de los tiempos.


En el despacho que hoy tenemos a consideración, en el Libro I, Título I, existe una serie de normas que se agrupan bajo el título de Normas Fundamentales. Hemos recibido en esto algunas críticas por decir que, como son obvias, son evidentes, no tendrían que estar acá, porque están en la Constitución Nacional o en la Provincial o en los Tratados Internacionales y para qué las vamos a repetir. Más adelante, cuando analice algunas de estas normas, voy a decir por qué creo que es necesario repetirlas. Pero, en primer lugar, debo decir que es porque tenemos una concepción tan escriturista, que los jueces, cuando fallan, revisan el Código y lo que no está escrito ahí para ellos no está en ningún lugar. Todavía no se han habituado a aplicar las normas de superior jerarquía que obligan, que mandan, que ordenan, que, aunque no están ahí, están por sobre ese librito de 300 ó 400 artículos que es el Código Procesal Penal.


El artículo 1º se refiere al juicio previo. Esta disposición encuentra fundamento en el artículo 18 de la Constitución Nacional, en el artículo 9º de la Constitución Provincial y en distintos Tratados Internacionales, como por ejemplo, el artículo 10 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; el artículo XXVI de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre; el 8.1 y 8.5 del Pacto de San José de Costa Rica y los artículos 9 y 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.


Dije que me iba permitir detenerme un poco en la necesidad de que estas disposiciones estén incluidas en el texto del Código Procesal Penal, pese a que si no lo estuviera, igual tendrían que ser de aplicación porque hay normas superiores que se lo imponen.


En este sentido, a los derechos y garantías que menciona expresamente el Código deben agregarse todos los que surgen de la normativa de rango superior. Sirva, como ejemplo, mencionar el derecho que toda persona imputada tiene a lograr un juicio rápido o, como lo denominan las convenciones internacionales, un juicio sin indebidas dilaciones.


En esta materia, fijémonos que, pese a que lo teníamos en la Constitución, en la Nacional y en la Provincial, y lo teníamos en los Tratados Internacionales, nuestra legislación y nuestra jurisprudencia fueron sufriendo distintos vaivenes.


El Pacto de San José de Costa Rica, que es ley nacional, que fue ratificado por la Ley Nº 23.054 y que por el artículo 75 de la Constitución Nacional tiene rango y jerarquía constitucional dice: “Artículo 7º, inciso 5): “Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un Juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad”.


Idéntico derecho a un juicio en un plazo razonable está contenido en la Declaración de Derechos de Virginia de 1776 y en la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, artículo XXVI, párrafo 3) que dice: “Todo individuo que haya sido privado de su libertad tiene derecho a que el Juez verifique sin demora la legalidad de la medida y a ser juzgado sin dilación injustificada o de lo contrario a ser puesto en libertad.”


El proceso penal no puede tener una duración desmedida, no puede durar todo el tiempo que se le ocurra al Estado. Hablar de un proceso sin dilaciones indebidas es afirmar un concepto jurídico relativamente indeterminado o abierto, que exige ser completado, llenado y precisado por el legislador. Es la legislación la que debe decir, en última instancia, qué se entiende por un proceso rápido o por un proceso que no tenga dilaciones indebidas.


La duración del proceso está, de alguna manera, sujeta a la regulación de las normas procesales penales que establecen los términos y los plazos dentro de los que deben cumplirse los llamados actos procesales.


Se trata de todo un conjunto jurídico, de una serie de actos donde hay plazos y términos que las partes deben observar –que generalmente no observan, sobre todo en el proceso escrito– y que nos dan la pauta de cuánto pude durar racionalmente o razonablemente un proceso, porque el imputado tiene derecho a que alguna vez se termine esa espada de Damocles que pesa sobre su cabeza.


En este sentido, es bueno señalar algunos antecedentes jurisprudenciales. El derecho a un pronunciamiento penal rápido fue derivado por la Corte Suprema de Justicia en el famoso caso “Mattei”, registrado en el tomo de Fallos Nº 272, a partir de la página 188, de la garantía de la defensa en juicio. Yo le agregaría, a esta garantía de la defensa en juicio, el principio del estado de inocencia.


Mattei había estado procesado por el delito de contrabando y luego de un proceso que duró más de cuatro años, fue absuelto en primera instancia. El fiscal apeló y elevadas las actuaciones a la Cámara, ésta anuló todo lo actuado por el juez de baja instancia, a partir de la indagatoria, por entender que no estaba agotada la instrucción.


La defensa de Mattei interpuso un recurso extraordinario y el caso llegó a la Corte porque se entendía que estaba violada la garantía de la defensa en juicio. La Corte hizo lugar al recurso y afirmó que, tanto el principio de progresividad como el de preclusión, reconocen la necesidad de lograr una administración de justicia rápida, dentro de lo razonable. En suma, consideró incluida la garantía del derecho a un pronunciamiento rápido en el artículo 18 de la Constitución Nacional.


La Corte mantuvo este criterio en el caso “Aguilar”, que fue posterior, y más tarde en un caso muy paradigmático, en el caso “Mozzati”, la Corte dio un paso más.


Mozzati había sido procesado por defraudación y los autos llegaron a la Corte por un recurso extraordinario interpuesto por su defensor. Ocurrió que el Juez de Primera Instancia declaró nulo todo lo actuado desde la muerte del querellante. Al llegar la causa a la Corte, ésta advirtió que por innumerables demoras el proceso llevaba abierto más de 25 años. Esta sola circunstancia, sin otras consideraciones, llevó a la Corte a decir que estábamos en presencia de una tergiversación de los derechos y garantías de la Constitución que aseguran a todos los habitantes de la Nación la presunción de inocencia y la inviolabilidad de la defensa en juicio. Y sentando un precedente, hasta entonces no observado, la Corte, directamente, sin bajar los autos, decretó el sobreseimiento del imputado.


La Corte, en repetidas ocasiones acudió al instituto de la prescripción de la acción cuando llegaban causas como éstas en que se advertía que los procesados llevaban décadas sometidos a proceso sin que recayera sobre ellos una resolución definitiva, ya sea condenatoria o absolutoria.


Pero la Corte también tuvo vacilaciones dentro de esta doctrina. Alejandro Carrió, en su magnífica obra “Garantías constitucionales en el proceso penal”, señala algunas de ellas, como en el caso “Villada de García”, donde acogió un recurso de la parte acusadora fundado en supuesta arbitrariedad. El más paradigmático de todos fue el caso “Berel Todres”, donde se dijo que la exigencia de celeridad se da cuando es posible y razonable. Ahí dio un gigantesco paso atrás.


Los debates también llegaron al Cuerpo Legislativo. En la Nación, cuando se restaura el proceso democrático, durante el gobierno de Alfonsín, se sancionó la Ley 23.050 que se publicó en el Boletín Oficial el 16 de febrero de 1984, que modificó el régimen excarcelatorio del Código Procesal Nacional y, teniendo en cuenta los tratados internacionales, en el artículo 379, inciso 6) del Código Procesal Penal de la Nación, se estableció el derecho a la excarcelación “cuando el tiempo de detención o prisión preventiva hubiese superado el término de dos años”.


Ahí el legislador basó el plazo en la razonabilidad del tiempo. Dijo que si dura más de dos años se tramita con el imputado en libertad, porque dos años es un tiempo suficiente para que los jueces dejen de dormir la siesta y resuelvan la situación del imputado.


Pero luego, cuando se sanciona el nuevo Código Procesal Penal de la Nación, Ley 23.984, del año 1991, con fe de erratas publicada en noviembre de 1991, conocido como Código Levene, al que antes me referí, ya no se cuenta con una norma similar a la 23.050. Ello motivó reclamos ante organismos internacionales y el Congreso se debió abocar a la discusión de una nueva ley para imponer legislativamente lo que se consideraba un plazo razonable.


Así surgió la sanción de la Ley 24.390 del año 1994, de Cómputo del Excarcelamiento Cautelar, conocida como “Ley del 2 X 1”. Por esta ley, que se consideró reglamentaria del Pacto de San José de Costa Rica, se estableció que cuando la situación del imputado en prisión preventiva superaba los dos años, el excedente se duplicaba a los efectos del cómputo de la condena. Pero también se estableció que el imputado debía ser puesto en libertad.


Pero esta ley no duró mucho tiempo. En 2001 se sancionó la Ley 25.430 que derogó los artículos fundamentales de la ley anterior, de la 24.390, que establecía el cómputo del dos por uno y se introdujo todo un maquillaje, por el cual se requería una serie de informes burocráticos para saber qué juez se había demorado más en la tramitación de la causa, eso iba a una oficina de estadística, esa oficina de estadística se lo comunicaba a la Corte y la Corte al Congreso para ver si se promovía un juicio político contra un juez. Nunca se promovió ningún juicio político contra ningún juez por morosidad en el dictado de la sentencia…


Me voy a permitir citar otro ejemplo sobre la falta de aplicación de las normas derivadas de los tratados internacionales en el Derecho Procesal Interno. El Pacto de San José de Costa Rica, en su artículo 8.2, inciso d), dice: “Derecho del inculpado a defenderse personalmente o ser asistido por un defensor de su elección y de comunicarse, libre y privadamente, con su defensor”. Es decir, el derecho que tiene el detenido a mantener conferencias con su defensor.


Aquí, en la Provincia de Santa Fe, yo quisiera que me dijeran ¿qué abogado defensor ha conseguido mantener una entrevista previa con cualquier detenido cuando se encuentra incomunicado? Absolutamente ninguno. ¿Por qué? Porque dicen que está en el Tratado pero no está en el Código. Y además, esa vieja discusión sobre si la norma del Tratado es programática o es operativa, pese a que la Constitución Provincial, vigente desde 1962, dice que todos los derechos y garantías son directamente operativos.


Esto motivó un rico pronunciamiento de la Sala II de la Cámara de Apelaciones en lo Penal de Rosario, que figura en el Tomo 47, Folio 72, Resolución Nº 40, donde, por mayoría, la Sala declaró nula la negativa de un juez de Instrucción a que el abogado pudiera entrevistarse, a que tuviera una entrevista previa con el imputado, detenido e incomunicado.


Ya ven, distinguidos colegas, la necesidad de que estos principios tan reconocidos en tratados, en constituciones, estén también escritos aquí, en este texto que hoy vamos a sancionar, para que no haya ninguna excusa para su aplicación.


En el artículo 3º del despacho se regulan los principios o reglas del proceso. Algunos los llaman principios, otros reglas, otros hablan de presupuestos generales. En estos, como en el nomen juris de algunas instituciones que vamos a ver, no hay un acuerdo definido en la doctrina. Y, por otra parte, un Código no tiene por qué ser una obra científica, sino que, como toda obra legislativa, debe tender, sí, a la perfección pero, fundamentalmente, muchas veces termina por adoptar nombres que se han popularizado, aunque no sean los técnicamente correctos…


Se destaca el principio de la oralidad previsto en nuestra Constitución Provincial, artículo 9º, último párrafo, y el capítulo guarda relación con los artículos 127 y 311 del despacho.


El principio de oralidad, como el de inmediatez, tienen en este despacho que hoy tratamos, una importancia esencial. La sentencia tiene que ser la consecuencia del debate y se debe fundar en el convencimiento a que ha llegado el juez por el contenido del debate. La sentencia sólo se puede fundar en lo que ha sido materia del proceso. Aquel viejo principio al que estábamos acostumbrados, “quot non est in actis, no es in mundo”, aquello que no está en actas no está en el mundo, y aquello que está en el acta, está en el mundo del juzgador, que alguna vez supo escribirnos Sebastián Soler, debe ser ahora cambiado por una máxima distinta que diga: “Lo que no fue dicho y oído en el debate no existe para el juez”. Todo lo que sucede en el proceso, por ejemplo, la declaración del acusado, la producción de la prueba, los alegatos, debe ser realizado oralmente, así como la deliberación y el pronunciamiento de la sentencia. Lo que no se ha dicho no puede ser considerado como existente. Roxin, gran penalista alemán, señala que el principio de oralidad tiene la ventaja de la expresividad, frescura y rapidez, pero tiene como consecuencia los peligros de la falta de atención y del olvido. Por eso la Comisión aceptó –creo que fue una sugerencia del diputado Lamberto– que luego de la audiencia de debate no pasara demasiado tiempo para que se dictara la sentencia y ésta fuera hecha conocer a las partes. 


La oralidad guarda relación con el principio de inmediatez, con la forma de recepción de la prueba. El tribunal realiza la recepción en forma directa, sin la intermediación de terceros. Es sabido que la seguridad de la prueba se debilita cuando hay demasiados intermediarios en su producción. Cuando el testigo está en presencia del juez y de las partes, la prueba se recibe fresca, pero cuando el testigo repite dichos de otro testigo, que a su vez dice que le dijo otro, los intermediarios terminan por deformar esa prueba esencial que es la del testimonio. 


En el juicio oral, dice Creus padre, en su obra “Derecho Procesal Penal”, el principio de inmediatez llega a alcanzar carácter absoluto en algunas de sus consecuencias, tanto que “no puede intervenir en el dictado de la sentencia quien no haya actuado como integrante del Tribunal durante el desarrollo de dicha audiencia”. Si en un tribunal uno de los jueces o el juez –en el caso de tribunal monocrático– se enferma, se ausenta o tiene la desgracia de morir al juicio hay que hacerlo de nuevo, porque el que lo suceda, no puede tomar las pruebas que recibió, por el principio de inmediatez, su antecesor.


El principio de inmediatez, en este despacho, está presente en los artículos 14, 309, 311, 331, párrafo 3. A estos principios, el proyecto incorpora el de publicidad. Ya dije que nuestra Constitución Provincial, en su artículo 9, último párrafo, dice que la ley propende a instituir el juicio oral y público en materia penal. La publicidad del proceso penal también está prevista en los tratados internacionales, Declaración Universal de los Derechos Humanos, artículo 10, Convención Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, artículo XXVI, y Pacto de San José de Costa Rica, artículo 8.5. El principio de publicidad también proviene de las reformas introducidas por el movimiento liberal en el siglo XIX y es una de las bases fundamentales del procedimiento penal, tanto que Roxin lo considera como una institución fundamental del Estado de Derecho.


Los autores nos recuerdan que las primeras batallas por la oralidad tuvieron caracteres prevalentemente políticos y que la oralidad fue adoptada por la casi generalidad de los pueblos civilizados. Jofré, aquel gran procesalista argentino, aquel puntano que hizo el proyecto de Código Procesal para San Luis, allá por la década del ’10 y estableció principios de contradicción y de oralidad, dice que no podría ser de otro modo, dado que las ventajas del procedimiento oral sobre el escrito son enormes. “Entre el proceso oral y el escrito [dice] existe la misma diferencia que entre un automóvil y una carreta”. Claro, cuando Jofré escribió esto todavía no era popular el avión, sino hubiera dicho entre un avión y una carreta. 


En el proceso oral la prueba se recibe en presencia del juez y de los demás sujetos procesales, no hay posibilidad de adulteración de la misma. No hay nada escrito o muy poco, alguna prueba documental que se incorpora al proceso o alguna pericia, que luego el perito debe defender en la audiencia de debate. El juicio oral refleja los hechos con precisión, como si fuera una fotografía. La publicidad, por otra parte, tiende a consolidar la confianza pública en la administración de justicia. Algunos autores dicen que hasta es una forma de control popular sobre el funcionamiento de la justicia. Allí están presentes todos los que quieran estar.


Es cierto que la publicidad no es absoluta. El artículo 311 del despacho faculta, da posibilidades de limitación al Tribunal, de esa publicidad, pero esa limitación no puede ser tampoco tan grotesca. Por ejemplo, si la sala de audiencias del Tribunal no permite que asista una multitud, no va a contratar el estadio de Colón, que es el más significativo que tiene nuestra ciudad, para realizar la audiencia. Pero tampoco puede determinar que ese juicio oral se desarrolle en una salita donde no quepa más que una persona flaca y parada. Es decir, que la potestad de limitarla está circunscripta a determinadas pautas objetivas.


Se puede disponer también, por razones de inviolabilidad de domicilio, en el caso de una requisa, es decir de un allanamiento a un sitio privado, o por circunstancias personalísimas del imputado o de un testigo, porque se puede comprometer su propia intimidad, o cuando declara un menor, como lo hemos sancionado hace poco en una ley por esta misma legislatura sobre los derechos que debe tener el menor cuando es llamado a prestar una declaración, o por razones, también, de decoro, de desorden o de perturbaciones, pero las limitaciones al principio de publicidad deben ser estrictamente reguladas.


Al informar, en este sentido, es bueno recordar un debate que se produjo sobre la importancia de la oralidad, cuando se sancionó el primer Código Procesal que receptó estos criterios en el país, durante la gobernación de don Amadeo Sabatini, en la Provincia de Córdoba. En aquella oportunidad, el miembro informante del Senado fue el doctor Juan Palmero, y dijo: “La reforma más valiosa del proyecto es el procedimiento del juicio oral y público”. Y recordando a Osorio y Gallardo, agregó: “Una de las cosas que más nos sorprenden, no sólo a los juristas sino a todos los españoles cuando nos ponemos en relación con América, es encontrar un sistema de justicia escrito y reservado. Si a un abogado hispánico [decía Osorio y Gallardo] se le dijera que no iba a poder exponer sus razones de viva voz ante un Tribunal que lo escuchase en audiencia pública, no concebiría la razón de su oficio. Si al más modesto iletrado de los obreros se le dijera que los delitos iban a ser juzgados sin que él tuviese el derecho de entrar en la sala del juicio y enterarse de todo lo que allí ocurre, haría del tema una grave cuestión política”. Textuales afirmaciones de Palmero.


Recuerdo una anécdota que ocurrió aquí en Santa Fe. Con motivo de la celebración de un aniversario de la reforma de la Constitución Nacional, se realizaron unas jornadas en el Colegio de Abogados de Santa Fe, que fueron propiciadas por el Instituto de Capacitación de la Legislatura y una entidad, Alicana, que creo que se dedica a la enseñanza del inglés o a su promoción, en la ciudad de Santa Fe. En aquella oportunidad se hizo una mesa redonda para hablar del problema procesal penal. Asistió una fiscal del Estado de Nueva York, un joven diputado del Estado de Texas, del partido Demócrata, el doctor De Olazábal, un fiscal de la Provincia de Santa Fe y yo, como anfitrión, como presidente del Colegio de Abogados. Cuando se empezó a explicar el sistema de funcionamiento del Código Procesal de Santa Fe, la fiscal de New York pidió pasar a un cuarto intermedio y conversar con nosotros. Nos dijo: “Pero cómo, el preso ¿no va a la audiencia del juicio?”. Le dije: “No tenemos audiencia de juicio”. Y ella nos dijo: “¿Y cuando lo escucha el juez?”. Le dije: “No, el juez no lo escucha, acá hay una audiencia del artículo 41, que el juez convoca antes de la sentencia, que la toma el empleado que está en el escritorio y le pregunta cómo se llama, dónde vive, le pregunta si no se murió –por las dudas, para no condenar a un muerto– y nada más”. Pero nos decía: “¿Cómo el juez puede condenar a una persona que no conoce?”. Es decir, no entendía nada.


También se incorpora el principio de contradicción, que tiene la misma raigambre constitucional y que surge de los mismos tratados internacionales que hemos mencionado: Pacto de San José de Costa Rica, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y se patentiza en este proyecto, fundamentalmente, a través de los artículos 317 y 329. 


El principio de concentración, que puede definirse como la continuidad de las sucesivas audiencias, que permite fijar los hechos sin mayor necesidad de forzar la memoria y que Creus dice que se trata de un principio que no es mayormente tratado por los procesalistas argentinos, pero que refiere a prescripciones que tienden a lograr economía procesal, procurando evitar la repetición de los actos a través del proceso. 


Los principios de simplificación y de celeridad están estrechamente vinculados a la oralidad, a la inmediatez, a la concentración. La celeridad, nos decía Jofré, es una consecuencia necesaria de la simplicidad, todo se hace más rápido cuando se hace más sencillo, cuando desaparecen una serie de ritualismos que estamos obligados a seguir en el proceso escrito. Cuántas veces, cada vez que un defensor impetraba por alguna medida, se limitaba el juez a decir “Oportunamente” o “Téngase presente”. Nunca logramos saber qué quería decir “oportunamente”, que era nunca, y que quería decir “téngase presente”, porque jamás lo consideraba.


Estas demoras, esta falta de celeridad, pueden tener sus fuentes tanto en las leyes que obstaculizan el procedimiento como en los propios operadores jurídicos: abogados, fiscales jueces. Nosotros tenemos algunos ejemplos muy claros de esta falta de celeridad. Por ejemplo, quién no recuerda el caso IBM-Banco Nación. ¿Se acuerdan? Hasta hubo un acusado que se suicidó y después que se suicidó se puso un papel en la boca. Todavía ese caso no ha llegado ni siquiera a juicio. Y en el orden nacional rige el procedimiento mixto, es decir, allá tienen instrucción escrita y oralidad en el juicio. Todavía no ha llegado a juicio; es muy fácil, casi seguro, que se va a operar la prescripción.


Las formas escritas, las pruebas tasadas, el secreto de la instrucción, conspiran notoriamente contra la administración de justicia. 


En el artículo 4º se habla de los jueces naturales y de los jurados. La garantía al juez natural es tan vieja como los derechos de los ciudadanos. Establece que ningún habitante puede ser juzgado por comisiones especiales o sacado de los jueces designados por la ley antes del hecho de la causa, Constitución Nacional, artículo 18. La Constitución se propuso, de esta manera, suprimir las comisiones especiales o los pesquisadores designados especialmente para perseguir determinado tipo de delitos. 


Sin embargo, tuvimos algunas malas experiencias históricas de comisiones especiales. Casi inmediatamente, después de Mayo, con los conspiradores encabezados por Álzaga y luego con los enemigos de Rosas. Contra esta corriente de ideas es que reaccionó, precisamente, la Constitución del ’53 y escribió, en el texto del artículo 18, una abolición de estas comisiones especiales.


Montes de Oca, en sus Lecciones de Derecho Constitucional, nos recuerda que en nuestro país existieron numerosos tribunales especiales; el primero de ellos, al decir de Montes de Oca, fue creado por un bando, por el Primer Triunvirato, el 4 de octubre de 1811 estableciendo penas extraordinarias para los ladrones, y se ordenaba en ese bando: “Todo el que perpetrase algún robo calificado, esto es, violentando a alguna persona, horadando o escalando alguna casa, frangiendo o falseando puertas, sea de la cantidad que fuese en moneda o en especie, será condenado a muerte de horca y que todos los reos de ellos comprendidos serán juzgados militarmente y sentenciados por este Gobierno o por especial comisión suya”.


Según este constitucionalista, el segundo tribunal de excepción fue creado a mediados de 1812, con motivo de la conspiración de Álzaga. Para reprimirla, el Triunvirato organizó tribunales especiales que levantaron una horca en la plaza pública, donde estuvo expuesta a la mirada de toda la gente durante más de 40 días y que no cesó de quitar la vida a los complicados en la intentona.


En 1815 se repiten los tribunales extraordinarios, después del motín de Fontezuela del 15 y 16 de abril, contra el Directorio de Alvear. Allí se organizó la persecución contra los sublevados y se formaron comisiones especiales que impusieron penas crueles y sin justificación, a los patriotas que protagonizaron aquel alzamiento y Rosas, mediante un decreto, confirió a su hermano Gervasio, las facultades de la Ordenanza General del Ejército, acordadas para obrar en casos extraordinarios.


El juez natural se constituye así en una de las garantías más relevantes en relación con el órgano que debe juzgar. Junto con el carácter ordinario del juez, es preciso que este venga predeterminado por la ley, es decir, que se establezca con carácter general y abstracto, que la ley no cree, después del hecho, un juez o un tribunal para ese hecho, porque aparece como predeterminado para un sujeto determinado. El juez natural constituye, según la doctrina, un derecho público subjetivo y constitucional de carácter fundamental.


En íntima relación con el derecho a la jurisdicción, se encuentran las garantías del juicio previo, del debido proceso y del juez natural. El juez que entenderá en el proceso es aquel que ha sido designado siguiendo los procedimientos establecidos en la Constitución y la ley, no uno que haya sido elegido ex profeso para ese hecho.


La garantía del juez natural dice Jauchen, cubre toda la extensión del proceso, no pudiendo limitarse sólo a una etapa del mismo. Jauchen es un procesalista santafesino, que ha escrito una magnífica obra titulada “Derechos del Imputado”. 


Dejar la instrucción de un proceso penal a un juez incompetente, cualquiera sea la causa de la incompetencia, es privar al imputado de su derecho a un juez natural. La propia ley determina, con carácter general y abstracto, los criterios de distribución de los litigios según la materia, fija la competencia según el territorio, según el lugar de ocurrencia del hecho y, a veces, teniendo en cuenta hasta la fecha la distribución por turnos, pero no deja de ser el juez natural.


Vázquez Rossi, que contribuyó mucho a que hoy estemos tratando este proyecto de Código Procesal Penal, dice que el proceso penal debe sustentarse en el paradigma constitucional, exigencia insoslayable por estar en juego nada menos que los límites del poder estatal respecto del individuo y que el juez natural es la base o fundamento de todo ese paradigma constitucional.


Es cierto que el despacho dice que los jurados podrán ser establecidos por una ley especial y que no avanza en la consideración de esta institución.


Tengo para esto una opinión muy personal y no quiero comprometer la posición política del bloque. Creo que los jurados están previstos en la Constitución Nacional, en una forma tal que la Provincia no está obligada, como está la Nación, a su institución. La Constitución Provincial no los prevé. Ya vamos a ver algo sobre este punto.


Los jurados están previstos en la Constitución Nacional en tres o cuatro disposiciones. El artículo 24 de la Constitución Nacional dice textualmente: “El Congreso promoverá la reforma de la actual legislación en todos sus ramos y el establecimiento del juicio por jurados”.


¿Quién la promoverá? El Congreso de la Nación.


El artículo 75, inciso 12) –viejo artículo 67, los que somos demasiado jóvenes todavía no nos hemos adaptado al cambio de numeración– dice: “Corresponde al Congreso: [es decir, materia exclusiva del Congreso, materia delegada totalmente por la Provincia al Congreso] … Dictar los códigos Civil, Comercial, Penal, de Minería y del Trabajo, … así como [las leyes] sobre bancarrotas, sobre falsificación de la moneda corriente y documentos públicos del Estado, y las que requiera el establecimiento del juicio por jurados…”, materia delegada expresamente por las provincias al Congreso de la Nación.


Y después, más adelante, en el artículo 118, dice: “Todos los juicios criminales ordinarios, que no se deriven del despacho de acusación concedido en la Cámara de Diputados se terminarán por jurados, luego que se establezca en la República esta institución”.


Es decir, que la normativa nacional deja en cabeza del Congreso la obligación de instituir el juicio por jurados en el orden nacional y las provincias delegan la potestad de esa ley de Jurados de Enjuiciamiento en el Congreso de la Nación.


¿Esto qué quiere decir, a mi entender? Que esta institución no rige obligatoriamente para las provincias, lo cual no significa que las provincias, por su propia decisión, puedan instaurar en el procedimiento criminal el juicio por jurados. No está obligada, pero tiene la potestad para hacerlo.


Y allí quiero referir también otra anécdota muy reciente. Cuando visitó la ciudad de Santa Fe el presidente de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, y dio una charla en Tribunales y otra en el Paraninfo de la Universidad. En el recinto de la Corte le pregunté: “¿Pero qué pasa con los jurados de enjuiciamiento que son orales, donde se fundan en la íntima convicción porque la hacen jueces legos, ciudadanos y que no tienen recursos de apelación de alzada, qué pasa si lo establecemos?” “¡Ah! Eso es un problema de ustedes. Nosotros les vamos a exigir la doble instancia.” 
Y Estados Unidos lo recomienda, pero no firmó el Pacto de San José de Costa Rica. Es decir que, en este sentido, deberemos tener presente las distintas alternativas que se ofrecen. Por eso, me parece prudente que este despacho deje librado a una ley especial la consideración y el establecimiento de los juicios por jurados.


Yo dije que en la Constitución Provincial no está previsto el juicio por jurados. El artículo 9º, último párrafo, dice: “La ley propende a instituir el juicio oral y público en materia criminal”. Es lo que estamos cumpliendo. Ni siquiera habla de tribunales colegiados, “oral y público”.


El artículo 20, párrafo quinto, dice que la Provincia “establece tribunales especializados para la decisión de los conflictos individuales del trabajo, con un procedimiento breve y expeditivo, en el cual la ley propende a introducir la oralidad”.


En el artículo 83 dice: “El Poder Judicial de la Provincia es ejercido, exclusivamente,…” y dice cuáles son los órganos provinciales de constitución.


En el artículo 101, la Constitución de 1900 hablaba de los jueces o jurados y en el artículo 109 también hablaba de los jueces o jurados. En el artículo 131 dice que también hacía alusión a ello con referencia a los delitos de imprenta, que son los únicos delitos por los que conserva competencia la Provincia; más allá de la opinión de ex gobernador Luciano Molinas que entendía que también tenemos competencia para legislar sobre delitos fiscales provinciales o tributarios provinciales.


En el artículo 5º se habla del estado de inocencia, en el 6º del non bis in idem y en el 7º del in dubio pro reo.


Yo creo que estos tres institutos están íntimamente relacionados y que son uno consecuencia del otro. Tienen una naturaleza común, están referidos al estado de inocencia del que goza toda persona mientras no haya una sentencia definitiva que lo transforme de acusado en condenado.


Non bis in idem es que una vez que una persona ha sido juzgada no puede ser perseguida nuevamente por el mismo hecho; y el in dubio pro reo, que siempre ante una norma coercitiva y un derecho de libertad, el juez y creo yo también que el fiscal, porque son órganos públicos, debe pronunciarse en favor del reo.


El estado de inocencia también es denominado principio de inocencia o presunción de inocencia, que es el estado del que goza toda persona sometida a un proceso mientras no se dicte en su contra una sentencia definitiva que lo declare culpable. Es también un derecho subjetivo público que el individuo puede hacer valer ante el Estado, que se proyecta en un doble plano: por un parte, opera en las situaciones extra procesales y constituye el derecho que tiene a recibir el trato de no autor o de no partícipe en hechos de carácter delictivo; y por otro lado opera en el campo procesal con influencia decisiva en el régimen jurídico de la prueba. Se prefigura una presunción juris tantum, que puede ser destruida, la puede destruir la sentencia definitiva. Algunos autores entienden que esto se extiende a la sentencia no definitiva. Pareciera ser de este criterio el propio Zaffaroni, pero me parece que en esto no hay vueltas que darle: o es condenado en serio, un condenado en trámite todavía no es condenado definitivo. 


Algunos autores dicen que constituye una verdad interina, que dura hasta que se destruya mediante otra verdad definitiva, que sea la condena de esta presunción. El estado de inocencia del que goza toda persona hace que sea la culpa y no la inocencia la que deba ser demostrada, como expresa Ferrajoli en su magnífica obra “Derecho y Razón”. Es la prueba de la culpa y no la de la inocencia que se presume desde el principio la que forma el objeto del juicio. 


Un procesalista argentino Rocha Degreef, afirma que el hecho que nos lleva a presumir la inocencia del acusado es su condición de hombre, la cual hace que este se quede incluido en la especie humana, que de ordinario es inocente. Dice: “Si el hombre naturalmente es inocente, el imputado, que es un hombre también, debe presumirse inocente”. 


Illuminati, un gran procesalista italiano, dice: “La presunción de inocencia se ha de entender, por un lado, como regla de tratamiento del imputado y, por otro, como regla probatoria del juicio. Desde la primera perspectiva el imputado, en el curso del proceso, debe ser tratado como un inocente, hasta que una condena firme haga perder esa presunción. No debe ser disminuido, social, moral, ni físicamente”. Por eso, cuando lleguemos al instituto de la prisión preventiva, veremos que la prisión preventiva deber ser excepcional y no como opera en el proceso inquisitivo como la regla. Y desde la segunda perspectiva, desde la prueba como regla del juicio, en caso de duda conlleva a la absolución del imputado. 


Algunos autores discuten si esta presunción de inocencia queda limitada a los hechos del proceso o también abarca la interpretación del derecho. Por eso algunos critican que se ubique en la parte general del Código y dicen que debería estar donde se regula la sentencia o el decisorio, porque la limitan nada más que a la valoración de los hechos que son objeto de prueba. De este criterio, por ejemplo, son, entre nosotros, D’Albora, y en la literatura internacional Manzini. El mismo Vélez Mariconde tiene un concepto interpretativo medio limitado en este aspecto. Otros autores, entre ellos ese maestro español que nos honró a los santafesinos dictando clases en la Universidad Nacional del Litoral durante algún tiempo, don Sentís Melendo, sostiene que “cuando el texto legal es claro no hay lugar a interpretación ni en contra ni a favor del reo, pero hay casos en que el texto legal no es claro, quiere decir que han fallado todos los métodos de interpretación: el gramatical, el semántico, el auténtico, el lógico; y entonces se hace necesario [dice el maestro Sentís Melendo] pensar en el reo”. En contra suya, estaría prohibido, porque estaríamos pensando contra el reo y estaríamos violando, entonces, una garantía constitucional. Entonces, el criterio ya no sería a favor, sino en contra del reo.”


En idéntico sentido obran algunos fallos que han decidido que un criterio general de benignidad debe presidir, en caso de duda, la interpretación de las leyes penales. También, por este criterio amplio, están Torres Bas, que fue el encargado de elaborar el proyecto que luego se transformó en ley de Código Procesal de Entre Ríos, y Peña Guzmán, un distinguido magistrado tucumano y publicista que tiene aquella magnífica obra “El delito emocional”, el homicidio en estado de emoción violenta.


¿Qué es estar en duda? En última instancia, estar en duda es carecer de certeza, no tener la seguridad de que el hecho está probado, o cuando se refiere a la ley, no tener la seguridad de que la interpretación que se brinda de la ley sea la única posible. Por eso, Sentís Melendo ,a quien antes me refería, resume estos conceptos diciendo: “El juez no duda cuando absuelve, está firmemente seguro, tiene la plena certeza de que le faltan pruebas para condenar”. Es decir, que la duda es la falta de certeza o, a la inversa, como prefiere Sentís Melendo, es la certeza de que no tiene pruebas para condenar. 


Por fin, el despacho también contempla la prohibición de la doble o múltiple persecución penal, el non bis in ídem; y aquí también hay una discusión semántica: si está bien dicho non bis in ídem o si la partícula “non” es incorrecta y debe decirse “ne”. Tanto Maier como D`Albora y el mismo Jauchen entienden que debe decirse “ne” en vez de “non”. ¿Por qué? Porque “non” es negación y “ne” es prohibición y aquí lo que se impone es una prohibición pero esa regla está conocida en el lenguaje común como non bis in ídem, ¡qué nos vamos a poner nosotros, los legisladores, a corregir la terminología latina!


En el artículo 8º se avanza sobre la inviolabilidad de la defensa. Fuentes son casi las mismas que hemos citado: Constitución Nacional, artículo 18; Constitución Provincial, artículo 9; Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, artículo 26; Pacto de San José de Costa Rica, artículos 8.1, 8.2, 8.3, 8.4, 8.5; Pacto Internacional de Derecho Civil y Político, artículo 14.


Se legisla el derecho a ser oído, artículos 10 a 113, 274, 277, 280, 281, 318, 319, 320. Contar con asesoramiento y representación técnica asegura que el imputado siempre tenga, no solo el derecho, sino la seguridad de contar con un defensor, artículos 187, 188, 300. El defensor, artículos 110, 114 a 120, 123, 156 tercer párrafo, 166, 216, 268 inciso 6, 275, 286, 290, 309, 367.


El artículo 216 es al que me referí hoy cuando hablábamos que, pese a que hay una norma de un tratado internacional que asegura el derecho de comunicación del imputado con el procesado, sin embargo, nuestros tribunales no lo reconocían. Por eso ahora está escrito expresamente: “En ningún caso la incomunicación del detenido impedirá que éste se comunique con su defensor, en forma privada, inmediatamente antes de comenzar su declaración o antes de cualquier acto que requiera su intervención personal”. Es muy fácil decir que primero declare y después converse con su defensor. Aquí le aseguramos que ese derecho se efectivice realmente.


El derecho a ofrecer pruebas: artículos, 159, 260, 297 inciso 8, 299, 300, 303 inciso 9, 311, 323, 324, 328. El derecho a alegar: artículos 344. El derecho a recurrir: artículos 35, 226, 346, 368, 379, 380 y 417.


Rosatti dice que el derecho a la jurisdicción fue introducido en nuestra doctrina por el gran constitucionalista, recientemente desaparecido, Germán Bidart Campos en su obra “Derecho al Amparo”. El derecho a la jurisdicción impone a los jueces la obligación de resolver conforme a la ley previa al hecho y de hacerlo motivadamente con fundamentos válidos y no sólo aparentes, porque sino incurriría en una arbitrariedad. La doctrina de la arbitrariedad, como causal de inconstitucionalidad, fue notablemente introducida en nuestro país a través de Carrió.


Siguiendo este mandato constitucional, la Corte Suprema de Justicia, en el caso Santillán ha resuelto que el artículo 18 de la Constitución exige la observancia de formas sustanciales del juicio, relativas a la acusación, defensa, prueba y sentencia, pronunciada por los jueces naturales, dotando de contenido constitucional al principio de la bilateralidad.


También de esta disposición emana la prohibición de la pena de muerte por causas políticas. El derecho del acusado a ser oído, previamente, que parece tan elemental no siempre ha sido cumplido en los procesos sancionatorios.


Hace poco, cuando debatíamos unas modificaciones a la ley 10160, Ley Orgánica del Poder Judicial, y modificábamos todas las normas referidas al sumario administrativo y derecho sancionatorio de los empleados judiciales –poníamos realce en esta circunstancia– que no tienen asegurado el derecho a ser oídos antes de ser sancionados. A veces se lo sanciona y a veces se ha legalizado ese sistema concediendo ese derecho el juez, diciendo, como puede apelar, como puede interponer reposición, usted puede ser oído. En el caso Frigofide SRL la Corte dijo que todo imputado por un delito de infracción tiene derecho a ser oído previamente a la resolución de la causa, además a ser impuesto de los cargos que se le formulan y a ofrecer pruebas, asegurando el carácter contradictorio (bilateralidad) del proceso. El derecho a ser oído y a ofrecer pruebas, así como a controlar la producción de las pruebas, fue reiterado por la Corte en distintos casos.


En otro caso, que también sentó precedentes en nuestro país –me refiero al caso del Frigorífico Armour– la Corte fue más allá, cuando declaró inconstitucional un fallo porque había obstaculizado el derecho de la defensa al ejercicio del deber de defensa. En el caso Armour, citado el presidente o un miembro del directorio a prestar declaración indagatoria, éste dijo que cómo no estaba compenetrado de los hechos que se le imputaban porque estaba a cargo de otra parte de la Dirección de la empresa y que quien podía responder por esos hechos era otro integrante del Directorio, el Tribunal no hizo lugar a ese pedido de que se citara a indagatoria a un tercero, integrante también del Directorio, y terminó por condenarlo. La Corte dijo que esa medida del Tribunal de baja instancia obstaculizaba el derecho de defensa y modificó ese fallo.


El derecho a contar con asesoramiento y representación técnica también fue afirmado por la Corte, con algunas vacilaciones, en distintos casos. Por ejemplo en el caso Rojas Molinas, decidió que, desde la primera intervención de todo acusado en un juicio, el juez debe hacerle saber el derecho que tiene de nombrar defensores. Y si la defensa por el mismo acusado obstara a la buena tramitación, debe designarle un defensor de oficio.


En el caso Arnaiz, que fue posterior, el acusado había designado un defensor particular que lo asistió en la instrucción. El fiscal apeló la sentencia absolutoria dictada en favor del acusado y la causa se elevó al tribunal de alzada. En el ínterin , el defensor murió y el acusado no designó nuevo defensor ni le fue designado defensor de oficio. La Alzada dictó fallo revocando la absolución y condenando al imputado. La Corte revocó ese fallo porque entendió que no se había ejercido el derecho de debida defensa, intimando al imputado a que designe nuevo defensor o designándole un defensor de oficio. Dije que la Corte no había sido muy homogénea en este criterio.


Posteriormente, en un caso Vaninetti, una situación muy parecida a la anterior, a la de Arnaiz, el acusado tenía defensor particular que falleció en el curso del proceso. El propio juez, sin notificación a Vaninetti, le designa un defensor de oficio; llega a la Alzada sin estar enterado del cambio de defensor designado oficialmente por el juez y termina siendo condenado. Llega a la Corte y la Corte no anuló este fallo porque dijo que tuvo defensor. Creo que aquí la Corte se equivocó, no le dio al imputado el derecho a elegir su defensor.


Pero en Fernández, un caso posterior, de 1987, que tiene un muy buen comentario de Francisco D’Albora, inscripto en La Ley 1987- Tomo D, página 477, la Corte volvió por el buen camino. Aquí sostuvo que la garantía de la defensa en juicio en materia penal no se reduce al otorgamiento de facultades para el ejercicio del poder de defensa, sino que se extiende también a la provisión por el Estado de los medios necesarios para que el juicio se realice en paridad de condiciones con quien ejerce la función pública de acusar.


Tenía aquí apuntado que los derechos fundamentales de libertad y sus garantías nacen, en última instancia, de la inminente dignidad de que está dotada la persona humana. Tenía también anotado por ahí, pero lo voy a dejar sin leer, el artículo 7º de nuestra Constitución Provincial, que es para mi, no sólo uno de los más importantes sino uno de los más bellos de todo el texto constitucional, porque pone a la persona humana realmente en el plano de dignidad que el derecho debe concederle. Las Leyes de Partida decían que “La persona del home es la más noble cosa del mundo”, Partida VII, Título I, Ley 26. Y un viejo proverbio de Castilla dice: “Nadie es más que nadie”, como diciendo que toda persona tiene tanta dignidad que ninguna pueda superarla. Por eso, por muy bajo que caiga el hombre, por cuan graves sean sus falencias, por más atroz que sea el delito que haya cometido, ese hombre sigue siendo hombre y goza de la protección que la ley brinda a todo hombre.


En la historia de la humanidad estamos acostumbrados a ver ejemplos trágicos, patéticos de que los dominadores impusieron los más severos apóstrofes a sus opositores, los calificaron de las formas más atroces y terminaron condenándolos y aún considerándolos cosas. En el viejo derecho romano los crímenes de lesa majestad llegaron a tal extremo de gravedad que hasta la simple falsificación de moneda, porque en la moneda estaba la efigie del rey, se consideraba un crimen grave y no tenía otra pena que la de muerte. Y ya vimos aquel bando de 1811, que obligaba a condenar a muerte al ladrón común, por un tribunal militar.


En el artículo 9º, por fin, hablamos de los derechos de la víctima. El diputado Esquivel ya hizo una reseña de lo que consta en el Mensaje del Poder Ejecutivo. Yo quiero decir que la víctima ha sido siempre el gran ausente en el proceso penal. Los códigos procesales se encargaron del acusador o del acusado, pero generalmente no le dieron ninguna participación a la víctima. Nada decían de ella. La víctima era un cuerpo extraño en el proceso penal. En algunas legislaciones podían intervenir como querellante, donde se los admitía, o como actor civil, demandando las reparaciones, en otros casos, como en nuestro Código Procesal, Ley 6740, con una intervención limitada, generalmente, a la parte civil.


No obstante, debemos reconocer que esta Legislatura, en su anterior composición, sancionó la Ley 12.162 que incorpora dos artículos: los derechos de las víctimas, artículo 108.II, y las consideraciones especiales en el 108.III. Estos derechos se repiten en el despacho que hoy tenemos en consideración con algunas ampliaciones y aclaraciones. 


A partir de la constitucionalización de los tratados internacionales, los derechos de las víctimas en el proceso penal han pasado a integrar el elenco de los derechos que la legislación interna debe recepcionar.


En “Santillán” ya la Corte empezó a poner el punto sobre las íes, pero fundamentalmente fue en el caso “Bulacio”, aquel hecho atroz ocurrido en Mendoza, donde la Comisión Interamericana de Derechos Humanos afirmó el criterio de la bipolaridad y la necesidad de que la víctima sea considerada en el proceso penal.


Un distinguido procesalista rosarino, el Dr. Héctor Superti, que también tiene mucho que ver con la primitiva redacción del proyecto de Código Procesal Penal, dice que en materia de derechos humanos los tratados internacionales son bipolares, porque se piensa en los derechos del imputado y también en los de la víctima. La víctima, nos dice Superti, también tiene derechos humanos. Y, como dije, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el caso Bulacio se pronunció, precisamente, sobre estos derechos.


Elbert, un profesor de la Universidad de Buenos Aires, que supo dar un importante curso de posgrado en Criminología, en la Universidad Nacional del Litoral, en la Facultad de Derecho, en el actuó como Secretaria Coordinadora, la Dra. Griselda Tessio, que creo que es conocida por ustedes, en un trabajo interesante denominado “Encuentro con las penas perdidas” propicia que se reintroduzca a la víctima como sujeto con interés en la solución del conflicto penal. Se pregunta: si se logra una solución del conflicto penal ¿que tiene que hacer la pena, qué sentido tiene la aplicación de la pena cuando se ha logrado una solución entre la víctima y el victimario?


El despacho que hoy consideramos adopta un criterio amplio sobre el concepto de víctima, ya que en el artículo 9º habla de “quien invocara verosímilmente su calidad de víctima o damnificado o acreditara interés legítimo en la investigación”, y en el artículo 80 se refiere a “quienes aparezcan como víctimas u ofendidos penalmente”. De esta manera, no limita la calidad de víctimas solamente al sujeto pasivo del delito, sino que también lo extiende e incluye al damnificado; es decir, a quien sufre un daño resarcible a consecuencia del delito.


Por ejemplo, en el delito de homicidio la víctima es el muerto, los damnificados son sus sucesores, sus herederos. A veces, el carácter de víctima y damnificado coinciden, otras veces no.


Y si releemos el artículo 80, inciso 8), advertiremos que en el caso de afectación de intereses colectivos o difusos se extiende la participación a las personas jurídicas cuyo objeto fuera la protección del bien jurídico tutelado o, “en su defecto, cualquier habitante de la Provincia, tendrán la legitimación a la que se hace referencia en el presente inciso”.


Aquí se va mucho más allá, a una legítima pretensión por la que viene bregando el diputado Marcucci, del amigo del curiae, que no es el amigo del cura sino el amigo del juez.


Es decir, que se extiende la posibilidad de participación en el proceso penal a cualquier habitante en determinados casos, cuando estén afectados intereses públicos.


En lo que respecta a las restricciones de la libertad, el proyecto y el despacho toman por el buen camino. Reproducen textualmente el artículo 8º del proyecto que tuviéramos el honor de presentar con el diputado Mascheroni y sigue, en líneas generales, el primer párrafo del artículo 306 del actual Código Procesal Penal. 


Lo que pasa es que ahora lo incorpora en los principios fundamentales, porque es una norma informadora que va a servir para interpretar todo el proceso penal. Hasta ahora estaba escondida, allá, en el libro de Disposiciones Generales, junto con la declaración indagatoria, las detenciones, etcétera. Es una regla de extraordinaria importancia de interpretación de las normas que establecen medidas preventivas de coerción penal, dice Busser comentando el viejo artículo 306.


El Dr. De Olazábal, que tiene escrito un magnífico tratado sobre este tema, la obra “La libertad del imputado”, lo señala como el principio rector en materia de libertad provisional, pero que, sin embargo, nunca o muy pocas veces fue interpretado así por Justicia provincial.


Cuando había un procesado detenido y el defensor propiciaba la excarcelación –que está en los artículos 337, 338– ¿qué hacía el juez? Leía el artículo 337, si no estaba comprendido ahí, no la otorgaba, y si estaba comprendido, leía el artículo 338 que legislaba las circunstancias opstativas o impeditivas y decía que, no obstante que al imputado le puede corresponder –por el monto de pena– la excarcelación, como es peligroso –artículo 338, criterio de peligrosidad– “no se la concedo”. Al artículo 306 no lo leía nunca y la verdadera regla estaba fijada en el 306. ¿Qué decía el 306? Que la libertad provisional debía estar restringida exclusivamente para asegurar el proceso o que éste no turbe o no haga imposible la ejecución de la pena. Fuera de esos casos, la privación de la libertad no era necesaria. Ahora, para que no haya ningún problema, lo incorporamos en el título de las Normas Fundamentales. Ya ningún Juez podrá no aplicar esta regla general, prescindir de esta regla general y usar una especial más impeditiva. Este derecho, además, se relaciona con la presunción de inocencia y el principio in dubio pro reo.


En el artículo 11 estamos sobre la misma materia, es copia del artículo 9º del proyecto originario, y refiere a la interpretación restrictiva. La primera parte tiene un carácter netamente procesal e impide extender los supuestos de denegación de la libertad provisoria. El texto contiene el principio favor libertatis u exige la interpretación restrictiva como norma general.


En cuanto a la interpretación de la sanciones procesales, los jueces nunca podrán imponer otras que no sean las que están establecidas en el Código y siempre interpretándolas restrictivamente.


En doctrina, este criterio ha sido adoptado casi unánimemente. Según Leone, el favor libertatis, pretende una interpretación en favor de la libertad personal y Florián, aquel magnífico procesalista italiano, dice que si se trata de la libertad personal, las limitaciones a la misma han de interpretarse siempre en sentido restrictivo. Clariá Olmedo lo ubica entre las garantías individuales transcriptas en los códigos de procedimientos, pero que tienen su fuente en la Constitución, y Vélez Mariconde también lo justifica teniendo en cuenta el mandato constitucional.


Y aquí, en el artículo 12, el despacho se entromete en una materia que por ahí ha sido objeto de algunas críticas, más que todo sistemáticas o metódicas. El Código Procesal habla de las condiciones carcelarias. Se ha dicho “¿esto no puede ser motivo de la Ley de Ejecución de la Pena o de la Ley Carcelaria? Es que el tratamiento carcelario está íntimamente vinculado a los derechos fundamentales de la persona humana.


Los tenemos repetidos en la Constitución Nacional, en la Constitución Provincial, en los tratados internacionales, en todos lados, hasta en el papel higiénico de los baños, pero jamás se cumplen. Que los procesados no podrán estar junto con los condenados, que los menores no podrán estar con los mayores pero, sin embargo, por allí, los jueces y el Estado se olvidan de este principio. 


Por eso, y por aquello que dije de que a veces lo que abunda no daña, es necesario tenerlo en las normas fundamentales para que cada vez que abran el Código, se encuentren con esta norma y la recuerden.


Las cárceles serán sanas y limpias y adecuadas para la readaptación social de los internados en ellas, no se alojarán encausados juntamente con penados y los procesados o condenados con menores de dieciocho años y las mujeres lo serán en establecimientos especiales (artículo 9º de la Constitución Provincial). Lleva más de cuarenta años y todavía no lo hemos terminado de leer.


Jauchen dice que quien pese a haber sido condenado “es merecedor en el cumplimiento de su pena de un trato digno por el solo hecho de ser persona”. Los tratados internacionales, Declaración Universal de Derechos Humanos, artículo 5º; Pacto de San José de Costa Rica, artículos 5 –inciso 1º y 2º–, 4; Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículos 7º y 10, inciso 1º y 2º, vuelven a repetir los mismos conceptos.


Es que el interno, el preso, conserva derechos fundamentales que el Estado debe respetar. Así como el derecho a informarse por la prensa o cualquier otro medio de comunicación, el derecho a que, en caso de sufrir alguna enfermedad o accidente, se dé aviso inmediato a sus familiares, el derecho a que se le otorguen permisos de salida para afianzar sus lazos familiares y a recibir visitas íntimas (Ley 24.660, artículos 164 a 167).


Con la diputada Peralta hemos presentado un proyecto de adaptación del tratamiento de los penados para que en la Provincia de Santa Fe todos estos derechos y garantías no sólo se hagan efectivos, sino que se incrementen. 


En el caso Bulacio, la Corte Interamericana sostuvo que “los detenidos deben contar con revisión y atención médica, preferentemente a cargo del facultativo elegido por ellos mismos”. Y en el mismo caso dijo: “los establecimientos de detención policial deben cumplir ciertos estándares mínimos, debe existir un registro de detenidos que permita controlar la legalidad de las detenciones, y el abogado defensor debe tener acceso a ese expediente y, en general, a las actuaciones relacionadas con los cargos y la detención”. Nuestra Constitución también refiere a estos supuestos. 


Por fin, y aquí, señor presidente, voy a ir terminando para no aburrirlos más, el artículo 14 habla de las garantías para el ejercicio de las acciones. Dice que las normas referidas a la organización del sistema de enjuiciamiento penal deberán garantizar una equitativa y proporcional distribución de los recursos humanos y presupuestarios. Importa esto un mandato a los órganos de poder para hacer efectivo el eficaz funcionamiento del sistema acusatorio que hoy pretendemos instituir.


Entre los poderes del Estado –entre ellos los de la Corte–, están incluidos los llamados poderes implícitos. Estos poderes consisten en las facultades que, sin estar expresamente escritas, están implícitas como medio idóneo para cumplir su función constitucional y desde siempre han sido reconocidos.


Joaquín V. González dice que los tres poderes participan de estas facultades constitucionales implícitas y que la Corte, como cabeza del Poder Judicial, puede disponer de ellas para preservar su existencia y conservación. Del mismo criterio es González Calderón, cuando señala que “toda facultad conferida expresamente por la Constitución lleva consigo una facultad implícita que comprende un medio idóneo para cumplir con esas facultades expresas”.


Y Sarmiento, en el Congreso de la Nación, supo decir que “la característica del poder es ejecutarse por sí mismo, porque si el poder no tiene facultades para cumplir con su misión constitucional, deja de ser poder”.


Story, entre los constitucionalistas norteamericanos, los llama “poderes accesorios”; y Bianchi, un constitucionalista argentino, dice que en Estados Unidos se los considera poderes implícitos, inherentes, accidentales, subsidiarios, suplementarios o resultantes.


La Corte de Justicia de la Nación, en la Acordada Nº 20 del año 1996, dijo: “Esta Corte tiene facultades o privilegios inherentes a todo poder público, para su existencia o conservación [recordando las enseñanzas de Joaquín V. González] de ahí que tenga todas las facultades implícitas necesarias para la plena y efectiva realización de los fines que la Constitución le asigna en tanto poder del Estado”. Este caso lo viene sosteniendo la Corte reiteradamente.


Fayt, actual ministro de la Corte, tiene escrita, creo que editada hace un año y medio, una magnífica monografía que se llama “Los poderes implícitos de la Corte”, donde hace un desarrollo minucioso de cómo fueron ejerciéndose esos poderes.


La arbitración de trámite, artículo 15, también reproduce el artículo 12 del proyecto. En la legislación comparada también nos encontramos con normas similares. 


El Código Procesal Penal tipo, que fuera aprobado en el IV Congreso Nacional de Mar del Plata, del año 1965, y que fuera elaborado por los doctores Levene (hijo), Clariá Olmedo y Torres Bas –el autor del Código Procesal de Entre Ríos– en su artículo 5º decía: “Normas prácticas [en vez de Arbitración de trámite]. El Superior Tribunal de Justicia dictará las normas prácticas que sean necesarias para aplicar este código”. 


Por allí, una sugerencia del Colegio de Abogados de Rosario decía que había que facultar al Poder Ejecutivo para reglamentar el Código. Yo creo que no es bueno ni prudente que el Poder Ejecutivo se entrometa en la reglamentación de un código procesal. Sería como si se le hubiera ocurrido a algún Poder Ejecutivo de la Nación reglamentar el Código Civil, el Código Penal o lo que fuere. A los códigos los reglamenta la propia Legislatura o la cabeza, órgano de poder que debe aplicar el código, que es Poder Judicial, a través de las acordadas. El Poder Ejecutivo no podría reglamentar, por ejemplo, la prisión preventiva, la excarcelación o la indagatoria, porque sería absolutamente inconstitucional.


Por otra parte, nuestra Constitución Provincial, cuando habla de la Corte Suprema de Justicia y refiere a sus atribuciones, el artículo 91, inciso 3, dice: “Dicta los reglamentos y disposiciones que conduzcan al mejor desempeño de la función judicial”. Después del caso Fraticelli, la Corte, por una acordada –porque la otra solución hubiera sido que la Legislatura, con toda la morosidad que a veces lleva el trámite legislativo, hubiera dictado alguna norma para asegurar el principio de imparcialidad– estableció que el juez que intervino en la Instrucción no intervenga en el juicio. 


Aunque parezca mentira voy a llegar a las conclusiones. Se podrá decir que muchos de los principios que hemos reseñado ya están escritos en el código actual. Es cierto, el non bis in ídem, el in dubio pro reo, el “juez natural” están escritos en el código actual, pero debo decir que no tienen vida, porque estos principios, si no van acompañados de la oralidad, de la acusación, de la publicidad, de la inmediatez, de la contradicción y de la concentración, son letra muerta. 


Así como nosotros somos un cuerpo y un espíritu y nuestro cuerpo, nuestra materia, no se diferencia, en su esencia, de las demás materias, porque somos personas por esa unidad indivisible de cuerpo y alma, así también esos axiomas son cuerpo pero les estaba faltando el alma que hoy le queremos introducir con este despacho. 


Quiero recordar, para no ser ingrato, a los autores, a los integrantes de la Comisión Bicameral creada por la ley 10.545 del año 1992, que elaboraron ese magnífico proyecto para su época, que murió creo en el Senado de la Provincia, allá por el ’93. A ellos, agradecerles el esfuerzo intelectual que hicieron para elaborar ese proyecto tan armónico. 


Quiero, también, que se me permita un agradecimiento personal dirigido al distinguido compañero y correligionario Mascheroni por haber tenido la osadía, junto al que habla, de dar nueva vida a esta idea y proyectarla, respetando la propiedad intelectual de sus originarios autores para que tuviera estado legislativo y recordar que lo hicimos mucho antes de que nos acuciaran los casos Casal y Fraticelli. 


Quiero, también, que se me permita un agradecimiento especial al presidente de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, el compañero Esquivel y, a través de él, a todos los integrantes de la Comisión, porque supieron ponerle motor y alas a este proyecto, para que no muriera olvidado en algún cajón del despacho de la Comisión y, aprovechando que no está presente, para que no parezca un compromiso, quiero rendir un homenaje, también personal, a un ilustre procesalista santafesino que bregó desde siempre por imponer este paradigma procesal en la Provincia de Santa Fe, a quien la vida le jugó una mala partida, pero no obstante, sigue bregando desde la cátedra, con el mismo entusiasmo de hace 20 años, por humanizar el Derecho Procesal Penal y por darle vida a este nuevo Derecho Procesal Penal. Me refiero a mi querido amigo, el doctor Jorge Vázquez Rossi.


Y por fin, señor presidente, permítaseme formular un ferviente deseo, dirigido a los operadores jurídicos, a los abogados que van a actuar como acusadores, como defensores o como jueces: para que no se hagan ciertas las premoniciones que varias veces repitió el procesalista rosarino a quien hiciera alusión anteriormente, Héctor Superti, en relación a las corporaciones que han venido impidiendo que este nuevo paradigma sea ley de la Provincia. 


Deseo que no asfixien a esta criatura que no demoró nueve meses en nacer, sino que lleva más de un siglo. Ojalá que esta nueva ley; que podrá tener defectos, que podrá no ser perfecta, pero que, indudablemente, mejora notoriamente el procedimiento penal santafesino, que mejora notoriamente la calidad institucional de Santa Fe; rija en toda su plenitud.

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Pido la palabra.


Por el final. Agradezco la mención del señor diputado Kilibarda, por el destaque inmerecido, en lo que a mi respecta. Pero también tomo sus últimas palabras como base para plantear, qué es lo que tenemos hoy en debate. Obviamente que los voy a liberar de repasar los institutos del Derecho Procesal Penal y la Teoría General del Proceso porque no vamos a tener tiempo. Es importante hacer una breve referencia a la génesis de este proyecto, no en el largo tiempo histórico de comienzos de la organización nacional, sino en esta etapa contemporánea. 


Dijo bien el diputado Kilibarda, de la vieja estructura del Código santafesino a partir de la 6740, hecha en la década del ‘70', gobierno militar, año ‘71, se buscó, por algunos juristas santafesinos, implementar un Código Procesal, en el cual, manteniendo la estructura conceptual del viejo Código, se atenuaran o modernizaran algunos institutos. En ese momento, año ‘71, ya había pasado mucho tiempo de la época que citó el diputado Kilibarda, el año ‘39, en el cual la provincia de Córdoba fija el Juicio Oral, es decir el juicio oral y público en una provincia argentina. Y posteriormente, la provincia de Entre Ríos, con un mismo sistema. Sin embargo, la Provincia de Santa Fe, que tiene una rica tradición jurídica y procesalista, decide, en ese momento de un proceso militar, mantener, más allá de los retoques, un código con estructura inquisitiva, la figura del Juez de Instrucción, atenuando algunas cuestiones y dándole agilidad a otras.


Desde el año ‘71 hasta el presente, ese Código Procesal sufrió innumerables –que ya se han citado– leyes modificatorias. Pero voy a destacar la 8.774, 10 años después, también gobierno militar 1981, y la última en el 2003 la 12.162 que sancionara la Legislatura anterior a nosotros. ¿Por qué digo estas tres, estas dos aparte de la 6740? Porque todas las otras leyes fueron modificaciones parciales de la estructura del Código y la mayoría de ellas, en gobiernos democráticos, buscaron atenuar el excesivo poder del Juez de Instrucción y, sobre todo, las deformaciones del procedimiento prevencional en sede policial, recortando facultades, buscando mecanismos garantistas. Pero me permito señalar, con todo respeto a esta normas que, más allá de las buenas intenciones, tenían un pecado original: era seguir manteniendo la concepción filosófica que el Código debía continuar con esa estructura decimonónica –por no decir más bien, dieciochesca sería, en todo caso– de un juez instructor, del principio de sospecha y no de los elementos objetivos para acusar, del mismo juez que actúa, juzga y trata de investigar, proceso inquisitivo y se hizo un esfuerzo normativo importante para incorporar institutos como el derecho a la víctima, etcétera, que no funcionaron en serio, pero no es sólo que haya habido mala voluntad –si es que la hubo– esos avances se daban de “patadas” con la esencia del Código que mantiene hasta la actualidad.


Por eso quería hacer una referencia al génesis de qué es lo que tenemos hoy, entre manos, discutiendo. En los ’90 se constituye esta Comisión Bicameral, con un mensaje del ex gobernador Reutemann y se convoca a hombres preclaros de la investigación y de la Justicia y expertos en materia procedimental penal que con legisladores –recuerdo que integramos, por esta Cámara, los entonces diputados María Angélica Gastaldi, Angel Baltuzzi, Bearzotti, Caballero Martín y quien habla, esto es importante que ustedes lo tengan en cuenta y no que lo interpreten como una endecha– ya queda instalada en los ’90 que el Código de la Provincia de Santa Fe estaba ya a años luz, aunque no había producido todavía la Argentina la reforma del año ’94, con las leyes que tenían rango de ley de la Nación, con los tratados internacionales, a partir de que la Argentina suscribe el Pacto de San José de Costa Rica y toda esa batería de tratados garantistas que nosotros nos negábamos a aplicar. 


En ese momento, esta Comisión produce un Código que era, evidentemente, revolucionario porque concebía, incluso, la investigación penal preparatoria, desde el punto de vista oral, como hoy se jacta Chile de tener las dos partes del proceso que, antiguamente diríamos de instrucción o investigación penal preparatoria y el plenario, diríamos, propiamente del juicio, con todos los atributos o características que bien señaló el diputado Kilibarda, sobre todo el de la oralidad, publicidad y la contradicción. Eso que Chile tiene y exhibe como una maravilla moderna, la Provincia de Santa Fe lo discutió en 1993 sobre el enfoque de que toda la actividad procesal provincial debía ser oral y los jueces exclusivamente dedicados a la garantía o a vigilar el debido proceso. 


Pero ¿qué ocurrió que esa norma no pudo cristalizarse en la sanción de un Código? Cuando nosotros, en aquella época y aún hoy, planteábamos que había sectores que, con concepciones retardatarias y corporativas, venían fogoneando sistemáticamente, por décadas, que la Provincia de Santa Fe no adecue su legislación procesal penal, que no es, ni más ni menos, lo que bien dice el diputado Kilibarda, pero lo voy a plantear en términos de lego, como dicen algunos tratadistas, la legislación procesal, desde un punto de vista lúdico, es la que determina las reglas de juego; es decir, qué es lo que se puede hacer en un proceso, que es nada más ni nada menos que estar limitando, vigilando, condicionando la pretensión punitiva del Estado. Cuando la ley es más engorrosa, cuando más poder tienen los funcionarios judiciales, cuando se despersonaliza, fundamentalmente, la regla procesal o el proceso propiamente dicho, más allá de todo cacareo y de toda declamación, estamos en presencia de concepciones autoritarias, que instrumentalmente se reciclan a sí mismas y que después son una excusa para que los cambios no se produzcan. 


¿Qué se nos dijo en los ’90 cuando empezó esta polémica, que con el diputado Kilibarda empezamos en el 2004 para materializar en el 2005? “Esto es imposible, porque para esto se necesita una tonelada de plata, para esto se necesita discutir todo, incluida la reforma de la Constitución de la Provincia, para esto se necesita tener hasta el último detalle acomodado porque sino los códigos no sirven”.


Lo que me sorprendió es que desde sectores lúcidos de la investigación, del derecho, de la cátedra, se plantearon argumentos que fueron los que el Colegio de Magistrados o el grupo de profesionales utilizó con pluma muy fina, para impedir que la Provincia alguna vez aborde esta discusión.

–
Asume la Presidencia del Cuerpo, su Vicepresidente Primero, el diputado Roberto Gustavo Dehesa.

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Ustedes dirán: “Mascheroni, como opositor, viene a plantear cuestiones que no son ciertas”. No es así. 


El propio gobernador Reutemann, en su segunda gestión, lamentablemente lo tuvo que reconocer por escrito en el mensaje a esta Legislatura, que después sanciona la Ley 12.162. Y esto no es un tema menor, me voy a permitir recordarlo. Dice el gobernador Reutemann, con la firma del señor ministro Carranza, en marzo de 2003, no hace mucho: “En el año 98 el fuero de jueces penales manifestó su preocupación a las autoridades del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, especialmente su negativa a implementar una ambiciosa reforma de procedimiento con miras a generalizar el juicio oral sin estudio previo de factibilidad y, fundamentalmente, sin la asignación de las partidas presupuestarias acorde a los valores en juego”. 


Hasta aquí, es una descripción objetiva. Lo que me preocupó de este mensaje en su momento –y esta es la explicación de por qué todavía estamos viendo si sancionamos la ley– es cuando dice el gobernador: “Sin embargo, una reforma que signifique un cambio tan profundo en el sistema procesal penal requiere de un gran consenso, que no existió en 1993, y que aún hoy no existe suficientemente. Y creemos que es imposible implementar una reforma sustancial, si todavía se advierte cierta resistencia en los operadores del sistema judicial”. ¡Error! 


El poder político, amparado por la doctrina pacífica nacional e internacional, por el derecho comparado de las provincias, incluso de la reforma del Código Procesal Penal de la Nación, jamás le debió reconocer a la corporación que estábamos limitados, porque los operadores del sistema seguían resistiéndose, y se resistieron hasta ahora, porque he participado de eventos convocados por los magistrados y tuve que salir, individualmente, a defender como pude, frente a una sistemática detracción al código, entrando de lleno en la discusión en lo particular, que es la forma de abortar un debate serio y no reconociendo que el núcleo de este debate está en la filosofía que inspira a una legislación procesal penal respecto de la otra. Garantista, oral, público, contradictorio, inmediación o inmediatez, principio de libertad, derecho de la víctima, participación del Ministerio Público y de los fiscales en la persecución penal, en la acusación, si hay razón, versus este dinosaurio jurídico emparchado desde la década del ’70 hasta el presente, para no ceder la cuota del poder que tenían.


Reitero, imagínense ustedes que el Gobernador de la Provincia dice, ya no en el idioma de los cardenales, en vivo y en directo, que hubo un grupo, una corporación que frustró esto, ¿qué podíamos decir los que venimos de la década del ’90 y no sólo en la Legislatura, porque como bien dice el diputado Kilibarda, reivindico, más allá de las diferencias que podamos tener en lo particular, a aquellos jueces, profesores de Derecho Penal, integrantes de los colegios profesionales de la Provincia, titulares de la cátedra, investigadores, abogados de la matrícula, que vienen en una militancia coherente desde el punto de vista de que la Provincia de Santa Fe tuviese de una vez por todas una legislación acorde a las necesidades y a los imperativos del ahora.


¿Qué hicimos en el 2005 mientras la corporación dormía tranquila? Porque de vuelta se iba a aventar cualquier pretensión de debate. Introdujimos un proyecto en el cual, en mi caso particular, me consta que el diputado Kilibarda también, no estábamos de acuerdo en todo. Unos por una razón y otros, por otra.


Estábamos incorporando y dándole estado parlamentario al proyecto de la Comisión Bicameral de 1993 en su redacción original y con las incorporaciones que hace bien el Gobierno de Reutemann de intentar, una vez más, implementar el juicio oral en la Provincia y muere en la Legislatura la iniciativa que es 1999-2000. 


Ya incorporan ahí algunas cuestiones al proyecto originario, que fue el proyecto que con el Dr. Kilibarda presentamos. Juicios por jurados, con todos los bemoles que eso tiene, y limitados exclusivamente a los delitos, llamémosle de funcionarios públicos o políticos, por aquel principio de que quien los elige los juzga. Yo no lo compartía tanto, pero no teníamos tiempo de sacar y modificar ese ítem.


Las discusiones sobre el querellante, que ya las veníamos trayendo, de vieja data y, sobre todo, ya con la absoluta certeza de las exigencias internacionales –y no habiendo todavía mediado el pronunciamiento de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que nos daba la razón a nosotros– el tema de la doble instancia, que en definitiva es una cuestión que divide a los que discuten los aspectos más sofisticados del Código, a los que hilan fino, a los que saben más que yo.


Pero también voy a demostrar –parafraseándolo a Kant impropiamente, no por la razón pura, sino por la razón práctica– que aún sin meternos en el fondo de algunos institutos que la doctrina todavía discute, en definitiva, la adopción de una norma u otra es un acto de decisión política, incluso, en este caso de política criminal de la Provincia. 


Y por eso, aún sabiendo que podíamos estar en discrepancia, firmamos, consultamos con algunos de los viejos integrantes e incorporamos el proyecto. Una única intención nos animaba: no ser los autores sino instalar el debate.


La inmediata respuesta de la corporación fue enfrentarnos y hubo intentos que felizmente no llegaron a un plano concreto, porque esto aporta y es muy importante que lo tengamos en cuenta, aunque en este Código no tengamos como en la Constitución un preámbulo que hable de los pactos preexistentes. El Código, lo mande quien lo mande, está conteniendo las luchas preexistentes, los reclamos preexistentes, las concesiones conceptuales ideológicas preexistentes exhibidas en la cátedra, en la magistratura, en el ejercicio de la profesión y en eventos de carácter institucional como esta Cámara votara a instancias, en algunos casos, de la diputada Peralta y creo que de la diputada Benas en otros, y participaciones en congresos donde se iba a ratificar sistemáticamente la necesidad de abrir el debate y la discusión sobre esta materia.


Yo sé –porque participé de pocas, pero participé– de algunas de las reuniones en donde hubo magistrados que se creerán los autores; acá no es una discusión de quién escribió el texto, sabemos quien lo escribió. El texto que se remite en el Mensaje es, en más del noventa por ciento, el texto que votara la Comisión Bicameral y que hiciera suyo como proyecto de ley, modificado en aspectos sustanciales para planteárselo, más algunas cuestiones que han incorporado y que voy a decir que uno, en su momento, tenga que hacer alguna reserva para decir porqué discrepo en algunas cuestiones o porqué discrepamos algunos en lo particular.


Sustancialmente el proyecto que viene definitivamente erradica la casación y todavía no estaba instalada la polémica del señor presidente de la Nación, si faltaba algo, para ayudarnos a quienes nunca estuvimos de acuerdo con la casación, más allá de las diferencias. Y se reimplanta la doble instancia, se toca un tema que es muy sensible: justicia oral de tribunales unipersonales o colegiados. Y por un principio de sentido común, también de practicidad, optamos por cambiar el tribunal colegiado, con la amplia demanda que ello significa en infraestructura edilicia, recursos humanos y costos, e implementamos –a instancias de un trabajo que hace el doctor Julio de Olazábal y hay que destacarlo en ese sentido– estas modificaciones estructurales que conforman el núcleo o la estructura básica sobre la cual debió sujetarse la Comisión Bicameral. 


Obviamente que se intentó restringir –no digo tergiversar–, atenuar o reconvenir algunos de los puntos conceptuales que el Código plantea. Pero lo cierto es que la Comisión no tuvo más remedio que tomar la resultante de un trabajo de mucha gente. Este es el génesis, brevemente, de lo que hoy estamos planteando.


Lo he dicho conversando con algunos amigos y lo planteo acá, esto es como la Ley de Lemas, que no se crea que la derogó el Gobernador Obeid, la derogó la sociedad de la provincia, más allá de qué ley salió.


Y más allá de quien sea el Mensaje, lo que queda absolutamente claro es que por primera vez se derrota a los retardatarios de la Provincia de Santa Fe, independientemente de quien lo vaya a poner en marcha e independientemente de aquellas cuestiones serias, de fondo y algunas de forma, que pueden hacer que nosotros sostengamos críticas muy profundas a algunos institutos.


¿Por qué? Cito a título de ejemplo el tema del Ministerio Público. Ustedes saben que a partir de la reforma de 1994, la implementación en el orden nacional, como se dice, de un Ministerio Público bicéfalo, el de la Fiscalía y el de la Defensa, y nuestra limitante relativa, de que el Procurador General de la Corte integra la Corte Suprema, que bien podríamos mantenerlo para actuar en los casos de revisión o los de recurso extraordinario ante la Corte. La doctrina es pacífica en esto y esto también formó parte del debate de aquel momento, sin mucho respaldo constitucional, de que aún sin llegar al ministerio extrapoder, la organización del Ministerio no puede estar en el Código, requiere de una ley específica o de dos en todo caso, una conceptual con obligaciones y deberes y la otra material para asignar el funcionamiento y la estructura, Ley Orgánica del Poder Judicial y Ley del Ministerio Público.


Limitarnos en el Código a fijar alguno de los conceptos, pero no que siga quedando en esta estructura la dependencia absoluta del Procurador de la Corte. Cito esto a título de ejemplo, otros se van a extender mucho mejor que yo, pero lo cito, para que entiendan por qué acompañamos una cosa con la que no estábamos de acuerdo. Y esta era la única posibilidad que se tenía de introducir el debate en general. Y en ese sentido, como en aquel momento lo planteaban los integrantes de la Comisión, me permito hoy recordarles a ustedes la posición del doctor Víctor Corvalán, abogado de la ciudad de Rosario, que intervino en la redacción del Código, en cuanto al Ministerio Público. Él sostiene, como acabamos de decir, la no correspondencia en el Código Procesal Penal de normas operativas del Ministerio Público Fiscal. Esto iría, exclusivamente, a la órbita de la ley especial. Y en el caso del artículo 86 dentro del mismo texto, este artículo debe formar parte de la ley de estructura del Ministerio Público Fiscal, por lo que decíamos antes, porque la política criminal de la Provincia la fija la Legislatura y el Ministerio Público la cumple. Pero la política criminal de la Provincia no la fija el Ministerio Público. En la medida en que nosotros a este Código ya lo estamos dotando de institutos importantes, que más de una vez y acuérdense lo que uno dice, la gente nos lo va a reprochar, como el principio de oportunidad o disponibilidad, porque la gente, quizás el lego cree que todos los delitos deben investigarse y que encima de investigarse deben tener condena, y esto es imposible.


Hacia fines de los años ‘90, los Estados Unidos dictaba sólo el 2% de condenas de los delitos que se producían. Capital Federal, para la misma época, tenía el 75% de las condenas para hechos menores. Entonces, el principio de oportunidad o disponibilidad, como dicen otras legislaciones, conjugando con una sabia disposición peligrosa pero interesante, de que la obligación de acusar del fiscal, que antes existía, lisa y llana, ahora es si existe el supuesto fáctico, porque sino vamos a ver cabriolas como las que hace Molina Picco para tratar de demostrar cosas que todavía no las vemos con tanta nitidez como él las ve. 


Entonces, este tema va a hacer que muchas causas no se investiguen o lleguen, incluso, por el aporte que el Código hace, que es el procedimiento abreviado, directamente al acuerdo entre las partes. Y como, charlando con algunos amigos, dicen “pero no pueden quedar delitos impunes”, fíjense, el Código, cumpliendo leyes de fondo, principios inspiradores, libera de la obligación de testificar a los familiares, parientes, cónyuges, etcétera. Ustedes imaginen que no es necesariamente el caso Dalmasso, el padre o la madre que mata al otro cónyuge en presencia del hijo mayor, y el hijo declina utilizar esta potestad que la ley le da, de que no está obligado a declarar, que las buscaremos por otros medios probatorios, entonces llegamos a un callejón sin salida. Es quizás la forma más dolorosa de plantear un homicidio que puede quedar impune. 


Este es un ejemplo extremo. Pero el principio de oportunidad o de disponibilidad, creo que va a determinar –por eso lo planteaba en política criminal– qué es lo que queremos que investigue la Justicia, porque tampoco puede ser que el 90 por ciento de las causas sean de ladrones de gallinas y nunca se esclarece un crimen emblemático, ni se sabe quiénes fueron los autores, ni mucho menos podemos llevar y elevar a juicio o imputar penalmente al autor de un cohecho, de un peculado o de un delito complejo.


Retomando el tema de la génesis, es verdad que este es un código garantista. Personalmente, no me cabe la menor duda. Es verdad que va a tener en el tiempo algunas dificultades en cuestiones de instrumentación concreta. Pero hay un hecho, y en este sentido quiero referirme a dos aspectos –también en el momento del tratamiento en particular, en una de esas, nos metemos–: tanto se presionó con el criterio garantista, que la Comisión remite a la Legislatura, en el caso del querellante, cuando todavía, si bien es pacífica mayoritariamente la doctrina que debe ser adhesivo, y en más de un caso subsidiario, la Comisión lo remite como si fuera querellante autónomo y acá el punto incorpora de una forma verdaderamente inexplicable el querellante público, al permitir en los delitos de los funcionarios públicos –sin aclarar si son contra el Estado o vaya a saber contra quien– que cualquier persona pueda actuar en carácter de querellante. 


Sabemos que en esto, la Comisión tiene criterio y en buena hora, lo señalo simplemente, porque retomando lo que es el principio del artículo 43 de la Constitución Nacional, yo, en el caso concreto del artículo 80, inciso 8 in fine y del 93 también, voy a plantear la supresión lisa y llana de la expresión “cualquier habitante de la Provincia”, porque la Constitución en la materia de acción por derechos difusos, etcétera, en el artículo 43 reformado habla del afectado, del Defensor del Pueblo y de las asociaciones que propendan a estos fines registradas conforme a la ley y el texto del código incorpora a las entidades, pero después dice “o en su defecto, cualquier habitante de la provincia”, esto también lo voy a suprimir. O en la hipótesis que la Cámara quiera seguir con el criterio amplio que la Comisión planteó, voy a sugerir que ese tema de “cualquier habitante de la Provincia” se transforme por “el Defensor del Pueblo” que sería el único que tendría una legitimación activa.


En el tema de los juicios por jurados no voy a reiterar lo que dijo el diputado Kilibarda. Evidentemente, –y hay coincidencia absoluta– sólo una ley puede establecer el modo, la oportunidad y el alcance de ellos. Insisto sí, en lo del Ministerio Público, como ley aparte.


Y en cuanto a la acusación, entre los deberes del fiscal, se suprime el de acusar. Ustedes dirán “bueno, se presume que está”, pero yo sostengo que hay que plantearlo en los términos de que es un deber de la Fiscalía acusar, cuando haya supuestos fácticos y de aquellos otros artículos más específicamente que aclaran qué características o componentes debe tener la acusación. Un ejemplo: mi intención es incorporar, en el artículo 88, un inciso nuevo, como 3 bis, que establezca la obligación de acusar con las limitantes que tiene en la parte específica, la actuación de la fiscalía, porque sino uno, en el análisis del artículo 80, ve una serie de actividades, pero no la específica de la Fiscalía de acusar, no en cualquier momento ni como quiera, cuando existen los supuestos fácticos y cuando ha reunido los suficientes elementos como para que en la causa pueda imputar a una persona y ser elevada a juicio.


Quiero remitirme a otras dos cuestiones que tienen también que ver, voy saltando esquemáticamente para no repetir y para dejar establecidos algunos conceptos. En el tema de la vigencia, si bien hay una propuesta alternativa que nos vino al final, quiero destacar lo que fue motivo de debate en la Comisión, que es el intento o la posición de pensar que este código iba a quedar, en cuanto a su aplicación, limitado o referido a un grupo de estudiosos que iban a ir analizando cómo era la secuencia para ir poniéndolo en práctica. Y esto tiene que ver con lo que discutíamos. Por los antecedentes que hay, no podemos dejar en manos de los operadores judiciales o de la estructura del Poder Judicial la implementación de una decisión política de la Provincia, cual es, la sanción del Código. Debe haber una fecha cierta, prorrogable o no. Pero esto es lo que estaba inicialmente flotando y es lo que venía también en el Mensaje, porque en la Comisión, mayoritariamente, existía el criterio de establecer una vacatio legis, sin término, y que solamente, de acuerdo a cómo se van produciendo los avances normativos o la disponibilidad de recursos, el Código entre en vigencia.


En esto quiero hacer dos reflexiones porque no es un tema menor. La aplicación parcial del Código no puede ser en función de razones materiales, debe ser territorial. Es decir, si en una jurisdicción hay condiciones para que funcione, pues bien, allí ponerlo en marcha, pero no que en alguna jurisdicción determinada funcione para algunos temas este Código, y para otros no.


Inicialmente, en la Comisión previmos una vacatio legis de 10 años, excesiva, lo reconozco, de dos años por jurisdicción, pero yo les puedo asegurar que de haberse sancionado en aquel momento, aún con ese período de implementación, hechos emblemáticos de la Provincia que han generado debate, por citar uno, de haber existido el querellante en el caso Lepratti, la cosa hubiera sido diferente; en el caso de los muertos en diciembre o por la inundación, hubiera sido diferente. Porque en el tema del querellante –me meto ahora para ir terminando– la doctrina, mayoritariamente, considera que debe ser adhesiva y lo plantea justificadamente. Pero, en este sentido, me permito insistir y defender el querellante autónomo, aún a riesgo de que alguno pueda decir, se privatiza el Poder Penal o la Justicia Penal. Porque, en definitiva, es una decisión política perfectamente modificable en el tiempo y que hoy tiene el objetivo necesario de terminar con un estado de inmovilismo de los fiscales y de las instrucciones que no descubren nada. Se limitan a juntar pruebas, pero no existe lo que se dice la investigación, que permita esclarecer el tema llegando a la verdad y, lo que es fundamental, culpar a alguien si existen elementos objetivos para hacerlo.


No nos extrañemos después, y esto sigue profundizando lo que diríamos en la jerga: “entran por una puerta y salen por la otra”. Porque si no hay elementos incriminantes y no hay hechos que justifiquen sostener la acusación, es imposible, en el proceso acusatorio, que exista, en principio, acusación y en la hipótesis de existir la misma, que haya posibilidad de una condena. 


Si el querellante aligera, acelera, hace más eficaz la justicia, yo diría, es una cuestión que habría que verla sobre la marcha. Y esto no es ser irrespetuoso o ligero en el manejo de cómo un código se va a ir desarrollando en el tiempo. Me voy a permitir citar textualmente al doctor Cristián Diego Ramírez, a cuya visita hiciera referencia el diputado Esquivel. Es un hombre que parece saber o, por lo menos, tiene antecedentes interesantes. Realizó el programa de pos grado en Ciencias Sociales, es master en Derecho en la Universidad de Wisconsin, asesor de la Fundación Paz Ciudadana, para la elaboración de un anteproyecto de Código Procesal Penal y Ley Orgánica del Ministerio Público, director del equipo técnico encargado de la elaboración del anteproyecto de Código Penal y Orgánico del Ministerio Público de Chile, miembro del Consejo Superior de las Universidades, asesor del Ministerio de Justicia para la tramitación y negociación de la reforma Procesal Penal en el Congreso, miembro del equipo redactor del proyecto La Justicia Juvenil, etcétera, etcétera. Este señor nos informó en Santa Fe, que, en el caso de la reforma chilena, lleva doce años de aplicación y durante ese tiempo ha ido sufriendo modificaciones. Y él reivindica –podemos compartirlo o no– en el proceso han transcurrido 12 años y yo diría todavía que esta coalición política que abarca al gobierno, a la oposición, al Poder Judicial, al gremio de los abogados, se ha mantenido y hoy es sustento. ¿Por qué?, dice él. Porque en algún momento histórico hegemoniza un grupo y en otro momento eso se modifica y lo que debe haber es una continuidad institucional en el tiempo para desarrollar gradualmente la instrumentación de este Código; y él termina reconociendo que sólo el diez por ciento de las causas en Chile llegan a la justicia oral. Ustedes dirán que esto es más moderno, pero lo quiero plantear también respecto de lo que dicen los cordobeses, cuando estuvieron acá el Dr. Vélez y otros nos manifestaron que Córdoba lleva nueve años intentando poner en marcha en su totalidad lo que es el Código Procesal y que, a medida que se ha ido desarrollando en el tiempo, cito un ejemplo, la decisión de integrar la fiscalía territorial quitándole espacio físico a las comisarías, metiendo un tabique en el medio, costó sangre y fuego. Y el tema de ir cambiando la cultura, incluso reconocido por ellos, que ya tenían tradición oral, entre las actitudes inquisitivas respecto de la actividad propiamente acusatoria, demuestra que la resistencia al cambio es muy grande.


Yo en esto me voy a permitir citar lo que decía otro especialista que es un verdadero “capo”, José Cafferata Nores, cuando en los ’90 discutimos las dificultades concretas de instrumentación, aparte de los problemas de estructura; “un nuevo código afecta a muchas cosas, por de pronto a mucha gente la manda nuevamente al colegio para que estudie, y aunque esto parezca una tontera, en términos de seriedad, en términos de lo que tiene que ser una modernización de una legislación y los beneficios que esto tiene para la comunidad en general, aunque esto parece una tontera –digo–, cuando uno tiene que sufrir los efectos de la tontera, se da cuenta que la vocación por no estudiar, por no cambiar, por no preocuparse, a veces es mucho más fuerte de lo que uno cree, y también un código rompe un esquema de poder”. 


Y cita muy simpáticamente –se lo recuerdo a ustedes– esta anécdota: “Yo no me puedo olvidar que un monarca francés se hizo famoso cuando le preguntaron qué era el Estado, y él contestó lacónicamente: yo. Le preguntaron poco después quién era el hombre más poderoso de Francia, pensando que iba a decir la misma respuesta. ¿Y saben qué contestó? El Juez de Instrucción. El Juez de Instrucción es el hombre más poderoso de Francia y es el hombre más poderoso de cualquier organización estatal donde haya investigación penal a cargo de un Juez de Instrucción”. Esto lo decía Cafferata Nores refrescándonos que la pelea, aún logrando la norma positiva, la materialización del objetivo a cumplir lleva tiempo.


Termino con esto, me reservo para la discusión en particular para no demorar mucho; un párrafo muy breve pero que tiene que ver con el querellante particular como decisión política, más allá del tema técnico. La Comisión se había enfrascado en un gran debate frente a la negativa del querellante adhesivo, por el fiscal, si puede recurrir ante el juez, apelar, etcétera. Con una absoluta simpleza Cafferata Nores nos expresa: “Hay que tratar de evitar la teoría, ver qué es lo que queremos hacer con el querellante y regular de acuerdo a lo que queremos hacer, en la medida que no rompamos ninguna norma constitucional”. En el caso del querellante autónomo –como en el mensaje se prevé– yo diría antes bien, no se rompen reglas de garantía constitucional, se es hipergarantista y es evidente que en la puesta en marcha hay una desproporción que desde el punto de vista teórico puede afectar el equilibrio de un proceso penal. El litisconsorcio que forman el fiscal, el y los querellantes, contra el pobre imputado, hace que haya una desproporción muy grande entre la acusación y la defensa. Evidentemente, cada uno plantea por distintas vías o por distintas cuestiones. Y en este sentido, los que son cautos respecto a la institución del querellante insisten en que siendo adhesivo es la única forma en que no puede o no debería terminar sustituyendo la pretensión punitiva del Estado, transformándose prácticamente en una figura de la misma envergadura y alcance que el Ministerio Público Fiscal.


En la discusión en particular, voy a plantear esto de los intereses difusos, si es que hay alguna modificación, la obligación de acusar, el tema del mantenimiento de fotos o video imágenes para la identificación, en el momento de la producción del hecho, el reintegro de inmuebles, la denuncia escrita y, en los casos de los actos de la policía, la exclusión del o de la golpeadora del hogar conyugal o del grupo conviviente, que es un tema que la Legislatura anterior consagró después de muchos años de lucha y en este proyecto, repitiendo aquel esquema, hipergarantista, lo saca, pero lo cierto es que habría que contarle al que fue castigado en un lugar que vuelva a ir a ese mismo lugar, después, a hacer la denuncia.


Y la otra cuestión es el reintegro del inmueble, en el caso del delito del artículo 181 del Código Penal, es decir, la ocupación con violencia indebida o la intrusión, y otras cuestiones que vayan surgiendo.


Para terminar, también reconozco la buena voluntad del diputado Kilibarda, con quien, desde muchas ópticas, en muchos casos, no coincido, desde ya hemos expresado notorias discrepancias en cuanto a cómo llegamos a esto, la cuota de responsabilidad que le corresponde al Estado, porque si bien los argumentos que demoraron abrir este debate de una vez por todas en la Provincia, son de peso y son serios, esta –como hemos dicho en algunos otros casos– es una decisión política, como lo fue en su momento, la sarmientina Ley 1420, cuando no había establecimientos educacionales, pero la ley se dictó porque era un paradigma a lograr. Y sé que este código, para ponerse en marcha, le falta mucho, pero es una definición política, es un paradigma a alcanzar que la Provincia de Santa Fe, de una vez por todas, tenga una Justicia procedimental que cumpla imperativos categóricos de la Constitución Provincial, de tratados internacionales y del reclamo sistemático de los sectores que más se han visto perjudicados por el procedimiento escriturario, que no son los rubios de ojos celestes, precisamente, ya que la mayor cantidad de casos que se investigan y los casos en los que el poder del Estado ejerce una violencia, más allá de todo límite y de todo razonamiento, están vinculados con los sectores más desprotegidos o más marginales de nuestra organización social.


Por eso, en general, firmé el dictamen, voy a acompañarlo con mi voto, las reservas en particular las acabo de mencionar, más alguna otra que tengo anotada, pero está planteado cuál es el núcleo de la cuestión. El debate y la coincidencia en el enfoque, en modo alguno, desde mi óptica, liberan de la responsabilidad que el Estado tuvo institucionalmente a partir de los noventa o, concretamente, de la reforma de la Constitución de una forma verdaderamente injustificable. Y después de toda esta lucha, por si faltaba algo, vino inexorablemente, el pronunciamiento de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en el caso Fraticelli, cuando les dijo: “ustedes no pueden demorar más”. Y se les terminaron los argumentos, tuvieron que hacer la comisión y meterse a trabajar para tratar de salvar como pudieran una inacción que tenía, desde el punto de vista formal, diez años y desde el punto de vista material, por lo menos, veinticinco. 

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Pido la palabra.


Hace algunos años, los equipos técnicos del Socialismo, con el asesoramiento de profesores universitarios, en particular de la Universidad Nacional de Rosario, de la Facultad de Derecho, profesores de Procedimiento Penal y de Derecho Penal, empezaron a debatir sobre la necesidad de modificar el Código de Procedimiento Penal en la Provincia de Santa Fe.


En ese momento, establecimos dos premisas que creíamos fundamentales. En primer lugar, establecer lo que serían las bases ideológicas del nuevo procedimiento y, en segundo lugar, establecer los cambios culturales que un Código de Procedimiento o que el ejercicio de los nuevos procedimientos traerían aparejados para ser efectivos.


¿Por qué tomamos estos dos puntos? De hecho, tal cual lo señalaba el diputado Kilibarda, en el siglo XIX se produce en nuestro país un debate entre dos modelos: un modelo que encabezaba Victorino de la Plaza, que tenía antecedentes en el derecho anglosajón donde, evidentemente, se le daba una importancia fundamental a la participación popular; y una ideología, que fue la que prevaleció, que era la sustentada por Obarrio, que tenía un sustento inquisitivo, donde los jueces cumplían la función de investigar, acusar y juzgar.


Esta ideología ingresó en el Código Penal Argentino, en los Códigos de Procedimientos Argentinos e ingresó en la Provincia de Santa Fe.


El 31 de mayo de 1894, en Santa Fe se comisiona a los Dres. Manuel Morán, Simeón Aliaga, Zenón Martínez y Luis Blanco para que proyectaran reformar el Código de Procedimiento en lo Criminal y Correccional. 


Este Código –y esto lo cito textualmente de los autores– con sus reformas, entró a regir en 1896; con sus reformas y con las sucesivas leyes modificatorias es el Código que está en vigencia todavía en la Provincia en el procedimiento Criminal, no así en el Correccional.


Esto lo dicen los autores, en la década del ’60, lo que prácticamente ratifica una continuidad cultural de un método de procedimiento inquisitivo que fue el que rigió tanto la doctrina, la jurisprudencia, como las cátedras como, evidentemente, toda la cultura penal en la Provincia de Santa Fe, que empezó a ser cuestionado, sin dudas, a partir de la década del ’90.


¿Por qué hago referencia a esta realidad? Porque, tal vez, explique porqué en el año ’93 se crea una comisión, que elabora un proyecto importante, relevante, sobre bases acusatorias. Ese proyecto no fue aprobado; evidentemente, triunfaron los intereses de las corporaciones, triunfaron los intereses sectoriales pero, en la práctica, lo que triunfó fue una postura profundamente arraigada que era la de mantener vigente los procesos inquisitivos, los procesos escritos, como forma de procedimiento penal en la Provincia.


Cuando nosotros ingresamos a la Legislatura, en el año 2003, ya estaba dictada la causa Llerena; en el año 2005 la Corte Suprema se expedía en la causa Casal y en el año 2006 la Corte Suprema fallaría en la causa Diesser-Fraticelli.


Tres fallos centrales, los primeros dos fundamentales en el cuestionamiento al sistema inquisitivo en cuanto a que una misma persona investiga, acusa y juzga; y la causa Fraticelli, haciendo ya referencia concreta a la justicia vigente en la Provincia de Santa Fe.


Sin embargo –y en esto retomo lo que decía el diputado Esquivel–, fue esta Legislatura en dos oportunidades, la que reinstaló el debate en la Provincia de Santa Fe acerca de la necesidad de modificar el Código Procesal Penal vigente.


En la primera oportunidad se hizo en esta Legislatura. Quiero, simplemente, refrescar dos frases que se dijeron ese día, que me parecen importantes, una es del camarista penal de la ciudad de Rosario, doctor Ríos, y otra del camarista penal de la ciudad de Santa Fe, el doctor De Olazábal, porque en cierta forma, manifestaban su desazón cultural frente a la posibilidad de cambios que esta Provincia estaba reclamando y que no se venían dando.


Decía el doctor Ríos: “La historia jurídica y parlamentaria del proyecto de 1993, no es sino la historia del eterno debate, de la divergencia instalada entre dos corrientes del pensamiento penal, digámoslo francamente, entre dos filosofías enfrentadas, como recién lo acaba de expresar. La mentalidad innovadora, respaldada por una mayoría universitaria, académica y doctrinaria, pero que era una minoría en la corporación judicial, conformaba una tendencia que ponía el acento en el debido proceso exigido por la Constitución Nacional, en un proceso anglosajón; y del otro lado, en una óptica que imaginaba a los jueces como mosqueteros en lucha contra la criminalidad para combatir la impunidad y averiguar la verdad, ejemplarizar e imponer el orden, concepción cuyo fracaso sumió a la magistratura penal en el profundo pozo del descrédito hoy imperante en la estimativa de la voluble opinión pública. Los escépticos temían a los cambios porque, anclados en el pasado, desconfiaban de debilitar el poder de un tribunal omnipotente y hegemónico”.


De Olazábal, anticipaba que ya no había margen para el cambio. Mencionaba claramente la causa Llerena. “La Corte Suprema de Justicia, internamente, ha establecido un principio de que los jueces inferiores debemos ajustarnos a los criterios por ella establecidos so pena de incurrir en arbitrariedad, a menos que se analicen nuevos argumentos que no sean tenidos en cuenta por la Corte Suprema de Justicia de la Nación”.


Y decía: “En el caso Llerena, la Corte Suprema de Justicia de la Nación, bajando la línea de los tratados internacionales, directamente dijo: ‘Es inconstitucional la posibilidad de que el juez que haya llevado adelante la investigación, luego sea el juez que juzga, no puede existir esto’. Pues, nosotros seguimos todavía teniéndolo, ni siquiera hemos tenido la posibilidad de establecer un sistema en que los juzgados correccionales puedan mantenerse, pero que sea un juez correccional el que investiga y otro juez correccional el que juzga”.


Estas frases dichas en este recinto, sin duda, no tuvieron más repercusión que las versiones taquigráficas que quedaron registradas.


Surge la causa Fraticelli, surge la necesidad de dar una respuesta institucional frente al planteo que se venía, sin duda, de la innumerable cantidad de causas que, si no tenían una diferencia en su implementación, iban a caer en la inconstitucionalidad y aparece impulsado por la Corte Suprema de Justicia el Plan Estratégico para la Justicia Santafesina.


En ese momento empezamos a dar tratamiento en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General a un proyecto que hacía más de un año estaba en la Comisión y que, si mal no recuerdo, había perdido estado parlamentario. Se llegó a tratar el Libro I y el Libro II. Cuando se nos dijo que esperáramos para continuar el tratamiento porque iba a ser enviado el proyecto elaborado por el Plan Estratégico. Efectivamente así se hizo. Se recibió el proyecto a fines del año 2006, y se quedó en que se iba a comenzar a tratar en el mes de febrero, pero eso no sucedió. Hubo algunas consultas, como expresaba el diputado Esquivel, hasta que hace exactamente un mes, se llega con un cronograma, se nos dice que el que tenga sugerencias para los Libros I y II, las tenían que presentar hasta tal fecha, como si fuera la maestra, el que tenía sugerencias para el Libro III, presentarlas en tal fecha, y el que tenía sugerencias para el Libro IV, V y VI debían presentarlas en tal fecha. Ese mismo día se pide preferencia para tratarlo en el día de hoy.


Nosotros tenemos una convicción y una preocupación. Una convicción es que esta Provincia necesita un cambio cualitativo respecto a la actual situación o sistema procesal penal provincial. Tenemos la convicción de que, en parte, creemos que este proyecto refleja que este procedimiento debe ser de base acusatoria. Tenemos la convicción de que debe ser un procedimiento que permita descomprimir el sistema judicial haciendo posible que se ocupe preferentemente de los hechos de mayor impacto en diversos sentidos. Tenemos la convicción de la necesidad de participar de la víctima en resguardo de su interés, sin subordinación a la actividad del fiscal. Y tenemos la profunda convicción de la necesidad de tener un proceso oral, con audiencias donde se desformalice la etapa de investigación, centrando las mismas en la etapa principal del proceso, que es la del juicio.


Esas son las convicciones que nos llevan a apoyar este proyecto en general, pero que nos generan dudas, muchas dudas. Creemos que esto se debe a una ausencia de debate, no de artículos, no de palabras, que también las hay para cambiar, y muchas, sino de debate de las instituciones, que evidentemente el proyecto contempla y que se debieron debatir. Porque una cosa es el convencimiento en general y otra es que entre el blanco y el negro hay muchísimos matices, y nosotros aquí estamos hablando de muchísimos matices.


Anticipaba el diputado Mascheroni uno de los temas centrales del sistema acusatorio, yo diría que es el jerárquico, que es el papel protagónico que necesita tener el fiscal en materia de investigación.


Nosotros tenemos dos realidades distintas, incluso, en algunos casos contradictorias. Tenemos un mensaje que llegó a la Comisión de Asuntos Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General estableciendo la regulación del Ministerio Público Fiscal y tenemos, en este proyecto, la regulación del Ministerio Público Fiscal o, por lo menos, las bases principales que regulan el Ministerio Público Fiscal.


Nosotros sostenemos que la esencia de este procedimiento está en la independencia del fiscal. El fiscal debe tener independencia en el ejercicio de su función. El sistema actual, con variantes, se reproduce en el proyecto y en el mensaje en tratamiento en la Comisión de Asuntos Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General. En ambos casos se mantiene la figura del procurador como cabeza del sistema y, lo peor de todo, es que en ambos casos se mantiene la estructura bicéfala donde alguien, bajo una misma cabeza, ataca y defiende: el fiscal y el defensor bajo la misma estructura. Y en el proyecto que está en tratamiento se da más todavía porque se le mantiene al procurador la facultad disciplinaria, o sea que da instrucciones y distintas facultades disciplinarias sobre los fiscales. 


Creemos que no hay ningún impedimento constitucional porque, como decía el diputado Mascheroni, nuestra Constitución habla estrictamente de que la Corte se compone con los ministros de la Corte y el procurador pero no establece ninguna función al procurador. Determinar un sistema de Fiscalía que esté en cabeza de fiscal general separado del procurador y que el procurador mantenga la función de dictaminar en aquellas causas que se le pida el dictamen que le corresponde como procurador de la Corte, pero es absolutamente injustificable, en aras de la independencia de la institución, que el procurador dé instrucciones y que, a su vez, sea parte de la Corte Suprema que muchas veces interviene en la revisión de los procedimientos. 


Pero mucho mas grave es lo vinculado al defensor. El defensor, en este procedimiento, adquiere una importancia fundamental porque el procedimiento acusatorio está basado en un fiscal que investiga, que promueve la investigación y que ofrece las pruebas y en un imputado con un defensor que plantea su defensa en base a los hechos que se le imputan. El fiscal debe ser imparcial, valora la prueba y, en su caso, juzga y determina la pena. El defensor es absolutamente fundamental en este procedimiento y no puede depender de la misma figura ni de la misma institución porque, en la práctica, nosotros sabemos que muchas veces, en esta realidad, los defensores terminan preguntándole al imputado “che, ¿sos culpable o no sos culpable?” Y después le dicen a la fiscal “mirá, a mi me dijo que es culpable”. Y ésa no es la forma de ejercer con las debidas garantías y los debidos derechos que prevé la moderna teoría penal, los modernos tratados constitucionales y los tratados internacionales.


Esto no se pudo debatir, era fundamental que se debatiera porque muchos de esos artículos ya están en el código que estamos aprobando. 


Hacíamos referencia –y lo he planteado muchísimas veces– a los jueces comunales, que el código le atribuye facultades en casos de urgencia. Me pregunto: se creó el Plan Estratégico, una de las comisiones era para tratar las competencias y facultades de los jueces comunales y el mapa judicial, ¿qué dictaminó la comisión?, ¿cuál es la competencia?, ¿cual es la materia?, ¿cuáles son los requisitos? Si se necesita tener un plan integral que sea expresión de un sistema integral del derecho penal, ¿no tendríamos que tener previamente determinado cual es el planteamiento que existe sobre esta materia?


Nos hubiera resultado importante debatir otros temas como, por ejemplo, la querella. Hay un gran debate doctrinario entre adhesivo y autónomo. ¿Sobre qué bases la Comisión y los legisladores adoptaron una posición o la otra? ¿Dónde se debatió? Es probable que esté de acuerdo con los términos del Código que se está tratando, pero debo tener la responsabilidad como legislador de saber por qué adopto una posición y no otra. Lo mismo pasa con otro debate, que no está concluido y que el propio Colegio de Abogados de Rosario lo trajo a la Comisión, sobre el tema de la casación y la apelación. Los miembros de dicho Colegio, claramente plantearon que la casación no viola la doble revisión de la sentencia y ratificaron que la causa Llerena no dice lo que los medios dicen que dijo.


Soy partidario de la doble revisión porque, aparte, lo prevén los tratados internacionales, pero a este debate lo debería haber tenido en la Comisión y no lo tuve.


En una de las actividades promovidas por diputados –y en esto valga la tozudez y la perseverancia de la diputada Peralta– se ha discutido sobre los jueces de Ejecución de Sentencia Penal, incluso, se llegó a sostener que su implementación había sido un fracaso. Ese sistema del juez de Ejecución Penal se mantiene intacto en el actual Código. ¿No podía haberse debatido, si muchas de las funciones que hoy tiene el juez de Ejecución Penal las debió haber mantenido el Ministerio Público Fiscal? ¿Dónde se discutió? ¿Cuál es el criterio?


Se plantea la creación de una oficina de gestión judicial que, sin dudas, va a tener una importancia fundamental. Pensemos que será la oficina que va a adjudicar la causa, que sorteará los jueces, ¿de quién va a depender? ¿Del Ministro de la Corte? Está en el organigrama dentro de lo que serían los órganos judiciales. ¿Cuál es su dependencia? Nosotros nos inclinamos por la necesidad de que este sea un órgano autónomo, que no sufra las presiones que pueda brindarle todo el sistema judicial vigente. Esto no está resuelto.


Se habla de la creación de un organismo de investigación. Nos parece correcto. ¿Cómo, quién? ¿Cómo va a funcionar? ¿Cómo se va a integrar? La dependencia va a ser del Ministerio Público Fiscal, dependiente del Procurador de la Corte. 


Se habla de la policía en función judicial. ¿Es policía? ¿Es policía judicial? ¿Cuál es el debate exacto?, sobre qué es lo que nosotros estamos aprobando.


Hay otro debate sobre el tema de los recursos del sobreseimiento del imputado. El proyecto prevé que lo puede interponer el Ministerio Fiscal y la querella. ¿Es correcto? ¿Forma parte de la tendencia moderna? ¿Coincide con la doctrina? Son todas preguntas e interrogantes que forman parte de ese debate que tendríamos que haber dado y haber salido con el absoluto convencimiento de que cada institución que aprobamos iba a tener el máximo consenso, porque todos sabíamos exactamente cuál era la regulación de esos grises que, evidentemente, tendríamos que haber hecho y desarrollado en la Comisión y que, sin duda, hoy llegamos a plantearlo con muchísimos interrogantes en este recinto.


Señor presidente, somos partidarios de un nuevo Código de Procedimiento, pero somos partidarios, y ahí vuelvo al otro tema que planteaba al principio, que uno era la base ideológica y el otro el cambio cultural. Un cambio tan profundo exige un gran compromiso, no solamente de los técnicos, sino un compromiso de la sociedad. Todo el mundo cita el caso chileno. En el caso chileno había tal compromiso de la gente con la reforma que había hasta distintivos que llevaba la gente diciendo “yo quiero la reforma judicial”.


Nosotros tendríamos que haber logrado este gran debate para que culturalmente sepamos cómo y en qué forma se instrumenta y generar todos los anticuerpos que van a existir para que esto no funcione. Las palabras –creo profundas– del ministro Zaffaroni en Rosario no son menores, está alertando sobre las reformas procesales apresuradas. Y en la conferencia –ya no lo que dice el diario, sino en la conferencia–, el ministro de la Corte, Zaffaroni, planteó que hay que tener mucho cuidado porque una reforma que no cubre las expectativas que genera, muchas veces termina generando un sentimiento de que esa reforma no sirve y que no logra lo que quería lograr, con lo cual se genera un efecto inverso.


Y creo que esto es fundamental porque queremos que esta reforma triunfe, porque si esta reforma triunfa habremos dado un paso importante en uno de los temas más serios que tiene el mundo moderno, que es la sensación de impunidad y la realidad de que la impunidad muchas veces triunfa sobre la justicia y sobre la propia seguridad de los Estados. Entonces, creemos, señor presidente, que ese cambio cultural es el gran debate de cómo se hace para instrumentar este Código en esta Provincia. 


Por ejemplo, hoy se resuelve, casi sobre la hora –porque el proyecto era distinto– que este Código se aplique a las causas a partir de la sanción. Es un criterio. Pero pensemos –y es una realidad, a lo mejor el diputado Kilibarda tiene más precisiones que yo– que debe haber no menos de 500 mil causas en trámite en la Justicia santafesina, que van a exigir toda una dedicación de jueces, de tribunales, de administración, etcétera. Pero también es fundamental pensar que la prescripción de las causas va a ser una mala señal para la ciudadanía.


Debemos pensar en toda la estructura edilicia para estos juzgados. En Rosario estamos construyendo en este momento espacios para Juzgados Correccionales y de Instrucción. Cuando uno habla de cambio cultural estos son mensajes claros que tenemos que definir. ¿Queremos la Justicia para un Código futuro o para el que está vigente?


Hace una semana designamos dos jueces de Instrucción, que en la estructura del código nuevo ya no van a existir. Nadie está diciendo que dejemos acéfala la Justicia y que si hay que designar jueces no los designemos, porque el bloque Socialista en eso ha sido coherente ya que ha acompañado la mayor cantidad de pedidos de designaciones que se han hecho por parte del Poder Ejecutivo; pero creo que como mensaje cultural, es fundamental decidir para qué empezamos a trabajar. Este cambio cultural, para nosotros, era fundamental, casi concomitante con el tratamiento de estas leyes.


Señor presidente, en el tratamiento en particular vamos a marcar los artículos que no vamos a votar favorablemente, nos vamos a abstener, porque creemos que son artículos que están sujetos a otras leyes, que no están dictadas, y creemos que recién cuando se dicten esas leyes, vamos a poder dar nuestra opinión. Y creemos que en materia concreta del Ministerio Público Fiscal –tal cual lo hicimos conocer en la Comisión– en lo que respecta al texto del proyecto que está en consideración vamos a dar nuestro voto negativo. Por supuesto, ratificamos en lo demás, nuestro voto afirmativo.

SR. LACAVA EÍ "PJ LACAVA, Mario" .– Pido la palabra.


Quiero dejar constancia que, en principio, el artículo aprobado o consensuado con el resto de los bloques en cuanto a la entrada en vigencia del Código Procesal Penal –aunque se podría ampliar con más profundidad y prolijidad– comenzaría a partir del último día hábil del mes de junio del año próximo. Lo digo, simplemente, porque me pareció que el diputado Lamberto tiene una confusión.

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– No tengo ninguna confusión, señor diputado, lo invito a que lea el proyecto de la Comisión, donde dice “causas en trámite”, que dice –por lo menos hasta esta mañana– “subsistirá la aplicación del Código Procesal Penal anterior para todas aquellas causas en las que hubieren empezado a producir prueba en el plenario...” Esto fue modificado y entra a regir este código para todas las causas a partir de su sanción. Se ha modificado el criterio. Eso fue esta mañana. Son dos cosas distintas...

SR. LACAVA EÍ "PJ LACAVA, Mario" .– Me refería a la entrada en vigencia del Código en forma plena, no respecto a las causas pendientes...

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Son dos cosas distintas...

SR. LACAVA EÍ "PJ LACAVA, Mario" .– Son dos cosas distintas. Yo me referí a la entrada en vigencia del Código que no va a ser a partir de la sanción de la ley sino, si es que estamos de acuerdo, a partir del último día hábil del mes de junio del año próximo.

SRA. BENAS EÍ "ARI BENAS, Verónica" .– Pido la palabra.


Desde el bloque del ARI creemos pertinente resaltar en esta oportunidad, y en este momento de la discusión, la imperiosa necesidad de la reforma, que tiene que ver con que todos debemos registrar una deuda con la sociedad en este sentido.


Me parece que, más allá de los aportes que puedan hacer los teóricos del derecho, de los sectores que han participado de mejor o peor manera, en lo que se dio en llamar el Plan Estratégico para la Reforma Judicial, creo que hay algo claro que es que la sociedad sale ganando cuando se discuten temas que son totalmente sensibles como es la administración de Justicia. 


No voy a apelar a la historia más remota del actual código vigente, ni siquiera voy a tratar de hacer hincapié en la más reciente, que tiene que ver con la confección de este proyecto. Evidentemente, hubo déficit en la participación de las distintas instituciones, con distintas objeciones de distintos sectores, que también se trasladaron a la imposibilidad o la falta de tiempo como de voluntad, de ampliar y profundizar la discusión en el seno de las comisiones. Pero sí, digo, que a pesar de todo esto hemos logrado un producto que responde, por lo menos, en forma más general a esta demanda de la sociedad. Este producto, este proyecto que hoy vamos a acompañar, creo que, de alguna forma, sintetiza las opiniones más progresistas que hemos podido construir a través de un difícil proceso de consensos, más allá de las diferencias particulares que cada uno de los sectores políticos que conformamos esta Cámara podamos expresar en particular.


Y digo, que si todos registramos la deuda con la sociedad, nuestra tarea como legisladores, hoy, es empezar a andar otro camino. Si hay algo claro es que tenemos que rescatar a las instituciones y las instituciones se rescatan cuando se les brindan herramientas para que recuperen una credibilidad perdida. Esto ocurre en la administración de la Justicia santafesina y no es una cuestión de opinión, sino que, prácticamente, podemos decir que hoy es una verdad objetiva. Desde la Corte Suprema de la Nación hasta cualquiera de los aquí presentes podemos coincidir que el actual código es absolutamente obsoleto.


Y no solamente por las cuestiones que tienen que ver con los fundamentos filosóficos, ideológicos, que no solamente han quedado sino que se han sostenido a lo largo de tanto tiempo, aún cuando venimos con un retraso, por lo menos desde el año ’94, cuando se reformó la Constitución Nacional y acá no hubo ningún registro de la necesidad de adecuar el Código de Procedimientos en nuestra Provincia.


Si bien resulta obvio reconocer que la discusión en los medios de comunicación de las opiniones de la Corte Suprema en relación al funcionamiento de la Justicia santafesina han impulsado hoy, por lo menos al partido del Gobierno, a tomar alguna iniciativa en este sentido, también debo decir que hay 24 años de gestión del partido Justicialista donde no hubo, no digo la voluntad, sino la decisión política necesaria para concretar esto que hoy vamos a tratar de concretar.


Lo digo, aún sabiendo que las presiones de las distintas corporaciones han sido muy fuertes, pero rescato –para ver la mitad del vaso lleno– esta decisión que, por distintos motivos, hoy se toma.


Digo esto porque, si nosotros afirmamos seriamente que hay cuestiones que deben concebirse como políticas de Estado, creo que no hay discusión sobre que la administración de Justicia es una de ellas, como lo es la educación, como es la salud, hay algunas metodologías que deberían aplicarse permanentemente como, por ejemplo, tratar, entre todos los sectores de la sociedad, sobre todo los sectores políticos que tienen representación en la Legislatura, de construir consensos, debatir ideas y que hoy recojo lo que planteaban los diputados que me han precedido en el uso de la palabra, esta ha sido imperfecta en ese sentido, aunque la voluntad que ha motivado la convocatoria al Plan Estratégico sea valiosa, evidentemente, hubo dificultades y esto se puede ver hoy.


Rescatamos, desde nuestro bloque, esta idea de trabajar en aquellas cuestiones que son núcleos básicos de garantías de derechos para la sociedad, deberían enfocarse de esa manera. Por eso también, desde nuestro bloque, hemos propuesto que en otras áreas, no solamente en la administración de Justicia, no solamente compelidos por esta situación particular que vive la justicia santafesina, sino todo lo que son políticas de Estado, se discutan en un marco amplio y se busquen los consensos para ir avanzando.


Digo esto porque rescato que si vamos a trabajar en fortalecer las instituciones, la continuidad debe primar sobre las políticas coyunturales que, obviamente, se ven afectadas por los sucesivos cambios de Gobierno y si no podemos pensar como sociedad, en disponer de una administración de Justicia eficiente, rápida y justa, aunque sea redundante, y si no podemos pensar en que nos debemos y les debemos a todos los santafesinos, una educación pública de calidad y una salud de la mejor calidad y que eso no puede estar sujeto a los cambios que se dan en el orden del Gobierno Provincial, estaríamos mejorando ampliamente y fortaleciendo nuestras instituciones.


Plantear esto de esta manera es entender que estamos dando un primer paso y con la sanción de este proyecto no está resuelto el problema de la administración de Justicia, esto también es una obviedad, pero no podemos dar por cerrado esto. Lo que hoy proponemos como un proyecto y acompañamos, no tiene por qué entenderse como una idea cerrada que no pueda reabrirse en la medida en que la necesidad de mejor Justicia lo haga necesario.


Además, me parece pertinente pensar en una implementación progresiva de esta propuesta. Seguramente, este Código necesitará de futuras adecuaciones, seguramente como la experiencia de los hermanos chilenos nos lo muestra, demoraremos más de un lustro, tal vez más de una década en acomodar este obsoleto sistema que tenemos en uno más garantista y más dinámico.


Pero además de estas cuestiones, que todos compartimos, por lo que acá se ha expresado, hay que valorar que, además de que el sistema que proponemos es más garantista, que es acusatorio y que sus principios sobre la oralidad, la publicidad, la contradicción, la inmediatez, la simplificación y la celeridad –como bien lo enunciaba el diputado Kilibarda– lo que estamos promoviendo e impulsando con decisión política, es un cambio de práctica de los operadores de justicia.


Este creo que es el tema o el obstáculo más difícil de sortear. Este cambio de práctica, obviamente, va a encontrar muchas resistencias y tenemos que tener mucha firmeza y por eso hablo de generar estos cambios con consenso y con compromiso. El hecho de reconocer en este nuevo Código a la víctima como sujeto de derecho, nos llena de satisfacción porque nuestro bloque ha presentado un proyecto en este sentido hace más de dos años, el del querellante particular y vemos con satisfacción, que en este proyecto está incluido en forma amplia el que nosotros propusimos.


No temo que en la aplicación puedan surgir modificaciones; sí temo, si se cierran las puertas, antes, y se dice “esto no se va a poder” o “esto no será aplicable” antes de probar aquello que, desde la teoría y desde las concepciones más progresistas, defendemos. 


Además, este cambio y esta figura, esta institución que estamos hoy incorporando en el Código Procesal Penal de la Provincia, obedece también a que en nuestra sociedad santafesina las víctimas tuvieron que organizarse para pedir justicia. Esto no es producto de discusión en las cátedras, ni menos entre los magistrados que obviamente no tenían ninguna intención de tener esta nueva tarea de soportar a un querellante litigando. Sí es producto de la lamentable realidad, donde tenemos a los sectores más vulnerables de la sociedad impedidos de participar e instar a la investigación y ni siquiera a la vista de la causa; por eso puedo mirar en este momento esta parte del vaso lleno. Porque hoy, las víctimas que se han retirado, había una organización que venía, entiendo, con esa expectativa. Y esto sí es una respuesta importante que podemos dar como legisladores a nuestra sociedad, porque es tan mala la administración de Justicia en la Provincia de Santa Fe que generó una sensación de impunidad colectiva. Y porque las víctimas del gatillo fácil, víctimas o familiares de las víctimas de violaciones, de homicidios, de robos seguido de muerte, no tenían ninguna respuesta por parte de la justicia de la Provincia de Santa Fe. Ni qué decir el papel deficiente que han cumplido los fiscales desde hace tiempo en esta materia, donde ni el gesto de empezar a investigar se producía. En este sentido, destaco esto como un avance, producto también de la organización de la sociedad civil en procura de mejores derechos, mejores garantías, que están reconocidas, en una parte, por la Constitución Nacional y que acá no se efectivizan.


Aún quedan pendientes muchos institutos que deberemos crear y otros que deberemos reformular, pero también es cierto que nos encontramos en una encrucijada, porque el dilema del huevo o la gallina, de alguna forma, se tiene que resolver. Coincido con algunas apreciaciones del diputado Lamberto en el sentido de que sería deseable tener, al menos avanzada, la discusión de cómo va a ser el Ministerio Público. Coincido en que estamos atrás, muchos años atrás, de algo que deberíamos haber consensuado, discutido y avanzado desde hace por lo menos trece años, o una década. Ahora, también es cierto que hoy tenemos que empezar a andar y que hoy empezamos con este Código que hasta puede entenderse como un ensayo, porque debemos estar abiertos a futuras modificaciones. También debemos estar pendientes de la posible refoma de la Constitución Provincial que, en algunos casos, podría resolver en un sentido progresista muchas de las cuestiones que hoy se nos presentan como inciertas. 


Tendremos que pensar que en lo operativo van a surgir otras cuestiones que hoy no podemos vislumbrar y que seguramente deberemos tener la celeridad, o aquellos legisladores que se encuentren en funciones en ese momento, para atender rápidamente estos problemas y no dejar que las cuestiones lleguen al punto en que han llegado hoy en la Justicia santafesina. 


Como todo esto sólo creo que corresponde que lo registremos como una deuda para con nuestros conciudadanos, es por ello que el Bloque del ARI va a acompañar este proyecto, va a compartir algunas inquietudes que se han manifestado, pero apuesta a que empecemos a caminar junto con la sociedad y pensando en que todo lo que hacemos hoy tiene que responder a una necesidad de contar en Santa Fe con una mejor Justicia, más eficiente, más rápida y que –de alguna forma– emborde a la institución y genere alguna otra relación con el conjunto de la sociedad que hoy no hace más que descreer y renegar de la Justicia santafesina.

SRA. PERALTA EÍ "UCR PERALTA, Mónica" .– Pido la palabra.


No sé si hoy, realmente, va a ser un día histórico para nosotros, como se planteó, en cuanto a aprobar un proyecto, un código de esta naturaleza y de esta envergadura, como se ha dicho hoy también. Sí va a ser un día trascendente el día que podamos verlo plasmado o funcionando, como todos deseamos, en la administración pública de justicia que tenemos en la Provincia de Santa Fe.


Cuando iniciamos la jornada que la Cámara de Diputados acompañó, en su conjunto, tanto aquí, en la sede de la Cámara de Diputados, como en la ciudad de Rosario, en la Fundación Libertad, se tenía la intención de no solamente poder escuchar a los especialistas, a los legisladores, a los catedráticos, a los juristas que hablaban, tenían experiencia, opinaban y contaban sus experiencias acerca de la reforma del código procesal penal, no solamente en la Provincia de Santa Fe, sino también en otras provincias de la República Argentina, hasta incluso en otros países, como es el caso de la reforma chilena y la intención fue, también, instalar un debate público. ¿Qué significa instalar un debate público? Por lo que entendemos por público es que la sociedad, en su conjunto, tome conocimiento de que se estaba poniendo en marcha, realmente, una reforma importante y que no atañía exclusivamente a lo político y a lo jurídico, sino que estaba directamente relacionada con un mejoramiento en la calidad de vida integral de todos los santafesinos. Por eso estas jornadas estaban destinadas a la comunidad en general.


Además de estas jornadas, hemos presentado distintas iniciativas. Hoy, el doctor Kilibarda nombraba una de ellas que hace también al procedimiento penal y que hace también a las causas penales que tenemos en nuestra Provincia de Santa Fe, la nueva ley provincial que tenemos aquí todavía esperando para ser tratada en algunas de las comisiones, una nueva ley de ejecución penal, una ley –a mi juicio– muy bien elaborada, bastante consultada y que podría significarle a la Provincia de Santa Fe una nueva manera de disponer de las unidades penitenciarias y de los métodos que se utilizan en estas unidades. Hemos presentado un proyecto de ley del Ministerio Público integral distinto, incluso, a lo que se viene elaborando o presenciando en otras provincias donde se está proponiendo la elección popular del procurador general, del fiscal general, un órgano extrapoder y con independencia del Poder Judicial. 


Hemos presentado proyectos relacionados con la protección de testigos y esto está vinculado exclusivamente con la experiencia que hemos tenido con la Comisión de Derechos y Garantías, en relación a la muerta de Sandra Cabrera y como nos hemos constituido a la hora de tomar declaraciones y, a partir de ello, quienes no estamos en el ámbito de lo jurídico, ver y palpar, directamente, cómo funcionaba la Justicia en la Provincia de Santa Fe.


Con la diputada Benas hemos hecho y organizado reuniones en la ciudad de Rosario con familiares del dolor, a partir de su proyecto relacionado con la incorporación de la figura del querellante. Hemos tenido algún tipo de participación con la comunidad, cosa que esperábamos que sucediera a partir de la mega reforma, del mega plan, del Plan Estratégico.


El Plan Estratégico, del cual participé como legisladora, y con la responsabilidad con la que creo haber participado, merecía semejante desafío por parte del Gobierno de la Provincia de Santa Fe, quedó pura y exclusivamente limitado a los que saben, a los que saben hablar de Justicia, a los que saben los procedimientos de la Justicia, a los que analizan y entienden cómo funciona la Justicia, pero no hubo participación de la sociedad civil, no hubo participación ni consultas a sectores de la sociedad civil. Esta es la gran falta que notamos y, quizás, es una de las críticas más importantes, tratándose de que el origen del planteo de la reforma tiene que ver con un tema público, con un tema, fundamentalmente, político y público. 


En este sentido, realizamos dos trabajos, dos censos. Uno es un censo judicial, que tenía una serie de preguntas, incluso, pusimos al tanto a la Corte Suprema de Justicia de Santa Fe de que este censo se realizaba, fue dirigido a todo el fuero penal –defensorías, fiscalías, jueces, jueces de Cámara, secretarios, prosecretarios–, donde se les hacía una serie de preguntas y de consultas acerca de cómo veían –esto fue hecho en diciembre del año pasado a varios meses de ya lanzado el Plan Estratégico–, quienes operaban con la Justicia, al sistema judicial en la Provincia de Santa Fe.


Lo asombroso de esto fue que el 51 por ciento de los consultados dijo no tener idea de que existieran proyectos que trataban algún tipo de reforma en materia de procedimiento penal. Estamos hablando de quienes están implicados directamente como operarios del sistema, a casi un año de haberse lanzado la reforma del Plan Estratégico. El 51 por ciento ignoraba que estuviese en marcha una reforma judicial integral y, mucho menos, una reforma que refiriera directamente a los procedimiento penales. 


Este censo judicial tiene muchos datos importantes como, por ejemplo, también la preocupación de quienes operan en la Justicia santafesina de la judicialización de los conflictos sociales, que es otro tema que, me parece, no tenemos en cuenta a la hora de hablar de una reforma judicial. No sabemos sobre qué tenemos que proceder en lo penal, porque no tenemos conocimiento concreto de cuáles son los delitos más importantes o cuáles son las falencias en las políticas públicas más importantes que llevan a que determinados delitos hoy estén, de alguna manera, sobrepasando la capacidad operativa que tiene la Justicia en la Provincia de Santa Fe y que, en muchos casos, no tiene que ver con estar atrasados en la reforma, sino que tiene que ver con que hay casos que, perfectamente, tienen que estar resueltos desde lo político, lo social, lo económico y no desde lo judicial.


En otro sentido, también hicimos un muestreo en la ciudad de Rosario sobre 400 casos, o sea que es una muestra bastante importante –las dos, tanto el censo como la muestra fueron asesorados por el Inecip, institución que todos conocen y que ha participado de ambas jornadas que hemos realizado–, donde le consultamos a la población –también en diciembre– acerca de si conocían o habían escuchado alguna mención sobre una reforma judicial, y solamente el 13 por ciento de los encuestados dijo haber escuchado o tener idea de que hay en marcha una reforma judicial integral en la Provincia de Santa Fe. Esto es más que claro, de que una reforma que pretendíamos que estuviera en el ámbito de lo público y que fuera integral, no puede estar, primero, en desconocimiento de quienes deben operar con la misma, y segundo, en desconocimiento, de quienes van a recibir esta reforma.


Otro de los datos más importantes y relevantes –y por eso lo planteo– es, justamente, por qué no es de interés de aquellos que no tienen que ver con el ámbito de lo jurídico, por qué no es de interés de aquellos que no tienen que ver con el ámbito de lo catedrático, la resolución de cómo va a ser un sistema judicial nuevo. El 84 por ciento de los encuestados dijo: “El lenguaje que utilizan los juristas es muy complicado y no se entiende”. La gente común no sabe o no entiende qué significa un artículo de un código, no sabe lo que significa cuando contrato un abogado y éste le tiene que explicar por qué y para qué lo va a defender, o sea no se entiende el lenguaje. Así que para hablar de una reforma, si queremos que sea una reforma democrática, tenemos que partir, fundamentalmente, de que los conocimientos puedan ser compartidos.


Y esto no tiene que ver con las funciones específicas que deban desarrollar cada uno de los operadores del sistema judicial que, por lo tanto, tienen que saber muy bien con qué y a qué términos referirse.


Como lo citaba el diputado Lamberto, cuando Zaffaroni estuvo en la ciudad de Rosario dijo que tenía desconfianza de las reformas que se hacían de manera apresurada. Supongo que no lo decía por la negativa de que no reformáramos nuestro Código Procesal Penal y la administración de Justicia en la Provincia de Santa Fe, sí se refería a esta creación o mega creación de lo que significaba el Plan Estratégico. También dijo Zaffaroni que era necesario, primero, saber qué era lo que queríamos procesar, y cuando lo supiéramos, íbamos a saber qué tipo de código queríamos hacer. 


Yo tengo un gran temor, tengo temor a la copia. Es decir, hay experiencias valiosas, no solamente de otros países sino también en la República Argentina, como el caso en la ciudad de Mar del Plata que refiere a la Oficina de Gestión de Audiencias y demás, donde se necesitó, además del dinero, un cambio de criterio, de mentalidad, para cambiar un modo de operar.


Tampoco quiero pensar que la reforma, aquí, nos va a llevar 12, 15 ó 20 años de implementación, porque creo que no sería satisfactorio. Tampoco creo que todo lo que hagan los otros está bien. Creo que tenemos que partir de hacer lo propio en base a las experiencias que hemos tenido. Porque tenemos nuestra cultura, tenemos nuestra idiosincrasia, porque cuando vemos el tipo de delito que se comete en la ciudad de Rosario o de Santa Fe, el tipo y las características, ya de por sí difieren y estamos hablando de dos ciudades grandes, de magnitud. Cuando analizamos el tipo de delito que puede haber en Vera o que pueda haber en Venado Tuerto o en cualquier otra localidad más pequeña, estamos hablando de otro tipo de delito y cuando hablamos con los operadores judiciales también se manifiestan de distinta manera. Seguramente, nada tienen que ver con las grandes apreciaciones que se han hecho desde lo académico, porque a muchos de ellos no se los ha consultado, desde la práctica cotidiana, cómo operar y qué hacer con la conflictividad que tienen que resolver diariamente.


Estaría más conforme si hoy pudiéramos estar votando este gran desafío que el Gobierno se había planteado, porque cuando se planteó el Plan Estratégico todos nos imaginábamos que se iba a votar la reforma al Código Procesal Penal, de mínima, la creación de la Ley de Ministerio Público, de mínima el estudio de los recursos que se van a utilizar y el costo que se tiene que establecer para esta reforma y, por supuesto, la distribución orgánica de estos recursos. Pero bueno, esto no está y por eso, a mi criterio, creo que si bien estamos dando un paso adelante, no es un paso integral, no hemos tenido la posibilidad de discutir con ninguna autoridad del Gobierno qué tipo de políticas públicas se pretende implementar, porque también debemos implementar algún tipo de política social para disminuir la judicialización de los conflictos sociales.


Bueno, esto tiene demasiados agujeros que, me parece, ameritan un tiempo más de espera, y esto no significaba la postergación de la reforma sino que significa la seriedad de la reforma. No cuestiono la seriedad de quienes trabajaron en la redacción de este código porque tiene destacados méritos de aquellos legisladores que hace mucho tiempo vienen trabajando con la intención de reformar, incluso cuando todavía no había reforma en otros países ni en otras provincias de la República Argentina. Me parece que nos debíamos la seriedad de debatir profundamente qué tipo de reforma queríamos, dónde y cómo la íbamos a implementar y con qué tipo de políticas públicas se la iba a acompañar, porque sino seguimos creando leyes que no se pueden cumplir y, por un lado o por otro, terminan estallando.


Por lo expuesto, vamos a acompañar con nuestro voto, el bloque Encuentro Radical en general el proyecto; personalmente, no lo voy a acompañar en particular.

SR. MARCUCCI EÍ "UCR MARCUCCI, Hugo" .– Pido la palabra.


Brevemente, señor presidente, desde el punto de vista de los cambios que implica este nuevo Código Procesal Penal, fueron muy claras las exposiciones de los diputados Kilibarda, Mascheroni y Lamberto, del cambio profundo que significa en cuanto a la mejora del servicio de Justicia y las garantías del ciudadano, la incorporación de una base acusatoria en todo el proceso, en detrimento de la inquisitoria, la incorporación de la oralidad, la doble instancia, la incorporación del querellante con las características que se han establecido. 


Creo que esta reforma tiene mucha relación –situándonos con el proceso democrático reiniciado en 1983– con distintos planteos que hubo a lo largo de todo este tiempo pero, fundamentalmente, con la Comisión Bicameral del año 1993, compuesta por distintos diputados y senadores, a los que se hizo mención en este recinto, con representantes de distintos poderes y con intelectuales, profesores, que participaron también de la redacción como, por ejemplo, Corvalán, Ríos, De Olazábal, Vázquez Rossi y, posteriormente, esta idea de Código, esta idea de cambio, fue planteada también por la incorporación a la Legislatura del proyecto de los diputados Mascheroni y Kilibarda.


Están muy claros los beneficios y la importancia de esta reforma que hoy afrontamos, pero también es importante señalar que este Código Procesal, desde el punto de vista político, es hijo del fallo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el caso Fraticelli, cuando marca claramente las debilidades del sistema judicial. En esto, me parece que hay que ser claros, repito, este Código Procesal Penal es fruto político de esa situación, que nos muestra claramente cuál es la actitud de administración de Justicia de la mayoría política, con un conservadurismo retardatario, que nos lleva a pensar que crearon esa Comisión Bicameral en el año 93 y después de 14 años tuvo que venir la Corte Suprema de Justicia de la Nación a ponernos en la situación límite de entender y comprender que, independientemente de algunos miembros de la corporación judicial –que ahora aparecen en los medios pidiendo la celeridad del proceso de debate en las Cámaras– tendría que haberse asumido una posición política en pos de ese cambio planteado.


Creo que ese es uno de los grandes defectos que tuvo la reforma judicial y por eso escuchamos en este recinto sobre la falta de sistematicidad en cómo enfocarlo. Porque puedo tener algunas desavenencias en cuanto al procedimiento del tratamiento del código en particular, pero lo que quiero señalar con más fuerza, es cómo y por qué se dio el cambio en el proceso de reforma del Código Procesal Penal y cuál fue el origen, porque eso marca, por lo menos, dos cuestiones. Por un lado, esta falta de vocación política de avanzar sistemáticamente en una reforma profunda y, por supuesto, la iniciativa que, en lugar de provenir de la autonomía de nuestra Provincia, fue marcada claramente por la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


No voy a ser mucho más extenso. Por supuesto que, en este marco, hemos tratado de aportar, en esta visión más sistemática y más integral, proyectos que tienen que ver con el Ministerio Público, con la policía judicial, con la reforma sobre los jueces comunales, con la creación de fiscalías especiales de investigaciones administrativas. Pero, en definitiva, esperamos que haya la madurez suficiente para poder abordar y tratar estos temas y debatirlos en profundidad para encontrar los consensos necesarios.


Quiero destacar que estos consensos son posibles. Por ejemplo, hoy, estamos funcionando aún sin que el oficialismo tenga la mayoría necesaria en este recinto. Creo que son los marcos políticos en los cuales podemos abordar y podemos, razonablemente, debatir los proyectos.


En particular, después, cuando llegue el capítulo correspondiente, haré mención al pedido de abstención, pero quiero también señalar, en relación al Ministerio Público, que no nos conforma esta forma de plantearlo. Creo que necesitamos un Ministerio Público autónomo, autárquico, con autonomía funcional. Obviamente, el anhelo es la reforma de la Constitución y poder legitimarlo como un cuarto poder. Somos una de las provincias que va en camino a esa reforma –hay que aclararlo–, teniendo en cuenta el proceso que ya ha iniciado Entre Ríos con la Constitución más antigua del país.


Decía que este Ministerio Público no reúne las características indispensables de autonomía del Poder Judicial que perfectamente, aún sin la reforma de la Constitución se podría garantizar porque, como bien se dijo en el recinto, las funciones del procurador de la Corte son asignadas por ley y lo que vemos es que por falta de una visión de avance serio sobre estos temas, este Ministerio Público no tendría que estar en este marco; además, por supuesto, señalar, en ese mismo capítulo, que aparecen organismos de investigación, policías con funciones judiciales que, para nada, definen ni aclaran el rol que, a nuestro juicio, debe tener la policía judicial, sino que ni siquiera se aclara qué son esos ámbitos que se están creando o que se están definiendo.


Hecha esta salvedad y alguna más que haremos en el tratamiento en particular, la idea que estamos planteando es, por supuesto, de acompañamiento en general y, en lo particular, aclararemos después qué artículos votaremos favorablemente y en cuáles nos abstendremos o votaremos en contra.

SR. KILIBARDA EÍ "PJ KILIBARDA, Danilo" .– Pido la palabra.


Quiero hacer alguna referencia a algunas observaciones que se han hecho. Desde ya anticipo que no tengo ningún ánimo de polémica sino, simplemente, el de responder a algunas inquietudes.


El diputado Lamberto dijo que al analizar un proyecto de Código Procesal Criminal partía del presupuesto de bases ideológicas del proceso penal y también que tenía algunas preocupaciones. En lo que respecta a las bases ideológicas del proceso penal, en general, manifestó su conformidad, en líneas generales, con el proceso acusatorio, tal como está diagramado, manteniendo algunas discrepancias en algunos aspectos particulares que no hacen al fondo de la cuestión.


Señaló como precedentes históricos que vienen desde fines del siglo XIX, el enfrentamiento, en la programación de la política del proceso penal, con el viejo proyecto de don Victorino de la Plaza frente al de Obarrio que terminó imponiéndose en el país.


Pero entre las preocupaciones que señaló hoy y que manifestaron algunos otros diputados colegas de la oposición, está la de que a este proyecto le estaría faltando debate. Esto depende de la óptica con que se mire, incluso, por allí, la colega Peralta dijo que, si bien consideraba positivos los avances que se hacían, quizás hubiera sido prudente un tiempo más de espera para tratar de concientizar a la opinión pública sobre los cambios que se operan.


Yo le digo, honestamente, que llevamos exactamente 112 años de espera. Desde 1895 que ya se empezó a debatir el proyecto inquisitivo frente al proyecto acusatorio –como bien lo señaló Lamberto– cuando puso a los dos actores principales de aquel entonces, Victorino de la Plaza y Obarrio que, para desgracia de los argentinos, copió o trabajó sobre un proyecto que, cuando él preparó el proyecto de Código Penal para la Nación, que después fue casi copiado en las provincias, ya en España no regía más el modelo que él había tomado como punto de partida. España ya había pasado, desde tres años antes, al proceso acusatorio.


No me preocupa mucho –al menos a mí–, esa discrepancia sobre que el procurador sea la cabeza, como Ministerio Público, de quien acusa y de quien defiende. Yo nunca entendí esa teoría del cuarto poder o del extra poder. Claro, nosotros venimos de una concepción un poco vieja donde nos enseñaron que el poder era uno y que había tres órganos o, si se quiere, que había tres poderes, Ejecutivo, Legislativo y Judicial.


La Constitución de 1994, y creo que bajo la influencia muy importante de Zaffaroni que era constituyente, inventó eso del extra poder, que para mí es un verdadero invento, porque lo copian, lo traen de Italia, donde el Poder Judicial, no es un poder como tal, el Poder Judicial dependía, en su estructura final, de lo que nosotros llamamos Poder Ejecutivo, donde los fiscales, el procurador fiscal, por llamarlo de alguna manera, la cabeza, lo nombra, lo designa y lo remueve el Poder Ejecutivo. Costó mucho en Francia y en Italia, pese al origen de estos funcionarios, que es el Poder Ejecutivo, asegurarles, de alguna manera, la inamovilidad como para desprendernos un poco de ese grado de dependencia.


Creo que, en Santa Fe, pese a todos los defectos que puedan achacársenos, institucionalmente somos afortunados. El Procurador está dentro del Poder Judicial, cuya cabeza, la Corte, en última instancia, es la custodia, como lo llaman los fallos de la doctrina de los constitucionalistas y de la Corte, la custodia última de la Constitución Nacional. La que, en última instancia, a través del control de constitucionalidad, puede hacer caer normas dictadas por el Poder Ejecutivo o por el Poder Legislativo.


Por eso, en ese juego de balanceo y contrabalanceo de poderes, no tenemos dónde ubicar el Ministerio Público como cuarto poder, como alguna vez también quiso considerarse el Tribunal de Cuentas, que quería estar en una atmósfera indefinida, y que le costó aceptar la nueva Ley de Administración Financiera, con algunas críticas públicas de algunos de sus integrantes, porque ¡cómo iban a depender del Poder Legislativo, cómo iban a poder ser considerados un órgano auxiliar del Poder Legislativo! Y son tan auxiliares, que hay algunos administrativistas que dicen que el Tribunal de Cuentas o el órgano similar de la Nación es el órgano que asesora al Poder Legislativo, sobre todo a la Comisión Bicameral, a los efectos de la aprobación o rechazo de la cuenta de inversión.


Por eso lo de la bicefalía de la Procuración no me preocupa; puede solucionarse tranquilamente a través de la Ley de Ministerio Público, dejando una cabeza coordinadora, alguien deber ser, estableciendo los dos brazos, el de la Defensoría, con una especie de Defensor General provincial, y el de la Fiscalía con un Fiscal General Provincial. Pero a eso no lo podemos debatir mucho ahora, sino que tenemos que hacerlo con otro proyecto que tenemos dando vuelta, que es la Ley de Ministerio Público. Creo también que hay un Mensaje del Poder Ejecutivo mandado por el grupo estratégico de la reforma de la Justicia, y hay otro proyecto más modesto, de mi autoría, en el mismo sentido, que debe tener un año o año y medio. 


Respecto al tema de los jueces comunales, podríamos incurrir en una contradicción porque todavía no se ha decidido sobre las competencias y funciones que, en definitiva, se les van a asignar. Pero eso, de alguna manera, también es responsabilidad nuestra. A las leyes, en última instancia, las sancionamos nosotros. Y si desde allá no nos mandan un proyecto, no nos olvidemos que el Poder Ejecutivo no es legislador, es co-legislador, los legisladores somos nosotros. No está mal, sobre todo como está concebida la intervención de los jueces comunales en este proyecto, que lo hagamos desde ahora. ¿Qué facultades les damos a los jueces comunales? Fíjense el artículo 48, dice: “solamente cuando no sea posible lograr la intervención inmediata del juez penal, los jueces comunales serán competentes para controlar las diligencias de la investigación penal preparatoria que no admitan demora…”.


Entre no tener a nadie que participe de esa diligencia, que controle y asegure la legalidad, y tener a alguien que integra la estructura del Poder Judicial, yo creo que esta norma es positiva. Tenemos diseminados, a lo largo de la provincia, casi 250 o más jefes comunales, muchos de ellos con muy escasa competencia, funcionales, y que creo que están ávidos de que les llenemos esas competencias con algunos atributos que puedan cumplir. Me parece que esta medida resulta prudente, seria, responsable y realmente garantista.


Veamos qué otra participación les damos a los jueces comunales, aparte de la que figura en el artículo 48. El artículo 268, inciso 6), cuando habla de los actos de la Policía, Deberes y Atribuciones, dice: “La policía tendrá los siguientes deberes y atribuciones:… Poner en conocimiento del Fiscal las informaciones y diligencias practicadas, requiriendo su autorización para realizar aquellas medidas probatorias que por su naturaleza sean definitivas e irreproducibles, y que deberán colectarse con el control de la defensa, si el imputado estuviera individualizado [se hace participar a la defensa]. Si fuera imposible cumplir con estas exigencias ante el inminente peligro de frustración de la medida, la misma, excepcionalmente se realizará con intervención del Juez Comunal”. Estamos garantizando la legalidad del proceso, evitando los abusos policíacos. El Juez de Paz, ahí, juega un rol importante y me parece que es prudente que lo preveamos en la ley.


Vamos a ver qué otras atribuciones les damos para rescatar algunas de las que figuran en este proyecto. El artículo 283, “Actos urgentes. Cuando alguna de las medidas a que refiere el artículo anterior requiera suma urgencia, deberá solicitarse la intervención del Tribunal… Si fuera imposible ocurrir al Tribunal…”, nosotros tenemos un Provincia muy dilatada, una diligencia en Gato Colorado, hasta que llegue el juez de Tostado, a lo mejor no está más el rastro de la prueba, ni la prueba, ni la persona sobre la que iba a producirse la prueba, en esos casos se autoriza o se requiere la presencia del juez comunal.


También me parece que no son justas las críticas que se hacen sobre el papel y la dependencia que en este proceso se establecen respecto del personal policial. Fíjense ustedes que en el artículo 81, fortaleciendo la presencia de la víctima en este proceso penal, decimos que, “desde los primeros momentos de su intervención, la Policía y el Ministerio Público Fiscal, suministrarán a quienes invoquen verosímilmente su calidad de víctima, la información que posibilite su derecho a ser asistida...” Imponemos, a cargo de la policía, la obligación de informar debidamente, no sólo al imputado sino también a la víctima, esa responsabilidad bicéfala que surge de los tratados internacionales y de las que también nos hablaba Superti. 


En el artículo 212, en el caso de la aprehensión, “la Policía podrá aprehender a quien sorprenda en flagrancia en la comisión de un delito…” En la misma situación se equipara a cualquier persona, por aquel principio que surge del propio Código Penal, en los atentados a la autoridad pública que cualquier particular se convierte en funcionario público, se equipara al funcionario público cuando se trata de aprehender a alguien en flagrancia en la comisión de un delito. En ambos casos la policía dará aviso, sin dilación alguna, al Ministerio Público, si tratare de un delito dependiente de instancia privada será informado de inmediato al titular. Es decir, que el código es extremadamente garantista cuando posibilita la intervención de la policía. 


En el artículo 240, “Secuestro”. En los casos de secuestro la detención podrá ser cumplida por la policía pero sino se puede producir, no se pueden disponer secuestros si no es con orden judicial o con orden de autoridad competente, sólo en peligro de demora, debe elaborarse un acta, las cosas recogidas deben ser identificadas, deben comunicarse inmediatamente a la autoridad judicial.


“Artículo 252. Competencia delegada. Por iniciativa propia o cumpliendo órdenes del Ministerio Público Fiscal…” puede actuar por competencia delegada. Lo mismo pasa con los artículos 254, 255, 257, 262, 268 al 272, 282. Creo que el código es bastante preciso cuando limita la intervención, tanto de los jueces de Paz, que actúan como órganos garantizadores o de la policía como órgano de prevención .


Por otro lado, señor presidente, si debemos apuntar primero al cambio cultural o al cambio de la ley, es la vieja discusión –como dijo la diputada Benas– del huevo o la gallina. Creo que no habría gallina sin huevos que generen a los pollitos y no habría huevo sin gallinas que los pongan, pero hay que empezar por algo. Creo que resultaría una utopía querer debatir hoy, en esta sesión, todo junto: Ley de Ministerio Público, Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley de Código de Procedimientos, modificaciones a la Ley Policial, Ley de Presupuesto para implantar modificaciones para establecer la infraestructura edilicia y los recursos humanos necesarios. Por algo tenemos que empezar. Si no empezamos por el paradigma, por eso que ya hace 122 años que venimos cuestionando y después, una vez que tengamos el paradigma, dotarlo de todos los medios y recursos necesarios, humanos, presupuestarios, edilicios o lo que fuere, nunca vamos a empezar.


Cuando los cordobeses vinieron a la Sala de Audiencia de la Corte Suprema de Justicia de la Provincia, invitados por la Corte para explicarnos sus experiencias en Córdoba, recuerdo que un magistrado señaló todos los inconvenientes que íbamos a tener si teníamos un Código Procesal Oral, Público, como el que queremos ahora, y ¿saben qué le dijeron los cordobeses? –estábamos con Mascheroni en aquella oportunidad–: "Señores, empiecen. Nosotros tuvimos los mismos problemas. Llevamos desde el año 40' con este sistema y todavía tenemos problemas. Los problemas se van superando sobre la marcha, pero den el paso fundamental, el paso principal, saquen la nueva Ley de Enjuiciamiento Penal". Recuerdo que con Mascheroni estuvimos tentados de pedir la palabra y no lo hicimos, porque iba a ser una guerra con los que decían que faltaban los medios para poner en marcha este proceso. 


Tampoco me preocupa, aunque es importante la observación que hizo la diputada Peralta, de que en encuestas que han realizado en la ciudad de Rosario, son muchos más los que no saben que hay un proyecto de reforma que los que sí lo saben. Si salimos ahora a la calle y hacemos una consulta sobre el destino y alcance que tiene la Ley Electoral, donde tenemos que ir a votar dentro de poco más de una semana, estoy seguro de que muchos dirán que no saben para qué es esa ley, que no les consta que sea obligatoria y que, incluso, creen que es una simple elección interna a la que no están obligados a concurrir. Es más, en esas encuestas, a veces somos tan mentirosos que hasta somos capaces de decir que no sabemos por quién vamos a votar.


Por esto, señor presidente, creemos que a este Código que está vigente no lo mató la Corte Suprema con los fallos Fraticelli y Casal, a este Código lo mató nuestra propia inercia, nuestra falta de decisión para decidir sobre cuestiones fundamentales, para cambiar el modelo. 


También, en lo personal, no estoy conforme con algunos de los institutos que se regulan y en la forma en que se lo hace. Pero no puedo pretender un Código a mi gusto, pretendo un Código que satisfaga el interés general, que en la comparación entre uno y otro sepa que es mucho más positivo que el que tenemos y que, además, al que tenemos no lo podemos defender más porque está en contra de la Constitución y de los tratados internacionales.

–
Asume la Presidencia del Cuerpo, su titular el señor diputado Barrera.

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Pido la palabra.


La verdad que no pensaba hablar, pero como he sido aludido voy a reafirmar tres puntos que han sido observados por el diputado Kilibarda. 


En relación al Ministerio Público Fiscal, es cierto que tenemos en nuestro sistema institucional disposiciones, muchas veces híbridas, que son producto de realidades constitucionales diferentes. De hecho el Consejo de la Magistratura es una de ellas. Cuando se incorpora el Ministerio Público extrapoder en nuestra Constitución Nacional al margen de la doctrina, la jurisprudencia y la práctica constitucional, a igual que cuando se incorpora el Consejo de la Magistratura, pasa a ser letra de la Constitución. Se puede debatir si era conveniente o no, si era correcto o no, si era híbrido o no, pero fue decisión constitucional que la investigación y la defensa ya no formen parte del Poder Judicial de la Nación y que formen parte de un sistema de autonomía funcional y autarquía financiera, que lo ubican en un lugar equidistante de los poderes constituidos.


Tenemos un límite, no hicimos una reforma constitucional, no tenemos posibilidad de dar jerarquía constitucional si no es con su modificación pero, por lo menos, ambicionamos superar los defectos del actual sistema que tenemos, que tal como está impediría, en la práctica, hacer de nuestro procedimiento, un proceso eficaz. 


Creemos en la autonomía del fiscal, creemos que debe estar separado de la defensa, son dos funciones que se contraponen e insistimos que este Código y gran parte de lo que viene en el mensaje, no contempla lo que creemos que es fundamental.


El Ministerio Público Fiscal regula en el artículo 86 las funciones del Procurador General de la Corte. Primero interviene en todos los recursos ante la Corte, o sea que instruye y a su vez participa en los recursos; dirige, coordina y controla la tarea de los integrantes del Ministerio Público Fiscal; dicta resoluciones y directivas para el mejor desempeño de las tareas de los miembros del Ministerio Público Fiscal; asigna los fiscales que actúan en misiones territoriales; propone a las autoridades competentes las normas reglamentarias del presente Código y, especialmente, lo relativo al funcionamiento del Ministerio Público. El Fiscal General coordina las acciones de los fiscales de distritos según las pautas que les fije el Procurador General.


Así, claramente, señor presidente, estamos generado una estructura, no de independencia funcional, sino de dependencia jerárquica con el Procurador General de la Corte, que –con variantes– es el sistema que hoy está vigente. Un fiscal débil con muy pocas posibilidades de desarrollar la investigación y que en la parte procedimental no actúa con independencia, sino en base a instrucciones que recibe de su superior jerárquico que es el Procurador.


Insistimos en que la esencia del sistema es inquisitivo porque puede tener fiscales autónomos, pero el control legal y constitucional del fiscal lo debería realizar el juez de garantía y no el Procurador de la Corte.


Nuestra postura en materia de los jueces comunales no es nueva, y hemos coincidido muchas veces con el señor diputado Kilibarda. Creo en la descentralización, creo en la necesidad de hacer universal el servicio de justicia y creo que tenemos un sistema de jueces comunales con una anarquía tal, que hoy es difícil determinar que es lo que nos rige. Tenemos una ley que es la fijada en la Ley Orgánica del Poder Judicial y tenemos sendos decretos del Gobernador, que han ido modificando uno tras otro el sistema, a tal punto que la limitación de que sólo pueden ser abogados salió por decreto cuando la ley no lo dice, pero a su vez posibilita que no sean abogados los que son secretarios en ejercicio. 


Hoy tenemos un sistema que sobre 255 jueces comunales hay 178 nombrados, de los cuales la mayoría son jueces legos, solamente 30 y pico son letrados. En la actualidad no tienen facultades para resolver los conflictos laborales, aún los de poco monto, pero a este mismo sistema, en forma mecánica, le trasladamos el procedimiento penal. No estoy en desacuerdo en que el juez comunal sea parte, como también creo que a la larga todos estos procedimientos se deben ir modificando para hacer un sistema universal. Pero si se han creado estas condiciones del Plan Estratégico para establecer las competencias materiales y cuantitativas de los jueces comunales, como también los mapas judiciales nuevos, es fundamental que esto se determine, porque hace a la eficiencia del sistema, porque cuando tengamos que llevar una investigación fiscal a toda la Provincia, va a convertirse el juez comunal, que es de excepción, en algo absolutamente normal y habitual; y cuando esto suceda vamos a empezar a sentir las consecuencias del funcionamiento de un sistema que no está totalmente aclarado ni cerrado.


En cuanto a la policía, simplemente hice mención a un tema que no es menor y que me parece que podría haber tenido una definición o no, pero sí creo que debería haber sido parte de un debate. ¿La policía que establece el código con función judicial, es policía judicial o es policía del servicio de seguridad de la Provincia?


Sin duda, la policía de función judicial está adoptada en algunas provincias y, personalmente, considero que debería ser una policía especial, dependiente del Ministerio Fiscal, con formación judicial, que inclusive funcionarían más como investigadores que como policía de seguridad y, en muchos casos, ni siquiera llevan uniforme policial y no dependen del poder administrador. Cuando preguntamos por la policía con función judicial es porque creemos que hay un debate no cerrado en el Plan Estratégico y, eventualmente, hubiera sido importante que sea debatido porque hubiera sido un gran avance que hubiéramos definido en la comisión, la formación de la policía judicial. Sin duda, que podría haberse hecho con una ley especial, pero claramente se podría haber tomado una definición que no se está tomando.


Estos son los tres temas que quise abordar, de igual modo voy a insistir en lo siguiente. Es cierto que hay 125 años de predominio de un sistema, de una cultura formada en ese sistema. Lo mío era mucho menos ambicioso, era tener la posibilidad, tal cual lo manifesté personalmente en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, de leer el proyecto, artículo por artículo, como lo hicimos con el Isep y como lo hicimos con la Ley del Escalafón del Personal Policial, que la leímos dos veces y creo que en jerarquía de cualidad esta ley es superior.


Creo que esta ley, en lo que hace a la estructura institucional de la Provincia, es la más importante que se trató desde la recuperación de la democracia hasta la fecha, entonces, se merecía –y en eso creo que la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General podrá disentir o no con lo que yo planteo– que hubiéramos debatido artículo por artículo y es sabido que con los diputados Kilibarda y Mascheroni tenemos, por lo menos, en líneas generales una coincidencia ideológica sobre el proyecto, por lo que no me caben dudas que muchas de estas cosas hoy estarían resueltas. No están resueltas porque –tal cual se nos planteó– había que dar despacho al libro cerrado que venía del Plan Estratégico.


Y quiero ser muy respetuoso de Labor Parlamentaria, esto no es nuevo y ya lo planteé cuando se debatió el caso Fraticelli. No quiero que el Plan Estratégico reemplace a la Legislatura porque el Plan Estratégico es una función honoraria, consultiva, intelectual, participativa, como uno la quiera desarrollar y con la óptica que uno quiera mirarla, pero quien tiene que dar respuesta a la ciudadanía, sobre lo que aprueba o rechaza, son los legisladores.


Y, aunque no hago cargo de esto a la comisión en particular, creo que este debate artículo por artículo, institución por institución, era fundamental darlo en la comisión y no se dio.


Creo que va a seguir habiendo divergencias, porque estoy seguro que en muchas de las cosas si las hubiésemos conversado, hubiéramos llegado a un acuerdo, y no se pudieron dar porque esto no se ha discutido, salvo lo que se planteó cuando empezamos a tratar el Libro I y II del proyecto Kilibarda – Mascheroni.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley, en general, conforme a los dictámenes de las comisiones de Asuntos Constitucionales y Legislación General y de Presupuesto y Hacienda.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el Título I del Libro I, que comprende desde el artículo 1º hasta el artículo 15 inclusive.

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Pido la palabra.


Solicito autorización para que el bloque Socialista se abstenga en la votación de los artículos 4º, 14 y 15 por las razones que ya manifestamos. Es decir, que vamos a abstenernos en la votación de los artículos que remiten a leyes o reglamentaciones no dictadas.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción del señor diputado Lamberto.

–
Resulta afirmativa.

SR. MARCUCCI EÍ "UCR MARCUCCI, Hugo" .– Pido la palabra.


Quiero proponer una redacción alternativa para el artículo 3º que ya fue presentada en el marco de la Comisión. En este artículo hay una confusión entre principios, reglas técnicas y omisión de principios.


La redacción concreta que propongo es: “Artículo 3º.- Principios y Reglas Técnicas Procesales.- Durante el proceso se observarán los principios y reglas técnicas de igualdad de las partes, imparcialidad del juzgador, oralidad, publicidad, contradicción, concentración, inmediación, simplificación y celeridad.”

SR. KILIBARDA EÍ "PJ KILIBARDA, Danilo" .– Pido la palabra.


Quiero decirle que ese texto es copia textual del proyecto presentado en el Congreso de la Nación, por la diputada Stolbizer, y que fue redactado por el Inecip. Por eso, en la Comisión, cuando debatimos –como decía Lamberto– los primeros artículos del proyecto, acordamos reproducir tal como estaba en el moderno proyecto de la diputada Stolbizer en el Congreso Nacional.


Pero creo que no hay ninguna observación en aceptar la modificación de la rúbrica del artículo. Cambia la rúbrica del artículo, en vez de denominarse “Principios del proceso”, sería “Principios y reglas”.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Perdón… El título sería “Principios y reglas técnicas procesales” Después viene el texto redactado, cambiando la palabra “inmediación” por “inmediatez”…

SR. KILIBARDA EÍ "PJ KILIBARDA, Danilo" .– …Porque es “inmediatez”, no “inmediación”.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Queda clara entonces la modificación propuesta por el diputado Marcucci y aceptada por los diputados Esquivel y Kilibarda.


Se va a votar dentro del Libro I el Título I, que comprende los artículos 1º a 15, inclusive, con la modificación en el artículo 3º, propuesta por el diputado Marcucci.

· Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el Título II, Capítulo I, II, III; IV, V y VI, que comprende los artículos 16 a 35, inclusive.


Si no se hace más uso de la palabra se va a votar.

· Resulta aprobado.

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Queremos dejar sentada la abstención del bloque Socialista en el artículo 20. Y para simplificar la votación en adelante, voy a leer los artículos en los que nos vamos a abstener: artículos 42, 43, 44, 48, 49, 54 y 114.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Lamberto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Que conste la abstención del bloque Socialista para la votación, en particular, de esos artículos.


En consideración el Título III, Capítulo I que comprende los artículos 36 a 39, inclusive.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En el Título III, Capítulo II hay una propuesta de nueva redacción para el artículo 43.


Por Secretaría se da lectura.

· Se lee:

Artículo 43.- Tribunales de Juicio.- Los Tribunales de Juicio juzgarán todos los hechos afirmados como delitos dolosos o culposos por el actor penal.


El Tribunal se integrará unipersonalmente, salvo cuando el fiscal o el querellante, en su caso, hubiesen solicitado la aplicación de una pena privativa de libertad de doce años o más, en cuyo caso se integrará con tres jueces. La eventual modificación del pedido de pena en el transcurso del juicio, no alterará la integración del tribunal.


También se integrará pluripersonalmente, cualquiera sea la pena solicitada, cuando la complejidad del asunto o razones excepcionales así lo aconsejen.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el Título III, Capítulo II que comprende los artículos 40 a 57, con la modificación propuesta para el artículo 43.

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Pido la palabra.


Creo que hay un error de tipeo. En el artículo 46 dice Tribunal de la Ejecución, y en todos los códigos, inclusive en el proyecto, dice Tribunal de Ejecución, habría que tachar el artículo “la”. Es Tribunal de la Investigación Penal Preparatoria y Tribunales de Ejecución, es un error de tipeo.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se acepta la propuesta.


Se va a votar el Capítulo II, Título III con la modificación para el artículo 43.


Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se van a votar los Capítulos III y IV, del Título III, que comprende los artículos 58 al 79, inclusive.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el Título IV, Capítulos I y II, que comprende los artículos 80 al 92, inclusive.

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Pido la palabra.


En el artículo 80 quiero introducir un tema que, particularmente ha planteado la diputada Aranda, que se relaciona con la Ley Nº 12.611, para casos de maltrato y abuso sexual infantil.


La diputada Aranda insiste en que esto fue sancionado y en la necesidad de que quede plasmado en el nuevo Código. En la Comisión se nos informó que en el artículo 160 estaba contemplado el tratamiento especial para los menores de edad. Consulté con la diputada Aranda –que hoy no pudo estar en la sesión– y me ha manifestado que lo planteado en el artículo 160 no tiene nada que ver con el caso de maltrato y abuso sexual infantil. 


Por lo tanto, pido que se agregue al final del artículo 80 lo siguiente “Sin perjuicio, de los derechos y garantías que asista a la víctima en general, rige la Ley Nº 12.611 para el caso de maltrato y abuso sexual infantil”.

SR. KILIBARDA EÍ "PJ KILIBARDA, Danilo" .– Pido la palabra.


En realidad, técnicamente no corresponde incorporar a los sujetos del procedimiento, porque lo que se regula es cómo se debe desarrollar la prueba cuando el menor va a declarar como testigo en lo que fuere, y por eso está incorporado, casi textualmente, al texto de la ley en el artículo 160. Si usted tiene la ley a mano y la repasa, va a ver que la medida que se propone es una medida que está relacionada con la producción de la prueba, con las discusiones generales sobre la prueba, y en el caso de tratamiento especial cuando hay menores de edad, “Siempre que se considere la intervención en un acto de un menor de 18 años, se atenderá primordialmente a la preservación del interés superior del mismo. A tal fin, se evitará toda exposición que fuera prescindible o, si no lo fuera, se procurará impedir que directa o indirectamente resulten del procedimiento consecuencias potencialmente dañosas para el pleno y armonioso desarrollo de su personalidad.


Cuando se disponga la intervención en un acto de un menor, y conforme a su edad, se acordará intervención a un equipo multidisciplinario, que aconsejará acerca de la forma de producción del mismo y actuará en él, emitiendo opinión acerca de su valoración. En caso de necesidad y urgencia podrá suplirse la intervención de este equipo por profesionales o personas de manifiesta idoneidad, que se designen.


La Corte Suprema de Justicia establecerá la conformación del equipo multidisciplinario antes aludido y proveerá lo necesario para que los actos en que tenga que intervenir un menor se desarrollen en ambientes adecuados conforme a los conocimientos técnicos disponibles al efecto”.


Creo que se reproduce, sino textualmente, casi textualmente. ¿Qué es lo que le falta, diputado Lamberto?.

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Pido la palabra.


Quiero leer el texto exacto de la ley. Me parece que es una caracterización específica del maltrato y abuso sexual infantil.

SR. KILIBARDA EÍ "PJ KILIBARDA, Danilo" .– Pero en el artículo 160 se protege al menor que sea víctima de cualquier delito, no sólo de delito sexual, que sea un delito de robo, de violencia física, la ley es más protectora todavía. En lo que usted propone lo limita únicamente al delito sexual. Es decir, que en esta fórmula están comprendidos todos.

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Quiero insistir sobre lo siguiente, esto es una ley que ha sido...

SR. KILIBARDA EÍ "PJ KILIBARDA, Danilo" .– y se reproduce con mas amplitud...

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– El criterio de lo que está regulado en este proyecto y en la ley aprobada, para la autora del proyecto, no es el mismo. Si quiere lo podemos leer. Existen dos posibilidades: o se reproduce la ley o se remite, para el caso específico de maltrato y abuso sexual infantil a la Ley Nº 12.611. Sino tengo que hacer leer por Secretaría todo el texto y pedir que se agregue esto y que se vote. Tendremos un voto a favor de la misma Legislatura cuando se sancionó aquella ley y un voto en contra ahora en esto.

SR. KILIBARDA EÍ "PJ KILIBARDA, Danilo" .– La Comisión va a mantener su criterio porque es mas amplio del que propone el diputado.

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Pero no es el criterio de la diputada...

SR. KILIBARDA EÍ "PJ KILIBARDA, Danilo" .– Pero aquí no es cuestión de criterios personales. Yo también tengo mis criterios personales fundados y, sin embargo, los resigno ante el código. No es una cuestión de caprichos personales...

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Pero esta es una ley vigente, doctor Kilibarda...

SR. KILIBARDA EÍ "PJ KILIBARDA, Danilo" .– Y esta va a ser ley vigente y será más amplia que esa, mejora a esa ley porque protege a todo niño víctima de cualquier delito.

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Pido, entonces, que se dé lectura por Secretaría y veremos si hay coincidencia, aunque creo que no la hay...

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Pido la palabra.


Quiero decirle al diputado Lamberto –si me escucha– que en su momento, cuando se trató la ley a la que se va a dar lectura, la diputada Aranda habló conmigo en la Comisión, habló con los integrantes de la Comisión, receptamos su inquietud, fue votada en el recinto por unanimidad. Es ley vigente, pero la redacción que tiene este proyecto de reforma del Código Procesal Penal lo hace más amplio, más generoso que la otra ley, que estaba limitada solamente a los delitos sexuales. 


Le dije en su momento, cuando habló conmigo, que se iba a contemplar, en el futuro dictamen, la figura referida a los delitos sexuales, pero me encuentro que en el Plan Estratégico se elaboró el artículo 160 que es omnicomprensivo de otros delitos, que no son exclusivamente los sexuales. Es más amplio, más generoso. 


Por lo tanto, si ella tiene inquietud sobre la protección de los menores de 18 años en estas situaciones, creo que la hemos satisfecho más todavía. Estamos de acuerdo, no existe contradicción. Ella, originariamente, lo limitó a los delitos sexuales y acá es mas amplia la redacción. 

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Pido la palabra.


Estamos en el artículo 80. En el inciso 8) propongo, a partir de donde dice “las personas jurídicas cuyo objeto fuera la protección del bien tutelado en la figura penal o en su defecto cualquier habitante de la provincia” suprimir ese párrafo y continuar “tendrán la legitimación a la que se hace referencia en el presente inciso”.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– ¿Se acepta esa modificación?...

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Sí, está bien, señor presidente.

SRA. BENAS EÍ "ARI BENAS, Verónica" .– Entonces, habría que sacar también “o, en su defecto”.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Que dice “o, en su defecto, cualquier habitante de la Provincia”.
SRA. BENAS EÍ "ARI BENAS, Verónica" .– Pido la palabra.


El artículo 80, inciso 4) está redactado de la siguiente forma y habla de garantizar a las víctimas los siguientes derechos. Dice: “... a minimizar las molestias que deban irrogársele con motivo del procedimiento”. Propongo que se simplifique la expresión, conservando absolutamente el sentido, que diga: “a minimizar las molestias que puedan ocasionársele con motivo del procedimiento” No es necesario que diga “irrogársele” molestias, pueden irrogárseles pero si se trata de minimizar, me parece mas simple la redacción.

–
Dialogan los señores diputados

SRA. BENAS EÍ "ARI BENAS, Verónica" .– A minimizar las que puedan, lo hago más amplio.

–
Dialogan los señores diputados

SRA. BENAS EÍ "ARI BENAS, Verónica" .– La propuesta es sustituir la palabra “irrogárseles” por “ocasionárseles”.

SR. MARCUCCI EÍ "UCR MARCUCCI, Hugo" .– Pido la palabra.


Para mi el sentido es “...deban...”, porque imperiosamente se lleva adelante el procedimiento.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Correcto: “...que deban ocasionárseles...”

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Entonces, se aceptan la modificaciones sugeridas para los incisos 4 y 8. Corresponde votar el Capítulo I y II del Título IV, que comprende desde el artículo 80 –con las modificaciones propuestas– hasta el 92, inclusive.

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Pido la palabra.


Por la razón que en su momento aduje y a la que me remito, en el tema del Ministerio Público Fiscal, anticipé que cuando se tratara, en el caso del Procurador General, sostenía que esto debía ir en la ley específica de la organización del Ministerio Público Fiscal. En consecuencia, no voy a votar el artículo 86. En realidad mi propuesta es que se suprima y vaya a la ley futura. Sé que voy a perder la votación, pero no importa.

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Pido la palabra.


Quiero que se vote primero el pedido de agregado, planteado por la diputada Aranda, porque creo que debe estar en la ley. Esta ley va a derogar toda legislación vigente, así que quiero que quede claro el voto a favor o en contra...

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Una pregunta aclaratoria, señor presidente, ¿estamos votando en particular desde el artículo 80, hasta qué número?...

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Hasta el 92...

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Entonces, voy a hacer una proposición. En los deberes y atribuciones del Fiscal de Distrito –yo había anticipado– creo que es correcto incorporar como inciso 4), del artículo 88, entre los deberes y atribuciones del Fiscal de Distrito, la posibilidad de acusar en los términos del 294. Se interpreta que el inciso 4) actual que habla de actuar en el juicio oral, implicaría que ya existió una acusación. Pero es una de las obligaciones esenciales del Fiscal; acusar, con las modalidades del 294 y si hay presupuesto fáctico para ello. 


Entonces, propongo incorporar como inciso 4) del artículo 88 el siguiente texto: "Acusar conforme lo establecido en el artículo 294". Luego continúa la numeración correlativa. Si hay consenso, bien, y sino iremos al Senado.

SR. MARCUCCI EÍ "UCR MARCUCCI, Hugo" .– Pido la palabra.


Señor presidente, solicito autorización para abstenerme en la votación de todo el Capítulo II, desde el artículo 84 hasta el 92 inclusive.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Marcucci.

–
Resulta afirmativa.

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Pido la palabra.


Señor presidente, en igual sentido, desde el bloque Socialista, solicitamos autorización para abstenernos de la votación en el Capítulo II, del Ministerio Público Fiscal, artículos 84 al 92 inclusive.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Lamberto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– ¿Fue aceptada la modificación para el articulo 88 solicitada por el diputado Mascheroni.?

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– No, señor presidente, el artículo 88 queda redactado tal cual está.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– ¿Se aceptan las modificaciones para el 80 incisos 4) y 8)?

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Sí, señor presidente.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Entonces, si no se hace más uso de la palabra, se van a votar –con estas dos modificaciones– los Capítulos I y II, del Título IV, del Libro I, que incluyen los artículos 80 a 92 inclusive.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En el capítulo III de este mismo Título, que incluye los artículos 93 a 99, se propone una nueva redacción para el artículo 93. 


Por secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

“Artículo 93.- Querellante.- Sin perjuicio de lo establecido por este Código para el juicio por delito de acción privada, quien pretendiera ser ofendido penalmente por un delito de acción pública o sus herederos forzosos, podrán intervenir en el proceso como parte querellante y ejercer todos los derechos que este Código establece. También podrá serlo la persona jurídica cuyo objeto fuera la protección del bien jurídico tutelado en la figura penal cuando se trate de delitos que afecten intereses colectivos o difusos, o en defecto de ella, cualquier habitante de la Provincia.

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Pido la palabra.


Señor presidente, igualmente a lo que hemos planteado en el artículo anterior, en el 80, propongo suprimir “o en defecto de ella, cualquier habitante de la Provincia”, de manera tal, que la acción de los intereses difusos queda reservada para las entidades constituidas conforme la ley.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Pido la palabra.


En el artículo 93, a continuación de la palabra “difusos” se suprime “o, en defecto de ella cualquier habitante de la Provincia”. Como también, el último párrafo del mismo artículo del texto original que decía: “En caso de delitos cometidos por funcionarios públicos, que afecten derechos garantizados por la Constitución, cualquier persona podrá asumir el carácter de parte querellante”.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Aceptada la modificación propuesta, se va a votar el Capítulo III, que incluye los artículos 93 a 99, inclusive, con la modificación propuesta.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el Capítulo IV del mismo Título, que comprende los artículos 100 a 125. En el cual se propone una modificación para el artículo 114, que por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

“Artículo 114.- Defensa del imputado.- El imputado tendrá derecho a elegir como defensor de confianza a un abogado habilitado legalmente al efecto, o a defenderse personalmente salvo cuando de ello resulte un perjuicio evidente para la misma.


En caso de no ejercer tales derechos, se le proveerá de oficio un defensor conforme a las normas aplicables que asegurarán la efectiva disponibilidad de defensa para todos los casos que requieren las disposiciones de este Código y según sus condiciones.


Si el imputado se encontrara sufriendo una afección mental que excluyera su capacidad de entender o de querer los actos del procedimiento, el defensor será designado por su curador, si lo hubiere, o en su defecto se nombrará al defensor de oficio, para que ejercite su derecho de parte y, en su caso, éste último provea a su representación legal.


En ningún caso, el estado de incomunicación constituirá obstáculo alguno”.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Pido la palabra.


Para que nos quede claro, en el artículo 114 lo único que se reemplaza es “profesional del derecho” por “abogado”, todo lo demás queda igual...

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Pido la palabra.


Dice “abogado habilitado legalmente”, me parece que debería decir solamente abogado...

SR. KILIBARDA EÍ "PJ KILIBARDA, Danilo" .– Puede ser un abogado suspendido en el ejercicio de la profesión por una sanción...

SR. PRESIDENTE (Barrera).– ¿Se acepta la propuesta del diputado Lamberto?

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– No, señor presidente, el artículo queda redactado tal como lo mencioné antes.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el Capítulo IV, que incluye los artículos 100 al 125, con la modificación leída por Secretaría para el artículo 114.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el Libro II, Título I que comprende los Capítulos I, II, III, IV y V, artículos 126 hasta el 158, inclusive.

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Pido la palabra.


Señor presidente, voy a enunciar los artículos del Libro II, en los que el bloque Socialista se va a abstener, por lo que solicitamos autorización al respecto. Los artículos son: 131; 143; 145; 146; 147; 148; 169; 199; 200 y 242.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la autorización para que el bloque Socialista se abstenga en la votación de los artículos mencionados.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el Libro II, el Título I, que comprende los artículos 126 al 158, inclusive.

· Resulta aprobado.

SRA. BENAS EÍ "ARI BENAS, Verónica" .– Pido la palabra.


Quiero hacer una observación en el artículo 127, que en su segundo párrafo reza: “En el juicio y en las demás audiencias orales, la parte, al hacer uso de la palabra deberá permanecer de pie, salvo impedimento físico”.


Considero absurda esta prescripción, por eso propongo que se suprima el segundo párrafo y se deje librado al buen criterio de juez, si el abogado puede estar parado o sentado, si está impedido físicamente o está cansado. No tiene mayor sentido plantear en el Código que debe estar parado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El artículo al que usted se refiere señora diputada ya ha sido votado.


Corresponde considerar a continuación el Título II, Capítulos I, II, III, IV y V que comprende los artículos 159 a 204, dentro de los cuales hay una propuesta de modificación para el artículo 169, que incorpora un penúltimo párrafo. 


Por Secretaría se dará lectura al párrafo agregado.

–
Se lee:


“Si en el acto del Registro se encontraren elementos probatorios no previstos en la orden judicial o rastros de otro delito, se deberá requerir la conformidad judicial para su incautación, sin perjuicio de adoptarse los recaudos pertinentes para preservarlos”.

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Pido la palabra.


En el artículo 198, a continuación de la palabra “su fotografía”, propongo incorporar “o videoimagen”.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si no se hace más uso de la palabra, se van a votar los artículos 159 a 204, con las modificaciones propuestas para los artículos 169 y 198.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el Título III del Libro II, que comprende los artículos 205 a 244, inclusive


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el Título IV del Libro II, que comprende los artículos 245 a 250.

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Pido la palabra.


Como ya lo había anticipado, quiero plantear un tema en el artículo 242, que es el famoso artículo 230 del actual Código Procesal Penal, sobre utilización de autos secuestrados por la Policía y que dos por tres nos enteramos que cumplen cualquier función, menos la de la disponibilidad del artículo 230, generándole responsabilidades al propio Estado. En el texto se establece la utilización por la Policía o instituciones penitenciarias, pero sugiero que se incorpore que esos vehículos puedan ser, también, utilizados por establecimientos educativos o asistenciales del Estado provincial.


Muchas veces es más necesaria una camioneta en un Samco o en una escuela de pueblo antes que ande paseando la Policía y atropellando gente por las rutas de la Provincia.


Entonces, en el 230 –que en la jerga es el 229 cuando está floja la autorización– sin quitar esto, solicito que se extienda a otros servicios del Estado que son concretamente: Policía, institutos penitenciarios, educativos o asistenciales del Estado provincial.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la reconsideración del artículo 242.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se a votar el artículo 242, con la modificación propuesta por el diputado Mascheroni.

· Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el Título IV del mismo Libro, que comprende los artículo 245 a 250.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar.

· Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar ahora al Libro III, Título I que comprende los Capítulos I, II, III y IV, artículos 251 al 293.

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– En el Libro III, el bloque Socialista se va a abstener en los artículos 251, 252, 260, 268, inciso 6º) y 12), 299, 300 y 302.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por el diputado Lamberto.

· Resulta afirmativa.

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Pido la palabra.


Voy a plantear la incorporación de un párrafo al artículo 264 que es el que prevé la denuncia escrita o verbal, para que en el caso de que la denuncia escrita sea presentada ante autoridades policiales, establecer, primero, que tengan la obligación de receptarla y identifiquen y le entreguen copia al denunciante.

· Hablan varios diputados a la vez.

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– … Concretamente, señor presidente, propongo incorporar al final del artículo 264, el siguiente párrafo: “Cuando la denuncia escrita sea presentada ante autoridades policiales, el funcionario que la reciba deberá colocar, si así lo solicitara el denunciante en la copia de la misma, o en una constancia que especialmente se confeccionará al efecto, un cargo que acredite día y hora de recepción, identificación de la dependencia policial y el número de registro de la denuncia. En ningún caso, se podrá rechazar la presentación de la denuncia, sin perjuicio de trámite judicial que ulteriormente corresponda”.

SR. KILIBARDA EÍ "PJ KILIBARDA, Danilo" .– Consideramos que este caso está previsto en el artículo 267, cuando habla de “copia o certificación”. Hecha la denuncia, que puede ser hecha –según el 262– ante el Ministerio Público o las autoridades policiales, la norma es genérica, “...hecha la denuncia, se extenderá al denunciante si lo solicitara, copia de la misma o certificación en la que conste fecha de su presentación, el hecho denunciado, el nombre del denunciante y del denunciado, los comprobantes que se hubieren presentado y las circunstancias que se consideraren de utilidad”.


Es una norma general, que tiene tradición en los códigos procesales, y que está repetida, casi textualmente, en casi todos los códigos procesales vigentes. Me parece que es más amplia y comprende y abarca la preocupación del diputado Mascheroni.

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Veo que no va a salir, pero de todas maneras, ensayaré una breve defensa. Yo entiendo lo que dice el diputado Kilibarda y lo comparto. Es la copia de la denuncia genérica, lo que nosotros incorporamos en este artículo 264 es la denuncia hecha ante la comisaría y la obligación de la recepción y de entregarle al denunciante copia de la misma.

SR. KILIBARDA EÍ "PJ KILIBARDA, Danilo" .– El artículo 267 comprende la denuncia hecha ante la policía, comprende todas las denuncias…

· Hablan varios diputados a la vez.

SR. MARCUCCI EÍ "UCR MARCUCCI, Hugo" .– Pido la palabra.


Solicito una aclaración del artículo 288, sobre que es esto de “una entrevista informal”…

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Pido la palabra.


Antes de avanzar, en el artículo 268, que son los actos de la Policía, que también está en discusión, tenemos un problema que había anticipado, y que reconozco tiene sus bemoles, pero nobleza obliga, lo voy a reiterar. Cuando hay una denuncia, todavía no hay causa, ni siquiera investigación, y se trata del caso típico de agresión dentro del núcleo familiar, sea de un cónyuge al otro, o de mayores a menores, habíamos incorporado en Legislaturas anteriores, para esos delitos, que con una información sumaria se podía excluir temporariamente, hasta 48 horas, al denunciado o agresor, o en su defecto, a la víctima o al denunciado brindarle la oportunidad de darle otro lugar si no tiene donde ir. 


La modificación la suprime definitivamente. Y creo que esta es una medida que, si bien alguno puede considerar un resabio autoritario, en función de los actos de la Policía y por una cuestión de inmediatez, es la única instancia que se puede proceder frente a la denuncia.


Entonces con esta fundamentación breve planteo mantener como incisos 15) y 16) el siguiente texto “En los delitos por lesiones dolosas cuando el agresor y el agredido cohabiten en el mismo lugar, sean cónyuges, concubinos, ascendientes o descendientes, de uno de ellos o de ambos, y tal cohabitación conlleve a suponer la reiteración de hechos similares y, con el único fin de prevenir los mismos, disponer la exclusión del hogar por un término, que no exceda las 48 horas bajo apercibimiento que le será notificado fehacientemente –acá dice el imputado, habría que cambiarlo por denunciado– de que si desobedeciere deberá cumplir dicho término detenido, sin perjuicio de lo que disponga el Tribunal Competente a quien se le dará previa comunicación del hecho, durante el término que durare la exclusión dispuesta por la autoridad preventora, ésta en el supuesto que el destinatario de la medida no tuviere dónde alojarse, procurará brindarle uno apropiado.” Esto como un único inciso.


Perdón, hubo correcciones y modificaciones, voy a leer nuevamente el texto definitivo: “En los delitos por lesiones dolosas cuando el agresor y el agredido cohabiten en el mismo lugar, sean cónyuges, concubinos, ascendientes o descendientes, de uno de ellos o de ambos, y tal cohabitación conlleve a suponer la reiteración de hechos similares y, con el único fin de prevenir los mismos, previa comunicación del hecho y autorización expresa del tribunal competente –cambiamos juez por Tribunal– , y sin perjuicio de otra medida que la autoridad judicial determine, podrá disponer la exclusión del hogar por el término que no exceda las 48 horas y bajo apercibimiento que le será notificado fehacientemente al denunciado de que si desobedeciera deberá cumplir dicho término detenido. –seguido, no como inciso– durante el término que durare la exclusión dispuesta por la autoridad competente, ésta en el supuesto que el destinatario de la medida no tuviere dónde alojarse, procurará brindarle uno apropiado.”


Sí, es verdad, es largo, pero esta es una norma que está vigente en el Código actualmente, denme una razón para no sostenerla, yo la retiro.

SR. KILIBARDA EÍ "PJ KILIBARDA, Danilo" .– Pido la palabra.


Una razón que yo daría, desde mi punto de vista, es que estamos dando demasiadas facultades a la Policía. No basta con la simple comunicación, se está excluyendo del hogar, se está sacando a alguien sin un juicio previo, y sin ninguna intervención previa.

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Con notificación previa…

SR. KILIBARDA EÍ "PJ KILIBARDA, Danilo" .– No, con comunicación previa, que no es lo mismo que decisión del juez. Yo no tengo ningún problema,..

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Quien determina la exclusión…

SR. KILIBARDA EÍ "PJ KILIBARDA, Danilo" .– Me parece que estamos ampliando las facultades de la prevención en desmedro de lo que propicia este Código, que es que haya un mínimo de intervención policial y un máximo de intervención jurisdiccional.

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– La exclusión es por orden del tribunal, la autoridad judicial lo determina. Estaría –entiendo- mal incorporado, técnicamente, en “Actos de la Policía”. Podrían ser medidas preventivas de la protección de la víctima, del testigo o del eventual damnificado, pero me limité a mantenerlo en la estructura que actualmente tiene el código. 


Sé cuál es el reproche que hace el diputado Kilibarda y también se lo hago: es mantener un resabio de actuación discrecional de la Policía. No lo es porque implica una previa comunicación y una autorización pero, reitero, creo que esto, que fue una sana decisión del legislador en otras composiciones de este Cuerpo, apunta a evitar que el denunciado siga practicando box con el denunciante cuando vuelva a su casa, a las 11 de la noche. Pensemos en los barrios, no pensemos en el que vive en la avenida y, además, la experiencia indica que frente a la denuncia, que, generalmente, hace la mujer o menores golpeados, la vuelta al hogar es recibir un castigo superior. Esto es una exclusión temporaria, a los fines de evitar mayores consecuencias dañosas para el denunciante.

SR. PRESIDENTE (Barrera).–¿Se acepta el agregado de los dos incisos para el artículo 268? o ¿se mantiene la propuesta en los términos del dictamen?


Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el Título I del Libro III, que comprende los artículos 251 a 293.

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Va de suyo que cuando uno hace esta moción es –valga la redundancia– para que se vote. 


Si no hay consentimiento, que conste la discrepancia en lo que significa el artículo 268 de mantenerlo en la actual redacción sin incorporación.

SRA. GUTIÉRREZ EÍ "ARI GUTIÉRREZ, Alicia" .– El bloque del ARI adhiere a la propuesta del diputado Mascheroni. Queremos que conste en la versión taquigráfica nuestra adhesión a la misma.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el Título I, del Libro III.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el Título II, de este mismo Libro, que comprende los artículos 294 a 306. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el Título I, del Libro IV, los Capítulos I, II, III, IV, desde el artículo 307 al 338 inclusive.

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Pido la palabra.


Solicito autorización para que el bloque Socialista se abstenga en la votación de los artículo 307 y 312.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por el diputado Lamberto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el Título I del Libro IV.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración, el Título II, artículos 339 a 345, inclusive.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el Título III, artículo 346.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el Título IV, Capítulo I y II, que comprende los artículos 347 a 363.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el Título V, artículos 364 a 369.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el Título VI, Capítulo I y II, que comprende los artículos 370 a 379.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el Libro V. 

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Pido la palabra.


Señor presidente, voy a solicitar autorización para la abstención del bloque Socialista en la votación de los artículos 381, 382, 383 y 396, inciso 2º.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por el diputado Lamberto. 

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si no hay ninguna propuesta de modificación para el Libro V, se votan los Capítulos I, II, III, IV y V, que comprende los artículos 380 a 418.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el Libro VI, Título I, Capítulo I, II y III, desde los artículos 419 al 443.

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Pido la palabra.


Señor presidente, voy a solicitar autorización para la abstención del bloque Socialista en la votación del artículo 439.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por el diputado Lamberto. 

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si no se hace más uso de la palabra, se van a votar los artículos 419 al 443. 

–
Resultan aprobados

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el Título II, de este mismo Libro, Capítulo I, artículos 444 a 451. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el Capítulo II, que comprende los artículos 452 al 455.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Los artículos 456, 457 y 458 pasarían a formar parte de las disposiciones transitorias.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Pido la palabra.


Quiero adelantar el tema de las disposiciones transitorias. En cuanto al artículo 456 “Vigencia”, queda la redacción acordada en la reunión de Labor Parlamentaria y que obra en Secretaría, de igual modo para los artículos 457 y 458.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se les dará lectura.

–
Se lee:

"Artículo 456.- Vigencia. Ninguna disposición de este Código entrará en efectiva vigencia hasta tanto el Poder Ejecutivo resuelva encontrar reunidas las condiciones necesarias para un adecuado funcionamiento del mismo, en cuyo caso establecerá la forma y fecha de puesta en vigor, la que no podrá superar el último día hábil del mes de junio del año 2008. Podrá disponer la implementación por circunscripción antes de la fecha indicada en forma progresiva.


A partir de la entrada en vigencia del Código en todo el territorio de la Provincia queda derogada la Ley 6740, sus modificatorias y todas las leyes que se le opongan, salvo en el caso de implementación progresiva.

Artículo 457.- Integración transitoria de la Cámara de Apelaciones. En aquellas circunscripciones donde a la entrada de vigencia del Código sólo existiera número suficiente de jueces para integrar una sola sala de la Cámara de Apelaciones, en las impugnaciones dirigidas contra actos de la investigación penal preparatoria intervendrá otra Sala de la Circunscripción más próxima, hasta tanto se creen los órganos jurisdiccionales suficientes.

Artículo 458.- Causas en trámite.- Subsistirá la aplicación del Código Procesal Penal anterior para todas aquellas causas iniciadas con anterioridad a la entrada en vigencia del presente Código. A fin de establecer el número de jueces y fiscales que continuarán con esos trámites y los de la Alzada, y el modo en que se distribuirán las causas, la Corte Suprema de Justicia dictará la reglamentación pertinente. salvo en lo que no estuviere expresamente previsto en la presente ley. El tribunal de ejecución continuará su labor adecuándola de inmediato a las disposiciones de este Código. 

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si no se hace uso de la palabra, se van a votar las disposición transitorias, artículos 456; 457 y 458 con la redacción acordada en la reunión de Labor Parlamentaria.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El artículo 459 es de forma. 


En consecuencia, se aprueba en general y particular el proyecto de reforma del Código Procesal Penal que recibe media sanción y se comunica al Senado con el siguiente texto:

 EÍ "ZL Exptes. Nº 18.513 – PE, Nº 15.153 – DB, Nº 18.053 – DB y Nº 19.021 – ARI Implementación del nuevo Código Procesal Penal" 
La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Código Procesal Penal

Libro I

Disposiciones Generales

Título I

Normas Fundamentales

Artículo 1º.- Juicio previo.- Nadie podrá ser penado o ser sometido a una medida de seguridad sin juicio previo fundado en ley anterior al hecho del proceso y sustanciado conforme a las reglas de este Código.

En el procedimiento penal rigen todas las garantías y derechos consagrados en la Constitución de la Nación Argentina, en los tratados internacionales con idéntica jerarquía y en la Constitución de la Provincia.

Dichas disposiciones son de aplicación directa y prevalecen sobre cualquier otra de inferior jerarquía normativa informando toda interpretación de las leyes y criterios para la validez de los actos del procedimiento penal.

Artículo 2º.- Inobservancia de regla de garantía.- La inobservancia de una regla de garantía establecida a favor del imputado no podrá ser hecha valer en su perjuicio, ni podrá ser utilizada para retrotraer contra su voluntad, el procedimiento a etapas anteriores.

Artículo 3º. – Principios y reglas procesales.- Durante el proceso se observarán los principios de oralidad, publicidad, contradicción, concentración, inmediatez, simplificación y celeridad.

Artículo 4º.- Jueces naturales y jurados.- Nadie podrá ser juzgado por otros jueces que los designados de acuerdo a la Constitución e instituidos con anterioridad al hecho objeto del proceso.

En los casos en que sea procedente la conformación del jurado se regirá por las normas que establezca una ley especial.

Artículo 5º.- Estado de inocencia.- Nadie podrá ser considerado ni tratado como culpable mientras una sentencia firme no lo declare tal.

Artículo 6º.- Non bis in idem.- Nadie podrá ser perseguido penalmente más de una vez por el mismo hecho.

No se podrán reabrir los procedimientos fenecidos, salvo la revisión de las sentencias a favor del condenado, según las reglas previstas por este Código.
Artículo 7º.- In dubio pro reo.- En caso de duda sobre los hechos deberá estarse a lo que sea más favorable al imputado, en cualquier grado e instancia del proceso.

Artículo 8º.- Inviolabilidad de la defensa.- La defensa en juicio deberá comprender para las partes, entre otros, los siguientes derechos: ser oídas, contar con asesoramiento y representación técnica, ofrecer prueba, controlar su producción, alegar sobre su mérito e impugnar resoluciones jurisdiccionales, en los casos y por los medios que este Código autoriza.

Artículo 9º.- Derechos de la víctima.- Para quien invocara verosímilmente su calidad de víctima o damnificado o acreditara interés legítimo en la Investigación Penal Preparatoria, se le reconocerá el derecho a ser informado de la participación que puede asumir en el procedimiento, del estado del mismo, de la situación del imputado y de formular las instancias de acuerdo a las disposiciones de este Código.

Artículo 10.- Restricción a la libertad.- La libertad personal sólo podrá ser restringida en los límites absolutamente indispensables para evitar el entorpecimiento probatorio en la investigación o el juicio y asegurar la actuación de la pretensión punitiva.

Artículo 11.- Interpretación restrictiva.- Será interpretada restrictivamente toda disposición legal que coarte la libertad personal, limite el ejercicio de un poder conferido a los sujetos del proceso o establezca invalidaciones procesales o exclusiones probatorias.

Artículo 12.- Condiciones carcelarias.- La privación de la libertad, sólo puede cumplirse en establecimientos que satisfagan las condiciones previstas en la Constitución Nacional y Tratados Internacionales de Protección de Derechos Humanos. Ningún detenido podrá ser objeto de tratos crueles, inhumanos o degradantes a su dignidad.

Artículo 13.- Reglas particulares de actuación.- Con autorización o a instancias del Tribunal, las partes podrán acordar el trámite que consideren más adecuado en cualquier etapa del procedimiento, privilegiando los objetivos de simplicidad y abreviación, salvaguardando la garantía del debido proceso y el juicio público oral.

Artículo 14.- Garantías para el ejercicio de las acciones procesales.- Las normas referidas a la organización del sistema de enjuiciamiento penal deberán garantizar una equitativa y proporcional distribución de los cargos y recursos presupuestarios que se asignen a las funciones de acusar, defender y juzgar, a fin de no resentir el eficaz y oportuno ejercicio de ninguna de ellas.

En la Investigación Penal Preparatoria la reglamentación establecerá mecanismos para la actuación inmediata del Tribunal.

Artículo 15.- Arbitración de trámite.- En caso de silencio u obscuridad de este Código o de su reglamentación, se arbitrará la tramitación que deba observarse respetando las normas fundamentales o aplicando supletoriamente el Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Santa Fe en cuanto fuera pertinente.

Título II

Acciones

Capítulo I

Acción Penal

Artículo 16.- Acción promovible de oficio.- La preparación y el ejercicio de la acción penal pública estará a cargo del Ministerio Público Fiscal, quien podrá actuar de oficio siempre que no dependiera de instancia privada. Podrá sin embargo estar a cargo del querellante, en los términos de este Código.

Las peticiones del querellante habilitarán a los Tribunales a abrir o continuar el juicio, a juzgar y a condenar con arreglo a las disposiciones de éste Código. La participación de la víctima como querellante no alterará las facultades concedidas por la ley al Ministerio Público, ni lo eximirá de sus responsabilidades.

El Ministerio Público estará obligado a promover la acción penal pública de los hechos punibles que lleguen a su conocimiento, siempre que existan suficientes indicios fácticos de la existencia de los mismos.

Cuando sea pertinente, se aplicarán los criterios de oportunidad legalmente establecidos.

Artículo 17.- Acción dependiente de instancia privada.- Cuando la acción penal dependiera de instancia privada, no se podrá ejercitar si las personas autorizadas por la ley penal no formularan manifestación expresa ante autoridad competente, de su interés en la persecución.

Artículo 18.- Acción de ejercicio privado.- La acción de ejercicio privado se ejercerá por medio de querella en la forma en que este Código establece.

Capítulo II

Reglas de disponibilidad

Artículo 19.- Criterios de oportunidad.- El Ministerio Público podrá no promover o prescindir total o parcialmente, de la acción penal, en los siguientes casos:

1) cuando el Código Penal o las leyes penales especiales lo establezcan o permitan al Tribunal prescindir de la pena;

2) cuando se trate de hechos que por su insignificancia no afecten gravemente el interés público, salvo que fuesen cometidos por un funcionario público en el ejercicio o en razón de su cargo;

3) cuando las consecuencias del hecho sufridas por el imputado sean de tal gravedad que tornen innecesaria o desproporcionada la aplicación de una pena, salvo que mediaren razones de seguridad o interés público;

4) cuando la pena en expectativa carezca de importancia con relación a la pena ya impuesta por otros hechos; 

5) cuando exista conciliación entre los interesados, y el imputado haya reparado los daños y perjuicios causados en los hechos delictivos con contenido patrimonial cometidos sin violencia física o intimidación sobre las personas, salvo que existan razones de seguridad, interés público o se encuentre comprometido el interés de un menor de edad;

6) cuando exista conciliación entre los interesados y el imputado, en los delitos culposos, lesiones leves, amenazas y/o violación de domicilio, salvo que existan razones de seguridad, interés público o se encuentre comprometido el interés de un menor de edad; 

7) cuando el imputado se encuentre afectado por una enfermedad incurable en estado terminal, según dictamen pericial o tenga más de setenta años, y no exista mayor compromiso para el interés público.

En los supuestos de los incisos 2, 3 y 6 es necesario que el imputado haya reparado los daños y perjuicios ocasionados, en la medida de lo posible, o firmado un acuerdo con la víctima en ese sentido, o afianzado suficientemente esa reparación.

Artículo 20.- Mediación.- A los efectos de lograr la conciliación señalada anteriormente, se establecerán procesos de mediación entre los interesados según la reglamentación respectiva, asegurando la dignidad de la víctima, del imputado y la igualdad de tratamiento de ambos.

Artículo 21.- Trámite.- Con fundamento, el Fiscal formulará ante el Tribunal su posición.

El imputado, sin recurso alguno, podrá plantear ante el Fiscal la aplicación de un criterio de oportunidad, fundando su pedido.

La solicitud de aplicación de un criterio de oportunidad deberá ser comunicada por el Tribunal a la víctima, aunque no estuviere constituida como querellante, quien deberá ser oída, pudiendo formular oposición.

Artículo 22.- Resolución. Conversión.- Si el Tribunal admite el criterio de oportunidad, la acción pública se tramitará conforme lo previsto para el procedimiento de querella, cualquiera fuera el delito de que se tratase. En tal caso la querella deberá presentarse dentro del término de sesenta (60) días hábiles desde la notificación de la resolución.

La víctima tendrá el derecho y el Estado el deber de asegurarle el asesoramiento jurídico necesario cuando no pudiese afrontar los gastos en forma particular.

Vencido el término, la acción penal quedará extinguida para el autor o partícipe a cuyo favor se aceptó el criterio de oportunidad, salvo el supuesto del inciso 2 del artículo 19 en que los efectos se extenderán a todos los partícipes.

Artículo 23.- Oportunidad.- La solicitud Fiscal de aplicación de criterios de oportunidad se podrá presentar hasta el momento de la audiencia preliminar del juicio.

Capítulo III

Suspensión del procedimiento a prueba

Artículo 24.- Suspensión del procedimiento a prueba.- Cuando se peticionara la suspensión del juicio a prueba, el Fiscal que contara con el acuerdo del imputado y su defensor, podrá solicitarla al Tribunal que corresponda, en aquellos casos en que sea procedente la aplicación de una condena de ejecución condicional. Cuando el delito prevea pena de inhabilitación, ella formará parte de las reglas de conducta que se establezcan.

A tal efecto se llevará a cabo una audiencia a la que concurrirá el imputado, su defensor y las partes interesadas, y en la que, oídos los mismos, se decidirá sobre la razonabilidad de la oferta de reparación de daños que se hubiese efectuado y sobre la procedencia de la pretensión.

En caso de hacerse lugar a la suspensión del juicio a prueba, se establecerá el tiempo de suspensión del juicio, las reglas de conducta que deberá cumplir el imputado, se detallarán los bienes, que de ser pertinente, se abandonarán en favor del estado y la forma reparatoria de los daños.

La resolución se dictará por auto fundado y, si fuese admitiendo la petición, se notificará en forma personal al imputado y se comunicará al Registro Único de Antecedentes de la Provincia y al Registro Nacional de Reincidencias.

En caso de incumplimiento o inobservancia de las condiciones o reglas de conducta, el Tribunal resolverá lo que corresponda después de oír al imputado y a las partes o interesados. La decisión podrá ser precedida de una investigación sumaria y es irrecurrible.

Artículo 25.- Control.- El Juez de Ejecución Penal controlará la observancia de las instrucciones e imposiciones resolviendo previa audiencia de las partes y a tenor de la prueba producida al efecto.

Capítulo IV

Obstáculos legales

Artículo 26.- Obstáculos legales.- Si el ejercicio de la acción penal dependiera de desafuero, juicio político o enjuiciamiento, se observarán las condiciones y los límites establecidos por la ley.

Artículo 27.- Desafuero.- Cuando hubiera mérito para formular acusación respecto de un legislador o miembro de una convención constituyente, el Fiscal se abstendrá de hacerlo y así lo declarará por requerimiento fundado, solicitando a la Cámara o cuerpo respectivo el desafuero correspondiente.

En la investigación preparatoria que brinde sustento probatorio a la decisión, no se aplicarán las disposiciones que impliquen una sujeción al proceso, o el ejercicio del poder coercitivo respecto del afectado, pero podrán recibírsele a éste las explicaciones y pruebas que quiera proporcionar. A tal efecto podrá llamárselo a prestar declaración, pero, si no concurre, no podrá forzárselo.

Removido que fuera el obstáculo constitucional, se formalizará la audiencia imputativa, cesando las restricciones al procedimiento común.

Cuando el afectado fuera detenido, en los casos autorizados por la Constitución y la ley, el fiscal pondrá inmediatamente el hecho en conocimiento de la Cámara o cuerpo al que pertenezca, a fin de que resuelva sobre el privilegio y la cautela. Se pondrá también en su conocimiento la causa que existiera pendiente contra quien, estando acusado, hubiera sido elegido legislador o convencional, suspendiéndose el procedimiento a su respecto hasta que se produzca el desafuero.

Artículo 28.- Antejuicio.- Respecto de un funcionario sujeto a juicio político o comprendido en la ley de enjuiciamiento de magistrados por delito que constituya causal de destitución, se procederá conforme al artículo anterior en lo que fuera aplicable, librando el Fiscal las comunicaciones pertinentes al Tribunal de enjuiciamiento que corresponda. En caso que la ley autorizara la detención del afectado, se lo pondrá a disposición del Tribunal de enjuiciamiento.

Artículo 29.- Imposibilidad de proceder.- Si el desafuero es negado o no se produce la destitución, el Fiscal declarará que no se puede proceder y dispondrá el archivo de las actuaciones.

Capítulo V

Cuestiones previas y prejudiciales

Artículo 30.- Cuestiones previas penales.- Cuando la solución de un proceso penal dependiera de otro proceso penal y no correspondiera la acumulación de ambos, el ejercicio de la acción se suspenderá en el primero, cumplida la etapa de Investigación Penal Preparatoria, hasta que en el segundo se dicte sentencia firme.

Artículo 31.- Cuestiones previas no penales.- Cuando la existencia del delito dependiera de cuestiones previas no penales, el ejercicio de la acción penal podrá suspenderse, hasta que el órgano correspondiente dicte resolución que haya quedado firme.

La suspensión no impedirá que se realicen los actos de la Investigación Penal Preparatoria.

Artículo 32.- Prejudicialidad.- Cuando la existencia del delito dependiera de cuestión prejudicial establecida por la ley, el ejercicio de la acción penal se suspenderá, hasta que en la jurisdicción respectiva recaiga sentencia firme con valor de cosa juzgada en sede penal.

La suspensión no impedirá que se realicen los actos de la Investigación Penal Preparatoria.

Artículo 33.- Apreciación.- Cuando se dedujera una cuestión previa o prejudicial, el Tribunal la sustanciará y al resolver podrá apreciar, no obstante lo dispuesto en los artículos anteriores, si la cuestión invocada es seria, fundada y verosímil. En caso de que apareciera opuesta con el exclusivo propósito de dilatar el proceso, autorizará la continuación del trámite.

Capítulo VI

Excepciones

Artículo 34.- Procedencia.- La defensa del imputado podrá plantear las siguientes excepciones de previo y especial pronunciamiento: 

1) falta de jurisdicción o incompetencia;

2) falta de acción, porque no se pudo promover, o no fue legalmente promovida, o no pudiera ser proseguida, o estuviera extinguida la acción; 

3) cosa juzgada;

4) pendencia de causa penal;

5) archivo por investigación penal preparatoria antecedente;

6) falta de personalidad en el querellante, o de personería en su representante.

Si concurrieran dos o más excepciones, deberán interponerse conjuntamente.

La excepción de cosa juzgada podrá ser planteada en cualquier momento del juicio.

Artículo 35.- Trámite.- Durante la Investigación Penal Preparatoria y en las demás etapas del procedimiento, previa sustanciación, las excepciones se deducirán por escrito, ante el Tribunal competente, ofreciendo toda la prueba que le sirviera de fundamento.

El Tribunal convocará, a una audiencia oral y pública, donde luego de disponer la producción de las pruebas pertinentes, oirá a las partes y pronunciará su resolución, pudiendo diferir la redacción de los fundamentos para el día siguiente. La resolución será apelable.

Título III

La Justicia Penal

Capítulo I

Jurisdicción

Artículo 36.- Carácter y extensión.- La jurisdicción se extenderá al conocimiento de los hechos cometidos en el territorio de la Provincia y afirmados como delictuosos por el actor penal, con excepción de aquellos de jurisdicción federal o militar.

Artículo 37.- Jurisdicciones especiales. Prioridad de juzgamiento.- Cuando se imputara a una misma persona uno o más delitos cuyo conocimiento correspondiera al fuero federal o militar y otro u otros de jurisdicción local, será juzgado primero en aquellas jurisdicciones especiales. Del mismo modo se procederá en casos de delitos conexos.

Sin perjuicio de ello el proceso de jurisdicción local podrá sustanciarse simultáneamente con el otro, siempre que no se obstaculice el ejercicio de las respectivas jurisdicciones o la defensa del imputado.

Artículo 38.- Jurisdicciones comunes. Prioridad de juzgamiento.- Si a una persona se le imputara un delito de jurisdicción local y otro correspondiente a la jurisdicción nacional de la Capital Federal o de otra Provincia, primero será juzgada en esta Provincia si la persona se encontrara con prisión preventiva o el delito aquí imputado fuera de mayor gravedad. Del mismo modo se procederá en caso de delitos conexos.

Cuando la situación cautelar del imputado en las distintas jurisdicciones sea similar y los delitos fueran de la misma gravedad tendrá prioridad en el juzgamiento el Tribunal que previno.

Artículo 39.- Unificación de penas.- Cuando corresponda la unificación de pena, se procederá conforme a las disposiciones del Código Penal, por el Tribunal de juicio o el Juez de ejecución según corresponda.

Capítulo II

Competencia

Sección Primera

Competencia material

Competencia por grado, estado y materia

Artículo 40.- Corte Suprema de Justicia.- Sin perjuicio de las funciones otorgadas por otras leyes, la Corte Suprema de Justicia conoce del recurso extraordinario, y del recurso de revisión de sentencias condenatorias o que apliquen una medida de seguridad en los procesos penales, en los casos autorizados por este Código.

Artículo 41.- Cámaras de Apelación en lo Penal.- Cada cámara de apelación, conocerá:

1) de los recursos que se interpongan contra las sentencias y resoluciones de los tribunales de la investigación penal preparatoria, del juicio penal, de faltas y de ejecución penal;

2) de las quejas;

3) de los conflictos de competencia y separación;

4) en todo otro caso que disponga la ley.

Artículo 42.- División del trabajo de los jueces penales en razón de la materia.- Los jueces penales entenderán en causas que involucren como imputados a personas mayores de dieciocho años de edad y distribuirán su labor conformando Tribunales de la Investigación Penal Preparatoria, de Juicio y de Ejecución Penal. Tal división de funciones será dispuesta por la reglamentación respectiva.

Artículo 43.- Tribunales de Juicio.- Los Tribunales de Juicio juzgarán todos los hechos afirmados como delitos dolosos o culposos por el actor penal.

El Tribunal se integrará unipersonalmente, salvo cuando el fiscal o el querellante, en su caso, hubiesen solicitado la aplicación de una pena privativa de libertad de doce (12) años o más, en cuyo caso se integrará con tres jueces. La eventual modificación del pedido de pena en el transcurso del juicio, no alterará la integración del tribunal.

También se integrará pluripersonalmente, cualquiera sea la pena solicitada, cuando la complejidad del asunto o razones excepcionales así lo aconsejen.

Artículo 44.- Jurados.- Cuando se autorice el Juicio por Jurados, una ley determinará la forma en que se integrarán en Colegio los Jurados, sus características, requisitos para la convocatoria y la fecha de entrada en vigencia de esta forma de juzgamiento.

Artículo 45.- Tribunales de la Investigación Penal Preparatoria.- Los Jueces que integren los tribunales de la Investigación Penal Preparatoria efectuarán un control de legalidad procesal y resguardo de las garantías constitucionales de acuerdo a las facultades que este Código otorga, resolviendo las instancias que formulen las partes y los incidentes que se produzcan durante esa etapa.

Artículo 46.- Tribunal de Ejecución.- El Juez de Ejecución Penal tendrá a su cargo el control del cumplimiento de las penas y medidas de seguridad y demás funciones que este Código les asigne, así como la resolución de las instancias o incidentes que se formulen.

Artículo 47.- Determinación de la competencia por la edad - Para determinar la competencia por razón de la edad, se tendrá en cuenta la fecha de comisión del hecho.

Artículo 48.- Jueces Comunales.- Solamente cuando no sea posible lograr la intervención inmediata del juez penal, los jueces comunales serán competentes para controlar las diligencias de la investigación penal preparatoria que no admitan demora, según las disposiciones de este Código.

Artículo 49.- Oficina de Gestión Judicial.- Los Jueces y Tribunales serán asistidos por una oficina judicial.

Sin perjuicio de las facultades e intervención de los Jueces previstas por este Código, corresponderá al director o jefe de la oficina judicial, dirigiendo al personal auxiliar, organizar las audiencias y debates que se fijen, citar y trasladar a las personas cuando fuera necesario, ordenar las comunicaciones e informes pertinentes, y colaborar en todos los trabajos materiales que el Juez o Tribunal le indiquen, dictando al efecto las disposiciones de mero trámite del caso; las partes podrán cuestionarlas ante el juez, quien decidirá sin sustanciación alguna.

La oficina judicial deberá velar muy particularmente para evitar la frustración de audiencias que fueran fijadas; a tales efectos contará con personal y medios que permitan ejecutar las diligencias.

Sección Segunda

Competencia territorial

Artículo 50.- Reglas generales.- Será competente el Tribunal del lugar donde se afirma, con suficiente fundamento, cometido o tentado el hecho con apariencia delictiva. En caso de delito continuado o permanente, el del lugar en que cesó la continuación o permanencia. En caso de duda el que hubiese prevenido.
Artículo 51.- Competencia del Tribunal de la Investigación Penal Preparatoria.- Las medidas cautelares de pruebas a producir durante la investigación penal preparatoria, y que requieran intervención jurisdiccional, deberán solicitarse a los Tribunales con competencia territorial en el lugar donde deban practicarse.

Artículo 52.- Declaración de incompetencia.- El Tribunal que hiciera lugar a una excepción de incompetencia territorial, deberá remitir la causa al competente, poniendo a su disposición los imputados que estuvieran bajo prisión preventiva, sin perjuicio de despachar las medidas urgentes de investigación que le hubieran solicitado.

Artículo 53.- Efectos de la declaración de incompetencia.- La declaración de incompetencia territorial no producirá la invalidación de los actos de investigación cumplidos antes de pronunciarse aquella.

Artículo 54.- División del trabajo en función de la competencia territorial.- Los jueces penales ejercerán su función en los límites territoriales que establezca la reglamentación respectiva.

Sección Tercera

Competencia por conexidad y acumulación

Artículo 55.- Unificación del Tribunal de Juicio.- En caso de pluralidad de causas por hechos de competencia provincial que den lugar a acción de igual naturaleza, podrán tramitarse ante un mismo Tribunal de Juicio, a instancias del Ministerio Público Fiscal y del imputado: 

1) cuando a una persona se le imputara más de un delito;

2) cuando los delitos imputados se afirmaran cometidos simultáneamente por varias personas reunidas o en distintos lugares y tiempo mediando acuerdo entre ellas;

3) cuando un delito se afirmara cometido para perpetrar otro, facilitar su comisión o procurar para sí o para otra persona su provecho o impunidad.

Artículo 56.- Tribunal competente.- En los casos del artículo anterior, entenderá aquel Tribunal de Juicio competente según la regla general del artículo 50, donde el Ministerio Público Fiscal decidiera acumular sus pretensiones penales.

Artículo 57.- Acumulación de pretensiones.- El Ministerio Público Fiscal procederá a acumular sus pretensiones penales ante un mismo Tribunal de Juicio siempre que así se atienda a una mejor y más pronta administración de justicia y no se afecte la inviolabilidad de la defensa en juicio.

Capítulo III

Relaciones Jurisdiccionales

Sección Primera

Cuestiones de Jurisdicción y Competencia

Artículo 58.- Tribunal competente.- Si dos Tribunales se declarasen simultánea y contradictoriamente competentes o incompetentes, el conflicto será resuelto por la Corte Suprema de Justicia cuando no tengan un superior común, y por este último en los demás supuestos.

Artículo 59.- Promoción.- Sin perjuicio de la facultad del Tribunal de examinar de oficio su propia competencia, las partes podrán promover la cuestión por inhibitoria ante el Tribunal que consideren competente o por declinatoria ante el que estimen incompetente.

El que optara por uno de estos medios no podrá abandonarlo y recurrir al otro, ni emplearlos simultánea o sucesivamente.

El planteamiento será inadmisible si no expresa que no se ha utilizado el otro medio, y si resultara lo contrario, será condenado en costas, aunque aquélla se resuelva a su favor o sea abandonada.

Artículo 60.- Oportunidad.- Las cuestiones de competencia podrán ser promovidas en cualquier estado de la Investigación Penal Preparatoria.

Artículo 61.- Declinatoria.- La declinatoria se sustanciará como excepción de previo y especial pronunciamiento.

Artículo 62.- Inhibitoria.- Cuando se promueva la inhibitoria se observarán las siguientes reglas: 

1) el Tribunal ante quien se proponga resolverá dentro del tercer día, previa vista al Fiscal por igual término;

2) cuando se deniegue el requerimiento de inhibición, la resolución será apelable;

3) cuando se resuelva librar oficio inhibitorio, con él se acompañarán las piezas necesarias para fundar la competencia;

4) el Tribunal requerido, cuando reciba el oficio inhibitorio, resolverá previa vista por tres días a las partes. Cuando haga lugar a la inhibitoria, su resolución será apelable. Si la resolución declara su incompetencia, los autos serán remitidos oportunamente al Tribunal que la propuso, poniendo a su disposición al imputado y a los elementos de convicción que hubiere;

5) si se negara la inhibición, el auto será comunicado al Tribunal que la hubiera propuesto, en la forma prevista en el inciso 4, y se le pedirá que conteste si reconoce la competencia o, en caso contrario, que remita los antecedentes al Tribunal competente para dirimir el conflicto;

6) recibido el oficio expresado en el inciso anterior, el Tribunal que propuso la inhibitoria resolverá en el término de tres días y sin más trámite, si sostiene o no su competencia. En el primer caso, remitirá los antecedentes al Tribunal competente para resolver el conflicto y se lo comunicará al Tribunal requerido para que haga lo mismo con las actuaciones; en el segundo, se lo comunicará al competente remitiéndole todo lo actuado;

7) el conflicto será resuelto dentro de tres días, previa vista por igual término al Ministerio Público Fiscal, remitiéndose de inmediato la causa al Tribunal competente.

Artículo 63.- Efectos.- Las cuestiones de competencia no suspenderán la Investigación Fiscal Preparatoria, que será continuada:

1) ante el Tribunal que primero conoció en la causa;

2) si dos Tribunales hubieran tomado conocimiento de la causa en la misma fecha, por ante el requerido de inhibición.

Las cuestiones propuestas antes de la fijación de la audiencia para el debate suspenderán el proceso hasta la decisión del incidente, sin perjuicio de que el Tribunal haga lugar al anticipo de prueba previsto por este Código.

Artículo 64.- Validez de los actos.- Al resolver el conflicto, el Tribunal determinará, si correspondiera, qué actos del declarado incompetente no conservan validez.

Artículo 65.- Cuestiones de jurisdicción.- Las cuestiones de jurisdicción con jueces nacionales, militares o de otras provincias se resolverán conforme a lo dispuesto anteriormente para las de competencia, con arreglo a la ley nacional o tratados interprovinciales que existieran.

Sección Segunda

Extradición

Artículo 66.- Requerimiento a tribunales del país.- Cuando un Tribunal pidiera a otro del país la extradición de un imputado o condenado por un delito, se procederá conforme a la ley respectiva.

Artículo 67.- Requerimiento a tribunales extranjeros.- Si el imputado o condenado se encontrara en territorio extranjero, la extradición se tramitará por vía diplomática con arreglo a los tratados, las leyes nacionales, al principio de reciprocidad o las costumbres internacionales, y las disposiciones de este Código.

Capítulo IV

Inhibición y recusación

Artículo 68.- Oportunidad y motivos de inhibición.- El Juez deberá inhibirse de conocer en la causa en cuanto advirtiera la existencia de cualquier circunstancia que, por su objetiva gravedad, pudiera considerarse que afecta su imparcialidad, aunque hubiera tomado intervención antes.

Podrán invocarse, entre otros, los siguientes motivos de separación:

1) haber pronunciado en el mismo proceso o concurrido a pronunciar sentencia, auto de mérito o dictado prisión preventiva, o haber intervenido en él como acusador, defensor, mandatario, letrado, representante legal, perito o asesor técnico, o haber sido denunciante del hecho objeto del proceso, o haberlo conocido como testigo;

2) tener interés en el proceso, él, su cónyuge o persona con quien mantenga vida conyugal, o sus parientes en cualquier grado de la línea recta y hasta el cuarto grado de la línea colateral;

3) ser o haber sido cónyuge o pariente en los grados preindicados con alguno de los interesados, mantener o haber mantenido vida conyugal, o ser o haber sido tutor o curador o haber estado bajo tutela o curatela de dichas personas;

4) haber dado recomendación sobre el proceso o haber emitido opinión después de conocerlo, aunque ello haya sido consecuencia de una disposición legal;

5) tener él o las personas indicadas en el inciso segundo, juicio pendiente iniciado con anterioridad contra alguno de los interesados en el proceso o sociedad o comunidad con ellos, salvo los supuestos de sociedad anónima y las que por sus características no le impidan conocer el proceso con imparcialidad;

6) antes de comenzar el proceso haber sido denunciante, querellante o acusador de alguno de los interesados o denunciados, o querellado o acusado por ellos, salvo que circunstancias posteriores demostraran armonía entre ambos;

7) haber sido sometido, como Magistrado y con anterioridad al proceso, a enjuiciamiento por denuncia formulada por alguno de los interesados;

8) tener con el imputado, el querellante, el ofendido, el damnificado o el responsable civil, amistad íntima que se exteriorice por frecuencia de trato, o enemistad grave y manifiesta con los mismos, salvo que proviniera de ataques u ofensas que se le hubiesen inferido después de comenzada su intervención;

9) haber recibido él, su cónyuge o persona con quien mantenga vida conyugal, padres, hijos u otras personas que vivan a su cargo, beneficios de importancia de algunos de los interesados.

Artículo 69.- Interesados.- A los fines del artículo anterior, se considerarán interesados el representante del Ministerio Público Fiscal, el imputado, el querellante, el ofendido, el damnificado y el responsable civil.

Artículo 70.- Trámite de la inhibición.- Cuando el Juez que se inhiba fuera del Tribunal de la Investigación Penal Preparatoria, remitirá la causa, por decreto fundado, al que deba reemplazarlo; éste proseguirá su curso de inmediato, sin perjuicio de remitir los antecedentes pertinentes a la Cámara de Apelación si estimara que la inhibición no tiene fundamento. La Cámara, en su caso, averiguará verbalmente el hecho y resolverá la incidencia sin otro trámite.

Cuando el Juez que se inhiba forme parte de un Tribunal colegiado, pedirá se disponga su apartamiento y se dispondrá la integración del Tribunal, el que resolverá del mismo modo que en el supuesto anterior.

Artículo 71.- Recusación.- Las partes y sus representantes, podrán recusar al Juez sólo cuando invoquen la existencia de alguno de los motivos enumerados en el artículo 68.

En caso de sustitución o nueva designación del abogado defensor, mandatario o letrado con otro que de lugar a una causa de separación, no procederá la recusación.

Artículo 72.- Oportunidad, forma y prueba de la recusación.- La recusación deberá oponerse, bajo condición de admisibilidad, por escrito, con indicación precisa de los motivos, y en su caso de las pruebas ofrecidas, dentro del plazo de tres días de la primera intervención en el procedimiento, salvo que en este Código se establezca un plazo distinto.

En caso de reemplazo del Juez o nueva integración del Tribunal, la recusación deberá ser propuesta dentro del mismo plazo a contar desde que se haya producido el reemplazo o notificada la nueva integración.

Sin embargo, la recusación que se fundamentara en una causal producida o conocida después, podrá deducirse dentro de los tres días a contar desde su producción o conocimiento.

Artículo 73.- Trámite de la recusación.- Si el Juez admitiera la recusación se observará lo dispuesto en el artículo 70.

Si no la admitiera formará incidente con el escrito de recusación y la providencia de rechazo, que remitirá a la Cámara de Apelación.

Previa audiencia en la que se recibirá la prueba e informarán las partes, la Cámara resolverá el incidente dentro de las cuarenta y ocho horas.
Artículo 74.- Recusación de Juez de Tribunal colegiado.- Para resolver la recusación admitida por un Juez que forma parte de un Tribunal colegiado, se observará lo dispuesto en la segunda parte del artículo 70. Si no la admitiera, integrado que fuera el Tribunal, y previa audiencia en la que se recibirá la prueba e informarán las partes, en su caso, se resolverá la recusación dentro de las cuarenta y ocho horas, sin recurso alguno.

Artículo 75.- Recusación no admitida durante la Investigación Penal Preparatoria.- Si la recusación se intentara durante la Investigación Penal Preparatoria y el Juez no la admitiera, continuará su intervención, pero si se hiciera lugar a la recusación los actos por él ordenados durante el trámite del incidente, serán invalidados si el recusante lo pidiese dentro del plazo de veinticuatro horas a contar desde que las actuaciones llegaran al Tribunal que deba actuar.

Artículo 76.- Límites a la recusación e integración del Tribunal.- No podrán inhibirse ni ser recusados los jueces que integren el Tribunal para resolver la recusación.

Resuelta la separación de un miembro, el Tribunal seguirá interviniendo en el proceso, sin perjuicio de la procedencia de causales de inhibición y recusación que correspondieran.

Artículo 77.- Efectos.- Producida la separación, aunque posteriormente desaparezcan los motivos que la determinaron, la intervención de los nuevos Magistrados será definitiva.

Artículo 78.- Separación de los Secretarios.- A pedido de parte o del propio funcionario, si mediara alguna de las causales previstas en este Capítulo, el Tribunal podrá separar al Secretario previa averiguación verbal del hecho, sin recurso alguno.

Artículo 79.- Costas y sanción.- Cuando la recusación fuera desestimada, además de la condena al pago de las costas del incidente, al recusante podrá aplicársele sanción de hasta quince días multa si aquélla fuera calificada de maliciosa, de la cual responderán solidariamente la parte y su letrado.

Título IV

Sujetos del procedimiento

Capítulo I

La víctima

Artículo 80.- Derechos de la víctima.- Las autoridades intervinientes en un procedimiento penal garantizarán a quienes aparezcan como víctimas u ofendidos penalmente por el delito los siguientes derechos:

1) a recibir un trato digno y respetuoso;

2) a la documentación clara, precisa y exhaustiva de las lesiones o daños que se afirman sufridos por causa del hecho motivante de la investigación;

3) a obtener información sobre la marcha del procedimiento y el resultado de la investigación, debiendo notificársele la fecha, hora y lugar del juicio, así como la sentencia final cuando no concurriera a la audiencia del debate;

4) a minimizar las molestias que deban ocasionársele con motivo del procedimiento;

5) a la salvaguarda de su intimidad en la medida compatible con el procedimiento regulado por este Código;

6) a la protección de su seguridad, la de sus familiares y la de los testigos que depongan a su favor, preservándolos de la intimidación y represalia, sobre todo si se trata de una investigación referida a actos de delincuencia organizada;

7) a requerir el inmediato reintegro de los efectos sustraídos y el cese del estado antijurídico producido por el hecho investigado en las cosas o efectos de su pertenencia, cuando ello corresponda según las disposiciones de este Código;

8) a obtener la revisión de la desestimación de la denuncia o el archivo, y a reclamar por demora o ineficiencia en la investigación, ante el superior inmediato del Fiscal de Distrito. Cuando la investigación se refiera a delitos que afectasen intereses colectivos o difusos, las personas jurídicas cuyo objeto fuera la protección del bien tutelado en la figura penal, tendrán la legitimación a la que se hace referencia en el presente inciso;

9) a presentar querella y a ejercer contra el imputado acciones tendientes a perseguir las responsabilidades civiles provenientes del hecho punible, en los términos de este Código.

Una ley especial establecerá la forma de protección a que alude el inciso 6) de este artículo, la que podrá hacerse extensiva, si fuere necesaria, a imputados u otros testigos.

Artículo 81.- Asistencia genérica.- Desde los primeros momentos de su intervención, la Policía y el Ministerio Público Fiscal, suministrarán a quien invoque verosímilmente su calidad de víctima, la información que posibilite su derecho a ser asistida como tal por el Centro de Asistencia a la Víctima u organismo pertinente, aún sin asumir el carácter de querellante.

Artículo 82.- Asistencia técnica.- Para el ejercicio de los derechos que se le acuerdan a quien invoque su condición de víctima, no será obligatorio el patrocinio letrado, salvo lo dispuesto en el artículo 94.

Si no contara con medios suficientes para contratar un abogado a fin de constituirse en querellante, el Centro de Asistencia a la Víctima u organismo pertinente, se lo proveerá gratuitamente.

Artículo 83.- Consideración especial. Comunicación de acuerdos patrimoniales.- Todo lo atinente a la situación de la víctima o damnificado, y en especial la reparación voluntaria del daño, el arrepentimiento activo de quien aparezca como autor o partícipe, la solución o morigeración del conflicto originario o la conciliación entre sus protagonistas, será tenido en cuenta en oportunidad de:

1) ejercer la acción el actor penal;

2) seleccionar la coerción personal indispensable;

3) individualizar la pena en la sentencia;

4) modificar en su medida o en su forma de cumplimiento la pena en la etapa de ejecución.

Todos los acuerdos dirigidos al más rápido resarcimiento del perjuicio invocado por la víctima o damnificado, podrán ser puestos en conocimiento del Fiscal y de los Tribunales intervinientes a los fines que correspondan.

Capítulo II

El Ministerio Público Fiscal

Artículo 84.- Función.- El Ministerio Público Fiscal promoverá y ejercerá la acción penal en la forma establecida por la ley, dirigiendo al Organismo de Investigación y a la Policía en función judicial, siendo responsable de la iniciativa probatoria tendiente a demostrar la verosimilitud de la imputación delictiva.

La inobservancia de este precepto podrá ser objeto de sanciones por el superior jerárquico que corresponda.

Artículo 85.- Forma de actuación.- En el ejercicio de su función, el Ministerio Público Fiscal adecuará sus actos a un criterio objetivo, velando por la correcta aplicación de la ley. Deberá formular los requerimientos e instancias conforme a este criterio, aún a favor del imputado.

Los representantes del Ministerio Público Fiscal formularán motivada y específicamente sus requerimientos y conclusiones de manera que se basten a sí mismos. Procederán oralmente en los debates y por escrito en los demás casos.

Artículo 86.- Procurador General.- Al Procurador General ante la Corte Suprema de Justicia, sin perjuicio de las funciones acordadas por otras leyes, le compete:

1) intervenir en todos los recursos que se interpongan por ante la Corte Suprema de Justicia;

2) dirigir, coordinar y controlar la tarea de los integrantes del Ministerio Público Fiscal;

3) dictar resoluciones y directivas para el mejor desempeño de la tarea de los miembros del Ministerio Público Fiscal;

4) fijar las políticas de persecución penal, con arreglo a las leyes, y establecer el orden de prioridades que deberán atender los Fiscales de Distrito;

5) asignar los Fiscales que actuarán en las divisiones territoriales que se delimiten, pudiendo disponer el traslado excepcional y transitorio de los mismos para actuar en divisiones territoriales distintas a la originariamente establecida;

6) proponer a las autoridades competentes las normas reglamentarias del presente Código y especialmente las relativas al funcionamiento del Ministerio Público.

Artículo 87.- Fiscal General.- Los Fiscales Generales además de las funciones acordadas por la ley y la reglamentación, actuarán en los recursos que se interpongan ante las Cámaras de Apelación en la forma prevista por este Código, pudiendo ser activamente asistidos por el Fiscal de Distrito que hubiere interpuesto el recurso, correspondiéndoles además:

1) proseguir la intervención que los Fiscales de distrito hayan tenido en primera instancia;

2) instar a los Fiscales de distrito para que inicien y continúen las gestiones de su incumbencia;

3) requerir, en la Alzada, el activo despacho de los procesos penales, deduciendo los reclamos pertinentes;

4) velar por el cumplimiento de las reglas de procedimiento, ejecución de sentencias penales y leyes que regulan la restricción de la libertad personal;

5) dictaminar en todas las cuestiones de competencia;

6) coordinar el accionar con los Fiscales de distrito según las pautas que fije el Procurador General;

7) disponer la afectación conjunta o alternativa de dos o más Fiscales de distritos o sus adjuntos, cuando razones de complejidad de la investigación u otro motivo así lo justifique.

Artículo 88.- Deberes y atribuciones del Fiscal de Distrito.- A los Fiscales de Distrito y sus Adjuntos, además de las funciones que les acuerda la ley y este Código, les corresponde:

1) dirigir la Investigación Penal Preparatoria, practicando y haciendo practicar los actos inherentes a ella. Actuarán con los organismos técnicos de investigación que se crearan y/o con la colaboración de la Policía en función judicial. Para ello solicitarán cuando correspondiera, las medidas que consideren necesarias, ante los jueces o ante cualquier otra autoridad;

2) entrevistar, cuando fuera necesario, a la persona que afirmara su condición de víctima o de damnificado por el hecho, así como a todas las personas que pudieran aportar elementos para el eficiente ejercicio de la acción penal;

3) recibir a quien compareciera espontáneamente a la Fiscalía para aportar alguno de los elementos reseñados en el inciso anterior, reservando en la oficina el escrito presentado por el compareciente o el acta sucinta que se labrará al efecto si el ofrecimiento fuere verbal, correspondiendo a la discrecionalidad técnica del funcionario la estimación de la pertinencia del aporte;

4) actuar en el juicio oral ante el Tribunal respectivo;

5) velar para que el orden legal en materia de competencia sea estrictamente observado;

6) vigilar el cumplimiento de las reglas de procedimiento, ejecución de sentencias penales y leyes que regulan la restricción de la libertad personal;

7) contestar las vistas o traslados que se le corrieran;

8) requerir de los jueces el activo despacho de los procedimientos penales en los que fueran parte, deduciendo los reclamos pertinentes.

Artículo 89.- Competencia del Fiscal de Distrito.- Los Fiscales de Distrito ejercerán su función en el ámbito territorial que la reglamentación les fije, sin perjuicio de actuar coordinadamente con los restantes integrantes del Ministerio Público Fiscal en todo el ámbito de la Provincia de Santa Fe.

Artículo 90.- Fiscales Adjuntos.- Cuando razones de trabajo así lo aconsejaran, la superioridad del Ministerio Público Fiscal podrá asignar Fiscales Adjuntos con idénticas atribuciones, para colaborar con el Fiscal de Distrito.
Artículo 91.- Apartamiento.- Los funcionarios del Ministerio Público Fiscal podrán solicitar a su superior jerárquico su apartamiento de la causa por los motivos establecidos respecto de los jueces en el artículo 68, con excepción de los incisos 4) y 6).

Cuando el apartamiento no fuera solicitado por el propio funcionario del Ministerio Público Fiscal, la defensa y el querellante en su caso podrán ocurrir con tal objetivo ante el superior jerárquico.

El apartamiento será resuelto informalmente por el superior jerárquico previa averiguación de los hechos que lo fundan y de dar suficiente oportunidad a los interesados para que se expidan. El criterio para separar al funcionario, se fundará en razones que hagan a la eficiencia y objetividad en el ejercicio de la función.

Producido el requerimiento se podrá reemplazar inmediatamente al funcionario hasta la decisión.

La resolución no dará lugar a recurso alguno y sólo podrá renovarse el requerimiento si nuevas circunstancias apoyan el mismo motivo u otro diferente.

Artículo 92.- Organismo de Investigaciones.- Bajo la dirección del Ministerio Público Fiscal actuará un Organismo de Investigaciones, de carácter técnico y no militarizado, cuya estructura será fijada por su propia ley de organización.

Capítulo III

El querellante

Artículo 93.- Querellante.- Sin perjuicio de lo establecido por este Código para el juicio por delito de acción privada, quien pretendiera ser ofendido penalmente por un delito de acción pública o sus herederos forzosos, podrán intervenir en el proceso como parte querellante y ejercer todos los derechos que este Código establece. También podrá serlo la persona jurídica cuyo objeto fuera la protección del bien jurídico tutelado en la figura penal cuando se trate de delitos que afecten intereses colectivos o difusos.

Artículo 94.- Requisitos de la instancia.- La instancia deberá formularse personalmente o por representante con poder especial, y en su caso con patrocinio letrado. El escrito, deberá contener: 

1) nombre, apellido, domicilio real y legal del particular;

2) una relación sucinta del hecho en que afirma se funda su pretensión y el carácter que invoca;

3) nombre y apellido del o de los imputados si los conociera;
4) la petición de ser tenido como parte querellante y la firma.
Artículo 95.- Oportunidad.- La instancia de constitución como parte querellante podrá tener lugar hasta la audiencia preliminar.

Pasado ese momento, la instancia se rechazará, sin recurso.

En ningún caso paralizará la tramitación de la causa.

Artículo 96.- Trámite.- La instancia será presentada, con copia para cada querellado, ante el Fiscal de Distrito interviniente, quien, expresando si acepta o rechaza el pedido, lo remitirá sin demora al Tribunal de la investigación penal preparatoria.

El Tribunal convocará a las partes a una audiencia dentro del plazo de cinco días, y decidirá de inmediato. Si admite la constitución del querellante, le ordenará al Fiscal que le acuerde la intervención correspondiente.

La resolución es apelable.

Artículo 97.- Facultades y deberes.- Sin perjuicio de los derechos reconocidos a toda víctima, quien haya sido admitido como querellante, durante el transcurso de la Investigación Penal Preparatoria y de todo el proceso, tendrá los siguientes derechos y facultades: 

1) proporcionar durante la Investigación Penal Preparatoria elementos de prueba y solicitar diligencias particulares para el esclarecimiento del hecho objeto de la misma, la responsabilidad penal del imputado y la cuantificación del daño causado. Estas instancias serán presentadas al Fiscal interviniente, y su rechazo otorgará la facultad de proceder conforme lo establecido por el artículo 286, con el propósito de obtener un pronunciamiento definitivo, acerca de la procedencia de la solicitud o propuesta;

2) pedir medidas cautelares para asegurar el pago de la indemnización civil y costas; 

3) asistir a las declaraciones de testigos durante la investigación penal preparatoria, con facultad para formular preguntas y pedir aclaraciones, pero no deberá necesariamente ser citado con anticipación, salvo que lo requiriera por escrito;

4) intervenir en el juicio dentro de los límites establecidos por este Código;

5) interponer las medidas que estime adecuadas para activar el procedimiento;

6) requerir pronto despacho;

7) formular acusación;

8) recurrir en los casos, por los medios y en la forma prevista para los representantes del Ministerio Público.


La intervención como querellante no lo exime del deber de declarar como testigo.

En ningún caso su actividad estará subordinada a directivas o conclusiones del Fiscal.

Artículo 98.- Desistimiento.- El querellante podrá desistir de su participación en cualquier momento, presentando renuncia expresa, aunque quedará obligado a las costas que su intervención hubiera causado.

Se considerará que ha desistido tácitamente de su intervención cuando, sin justa causa:

1) no concurra a prestar declaración testimonial o a la realización de cualquier medio de prueba para cuya práctica sea necesaria su presencia;

2) no asista a la convocatoria formulada por el fiscal según lo dispuesto en el art. 287 de este Código;

3) no asista a la audiencia preliminar, o no acuse válidamente;

4) no concurra a la audiencia de debate, se ausente de ella sin autorización del Tribunal o no formule conclusiones.

En lo casos de incomparecencia señalados precedentemente, la existencia de justa causa deberá acreditarse antes del inicio de la audiencia o diligencia, o en su defecto, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes.

El desistimiento será declarado por el Tribunal de oficio o a pedido de parte, e impedirá toda posterior persecución por parte del querellante, en virtud del mismo hecho que constituye el objeto de su querella y con relación a los imputados que participaron en el procedimiento.

Artículo 99.- Eventual reparación del perjuicio.- Mediando sentencia penal condenatoria, quien hubiera actuado como querellante podrá reclamar la indemnización del daño causado o la restitución de la cosa obtenida por el delito, en la forma y condiciones establecidas en este Código.

Capítulo IV

El Imputado

Sección Primera

Generalidades

Artículo 100.- Calidad de imputado.- Los derechos que este Código acuerda al imputado, podrá hacerlos valer la persona que fuera detenida o indicada como autor o partícipe de un hecho delictuoso, en cualquier acto inicial del procedimiento dirigido en su contra y en función de la etapa en que se encuentre, hasta la terminación del proceso.

Si estuviera privado de su libertad podrá formular sus instancias ante el funcionario encargado de la custodia, quien la comunicará inmediatamente al Tribunal interviniente.

Artículo 101.- Derechos del imputado.- Los derechos que este Código le acuerda, serán comunicados al imputado apenas nace su condición de tal.


En la oportunidad que este Código establece, el imputado deberá conocer:

1) la existencia de una causa seguida en su contra con los datos necesarios para individualizarla;

2) el o los hechos que se le atribuyen y la calificación legal que provisionalmente corresponda;

3) los derechos referidos a su defensa técnica;

4) que podrá solicitar audiencia a fin de prestar declaración cuando lo estime conveniente, presumiéndose mientras tanto que ejerce el derecho de abstenerse a declarar sin que ello signifique ninguna presunción en su contra.

Artículo 102.- Identificación.- La identificación del imputado se practicará por sus datos personales, impresiones digitales y señas particulares, los que deberá brindar. Si se negara a suministrar esos datos o los diera falsamente, se procederá a la identificación por testigos en la forma prescripta para los reconocimientos o por otros medios que se estimaran convenientes.

La individualización dactiloscópica, fotográfica o por cualquier otro medio que no afectara la dignidad ni la salud del identificado se practicará, aun contra su voluntad, mediante la oficina técnica respectiva.
Artículo 103.- Identidad física.- Cuando fuera cierta la identidad física de la persona imputada, las dudas sobre los datos suministrados u obtenidos, no alterarán el curso del procedimiento, sin perjuicio de que se rectifiquen en cualquier estado del mismo o durante la ejecución de la sentencia.
Artículo 104.- Domicilio.- El imputado deberá denunciar su domicilio real y fijar domicilio legal dentro del radio del Tribunal. Deberá mantener actualizados esos domicilios comunicando al Ministerio Público Fiscal y al Tribunal, según el caso, las variaciones que sufrieren. 

La falsedad de su domicilio real así como la omisión inexcusable del informe de las variaciones serán considerados como indicio de fuga.

Serán válidas las notificaciones dirigidas al domicilio legal. Si no lo constituyere dentro del radio del Tribunal, se tendrá por tal el del defensor.

Artículo 105.- Certificación de antecedentes.- Previamente a la audiencia del debate, el Secretario del Tribunal de Juicio extractará en un solo certificado los antecedentes penales del imputado. Si no registrara condena, certificará esa circunstancia. Los informes necesarios para la certificación de antecedentes serán requeridos en la forma, contenido y modalidad que indique la reglamentación respectiva.
Artículo 106.- Incapacidad.- La afección mental del imputado, que excluya su capacidad de entender los actos del procedimiento, o de obrar conforme a ese conocimiento y voluntad, provocará la suspensión de su persecución penal hasta que desaparezca esa incapacidad.

Sin perjuicio de la aplicación de las reglas que rigen el juicio para la imposición exclusiva de una medida de seguridad, la comprobación de esta incapacidad impedirá el procedimiento intermedio, el juicio y toda labor crítica del comportamiento que se le atribuye que no autorice expresamente la ley, pero no inhibirá la averiguación del hecho, su antijuridicidad y autoría, o que se continúe el procedimiento con respecto a otros coimputados.

La incapacidad será declarada por el Tribunal competente, a pedido de parte y previo dictamen pericial.

Sospechada la incapacidad, el Ministerio Público Fiscal o el Tribunal competente ordenará la peritación correspondiente. 

Sin perjuicio de su propia intervención, las facultades del imputado podrán ser ejercidas por su curador o el designado de oficio si no lo tuviere. Si carece de defensor o hubiere sido autorizado a defenderse por sí mismo, se designará inmediatamente un defensor de oficio.

Los actos que el incapaz hubiera realizado como tal, carecerán de valor.

Artículo 107.- Internación.- Cuando para la preparación del informe sobre el estado psíquico del imputado fuera necesaria su internación en un establecimiento psiquiátrico, la medida sólo podrá ser ordenada por el Juez de la Investigación Penal Preparatoria o por el Tribunal competente según el caso.

La internación será ordenada por resolución fundada, sólo cuando existiera la probabilidad de que el imputado haya cometido el hecho y no fuera desproporcionada respecto de la importancia del procedimiento y de la pena o medida de seguridad que razonablemente pudiera corresponder.

La internación sólo durará un plazo razonable para obtener la información técnica que la motiva, debiéndose velar por la celeridad en el cumplimiento de la medida.
Artículo 108.- Examen médico inmediato.- Si el imputado fuera aprehendido con breve intervalo de cometido el hecho, se procederá a su inmediato examen psicológico, médico o bioquímico para apreciar su estado psíquico o si sufre intoxicación por ingestión alcohólica o uso de sustancias toxicomanígenas o alucinógenas, salvo que no se justifique dicho examen. Regirán al respecto los límites establecidos por el artículo 163.
Artículo 109.- Examen psicológico y/o psiquiátrico.- Si al imputado se le atribuyera la comisión de delito o concurso de delitos, que estuviera reprimido con pena superior a los ocho años de prisión o reclusión, el Fiscal de Distrito requerirá siempre el examen psicológico y/o psiquiátrico del mismo que deberán practicar psicólogos y/o médicos oficiales.

Sección Segunda

Declaración del imputado

Artículo 110.- Validez.- Para no ser invalidada la declaración del imputado deberá contar siempre con la presencia de su defensor y, antes de comenzar, se le hará saber que cuenta con el derecho de abstenerse de declarar sin que ello signifique ninguna presunción en su contra.

Artículo 111.- Formas del interrogatorio.- Las preguntas que se formularán al imputado, serán claras y precisas. No están permitidas las preguntas capciosas o sugestivas.

Al inicio del acto y manifestada su voluntad de declarar, se lo invitará a que exprese cuanto tenga por conveniente en descargo o aclaración de los hechos que se le atribuyen. Posteriormente se formularán todas las preguntas que se consideraran pertinentes.
Artículo 112.- Declaración ante el Tribunal de la Investigación.- Sin perjuicio de lo especialmente establecido para la audiencia imputativa, a pedido de las partes, antes de resolver un incidente, como en el procedimiento intermedio, el imputado podrá declarar y ser interrogado primero por la parte que lo ofreció, y luego por las demás.

Artículo 113.- Declaración en el debate.- Durante el debate, la declaración del imputado será recibida en la oportunidad y forma prevista especialmente.

Luego de declarar, el imputado podrá ser interrogado por su propio defensor, y por las demás partes.

Sección Tercera

Defensores

Artículo 114.- Defensa del imputado.- El imputado tendrá derecho a elegir como defensor de confianza a un abogado habilitado legalmente al efecto, o a defenderse personalmente salvo cuando de ello resulte un perjuicio evidente para la misma.

En caso de no ejercer tales derechos, se le proveerá de oficio un defensor conforme a las normas aplicables que asegurarán la efectiva disponibilidad de defensa para todos los casos que requieren las disposiciones de este Código y según sus condiciones.

Si el imputado se encontrara sufriendo una afección mental que excluyera su capacidad de entender o de querer los actos del procedimiento, el defensor será designado por su curador, si lo hubiere, o en su defecto se nombrará al defensor de oficio, para que ejercite su derecho de parte y, en su caso, éste último provea a su representación legal.

En ningún caso el estado de incomunicación constituirá obstáculo alguno.
Artículo 115.- Propuesta de terceros.- Cuando el imputado estuviera incomunicado, cualquier persona que tenga con él relación de parentesco o amistad podrá proponer un defensor, lo que se le hará saber a aquél de inmediato.

La relación con el imputado no necesitará ser probada, bastando la manifestación bajo juramento del peticionario.
Artículo 116.- Pluralidad de defensores.- El imputado podrá designar los defensores que considere convenientes, pero no será defendido simultáneamente por más de dos en las audiencias orales o en el mismo acto.

Si el imputado tuviera más de un defensor, la notificación hecha a cualquiera de ellos valdrá para todos, y la sustitución de uno por otro no alterará trámites ni plazos.

El defensor designado podrá sustituir facultades en un defensor auxiliar, para actuar en aquellas diligencias a las que no pudiera asistir personalmente. El defensor auxiliar sólo tendrá responsabilidad en aquellos actos en los que participe, pero ello no exime de responsabilidad al designado.

Artículo 117.- Libertad de la defensa.- La defensa es completamente libre sin más restricciones que las impuestas por la ética, por el respeto debido a los jueces, a las partes y la observancia de las normas constitucionales y los trámites legales.
Artículo 118.- Separación del defensor.- El Tribunal, aun de oficio, procederá a separar al defensor de confianza que abandonara el cargo dejando al imputado sin defensa, incurriera en notorias omisiones o negligencia, provocara deliberadamente demoras en la sustanciación de la causa, o actuara en la defensa común incompatible de varios imputados.


En tales casos será de aplicación lo dispuesto por el artículo 114 de este Código.
Artículo 119.- Renuncia del defensor.- El defensor, en caso de renuncia al cargo, estará obligado a continuar en su desempeño hasta que el imputado proponga otro o le haya sido designado de oficio. Los plazos no se suspenderán en ningún caso.


No se podrá renunciar durante las audiencias salvo imposibilidad manifiesta e imprevisible de ejercer razonablemente la defensa.
Artículo 120.- Designación de oficio.- Si el imputado no nombrara defensor de confianza o hasta tanto el designado acepte el cargo o realice actos de defensa, asumirá su defensa un defensor designado de oficio, debiéndosele hacer saber al imputado el nombre del mismo.


Para el caso de acumulación de causas, cuando así procediera, deberá oficiosamente nombrarse en todas ellas, al defensor de oficio correspondiente a la causa de atracción, dejándose sin efecto las designaciones de quienes pudieran haber actuado en las causas acumuladas.

Artículo 121.- Deberes de los defensores de oficio.- Los defensores de oficio concurrirán a los institutos de detención y penitenciarios en los que se alojen sus defendidos para informarles sobre el estado de sus causas.


En todos los casos tomarán conocimiento personal y directo de sus defendidos en el modo más inmediato posible.
Artículo 122.- Sustitución del defensor de oficio.- Mediando causal de separación de las previstas en el Artículo 118 o cualquier otra que pueda perjudicar la eficacia de la defensa, el Tribunal, aún de oficio, podrá disponer que éste sea sustituido por quien corresponda según la normativa pertinente.

Artículo 123.- Investidura.- Quien hubiera sido designado como defensor del imputado será tenido como tal desde el momento en que aceptara el cargo o realizara actos de defensa, pudiendo previamente examinar las actuaciones, salvo que se encontraran bajo reserva.

Sección Cuarta

Rebeldía

Artículo 124.- Procedencia y declaración.- Será declarado rebelde el imputado que, sin grave impedimento, no compareciera a la citación, o se fugara del establecimiento o lugar donde estuviera detenido, o no obedeciera a una orden de detención, o se ausentara de la residencia fijada, sin licencia del Ministerio Público Fiscal o del Tribunal.


La declaración de rebeldía será emitida por el Tribunal competente, a pedido de parte, previa constatación de la incomparecencia, fuga o ausencia, expidiendo orden de detención, si antes no se hubiera dictado. La orden se hará conocer también a las autoridades encargadas del control para salir del país, con mandato expreso de que lo impidan, y se inscribirá en el Registro Único de Antecedentes Penales que informará al Registro Nacional de Reincidencia, con todos los recaudos de una solicitud de extradición interna, que valdrá a ese efecto cuando el imputado fuera aprehendido en otro lugar del país.
Artículo 125.- Efectos de la rebeldía.- La declaración de rebeldía no suspenderá la Investigación Penal Preparatoria, pero no podrá formularse la requisitoria de acusación prevista por el artículo 294, reservándose las actuaciones y otros efectos, instrumentos o piezas de convicción que fueran indispensable conservar.


Si la rebeldía se declarara luego de la apertura del juicio habiendo comparecido el imputado a la primera audiencia, no impedirá su total sustanciación y el dictado de la sentencia. En tal caso el imputado rebelde será representado por su defensor o se le designará otro de oficio, y se lo considerará presente para todos los efectos de este Código.


La declaración de rebeldía del imputado lo obligará al pago de las costas provocadas por su contumacia, originando la reanudación o el nuevo examen de la coerción personal que corresponda.

Libro II

Actividad Procesal

Título I

Los actos procedimentales

Capítulo I

Disposiciones Generales

Artículo 126.- Idioma. Designación de intérprete.- En todos los actos del procedimiento, para que no sean invalidados, se utilizará el idioma nacional. Cuando éste no fuera conocido por la persona a quien deba brindársele información o deba requerírsele declaración, se le designará de oficio un intérprete, sin perjuicio de aceptarse la participación de aquél que la misma proponga. De igual manera se procederá cuando por imposibilidad física no pudiera oír o expresarse, aunque en tal caso podrá establecerse la comunicación por escrito.
Artículo 127.- Audiencias orales.- Para el desempeño de sus funciones y en paridad de condiciones, se asegurará a las partes la disponibilidad de elementos mobiliarios adecuados durante el desarrollo de las audiencias.


En el juicio y en las demás audiencias orales, la parte, al hacer uso de la palabra deberá permanecer de pie, salvo impedimento físico.

Artículo 128.- Documentos en idioma extranjero.- Cuando se presentaran documentos en idioma extranjero, deberá acompañarse su traducción realizada por traductor público matriculado o, en su defecto, persona designada por el Tribunal.

Artículo 129.- Día y hora de cumplimiento.- Los actos procedimentales deberán cumplirse en días y horas hábiles, salvo los de la Investigación Penal Preparatoria. Sin embargo para el debate el Tribunal podrá habilitar los días y horas que estimara necesarios.


Se consideran días y horas hábiles los señalados por el Código Procesal Civil y Comercial de Santa Fe.
Artículo 130.- Juramento o compromiso de decir verdad.- Cuando se requiera la prestación de juramento o compromiso de decir verdad, se recibirá, para que no sea invalidado, por las creencias religiosas del que jure, o por su honor en caso de no profesarlas, después de instruirlo de las penas que la ley impone a la falsedad. El declarante jurará o se comprometerá a decir verdad de todo cuanto supiera y le fuera preguntado, mediante la fórmula: "lo juro" o "me comprometo".
Artículo 131.- Manifestaciones y su documentación.- Las manifestaciones personales se recibirán en la forma y modalidad que asegure la cabal intelección de su contenido y la publicidad del juicio.


Se documentarán en la medida exigida por la ley, por la reglamentación y atendiendo a la eficacia de su destino probatorio. El contenido de lo documentado deberá garantizar la fidelidad del acto, dejándose constancia de los datos necesarios para su individualización y para la salvaguarda de la defensa en juicio.


Cuando una persona produzca declaraciones en cualquier acto del procedimiento, quien la reciba deberá preservar la dignidad del declarante así como la eficacia de la comunicación que se entable.
Artículo 132.- Deber de lealtad.- Es deber de las partes y de sus representantes comportarse en el curso del procedimiento penal de acuerdo a los principios de lealtad, probidad y buena fe, evitando incurrir en actitudes sorpresivas o en conductas que impliquen un abuso del derecho procesal.


Superado el período de reserva, los integrantes del Ministerio Público Fiscal deberán permitir a las partes y a su solicitud, todos los elementos de convicción, de cargo y de descargo que se hubieran reunido o conocido a lo largo de todo el procedimiento penal, considerándose falta grave su ocultamiento.
Artículo 133.- Explicaciones, advertencias y facultad de testar.- Sin perjuicio de las facultades disciplinarias y de la remisión en su caso de los antecedentes a los Colegios Profesionales o al Procurador General de la Corte Suprema de Justicia, quien presida el Tribunal podrá suspender brevemente la audiencia para requerir la presencia de todas las partes o de sus profesionales al despacho privado a fin de solicitarles explicaciones por la conducta asumida. Luego de oírlas, podrá formular advertencias para evitar nuevos incidentes y asegurar el normal desarrollo del debate.


Del mismo modo, cuando se proceda por escrito, el Tribunal, de oficio o a pedido de parte, podrá mandar que se teste toda frase injuriosa o redactada en términos indecorosos u ofensivos, e incluso devolver el escrito cuando fuera manifiestamente impertinente, dejándose constancia.
Artículo 134.- Expedición de copias e informes.- Se autorizará la expedición de copia o informe de las actuaciones cumplidas, cuando fueran solicitados por quien acredite interés legítimo en obtenerlos, y siempre que no se perjudique la eficacia de la Investigación Penal Preparatoria.

Capítulo II

Actos y resoluciones judiciales

Artículo 135.- Poder coercitivo.- En el ejercicio de sus funciones, el Tribunal y el Ministerio Público Fiscal, podrán disponer la intervención de la fuerza pública y todas las medidas necesarias para el seguro y regular cumplimiento de los actos que ordenen.

Artículo 136.- Actos fuera del asiento.- A pedido de parte, el Tribunal podrá constituirse fuera de su asiento, en cualquier lugar de la Provincia, cuando estimara indispensable conocer directamente elementos probatorios decisivos. En tal caso, si correspondiera, avisará al Tribunal de la respectiva competencia territorial.


Asimismo, podrá ordenar, aún de oficio, la realización de la audiencia del debate fuera de su asiento pero dentro del ámbito de su competencia territorial, cuando así lo aconsejara una mayor eficacia en la producción probatoria y la publicidad del juicio.
Artículo 137.- Resoluciones.- Las decisiones del Tribunal serán dadas por sentencia, auto, decreto o providencia y procederá cada una de ellas cuando este Código así lo determine.

Artículo 138.- Resoluciones de los Tribunales Colegiados.- A fin de emitir pronunciamiento los miembros de Tribunales Colegiados establecerán los puntos sobre los que sea necesaria decisión. Acordarán un orden lógico de tratamiento de los mismos que permita resolver paulatinamente aquellos cuya definición resulte presupuesto de los otros; lo que se resuelva al respecto será tenido como definitivo a los efectos de la apreciación de los demás temas, debiendo sobre ellos pronunciarse los jueces no obstante la opinión que hubieran podido emitir anteriormente. Si no se obtiene mayoría respecto al monto de la pena deberá aplicarse el término medio de todos los votos.
Artículo 139.- Plazos.- Los Tribunales dictarán los decretos dentro de las cuarenta y ocho horas en que el expediente sea puesto a despacho, los autos dentro de los cinco días, salvo que se disponga otro plazo menor, y, las sentencias dentro de los plazos especialmente establecidos.


El Ministerio Público Fiscal proveerá dentro del plazo de cuarenta y ocho horas las instancias que le formulen los habilitados para deducirlas, salvo que se disponga otro plazo.
Artículo 140.- Fundamentación.- Las sentencias y los autos, así como las resoluciones del Ministerio Público Fiscal, deberán ser motivados para no ser invalidados.


Los decretos y providencias se motivarán cuando la ley expresamente lo imponga para su validez.
Artículo 141.- Copia auténtica.- Cuando por cualquier causa se destruyera, perdiera o sustrajera el original de una sentencia o de la documentación de otros actos procesales, la copia auténtica tendrá el valor de aquella.
Artículo 142.- Publicidad.- Las audiencias serán públicas, a menos que el Tribunal, atendiendo a las circunstancias del caso dispusiera lo contrario, mediante resolución fundada.


Las sentencias y los autos podrán ser dados a publicidad, salvo que la naturaleza del proceso o razones de decoro aconsejaran su reserva. Si afectaran la intimidad, tranquilidad o seguridad de la víctima o de terceros, sus nombres serán eliminados de las copias para la publicidad.

Artículo 143.- Documentación.- La actividad procesal cumplida en las audiencias orales, donde se desarrollen actos sujetos a impugnación, será documentada por el medio que establezca la reglamentación y que asegure su autenticidad e inmodificabilidad.


Si se hubiese negado a la defensa la integración pluripersonal del Tribunal de juicio, ante su pedido formulado en la audiencia preliminar, se filmará la audiencia del debate.

Los registros acreditan, en principio, la realidad de lo ocurrido.


En acta se hará constar la forma en que se cumplió la registración, asegurándose la conservación de la misma.

Capítulo III

Comunicaciones

Artículo 144.- Regla.- Cuando un acto procesal se deba ejecutar por intermedio de otra autoridad se podrá encomendar su cumplimiento por oficio.

Artículo 145.- Comunicación directa.- Los órganos judiciales podrán dirigirse directamente a cualquier autoridad de la Provincia, requiriendo informes o documentos, la que prestará su cooperación, sin demora alguna y dentro del plazo que, en su caso, se fije.


Este artículo rige también con respecto a los informes y documentos requeridos a las entidades privadas y a los particulares.


El incumplimiento por parte del requerido dará lugar a la aplicación por el Tribunal, de oficio o a solicitud de parte, de una sanción de hasta quince (15) días multa, sin perjuicio de las responsabilidades administrativas y penales en que pudiera haber incurrido. Esta norma será transcripta en la comunicación pertinente.

Artículo 146.- Comunicaciones con otras jurisdicciones.- Las comunicaciones con otras jurisdicciones dentro del país o del extranjero serán diligenciadas sin retardo, de acuerdo con las leyes vigentes, con la reglamentación que se dicte, y en su caso siguiendo la vía diplomática en la forma prescripta por los tratados o costumbres internacionales.

Capítulo IV

Notificaciones, citaciones y emplazamientos

Artículo 147.- Normas reglamentarias y supletorias.- Las notificaciones, citaciones, emplazamientos, vistas y traslados se practicarán por quien designe el Tribunal o por quien disponga el reglamento. Rigen supletoriamente las normas pertinentes del Código Procesal Civil y Comercial.

Artículo 148.- Domicilio legal.- Al comparecer en cualquier acto del procedimiento, las partes deberán constituir domicilio dentro del radio urbano de la ciudad donde tenga su asiento el Tribunal. Si las partes o sus defensores o representantes no lo hicieran, quedarán notificados en la Oficina de Gestión Judicial, dejándose constancia escrita de tal circunstancia.


Cuando interviniera otro Tribunal con distinto asiento, las partes tendrán que fijar un nuevo domicilio legal, bajo los mismos apercibimientos.
Artículo 149.- Notificaciones.- Al imputado se le notificarán personalmente las sentencias que impongan pena de cumplimiento efectivo y los autos que resuelvan su prisión preventiva o le denieguen su libertad.


Las demás sentencias condenatorias y resoluciones del Tribunal, se notificarán al imputado mediante cédula a su domicilio real.


Todas las resoluciones deberán también ser notificadas al defensor del imputado.


Cuando las resoluciones se dictaran en audiencia, tal circunstancia servirá como notificación personal a los intervinientes.
Artículo 150.- Apercibimiento.- Toda citación se hará bajo apercibimiento de ser traída la persona citada por la fuerza pública si no diere cumplimiento a la orden judicial, la que se hará efectiva sin más trámite y de inmediato, salvo causas justificadas, sin perjuicio de la responsabilidad penal que corresponda y de las costas que causara.
Artículo 151.- Plazo de las vistas y traslados.- Las vistas y traslados que debieran evacuarse por escrito y no tuvieran fijado un plazo por este Código o por el Tribunal, se considerarán corridas por tres días.

Capítulo V

Plazos

Artículo 152.- Reglas generales.- Los actos procesales se practicarán en los plazos establecidos.


El cómputo de los mismos se contará a partir de cada notificación o, si fueran comunes, desde la última practicada en la forma prevista por el Código Procesal Civil y Comercial.


No se contará el día en que tuviera lugar la diligencia ni los inhábiles.


Los plazos de horas se contarán desde la siguiente a la de la notificación y correrán aún durante las inhábiles.

Artículo 153.- Prórroga especial.- Si el término fijado venciera después de las horas de oficina, el acto que deba cumplirse en ella podrá ser realizado durante las dos primeras horas hábiles del día siguiente.
Artículo 154.- Carácter.- Los plazos serán improrrogables y perentorios, operando la caducidad por su solo vencimiento, salvo los establecidos para que las partes cumplan una actividad indispensable en el proceso.

Artículo 155.- Abreviación y ampliación.- La parte a cuyo favor se hubiera establecido un plazo, podrá renunciarlo o consentir su abreviación mediante manifestación expresa.


Las partes podrán acordar la modificación de los plazos que este Código les fija para cumplir actividades procesales. El acuerdo deberá ser comunicado al Tribunal interviniente.
Artículo 156.- Observancia de los plazos.- Los Tribunales y el Ministerio Público Fiscal estarán obligados a cumplir y a hacer cumplir los plazos establecidos durante el procedimiento. 


La inobservancia de los plazos, hará pasibles a los Jueces, Fiscales, y en su caso Defensores Públicos oficiales, de correcciones disciplinarias a aplicar aun de oficio por la Corte Suprema de Justicia, sin perjuicio de otras medidas que legalmente correspondieran.


Los profesionales que tuvieran participación en el procedimiento penal, y no cumplieran con los plazos establecidos, serán sancionados disciplinariamente, aun de oficio por el Tribunal, sin perjuicio de ser separados de la causa y remitirse sus antecedentes al Tribunal de Disciplina del Colegio respectivo o a quien correspondiere.
Artículo 157.- Retardo de justicia. Vencido el término en que se deba dictar resolución, el interesado podrá deducir pronto despacho y si dentro de tres días no la obtuviere, podrá interponer queja por el retardo ante el Superior. 


El Presidente del Tribunal ordenará al denunciado que informe dentro del plazo que le señalará. Si la queja fuera procedente el Superior fijará un plazo prudencial para que se pronuncie. 


Si la demora fuere imputable al Presidente o a un miembro del Tribunal la queja deberá formularse ante la Corte Suprema de Justicia.

Artículo 158.- Demora en las medidas cautelares personales.- Cuando se haya planteado la revisión de una medida cautelar privativa de libertad o se haya impugnado la resolución que deniega la libertad y el Juez o Tribunal no resuelvan dentro de los plazos establecidos en este Código, el imputado podrá interponer pronto despacho y, si dentro de las veinticuatro horas no obtiene resolución se tendrá por concedida la libertad. En este caso el Juez o Tribunal que conforme a la ley sea reemplazante, ejecutará la libertad y comunicará la situación a la Corte Suprema de Justicia.

Título II

Prueba

Capítulo I

Disposiciones generales
Artículo 159.- Libertad probatoria.- Todos los hechos y circunstancias relacionados con el objeto del proceso podrán ser acreditados por cualquier medio de prueba, salvo las excepciones previstas por las leyes.


Todo medio de prueba, para ser admitido, deberá referir directa o indirectamente al objeto de la averiguación. Los Tribunales podrán limitar los medios de prueba ofrecidos para demostrar un hecho o una circunstancia cuando ellos resulten manifiestamente superabundantes o impertinentes.


Cuando se postule un hecho como notorio, el Tribunal, con el acuerdo de las partes, podrá prescindir de la prueba ofrecida para demostrarlo, declarándolo comprobado. El acuerdo podrá ser provocado de oficio por el Tribunal.
Artículo 160.- Tratamiento especial para menores de edad.- Siempre que se considere la intervención en un acto de un menor de dieciocho años, se atenderá primordialmente a la preservación del interés superior del mismo.


A tal fin, se evitará toda exposición que fuera prescindible o, si no lo fuera, se procurará impedir que directa o indirectamente resulten del procedimiento consecuencias potencialmente dañosas para el pleno y armonioso desarrollo de su personalidad.


Cuando se disponga la intervención en un acto de un menor, y conforme a su edad, se acordará intervención a un equipo multidisciplinario, que aconsejará acerca de la forma de producción del mismo y actuará en él, emitiendo opinión acerca de su valoración. En caso de necesidad y urgencia podrá suplirse la intervención de este equipo por profesionales o personas de manifiesta idoneidad, que se designen.


La Corte Suprema de Justicia establecerá la conformación del equipo multidisciplinario antes aludido y proveerá lo necesario para que los actos en que tenga que intervenir un menor se desarrollen en ambientes adecuados conforme a los conocimientos técnicos disponibles al efecto.

Artículo 161.- Valoración.- La valoración que se haga de las pruebas producidas durante el proceso será fundamentada con arreglo a la sana crítica racional.

Artículo 162.- Exclusiones probatorias.- Carecerá de toda eficacia la actividad probatoria cumplida vulnerando garantías constitucionales.


La ineficacia se extenderá a todas aquellas pruebas que, con arreglo a las circunstancias del caso, no hubieran podido ser obtenidas sin su violación y fueran consecuencia necesaria de ella.
Capítulo II

Inspección y reconstrucción.
Artículo 163.- Inspección judicial.- Mediante la inspección se comprobará el estado de las personas, lugares y cosas, los rastros y otros efectos materiales que hubiera, de utilidad para la averiguación del hecho o la individualización de los partícipes en él. De ella se labrará acta que describirá detalladamente esos elementos y, cuando fuera posible, se recogerán o conservarán los elementos probatorios útiles.


Las inspecciones que por sus características exijan descripciones especiales u operaciones técnicas, serán realizadas de tal modo que no se afecte la dignidad o la salud de la persona.
Artículo 164.- Levantamiento e identificación de cadáveres.- En caso de muerte violenta o sospechosa de criminalidad, antes de procederse a la inhumación del cadáver, se realizará la inspección corporal preliminar, la descripción de la situación o posición del cuerpo y de la naturaleza de las lesiones o heridas, sin perjuicio de otras medidas que se estimen adecuadas. Se procurará su identificación.


Luego de realizadas las operaciones de rigor, se procederá a levantar el cuerpo disponiendo su traslado a los gabinetes médicos o lugar donde se practicará la autopsia, su identificación final y la entrega a sus familiares.
Artículo 165.- Autopsia.- Cuando de la percepción exterior de la inspección corporal preliminar, no se conozca de manera manifiesta e inequívoca la causa de la muerte, se procederá, del modo más pronto posible, a la autopsia del cadáver para establecer la naturaleza de las lesiones, el modo y la causa del fallecimiento y sus circunstancias.


La autopsia será practicada por médicos forenses, en lo posible con experiencia en tanatología, o, en su caso, por los peritos que se designen.


Si el Ministerio Público no ha solicitado la realización de la autopsia, las otras partes podrán solicitar al Tribunal que la ordene, conforme a las reglas de los actos irreproducibles.

Artículo 166.- Reconstrucción del hecho.- Se podrá disponer la reconstrucción del hecho, en las condiciones en que se afirme o se considere haberse producido. Cuando para la reconstrucción del hecho fuera necesaria la presencia activa del imputado, se requerirá previamente su conformidad y la asistencia de su defensor, como condición para la validez del acto.
Artículo 167.- Registro.- Se podrá ordenar fundadamente el registro de lugares determinados. La orden de registro establecerá las condiciones de tiempo y modo, así como las medidas precautorias a adoptar, para evitar molestias innecesarias.

Artículo 168.- Requisa.- La requisa personal deberá justificarse fundadamente cuando hubiera motivos razonables para presumir que alguien oculta consigo cosas relacionadas con un delito. Antes de proceder a la requisa se lo invitará a exhibir el objeto cuya ocultación se presume.


Se podrá registrar un vehículo, siempre que haya motivos suficientes para presumir que una persona oculta en él objetos útiles vinculados a una investigación preexistente o cuando mediare fuerte presunción de que tales objetos son resultantes de la comisión de un delito o serán empleados para la inminente perpetración de un delito, lo que deberá hacerse constar así.


Se asegurará el respeto por la dignidad del requisado.
Artículo 169.- Allanamiento.- Cuando el registro deba efectuarse en una morada, casa de negocio, oficina, en sus dependencias cerradas o en recinto habitado, y siempre que no se contara con la autorización libre y previamente expresada por quien tenga derecho a oponerse, el Tribunal, a solicitud fundada ordenará el allanamiento.


La medida podrá ser cumplida personalmente por el Tribunal, o en su defecto éste expedirá orden escrita en favor del Fiscal de Distrito, o del funcionario judicial o policial a quien se delegue su cumplimiento. Si la diligencia fuera practicada por la Policía será aplicable en lo pertinente en el artículo 268 inciso 6.


La orden será escrita, expresando el lugar y tiempo en que la medida deberá efectuarse, individualizando los objetos a secuestrar o las personas a detener. La diligencia sólo podrá comenzar entre las ocho y las veinte horas. Sin embargo, se podrá autorizar a proceder en cualquier hora cuando el interesado o su representante lo consientan, o en los casos graves y que no admitan demora por el riesgo de frustrarse la investigación, o cuando peligre el orden público.


La orden no será necesaria para el registro de los edificios públicos y oficinas administrativas, los establecimientos de reunión o de recreo, el local de las asociaciones y cualquier otro lugar cerrado que no esté destinado a habitación o residencia particular. En estos casos deberá darse aviso a las personas a cuyo cargo estuvieren los locales, salvo que ello fuere perjudicial a la investigación.


La orden de allanamiento será exhibida al que habita o posee el lugar donde deba efectuarse, o cuando estuviere ausente, a su encargado; a falta de éste, a cualquier persona mayor de edad que se hallare en el lugar, prefiriendo a los familiares del primero. Al notificado se le invitará a presenciar el registro. Cuando no se hallare a nadie, se hará constar así en el acta que se elaborará dejando constancia de lo ocurrido, y que firmarán los concurrentes al acto.


Si en el acto del registro se encontraren elementos probatorios no previstos en la orden judicial o rastros de otro delito, se deberá requerir la conformidad judicial para su incautación, sin perjuicio de adoptarse los recaudos pertinentes para preservarlos.


Cuando para el cumplimiento de sus funciones o por razones de higiene, moralidad u orden público, alguna autoridad nacional, provincial o municipal competente necesite practicar registros domiciliarios, solicitará al Tribunal orden de allanamiento, expresando los fundamentos del pedido. Para resolver la solicitud, el Tribunal podrá requerir las informaciones que estime pertinentes.

Artículo 170.- Allanamiento sin orden.- No será necesaria la orden de allanamiento cuando la medida se deba realizar mediando urgencia que se justifique por:

1) incendio, inundación u otra causa semejante que pusiera en peligro la vida o los bienes de los habitantes;

2) la búsqueda de personas extrañas que hubieran sido vistas mientras se introducían en un local o casa, con indicios manifiestos de cometer un delito;

3) la persecución de un imputado de delito que se hubiera introducido en un local o casa;

4) indicios de que en el interior de una casa o local se estuviera cometiendo un delito, o desde ella se solicitara socorro.

Artículo 171.- Interceptación de correspondencia e intervención de comunicaciones.- El Tribunal a pedido de las partes podrá ordenar por decreto fundado, la interceptación o el secuestro de la correspondencia postal, telegráfica o electrónica, o de todo otro efecto remitido o destinado al imputado o a terceros, aunque sean bajo nombres supuestos.


Del mismo modo se podrá ordenar la intervención de las comunicaciones del imputado o de terceros, cualquiera sea el medio técnico utilizado, para impedirlas o conocerlas.
Artículo 172.- Exclusiones.- No podrá secuestrarse válidamente, la documentación o grabación que se enviara, entregara u obrara en poder de los abogados para el eventual desempeño profesional, ni intervenirse o interceptarse en los mismos casos, las comunicaciones.
Capítulo III

Testigos

Artículo 173.- Obligatoriedad.- Toda persona tendrá el deber de concurrir cuando fuera citada a fin de prestar declaración testimonial, excepción hecha de que se encontrara físicamente impedida en cuyo caso prestará declaración en su domicilio.


Deberá declarar la verdad de cuanto supiere y le fuere preguntado, salvo las excepciones establecidas por la ley.


El testigo podrá presentarse en forma espontánea, lo que se hará constar.

Artículo 174.- Protección especial.- Las partes podrán solicitar al Tribunal la protección de un testigo con el objeto de preservarlo de la intimidación y represalia. El Tribunal acordará la protección cuando el peligro invocado, la gravedad de la causa y la importancia del testimonio, lo justificaran, impartiendo instrucciones precisas para el eficaz cumplimiento de la medida.
Artículo 175.- Tratamiento especial.- Podrán solicitar que su declaración se lleve a cabo en el lugar donde cumplieran sus funciones o en su domicilio: El presidente y vicepresidente de la Nación, gobernadores, vicegobernadores, ministros, legisladores, fiscales de Estado, magistrados judiciales, oficiales superiores en actividad de las Fuerzas Armadas, integrantes de los ministerios públicos y rectores de las universidades oficiales del país, los ministros diplomáticos, los cónsules generales y los altos dignatarios de la Iglesia y los intendentes municipales de la Provincia.

Artículo 176.- Informe escrito alternativo.- Cuando la índole de la información a suministrar así lo aconsejara, la declaración testimonial podrá ser reemplazada por un pedido de informe que se evacuará por escrito y bajo juramento. Si el informante fuera un particular, su firma deberá certificarse por autoridad judicial o escribano público.

Artículo 177.- Facultad de abstenerse.- Podrán abstenerse de declarar y así serán previamente informados, quienes tengan con el imputado los siguientes vínculos: cónyuge, ascendientes o descendientes, parientes consanguíneos o por adopción hasta el cuarto grado, y por afinidad hasta el segundo grado.


También podrán hacerlo los periodistas comprendidos en las leyes que reglamentan su actividad profesional sobre el secreto de las fuentes de información periodística, salvo que los interesados en su reserva expresamente los relevaren de guardar secreto.

Artículo 178.- Testimonio inadmisible.- No podrán ser admitidas como testigos las personas que, respecto del objeto de su declaración, tuvieran el deber de guardar un secreto particular u oficial. En caso de ser citadas, deberán comparecer, explicar el motivo del cual surge la obligación de guardar secreto y abstenerse de declarar.

Artículo 179.- Criterio judicial.- La parte que considerara errónea la invocación del testigo respecto a la facultad de abstenerse o la reserva del secreto, podrá solicitar al Tribunal que ordene su declaración.

Artículo 180.- Incomunicación de los testigos.- Antes de declarar, los testigos no podrán comunicarse entre sí ni con otras personas. No podrán presenciar el debate, salvo que se considere imprescindible, y después de declarar, se podrá disponer su permanencia en la antesala.

Artículo 181.- Citación y gastos.- La reglamentación dispondrá los modos de citación de los testigos, el pago de sus gastos si correspondiera.

Capítulo IV

Peritos

Artículo 182.- Procedencia.- El Tribunal podrá ordenar el examen pericial a pedido de parte, cuando fuera pertinente para conocer o valorar algún hecho o circunstancia relativa a la causa, y fuese necesario o conveniente poseer conocimientos especializados en determinado arte, ciencia o técnica. El Tribunal determinará, en consecuencia, los puntos sobre los cuales a de versar la pericia.
Artículo 183.- Calidad habilitante.- Los peritos deberán tener título de tales en la materia sobre la que han de expedirse, siempre que la profesión, arte o técnica, estuvieran reglamentados. 


De existir peritos oficiales, la designación recaerá en los que correspondan; en caso contrario, entre los funcionarios públicos, que en razón de su título profesional o de su competencia se encuentren habilitados para emitir dictamen acerca del hecho o circunstancia que se quiera establecer. En su defecto, si no los hubiera, y no mediando acuerdo de partes, deberá designarse a persona de idoneidad manifiesta.
Artículo 184.- Obligatoriedad del cargo.- El designado como perito tendrá el deber de aceptar y desempeñar fielmente el cargo, salvo que tuviera un grave impedimento. En este caso deberá ponerlo en conocimiento del Tribunal al ser notificado de la designación.


Los peritos no oficiales aceptarán el cargo bajo juramento.
Artículo 185.- Incapacidad e incompatibilidad.- No podrán ser peritos: los menores de edad, los insanos, los que puedan abstenerse de declarar como testigos y los inhabilitados.

Artículo 186.- Inhibición y recusación.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior son causas legales de inhibición y recusación de los peritos, las enumeradas en el artículo 68.


La parte que recusara a un perito deberá hacerlo por escrito dentro del plazo de tres días desde la notificación de la designación, expresando, bajo apercibimiento de inadmisibilidad, la causa de la recusación y la prueba que ofreciera. 


El incidente será resuelto luego de producida la prueba si la hubiera y oído el interesado.
Artículo 187.- Facultades de las Partes. Asesores Técnicos.- Antes de comenzar las operaciones periciales, se comunicará a las partes la orden de practicar la pericia.


Dentro del plazo de tres días, cualquiera de ellas podrá proponer otro perito para que dictamine conjuntamente con el ya designado.


Podrán proponer fundadamente puntos de pericia y objetar los admitidos o propuestos por otras.


Cuando alguna de las partes considere necesario ser asistida por un asesor en una ciencia, arte o técnica podrá designarlo, haciéndolo saber al Juez o Tribunal.


El asesor técnico podrá presenciar las operaciones técnicas o periciales y hacer observaciones durante su transcurso, de las que se dejará constancia, aunque no emitirá dictamen.


En las audiencias el asesor podrá acompañar a la parte con quien colabora, auxiliarla en los actos propios de su función e interrogar directamente, pero sólo a los peritos, traductores o intérpretes. Bajo la dirección de la parte a la que asiste podrá concluir sobre la prueba pericial.
Artículo 188.- Ejecución.- El tribunal resolverá todas las cuestiones que se planteen.


Los peritos practicarán juntos el examen, siempre que sea posible; las partes y sus asesores técnicos podrán asistir a él y solicitar las aclaraciones pertinentes, debiendo retirarse cuando los peritos comiencen la deliberación.


Si algún perito, por negligencia o causa grave no concurre a realizar las operaciones periciales dentro del plazo otorgado, se ordenará su sustitución.
Artículo 189.- Dictamen pericial.- El dictamen será fundado y contendrá una relación detallada, clara y precisa: de las operaciones practicadas y sus resultados, las observaciones de las partes o de sus asesores técnicos y las conclusiones que se formulen respecto de cada tema estudiado.


Los peritos podrán dictaminar por separado cuando exista disparidad de opiniones entre ellos.


El dictamen se presentará por escrito, firmado y fechado, sin perjuicio del informe oral en las audiencias.

Artículo 190.- Peritos nuevos.- Cuando los informes sean dudosos, insuficientes o contradictorios, a pedido de parte el Tribunal podrá nombrar uno o más peritos nuevos, según la importancia del caso, para que lo examinen y amplíen o, si es factible y necesario, realicen otra vez la pericia.
Artículo 191.- Auxilio judicial.- Se podrá ordenar la presentación o el secuestro de cosas y documentos, y la comparecencia de personas, si es necesario para llevar a cabo las operaciones periciales. También se podrá requerir al imputado y a otras personas que confeccionen un cuerpo de escritura, graben su voz o lleven a cabo operaciones semejantes.


Cuando la operación sólo pueda ser ejecutada voluntariamente por la persona requerida y ella rehúse colaborar, se dejará constancia de su negativa y se dispondrá lo necesario para suplir esa falta de colaboración.
Artículo 192.- Traductores e intérpretes.- En lo relativo a traductores e intérpretes, regirán analógicamente las disposiciones precedentes.

Artículo 193.- Instituciones.- Cuando el peritaje se encomiende a una institución científica o técnica y en las operaciones deban intervenir distintos peritos o equipos de trabajo, se podrá elaborar un único informe bajo la responsabilidad de quien dirija los trabajos conjuntos, debiendo el mismo ser suscripto por todos los intervinientes.

Capítulo V

Reconocimientos y careos

Artículo 194.- Reconocimiento de personas.- Podrá ordenarse que se practique el reconocimiento de una persona para identificarla o establecer que quien la menciona o alude, efectivamente la conoce o la ha visto.

Artículo 195.- Interrogatorio previo.- Antes del reconocimiento, y previo juramento o promesa de decir verdad, a excepción del imputado, quien haya de practicarlo será interrogado para que describa a la persona de que se trata, y para que diga si la conoce o si con anterioridad la ha visto personalmente o en imagen.

Artículo 196.- Forma del reconocimiento.- Después del interrogatorio se compondrá una fila de personas con otras tres o más que tengan semejanzas exteriores con la que debe ser reconocida, y ésta elegirá su colocación entre aquellas.


Si se procurara individualizar a una persona a la que se indica como perteneciente a un grupo determinado en cuanto a la identidad de sus componentes, podrán formarse filas de no menos de cuatro integrantes sólo con los componentes de ese grupo.


En uno u otro caso, quienes fueran objeto de la diligencia, no podrán negarse a su realización y deberán comparecer, en cuanto fuera posible, en las mismas condiciones en que pudieron ser vistos por quien practicará el reconocimiento, a cuyo fin se les impedirá que recurran a cualquier alteración en el físico o la vestimenta.


En presencia de la fila o desde un punto en que no pueda ser visto, según se estimara oportuno, el deponente manifestará si allí se encuentra la persona a la que haya hecho referencia, invitándoselo a que en caso afirmativo la designe clara y precisamente.


La diligencia se hará constar en acta, donde se consignarán todas las circunstancias útiles, incluso el nombre y domicilio de los que hubieran formado la fila, salvo que se practicara durante el debate.
Artículo 197.- Pluralidad de reconocimientos.- Cuando varias personas deban reconocer a una, cada reconocimiento se practicará separadamente sin que aquellas se comuniquen entre sí, pero en la Investigación Penal Preparatoria podrá labrarse una sola acta. 


Cuando fueran varias las personas a las que una deba identificar, el reconocimiento de todas podrá efectuarse en un solo acto.
Artículo 198.- Reconocimiento por fotografía.- Cuando no fuera posible realizar el reconocimiento de una persona en la forma prevista por los artículos anteriores, podrá exhibirse su fotografía o videoimagen junto con otras semejantes de distintas personas a quien deba efectuar el reconocimiento, observándose en lo demás, las reglas precedentes.

Artículo 199.- Reconocimiento o exhibiciones fotográficas. Prohibición.- Las autoridades prevencionales se abstendrán de practicar reconocimiento o exhibiciones fotográficas respecto a personas sobre las que existan sospechas; en este caso, si la misma no pudiere ser habida, a través de la oficina técnica respectiva se elaborará un cuadernillo de fotos que será remitido al Fiscal para que, en su caso, proceda según el artículo 194.

Artículo 200.- Reconocimiento o exhibiciones fotográficas. Procedencia.- El preventor podrá mostrar a las víctimas o testigos álbumes de personas cuando se procure la individualización de personas desconocidas o sobre las que no existan sospechas, de la siguiente manera:

1) la diligencia deberá cumplimentarse con las formalidades establecidas en este capítulo.

El acta además contendrá lugar, fecha y hora, identificación de la persona que intervenga, la individualización y conformación de los álbumes mostrados, las precisas palabras de quien practica la medida y cualquier circunstancia útil;

2) si la exhibición fotográfica brindare resultados positivos se remitirá al Fiscal, junto al acta respectiva, una copia de la fotografía señalada y, al menos, de otras cuatro inmediatas que compongan el álbum correspondiente;

3) será considerada falta grave, cualquier señalización de fotografías y exhibición deliberada y en fraude a la ley por el preventor.

Artículo 201.- Otras medidas de reconocimiento.- Cuando el que haya de practicar la medida manifestara que desconoce la fisonomía de la persona a reconocerse, por imposibilidad física, visual o cualquier motivo distinto, pero que posee otros datos útiles, como la voz, marcas, señas u otras circunstancias particulares para su individualización, se procederá en cada caso a arbitrar la forma de realizarse el acto, respetándose en lo posible las pautas precedentes.

Artículo 202.- Reconocimiento de cosas.- Antes del reconocimiento de una cosa, se invitará a la persona que deba verificarlo, a que la describa. En lo demás y en cuanto fuera posible, regirán las reglas que anteceden.
Artículo 203.- Procedencia del careo.- Podrá ordenarse el careo de personas que en sus declaraciones hubieran discrepado sobre hechos o circunstancias importantes, pero el imputado no será obligado a carearse.


Para que no sea invalidado, en el careo del imputado deberán observarse los requisitos previstos para su declaración.

Artículo 204.- Forma del careo.- El careo se verificará entre dos personas. Para efectuarlo se leerán, en lo pertinente, las declaraciones que se reputen contradictorias. Se llamará la atención a los careados sobre las discrepancias a fin de que se reconvengan o traten de ponerse de acuerdo.

Título III

Medidas cautelares

Capítulo I

Reglas generales

Artículo 205.- Presupuestos.- El Tribunal a pedido de parte podrá ordenar medidas de coerción real o personal cuando se cumplieran todos los siguientes presupuestos:

1) apariencia de responsabilidad en el titular del derecho a afectar por la medida cautelar;

2) existencia de peligro frente a la demora en despachar la medida cautelar;

3) proporcionalidad entre la medida cautelar y el objeto de la cautela;
4) contracautela en los casos de medidas cautelares reales solicitadas por el querellante.
Artículo 206.- Cesación de la coerción.- En caso que se advirtiera la posterior ausencia de uno o más de los presupuestos a que alude el artículo anterior, el Tribunal podrá, a pedido de parte, hacer cesar de inmediato la cautela ordenada.

Artículo 207.- Cesación provisoria del estado antijurídico producido.- El Fiscal, la víctima, el damnificado o el querellante, así como el imputado, podrán solicitar al Tribunal de la Investigación Penal Preparatoria que disponga provisionalmente las medidas del caso para que cese el estado antijurídico producido por el hecho investigado en las cosas o efectos.

La incidencia será sustanciada en audiencia oral y resuelta sin recurso alguno.

Artículo 208.- Finalidad y alcance.- Las medidas de coerción se despacharán con la finalidad de evitar el riesgo de que se frustre la actividad probatoria o las pretensiones de las partes.

Capítulo II

Coerción personal

Artículo 209.- Presentación espontánea.- Quien considerara que como imputado corre riesgo de ser detenido en relación a una Investigación Penal Preparatoria, podrá presentarse ante el Ministerio Público Fiscal, para dejar constancia de que se ha presentado espontáneamente y solicita ser convocado si correspondiera, por medio de una citación.

Artículo 210.- Citación.- Cuando fuera necesaria la presencia del imputado para su identificación policial o para celebrar la audiencia imputativa a que refiere el artículo 274, y siempre que no fuera procedente ordenar su detención, se dispondrá su citación.

Artículo 211.- Arresto.- Cuando en el primer momento de la Investigación Penal Preparatoria no fuere posible individualizar a los presuntos responsables y a los testigos, se podrá disponer que los presentes no se alejen del lugar, ni se comuniquen entre sí antes de declarar, y aun ordenar el arresto si fuera necesario por un plazo no mayor de veinticuatro horas.
Artículo 212.- Aprehensión.- La policía podrá aprehender a quien sorprenda en flagrancia en la comisión de un delito de acción pública.


En la misma situación, cualquier persona puede practicar la aprehensión entregando inmediatamente al aprehendido a la Policía.


En ambos casos, la Policía dará aviso sin dilación alguna al Ministerio Público Fiscal quien decidirá el cese de la aprehensión o la detención si fuere procedente.


Si se tratare de un delito dependiente de instancia privada, será informado de inmediato el titular del poder de instar.
Artículo 213.- Flagrancia.- Se considerará que hay flagrancia cuando el presunto autor fuera sorprendido en el momento de intentar o de cometer el hecho, o fuera perseguido inmediatamente después de su comisión, o tuviera objetos o exhibiera rastros que hicieran presumir que acaba de participar en el mismo.

Artículo 214.- Detención.- La detención será ordenada por el Fiscal contra aquel imputado a quien los elementos reunidos en la Investigación Penal Preparatoria, le autorizaran a recibirle declaración como tal y fuera procedente solicitar su prisión preventiva.

Artículo 215.- Incomunicación.- Con motivación suficiente, y hasta la celebración de la audiencia imputativa el Fiscal podrá ordenar la incomunicación del detenido. La medida cesará automáticamente luego de finalizada dicha audiencia o al vencimiento del plazo máximo previsto para la celebración de la misma.

Artículo 216.- Comunicación con el defensor.- En ningún caso la incomunicación del detenido impedirá que éste se comunique con su defensor, en forma privada, inmediatamente antes de comenzar su declaración o antes de cualquier acto que requiera su intervención personal.

Artículo 217.- Orden.- La orden de detención que emanara del Fiscal será escrita y contendrá los datos indispensables para una correcta individualización del imputado y una descripción sucinta del hecho que la motiva, debiendo especificar si debe o no hacerse efectiva la incomunicación. Además se dejará constancia del Juez a cuya disposición deberá ponerse al imputado una vez detenido, lo que deberá ocurrir dentro de las veinticuatro horas de operada la medida.


En caso de urgencia, la orden escrita podrá ser trasmitida por el medio técnico de comunicación que establecerá la reglamentación.
Artículo 218.- Libertad por orden Fiscal.- El Fiscal podrá disponer la libertad del aprehendido o detenido hasta el momento en que fueran presentado el mismo ante un juez.
Artículo 219.- Procedencia de la prisión preventiva.- A pedido de parte podrá imponerse prisión preventiva al detenido, cuando se estimaran reunidas las siguientes condiciones:

1) existencia de elementos de convicción suficientes para sostener su probable autoría o participación punible en el hecho investigado;

2) la pena privativa de libertad, que razonablemente pudiera corresponder en caso de condena, sea de efectiva ejecución;

3) las circunstancias del caso autorizaran a presumir el peligro de fuga o de entorpecimiento de la investigación.

Presupuesto de validez de la medida es la celebración previa de la audiencia imputativa prevista por los artículos 274 y siguientes.

Artículo 220.- Presunción de peligrosidad procesal.- La existencia de peligro de fuga o de entorpecimiento de la investigación podrá elaborarse a partir del análisis de las siguientes circunstancias:

1) la magnitud de la pena en expectativa;

2) la importancia del daño a resarcir y la actitud que el imputado adoptara voluntariamente frente a él;

3) la ausencia de residencia fija;

4) el comportamiento del imputado durante el desarrollo del procedimiento o de otro procedimiento anterior, en la medida en que indicara su voluntad de perturbar o no someterse a la persecución penal.

Artículo 221.- Alternativas a la prisión preventiva.- Siempre que el peligro de fuga o de entorpecimiento probatorio, pudiera razonablemente evitarse con otra medida menos gravosa para el imputado, el Tribunal impondrá ésta en lugar de la prisión.


Entre otras alternativas aun de oficio y con fundamento suficiente, podrá disponerse la libertad del imputado sujeta a una o a varias de las condiciones siguientes de acuerdo a las circunstancias del caso:

1) la obligación de someterse al cuidado de una persona o institución, quien informará periódicamente a la autoridad;

2) la obligación de presentarse periódicamente ante la autoridad que se designe;

3) la prohibición de salir de un ámbito territorial determinado, de concurrir a determinados lugares, o de comunicarse con ciertas personas;

4) la prestación de una caución patrimonial por el propio imputado o por otra persona;

5) la simple promesa jurada de someterse al procedimiento penal, cuando con ésta bastara como alternativa o fuera imposible el cumplimiento de otra.

Artículo 222.- Atenuación de la coerción.- El Tribunal, aun de oficio, morigerará los efectos del medio coercitivo en la medida que cumplimente el aseguramiento perseguido.


Con suficiente fundamento y consentimiento del imputado, podrá imponerle:

1. su prisión domiciliaria con el control o la vigilancia que se especifique;

2. su encarcelamiento con salida diaria laboral y/o salida periódica para afianzar vínculos familiares, bajo la responsabilidad y cuidado de una persona o institución que se comprometa formalmente ante la autoridad y suministre periódicos informes;
3. su ingreso en una institución educadora o terapéutica, pública o privada, que sirva a la personalización del internado en ella.

Artículo 223.- Oportunidad.- En la oportunidad prevista en el artículo 274, el Fiscal solicitará al Tribunal de la Investigación Penal Preparatoria audiencia para resolver acerca de la prisión preventiva, por escrito, haciendo mención sucinta de los hechos que se le atribuyen al imputado y su calificación jurídico-penal. Vencido el término sin deducirse la instancia, la defensa podrá plantear una denuncia de hábeas corpus, sin perjuicio de procederse de oficio.

Artículo 224.- Audiencia oral.- El Tribunal convocará en un plazo que no excederá de cuarenta y ocho horas al Ministerio Público Fiscal, en su caso al querellante, al imputado y su defensa, a la audiencia a que refiere el artículo anterior.


Abierto el acto, se concederá la palabra en primer término al actor penal, quien deberá fundamentar su pretensión cautelar. Seguidamente se oirá al querellante si lo hubiera, al defensor y en caso de contradicción, las partes ofrecerán aquella prueba que estén en condiciones de producir en la misma audiencia.


Producida la prueba las partes alegarán oralmente sobre su mérito.


Finalizada la audiencia el Tribunal hará conocer su decisión en el acto, y dentro de las veinticuatro horas dictará por escrito la resolución fundada.

Artículo 225.- Nueva audiencia.- Mediando una solicitud por escrito donde cualquiera de las partes invocaran elementos probatorios sobrevinientes, el Tribunal convocará a una nueva audiencia con la finalidad de analizar la eventual modificación o revocación de la resolución que impusiera o rechazara medidas de coerción personal.


Cuando se alegara como única motivación del examen, el transcurso del tiempo que sobrelleva en prisión el imputado, bajo condición de admisibilidad, deberá mediar un lapso no menor de sesenta días entre las sucesivas audiencias.


Se observará el trámite previsto en los artículos precedentes, adecuando el orden de las intervenciones en la audiencia al carácter de promotor o contradictor en el incidente que asuman cada una de las partes.
Artículo 226.- Recursos.- La resolución que imponga, modifique o rechace medidas coercitivas personales, será apelable.

Artículo 227.- Cesación de la prisión preventiva.- El Tribunal dispondrá, aún de oficio, la cesación de la prisión preventiva cuando:

1) por el tiempo de duración de la misma, no guardara proporcionalidad con el encarcelamiento efectivo que razonablemente pudiera corresponder en caso de condena; 

2) su duración excediera de dos años.


En este último caso, antes de que se cumpliera tal plazo el Ministerio Público Fiscal podrá solicitar a la Cámara de Apelación la prórroga del encarcelamiento preventivo. Dicha prórroga será otorgada excepcionalmente por un plazo máximo de un año. Vencido dicho plazo, si no hubiera comenzado la audiencia de debate, la prisión preventiva cesará definitivamente.


Dictada la sentencia condenatoria, si se concedieran recursos contra ella, la prisión preventiva no tendrá término máximo de duración, sin perjuicio de su cese por el inciso primero.
Artículo 228.- Cesación de las medidas alternativas a la prisión preventiva.- Las medidas que se dictaran como alternativas a la prisión preventiva, o las que la atenuaran, cesarán automáticamente y de pleno derecho al cumplirse los plazos y condiciones previstas en el artículo anterior.

Artículo 229.- Caducidad.- Las libertades provisionales que sean alternativas o las morigeraciones dispuestas respecto de una prisión preventiva, caducarán de pleno derecho cuando el imputado fuera detenido en relación a otro procedimiento penal. El imputado será puesto a disposición de todos los Tribunales intervinientes y la viabilidad de la prisión preventiva o sus alternativas, será nuevamente analizada, a instancia de parte, teniendo en cuenta todas las persecuciones penales en trámite.


Será competente para entender en este análisis, el Juez de la Investigación Penal Preparatoria del lugar donde tenga su asiento el Tribunal ante quien correspondiera acumular las pretensiones punitivas. Se observará el trámite de la audiencia oral prevista en el artículo 224.
Artículo 230.- Internación provisional.- El Tribunal, a pedido de parte, podrá ordenar la internación del imputado en un establecimiento asistencial cuando, a los requisitos para la prisión preventiva, se agregare la comprobación por dictamen de dos peritos de que el mismo sufre una grave alteración o insuficiencia de sus facultades mentales, que lo tornan peligroso para sí o para los demás.


Regirán, análogamente los artículos que regulan el trámite de la prisión preventiva.


Cuando no concurrieran los presupuestos para despachar la prisión preventiva, y sí las demás circunstancias a que se alude precedentemente, el Tribunal informará al órgano jurisdiccional competente para resolver sobre su incapacidad e internación y pondrá a su disposición a quien estuviera detenido, de conformidad a lo dispuesto por el Código Procesal Civil y Comercial en la materia.
Artículo 231.- Tratamiento del encarcelado.- A quien se le dictara la prisión preventiva se lo alojará en establecimientos especiales diferentes de los que se utilizan para los condenados a pena privativa de la libertad, o, al menos en lugares absolutamente separados de los dispuestos para estos últimos, y en todo momento será tratado como inocente.


La reglamentación garantizará todo lo atinente al lugar de alojamiento, servicios que se le brinden, utilización del tiempo, condiciones laborales, actividades deportivas o recreativas, estudio e información general, comunicación con familiares y amigos, visitas íntimas, salud física y psíquica, asistencia religiosa y todo otro aspecto que le asegure el menor deterioro en su personalidad.
Artículo 232.- Cauciones.- Las cauciones a las que se refiere este capítulo serán personales o reales.


En las primeras el imputado asumirá solidariamente con uno o más fiadores la obligación de pagar la suma que el tribunal fije cuando corresponda hacerse efectiva. El fiador deberá ser persona capaz, acreditando solvencia suficiente y no podrá tener otorgadas y subsistentes más de dos fianzas.


En las segundas, se constituirá otorgando prendas, hipotecas, dando bienes a embargo o depósito de dinero, efectos públicos o valores cotizables, también por la cantidad que se fije.
Artículo 233.- Forma.- Las cauciones se otorgarán antes de ordenarse la libertad, en acta suscripta a la que se agregarán los documentos que acrediten la solvencia, si correspondiere, donde el imputado y el tercero fijarán domicilio a dichos efectos.
Artículo 234.- Sustitución.- El fiador podrá pedir al Tribunal que lo sustituya por otra persona que él presente, quien deberá reunir las condiciones de aquel. El imputado podrá reemplazar el bien sujeto a cautela por otro u otros de igual valor en cualquier momento.

Artículo 235.- Incomparecencia. Sanciones.- Si el imputado no comparece al ser citado o se sustrae a la ejecución de la pena privativa de libertad, se librará orden de captura y se fijará un término no mayor de diez días para que comparezca. De ello se notificará al fiador y al imputado, bajo apercibimiento de que si éste no compareciere o no justificare estar impedido por fuerza mayor, la caución se hará efectiva al vencimiento de ese término, se dispondrá la ejecución de conformidad con las normas correspondientes del Código Procesal Civil y Comercial quedando legitimado, a dichos efectos, el Ministerio Público.

Artículo 236.- Cancelación de cauciones. Trámite.- La caución se cancelará y las garantías serán restituidas:

1) cuando el imputado fuere constituido en prisión dentro del plazo que se le acordó al revocarse la libertad;

2) cuando se revoque la orden de detención, se sobresea o absuelva al imputado, o se lo condene en forma condicional;

3) cuando dentro del plazo fijado el condenado se presentare a cumplir la condena o fuera detenido.


Todas las cuestiones referidas a cauciones se tramitará conforme lo dispuesto para el recurso de reposición.

Capítulo III

Coerción real

Artículo 237.- Embargo.- El Tribunal dispondrá a pedido de parte, embargo en bienes del imputado en medida suficiente para garantizar la pena pecuniaria y las costas del juicio.


También podrá solicitar la medida el querellante, para garantizar la reparación del daño causado por el delito atribuido.

Artículo 238.- Inhibición.- De no conocerse bienes libres o en caso de insolvencia o de insuficiencia de los bienes embargados, el Tribunal podrá disponer a pedido de parte o del querellante, la inhibición general del imputado, la que podrá sustituirse si ofreciera bienes o diera caución suficiente.

Artículo 239.- Sustanciación.- Las solicitudes de embargo o inhibición, serán sustanciadas en instancia única y en la misma audiencia prevista para la prisión preventiva o sus alternativas, o si fuera el caso, en una que se solicite al sólo efecto, donde se arbitrará el mismo trámite.

Artículo 240.- Secuestro.- El Fiscal de Distrito podrá disponer en caso de urgencia, el secuestro de aquellas cosas relacionadas con el delito, las sujetas a decomiso o las que puedan servir como prueba.


Si mediare peligro en la demora, la medida podrá ser cumplida por la policía.

Se elaborará un acta de la diligencia, de acuerdo a las normas generales.


Las cosas recogidas serán identificadas y conservadas bajo sello, debiéndose adoptar, en todo momento, las medidas necesarias para evitar alteración.


Todo aquel que tenga en su poder objetos o documentos que puedan servir como medio de prueba, estará obligado a presentarlos y entregarlos cuando le sean requeridos, siendo de aplicación las medidas de coacción permitidas para el testigo que rehúsa declarar. Si los objetos requeridos no son entregados, se dispondrá su secuestro. Quedan exceptuadas de esta disposición las personas que deban abstenerse de declarar como testigo.


Con autorización del Fiscal o en su caso, del Tribunal, las partes podrán tener acceso a las cosas secuestradas, a fin de reconocerlas o someterlas a pericia. Se llevará un registro en que conste la identificación de las personas autorizadas.


Serán de aplicación para el secuestro las normas previstas para la requisa y el registro.

Artículo 241.- Objetos no sometidos a secuestro.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 169, no podrán ser objeto de secuestro:

1) las comunicaciones entre el imputado y las personas que deban abstenerse de declarar como testigo;

2) las notas que hubieran tomado los nombrados anteriormente sobre comunicaciones confiadas por el imputado, o sobre cualquier circunstancia a la cual se extienda el derecho o el deber de abstenerse de declarar;

3) los resultados de exámenes o diagnósticos relativos a las ciencias médicas realizadas al imputado bajo secreto profesional.

Artículo 242.- Efectos secuestrados.- El régimen de los bienes secuestrados se ajustará a la ley aplicable y su reglamentación.


Los automotores o motocicletas que durante el lapso de seis meses permanecieran secuestrados a disposición de la autoridad judicial, y sobre los cuales no se hubiera efectuado reclamo por su propietario o persona con legítimo derecho sobre el vehículo, o en caso de que efectuado el mismo no se hubiera agotado el procedimiento, podrán ser entregados en calidad de depósito renovable anualmente al Poder Ejecutivo Provincial, para que el mismo lo utilice en funciones específicas de la policía o de los institutos penitenciarios, educativos o asistenciales del Estado Provincial.

Artículo 243.- Devolución.- Tan pronto como fuera posible, el Fiscal ordenará la devolución de los objetos secuestrados que no estén sometidos a decomiso, restitución o embargo, a la persona de cuyo poder se sacaron. Esta devolución podrá ordenarse provisionalmente en calidad de depósito, e imponerse al poseedor la obligación de exhibirlos.


Los efectos sustraídos serán devueltos, en las mismas condiciones y según corresponda al damnificado o al poseedor de buena fe de cuyo poder hubieran sido secuestrados.


Si se suscitare controversia sobre la restitución o la forma de ella, se dispondrá que los interesados ocurran a la jurisdicción civil.

Artículo 244.- Normas supletorias.- Con respecto a la sustitución del embargo y la inhibición, orden de los bienes embargables, forma y ejecución del embargo, conservación, seguridad y custodia de los bienes embargados, su administración, variaciones del embargo, tercerías y contracautela exigible al querellante, regirán las disposiciones del Código Procesal Civil y Comercial en todo cuanto no esté modificado por lo dispuesto en el presente Capítulo.
Título IV

Inadmisibilidad e invalidación por actividad procesal defectuosa

Artículo 245.- Inadmisibilidad.- La inadmisibilidad de los actos de parte será declarada:

1) cuando estuviese prescripta por la ley;

2) cuando se intentase actuar sin tener facultad o ésta se hubiere extinguido o agotado por caducidad o preclusión.


Si un acto de parte fuera erróneamente admitido, sus efectos serán invalidados, salvo que la deficiencia se corrigiera oportunamente o que el acto haya alcanzado su finalidad respecto de todos los interesados.

Artículo 246.- Principio.- No podrán ser valorados para fundar una decisión judicial, ni utilizados como presupuestos de ella, los actos cumplidos con inobservancia de las formas y condiciones previstas en este Código, salvo que el defecto haya sido subsanado o no se hubiera protestado oportunamente por él.


Las partes sólo podrán impugnar las decisiones judiciales que les causaran gravamen, con fundamento en el defecto, en los casos y formas previstos por este Código, siempre que el interesado no hubiera contribuido a provocarlo. Se procederá del mismo modo cuando el defecto consistiera en la omisión de un requisito que la ley prevé para la validez del acto.

Artículo 247.- Protesta.- Cuando el defecto fuera subsanable, el interesado deberá formular la protesta, mientras se cumple el acto o inmediatamente después de cumplido cuando hubiese estado presente en él; y antes de dictarse la decisión a impugnar, cuando no hubiere estado presente.


Si, por las circunstancias del caso, fue imposible advertir oportunamente el defecto, el interesado deberá formular la protesta inmediatamente después de conocerlo.


La protesta implicará el reclamo de subsanación y deberá describir el defecto individualizando el acto viciado o el requisito omitido, proponiendo la solución que correspondiera. Se sustanciará según lo previsto para la reposición.

Artículo 248.- Defectos absolutos.- Aunque pueda formularse, no será necesaria la protesta previa y podrán ser invalidados aun de oficio, en cualquier estado y grado de la causa, los defectos concernientes a la intervención, asistencia y representación del imputado en los casos y formas que la ley establece o los que implicaran inobservancia de derechos y garantías previstos por la Constitución Nacional, por los Tratados Internacionales con idéntica jerarquía y por la Constitución Provincial.


En estos casos el imputado podrá impugnar, aunque tuviera responsabilidad en la provocación del defecto.

Artículo 249.- Renovación o rectificación.- Los defectos deberán ser subsanados, siempre que fuera posible, renovando el acto, rectificando su error o cumpliendo el requisito omitido, de oficio o a instancia de parte.

Artículo 250.- Efectos.- La invalidación de un acto se extiende a todos los consecutivos que dependan directamente de él.


Sin embargo, no se podrá retrotraer el procedimiento a etapas anteriores, con grave perjuicio para el imputado, cuando la invalidación se funde en la violación de una garantía prevista en su favor.


El Juez o Tribunal establecerá a cuales actos anteriores o contemporáneos que por conexidad alcanza la invalidación.

Libro III

Investigación Penal Preparatoria

Título I

Procedimiento

Capítulo I

Disposiciones Generales

Artículo 251.- Competencia.- La Investigación Penal Preparatoria corresponderá al Ministerio Público Fiscal, según las disposiciones de la ley y la reglamentación que se dicte. Podrá sin embargo quedar la misma a cargo del querellante, en los términos de este Código.

Artículo 252.- Competencia delegada.- Por iniciativa propia o cumpliendo órdenes del Ministerio Público Fiscal, podrán prevenir en la Investigación Penal Preparatoria, el Organismo de Investigaciones y los funcionarios de policía.

Artículo 253.- Objeto de la investigación.- La Investigación Penal Preparatoria tendrá por objeto:

1) averiguar los hechos que con apariencia de delito fueran denunciados o conocidos, con la finalidad de preparar la eventual acusación que permita la apertura del juicio penal;

2) reunir los elementos que permitan probar:

a) la individualización de los presuntos autores, cómplices o instigadores;

b) las circunstancias que califiquen o atenúen el hecho;

c) las circunstancias que permitan determinar causales de justificación, inculpabilidad, inimputabilidad o excusas absolutorias;

d) la extensión del daño causado por el hecho;

e) la edad, educación, costumbres, condiciones de vida, medios de subsistencia y antecedentes del imputado, el estado y desarrollo de sus facultades mentales, las condiciones en que actuó, los motivos que hubieran podido determinar su conducta, y las demás circunstancias personales que tengan vinculación con la ley penal.
Artículo 254.- Iniciación.- La Investigación Penal Preparatoria podrá iniciarse por decisión del Ministerio Público Fiscal o por acción de la Policía.


Cuando la decisión fuera del Ministerio Público Fiscal contará con la colaboración de la Policía quien cumplirá las órdenes que se le impartan.


Cuando la investigación fuera iniciada por la Policía, de inmediato será comunicada tal circunstancia al Fiscal competente, a fin de que éste pueda controlar la misma e impartir instrucciones genéricas o específicas.

Artículo 255.- Comunicación inmediata.- En todos los casos en que se iniciara una Investigación Penal Preparatoria y se hubiera individualizado fehacientemente al imputado, deberán comunicarse al Registro Único de Antecedentes Penales de la provincia las siguientes circunstancias:

1) nombre, apellido y demás elementos identificatorios del imputado;

2) si se encuentra detenido el imputado y en su caso, fecha, hora de detención y Juez a disposición de quien se encuentra;

3) nombre, apellido y demás elementos identificatorios del denunciante, de la víctima y del damnificado, si los hubiera;

4) fecha del hecho atribuido y de la iniciación de la investigación, así como la calificación provisional del mismo;

5) repartición policial, Fiscalía interviniente y defensor designado si lo hubiera.

Artículo 256.- Información al Fiscal.- Recibida la comunicación a que refiere el artículo anterior, el Registro Único de Antecedentes Penales procederá de inmediato a informar al Fiscal interviniente las siguientes circunstancias:

1) si el imputado cuenta con otras investigaciones penales en trámite, haciendo saber en su caso, Fiscalía y repartición policial interviniente;

2) medidas de coerción que se hubieran dictado en su contra;

3) suspensiones del procedimiento a prueba acordadas a la misma persona;

4) declaraciones de rebeldía;

5) juicios penales en trámite; 

6) condenas anteriores, libertades condicionales, reincidencias en que hubiera incurrido y toda otra referencia de utilidad respecto del imputado.


En caso de que el imputado registrara pluralidad de causas, la información pertinente será remitida a todos los Fiscales intervinientes.

Artículo 257.- Reserva de la información.- La información que obrara en poder del Registro Único de Antecedentes Penales será reservada y sólo podrá ser conocida y utilizada por el Ministerio Público Fiscal, la Policía, el imputado, la defensa y los Jueces.

Artículo 258.- Reserva de las actuaciones.- Los actos de la investigación y su documentación serán secretos para quienes no sean parte en el procedimiento o no tuvieran expresa autorización para conocerlos.

Artículo 259.- Conocimiento a la defensa.- Las actuaciones que documentan la Investigación Penal Preparatoria podrán ser conocidas por el imputado, su defensa y el querellante, después de realizada la audiencia imputativa regulada por el artículo 274.


Sin embargo, podrán imponerse de las mismas quince días después de haber peticionado al Fiscal la realización de dicha audiencia, si por cualquier motivo ésta no se hubiera celebrado.

Artículo 260.- Formalidades para actos irreproducibles o definitivos.- Deberán constar en actas debidamente formalizadas, con expresa mención de la fecha, hora, intervinientes, firmas de los funcionarios actuantes y mención de cualquier otro dato útil a la eficiencia y acreditación de la autenticidad del documento, los operativos dirigidos a la búsqueda e incorporación de pruebas, inspecciones, constataciones, registros, requisas, secuestros, aprehensiones, detenciones, reconocimientos y toda otra diligencia que se considerara irreproducible o definitiva.


Las restantes diligencias de la investigación no guardarán otras formalidades que las exigidas por la reglamentación y por las instrucciones generales y especiales expedidas por el Ministerio Público Fiscal, salvo las que tuvieran una formalidad expresamente prevista en este Código.

Artículo 261.- Instancia privada y antejuicio.- Mediando un obstáculo legal, sólo se realizarán los actos urgentes que interrumpan la comisión del hecho punible o preserven la prueba que corriera el riesgo de perderse por la demora, tales como tomar nombres y domicilios de los testigos, constatar la existencia del hecho por medio de croquis, relevamientos fotográficos, e informes médicos, siempre que no se afectare el interés protegido por el impedimento.
Capítulo II

Denuncia

Artículo 262.- Facultad de denunciar.- Toda persona que tuviera noticia de un delito perseguible de oficio, podrá denunciarlo ante el Ministerio Público Fiscal o a las autoridades policiales. Cuando la acción penal dependiera de instancia privada, sólo podrá denunciar el titular del poder de instar.

Artículo 263.- Denuncia obligatoria.- Siempre que no existiera obligación de guardar secreto, tendrán el deber de denunciar los delitos perseguibles de oficio:

1) los funcionarios o empleados públicos que los conocieran en el ejercicio de sus funciones;

2) los profesionales de la salud, cuando se tratara de delitos contra la vida o la integridad corporal de las personas.

Artículo 264.- Forma.- La denuncia podrá hacerse en forma escrita o verbal, personalmente o por mandatario especial. En este último caso, se deberá acompañar el poder respectivo.


La denuncia escrita será ratificada por el denunciante ante quien la reciba, salvo que lleve patrocinio letrado. Cuando fuere verbal se consignará en acta por el funcionario interviniente.

Artículo 265.- Contenido.- La denuncia deberá contener, en cuanto fuera posible:

1) una relación circunstanciada del hecho con indicación de los autores, cómplices e instigadores;

2) la individualización del daño y la identidad del damnificado;

3) los elementos probatorios que ofreciera para su ulterior producción;

4) la calificación legal que a criterio del denunciante merece el hecho si se formulara por abogado o con patrocinio letrado.


Cuando la denuncia escrita fuera ratificada por el denunciante, se tratará de completar el contenido faltante.

Artículo 266.- Denuncia repetida.- Cuando se formulara una denuncia, deberá interrogarse a su autor para que exprese si con anterioridad denunció el mismo hecho.

Artículo 267.- Copia o certificación.- Hecha la denuncia se expedirá al denunciante, si lo solicitara, copia de la misma o certificación en que conste: fecha de su presentación, el hecho denunciado, el nombre del denunciante y denunciado, los comprobantes que se hubieran presentado y las circunstancias que se consideraran de utilidad.
Capítulo III

Actos de la Policía

Artículo 268.- Deberes y atribuciones.- La Policía tendrá los siguientes deberes y atribuciones:

1) recibir denuncias;

2) requerir la inmediata intervención del Organismo de investigaciones o, en defecto de la actuación operante del mismo, practicar sin demora las diligencias necesarias para hacer constar las huellas o rastros del delito, cuando hubiera peligro de que desaparezcan o se borren por retardo de estas diligencias;

3) realizar los actos que le encomendara el Fiscal;

4) aprehender, detener e incomunicar a las personas, en los casos que este Código autoriza, informándolo de inmediato al Fiscal. En todos los casos deberá poner a las mismas a disposición del Juez competente dentro de las veinticuatro horas de efectuada la medida;

5) recoger las pruebas y demás antecedentes que pudiera adquirir en el lugar de la ejecución del hecho punible y practicar las diligencias urgentes que se consideraran necesarias para establecer su existencia y determinar los responsables, debiéndose recopilar por separado, en lo posible y de acuerdo a los distintos hechos que se investiguen, las respectivas actuaciones;

6) poner en conocimiento del Fiscal las informaciones y diligencias practicadas, requiriendo su autorización para realizar aquellas medidas probatorias que por su naturaleza sean definitivas e irreproducibles, y que deberán colectarse con control de la defensa, si el imputado estuviera individualizado. Si fuera imposible cumplir con estas exigencias ante el inminente peligro de frustración de la medida, la misma, excepcionalmente se realizará con intervención del Juez Comunal o certificándose su fidelidad con dos testigos mayores de dieciocho años, hábiles y que no pertenezcan a la repartición, fotografías u otros elementos corroborantes. Si por las especiales circunstancias del caso no fuera posible la presencia de dos testigos, la diligencia tendrá valor con la intervención de uno solo y si ello fuera absolutamente imposible, de cuyas causales deberá dejarse constancia, con dos funcionarios actuantes;

7) disponer que antes de practicarse las averiguaciones y exámenes a que debe procederse, no hubiera alteración alguna en todo lo relativo al hecho y estado del lugar en que fue cometido;

8) proceder a todos los exámenes, indagaciones y pesquisas que juzgara indispensables recabando los informes y noticias que pudieran servir de utilidad al Fiscal o a la defensa, documentando las declaraciones sólo cuando se estime necesario;

9) secuestrar los instrumentos del delito o cualquier otro elemento que pudiera servir para el objeto de la investigación en caso de urgencia o peligro en la demora. Sin embargo no podrá imponerse de la correspondencia, papeles privados, material informático y grabaciones que secuestrara, sino que los remitirá intactos al Fiscal competente para que éste requiera autorización al Tribunal;

10) impedir, si lo juzgara conveniente, que ninguna persona se aparte del lugar del hecho o sus adyacencias, antes de concluir las diligencias más urgentes de investigación; 

11) identificar al imputado;

12) informar al imputado inmediatamente de que fuera citado, aprehendido o detenido, que cuenta con los siguientes derechos:

a) nombrar abogado para que lo asista y represente;

b) conferenciar en forma privada y libre con su defensor, antes de prestar declaración o realizar un acto que requiera su presencia;

c) abstenerse de declarar sin que ello signifique una presunción en su contra, o solicitar ser escuchado por el Fiscal;

d) solicitar del Fiscal la intimación de los hechos que se le atribuyen, la calificación jurídica penal que provisionalmente merezcan y la prueba que existe en su contra;

e) solicitar se practique la prueba que estimara de utilidad.

La información precedente le será entregada al imputado por escrito, dejando constancia fehaciente de su entrega.

Rige lo dispuesto por el artículo 110.

13) cumplimentar lo necesario para que el imputado sea revisado por el médico, bioquímico o psicólogo, en los casos en que así correspondiera;

14) cumplimentar con la información a enviar al Registro Único de Antecedentes Penales.

Artículo 269.- Requerimiento de auxilio médico.- Los funcionarios a quienes correspondieran las diligencias iniciales de investigación podrán ordenar que los acompañe el primer médico que fuera habido, para prestar los auxilios de su profesión. El requerimiento será formulado bajo el apercibimiento de sancionarse al renuente hasta con quince días multa, sanción que aplicará el Tribunal a solicitud del Fiscal, sin perjuicio de la responsabilidad penal en que se incurriera.

Artículo 270.- Subordinación.- Los funcionarios policiales a cargo de la Investigación Penal Preparatoria estarán bajo la autoridad del Ministerio Público Fiscal, en lo que se refiere a dicha función.


Deberán también cumplir las órdenes que para la tramitación del procedimiento les dirijan los Jueces, en el ámbito de su competencia.

Artículo 271.- Poder disciplinario.- Cuando los funcionarios policiales violaran disposiciones legales o reglamentarias, omitieran o retardaran la ejecución de un acto propio de sus funciones, o lo cumplieran negligentemente, el Ministerio Público Fiscal solicitará al Ministerio de Gobierno, imponga la sanción disciplinaria que corresponda, sin perjuicio de la responsabilidad civil y penal de aquellos.


Los Tribunales tendrán las mismas atribuciones cuando los funcionarios policiales actúen por su orden o bajo su supervisión.

Capítulo IV

Actos del Fiscal

Artículo 272.- Fiscalización de la Investigación Penal Preparatoria.- El Fiscal de Distrito deberá fiscalizar todas las actuaciones que cumpliera la Policía en función judicial en el ámbito de su competencia territorial, con la finalidad de decidir sobre su mérito conforme a las disposiciones de este Capítulo.

Artículo 273.- Desestimación de la denuncia y archivo.- El Fiscal ordenará la desestimación de la denuncia cuando no se pudiera proceder, se hubiera extinguido la acción penal, el hecho no fuera punible o no existieran elementos serios o verosímiles para iniciar fundadamente una investigación. En caso que mediara un obstáculo legal, se procederá conforme a lo establecido en los artículos 26 y concordantes de este Código.

Artículo 274.- Audiencia imputativa.- Cuando el Fiscal estimara que de los elementos reunidos en la investigación surge la probabilidad de que el imputado sea acusado como autor o partícipe de un delito, procederá a citarlo para concretar una audiencia donde le brindará la información a que alude el artículo siguiente.


En caso de que el imputado diere su consentimiento, se permitirá la presencia del querellante, a quien no es obligatorio notificar previamente la realización del acto. El querellante no podrá en esta oportunidad interrogar directamente al imputado, pero, en privado y sin recurso alguno, le será admitido sugerir preguntas al Fiscal o hacer observaciones dejando constancia de su protesta en acta.


Si el imputado estuviera detenido, esta audiencia imputativa deberá realizarse dentro de las veinticuatro horas del inicio de la detención, prorrogable, con fundamento, por otro tanto.


Realizada la audiencia, en forma inmediata solicitará al Juez la libertad, o, si considera procedente la prisión preventiva, la audiencia prevista en el artículo 223 de este Código.


En oportunidad de esta audiencia y de acuerdo a lo establecido en el artículo 13, el Fiscal, en búsqueda de los objetivos de simplicidad y abreviación propondrá los acuerdos previstos por este Código.

Artículo 275.- Información al imputado en la audiencia imputativa.- El Fiscal dará a conocer al imputado, bajo su firma, por escrito y dejando constancia fehaciente de la comunicación:

1) el hecho atribuido y su calificación jurídico penal;

2) las pruebas fundantes de la intimación;

3) todos los derechos que este Código le acuerda al imputado al momento de originarse su condición, especialmente los de procurar procedimientos abreviados.

Artículo 276.- Asistencia técnica.- Para ser válida la audiencia, deberá estar presente el defensor del imputado.


El defensor podrá ser nombrado en la misma audiencia, si no hubiera sido designado con anterioridad.


Si el imputado nombrara abogado defensor de confianza, o se le debiera asignar un defensor de oficio, se suspenderá la audiencia hasta tanto se haga presente el designado, a quien se le notificará de inmediato de la fecha y hora en que debe concurrir para cumplir su función.


Si durante la incomunicación del imputado alguna persona de su relación hubiera propuesto defensor, se le hará conocer antes del acto.

Artículo 277.- Eventual interrogatorio Fiscal.- En la misma audiencia, cumplida la información precedente y celebrada la entrevista confidencial con su defensor, el imputado podrá peticionar ser oído e incluso manifestar su conformidad para que el Fiscal proceda a interrogarlo.


Se observarán las normas sobre la validez y forma de la declaración del imputado. El defensor le podrá hacer saber las alternativas que prevé la ley penal o procesal como consecuencias o beneficios derivados de sus eventuales reconocimientos.


La inobservancia de estos preceptos invalidará el acto, sin perjuicio de la responsabilidad disciplinaria o penal que correspondiera.

Artículo 278.- Firma del acta.- Terminado el acto se dará lectura en voz alta del acta labrada, y luego firmarán el Fiscal, el imputado, su defensor y, en su caso, el querellante.

Artículo 279.- Copia del acta.- El Fiscal tendrá la obligación de entregar al imputado o a su defensor, copia del acta que se labrara con motivo de su declaración o donde constara que ejerce el derecho de abstenerse de hacerlo.

Artículo 280.- Declaración a solicitud del imputado.- Cuando el imputado en la audiencia imputativa del artículo 274 no hubiera ejercido el derecho a declarar, o considerara necesario ampliar o modificar su anterior declaración, podrá solicitarlo al Fiscal, en cualquier momento de la Investigación Penal Preparatoria y hasta la presentación de la requisitoria de acusación contemplada en el artículo 294 de este Código. En esta audiencia el Fiscal podrá formular las preguntas que considerara pertinentes.


Cuando el Fiscal no estimara imprescindible la audiencia para ampliar o modificar anteriores declaraciones, podrá disponer que las mismas se formulen por escrito con el patrocinio del defensor.


Este mismo derecho podrá ser utilizado por el imputado a quien no se le hubiera recepcionado declaración con las formalidades previstas en los artículos 274 y concordantes.

Artículo 281.- Nueva audiencia imputativa.- Cuando se modificaran los hechos intimados, su calificación legal, o se pretendiera atribuir un hecho nuevo, el Fiscal deberá convocar al imputado a una nueva audiencia, aplicándose al respecto los artículos 274 y concordantes.

Artículo 282.- Validez de actos irreproducibles.- Adjudicada la calidad de imputado, toda medida probatoria que por su naturaleza o características debiera considerarse definitiva o irreproducible, para ser válida, será ordenada por el Fiscal y notificada a la defensa y al querellante si lo hubiera, a fin de que ejerciten sus facultades.


En caso de divergencia respecto al modo de realización del acto, se requerirá verbalmente la intervención del Tribunal de la Investigación, el que adoptará las medidas que considere pertinente para la realización garantizadora del mismo.

Artículo 283.- Actos urgentes.- Cuando alguna de las medidas a que refiere el artículo anterior requiera suma urgencia, deberá solicitarse la intervención del Tribunal de la Investigación que prescindirá de las notificaciones previstas en el artículo anterior y dispondrá lo pertinente para garantizar la realización del acto.


Si fuera imposible ocurrir al Tribunal de la Investigación, de lo que se dará cuenta fundamente en acta, se observará lo previsto por el artículo 268 inciso 6) de este Código.

Artículo 284.- Discrepancias.- Cuando existieran discrepancias entre el Fiscal y la defensa respecto de la realización de cualquiera de los actos que requieren la participación necesaria de ambos, estarán legitimados para ocurrir ante el Juez de la Investigación Penal Preparatoria que se impondrá oral y sumariamente de la situación y resolverá sin recurso alguno.

Artículo 285.- Garantías constitucionales.- El Fiscal requerirá al Juez de la Investigación Penal Preparatoria la correspondiente orden, cuando para practicar la medida de investigación sea imprescindible el allanamiento de domicilio, la interceptación de correspondencia, la intervención de las comunicaciones o cualquier otra medida que pudiera afectar derechos y garantías amparados constitucionalmente.

Artículo 286.- Proposición de diligencias probatorias.- El imputado, su defensor y el querellante podrán proponer diligencias probatorias en el curso de la investigación y ocurrir ante el superior en grado del Fiscal interviniente, si este no las practicase. El Fiscal superior resolverá lo que corresponda tras breve averiguación sumaria, sin recurso alguno.

Artículo 287.- Participación del querellante.- Cuando el Fiscal estimara agotada la investigación, y se hubiera celebrado la audiencia del artículo 274 y concordantes, citará al querellante interviniente en el procedimiento, si lo hubiera, proporcionándole las copias y las explicaciones necesarias para que se imponga del procedimiento, de su decisión de abrir o no el juicio y de los extremos que habrá de contener su acusación.


En esta oportunidad, le acordará un plazo de cinco días para que señale por escrito y puntualmente sus eventuales diferencias.


Si no hubiera disenso, el querellante formulará su acusación en el plazo establecido en el artículo 294.

Artículo 288.- Disenso entre el Fiscal y el querellante. Sustitución en el ejercicio de la acción.- Si hubiera disenso sobre los temas señalados en el artículo anterior, las cuestiones controvertidas, serán resueltas por el Fiscal superior en grado, sin recurso alguno, después de una entrevista informal donde los discrepantes fundamentarán sus pretensiones. Cuando la disidencia hubiera referido a pruebas faltantes, y el Fiscal superior hubiese aceptado la pretensión del querellante, fijará un plazo no mayor de treinta (30) días para su producción; si no le hiciere lugar, el querellante podrá postular su producción en el debate.


Satisfecho el trámite y producida en su caso la prueba, el querellante formulará su acusación en el plazo establecido en el artículo 294 y solicitará las cautelas pertinentes dentro de los primeros cinco (5) días.

Artículo 289.- Archivo Fiscal.- Cuando se estimara que no hay más medidas a practicar, realizada la audiencia del artículo 274 y cumplimentado el trámite con el querellante si lo hubiera, el Fiscal dispondrá el archivo de las actuaciones en los siguientes casos:

1) cuando fuera evidente:

a) que media una causal extintiva del ejercicio de la acción penal u otra de carácter también perentorio;

b) que el hecho investigado no se cometió o no encuadra en una figura penal;

c) que el delito no ha sido cometido por el imputado o media una causa de justificación, inimputabilidad, inculpabilidad o excusa absolutoria;

2) cuando no hubiera suficientes elementos de prueba para fundar la requisitoria de apertura del juicio y no fuera razonable, objetivamente, prever la incorporación de nuevas pruebas.

Artículo 290.- Archivo jurisdiccional.- Transcurridos seis meses desde la realización de la audiencia del artículo 274, la defensa podrá solicitar al Fiscal el archivo a que refiere el artículo precedente.


La solicitud se hará por escrito y el Fiscal resolverá en el término de cinco días. Denegada la solicitud o transcurrido dicho plazo sin que el Fiscal se expida, la defensa podrá instar ante el Juez de la Investigación Penal Preparatoria el archivo denegado ofreciendo la prueba que fundamente su pretensión.


El Tribunal convocará a una audiencia oral y pública donde escuchadas las partes y producida la prueba pertinente, resolverá en el acto el archivo por las causales del artículo anterior o lo denegará. 


La solicitud con el procedimiento previsto en el presente artículo podrá reiterarse cada seis meses.

Artículo 291.- Notificación y disconformidad.- La desestimación y el archivo dispuesto por el Fiscal, serán notificados a la víctima y en su caso al querellante, quienes en un plazo de cinco días podrán manifestar su disconformidad ante el Fiscal superior en grado. Este realizará, cuando corresponda, una sumaria averiguación y convalidará o revocará la decisión del inferior. En este último caso podrá impartir instrucciones y aun designar nuevo Fiscal como encargado de la investigación.


Cuando el Fiscal General convalidara la decisión del inferior, dentro del mismo plazo, se podrá ocurrir ante el Procurador General, quien luego de cumplir idéntico procedimiento, resolverá definitivamente.


En caso de mantenerse el rechazo de la pretensión de la víctima, ésta podrá iniciar la persecución conforme el procedimiento de querella, cualquiera fuera el delito de que se trate, dentro del plazo de sesenta (60) días hábiles de notificada la resolución del Procurador General.

Artículo 292.- Efectos.- Sin perjuicio de lo establecido en los artículos 291 y 293, las resoluciones que dispongan desestimar la denuncia o archivar la Investigación Penal Preparatoria, impedirán una nueva actividad persecutoria por los mismos hechos.


Si el imputado se encontrara detenido o en prisión preventiva, apenas se dicte el archivo, el Fiscal solicitará al Juez que disponga su libertad.

Artículo 293.- Reapertura de la Investigación Penal Preparatoria.- No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, si se modificara la situación probatoria preexistente, el Fiscal de Distrito deberá elevar al Fiscal General un detalle de los elementos probatorios sobrevinientes a fin de requerir autorización expresa para la reapertura de la investigación.

La ausencia de dicha autorización invalidará lo actuado y hará viable la excepción de archivo.


La reapertura de la Investigación Penal Preparatoria no procederá en el supuesto en que el damnificado directo o víctima hubiese deducido querella conforme a lo dispuesto en el artículo 291.

Título II

Procedimiento intermedio

Artículo 294.- Procedencia de la acusación.- Realizada la audiencia imputativa prevista en el artículo 274, si el Fiscal estimara contar con elementos para obtener una sentencia condenatoria, procederá a formular por escrito su requisitoria de acusación ante el Juez de la Investigación Penal Preparatoria.


Si hubiera querellante, una vez cumplimentados los trámites previstos en los artículos 287 y 288, las requisitorias de acusación deberán formularse en el término común de sesenta (60) días a contar desde la notificación del rechazo definitivo de las propuestas del querellante por el Ministerio Público Fiscal, o del vencimiento del plazo fijado para la producción de la prueba según el artículo 288. Si no hubiera disenso, las requisitorias deberán presentarse en el término de sesenta (60) días a contar desde el vencimiento del plazo establecido en el segundo párrafo del artículo 287.

Artículo 295.- Contenido de la acusación.- El requerimiento acusatorio, para ser válido, deberá contener:

1) los datos personales del imputado y su domicilio legal;

2) una relación clara, precisa, circunstanciada y específica del hecho, con detalle de la extensión del daño causado; en caso de contener varios hechos punibles independientes, la separación y el detalle de cada uno de ellos;

3) los fundamentos de la acusación, con la expresión de los elementos de convicción que la motivan; 

4) la calificación legal de los hechos, con expresión precisa de los preceptos jurídicos aplicables; 

5) la pena que se solicita para el o los imputados o, en su caso, la medida de seguridad, indicando las circunstancias de interés para la determinación de ellas; 

6) la solicitud de apertura del juicio.


Con la acusación se acompañarán los documentos y medios de prueba materiales que se tuvieran.


Podrán indicarse y servirán como acusación alternativa, aquellas circunstancias del hecho que permitirían encuadrar el comportamiento del imputado en una figura distinta de la ley penal, que se precisará, para el caso que no resultaren demostrados en el debate los elementos que componen su calificación jurídica principal.

Artículo 296.- Audiencia preliminar.- Presentada la acusación del Fiscal y del querellante, en su caso, el Juez de la Investigación Penal Preparatoria notificará de inmediato a las partes y pondrá a su disposición los documentos y medios de pruebas materiales, para que puedan examinarlas en el plazo común de cinco (5) días.


En el mismo acto se convocará a las partes a una audiencia oral y pública que deberá realizarse dentro de un plazo no menor de diez (10) días ni mayor de veinte (20).


El Juez de la Investigación no permitirá que en la audiencia preliminar se pretendan resolver cuestiones que sean propias del juicio.

Artículo 297.- Facultades de las partes.- Dentro de los cinco (5) días de notificada la audiencia prevista en el artículo anterior, las partes, por escrito, podrán:

1) señalar los vicios formales o el incumplimiento de aspectos formales de la acusación;

2) objetar las solicitudes de sobreseimiento, sobre la base de defectos formales o sustanciales;

3) oponer las excepciones previstas en este Código, cuando no hubieran sido planteadas con anterioridad, salvo que se funden en hechos nuevos;

4) solicitar el sobreseimiento;

5) proponer la aplicación de un principio de oportunidad;

6) solicitar la suspensión de juicio a prueba; 

7) solicitar la imposición o revocación de una medida cautelar;

8) solicitar el anticipo jurisdiccional de prueba, conforme a lo establecido en el siguiente artículo de este Código; 

9) proponer la aplicación de un procedimiento abreviado;

10) proponer la conciliación;

11) plantear cualquier otra cuestión incidental que permita una mejor preparación del juicio.


La presentación que se efectúe será puesta en conocimiento de las demás partes, en un plazo no mayor de cuarenta y ocho horas.

Artículo 298.- Anticipo jurisdiccional de prueba.- En la oportunidad señalada en el inciso 8 del artículo precedente, las partes podrán solicitar, fundadamente, el anticipo jurisdiccional de prueba en los siguientes casos:

1) cuando se tratare de una declaración que por un obstáculo difícil de superar fuere probable que no pudiera recibirse durante el juicio;

2) cuando por la excepcional complejidad del asunto existiere la probabilidad de que el testigo olvidara circunstancias esenciales sobre lo que ha conocido;

3) cuando el imputado estuviere prófugo o fuere incapaz y se temiera que el transcurso del tiempo dificultara la conservación de la prueba.


La diligencia será documentada según las previsiones establecidas en este Código para los actos irreproducibles.


Excepcionalmente, también podrá solicitarse el anticipo jurisdiccional de prueba en cualquier momento de la Investigación Penal Preparatoria.

Artículo 299.- Ofrecimiento de prueba. Indicación del Tribunal.- En oportunidad del desarrollo de la audiencia fijada anteriormente, todas las partes presentarán la lista de testigos, peritos e intérpretes que pretendan sean convocados al debate, con indicación del nombre, profesión y domicilio.


Acompañarán igualmente, los documentos de que piensan servirse o indicarán donde se encuentran. Los medios de pruebas serán ofrecidos con mención de los hechos o circunstancias que se pretendan probar, o de lo contrario no serán admitidos.


Deberán las partes indicar si conforme a las disposiciones legales corresponde la intervención de un Tribunal conformado uni o pluripersonalmente, o si, razones absolutamente excepcionales, que se explicitarán, aconsejan la intervención de un Tribunal de juicio pluripersonal.

Artículo 300.- Ofrecimiento de prueba para la audiencia preliminar.- Dentro del plazo de cinco (5) días de notificada la audiencia prevista en el artículo 296, las partes deberán ofrecer los medios de prueba necesarios para resolver las cuestiones propias de la audiencia preliminar y el juez admitirá las que fueren pertinentes.


Dentro del plazo de cuarenta y ocho horas siguientes de la puesta en conocimiento prevista en la última parte del artículo 297, las demás partes podrán ofrecer los medios de pruebas necesarios para resolver las cuestiones vinculadas al artículo nombrado.

Artículo 301.- Intervinientes.- La audiencia preliminar se desarrollará conforme a las reglas del debate, con la presencia ininterrumpida del juez, del imputado y su defensor y del fiscal, y de los demás intervinientes constituidos en el procedimiento.


La presencia del fiscal y del defensor del imputado, constituye requisito de validez de la misma.


La falta de comparecencia del querellante, debidamente notificado, implica abandono de la persecución penal por su parte.

Artículo 302.- Desarrollo.- La audiencia preliminar se llevará a cabo oralmente y durante su realización no se admitirá la presentación de escritos.


Se producirá la prueba ofrecida y admitida, incorporándose la que, en su caso, se hubiese diligenciado, dándose oportunidad para que cada parte fundamente sus pretensiones.


Luego de ello, y de corresponder según la ley, el Juez intentará la conciliación de las partes, formulando proposiciones para la reparación integral del daño social o particular causado.


Asimismo el Juez podrá provocar acuerdo de las partes respecto de hechos que considere comprobados con notoriedad.


Cada parte podrá formular las solicitudes, observaciones y planteamientos que estimare relevantes con relación a las pruebas ofrecidas por las demás.

Artículo 303.- Resolución.- Dentro de los cinco (5) días de finalizado el debate, el Juez, fundadamente y dejándose constancia en acta, resolverá todas las cuestiones planteadas y, en su caso:

1) admitirá o rechazará, total o parcialmente la acusación del Fiscal y del querellante si fuera el caso, y ordenará, en su caso, la apertura del juicio;

2) ordenará la corrección de los vicios formales de la acusación;

3) resolverá las excepciones planteadas;

4) sobreseerá, si se presentan los presupuestos necesarios;

5) suspenderá el procedimiento o aplicará criterios de oportunidad, resolviendo lo que corresponda;

6) ratificará, revocará, sustituirá, morigerará o impondrá medidas cautelares;

7) ordenará, si correspondiere, el anticipo jurisdiccional de prueba solicitado;

8) aprobará los acuerdos a los que hubieren llegado las partes respecto a la reparación civil y ordenará todo lo necesario para ejecutar lo acordado;

9) admitirá o rechazará la prueba ofrecida para el juicio; 

10) ordenará la separación o la acumulación de los juicios.

Artículo 304.- Auto de apertura a juicio.- Habiendo adquirido firmeza la resolución prevista en el artículo anterior, el Juez deberá, expresamente disponer la apertura del juicio. En tal caso la resolución deberá contar con las siguientes precisiones:

1) si el juicio se llevará a cabo ante un Tribunal conformado uni o pluripersonalmente;

2) cual es el o los hechos por los cuales se autoriza la apertura del juicio, describiéndolos con precisión, como así también indicándose su calificación jurídica; 

3) la identificación de los acusados y las partes admitidas;

4) la decisión sobre la admisibilidad o inadmisibilidad de la prueba ofrecida para el debate y, en su caso, las convenciones probatorias a las que hubieren arribado las partes;

5) la individualización de quienes deben ser citados a la audiencia del juicio oral;

6) cuando el acusado soporte una medida de coerción, su subsistencia o consideración;

7) en caso de pluralidad de querellantes, la orden de unificar personería cuando fuere necesario;

8) la orden de remitir las actuaciones, la documentación y cosas secuestradas a la Oficina de gestión judicial.

Artículo 305.- Efectos.- El auto de apertura a juicio es irrecurrible, sin perjuicio, en su caso, de la impugnación de la sentencia definitiva, que se dictare en el juicio. No obstante la defensa en esta oportunidad podrá hacer uso de las facultades previstas en el artículo 143.


La decisión del Juez que admite o rechaza un medio de prueba no vincula al tribunal de debate.

Artículo 306.- Sobreseimiento.- A pedido de parte el sobreseimiento se pronunciará, en los supuestos previstos en el artículo 289 inciso primero. El Juez de la Investigación Penal Preparatoria convocará a una audiencia oral y pública donde escuchadas las partes y producida la prueba pertinente resolverá. Si su dictado implicara la imposición de una medida de seguridad se abstendrá de hacerlo remitiendo la causa al Tribunal de Juicio.


El sobreseimiento cerrará definitiva e irrevocablemente el procedimiento con relación al imputado para quien se dicte. Tendrá valor de cosa juzgada con respecto a la cuestión penal sobre la que se pronuncie, pero no favorecerá a otros posibles copartícipes.


Dictado el sobreseimiento el Juez de la Investigación Penal Preparatoria dispondrá la libertad del imputado, si correspondiere.


El sobreseimiento procederá en cualquier estado y grado del proceso en los casos previstos en el inciso 1º a) del artículo 289. Cuando por nuevas pruebas producidas durante el juicio, resulte evidente la concurrencia de alguno de los casos contemplados en el inciso 1º b) y c) del artículo 289, el Fiscal fundadamente, podrá solicitar el sobreseimiento del acusado.


Ejecutoriado que fuera se librará la comunicación al Registro Único de Antecedentes Penales.

Libro IV

Juicio y Procedimientos Especiales

Título I

Juicio Común

Capítulo I 

Preparación del juicio e Integración del Tribunal

Artículo 307.- Preparación del juicio.- Con noticia de las partes, dentro de las cuarenta y ocho horas de recibidas las actuaciones, la Oficina de Gestión Judicial, por sorteo o sistema similar que se llevará a cabo según reglamentación a dictar, integrará el Tribunal que intervendrá en el juicio, determinando el o los Jueces permanentes que deben asistir a él. La integración será notificada a las partes y al o los designados a los efectos de las recusaciones o excusaciones a las que hubiere lugar.


Integrado definitivamente el Tribunal, se procederá a fijar lugar, día y hora de inicio del juicio, que no se realizará antes de diez (10) días, citando al debate a los testigos o peritos asegurándose su comparecencia, pondrá a su disposición a los detenidos que hubiere y dispondrá las medidas necesarias para la organización y desarrollo del juicio, conservando para su eventual utilización en el mismo la documentación y cosas secuestradas.


En casos complejos o cuando se lo solicite, la oficina judicial podrá convocar a las partes para resolver cuestiones prácticas que hagan a la organización del debate.


Las partes deberán cooperar en la localización y comparecencia de los testigos que hubieren propuestos.

Artículo 308.- Integración del Tribunal - Conocimiento de las actuaciones.- El Tribunal se integrará conforme lo dispuesto en el artículo 43 de este Código.


En caso de integración pluripersonal el Tribunal será presidido por uno de los Jueces designados al efecto.


En ningún caso podrán tomar conocimiento previo de los elementos probatorios que puedan valorarse en el juicio.

Capítulo II

Debate

Sección Primera

Audiencias

Artículo 309.- Inmediación.- El debate se realizará con la presencia ininterrumpida de las personas que componen el Tribunal acompañados por un secretario, del Ministerio Público Fiscal, del querellante en su caso, del imputado y su defensa.


Si el defensor no compareciera al debate o se retirara de la audiencia, se procederá de inmediato a su reemplazo conforme a las disposiciones de este Código.


Si el querellante no concurriera al debate o se retirara de la audiencia sin autorización, cesará en su intervención, sin perjuicio de que pueda ser compelido a comparecer como testigo.

Artículo 310.- Asistencia del imputado.- El imputado asistirá a la audiencia, libre en su persona, sin perjuicio de la vigilancia y cautelas necesarias que se dispongan para impedir su fuga o violencia.


Excepcionalmente se podrá autorizar que el imputado se retire de la audiencia cuando causas justificadas así lo determinen.

Artículo 311.- Oralidad y publicidad.- Para ser válido el debate será oral y público. Las partes podrán consultar esquemas o ayuda memorias escritos, pero no leerlos. Podrán solicitar autorización para la lectura de material solamente en aquellos casos que este Código así lo disponga o cuando, por la naturaleza del mismo, resulte ello imprescindible.


La publicidad implica el desarrollo del debate a puertas abiertas, pero el Tribunal podrá excepcionalmente resolver aun de oficio, que total o parcialmente se realice a puertas cerradas cuando la publicidad pudiera afectar a quien alegue su condición de víctima, a terceros o a la seguridad del Estado. La resolución será fundada, se hará constar en el acta y será irrecurrible. Desaparecida la causa de la clausura, se deberá permitir el acceso al público.


La reglamentación que se dicte podrá determinar prohibiciones genéricas para el acceso a la sala de audiencia, así como facultar al Tribunal a adoptar medidas que atiendan a garantizar el orden y la seguridad en la sala.


Durante el debate las resoluciones se dictarán verbalmente, pero se dejará constancia en el acta.

Artículo 312.- Continuidad, receso y suspensión.- El debate continuará durante todas las audiencias consecutivas que fueran necesarias hasta su terminación. Sin perjuicio de ello, las partes podrán solicitar recesos por un plazo máximo de dos horas por motivos fundados. El Juez, a su vez, dispondrá los recesos necesarios para asegurar la eficacia del desarrollo de la audiencia.


El debate podrá suspenderse a pedido de parte o aun de oficio, por un plazo que en cada oportunidad no superará el término de quince días, cuando:

1) así lo exigiera la resolución de un incidente que no pudiera decidirse inmediatamente;

2) fuera necesario practicar algún acto fuera del lugar de la audiencia y no pudiera cumplirse durante un receso;

3) fuera imprescindible para poder lograr la producción de alguna prueba;

4) fuera imposible su realización o continuación por enfermedad del Juez o de las partes que imprescindiblemente deben estar presentes;

5) lo solicitara la parte, cuando por circunstancias no previstas, tuviera necesidad de contar con tiempo para preparar su actividad acusatoria o defensista.



En caso de suspensión, el Juez anunciará el día y hora de la nueva audiencia, y ello valdrá como citación para las partes. 


El vencimiento del plazo máximo de suspensión importará la invalidación del debate, que deberá iniciarse nuevamente, dentro de los sesenta días.


Durante el tiempo de suspensión, el Juez y Fiscales podrán intervenir en otros juicios, de conformidad a lo que se disponga en la reglamentación respectiva.

Artículo 313.- Postergación extraordinaria.- Si el imputado no compareciera al comienzo de la primera audiencia del debate, se ordenará la postergación del mismo hasta tanto aquel sea traído por la fuerza pública o fuera detenido, salvo que justificara debidamente su inasistencia. En tales casos se fijará de inmediato nueva audiencia.

Artículo 314.- Poder de policía y disciplina.- El Juez ejercerá el poder de policía y disciplina en la audiencia y podrá sancionar en el acto, con hasta diez días multa o arresto hasta de ocho días, las infracciones al orden y seguridad, sin perjuicio de expulsar al infractor de la sala.

Artículo 315.- Obligación de los asistentes.- Los que asistieran a la audiencia deberán permanecer en silencio, no podrán llevar armas u otras cosas aptas para molestar u ofender, ni adoptar una conducta intimidatoria, provocativa o contraria al decoro, ni producir disturbios o exteriorizar de cualquier modo, opiniones o sentimientos.
Sección Segunda

Actos del debate

Artículo 316.- Dirección del debate.- El Juez dirigirá el debate, aceptando o rechazando las peticiones de las partes, hará las advertencias que correspondieran, recibirá los juramentos y moderará la discusión impidiendo derivaciones impertinentes, sin coartar el ejercicio de la acusación y la libertad de la defensa.


Para el ejercicio de sus facultades podrá llamar a todas las partes a su despacho privado o conferenciar con éstas reservadamente sin suspender el debate.

Artículo 317.- Apertura.- El día y hora fijado, el Juez, se constituirá en la sala de audiencias.


Después de verificar la presencia del Ministerio Público Fiscal y del imputado y su defensor, el Juez declarará abierto el debate, advirtiendo al imputado que esté atento a lo que va a oír.


Inmediatamente después practicará el interrogatorio de identificación del imputado. Acto seguido el Juez concederá la palabra sucesivamente y por el tiempo que fije, al Fiscal, al querellante, en su caso, y al defensor para que sinteticen la acusación y la línea de defensa respectivamente.

Artículo 318.- Declaración del imputado.- Después de la apertura del debate y escuchados que fueran el Fiscal, el querellante, en su caso, y el defensor, el Juez recibirá declaración al imputado.


En la oportunidad le explicará con palabras claras y sencillas el hecho que se le atribuye, le advertirá que puede abstenerse de declarar sin que ello signifique ninguna presunción en su contra, y que el debate continuará aunque no declare.


Permitirá, en principio, que él manifieste libremente cuanto tenga por conveniente sobre la acusación, pudiendo ser interrogado posteriormente.


Preguntará primeramente el Fiscal, luego el querellante y el defensor, en ese orden.


Posteriormente, y en cualquier momento del debate a instancias de las partes, se le recibirá nueva declaración al imputado, pudiendo las partes formular preguntas aclaratorias.

Artículo 319.- Declaración de varios imputados.- Si los imputados fueran varios, el Juez podrá alejar de la sala de audiencias a los que no se encontraran declarando, pero después de todos los interrogatorios, deberá informarles sumariamente de lo ocurrido durante su ausencia.

Artículo 320.- Facultades del imputado.- En el curso del debate, el imputado podrá hacer todas las declaraciones que considerara pertinentes, siempre que se refieran al objeto del juicio. El Juez impedirá cualquier divagación y si persistiera, podrá alejarlo de la audiencia.


El imputado podrá hablar con su defensor sin que por ello la audiencia se suspenda, pero no durante su declaración o antes de responder a preguntas que se le formulen.


En estas oportunidades nadie le podrá hacer sugerencia alguna.

Artículo 321.- Ampliación de la acusación.- Durante el debate, el Ministerio Público Fiscal, y el querellante en su caso, podrán ampliar la acusación por inclusión de un hecho nuevo o circunstancia que modifica la calificación legal o la pena del mismo hecho objeto del debate, o que integra la continuación delictiva, que no hubieran sido mencionados originariamente.

Artículo 322.- Nueva declaración del imputado.- Si se ampliara la acusación, el Juez deberá recibir nueva declaración al imputado, lo que ocurrirá inmediatamente de producida la ampliación o cuando se reanudara la audiencia si la defensa solicitara su suspensión para ofrecer nuevas pruebas o preparar su intervención.

Artículo 323.- Recepción de pruebas.- Después de la declaración del imputado, el Juez autorizará la producción de la prueba que las partes hubieran ofrecido oportunamente y hubiera sido admitida. En primer término se producirá la prueba del Fiscal, luego la del querellante, y finalmente la de la defensa.


El orden en que se irá produciendo la prueba será decidido por la parte que la ofreció.

Artículo 324.- Nuevas pruebas.- Las partes podrán solicitar la producción de nuevas pruebas las que, en caso de oposición, serán admitidas cuando se alegara fundadamente que antes se las desconocía.

Artículo 325.- Interrogatorio.- El perito, asesor técnico, testigo o intérprete previo prestar juramento, será interrogado por el Juez sobre su identidad personal y por las generales de la ley.


Inmediatamente después será interrogado directamente por la parte que lo hubiera ofrecido y luego por las demás.


Formulada la pregunta y antes de que fuera contestada, las partes podrán oponerse y el Juez decidirá luego de oír a las demás.

Artículo 326.- Lectura de actas y documentos probatorios.- El Juez ordenará la lectura de documentos y dictámenes periciales, así como de las actas que contengan las pruebas producidas en la Investigación Penal Preparatoria siempre que hubieran sido ofrecidas por las partes y oportunamente admitidas.


También podrá ordenarse la lectura de las actas que documentan las pruebas practicadas antes de la audiencia del debate.

Artículo 327.- Comparendo.- Las partes deberán colaborar para el comparendo de los peritos, asesores técnicos, intérpretes o testigos que ofrecieran.


El Juez a pedido de parte, dispondrá lo necesario para hacer comparecer por la fuerza pública a quien estando oportunamente citado no hubiera asistido.

Artículo 328.- Inspección judicial.- El Juez, a pedido de parte, podrá disponer, se practiquen inspecciones oculares de lugares o de cosas. En tales casos el acta labrada será leída luego en la audiencia.

Artículo 329.- Discusión final.- Terminada la recepción de las pruebas, el Juez preguntará a las partes si están en condiciones de producir sus alegatos finales. Si así fuera, concederá sucesivamente la palabra al Fiscal, al querellante y a la defensa del imputado para que en ese orden emitan sus conclusiones verbalmente.


Podrán hablar dividiéndose sus tareas, dos Fiscales o hasta dos defensores del imputado.


Finalizados los alegatos podrá haber réplica, correspondiendo a la defensa hablar en último término.


La réplica deberá limitarse a la refutación de los argumentos adversarios que antes no hubieran sido discutidos.


En caso de manifiesto abuso de la palabra, el Juez podrá llamar la atención al orador, y si éste persistiera, podrá limitar prudencialmente el tiempo para que concluya su alegato.


Concluida la discusión final se dará por cerrado el debate.

Capítulo III

Acta del debate

Artículo 330.- Contenido.- El Secretario labrará un acta del debate que para ser válida deberá contener:

1) el lugar y fecha de la audiencia, con mención de la hora en que comenzó y terminó, los recesos y suspensiones dispuestos; 

2) el nombre y apellido del Juez, Fiscales, querellantes y defensores;

3) los datos personales del imputado; 

4) el nombre y apellido de los testigos, peritos, asesores técnicos e intérpretes, con mención del juramento o compromiso y la enunciación de los otros elementos probatorios incorporados al debate;

5) las instancias y síntesis de las pretensiones de las partes;

6) otras menciones prescriptas por la ley, o las que el Juez ordenara hacer y aquellas que expresamente solicitaran las partes; 

7) la firma del Juez, de los Fiscales, querellantes en su caso, defensores y Secretario, previa lectura.

Capítulo IV

Sentencia

Artículo 331.- Deliberación.- Inmediatamente después de terminado el debate, el Juez o Tribunal pasará a deliberar citando a las partes para la lectura de la decisión en un plazo no mayor de dos (2) días.


La deliberación será secreta y únicamente podrá asistir el Secretario.


El acto para ser válido no podrá suspenderse, salvo fuerza mayor, en cuyo caso lo será por un plazo que no podrá superar los tres (3) días. La causa de suspensión se hará constar y se informará a la Cámara de Apelación.


En la oportunidad fijada y constituido nuevamente el Tribunal, se procederá a dar lectura a la decisión, ante quienes se encuentren presentes.


La fundamentación de la sentencia será dada a conocer en dicho acto, valiendo como suficiente notificación para los presentes, o podrá diferirse su redacción hasta por un plazo no mayor de cinco (5) días más.


En este último caso, se notificará por cédula que los fundamentos se encuentran a disposición de las partes y el plazo para impugnar la decisión comenzará a correr desde dicha notificación.

Artículo 332.- Orden de tratamiento.- El Juez resolverá todas las cuestiones que hubieran sido objeto del juicio, apreciando únicamente la prueba recepcionada durante el debate. Seguirá en lo posible el siguiente orden: 

1) las cuestiones incidentales que hubieran sido diferidas; 

2) las cuestiones relativas a la existencia del hecho delictuoso, con discriminación de las circunstancias jurídicamente relevantes;

3) la participación del imputado; 

4) la calificación legal;

5) la sanción aplicable en cuanto a la especie;

6) la sanción aplicable en cuanto al monto;

7) el destino de las cosas o efectos puestos a disposición del proceso;

8) las costas.

Artículo 333.- Requisitos de la sentencia.- La sentencia deberá contener:

1) lugar y fecha en que se dicta, el nombre y apellido del Juez, Fiscales, querellantes y defensores, las condiciones personales del imputado, y la enunciación del hecho que haya sido objeto de la acusación respetando la regla de la congruencia; 

2) decisión sobre cada una de las cuestiones planteadas en la deliberación, con los fundamentos en que se basa y la motivación en elementos probatorios incorporados legalmente al debate;

3) la parte resolutiva, con mención de las disposiciones legales aplicadas;

4) el cómputo de la pena impuesta, si se estimara conveniente practicarlo sin aguardar la intervención del Juez de la Ejecución;

5) si el imputado estuviere privado de su libertad y la sentencia fuera absolutoria dispondrá la libertad, salvo que el mismo estuviere a disposición de otra autoridad competente. En igual forma se procederá en caso de sentencia condenatoria a pena privativa de libertad de ejecución condicional o que diere por compurgada la pena con la preventiva sufrida;

6) la firma del Juez.

Artículo 334.- Pronunciamiento.- La sentencia se pronunciará siempre en nombre del Poder Judicial de la Provincia de Santa Fe, protocolizándose el original y agregándose copia a las actuaciones.

Artículo 335.- Congruencia.- Al dictar sentencia el Tribunal nunca podrá apartarse del hecho contenido en la acusación o de sus ampliaciones ni aplicar sanciones más graves que las peticionadas.

Artículo 336.- Absolución.- En todos los casos la sentencia absolutoria ordenará la cesación de las restricciones impuestas provisionalmente y dispondrá sobre la aplicación de medidas de seguridad que se hubieran solicitado.

Artículo 337.- Aclaratoria.- El Tribunal no podrá variar la sentencia pero sí aclarar algún concepto dudoso u obscuro o suplir una omisión material, de oficio o a instancia de parte, dentro de los tres (3) días de la notificación del acto.


El error puramente numérico no perjudica; puede ser corregido por el Tribunal en cualquier tiempo.


También podrá hacerse uso de esa facultad para resolver algún punto accesorio o secundario de la cuestión principal y que hubiera sido omitido al decidir sobre ésta última.


El pedido de aclaratoria suspenderá el plazo que hubiere empezado a correr para la deducción del recurso que fuera procedente.


La decisión formará parte de la sentencia a que se refiere.

Artículo 338.- Comunicación.- Las sentencias serán comunicadas una vez firmes, a través de la Oficina de Gestión Judicial al Registro Único de Antecedentes Penales, salvo las que tuviera a cargo comunicar el Tribunal de Ejecución.
Título II

Procedimiento abreviado

Artículo 339.- Instancia común.- En cualquier momento de la Investigación Penal Preparatoria, el Fiscal y el defensor del imputado, en forma conjunta, podrán solicitar al Tribunal de la Investigación Preparatoria, la apertura del procedimiento abreviado en escrito que para ser válido contendrá:

1) los datos personales del Fiscal, del defensor y del imputado;

2) el hecho por el que se acusa y su calificación legal;

3) la pena solicitada por el Fiscal;

4) la conformidad del imputado y su defensa respecto de los requisitos precedentes y del procedimiento escogido;

5) en su caso, la firma del querellante o en su defecto, la constancia de que el Fiscal de Distrito lo ha notificado del acuerdo y no ha manifestado en término su disconformidad. En caso de disconformidad será necesaria la firma del Fiscal General;

6) cuando el acuerdo versara sobre la aplicación de una pena que excediera los ocho (8) años de prisión, se requerirá además la firma en el mismo del Fiscal General.

Artículo 340.- Notificación al querellante.- Producido el acuerdo y antes de la presentación a que alude el artículo precedente, el Fiscal de Distrito notificará y entregará una copia certificada del contenido del mismo al querellante. Este podrá en el término de tres días manifestar fundadamente ante el Fiscal de Distrito su disconformidad con el acuerdo. En tal caso se dará intervención al Fiscal General quien luego de averiguar sumariamente resolverá, sin recurso alguno, suscribiendo el acuerdo u ordenando lo que corresponda al Fiscal de Distrito. 

Artículo 341.- Admisibilidad.- El Juez de la Investigación Penal Preparatoria declarará inadmisible la presentación que no cumplimentara los recaudos enunciados en el artículo 339. Si la admitiera, remitirá la causa sin más trámite al Tribunal de Juicio.

Artículo 342.- Declaración del imputado.- El Tribunal de Juicio, convocará a las partes a una audiencia pública donde se le recibirá declaración al imputado. Si éste reconociera el acuerdo, el Presidente leerá los tres primeros puntos de la presentación conjunta, explicará clara y sencillamente al imputado el procedimiento escogido y sus consecuencias requiriéndole nuevamente su expresa conformidad.


La presencia del Fiscal, el imputado y su defensa son condiciones de validez de la audiencia.

Artículo 343.- Resolución.- El Tribunal dictará sentencia de estricta conformidad con la pena aceptada por las partes, sin perjuicio de definir la calificación legal que corresponda. 


No obstante, si a partir del hecho descripto en el acuerdo y reconocido por el imputado, estimara que el mismo carece de tipicidad penal o resulta manifiesta la concurrencia de cualquier circunstancia legalmente determinante de la exención de pena o de su atenuación, dictará sentencia absolviendo o disminuyendo la pena en los términos en que proceda.

Artículo 344.- Acuerdo en el juicio.- El procedimiento abreviado podrá ser acordado por las partes en los casos de querella por delito de acción privada, o en los juicios comunes, en cualquier momento y antes de iniciarse los alegatos propios de la discusión final.

Artículo 345.- Pluralidad de imputados.- La existencia de varios imputados en un mismo procedimiento no impedirá la aplicación de estas reglas a alguno de ellos.

Título III

Procedimiento extendido

Artículo 346.- Procedencia y trámite.- Cuando la tramitación sea compleja a causa de la pluralidad de hechos, del elevado número de imputados o víctimas o por tratarse de casos de delincuencia organizada o trasnacional, a solicitud del Fiscal, el Tribunal podrá ordenar la duplicación de todos los términos previstos en este Código, sin perjuicio de los acuerdos relativos a la arbitración de trámite que las partes puedan acordar.


La resolución será fundada y podrá ser apelada.
Título IV

Juicio por delito de acción privada

Capítulo I

Querella

Artículo 347.- Derecho de querella.- Toda persona con capacidad civil que se pretenda ofendida por un delito de acción privada tendrá derecho a presentar querella ante el Tribunal de Juicio.


Igual derecho tendrá el representante legal del incapaz, por los delitos cometidos en perjuicio de éste.


En todos los casos el querellante deberá actuar con patrocinio letrado salvo que él o su representante fueran abogados.

Artículo 348.- Unidad de representación.- Cuando los querellantes fueran varios, deberán actuar bajo una sola representación si acumularan sus pretensiones en un mismo juicio.

Artículo 349.- Acumulación de pretensiones.- Cuando se tratara de calumnias o injurias recíprocas procederá la acumulación de las pretensiones en un solo juicio.


Nunca se acumularán con las pretensiones que nacieran de delitos de acción pública.

Artículo 350.- Forma y contenido de la querella.- La querella será presentada por escrito con una copia para cada querellado, personalmente o por mandatario especial, y deberá expresar para ser válida:

1) el nombre, apellido y domicilio del querellante y en su caso, también los del mandatario;

2) el nombre, apellido y domicilio del querellado, o si se ignorasen, cualquier descripción que sirva para identificarlo;

3) una relación clara, precisa y circunstanciada del hecho, con indicación del lugar, fecha y hora en que se ejecutó, si se supiera;

4) la calificación legal del mismo;

5) las pruebas que se ofrezcan, acompañándose la nómina de los testigos con indicación del nombre, apellido, profesión, domicilio y hechos sobre los que deberán ser examinados; los puntos a evacuar por los peritos y documentos que obren en su poder; cuando la querella versara sobre calumnias o injurias, el documento que a criterio del accionante las contenga, si fuera posible presentarlo; 

6) la firma del querellante, cuando se presentara personalmente, o si no supiera firmar, la de otra persona a su ruego, quien deberá hacerlo ante el Secretario.


Si del texto de la querella surgieran hechos que encuadraran en un delito de acción pública, se remitirá copia de la misma al Fiscal a los fines que correspondieran.

Artículo 351.- Desistimiento expreso.- El querellante podrá desistir en cualquier estado del juicio, sin perjuicio de su responsabilidad por sus actos anteriores.

Artículo 352.- Desistimiento tácito.- Se tendrá por desistida la acción privada: 

1) cuando el procedimiento se paralizara durante un mes y el querellante no lo instara dentro del tercer día de notificado del decreto por el cual se lo intima a impulsarlo;

2) cuando el querellante o su mandatario no concurrieran a la audiencia de conciliación o del debate sin justa causa, la que deberá ser acreditada antes de su iniciación o en las horas hábiles del día siguiente;

3) cuando muerto o incapacitado el querellante, no compareciera ninguno de sus herederos o representantes legales a proseguir la acción, después de tres meses de ocurrida la muerte o incapacidad.

Artículo 353.- Efectos del desistimiento.- Cuando el Tribunal declarara extinguida la pretensión penal por desistimiento expreso del querellante, se dictará el sobreseimiento del querellado y se le impondrán las costas, salvo acuerdo de partes al respecto. Cuando el desistimiento fuera tácito, el Tribunal dispondrá el archivo de las actuaciones, con costas a cargo del querellante.
Capítulo II

Procedimiento

Artículo 354.- Tribunal interviniente.- Durante el procedimiento previo a la apertura del juicio y en el debate, intervendrán distintos jueces.

Artículo 355.- Investigación preliminar.- Cuando el querellante ignorara el nombre, apellido o domicilio del autor del hecho, o debieran agregarse al procedimiento documentos que no estuvieran en su poder, podrá solicitar al Tribunal las medidas de investigación preliminar para individualizar al querellado o conseguir la documentación.

Artículo 356.- Audiencia de conciliación.- Presentada la querella, se convocará a las partes a una audiencia de conciliación, remitiendo al querellado una copia de aquella. A la audiencia deberán asistir los defensores. Cuando no concurriera el querellado, se declarará la apertura del juicio.

Artículo 357.- Conciliación y retractación.- Cuando las partes se conciliaran en la audiencia o en cualquier estado del juicio, se dictará sobreseimiento y las costas serán en el orden causado, salvo acuerdo de partes al respecto. Si el querellado se retractara en la audiencia o en la apertura del juicio, se le dictará sobreseimiento y las costas quedarán a su cargo.


La retractación será publicada a petición del querellante, en la forma que el Tribunal estimara adecuada.

Artículo 358.- Medidas de coerción.- El querellante podrá solicitar, antes de la apertura del juicio, medidas de coerción personal o real contra el querellado, las que procederán conforme a las disposiciones de este Código.

Artículo 359.- Citación a juicio.- Si el querellado no concurriera a la audiencia de conciliación o no se produjera ésta o la retractación, será citado para que comparezca a juicio en el día y hora que se fije para el comienzo del debate.

Artículo 360.- Normas del debate.- Se aplicarán las normas del debate común y del procedimiento abreviado con las modificaciones del presente Capítulo.


En la sentencia que se dicte para los casos de calumnias e injurias cometidas por medio de la prensa, el Tribunal ordenará si lo pidiere el ofendido la publicación del pronunciamiento a cargo del condenado, si es posible, en el mismo medio, en el mismo lugar y con los mismos caracteres del artículo injurioso o calumnioso.


Esta disposición será también aplicable en caso de retractación.

Artículo 361.- Presencia del imputado.- Si el querellado no concurriera a la apertura del debate, a pedido del querellante se ordenará sea traído por la fuerza pública, suspendiéndose el comienzo del debate hasta tanto se lograra su comparendo.

Artículo 362.- Excepciones.- Abierto el juicio, el querellado podrá plantear excepciones verbalmente, las que serán resueltas en la audiencia.

Artículo 363.- Facultades del querellante.- El querellante tendrá similares facultades y obligaciones que las correspondientes al Ministerio Público Fiscal respecto de los delitos de acción pública, y podrá ser interrogado como testigo.
Título V

Procedimiento para la reparación del daño

Artículo 364.- Legitimación activa.- Dentro de los cinco días de adquirir firmeza la sentencia penal condenatoria, el querellante tendrá opción para reclamar ante el Tribunal de Juicio la indemnización del daño material y moral por el hecho calificado como delito.

Artículo 365.- Límites.- El reclamo sólo podrá ser dirigido contra el penalmente condenado, debiendo fundamentarse en los límites del debate y de acuerdo a los términos de la sentencia que le sirve de presupuesto, en cuanto a los hechos.

Artículo 366.- Contenido.- El escrito deberá contener la expresión concreta y detallada de los daños sufridos, y la relación que ellos tienen con el hecho delictivo conforme a los elementos del debate y de la condena penal precedente, la cita de las disposiciones legales del orden civil aplicables y la reparación deseada o el importe de las indemnizaciones pretendidas.

Artículo 367.- Extensión del mandato.- La anterior designación de defensor del condenado penalmente importará mandato suficiente para representarlo judicialmente en la cuestión sin perjuicio de designar mandatario especial y autónomo al respecto.

Artículo 368.- Admisibilidad y traslado.- Si el Tribunal de Juicio considerara formalmente admisible el reclamo, correrá traslado del mismo al condenado penal contra quien se dirija la pretensión resarcitoria, para que dentro del plazo perentorio de cinco días lo conteste. La notificación se practicará en el domicilio real del condenado penal y en el domicilio legal constituido en las actuaciones. En esta oportunidad el reclamado, fundadamente, podrá oponerse al procedimiento, debiendo en su caso el reclamante recurrir a la jurisdicción respectiva, en cuyo caso el Tribunal archivará las actuaciones sin recurso alguno.


Cuando el Tribunal considerara inadmisible el reclamo, ordenará su devolución.

Artículo 369.- Audiencia y pronunciamiento.- El Tribunal llamará a una audiencia dentro del plazo máximo de cinco días donde oirá a las partes, les requerirá las aclaraciones pertinentes y pronunciará sentencia sobre la cuestión accesoria.


Rigen al respecto de esta audiencia las normas del juicio común en cuanto fueran aplicables.


La indemnización pretendida será determinada prudencialmente por los Jueces.


La decisión cuando no sea inmediatamente ejecutada o no pueda serlo por simple orden del Tribunal, se ejecutará por el interesado ante la jurisdicción civil y con arreglo al Código Procesal Civil y Comercial.

Título VI

Procedimiento de Hábeas Corpus

Capítulo I

Disposiciones Generales

Artículo 370.- Procedencia.- Corresponderá la denuncia de hábeas corpus ante un acto u omisión de autoridad pública que arbitrariamente y en violación de normas constitucionales implique:

1) una limitación o amenaza actual de la libertad ambulatoria, sin orden escrita de autoridad competente;

2) el mantenimiento manifiestamente ilegítimo de una privación de la libertad inicialmente dispuesta por orden escrita de autoridad competente; 

3) una agravación ilegítima de las formas y condiciones en que se cumple la privación de la libertad, sin perjuicio de las facultades propias del Juez del proceso si lo hubiera.

Artículo 371.- Titularidad.- Podrá denunciar tanto el afectado como cualquier otra persona a su favor, sin necesidad de poder, ni patrocinio letrado.

Artículo 372.- Juez competente.- Será competente para conocer del hábeas corpus cualquier Juez letrado que tuviera jurisdicción en el lugar donde se hubiera efectuado o se presuma que está por efectuarse la privación o restricción de la libertad personal.
Capítulo II
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Artículo 373.- Denuncia.- La denuncia podrá ser deducida en forma verbal, escrita o telegráfica, en cualquier día y hora, y deberá contener:

1) nombre y domicilio real del denunciante; 

2) nombre, domicilio real y demás datos personales conocidos de la persona en cuyo favor se denuncia;

3) autoridad de quien emana el acto que se afirma como lesivo;

4) causa o pretexto del acto que se afirma como lesivo en la medida del conocimiento del denunciante;

5) expresará además en qué consiste la ilegitimidad del acto.


Si el denunciante ignorara alguno de los requisitos contenidos en los números 2), 3) y 4), proporcionará los datos que mejor condujeran a su averiguación.

Artículo 374.- Deber de recepción del Juez e intervención del Fiscal.- El Juez ante quien se formulara la denuncia deberá recibirla y darle trámite de inmediato.


Presentada la denuncia se notificará al Ministerio Público Fiscal, quien será parte necesaria en el procedimiento.

Artículo 375.- Desestimación o incompetencia.- El Juez rechazará la denuncia que no fuera procedente en virtud del artículo 370, si se declarara incompetente remitirá las actuaciones al Tribunal que considere competente.


La resolución será apelable.


El Juez no podrá rechazar la denuncia por defectos formales, proveyendo de inmediato las medidas necesarias para su subsanación, sin perjuicio de las sanciones que correspondan.

Artículo 376.- Auto de hábeas corpus.- Cuando se tratara de la privación de la libertad de una persona, formulada la denuncia el Juez ordenará inmediatamente o en un plazo que no excederá de diez horas, que la autoridad requerida, presente ante él al detenido.


Solicitará además un informe circunstanciado del motivo que funda la medida, la forma y condiciones que se cumple, si ha obrado por orden escrita de autoridad competente, caso en el cual deberá acompañarla, y si el detenido hubiera sido puesto a disposición de otra autoridad: a quién, por qué causa, y en qué oportunidad se efectuó la transferencia. Este informe podrá efectuarse verbalmente en oportunidad de la audiencia donde se presenta al detenido, dejando constancia en acta.


Cuando se tratara de amenaza actual de privación de libertad de una persona, el Juez ordenará que la autoridad requerida presente el informe a que se refiere el párrafo anterior.


Si se ignorara la autoridad que detenta la persona privada de su libertad o de la cual emana el acto lesivo que sirve de base a la denuncia, el Juez librará la orden a los superiores jerárquicos de la dependencia que se indique.


La orden se emitirá por escrito con expresión de fecha y hora salvo que el Juez considerara necesario constituirse personalmente en el lugar donde se encuentre el detenido, en tal caso podrá emitirla oralmente, pero dejará constancia en acta.


Cuando se tratara del mantenimiento manifiestamente ilegítimo de una privación de la libertad inicialmente dispuesta por orden escrita de autoridad competente, se requerirá información sobre el tiempo de detención y de toda otra circunstancia útil para el esclarecimiento de la causal invocada.

Artículo 377.- Audiencia y resolución.- La orden implicará para la autoridad requerida citación a la audiencia oral donde se dará lectura a la denuncia y al informe. Luego, se interrogará al amparado y se proveerá, en su caso, a los exámenes que correspondan, concediéndose la palabra a la autoridad requerida y al amparado, personalmente o por intermedio de su defensor.


En el procedimiento de hábeas corpus no será admitida ninguna recusación, pero si el Juez se considerara comprendido en una causal de excusación, así lo declarará, mandando cumplir la audiencia ante el Juez que corresponda.


Si se estimara necesaria la realización de diligencias probatorias, el Juez las incorporará en el mismo acto u ordenará que se produzcan a la mayor brevedad posible.


Finalizada la recepción de la prueba, se oirá a los intervinientes y se dictará inmediata resolución, procediéndose a su lectura completa.


Podrá prescindirse de la audiencia cuando esta resultara innecesaria para el acogimiento de la denuncia.

Artículo 378.- Sanciones y costas.- El Juez podrá imponer hasta treinta días multa o arresto hasta diez días al funcionario responsable de dilaciones o entorpecimiento en el trámite o al culpable del acto lesivo, sin perjuicio de la responsabilidad penal que le corresponda. Las costas podrán imponerse al funcionario responsable de dicho acto y en caso de ser rechazado el hábeas corpus, serán a cargo del peticionario.

Artículo 379.- Recurso.- Podrá interponerse recurso de apelación contra la decisión del Juez que acoja o rechace la denuncia de hábeas corpus.
Libro V 

Recursos

Título I

Disposiciones generales

Artículo 380.- Facultad de recurrir.- Las resoluciones judiciales serán recurribles sólo por los medios y en los casos expresamente establecidos.


El derecho de recurrir corresponderá tan solo a quien le fuera expresamente acordado, siempre que tuviera un interés directo en la eliminación, revocación o reforma de la resolución.


Cuando la ley no distinguiera entre las diversas partes, aquel pertenecerá a cualquiera de ellas.

Artículo 381.- Recursos del Ministerio Público Fiscal.- Los representantes del Ministerio Público Fiscal podrán recurrir incluso a favor del imputado, o en virtud de las instrucciones del superior jerárquico, no obstante el dictamen contrario que hubieran emitido con anterioridad.

Artículo 382.- Recursos del imputado.- El imputado podrá recurrir cualquier resolución contraria a su interés, en los casos y condiciones previstos en este Código.


Los recursos a favor del imputado podrán ser deducidos por él o su defensor.

Artículo 383.- Facultades del querellante.- El querellante podrá recurrir en los mismos supuestos en que está facultado el Fiscal para hacerlo.

Artículo 384.- Condiciones de interposición.- Los recursos deberán interponerse, para ser admisibles, en las condiciones de tiempo y forma que se determinan, con específica indicación de los puntos de la decisión que fueran impugnados.


Diferida la redacción de los fundamentos de una resolución, el plazo para recurrir comenzará a correr una vez notificados los mismos.

Artículo 385.- Recursos durante las audiencias.- Durante las audiencias sólo se podrá deducir reposición. Su interposición se entenderá como protesta de recurrir en apelación para el caso en que el Tribunal desestime la impugnación deducida y sea procedente.

Artículo 386.- Efecto extensivo.- Cuando en un proceso hubiera varios coimputados, el recurso interpuesto en interés de uno de ellos favorecerá a los demás, siempre que los motivos en que se fundara no sean exclusivamente personales.

Artículo 387.- Efecto suspensivo.- La interposición de un recurso suspenderá la ejecución de la decisión, salvo disposición en contrario o que se hubiera ordenado la libertad del imputado.

Artículo 388.- Desistimiento.- Las partes que hubieran interpuesto un recurso podrán desistir de él antes de su resolución, cargando con las costas.


El defensor no podrá desistir de los recursos interpuestos sin mandato expreso de su representado, posterior a la interposición del mismo.

Artículo 389.- Inadmisibilidad y rechazo.- El Tribunal competente para entender en un recurso deberá declararlo inadmisible cuando la resolución impugnada fuera irrecurrible, o no se cumpliera con los requisitos formales que hacen a su admisibilidad.


También deberá rechazar liminarmente el recurso cuando fuera, con evidencia, improcedente.

Artículo 390.- Queja por recurso denegado.- Cuando sea indebidamente denegado un recurso que procediere ante otro Tribunal, ante éste podrá presentarse directamente en queja el recurrente a fin de que se declare mal denegado el recurso. La queja se interpondrá por escrito dentro de los tres (3) días de notificado el decreto denegatorio, si los Tribunales tuvieren su asiento en la misma ciudad; en caso contrario, el término será de ocho (8) días. Enseguida se requerirá informe al respecto del Tribunal contra el que se haya deducido y éste lo evacuará en el plazo de tres (3) días. Si lo estimare necesario para mejor proveer, el Tribunal ante el que se interponga el recurso ordenará que se le remitan las actuaciones de inmediato. La resolución será dictada por auto, después de recibido el informe o las actuaciones. Si la queja fuere desestimada, las actuaciones serán devueltas sin más trámite al Tribunal que corresponda. En caso contrario, se declarará mal denegado el recurso, lo que se comunicará a aquel, para que emplace a las partes y proceda según corresponda.

Artículo 391.- Competencia del Tribunal de Alzada.- El recurso atribuirá al Tribunal de Alzada el conocimiento del proceso solo en cuanto a los puntos de la resolución a que se refieren los agravios.


Sin embargo, cuando se tratara de mejorar la situación del imputado no regirá la limitación precedente.


Las resoluciones recurridas solamente por el imputado o a su favor, no podrán ser modificadas en su perjuicio.

Título II

Reposición

Artículo 392.- Procedencia.- El recurso de reposición procederá contra las resoluciones dictadas sin sustanciación, a fin de que el mismo Tribunal que las dictó las revoque o modifique por contrario imperio.

Artículo 393.- Plazo y forma.- El recurso se interpondrá y fundará por escrito dentro del tercer día de notificada la resolución, pero cuando ésta se dictara en una audiencia, deberá interponerse y fundarse oralmente en el mismo acto.


El Tribunal resolverá, previa vista al eventual contradictor, en el término de tres días si se interpusiera por escrito, o en el mismo acto si lo hubiera sido en audiencia. En este último caso podrá diferir la redacción de su fundamentación hasta el día siguiente.

Título III

Apelación

Capítulo I

Procedencia

Artículo 394.- Procedencia.- Este recurso solo podrá deducirse:

1) en los casos especialmente previstos por la ley; 

2) contra resoluciones que causen un gravamen irreparable; 

3) contra las sentencias definitivas; 

4) contra los autos que resolvieran sobre la acción, la pena o una medida de seguridad; 

5) contra los autos que rechacen el acuerdo previsto para los procedimientos abreviados o la suspensión del procedimiento a prueba.


Este recurso también podrá ser deducido por el imputado cuando concurra alguno de los supuestos que autorice el recurso de revisión. 

Artículo 395.- Condición de admisibilidad.- Cuando el recurso atacara un defecto del procedimiento, se requerirá como condición de admisibilidad que el recurrente haya reclamado oportunamente su subsanación o hubiera hecho protesta de recurrir en apelación, salvo en los casos de defectos absolutos motivantes de invalidación.

Artículo 396.- Recursos del Ministerio Público Fiscal.- El Fiscal podrá impugnar:

1) los sobreseimientos;

2) las sentencias absolutorias;

3) las sentencias condenatorias;

4) los autos mencionados en el artículo precedente.

Artículo 397.- Legitimación del imputado.- El imputado podrá impugnar:

1) la sentencia condenatoria;

2) la sentencia de sobreseimiento o absolutoria que imponga una medida de seguridad; 
3) los autos que apliquen medidas cautelares, o que denieguen la extinción o suspensión de la pena, la suspensión del juicio a prueba o el procedimiento abreviado.
Capítulo II
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Artículo 398.- Interposición.- El recurso de apelación se interpondrá ante el Tribunal que dictó la resolución, debidamente fundado, por escrito y con firma de letrado, dentro del plazo de diez (10) días si se trata de una sentencia, de tres (3) días si se trata de la aplicación de una medida cautelar, y de cinco (5) días en los demás casos.


En esta oportunidad se citarán concretamente los errores de juicio en que se considere que se ha incurrido, las disposiciones legales que se consideren violadas o erróneamente aplicadas, y se expresará cual es la aplicación que se pretende, debiendo indicarse separadamente cada motivo con sus fundamentos. El impugnante podrá requerir la producción de prueba cuando se alegare algún hecho nuevo que pueda tener incidencia para la resolución de la causa o cuando no se hubiere practicado la prueba ofrecida por el solicitante por motivos ajenos a su voluntad.

Artículo 399.- Remisión. Constitución del Tribunal.- Cumplidos los plazos anteriores, de inmediato se remitirán los autos al Tribunal de apelación, debiendo las partes fijar domicilio y el modo de recibir comunicaciones.


Si el número de jueces lo permitiere, se integrará el Tribunal por sorteo o sistema similar que se llevará a cabo ante la Oficina de Gestión Judicial y según reglamentación a dictar. La integración será notificada a las partes y a los designados a los efectos de las recusaciones o excusaciones a las que hubiere lugar.

Artículo 400.- Inadmisibilidad y rechazo.- Cuando se adviertan defectos formales en el escrito de interposición del recurso, el Tribunal deberá intimar al impugnante para que en el plazo de cinco días sean subsanados, bajo sanción de inadmisibilidad.

Artículo 401.- Trámite.- Abierto el recurso se pondrán las actuaciones a disposición de las partes por el plazo común de diez días para su examen. Vencido el plazo, el Presidente convocará a una audiencia con un intervalo no menor de tres días ni mayor de quince según la urgencia o complejidad del caso, en la que se producirá la prueba y se oirá a las partes, las que podrán ampliar la fundamentación o desistir de algunos motivos, pero no podrán introducir otros nuevos, salvo los previstos para el recurso de revisión.

Artículo 402.- Deliberación.- Concluido el trámite fijado en el artículo anterior, los Jueces se reunirán a deliberar de conformidad a las normas que regulan el juicio común en cuanto fueran aplicables.


Si la importancia de las cuestiones a resolver o lo avanzado de la hora lo justificara, la deliberación podrá ser diferida para otra fecha.


El presidente deberá señalar el tiempo de estudio para cada miembro del Tribunal.


La resolución se dictará dentro de los veinte (20), seis (6) o diez (10) días de concluida la audiencia de trámite y según los casos del artículo 398, respetándose en lo pertinente lo dispuesto para la que se dicte en juicio común.

Artículo 403.- Decisión.- La sentencia o auto se dictará por mayoría de votos y en las condiciones previstas en el artículo 138; en su caso, si ésta no se obtuviere para la escala o monto de la sanción, deberá aplicarse el término medio de todos lo votos.


El recurso permitirá, dentro de los límites fijados en el artículo 391, el examen y corrección de las cuestiones impugnadas.

Artículo 404.- Revocación o anulación total o parcial.- El Tribunal que hiciera lugar al recurso, según corresponda, revocará o anulará total o parcialmente la resolución impugnada y ordenará el reenvío para la renovación de la actividad que se trate, indicándose en su caso el objeto concreto del nuevo juicio, procedimiento o resolución.


Cuando de la decisión resulte la absolución del procesado, la extinción de la acción o la pena, el cese de una medida de seguridad, o sea evidente que para dictar una nueva sentencia o resolución no es necesaria la realización de un nuevo juicio o procedimiento, el Tribunal resolverá directamente sin reenvío, siempre que se preserve el derecho del imputado a la doble instancia recursiva.

Artículo 405.- Reenvío.- Si se reenvía a un nuevo juicio o procedimiento, no podrán intervenir los jueces que hubieran conocido en el anterior.


Si el reenvío procede como consecuencia de un recurso del imputado, en el nuevo juicio no podrá aplicarse una pena superior a la impuesta en el primero.


Si en el nuevo juicio se obtiene una segunda absolución, esta decisión no será susceptible de impugnación alguna.

Artículo 406.- Omisiones de la sentencia de primera instancia.- El Tribunal decidirá sobre los puntos omitidos en la sentencia de primera instancia, aunque no se hubiese pedido aclaratoria, siempre que no implique agravación de la situación del imputado y se solicitare el respectivo pronunciamiento.

Artículo 407.- Libertad del imputado.- El Tribunal ordenará inmediatamente la libertad del imputado, cuando por efecto de su decisión debiera cesar su encarcelamiento.

Artículo 408.- Comunicaciones.- Todas las sentencias que dictara el Tribunal de Apelación deberán ser comunicadas al Registro Único de Antecedentes Penales.
Título IV

Revisión

Artículo 409.- Procedencia.- El recurso de revisión procederá en todo tiempo y en favor del condenado, contra la sentencia firme:

1) cuando los hechos establecidos como fundamento de la condena fueran inconciliables con los fijados por otra sentencia penal irrevocable;

2) cuando la sentencia impugnada se hubiera fundado en prueba documental o testifical, cuya falsedad hubiese sido declarada en fallo posterior irrevocable;

3) cuando la sentencia condenatoria hubiese sido pronunciada a consecuencia de prevaricato, cohecho, violencia o maquinación fraudulenta, cuya existencia hubiera sido declarada en fallo posterior irrevocable o establecido en proceso, aunque no hubiese podido llegarse a dicho fallo por haber mediado una causal extintiva o que imposibilitó proseguir el ejercicio de la acción;

4) cuando después de la condena sobrevinieran nuevos hechos o elementos de prueba que, solos o unidos a los ya examinados en el proceso, hicieran evidente que el hecho delictuoso no existió, que el condenado no lo cometió, o no se dieron las circunstancias agravantes típicas que el Tribunal tuvo en cuenta al pronunciar aquella.

Artículo 410.- Titularidad y pretensión.- El recurso de revisión podrá ser ejercido por el defensor o por el condenado. Si este fuera incapaz, por sus representantes legales, si hubiera fallecido o hubiese sido declarado ausente con presunción de fallecimiento, por su cónyuge, ascendientes, descendientes o hermanos.


Para ser admisible, deberá limitarse a demostrar la inexistencia del hecho delictuoso o de una circunstancia que contribuyó a agravar la pena o la no comisión por el condenado o la falta de la prueba en que se basó la condena, fundada en cualquiera de los incisos del artículo anterior.


Cuando la revisión fuera solicitada después de la muerte del condenado, para ser admisible, sólo podrá tender a probar la inexistencia del hecho o que aquel no lo cometió.

Artículo 411.- Interposición.- El recurso de revisión será interpuesto ante la Corte Suprema de Justicia, personalmente o por mandatario y para ser admisible deberá contener la concreta referencia de los motivos en que se funda y las disposiciones legales aplicables.


Si se motivara en uno de los tres primeros incisos del artículo 409, se acompañará copia de la sentencia pertinente y en todos los casos, si correspondiera, se ofrecerán las pruebas demostrativas de los extremos invocados, acompañándoselas si existieran, para su válida admisibilidad.

Artículo 412.- Trámite.- Si el recurso de revisión fuera en principio admisible, el Presidente del Tribunal dispondrá que se corra vista al Procurador General, quien tendrá intervención necesaria como parte, por el término de diez días.


Evacuada la vista, si no correspondiera recepcionar prueba se dictará sin más trámite la providencia de autos. Si correspondiera, dispondrá la recepción de la prueba ofrecida y discusión final, en audiencia pública que se regirá por las normas del juicio común.

Artículo 413.- Suspensión de la ejecución.- En cualquier momento del trámite la Corte Suprema podrá suspender la ejecución de la sentencia impugnada y disponer la libertad del condenado con o sin caución.

Artículo 414.- Sentencia.- Si al pronunciarse el Tribunal acogiera el motivo de revisión alegado, anulará la sentencia impugnada pudiendo dictar directamente la sentencia o remitir a nuevo juicio la causa cuando el caso lo requiera.

Artículo 415.- Nuevo recurso.- El rechazo del recurso de revisión no perjudicará el derecho de presentar nuevas instancias fundadas en elementos distintos.

Título V

Recurso Extraordinario

Artículo 416.- Objeto.- Contra las sentencias definitivas del Tribunal de apelaciones o contra aquellas decisiones que pongan fin al procedimiento, extingan la acción o la pena o denieguen la extinción, conmutación o suspensión de la pena, se podrá deducir recurso extraordinario.

Artículo 417.- Motivos.- El recurso extraordinario procederá exclusivamente cuando la sentencia o el auto impugnado evidencia una contradicción relevante con un fallo anterior de un Tribunal de apelaciones o de la Corte Suprema de Justicia o cuando se hubieran violado las formas sustanciales del procedimiento.

Artículo 418.- Trámite y resolución.- El recurso extraordinario se interpondrá ante la Corte Suprema de Justicia de la Provincia, que intervendrá en el mismo.


Para la tramitación y resolución del mismo serán aplicables, en lo pertinente, las disposiciones del recurso de inconstitucionalidad previsto en la ley 7055 o la que en lo sucesivo la sustituya.

Libro VI

Ejecución

Título I

Ejecución Penal

Capítulo I

Función del Juez de Ejecución

Artículo 419.- Atribuciones.- El Juez de Ejecución deberá:

1) controlar que se respeten todas las garantías constitucionales, de Tratados Internacionales con idéntica jerarquía y las dispuestas por este Código, con relación al trato que debiera dispensarse a los condenados, presos y personas sometidas a medidas de seguridad;

2) controlar el cumplimiento de las penas privativas de libertad respecto de los condenados mayores de dieciocho años al momento de la comisión del delito. Con este fin podrá convocar a su despacho a los penados para mantener con ellos una comunicación directa y reservada, así como disponer inspecciones periódicas en los establecimientos donde se alojaran, las que cumplirá personalmente o comisionando alguno de sus auxiliares judiciales;

3) resolver todas las instancias o incidentes que se suscitaran en la etapa de ejecución de la pena respecto de los condenados, unificando penas de acuerdo a la ley penal, cuando así correspondiere;

4) entender en los recursos contra las sanciones disciplinarias aplicadas por las autoridades carcelarias a los penados a que hace referencia el inciso segundo, en los casos que este Código establece;

5) controlar el cumplimiento de las medidas de seguridad decididas por sentencia definitiva;

6) coordinar y supervisar el tratamiento post-carcelario, con la colaboración del Patronato de Liberados y de las asociaciones particulares previamente admitidas para desarrollar esa actividad de asistencia y ayuda del liberado;

7) dejar sin efecto o modificar la pena impuesta cuyo control le incumbe, o las condiciones de su cumplimiento, por haber entrado en vigencia una ley más benigna o en virtud de otra razón legal;

8) disponer que la prisión domiciliaria se cumpla bajo la inspección o vigilancia de la autoridad que designe;

9) controlar la observancia de las instrucciones e imposiciones establecidas al suspenderse el procedimiento a prueba según lo dispuesto en el artículo 25.

Artículo 420.- Orientación funcional.- En su cometido el Juez de Ejecución tenderá, en lo posible, a:

1) mitigar los efectos negativos del encarcelamiento, promoviendo la aplicación del régimen abierto cuando procediera;

2) propender a la obtención del consenso del condenado respecto del tratamiento que se determine;

3) orientar la fase ejecutiva a la personalización del encarcelado, procurando la adecuación del contenido y del tiempo de la pena o, en su caso, de la medida de seguridad, a la evolución de la personalidad del interno, sobre la base de los estudios y consideraciones técnico-científicas del equipo interdisciplinario interviniente;

4) favorecer la individualización del tratamiento de acuerdo a los medios científicos más adecuados al caso para lograr el fin de la ejecución penal. En este sentido se inclinará por las modalidades alternativas que gradualmente fueran reintegrando un espacio de autonomía al interno, fortificando su capacidad de responsabilidad con el ejercicio, cada vez más exigente, de procesos positivos de aprendizaje social;

5) hacer cumplir el principio de legalidad en la ejecución de la pena, amparando y resolviendo a favor del otorgamiento de los derechos y beneficios del penado cuando, de la verificación objetiva de los resultados del tratamiento así correspondiera, de acuerdo a la ley y a la reglamentación vigente;

6) fomentar, en cuanto la ley lo autorice, el contacto del penado con el medio adonde deberá retornar una vez agotada su condena, facilitando así el objetivo de su reinserción social; 
7) aprovechar y controlar la reglamentaria participación privada, especialmente de asociaciones o grupos intermedios, en la reeducación de los internos.
Capítulo II

Penas

Artículo 421.- Pena privativa de libertad.- Una vez firme la sentencia que ordenara cumplir efectivamente pena privativa de libertad, el Tribunal dispondrá el inmediato encarcelamiento del condenado si éste no estuviera sometido a prisión preventiva, y se pondrán las actuaciones y el preso a disposición del Juez de Ejecución.

Artículo 422.- Ejecución diferida.- Si con el tiempo de prisión preventiva antes cumplido, el condenado se encontrara habilitado para solicitar su libertad condicional, el Tribunal de Juicio podrá diferir la ejecución de la sentencia comunicando la circunstancia al Tribunal de Ejecución, quien ordenará el encarcelamiento si fuera denegada la libertad condicional solicitada.

Artículo 423.- Revocación de la condena condicional.- El Tribunal que condenara por la comisión de un nuevo delito al beneficiario de una anterior condenación condicional, será competente para revocarla y proceder conforme a lo dispuesto sobre acumulación de penas. Si no se cumpliera la regla precedente, lo hará el Tribunal que hubiera aplicado la pena mayor.

Artículo 424.- Cómputo.- El Juez de Ejecución practicará el cómputo o, en su caso, revisará el practicado en la sentencia fijando la fecha de vencimiento de la pena notificándolo al Fiscal, al condenado y a su defensor, quienes podrán interponer el recurso de reposición.


El cómputo podrá reformarse siempre que se comprobara su error o nuevas circunstancias lo hicieran necesario.

Artículo 425.- Comunicaciones.- El Juez de Ejecución dispondrá remitir testimonio de la sentencia condenatoria firme al establecimiento donde se encontrara alojado el condenado, y expedirá comunicaciones al Registro Único de Antecedentes Penales de la Provincia, al Registro Nacional de Reincidencias y a los organismos que establezca la reglamentación.

Artículo 426.- Accesoria, inhabilitación y multa.- Cuando la pena privativa de libertad importara la accesoria del artículo 12 del Código Penal, o se condenara a inhabilitación absoluta, a inhabilitación especial, o a pena de multa, el Juez de Ejecución ordenará las anotaciones y comunicaciones que correspondan. Dispondrá, en su caso, el secuestro de documentos para realizar la actividad temporalmente vedada y exigirá copia de la boleta de depósito del importe de la multa en una cuenta especial del Banco que la reglamentación designe con identificación de la causa judicial a la que se refiere.


Si el depósito no se efectuara en el plazo fijado, la sentencia se ejecutará por el Fiscal ante el Tribunal con competencia civil.


Los importes provenientes de las multas referidas se destinarán al Ministerio Público Fiscal para el eventual pago de costas y, cuando la ley lo disponga, a un fondo para el mantenimiento de la defensa oficial, en la proporción que la reglamentación establezca.

Artículo 427.- Rehabilitación.- El inhabilitado podrá solicitar su rehabilitación por instancia escrita ante el Juez de Ejecución, acompañando copia certificada de la sentencia respectiva y ofreciendo la prueba en que fundara su pretensión.


Si la presentación resultara admisible, el Juez correrá vista al Fiscal por el término de tres días, posibilitándole ofrecer pruebas o hacer observaciones previas y siguiéndose los lineamientos regulados para la sustanciación de los incidentes durante la ejecución.

Artículo 428.- Ley más benigna.- El Juez de Ejecución resolverá el incidente planteado para dejar sin efecto o modificar la condena firme impuesta, con fundamento en la entrada en vigencia de una ley más benigna o en virtud de otra razón legal, rigiendo al respecto las normas del juicio común en cuanto fueran aplicables.

Artículo 429.- Internación hospitalaria.- En caso de urgencia la autoridad penitenciaria podrá disponer la internación de un condenado en un establecimiento sanitario, dando cuenta inmediata al Juez de Ejecución, quien ratificará o revocará la medida después de recoger la información pertinente.


El tiempo de internación se computará a los fines de la pena, siempre que la enfermedad no fuera simulada o provocada para sustraerse a su cumplimiento.

Artículo 430.- Visitas íntimas.- El Juez de Ejecución asegurará que las visitas íntimas periódicas, recibidas por los encarcelados, se lleven a cabo en lugares adecuados que preserven la dignidad y la reserva.

Artículo 431.- Incidentes y defensa técnica.- El Ministerio Público Fiscal, el condenado y su defensor, podrán plantear incidentes relativos a la ejecución o extinción de la pena.


Para su asesoramiento en ellos, continuará ejerciendo la asistencia técnica el defensor designado con anterioridad, pero si éste renunciara, el condenado podrá elegir nuevo defensor de confianza; si no lo hiciera, el Juez le designará de inmediato un defensor de oficio.


La administración penitenciaria podrá también deducir por vía incidental la pretensión del descuento del producto total correspondiente al trabajo del interno, por la reparación de daños intencionales o culposos que éste hubiera ocasionado al establecimiento, así como toda otra materia de la Ley Penitenciaria que se estimara debe ser jurisdiccionalmente resuelta.

Artículo 432.- Participación.- Siempre que la incidencia lo requiera, se recabará la información técnica a los especialistas del equipo interdisciplinario criminológico sobre cuya materia se estimara relevante el dictamen, concediendo el plazo necesario para los estudios previos si fuera menester. También cuando las circunstancias lo hicieran aconsejable el Juez podrá dar participación a la autoridad penitenciaria y/o a otros organismos o personas públicos o privados.

Artículo 433.- Sustanciación.- Si no desestimara liminarmente la pretensión por improcedente, el Juez, dentro del término de tres días en los cuales permitirá acceder al conocimiento de todos los antecedentes a los interesados, convocará a una audiencia oral donde se leerá la prueba anticipada, se producirá la restante, oirá a los intervinientes y decidirá verbalmente, pudiendo diferir la redacción de los fundamentos para el día siguiente. La resolución será apelable.

Artículo 434.- Sanción disciplinaria.- Toda sanción disciplinaria impuesta al condenado por la administración penitenciaria, que implicara internación en celda mayor de tres días o que configurara un obstáculo para el futuro otorgamiento de la libertad condicional, deberá ser notificada de inmediato, con información del contenido de lo actuado, por el Secretario del Tribunal de Ejecución al interno, quien en el acto expresará si consiente la medida o insta su revisión. En este último caso, el Juez de Ejecución oirá al sancionado y a su defensa técnica, practicará una breve averiguación sumaria, si fuere necesaria, y resolverá dentro del plazo máximo de dos días.

Artículo 435.- Medida de seguridad.- Cuando se dispusiera por sentencia la aplicación de una medida de seguridad, el Juez de Ejecución determinará, en su caso, el establecimiento adecuado donde deba cumplirla, contando con la posibilidad de modificar ulteriormente su decisión y debiendo asesorarse al efecto por peritos.


Por lo menos cada seis meses el establecimiento de mención, informará sobre todas las circunstancias que influyan en la continuidad o cesación de la medida o en la modificación del tratamiento que se dispense.


Cuando el Tribunal tuviera noticia de la desaparición de las causas motivantes de la internación, lo hará saber al Ministerio Público Fiscal y al interesado, o a quien ejercite su curatela, para que ofrezcan pruebas y concurran a la audiencia oral en la fecha inmediata que se fije, requiriendo el dictamen de por lo menos dos peritos. La resolución podrá ordenar el cese de la medida de seguridad o la modificación de la forma en que se cumplía.

artículo 436.- Solicitud de conmutación.- Además de requerir a la Corte Suprema de Justicia el informe previo al que alude la Constitución de la Provincia, la autoridad administrativa, conforme a la reglamentación establecida al efecto, remitirá al Juez de Ejecución el legajo formado con motivo de la solicitud de conmutación.


El Tribunal referido evaluará la procedencia y proporción del acortamiento de la pena, como fórmula de individualización ejecutiva de la misma, después de entrevistar y oír al interno.


El pronunciamiento jurisdiccional, con fundamento en los dictámenes interdisciplinarios criminológicos y en las conclusiones penitenciarias, tendrá la forma de recomendación técnica no vinculante a los fines de la atribución conferida al Poder Ejecutivo por el artículo 72 de la Constitución Provincial.

Capítulo III

Libertad condicional

Artículo 437.- Solicitud.- El incidente de libertad condicional podrá ser promovido por el condenado o su defensor por intermedio de la Dirección del establecimiento donde se encontrara. En el caso del artículo 422 el condenado o su defensor presentará la solicitud directamente ante el Tribunal que dictara la sentencia, el que requerirá el informe correspondiente a la Dirección del establecimiento donde aquel hubiera estado detenido.

Artículo 438.- Recaudos.- La Dirección del Servicio Penitenciario remitirá al Juez de Ejecución la solicitud acompañada de los siguientes recaudos:

1) un informe sobre el modo en que el peticionario observó los reglamentos carcelarios en cada uno de los establecimientos en que estuvo alojado en relación a la condena, con especificación de las sanciones impuestas, fecha, causas de las mismas, calificación de su conducta, grado de instrucción adquirido, dedicación y aptitud para el trabajo, lugar en que fijará su residencia en caso de otorgamiento, y apoyo moral y material con que pudiera contar en caso de ser liberado;

2) calificación de concepto y juicio, del organismo técnico criminológico, acerca del grado de recuperación alcanzado por el interno.

Artículo 439.- Cómputo y antecedentes.- El Juez de Ejecución requerirá del Secretario informe sobre el tiempo de condena cumplido por el solicitante y sus antecedentes, antes de convocar a la audiencia prevista en el artículo 433 en la que participará necesariamente el Ministerio Público Fiscal.

Artículo 440.- Condiciones.- Cuando la libertad le fuera otorgada, en el auto se fijarán las condiciones e instrucciones según lo establecido por la ley penal, y el liberado, en el acto de la notificación, deberá prometer que las cumplirá. El Secretario le entregará una copia de la resolución, la que deberá conservar y presentar a la autoridad competente cada vez que le fuera requerida.

Artículo 441.- Comunicación.- El otorgamiento de la libertad condicional se comunicará a la Dirección del Servicio Penitenciario, al Registro Único de Antecedentes Penales de la Provincia y al Patronato de Liberados bajo cuyo cuidado quedara el beneficiario.

Artículo 442.- Nueva solicitud.- Cuando se denegara la libertad condicional, no podrá renovarse la solicitud antes de los seis meses de la resolución denegatoria, salvo que ésta se fundara en no haberse cumplido los plazos establecidos en el Código Penal, en cuyo caso podrá reiterarse la solicitud una vez cumplido el plazo.

Artículo 443.- Revocación.- Siempre que no procediera por unificación de penas, el incidente de revocación será promovido de oficio o a pedido del Fiscal o del Patronato de Liberados ante el Juez de Ejecución. Podrá ordenarse la privación de libertad del condenado hasta que se resuelva la incidencia. El Juez de Ejecución, en su caso, dispondrá practicar nuevo cómputo.
Título II

Costas e indemnizaciones

Capítulo I

Costas

Artículo 444.- Oportunidad.- Toda decisión que pusiera fin a la causa o a un incidente, deberá resolver sobre el pago de las costas procesales y a cargo de quien corresponden.

Artículo 445.- Contenido.- Las costas procesales consistirán en:

1) la tasa de justicia o cualquier otro tributo que corresponda por la actuación judicial;

2) los gastos originados durante la tramitación del procedimiento;

3) los honorarios de los abogados, de los peritos, asesores técnicos, traductores e intérpretes.

Artículo 446.- Liquidación de gastos.- Resuelta la imposición de costas, las partes practicarán una planilla donde detallarán los gastos sufragados en la actividad realizada durante el procedimiento. El Ministerio Público Fiscal estimará las costas y gastos que haya devengado su actuación conforme con la reglamentación que oportunamente se establecerá.

Artículo 447.- Determinación de costas.- Practicadas las planillas que contengan las costas, se pondrán de manifiesto público en la Oficina de Gestión Judicial siguiéndose el trámite previsto en el Código Procesal Civil y Comercial hasta su firmeza. La ejecución de las costas se hará en la sede civil competente.

Artículo 448.- Imposición.- Las costas serán impuestas a la parte vencida aunque no mediara pedido expreso, salvo:

1) cuando la parte vencida reconociera como fundadas las pretensiones de su adversario y lo hubiera exteriorizado en término;

2) cuando se reconociera razón plausible para actuar en el procedimiento.

Artículo 449.- Personas exentas.- Los abogados que actuaran como funcionarios del Ministerio Público Fiscal o como patrocinantes o defensores en el procedimiento, no podrán ser condenados en costas, salvo el caso de notorio desconocimiento del derecho o de grave negligencia en el desempeño de sus funciones, o cuando especialmente en este Código se dispusiera lo contrario, sin perjuicio de la responsabilidad penal o disciplinaria en que incurrieran.

Artículo 450.- Procedimiento abreviado.- Cuando se acordara el procedimiento abreviado, cada parte soportará sus propias costas.

Artículo 451.- Pluralidad de condenados.- Cuando fueran varios los condenados al pago de costas, el Tribunal fijará la parte proporcional que corresponda a cada uno, sin perjuicio de la solidaridad que establece la ley civil.
Capítulo II

Indemnizaciones

Artículo 452.- Revisión.- Cuando a causa de un recurso de revisión el condenado fuera absuelto o se le impusiera una pena menor, tendrá derecho a ser indemnizado por el Estado provincial en razón del tiempo de privación de libertad o inhabilitación sufrida, o por el sufrido en exceso, salvo que él hubiera contribuido responsablemente a su propia condena.

Tendrá también derecho a una indemnización por la multa pagada o su exceso.


Igual derecho tendrá cuando el recurso de revisión versara sobre una medida de seguridad.

Artículo 453.- Encarcelamiento preventivo o internación provisional.- Cuando el imputado fuera absuelto o sobreseído, tendrá derecho a ser indemnizado por el Estado Provincial por los días de prisión cautelar sufrido o por el tiempo que duró la internación provisional, siempre y cuando se demostrara la ausencia de los presupuestos que debieron legitimar la medida de coerción.

Artículo 454.- Competencia.- La indemnización deberá ser demandada ante el tribunal civil competente contra el Estado Provincial, sin perjuicio del derecho de éste a repetir de quien considere responsable.

Artículo 455.- Ley más benigna.- La aplicación de una ley posterior más benigna no habilitará a la indemnización aquí regulada.
Disposiciones Transitorias

Artículo 456.- Vigencia. Ninguna disposición de este Código entrará en efectiva vigencia hasta tanto el Poder Ejecutivo resuelva encontrar reunidas las condiciones necesarias para un adecuado funcionamiento del mismo, en cuyo caso establecerá la forma y fecha de puesta en vigor, la que no podrá superar el último día hábil del mes de Junio del año 2008. Podrá disponer la implementación por circunscripción, ante la fecha indicada, en forma progresiva.

A partir de la entrada en vigencia del Código en todo el territorio de la Provincia, queda derogada la ley 6740, sus modificatorias y todas las leyes que se le opongan, salvo en el caso de implementación progresiva.

Artículo 457.- Integración transitoria de la Cámara de Apelaciones.- En aquellas circunscripciones donde a la entrada de vigencia del Código sólo existiera número suficiente de jueces para integrar una sola Sala de la Cámara de Apelaciones, en las impugnaciones dirigidas contra actos de la investigación penal preparatoria intervendrá otra Sala de la Circunscripción más próxima, hasta tanto se creen los órganos jurisdiccionales suficientes.

Artículo 458.- Causas en trámite.- Subsistirá la aplicación del Código Procesal Penal anterior para todas aquellas causas iniciadas con anterioridad a la entrada en vigencia del presente Código. A fin de establecer el número de jueces y fiscales que continuarán con esos trámites y los de la Alzada, y el modo en que se distribuirán las causas, la Corte Suprema de Justicia dictará la reglamentación pertinente, salvo en lo que no estuviere expresamente previsto en la presente ley.


El Tribunal de Ejecución continuará su labor adecuándola de inmediato a las disposiciones de este Código.

Artículo 459.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

9.2 Renovación de preferencias

SR. BONFATTI EÍ "PS BONFATTI, Antonio" .– Pido la palabra.


Señor presidente, solicito que el resto de las preferencias sean renovadas para tantas sesiones como comisiones falten dictaminar en cada caso. 

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción del señor diputado Bonfatti.

–
Resulta afirmativa.

10 orden del día

10.1 Convenio con Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología de la Nación (Relevamiento Anual de Información 2006): aprobación

(Proyecto de ley – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el Orden del Día Nº 6.


Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 1.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 18.894 – PE – Mensaje Nº 3295), presentado por el Poder Ejecutivo, por el cual se aprueba el Convenio celebrado el 5 de junio de 2006 entre el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología de la Nación y el Ministerio de Educación de la Provincia de Santa Fe (Relevamiento Anual de Información 2006); y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al presente proyecto sin modificación.

 EÍ "zlExpte. Nº 18.894 – PE\: Convenio con Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología de la Nación (Relevamiento Anual de Información 2006)\: aprobación" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.- Apruébase el Convenio celebrado el 5 de junio de 2006, entre el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología de la Nación, representado por su Secretario de Educación, Lic. Juan Carlos Tedesco y el Ministerio de Educación de la Provincia de Santa Fe, representado por su Titular, Lic. Adriana Cantero de Llanes, inscripto en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales – Decreto Nº 1767/84 – Dirección de Técnica Legislativa el 30 de junio de 2006, bajo el Nº 2866, al Folio 35, Tomo VI, aprobado por Decreto del Poder Ejecutivo Provincial Nº 2859/06, cuya copia en once (11) fojas forma parte de la presente. 

Artículo 2º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 16 de mayo de 2007.

Costa – Benas – Kilibarda – Jullier – Stanoevich

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 18.894 – PE – Mensaje Nº 3295); por el cual se aprueba el Convenio celebrado el 5 de junio de 2006, entre el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología de la Nación y el Ministerio de Educación de la Provincia de Santa Fe (Relevamiento Anual de Información 2006); y, luego de los estudios realizados y atento a que el Proyecto cuenta con dictamen precedente de la Comisión de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación, esta comisión os aconseja adherir al mismo.

Sala de Comisión, 31 de mayo de 2007.

Peirone – Riestra – Maguid – Venesia – Mionis

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 18.894 – PE – Mensaje Nº 3295), por el cual se aprueba el Convenio celebrado en fecha 05-06-06 entre el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología de la Nación y el Ministerio de Educación de la Provincia (Relevamiento Anual de Información 2006). Y atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda, ésta ha resuelto adherir a los mismos, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 6 de junio de 2007.

Esquivel – Meotto – Kilibarda – Benas – Lacava – Dehesa

Mensaje Nº 3.295

Santa Fe, 23 de abril de 2007

A la

Legislatura de la Provincia

Sala de Sesiones


Se remite a vuestra consideración, tratamiento y sanción el adjunto proyecto de ley mediante el cual se aprueba el Convenio suscripto el día 5 de junio de 2006 entre el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología de la Nación, representado por su Secretario de Educación, Lic. Juan Carlos Tedesco y el Ministerio de Educación de la Provincia de Santa Fe, representado por su Titular Lic. Adriana Cantero de Llanes, inscripto en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales – Decreto Nº 1.767/84 – Dirección de Técnica Legislativa, bajo el Nº 2.866 – Tomo VI, Folio 35 el 30 de junio de 2006.


Dicho acuerdo tuvo por objetivo la ejecución de las actividades inherentes al Relevamiento Anual de Información 2006, estableciéndose la realización de las tareas de campo pertinentes desde el mes de marzo de 2006.


Corresponde señalar que como anexo I se adjunta el Manual de Funciones, Operaciones y Procedimientos Administrativos para el Manejo de los Fondos transferidos en su marco y en el Anexo II se establece el monto previsto por la Resolución de la Subsecretaría de Equidad y Calidad Nº 28/06, para la Provincia de Santa Fe en pesos ocho mil ciento treinta y seis con veinte centavos ($8.136,20.-).


En su Cláusula Novena se estableció su vigencia desde su suscripción hasta el 31 de diciembre de 2006.


Cabe destacar además que el Convenio en cuestión ha sido aprobado por el Poder Ejecutivo Provincial mediante Decreto Nº 2.859 del 27 de octubre de 2006, en uso de las atribuciones conferidas por el artículo 72 Inciso 12) de la Constitución Provincial, correspondiendo su convalidación definitiva por ese Cuerpo Legislativo de acuerdo con lo establecido por el artículo 55 Inciso 11) de nuestra Carta Magna.


Por lo expuesto se encarece el tratamiento del proyecto adjunto en sesión más inmediata.


Se agrega Expediente Nº 00401-0157172-8 del registro del Ministerio de Educación.


Dios guarde a VH.

Cantero de Llanes – Obeid

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general y en particular por constar de un solo artículo.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consecuencia, recibe media sanción y se comunica al Senado.

10.2 Convenio de Adhesión del Programa de Mejoramiento del Sistema Educativo: aprobación Acta Complementaria

(Proyecto de ley – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 2.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 18.481 – PE – Mensaje Nº 3220), presentado por el Poder Ejecutivo, por el cual se aprueba el Acta Complementaria al Convenio de Adhesión del “Programa de Mejoramiento del Sistema Educativo” celebrada el 22 de mayo de 2005 entre el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología de la Nación y el Ministerio de Educación de la Provincia de Santa Fe; y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al presente proyecto sin modificación.

 EÍ "zlExpte. Nº 18.481 – PE\: Convenio de Adhesión del Programa de Mejoramiento del Sistema Educativo\: aprobación Acta Complementaria" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.- Apruébase el Acta Complementaria al Convenio de Adhesión del “Programa de Mejoramiento del Sistema Educativo”, celebrado el 22 de mayo de 2005 entre el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología de la Nación, representado por su Subsecretario de la Coordinación Administrativa, Lic. Alejandro Morduchowicz y el Ministerio de Educación de la Provincia de Santa Fe, representado por su entonces Titular, Prof. Carola Nin; e inscripta en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales –Decreto Nº 1767/84 –Dirección de Técnica Legislativa, el 26 de enero de 2006, al Tº V, Fº 283, bajo el Nº 2762, aprobada por el Poder Ejecutivo provincial mediante Decreto Nº 1603/06, cuya copia en treinta y siete (37) fojas, forma parte de la presente.

Artículo 2º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 9 de mayo de 2007.

Costa – Benas – Kilibarda – Albónico – Peralta – Reynoso – Stanoevich

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 18.481 – PE – Mensaje Nº 3220); por el cual se aprueba el Acta Complementaria al Convenio de Adhesión del “Programa de Mejoramiento del Sistema Educativo” celebrada el 22 de mayo de 2005, entre el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología de la Nación y el Ministerio de Educación de la Provincia de Santa Fe; y, luego de los estudios realizados y atento a que el proyecto cuenta con dictamen precedente de la Comisión de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación, esta comisión os aconseja adherir al mismo.

Sala de Comisión, 31 de mayo de 2007.

Peirone – Riestra – Maguid – Venesia – Mionis

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 18.481 – PE – Mensaje Nº 3220), por el cual se aprueba el Acta Complementaria al Convenio de Adhesión del “Programa de Mejoramiento del Sistema Educativo” celebrado entre el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología de la Nación y el Ministerio de Educación de la Provincia, el 22/05/05. Y atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda, ésta ha resuelto adherir a los mismos, aconsejando su aprobación.
Sala de Comisión, 6 de junio de 2007.

Esquivel – Meotto – Kilibarda – Benas – Lacava – Dehesa – Lamberto – Liberati

Mensaje Nº 3220

Santa Fe, 23 de noviembre de 2006

A la

Legislatura de la Provincia 

Sala de Sesiones


Se remite a vuestra consideración, tratamiento y sanción el adjunto proyecto de ley, mediante el cual se aprueba el Acta Complementaria al Convenio de Adhesión del "Programa de Mejoramiento del Sistema Educativo" celebrada el 22 de mayo de 2005 entre el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología de la Nación, representado por su Subsecretario de Coordinación Administrativa, Lic. Alejandro Morduchowicz, y el Ministerio de Educación de la Provincia de Santa Fe, representado por su entonces titular, Prof. Carola Nin; e inscripta en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales –Decreto Nº 1767/84–Dirección de Técnica Legislativa, el 26 de enero de 2006, al Tº 283, bajo el Nº 2762.


El Acta en cuestión tuvo como objeto la ejecución en la Cartera Educativa Provincial del Subcomponente 2 "Apoyo a la Equidad".


Cabe destacar que por su cláusula primera el ministerio se compromete a implementar dicho Subcomponente en las escuelas cuya nómina integra el mismo como Anexo, las cuales se organizan en circuitos, ratificándose los datos bancarios y administrativos indispensables para la efectivización de las transferencias correspondientes.


Por su cláusula segunda la Provincia se comprometió a designar una Unidad Técnica Provincial de Becas como responsable de la gestión operativa del Subcomponente, y en la tercera se estableció que la Nación financiará las becas que se otorguen, que tendrán un monto total anual por beneficiario de pesos cuatrocientos ($400).


En la cláusula séptima se previó la designación por cada Circuito de un Profesional de las Ciencias Sociales para su desempeño como técnico de campo, la cual fue concretada por Resolución del Ministerio de Educación Nº 448/05 habiendo sido seleccionado el personal alcanzado por las escuelas cabeceras de los mismos que aprobaron la capacitación y evaluación realizada por la Unidad Ejecutora Nacional.


Respecto del nombramiento de un Coordinador de Técnicos de Campo previsto por la cláusula octava, la Dirección General de Infraestructura y Asistencia Escolar del Ministerio de Educación señala que dicho rol ha sido asumido por la Unidad Técnica Provincial de Becas.


Debe destacarse que por Decreto Nº 1603/03 el Poder Ejecutivo provincial aprobó su suscripción, en uso de las atribuciones conferidas por el artículo 72, inciso 12 de la Constitución Provincial, correspondiendo su ratificación definitiva por ese Cuerpo legislativo de acuerdo con lo establecido en el artículo 55, inciso 11 de nuestra Carta Magna.


Por lo expuesto se encarece el tratamiento del proyecto adjunto en sesión más inmediata.


Se agrega Expediente Nº 00401-0152068-7 del registro del Ministerio de Educación.


Dios guarde a VH.

Cantero de Llanes – Obeid

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general y en particular por constar de un solo artículo.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consecuencia, recibe media sanción y se comunica al Senado.

10.3 Adhesión a Ley Nacional Nº 24.684 – Ley de Tango

(Proyecto de ley – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 3.

–
Se lee: 
Señores diputados:


Vuestra Comisión de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 17.386 – PJ), presentado por el diputado Kilibarda, por el cual se declara la adhesión de la Provincia de Santa Fe a la Ley nacional Nº 24.684 – Ley del Tango; y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zlExpte. Nº 17.386 – PJ\: Adhesión a Ley Nacional Nº 24.684 – Ley de Tango" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.- Declárase la adhesión de la Provincia de Santa Fe a la Ley nacional Nº 24.684 –Ley del Tango–, destacando los particulares acentos locales y regionales.


La Provincia brindará el mismo tratamiento al “Folklore Regional”, en todas sus manifestaciones.

Artículo 2º.- Para el logro de estos objetivos la Provincia, por sí o mediante la celebración de convenios de cooperación, especialmente con la Academia Nacional del Tango de la República Argentina y la Academia del Tango de Rosario correspondiente, podrá realizar actividades académicas y de investigación, estudio y creación, como así también programas de contenido solidario vinculados con sus fines. Organizará un archivo general de tango y de folklore regional que reúna todas las expresiones artísticas y culturales relativas a los mismos, como así también a su preservación.

Artículo 3º.- La Provincia incluirá en sus programas y material educativo referencias acerca del tango y del folklore regional y de sus manifestaciones artísticas, como una de las expresiones culturales identificatorias de la Provincia y de la región en su más amplio sentido interdisciplinario y como eje integrador en el estudio de las mismas.

Artículo 4º.- La Provincia promoverá especialmente el valor turístico del tango y del folklore regional.-

Artículo 5º.- Autorízase al Poder Ejecutivo para que desgrave o exima de contribuciones impositivas a las actividades descriptas en el Artículo 2º de la presente.


El modo y condiciones para acceder a estos beneficios será reglamentado por el Poder Ejecutivo.

Artículo 6º.- El Poder Ejecutivo deberá incluir en el presupuesto del Ministerio de Educación las partidas correspondientes para el cumplimiento de esta ley.

Artículo 7º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 16 de mayo de 2007.

Costa – Benas – Kilibarda – Jullier – Stanoevich

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 17.386 – PJ), autoría del diputado Kilibarda; por el cual se declara la adhesión de la Provincia de Santa Fe a la Ley Nacional Nº 24.684 – Ley del Tango, y dispone a brindar el mismo tratamiento al “Folklore Regional” en todas sus manifestaciones; y, luego de los estudios realizados y atento a que el Proyecto cuenta con dictamen precedente de la Comisión de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación, esta comisión os aconseja adherir al mismo.

Sala de Comisión, 31 de mayo de 2007.

Peirone – Riestra – Maguid – Venesia – Mionis – Marcucci

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 17.386 – PJ), autoría del diputado Kilibarda, por el cual se declara la adhesión de la Provincia a la Ley nacional 24.684 –Ley del Tango y se dispone brindar el mismo tratamiento al “Folklore Regional” en todas sus manifestaciones. Y atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de las Comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda, esta comisión ha resuelto adherir al mismo, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 6 de junio de 2007.

Esquivel – Meotto – Kilibarda – Benas – Lacava – Dehesa – Lamberto – Liberati

Proyecto de ley original expte. nº 17.386 – PJ

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1º.- Declárase la adhesión de la Provincia de Santa Fe a la Ley nacional Nº 24.684 –Ley del Tango–.


La Provincia brindará el mismo tratamiento al “Folklore Regional”, en todas sus manifestaciones.

Artículo 2º.- Para el logro de estos objetivos la Provincia, por sí o mediante la celebración de convenios de cooperación, podrá realizar actividades académicas y de investigación, estudio y creación, como así también programas de contenido solidario vinculados con sus fines. Organizará un archivo general de tango y de folklore regional que reúna todas las expresiones artísticas y culturales relativas a los mismos, como así también a su preservación.

Artículo 3º.- La Provincia incluirá en sus programas y material educativo referencias acerca del tango y del folklore regional y de sus manifestaciones artísticas, como una de las expresiones culturales identificatorias de la provincia y de la región.

Artículo 4º.- La Provincia promoverá especialmente el valor turístico del tango y del folklore regional.

Artículo 5º.- Autorízase al Poder Ejecutivo para que desgrave o exima de contribuciones impositivas a las actividades descriptas en el artículo 2º de la presente.


El modo y condiciones para acceder a estos beneficios será reglamentado por el Poder Ejecutivo.

Artículo 6º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


Mediante la Ley nacional Nº 24.684 se declaró como parte integrante del patrimonio cultural de la Nación a la música típica denominada tango y de interés nacional las actividades que tengan por finalidad directa su promoción y difusión. Esta ley fue sancionada en el año 1996.


La Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en el año 1998, sancionó la Ley Nº 130, reconociendo al tango como parte integrante de su patrimonio cultural; garantizando su preservación, recuperación y difusión; y promoviendo el desarrollo de toda actividad artística, cultural, académica, educativa y urbanística relacionada con el tango. Crea, también, la Fiesta Popular del Tango, que se celebra el 11 de diciembre de cada año.


Por su parte, la Provincia de Entre Ríos, sancionó la Ley Nº 9.612, del año 2005, adhiriendo a la Ley nacional Nº 24.684, y brindando el mismo tratamiento al folklore regional.


Nosotros propiciamos una declaración similar, incorporando también al Folklore Regional, en todas sus manifestaciones, en este proyecto de declaración y de promoción de aspectos tan vinculados con nuestra cultura autóctona.


Mediante el artículo 1º adherimos a la ley nacional y brindamos un tratamiento idéntico al folklore regional. Tomamos como fuente los artículos 1º y 2º de la Ley 9.612 de la Provincia de Entre Ríos.


En el artículo 2º establecemos los medios mediante los cuales la Provincia podrá lograr estos objetivos. Partimos del modelo instrumentado por el artículo 2º de la Ley Nº 130 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


Por el artículo 3º incluimos al tango y al folklore regional como tema educativo, vinculándolo con nuestra cultura y antecedentes regionales.


En el artículo 4º proponemos como objetivo de la Provincia la promoción turística de estos valores culturales. Tomamos en cuenta el contenido de los artículos 3º de la Ley 24.684 y 7º de la Ley 130 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


Mediante el artículo 5º autorizamos al Poder Ejecutivo para que brinde un tratamiento impositivo privilegiado a quienes realicen estas actividades, dejando librado a la reglamentación establecer el modo y condiciones para acceder a dichos beneficios.


Entre los antecedentes relacionados con esta materia existe un proyecto de ley por iniciativa popular llevado adelante por una asociación civil sin fines de lucro denominado “Proyecto Tango – El tango a la Escuela”.


Todos estos antecedentes lo acompañamos al presente proyecto.


Por la riqueza de su contenido acompañamos también fundamentos que fueron glosados al proyecto que dio motivo a la sanción de la Ley 9.612 de la Provincia de Entre Ríos, de la autoría de Paul Eusebio Rodríguez

El tango en la educación: fundamentos para la ley y posibilidades como eje horizontal integrador

EL TANGO EN LA EDUCACIÓN


“La música ha acompañado a los seres humanos desde el comienzo de su largo camino hacia la humanización. Así lo demuestra el hallazgo del instrumento musical más arcaico que se conoce, con una antigüedad de más de cuarenta y tres mil años. También, de manera indiscutible, la existencia en nuestro sistema nervioso de estructuras que están destinadas exclusivamente a la percepción y procesamiento de la música.


En otros términos: Los seres humanos crearon la música y la música también los fue creando a ellos, contribuyendo al paulatino proceso de la humanización.


La especie humana tuvo su origen en África y desde allí se expandió por todo el planeta. No es casual que fuera en África donde se desarrollaran los ritmos musicales más ricos y complejos. Los africanos que fueron traídos como esclavos a América desde el siglo XVIII, trajeron con ellos su cultura, sus ritmos, músicas y danzas. Esos ritmos, al fusionarse con las músicas autóctonas de los primitivos habitantes de América y las de los colonizadores europeos e inmigrantes, dieron origen al jazz en el norte, a la música caribeña en el centro, a los diversos ritmos de Brasil y al candombe, la milonga y el tango en ambas orillas del Río de la Plata.


En esta rápida síntesis, es imprescindible detenerse en la relación entre arte e identidad. El arte no sólo está vinculado con la identidad de los pueblos, sino con las identidades individuales. Cada pueblo va creando su cultura a lo largo de su desarrollo, y el arte forma parte de ella. En sus monumentos, sus pinturas, sus danzas y sus canciones, van quedando representados los distintos momentos de su historia.

Todo lo que lo hace único y particular a un pueblo está en su arte


Las personas que nacen y crecen en un lugar, van conformando su identidad, su forma particular y única de ser, percibir, sentir y expresarse, con las imágenes, sonidos, olores, gustos y estilos que comienzan a rodearlo, aún desde antes de nacer.


Recordamos que la palabra identidad proviene del vocablo latino "identitas", que significa "lo mismo".


Son los rasgos que permanecen, de la manera más estable, en un pueblo o persona, a lo largo del tiempo.


Se refiere a esa cualidad de los seres vivos o estructuras dinámicas como las sociedades, de cambiar y permanecer a la vez, de seguir siendo ellos mismos aunque sean distintos.


La identidad personal está estrechamente vinculada a la música, ya que aún antes de nacer (desde el cuarto mes del proceso de gestación intrauterino) se perciben los sonidos del medio ambiente. La voz materna, las canciones de cuna, los cantos infantiles, quedan firmemente grabados en nuestra memoria. Más tarde, serán las canciones patrias cantadas en la escuela, las canciones y bailes folklóricos, la música que nos acompaña en los bailes de adolescentes, en las ceremonias de graduación, matrimonio, aniversarios y que nos evoca toda una época. Toda esa música es parte de lo que somos. Nos pertenece.


Así, el sonido particular y propio de esta parte del mundo, de esta ciudad de Buenos Aires, es el tango.


Esa conjunción de sonoridad única y coreografía y poesía tan particulares, eso tan original, es lo que en la actualidad representa a nuestro país en el mundo. Argentina es tango. El tango es Argentina.


Sin embargo, en los distintos países, el proceso natural de creación y asimilación de las raíces culturales se ha visto alterado en el mundo a partir de la finalización de la Segunda Guerra Mundial.


Allí se afianza, en el hemisferio occidental, el predominio económico, militar, político y también cultural de una de las potencias triunfantes. Luego de la caída del Muro de Berlín, esa hegemonía intentará transformarse en mundial.


Es el comienzo, no solo en nuestro país, del receso creciente de las creaciones propias a nivel cultural, artístico y científico.


En el caso particular de Argentina, esto se vio inmensamente agravado por las miopes políticas culturales de las distintas dictaduras militares que, cada vez más frecuentes y prolongadas, asolaron a la Nación. Dictaduras que se proclamaban "nacionalistas" y que jamás defendieron, o directamente destruyeron, a las creaciones culturales y científicas propias y a sus hacedores.


Hubo parciales intentos de contrarrestar esta tendencia general en los breves interregnos de algunos gobiernos constitucionales. Pero eso no bastó para detener la tragedia.


En los últimos diez años, además, tras la denominada "Globalización", presentada como la oportunidad de compartir a nivel planetario los beneficios de los últimos adelantos tecnológicos y la liberalización comercial, se incrementó la aplicación sistemática de una política deliberada de difusión de ideas, imágenes, costumbres, valores, etc. de las potencias dominantes.


Nuevamente, no hubo, de parte de los gobiernos argentinos de la época, una respuesta adecuada a las circunstancias. Basta con mencionar que la inversión en educación, cultura e investigación científica no sólo no fue incrementada, ni siquiera mantenida constante, sino que fue progresivamente reducida a lo largo de los innumerables planes de ajuste económico.


En este proceso, donde unos pocos son los "globalizadores" y el resto somos los "globalizados", los vehículos principales utilizados son la televisión, el cine y la música popular.


Detrás de cada uno de ellos hay negocios fabulosos donde se mueven y ganan miles de millones de dólares. Basta un solo ejemplo referido a la música: Antes, las filiales locales de los sellos discográficos internacionales, grababan aquí a los músicos argentinos. Hoy se han convertido en simples distribuidoras de los registros de músicas de sus países de origen. No por un criterio de selección y promoción de artistas de mayor calidad. El principal y único motor de este proceso es "obtener la máxima ganancia en el mínimo tiempo posible". ¿Para qué molestarse y malgastar recursos grabando a múltiples artistas, cuando con una sola matriz (hecha allá) se pueden vender millones de copias de discos en todos los países del mundo?


Para ello es necesario dominar los canales de distribución y difusión. Y así lo hacen, obteniendo, también de allí, fantásticas ganancias.


El ideal es una sola música para todo el planeta. Ellos la componen, la interpretan, la graban, la distribuyen, la difunden y la venden. Todos los demás bailamos y compramos.


De esta forma, si no se adoptan rápidamente conductas activas en su defensa, la riqueza de la diversidad de las creaciones musicales se destruirá a muy corto plazo.


En lo que nos concierne a nosotros, como ciudadanos de la Ciudad de Buenos Aires, estamos convencidos que únicamente puede amarse y disfrutarse aquello que se conoce, y queremos brindarle esa oportunidad a las futuras generaciones.


Nuestros niños tienen derecho a conocer y elegir. No facilitarles a los niños tomar contacto con las raíces culturales de su comunidad es negarles un derecho. Es interferir negativamente en el proceso de formación de sus identidades. Los pueblos y las personas son lo que son como resultado de lo que fueron, y lo que son, actúa en la determinación de lo que serán.


–Sin memoria y sin historia, tanto los pueblos como las personas son manipulables.–


Si ser libres es tener la posibilidad de elegir, para poder elegir hay que conocer más de una opción.


Es imposible ser libre–s si sólo hay una opción.–


Como los intereses en juego son muy poderosos: sólo con políticas de Estado conscientemente orientadas a preservar los derechos de los ciudadanos se podrá lograr resultados exitosos.


La educación de los/las jóvenes deben garantizar las tres funciones básicas que marca la Ley Federal de Educación, –formación del ciudadano/a, la preparación para proseguir estudios superiores, inserción creativa de los jóvenes en la sociedad– y también la formación de una fuerte identidad nacional. Y este no es un aspecto menor. En un mundo globalizado donde las fronteras económicas y políticas tienden a desaparecer y el desarrollo de las comunicaciones ha acortado las distancias al segundo, se hace cada vez más importante equipar a nuestros jóvenes con un profundo sentido nacional y regional que les permita enfrentar con éxito propuestas culturales y formativas extranjerizantes. En ese sentido es importante la tarea que se puede realizar desde la escuela para la difusión y el conocimiento de las expresiones culturales que fortalezcan nuestra identidad. El folclore y el tango, en todas su formas –si profundizamos su comprensión y enseñanza– llevará a los jóvenes a identificarse con nuestras mejores tradiciones y a un auténtico acercamiento a nuestras raíces.


En lo que respecta al tango las experiencias que se vienen realizando en la ciudad de Paraná y en distintas partes del país federal están demostrando la incorporación de una nueva franja de adherentes a la danza ciudadana: los jóvenes. En encuestas y entrevistas realizadas a los jóvenes que bailan tango (algunos prácticamente desde la niñez) se encuentran respuestas que están señalando algo más que “... seguir una moda...”. Por ejemplo, Pablo Villarrazza, cuando tenía 21 años y era alumno avanzado de nuestros talleres (hoy es uno de los integrantes del elenco de “Tanguera” dijo: “... encuentro en estos tres minutos que bailo un tango una serie de respuestas interiores que nunca surgieron bailando durante horas música moderna en una disco. No sólo se recupera el abrazo de la pareja humana como tal, sino también una especial comunicación entre la música, la danza y la pareja que lo está ejecutando...”. Yanina, de 16 años, dijo en un canal de la TV local: “... es una sensación totalmente diferente. Siento no sólo que me reencuentro con lo que somos como argentinos, sino también experimento la alegría de estar haciendo algo nuestro, creando...”. A su vez, es material permanente de consulta para disciplinas como música, literatura, historia, etc. y nuestra asociación recibe permanentemente pedidos de material de tal índole. Por otra parte, nuestras parejas de baile realizan permanentemente presentaciones en innumerables escuelas. En esas presentaciones es notorio el interés, no sólo de los adolescentes de EGB 3 y polimodal, sino también de los más chicos de EGB 1 y 2. Es decir que existe una excelente motivación para la incorporación de la enseñanza del tango a las escuelas. Si bien no hay un trabajo sistemático nuestras investigaciones nos permiten señalar que los niños y jóvenes se acercan al tango fundamentalmente por tres razones:

a) El encuentro con algo que los pone en contacto con una música y una danza genuinamente argentina.

b) Afirmar su personalidad aprendiendo algo diferente y con toda una mitología hasta algo misteriosa por detrás y que le da la posibilidad de creación de cosas nuevas.

c) Afirmar lazos de solidaridad y compañerismo con sus pares de baile (nuestro trabajo en los talleres se realiza remarcando el trabajo grupal por sobre el individual).


Desde el punto de vista de la legislación que apoye esta incorporación, podemos señalar que:

1. - El Congreso de la Nación, sancionó en 1996 la Ley Nº 24.684 y su Decreto reglamentario Nº 627/98 PEN por la que se introduce la enseñanza del tango en las escuelas.

2. La Provincia de Entre Ríos también se ha expedido en el sentido de la enseñanza del folclore en las escuelas y en ese sentido se dictó un decreto.


Creemos que existe un sustento legal suficiente para la incorporación de la enseñanza del tango en las escuelas. Pero más importante que ese basamento es la posibilidad de una excelente aceptación por parte de los estudiantes.


La Asociación Paranaense de Tango y Cultura Popular, con Personería Jurídica Nº 3110, otorgada mediante Resolución Nº 182/96 de la Dirección de Inspección de Personas Jurídicas ha desarrollado una intensa tarea de difusión del tango participando en actividades culturales en numerosas entidades, instituciones y escuelas de los departamentos Paraná, Diamante, Nogoyá y La Paz. Realiza talleres permanentes para todas las edades en sindicatos, entidades no gubernamentales, escuelas, etc. Ha participado como miembro activo de los últimos ocho congresos de la Asociación Argentina de entidades de Tango y organizado en Paraná en el año 2001 su XVIII edición. En la actualidad ocupa la Secretaría General de la Comisión Coordinadora Nacional de dicha entidad.


Los bailarines y talleristas de esta asociación, muchos de ellos docentes, han adquirido en estos años una sólida experiencia y realizado cursos, clínicas, seminarios etc. de perfeccionamiento, etc. que hoy les permiten orientar acciones y proyectos para profundizar la difusión del tango.


En lo estrictamente didáctico-escolar o de enseñanza de la danza del tango se han apoyado talleres en escuelas primarias, polimodales, entidades no gubernamentales, etc.


Lo expresado es quizá un buen punto de partida para propuestas que pretenden no sólo unir las necesidades de relacionar la actividad propia de la educación sino también para continuar con el rescate y revalorización de la llamada “música y danza ciudadana” o “folclore ciudadano” o “folclore federal” como expresión de la cultura popular y por ende formadora de una identidad e idiosincrasia con profundo sentido nacional.


El registro sistemático de opiniones, informaciones de entrevistas, observación de experiencias realizadas, nos permite hoy proponer como posible y valioso:

– “El tango en la educación: su proyección como eje horizontal integrador.


Las entidades de tango del país analizaron diferentes posibilidades y estrategias para la enseñanza del tango en las escuelas. En el desarrollo del proyecto podrán estudiarse y resolver sobre alternativas que si bien no alcanzan la profundidad del mismo se constituyen en posibilidades acordes con la perspectiva final y permiten recorrer una primer etapa cuya experiencia permitirá aportar nuevas ideas. Esas alternativas se presentan considerando que la grave crisis económica que afecta a nuestra provincia puede llegar a dificultar la aplicación del proyecto en toda su dimensión.


Proponerlo como eje transversal integrador implica darle una visión totalizadora que abre perspectivas enormes al desarrollo de la formación del educando con un profundo sentido nacional, resguardando y consolidando una identidad que se ha visto seriamente desvirtuada por el alienamiento cultural a que nos somete el acelerado proceso de globalización cultural, social y económica.

1.- El tango como eje horizontal integrador.


Creemos que la multiplicidad de elementos del tango lo vinculan prácticamente con la mayoría de las áreas y/o disciplinas que integran la currícula. En ese sentido podemos señalar su importancia para abordar interdisciplinariamente diversas experiencias integradoras Estas riquísimas posibilidades se fundamentan a continuación:

2.- El por qué del proyecto.


La Comisión de la Unesco sobre la educación para el siglo XXI identifica cuatro pilares sobre los cuales debe asentarse la educación del futuro: aprender a conocer, aprender a hacer, aprender a ser y aprender a vivir juntos. Esta información está contenida en uno de sus informes y también señala que “no puede limitarse a ser una pieza más dentro de una aplanadora económica que aniquila los frágiles vínculos de la sociedad humana ...” (y de las identidades nacionales, agregamos). Debemos coincidir con Daniel Filmus cuando afirma que la educación debe aspirar a “...el cumplimiento de la función integral de la escuela exige al mismo tiempo atender a ambos desafíos...” No tiene sentido enseñar solamente lo instrumental si no va acompañado de la formación de personas solidarias, comprometidas con su país y con el desarrollo de una fuerte identidad nacional. Para ello deben relacionarse con el conocimiento de nuestras mejores tradiciones históricas, éticas y culturales. En ese sentido el aprendizaje del folclore y del tango adquieren su real dimensión. El folclore como expresión de una amplia faja de creaciones de la cultura campesina y el tango como expresión de la Argentina de la inmigración y de la ciudad. (No interesa, y no vamos a entrar en la discusión de si el tango es folclore o no) 

3.- Su presencia en la legislación:


La posibilidad de desarrollo de esta propuesta tiene ya una sólida base en la legislación vigente, tanto nacional como provinciales. Para demostrarlo tomamos la Ley Nacional del Tango (Nº 24.684), su Decreto reglamentario Nº 627/98, la Ley Federal de Educación, y la Ley Provincial de Educación (Entre Ríos).

3.1.- Ley 24.684 y Decreto 627/98 El artículo 1º dice “Declárese como parte del patrimonio cultural de la Nación a la música típica denominada “tango”, comprendiendo a todas sus manifestaciones artísticas tales como su música, letra, danza y representaciones plásticas alusivas”. Por su parte el artículo 2º dice “Declárese de interés nacional las actividades que tengan por finalidad directa la promoción y difusión del “tango”, entendiéndose comprendidas entre ellas las siguientes: a) Los estudios e investigaciones artísticas, científicas o históricas; b) La enseñanza y divulgación... f) Los festivales musicales o espectáculos promociónales ... Es publicada por imperio del Decreto 994/96 publicado el 30 de agosto de 1996. Por otra parte el Decreto Reglamentario se publica en el Boletín Oficial el 04 de julio de 1998 y lleva el número 627. En su artículo 3º expresa: “El Ministerio de Cultura y Educación dispondrá las medidas tendientes a incorporar progresivamente los temas de las artes y ciencias del tango y conexas a los contenidos de la enseñanza en todos los niveles, apoyando, en igual sentido, el accionar de la enseñanza privada y requiriendo a esos efectos el asesoramiento de la Academia Nacional del Tango. Asimismo se otorgarán becas de estudio sobre dichos temas y se fomentará la edición de obras musicales, literarias y de ensayo e investigación. Por su parte, las autoridades culturales podrá adquirir espacios en radioemisoras y teledifusoras con fines didácticos y de difusión del tango”.

3.2.- Ley Federal de Educación. La Ley Federal de Educación en su Título II – Principios generales – Capítulo I “De la política Educativa”, en su Artículo 5 dice “El Estado nacional deberá fijar los lineamientos de la política educativa respetando los siguientes derechos, principios y criterios: a) El fortalecimiento de la identidad nacional atendiendo a las idiosincrasias locales, provinciales y regionales; b) El afianzamiento de la soberanía de la Nación; ... d) El desarrollo social, cultural, científico, tecnológico y el crecimiento económico del país... Por su parte, en el Capítulo II “Del sistema educativo nacional” en el artículo 6º señala “El sistema educativo posibilitará la formación integral y permanente del hombre y la mujer, con vocación nacional, proyecto regional y continental y visión universal, que se realicen como personas en las dimensiones cultural, social, estética, ética y religiosa, acorde con sus capacidades, guiados por los valores de vida, libertad, bien, verdad, paz, solidaridad, tolerancia, igualdad y justicia. Capaces de elaborar por decisión existencial, su propio proyecto de vida, ciudadanos responsables, protagonistas críticos, creadores y transformadores de la sociedad, a través del amor, el conocimiento y el trabajo. Defensores de las instituciones democráticas y del medio ambiente.”

3.3.- Ley Provincial de Educación de Entre Ríos (9.330) El artículo 6º señala entre los principios generales de la educación para el Estado entrerriano: a) Afianzar la libertad, la independencia y la soberanía nacional... c) Acrecentar la identidad nacional a partir de la peculiar realidad provincial y regional en el contexto latinoamericano y en el mundo... f) Resguardar y enriquecer el patrimonio natural, cultural, científico y tecnológico... El mismo artículo entre los objetivos primordiales de la educación para el Estado entrerriano dice: “...e) Que conozcan las peculiaridades de la región, sus tradiciones, sus valores culturales, su historia, su ecología y geografía, sus instituciones, sus leyes y la integración de Entre Ríos en la realidad regional, así como su identificación indisoluble con la Nación Argentina y su proyección en América Latina y el mundo. ... h) capaces de producir bienes materiales e inmateriales, aptos y apropiados para satisfacer la diversidad de legítimas necesidades individuales y colectivas existentes en la sociedad; ... i) Responsables en la construcción de un espacio para el encuentro y el intercambio permanente, atendiendo a las expectativas comunitarias de comunicación y crecimiento cultural, coordinando y articulando el proceso educativo con los demás procesos emergentes de la realidad social; ... j) Capaces de utilizar creativamente su tiempo de ocio”.

3.4.- Normativas varias. Existen además a lo largo y a lo ancho del país multitud de resoluciones, de nivel municipal y provincial que propician la difusión y la inclusión del tango en las currículas escolares.

4.- Sus posibilidades como eje horizontal integrador


Queremos ahora incursionar en las riquísimas e ilimitadas posibilidades que brindará la inserción del tango como eje transversal integrador en la currícula escolar. Demostraremos su validez como eje conductor de experiencias y sus íntimas relaciones con la mayor parte de las áreas curriculares; también su importancia como uno de los aspectos culturales que más pueden contribuir al afianzamiento de la identidad personal, regional y nacional (otra es el folclore); a su vez su importancia en el desarrollo psico físico de los niños, los adolescentes y los jóvenes. Para fundamentar estas afirmaciones partimos de un meticuloso análisis de los diseños curriculares de EGB y polimodal, tanto de la nación como de la provincia de Entre Ríos:

4.1.- Enfoque epistemológico: El conocimiento es una construcción social. No es una sumatoria de saberes sino el producto objetivado y contradictorio de procesos sociales, históricos, culturales y psicológicos, que sólo es posible gracias a la práctica social del individuo. Y precisamente una de las fuentes inagotables de esa construcción son las producciones culturales del pueblo, entre otras el tango y el folclore.

4.2.- Enfoque pedagógico: Una persona se apropia de un conocimiento en la medida que puede establecer relaciones no solo cognitivas sino en su campo de experiencia, o que logre encontrar nuevas aplicaciones y operar con él como instrumento para su obrar presente o futuro. Asimismo, todos los sujetos son sujetos-culturales y la escuela representa un lugar de encuentro de culturas que habrá de favorecer, por parte de todos los actores implicados, el reconocimiento y la afirmación de experiencias culturales, muchas veces contradictorias entre sí. Tomar ejes integradores son un desafío para los trabajadores de la educación. El folclore y el tango, con su enorme riqueza de experiencias culturales y relacionales populares, pueden cumplir ese papel.

4.3.- Enfoque psicológico: La niñez es una etapa donde comienza a afirmarse el conocimiento del propio cuerpo y de sus movimientos. La adolescencia es un periodo de transición entre la infancia y la edad adulta en el que la persona incorpora los roles, valores y expectativas de los adultos de su sociedad. En este tránsito se producen conflictos en torno a la identidad, los valores y las relaciones personales y grupales. En esta transición es fundamental que se afiance su proceso de identificación no sólo con valores que conformen su identidad personal, sino también su identidad como integrante de una sociedad, un lugar, una nación. El conocimiento de hechos culturales producidos por nuestro pueblo y la adhesión a sus prácticas constituyen una fuente segura de afirmación de una identidad personal, social, regional y nacional que los distinga y enorgullezca.

4.4.- Principios de la Educación General Básica, del polimodal y del nivel terciario y/o universitario: Partimos de considerar al alumno “…como persona capaz de desarrollar sus potencialidades cognitivas, socio afectivas, expresivas, motrices y éticas significa un ser humano que selecciona, asimila, procesa, interpreta y confiere significaciones a los estímulos y configuraciones de estímulos, interpreta por sí mismo las señales y signos que definen situaciones, que advierte y anticipa problemas, sus posibles causas y consecuencias, busca y emplea información.” Leemos en los diseños curriculares de la Educación General Básica: 

a) En su fundamentación general: ”La educación debe constituirse en un factor esencial de transformación social, en instrumento válido para la recuperación de los valores propios de nuestra identidad cultural, el desarrollo del espíritu crítico y reflexivo de las actitudes y capacidades para la vida social y productiva, la interacción comunicacional y la participación ciudadana. Corresponde a la actividad educativa proveer a las personas de condiciones básicas para la participación plena de la vida en sociedad...”

b) En el marco cultural-social “... la educación cumple la función de crear y recrear permanente y progresivamente la cultura. En este proceso consideramos fundamental tender al fortalecimiento de la identidad cultural, a través de la definición de espacios para la producción y resignificación del acervo histórico social y cultural, a la vez que se respetan las diferencias y la riqueza cultural de los diferentes colectivos sociales...” “... En este contexto, la educación aparece articulada por este fenómeno social por excelencia, que es la cultura...” “...Sobre la base de este mismo principio se debe pensar la integración de las provincias al contexto nacional, al Mercosur y al mundo. En efecto, la creación y la recreación de la cultura debe partir de resignificar nuestra realidad circundante reconociendo lo regional de partida de la integración a otros contextos”. Tanto el tango como el folclore, como expresiones culturales regionales y nacionales, son capaces de contribuir al fortalecimiento de la identidad regional y nacional y hacernos fuerte en el contexto global.

c) Entre sus propósitos específicos encontramos: “...cumplir la función socializadora en un marco de respeto por la diversidad social y cultural... reconocer y valorar la diversidad socio-cultural en relación a las costumbres, valores, tradiciones, creencias religiosas y formas de organización social ... promover conocimientos específicos en relación con los lenguajes y los productos artísticos que favorezcan la sensibilización, la expresión y otras formas de construcción de conocimientos a través de los procesos de producción artística, de percepción estética y de reflexión artística ... Desempeñar una función orientadora, ampliando los ámbitos de experiencia de los alumnos/as para que puedan perfilar decisiones vinculadas con sus proyectos de vida, y de esta manera contribuir a ampliar los horizontes ... Desarrollar una concepción de la educación física totalizadora que aborde todos los aspectos de la personalidad de los niños, que tenga en cuenta el cuerpo, sus movimientos y la relación de estos aspectos con la práctica social de los educandos” Esta selección de fundamentos y principios apuntan a los más relacionados con nuestra propuesta y encuentran en la posibilidad de establecerla como eje horizontal integrador de experiencias colectivas escolares aspectos que serán centrales en la conformación de una identidad personal, regional y nacional fuerte en contenidos.

4.5) Contenidos actitudinales de la educación: En los diseños curriculares de educación observamos contenidos actitudinales que apuntan al desarrollo personal; desarrollo socio-comunitario; del conocimiento científico-tecnológico y de la expresión y la comunicación. En lo personal se señala: “Valoración de la vida, el bien, la verdad, la paz, el respeto, la igualdad y la justicia... “...autonomía, creatividad y perseverancia en el planteo y la búsqueda de soluciones a los problemas, en la toma de decisiones y en el diseño y concreción de proyectos...”; en el desarrollo socio comunitario se reflexiona sobre: “... valoración y compromiso con el uso racional de los recursos naturales, la preservación y cuidado del ambiente natural, la preservación y el cuidado del ambiente natural, social y cultural, para la sociedad actual y las futuras generaciones...” “...valoración de la identidad y cultura nacionales, y reconocimiento y valoración de otras culturas...” En el desarrollo de la expresión y la comunicación se lee “... valoración de la lengua en sus aspectos expresivos, representaciones y estéticos...” “... valoración de los diferentes lenguajes que posibilitan la expresión y la comunicación ...” “... valoración del intercambio plural de ideas en la elaboración de conocimientos, y como fuente de aprendizaje...” “...actitud crítica y reflexiva ante los mensajes de los medios de comunicación.” Este cúmulo de apreciaciones dan significación a nuestra propuesta de selección de temas que contribuyan a dar coherencia y solidez en la formación de un hombre con una fuerte identidad regional/nacional inserto en el mundo global”.


Por todo ello, señor presidente, considero de interés la sanción de este proyecto de ley.

Danilo Kilibarda

ANEXO: ANTECEDENTES LEGISLATIVOS

1. Texto del proyecto de ley por iniciativa popular. Presentado por Asociación Civil sin Fines de Lucro “Proyectotango”.

Artículo 1º.- Inclúyase la enseñanza del Tango en sus distintos aspectos: música, letra, danza, representaciones plásticas, en el diseño. curricular de nivel inicial y primario de enseñanza en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Artículo 2º.- Convóquese a las instituciones y personalidades ligadas al Tango y a las ONGS, también vinculadas, para elaborar en conjunto las formas de capacitación y la cartilla de instrucciones para docentes.

Artículo 3º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Proyecto de ley original expte. nº 16.913 – SEN

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de 

Ley:

Artículo 1º.- Adhiérese la Provincia de Santa Fe a la Ley nacional 24.684.

Artículo 2º.- Declárase de interés provincial y patrimonio cultural a todas las actividades que tengan por finalidad la promoción y difusión de la música nativa, expresiones folklóricas y el tango comprendiendo:

a) Los estudios e investigaciones artísticas, científicas e históricas.

b) La enseñanza y divulgación.

c) La conservación de documentos, objetos, lugares y monumentos que guarden relación significativa con el folklore y el tango y sus creadores e intérpretes.

d) Las ediciones literarias, musicales o audiovisuales, cualquiera sea el soporte técnico de las mismas y las obras artísticas o científicas vinculadas.

e) Las exposiciones de artes plásticas.

f) Los festivales musicales o espectáculos promocionales.

g) La construcción de instrumentos musicales característicos.

Artículo 3º.- El Ministerio de Educación, en un plazo de 180 días de la promulgación de la presente ley, incorporará en los planes de estudio de todos los niveles educativos, la enseñanza del tango y el folklore, la que estará a cargo de la cátedra de Música.

Artículo 4º.- Las dependencias del Estado provincial encargadas de la promoción y difusión de la cultura y el turismo interior o exterior, deberán incluir en sus programas y material informativo, referencias de la música nativa, el folklore y el tango.

Artículo 5º.- Autorízase al Poder Ejecutivo para eximir de obligaciones impositivas a todas las actividades y expresiones comprendidas en la presente ley, cuando fueren realizadas por organismos oficiales o entidades privadas sin fines de lucro.

Artículo 6º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Cámara de Senadores, 11 de mayo de 2006.

Paulichenco – Bielsa

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto de ley en general.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueban los artículos 1º al 6º; artículo 7º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consecuencia, recibe media sanción y se comunica al Senado.

SR. KILIBARDA EÍ "PJ KILIBARDA, Danilo" .– Pido la palabra.


Señor presidente, solicito que se agregue a los antecedentes un proyecto venido en revisión del Senado con media sanción, sobre el mismo tema, de la misma materia, de autoría del senador Pucheta (Expte. Nº 16.913 – SEN).

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Así se hará señor diputado.

10.4 Convenio con Nuevo Banco de Santa Fe (Programa de Asistencia Financiera al Sector Productivo Porcino y Avícola): aprobación

(Proyecto de ley – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 4.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Agricultura y Ganadería ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 18.746 – PE – Mensaje Nº 3270); por el cual se aprueba en todos sus términos el Convenio suscripto entre el Gobierno de la Provincia y el Nuevo Banco de Santa Fe S.A., el día 18 de octubre de 2006 (Programa de Asistencia Financiera al Sector Productivo Porcino y Avícola); y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante os aconseja le prestéis aprobación al proyecto.

 EÍ "zlExpte. Nº 18.746 – PE\: Convenio con Nuevo Banco de Santa Fe (Programa de Asistencia Financiera al Sector Productivo Porcino y Avícola)\: aprobación" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.- Apruébase en todos sus términos el Convenio suscripto entre el Gobierno de la Provincia de Santa Fe, presentada por el señor Ministro de la Producción y el Nuevo Banco de Santa Fe S.A., el día 18 de octubre de 2006, en su carácter de adjudicatario de cupos crediticios con subsidio de tasa según la Resolución Nº 401/06 del Ministerio de la Producción, con motivo de la implementación del Programa de Asistencia Financiera al Sector Productivo Porcino y Avícola.


Dicho convenio fue aprobado por Decreto Nº 3193/06 e inscripto en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales el día 25-10-06, bajo el Nº 2928, Folio 66, Tomo VI, que se agrega como anexo y forma parte integrante de la presente ley.

Artículo 2º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 18 de abril de 2007.

Scataglini – Pividori – Venesia – Reynoso

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 18.746 – PE – Mensaje Nº 3270); por el cual se aprueba en todos sus términos el Convenio suscripto entre el Gobierno de la Provincia de Santa Fe y el Nuevo Banco de Santa Fe S.A., en fecha 18 de octubre de 2006, en su carácter de adjudicatario de cupos crediticios con subsidio de tasas según la Resolución Nº 401/06 del Ministerio de la Producción, con motivo de la implementación del Programa de Asistencia Financiera al Sector Productivo Porcino y Avícola; y, luego de los estudios realizados, y que cuenta con dictamen precedente de la Comisión de Agricultura y Ganadería, esta comisión os aconseja le prestéis aprobación al proyecto remitido por el Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 31 de mayo de 2007.

Peirone – Riestra – Maguid – Venesia – Mionis – Marcucci

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 18.746 – PE – Mensaje Nº 3270), por el cual se aprueba en todos sus términos el Convenio suscripto entre el Gobierno de la Provincia y el Nuevo Banco de Santa Fe S.A., el 18 de octubre de 2006 (Programa de Asistencia Financiera al Sector Productivo Porcino y Avícola). Y atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de las comisiones de Agricultura y Ganadería y de Presupuesto y Hacienda, ésta ha resuelto adherir a los mismos, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 6 de junio de 2007.

Esquivel – Meotto – Kilibarda – Benas – Lacava – Dehesa – Lamberto – Liberati

Mensaje Nº 3.270

Santa Fe, 14 de marzo de 2007

A la 

Legislatura de la Provincia

Sala de Sesiones


Se remite a vuestra consideración, tratamiento y sanción al adjunto proyecto de ley aprobando el convenio suscripto entre el Gobierno de la Provincia de Santa Fe, representada por el Ministro de la Producción y el Nuevo Banco de Santa Fe S.A., el día 18 de octubre de 2006.


El mismo se suscribió con motivo de la implementación del Programa de Asistencia Financiera al Sector Productivo Porcino y Avícola, cuyo objetivo principal es otorgar asistencia financiera para los destinos previstos en el artículo 2º de la Resolución Nº 305/06 del Ministerio de la Producción, a los productores de los sectores porcino y avícola que posean sus explotaciones radicadas dentro de la provincia de Santa Fe.


Al respecto y teniendo en cuenta las necesidades de financiamiento compatibles en sus plazos y tasas con las características de los procesos productivos y comerciales del rubro, es que se ha diseñado una asistencia en condiciones similares a las que obtiene el sector de grandes productores, subsidiando un porcentaje de la tasa de interés que deberán pagar a través del procedimiento estipulado por el Decreto Provincial Nº 0103/05.


Como resultado del proceso de adjudicación de cupos crediticios, realizados conforme la Resolución Nº 305/06, ha sido adjudicatario de un cupo de crédito con subsidio de tasa a cargo de la Provincia la entidad bancaria con la cual se suscribió el respectivo convenio, en el marco del Programa de Asistencia Financiera al Sector Productivo Porcino y Avícola, en virtud de los artículos 1º y 2º de la Resolución Nº 401/06 del Ministerio de la Producción.


Se adjunta Expediente Nº 00701-0060796-0 y agregado Nº 00701-0064959-7 del Sistema de Información de Expedientes.

Ceretto – Obeid

la Legislatura de la provincia sanciona con fuerza de

ley:

Artículo 1º.- Apruébase en todos sus términos el Convenio suscripto entre el Gobierno de la Provincia de Santa Fe, representada por el señor Ministro de la Producción y el Nuevo Banco de Santa Fe S.A., el día 18 de octubre de 2006, en su carácter de adjudicatario de cupos crediticios con subsidio de tasas según Resolución Nº 401/06 del Ministerio de la Producción, con motivo de la implementación del Programa de Asistencia Financiera al Sector Productivo Porcino y Avícola.


Dicho convenio fue aprobado por Decreto Nº 3193/06 e inscripto en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales el día 25-10-06, bajo el Nº 2.928, Folio 66, Tomo VI, que se agrega como anexo y forma parte integrante de la presente ley.

Artículo 2º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Ceretto – Obeid

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general y en particular por constar de un solo artículo.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consecuencia, recibe media sanción y se comunica al Senado.

10.5 Convenio con el Incucai: ratificación

(Proyecto de ley – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 5.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 18.841 – PE – Mensaje Nº 3291), por el cual se ratifica el Convenio celebrado en fecha 13-09-06 entre el Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, el Ministerio de Salud y el Instituto Nacional Central Único Coordinador de Ablación e Implante (Incucai), con el objeto de implementar programas destinados a agentes del Registro Civil que efectúan consultas respecto de donación de órganos, y, no encontrando objeciones que formular al mismo, aconsejamos su aprobación.

 EÍ "zlExpte. Nº 18.841 – PE\: Convenio con el Incucai\: ratificación" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.- Ratifícase el Convenio celebrado en fecha 13 de septiembre de 2006 entre el Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, por la participación que le compete a la Dirección General del Registro Civil e Inspección de Justicia de Circuito y Comunal, el Ministerio de Salud, por la participación del Centro Único de Donación, Ablación e Implante de Organos (Cudaio) y el Instituto Nacional Central Único Coordinador de Ablación e Implante (Incucai), con el objeto de establecer procedimientos y estrategias comunicacionales destinadas a facilitar la tarea y optimizar la consulta que indica el artículo 20º de la Ley 24.193 mediante la implementación de programas de información, formación y capacitación destinados a agentes de la Dirección General del Registro Civil e Inspección de Justicia de Circuito y Comunal que efectúan la consulta respecto a la donación de órganos y tejidos.


Dicho convenio fue aprobado ad referéndum de esta Honorable Legislatura por Decreto del Poder Ejecutivo Nº 3120/06 e inscripto en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales el día 11 de octubre de 2006, con el Nº 2918, Folio 61, Tomo VI, cuyo texto, como Anexo en dos (2) folios se agrega e integra la presente.

Artículo 2º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 16 de mayo de 2007.

Pividori – Cavuto – Sánchez – Benítez – Baudín

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 18.841 – PE – Mensaje Nº 3291); por el cual se ratifica el Convenio celebrado en fecha 13 de septiembre de 2006, entre el Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, por la participación que le compete a la Dirección General del Registro Civil e Inspección de Justicia de Circuito y Comunal, el Ministerio de Salud, por la participación del Centro Único de Donación, Ablación e Implante de Organos (Cudaio) y el Instituto Nacional Central Único Coordinador de Ablación e Implante (Incucai), con el objeto de establecer procedimientos y estrategias comunicacionales destinadas a facilitar la tarea y optimizar la consulta que indica el artículo 20º de la Ley 24.193, mediante la implementación de programas de información, formación y capacitación destinados a agentes de la Dirección General del Registro Civil e Inspección de Justicia de Circuito y Comunal, que efectúan la consulta respecto a la donación de órganos y tejidos; y, luego de los estudios realizados y atento a que el proyecto cuenta con dictamen precedente de la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, esta comisión os aconseja adherir al mismo.

Sala de Comisión, 31 de mayo de 2007.

Peirone – Riestra – Maguid – Venesia – Mionis – Marcucci

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 18.841 – PE – Mensaje Nº 3291), por el cual se ratifica el Convenio celebrado en fecha 13-09-06 entre el Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, el Ministerio de Salud y el Instituto Nacional Central Unico Coordinador de Ablación e Implante (INCUCAI), con el objeto de implementar programas destinados a agentes del Registro Civil que efectúan consultas respecto de la donación de órganos. Y atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Presupuesto y Hacienda, ésta ha resuelto adherir al mismo, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 6 de junio de 2007.

Esquivel – Meotto – Kilibarda – Benas – Lacava – Dehesa – Lamberto – Liberati

Mensaje Nº 3.291

Santa Fe, 13 de abril de 2007.

A la

Legislatura de la Provincia

Sala de Sesiones


Se remite a vuestra consideración, tratamiento y sanción, el adjunto proyecto de ley por el que se propicia la aprobación del convenio celebrado en fecha 13 de septiembre de 2006 entre el Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, por la participación que le compete a la Dirección General del Registro Civil e Inspección de Justicia de Circuito y Comunal, el Ministerio de Salud, por la participación del Centro Unico de Donación, Ablación e Implante de Organos (Cudaio) y el Instituto Nacional Central Unico Coordinador de Ablación e Implante (Incucai).


Dicho convenio tiene por objeto establecer procedimientos y estrategias comunicacionales destinadas a facilitar la tarea y optimizar la consulta que indica el artículo 20 de la Ley 24.193 mediante la implementación de programas de información, formación y capacitación destinados a agentes de la Dirección General del Registro Civil e Inspección de Justicia de Circuito y Comunal que efectúan la consulta respecto a la donación de órganos y tejidos.


Se adjunta expediente Nº 00201-0112780-8 del Sistema de Información de Expedientes.


Dios guarde a V.H.

Simoncini – Obeid 

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general y en particular por constar de un solo artículo.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consecuencia, recibe media sanción y se comunica al Senado.

10.6 Ley Nº 11.258 (Régimen de Disposición de Cadáveres no Reclamados por Familiares): modif. arts. 3º, 5º, 6º, 7º y 10

(Proyecto de ley – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 6.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 17.640 – PJ), del diputado Kilibarda, por el cual se modifican los artículos 3º, 5º, 6º, 7º y 10 de la Ley 11.258 (régimen de disposición de cadáveres no reclamados por familiares), y, por la razones que dará el miembro informante, aconsejamos prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "ZLExpte. Nº 17.640 – PJ Y Nº 18.990 – Sen: Ley Nº 11.258 (Régimen de Disposición de Cadáveres no Reclamados por Familiares)\: modif. arts. 3º, 5º, 6º, 7º y 10" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.- Modifícase el Artículo 3º de la Ley Nº 11.258 sobre el “Régimen de disposición de cadáveres no reclamados por familiares”, el que quedará redactado de la siguiente manera:


“Artículo 3º.- Facúltase al Ministerio de Salud a suscribir convenios para la entrega de cadáveres con la Facultad de Ciencias Médicas de la Universidad de Rosario y con la Escuela de Ciencias Médicas de la Universidad Nacional del Litoral.


Los convenios a suscribirse, esencialmente, individualizarán en sus cláusulas los centros asistenciales incluidos en el presente régimen, condiciones de entrega, asunción de gastos emergentes y contingentes y toda otra responsabilidad y obligación que surja de la presente ley.”

Artículo 2º.- Modifícase el cuarto párrafo del Artículo 5º de la Ley Nº 11.258, el que quedará redactado de la siguiente manera:


“Transcurrido este plazo se avisará en forma fehaciente a uno de los establecimientos educativos con el que haya suscripto convenio el Ministerio de Salud para que en el término de diez (10) días corridos retire el cadáver; caso contrario, ese cadáver quedará excluido del régimen de esta ley.”

Artículo 3º.- Modifícase el Artículo 6º de la Ley Nº 11.258, el que quedará redactado de la siguiente manera:


“Artículo 6º.- Para proceder a la utilización del cadáver con fines docentes o de investigación, la autoridad de aplicación deberá hacer entrega a las autoridades del establecimiento educativo de todos los trámites administrativos realizados, partida de defunción y constancia de publicación.”

Artículo 4º.- Modifícase el Artículo 7º de la Ley Nº 11.258, el que quedará redactado de la siguiente manera:


“Artículo 7º.- Los cadáveres sometidos a la autopsia que pueden ser remitidos a los establecimientos educativos con los que se haya suscripto convenio, deberán cumplimentar los requisitos establecidos en el art. 5º.” 

Artículo 5º.- Modifícase el Artículo 10 de la Ley Nº 11.258, el que quedará redactado de la siguiente manera:


“Artículo 10.- La autoridad de aplicación de esta ley será el Ministerio de Salud”.

Artículo 6º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 29 de noviembre de 2006.

Pividori – Bonfatti – Cavuto – Sánchez – Baudín – Gutiérrez

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 17.640 – PJ), autoría del diputado Kilibarda, por el cual se modifican los artículos 3º, 5º, 6º, 7º y 10 de la Ley 11.258 – Régimen de Disposición de Cadáveres no Reclamados por Familiares; y su acumulado el proyecto de ley (Expte. Nº 18.990 – Senado), Venido en revisión, autoría del senador Capitani, por el cual se modifican los artículos 2º y 3º de la Ley 11.528 (Régimen para la Disposición de Cadáveres). Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto mencionado en primer término cuenta con despacho precedente de la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social y el segundo de ellos con media sanción de la Cámara de Senadores, esta comisión ha resuelto adherir al texto emitido por la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 6 de junio de 2007.

Esquivel – Liberati – Kilibarda – Meotto – Benas – Lacava – Dehesa – Lamberto

Proyecto de ley original (expte. nº 17.640 – PJ)

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.- Modifícase el artículo 3º de la Ley Nº 11.258 sobre el “Régimen de disposición de cadáveres no reclamados por familiares”, el que quedará redactado de la siguiente manera:


“Art. 3º.- Facúltase al Ministerio de Salud a suscribir convenios para la entrega de cadáveres con la Facultad de Ciencias Médicas de la Universidad de Rosario, con la Escuela de Ciencias Médicas de la Universidad Nacional del Litoral, y con otros establecimientos reconocidos oficialmente que estén dedicados a la enseñanza de la medicina.


Los convenios a suscribirse, esencialmente, individualizarán en sus cláusulas los centros asistenciales incluidos en el presente régimen, condiciones de entrega, asunción de gastos emergentes y contingentes y toda otra responsabilidad y obligación que surja de la presente ley.”

Artículo 2º.- Modifícase el cuarto párrafo del artículo 5º de la Ley Nº 11.258, el que quedará redactado de la siguiente manera:


“Transcurrido este plazo se avisará en forma fehaciente a uno de los establecimientos educativos con el que haya suscripto convenio el Ministerio de Salud para que en el término de diez (10) días corridos retire el cadáver; caso contrario, ese cadáver quedará excluido del régimen de esta ley.”

Artículo 3º.- Modifícase el artículo 6º de la Ley Nº 11.258, el que quedará redactado de la siguiente manera:


“Art. 6º.- Para proceder a la utilización del cadáver con fines docentes o de investigación, la autoridad de aplicación deberá hacer entrega a las autoridades del establecimiento educativo de todos los trámites administrativos realizados, partida de defunción y constancia de publicación”.
Artículo 4º.- Modifícase el artículo 7º de la Ley Nº 11.258, el que quedará redactado de la siguiente manera:


“Art. 7º.- Los cadáveres sometidos a la autopsia que pueden ser remitidos a los establecimientos educativos con los que se haya suscripto convenio, deberán cumplimentar los requisitos establecidos en el Art. 5º.” 

Artículo 5º.- Modifícase el Artículo 10 de la Ley Nº 11.258, el que quedará redactado de la siguiente manera:


“Art. 10.- La autoridad de aplicación de esta ley será el Ministerio de Salud.” 

Artículo 6º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


Recientemente, la Asamblea Universitaria de la Universidad Nacional del Litoral aprobó la creación de la Escuela de Ciencias Médicas. La nueva unidad académica tendrá su sede administrativa en Santa Fe y dependerá directamente del Rectorado de la Universidad. Contará con un Director, una Comisión Asesora integrada por representantes de los estamentos docentes, graduados, estudiantes y no docentes, y una Comisión de Articulación con las demás unidades académicas de la UNL.


El Ministerio de Educación de la Nación hará intervenir a la Comisión Nacional de Evaluación y Acreditación Universitaria (Coneau), entidad que acreditará la carrera, en tanto el ministerio será el responsable de aprobar el plan de estudios. Más allá de las polémicas suscitadas en torno a la implementación y aprobación de esta escuela, lo cierto es que el alumnado necesita disponer de los medios necesarios para llevar adelante el plan de estudios de la carrera. Y una de las necesidades será el contar con cadáveres para realizar disecciones en el estudio de la anatomía humana y otras materias médicas, experiencia educativa mucho más rica que la más brillante clase teórica.


Oportunamente, por Resolución 1010/93, el Ministerio de Salud de la Provincia de Santa Fe creó una Comisión de Asesoramiento a fin de estudiar la problemática de la utilización de cadáveres humanos con fines didácticos y científicos, cuyo trabajo concluyó con un anteproyecto de la ley que ahora se proyecta reformar. Esta comisión recordó que las facultades de medicina han utilizado siempre cadáveres humanos para la enseñanza, considerándose indispensable ese uso en la formación médica. Tanto hospitales públicos como oficinas médicas legales del Poder Judicial suministraban aquellos cuerpos que no eran reclamados. Esta práctica se regula por primera vez con el dictado del Decreto Provincial Nº 4790/67, que estableció: “...los cadáveres de todas aquellas personas fallecidas en hospitales de la sanidad provincial que no fueran reclamadas o retiradas por deudos conocidos, o responsables dentro de 10 días de ocurrido el deceso quedará a disposición de la Facultad de Ciencias Médicas de la Universidad Nacional del Litoral, para fines de investigación y experimentación por parte de profesores y alumnos”. El proceso previsto en esta norma estuvo vigente aproximadamente hasta 1980, año en que dejaron de funcionar las cámaras de conservación de la facultad. Previo a ello, ya había decrecido la aceptación de material cadavérico no identificado por la “imprecisión oficial” acerca de la procedencia de los mismos.


Lo cierto es que desde inicio de los ochenta y hasta mediados de la década del noventa los efectores públicos y los organismos del Poder Judicial no derivaron cadáveres con la regularidad de otros años. Recién en 1995, con el dictado de la Ley 11.258, se dio un nuevo marco normativo a dicha práctica, aunque teniendo como única destinataria a la Facultad de Ciencias Médicas de la Universidad Nacional de Rosario.


Con este proyecto procuramos la reforma de esas disposiciones, que regulan lo concerniente al “Régimen de disposición de cadáveres no reclamados por familiares”, incluyendo a la novísima Escuela de Ciencias Médicas como una de las posibles beneficiarias de la misma. Se han corregido las normas necesarias a tal fin, permitiendo también la incorporación al régimen de la ley de otros institutos reconocidos oficialmente que estén dedicados a la enseñanza de la medicina (cf. Art. 1º).


La enseñanza de la medicina en la actualidad suele verse facilitada en otros países por la incorporación de modernos elementos por la tecnología: videoconferencias con otras facultades, o que permiten presenciar en tiempo real una cirugía que tiene lugar a cientos de kilómetros –incluso, interactuando con el cirujano–, la incorporación de novedosos programas y software que compendian el conocimiento en la materia. En nuestros establecimientos educativos, inmersos en otra realidad, se sustenta aún en gran medida en las prácticas efectuadas sobre materiales cadavéricos. Este proyecto procura que los mismos sean distribuidos en forma equitativa entre los distintos establecimientos que suscriban convenios con la autoridad de aplicación. Es por ello que solicito a mis pares que me acompañen con su voto en la aprobación del mismo.
Danilo Kilibarda

Proyecto de ley original (expte. nº 18.990 – SEN)

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.- Modifícase el artículo 2º de la ley 11.258, el cual quedará redactado de la siguiente manera:


"Artículo 2º.- Sólo se podrá disponer de hacer entrega de los cadáveres, a que refiere el artículo anterior bajo las condiciones y procedimientos que se establecen a continuación, a instituciones públicas y privadas reconocidas oficialmente, que tengan por objeto la enseñanza e investigación en medicina".

Artículo 2º.- Modifícase el artículo 3º de la ley 11.258, el cual quedará redactado de la siguiente manera:


"Artículo 3º.- Facúltase al Ministerio de Salud a suscribir convenios para la entrega de cadáveres, con las facultades de Ciencias Médicas de la Provincia de Santa Fe reconocidas oficialmente. El convenio a suscribirse, esencialmente individualizará en sus cláusulas los centros asistenciales incluidos en el presente régimen, condiciones de entrega, asunción de gastos emergentes y contingentes, y toda otra responsabilidad u obligación que surja de la presente ley".

Artículo 3º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Cámara de Senadores, 10 de mayo de 2007 

Paulichenco – Spinozzi

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Pido la palabra.


En el momento de discutirlo en la Comisión anticipé mis reservas sobre este tema. Cuando se trató la ley mereció un debate kilométrico, que terminó dividiendo los bloques hasta por cuestiones de conciencia, sobre la utilización de cadáveres para la práctica de la medicina. Ya en aquella época, hace aproximadamente 10 años, los entendidos sostenían que hay sustitutos artificiales que son, incluso, mejores. 


El tema es que en la ley se habían cometido errores. Por ejemplo, se habla de muerte natural cuando la legislación de fondo no distingue, de manera tal que, ya que se le iba a hacer una modificación, era la oportunidad de ver con detenimiento y mejorar, incluso, jurídicamente la Ley Nº 11.258.


El argumento de incorporar a la Universidad Nacional del Litoral, que brinda la carrera en esta zona, era oportuno, pero en función de que no prosperó mi sugerencia de abocarnos a otros temas, solicito al Cuerpo me autorice para abstenerme en la votación de esta ley.

SR. KILIBARDA EÍ "PJ KILIBARDA, Danilo" .– Pido la palabra.


Señor presidente, quiero aclarar el alcance y el sentido del proyecto, más allá de la discusión filosófica que pueda merecer la Ley Nº 11.258, simplemente ampliábamos mediante este proyecto la posibilidad de que también la Escuela de Ciencias Médicas de la Universidad Nacional del Litoral pueda suscribir los mismos convenios que suscribe la Facultad de Medicina de la Universidad Nacional de Rosario.


Este proyecto se cruzó con un proyecto que tiene media sanción del Senado, que es más amplio ya que posibilitaba también que a Universidades o Institutos privados se le permitiera realizar este tipo de convenios. Las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Asuntos Constitucionales y Legislación General mantuvieron el criterio más restringido. También se actualiza la autoridad de aplicación que es el Ministerio de Salud, porque ha cambiado el nombre del Ministerio, desde la fecha en que se sancionó la Ley Nº 11.258.

SRA. GUTIÉRREZ EÍ "ARI GUTIÉRREZ, Alicia" .– Pido la palabra.


El diputado Kilibarda ya dijo lo que yo quería decir, que es que en la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social suprimimos lo de las universidades privadas, porque el proyecto era más amplio.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción de autorización para abstenerse en la votación, formulada por el señor diputado Mascheroni.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley en general.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueban los artículos 1º al 5º; artículo 6º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consecuencia, recibe media sanción y se comunica al Senado.

10.7 Mejoramiento de enseñanza y aprendizajes de alumnos de Nivel Medio/EGB y Polimodal: aprobación convenio

(Proyecto de ley – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 7.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 18.994 – PER – Mensaje Nº 3200 – Venido en revisión), presentado por el Poder Ejecutivo, por el cual se aprueba el Convenio Marco celebrado el 25 de febrero de 2005 entre el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología de la Nación y el Ministerio de Educación de la Provincia de Santa Fe, en relación al mejoramiento de la enseñanza y los aprendizajes de alumnos de Nivel Medio/EGB 3 y Polimodal; y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al presente proyecto sin modificación.

 EÍ "ZLExpte. Nº 18.994 – PER\: Mejoramiento de enseñanza y aprendizajes de alumnos de Nivel Medio/EGB y Polimodal\: aprobación convenio" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.- Apruébase el Convenio Marco celebrado el 25 de febrero de 2005 entre el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología de la Nación, representado por su titular, Lic. Daniel Filmus y el Ministerio de Educación de la Provincia de Santa Fe, representado por su entonces titular, Prof. Carola Nin; e inscripto en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales -Decreto Nº 1767/84- Dirección de Técnica Legislativa, el 10 de junio de 2005, al Tº V, Fº 137, bajo el Nº 2471, aprobado por el Poder Ejecutivo provincial mediante Decreto Nº 927/06, cuya copia en once (11) fojas forma parte de la presente.

Artículo 2º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 30 de mayo de 2007.

Costa – Benas – Kilibarda – Albónico – Reynoso

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 18.994 – PE – Mensaje Nº 3200), por el cual se aprueba el Convenio Marco celebrado el 25-02-05 entre el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología de la Nación y el Ministerio de Educación de la Provincia (Mejoramiento de la Enseñanza y los Aprendizajes de Alumnos de Nivel Medio/EGB y Polimodal). Y atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación, ésta ha resuelto adherir al mismo, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 6 de junio de 2007.

Esquivel – Kilibarda – Meotto – Benas – Lacava – Dehesa – Liberati – Lamberto

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general y en particular por constar de un solo artículo.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consecuencia, recibe sanción definitiva y se comunica al Poder Ejecutivo.

10.8 Saneamiento de áreas productivas afectadas por los excedentes hídricos: aprobación convenio

(Proyecto de ley – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 8.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de ley (Expte. Nº 18.624 – PE – Mensaje Nº 3243), presentado por el Poder Ejecutivo, apruébase el Convenio Nº 2933, celebrado el día 24/10/06 entre el Consejo Federal de Inversiones (CFI) y el Sr. Gobernador Ing. Jorge A. Obeid, respectivamente, (saneamiento de áreas productivas afectadas por los excedentes hídricos en el ámbito de la Pcia. de Santa Fe); atento a los fundamentos expuestos por el autor del mismo, los antecedentes que corren agregados al expediente citado, dándolos aquí por reproducidos, formando parte del presente dictamen y las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación.

 EÍ "ZLExpte. Nº 18.624 – PE\: Saneamiento de áreas productivas afectadas por los excedentes hídricos\: aprobación convenio" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.- Apruébase el Convenio Nº 2933, celebrado el día 24 de Octubre de 2006 entre el Consejo Federal de Inversiones – CFI, representado por su Secretario General, Ing. Juan José Ciacera y el Señor Gobernador Ing. Jorge Alberto Obeid, respectivamente, con el fin de llevar a cabo el Saneamiento de Áreas Productivas afectadas por los Excedentes Hídricos en el ámbito de la Provincia de Santa Fe.


El documento suscripto, inscripto en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales el día 30 de octubre de 2006, bajo el Nº 2933, Folio 068, Tomo VI, se agrega como anexo y forma parte de esta ley. 

Artículo 2º -.Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 19 de abril de 2007.

Dehesa – Tomei – Jullier – Cavuto – Tibaldo – Peirone – Mionis

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 18.624 – PE – Mensaje Nº 3243); por el cual se aprueba el Convenio celebrado el día 24 de octubre de 2006, entre el Consejo Federal de Inversiones (CFI) y el Gobierno de la Provincia, con el fin de llevar a cabo el Saneamiento de Areas Productivas afectadas por los Excedentes Hídricos en el ámbito de la Provincia de Santa Fe; y, luego de los estudios realizados y atento a que el Proyecto cuenta con dictamen precedente de la Comisión de Obras y Servicios Públicos, esta comisión os aconseja le prestéis aprobación.

Sala de Comisión, 31 de mayo de 2007.

Peirone – Riestra – Maguid – Venesia – Mionis 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 18.624 – PE – Mensaje Nº 3243), por el cual se aprueba el Convenio Nº 2933, celebrado el día 24/10/2006, entre el Consejo Federal de Inversiones – CFI y el Señor Gobernador de la Provincia Ing. Jorge Alberto Obeid (Saneamiento de Areas Productivas afectadas por los Excedentes Hídricos). Y atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda, ésta ha resuelto adherir a los mismos, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 6 de junio de 2007.

Esquivel – Kilibarda – Meotto – Benas – Lacava – Dehesa

Mensaje Nº 3.243

Santa Fe, 31 de enero de 2007

A la

Legislatura de la Provincia

Sala de Sesiones


En la Carta de Constitución del CFI se establece que, el mismo fue creado como organismo permanente de investigación, coordinación y asesoramiento, encargado de recomendar las medidas necesarias para una adecuada política de inversiones y una mejor utilización de los distintos medios económicos conducentes al logro de un desarrollo basado en la descentralización, estando dotado para tal fin de personería jurídica, pudiendo adquirir todo tipo de bienes y darle el destino que considere conveniente, enajenarlos, y celebrar toda clase de contratos vinculados a sus funciones.


Al amparo de la preceptiva de creación, el CFI en fecha 04 de octubre de 2004 suscribió con esta Provincia un convenio de idéntica naturaleza al que aquí se propicia en el que se contemplaba: a) La colaboración con las políticas de creación de este Ministerio de Asuntos Hídricos (ordenamiento del territorio y medidas no estructurales, desarrollo de estudios y elaboración de proyectos acordes con el medio ambiente y el desarrollo sustentable, desarrollo de una plataforma de información básica, asistencia y control de los Comités de Cuenca); b) El mantenimiento de las acciones realizadas por convenios anteriores relacionadas con estudios integrales de la región de Bajos Submeridionales (seguimiento de proyectos presentados a los organismos financieros nacionales e internacionales, asistencia técnica a los requerimientos que surjan de las relaciones con las provincias Chaco y Santiago del Estero en materia hídrica, realización de proyectos de obras menores a ejecutar por los Comités de Cuenca, implementación de redes de medición y relevamientos básicos en áreas específicas para conformar un sistema de información geográfica, etc.). El convenio, asimismo, preveía la creación de un Comité Ejecutivo a cargo de la Dirección superior, integrado por el Ministro de Asuntos Hídricos, Subsecretarios y el Director de Recursos Financieros del CFI. En cuanto al presupuesto (que comprende gastos de funcionamiento y trabajos encomendados a terceros), el mismo es atendido exclusivamente con fondos aportados por el Consejo, correspondiendo a la Provincia el aporte de recursos humanos y medios materiales (automotores, equipos de informática, instrumental técnico, servicio telefónico e inmueble) que se individualizan en el Anexo III del mencionado acuerdo de voluntades.

El convenio que nos aboca en esta oportunidad posee idéntica naturaleza que su precedente, pudiendo resumirse su objeto en tareas de colaboración con el Ministerio de Asuntos Hídricos en la prestación de asistencia técnica al Consejo de Saneamiento Hídrico de Bajos Submeridionales. Queda conformada la Dirección y el Comité Operativo (cláusula segunda); se establece el plazo de vigencia (cláusula tercera); los aportes a cargo de cada una de las partes contratantes (cláusula cuarta y quinta) con directa referencia al convenio precedente (cláusula séptima), previéndose en un Anexo I el Plan de Trabajo y Presupuesto, un Anexo II Contrato de Locación de obra y un Anexo III con los Recursos Humanos, Medios y Prestaciones a proveer por la Provincia de Santa Fe (profesionales, técnicos y administrativos del Ministerio de Asuntos Hídricos).


Convencido de la necesidad de contar con la mayor información que nos permita concretar el monitoreo del complejo sistema hídrico regional y registrar las posibles variaciones que se producen, es que solicito a ustedes den tratamiento al proyecto que se adjunta.


Dios salve a VH.

Joaquín – Obeid

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general y en particular por constar de un solo artículo.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consecuencia, recibe media sanción y se comunica al Senado.

10.9 Convenio con Afip para incorporación en base de datos de Cuit, Cuil y CDI de titulares de inmuebles (aprobación)

(Proyecto de ley – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 9.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 18.672 – PE – Mensaje Nº 3262); por el cual se aprueba el Convenio suscripto entre el Gobierno de la Provincia de Santa Fe y la Administración Federal de Ingresos Públicos, en fecha 13 de diciembre de 2006, para incorporar en la base de datos del Servicio de Catastro e Información Territorial la CUIT, CUIL o CDI de los titulares de los bienes inmuebles de la Provincia y la utilización de dicha base por ambas partes; y, luego de los estudios realizados, esta comisión os aconseja le prestéis aprobación.

 EÍ "ZLExpte. Nº 18.672 – PE\: Convenio con Afip para incorporación en base de datos de Cuit, Cuil y CDI de titulares de inmuebles (aprobación)" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.- Apruébase el Convenio suscripto entre el Gobierno de la Provincia de Santa Fe y la Administración Federal de Ingresos Públicos, en fecha 13 de Diciembre de 2006 para incorporar en la base de datos del Servicio de Catastro e Información Territorial la CUIT, CUIL o CDI de los titulares de los bienes inmuebles de la Provincia y la utilización de dicha base por ambas partes.


El mencionado Convenio está inscripto en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales bajo el Nº 2996 en fecha 20 de Diciembre de 2006 al Folio 100, Tomo VI y forma parte de la presente ley.

Artículo 2º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 31 de mayo de 2007.

Peirone – Riestra – Maguid – Venesia – Mionis – Marcucci

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 18.672 – PE – Mensaje Nº 3262), por el cual se aprueba el Convenio suscripto en fecha 13-12-06, entre el Gobierno de la Provincia y la Administración Federal de Ingresos Públicos para incorporar en la base de datos del Servicio de Catastro e Información Territorial la CUIT, CUIL o CDI de los titulares de los bienes inmuebles de la Provincia y la utilización de dicha base por ambas partes. Y atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, ésta ha resuelto adherir al mismo, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 6 de junio de 2007.

Esquivel – Kilibarda – Meotto – Benas – Lacava – Dehesa – Liberati – Lamberto

Mensaje Nº 3.262

Santa Fe, 27 de febrero de 2007.

A la

Legislatura de la Provincia

Sala de Sesiones


Se eleva a vuestra consideración, tratamiento y sanción el adjunto proyecto de ley que aprueba el Acuerdo suscripto por el Gobierno de la Provincia de Santa Fe y la Administración Federal de Ingresos Públicos, en fecha 13 de diciembre de 2006. El mismo está inscripto en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales (Decreto Nº 1767/84) bajo el Nº 2.996 en fecha 20 de diciembre de 2006 al Folio 100, Tomo VI.


Dicho acuerdo refiere a las tareas necesarias para incorporar la CUIT, CUIL o CDI en la base de datos del Servicio de Catastro e Información Territorial, de los titulares de los bienes inmuebles de la Provincia y facilitar la utilización de los datos contenidos en dicha base a la Administración Federal de Ingresos Públicos, dentro del marco previsto en la Disposición Nº 142/05 (AFIP) de fecha 22 de marzo de 2005 y Disposición Nº 94/06 (AFIP) de fecha 07 de febrero de 2006.


Se adjunta expediente Nº 13401-0591826-8 del Registro del Sistema de Información de Expedientes.


Dios guarde a VH.

Agosto – Obeid

la Legislatura de la provincia sanciona con fuerza de

ley:

Artículo 1º.- Apruébase el Convenio suscripto entre el Gobierno de la Provincia de Santa Fe y la Administración Federal de Ingresos Públicos, en fecha 13 de diciembre de 2006 para incorporar en la base de datos del Servicio de Catastro e Información Territorial la CUIT, CUIL o CDI de los titulares de los bienes inmuebles de la Provincia y la utilización de dicha base por ambas partes.


El mencionado convenio está inscripto en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales bajo el Nº 2.996 en fecha 20 de diciembre de 2006 al Folio 100, Tomo VI y forma parte de la presente ley.

Artículo 2º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Agosto – Obeid

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general y en particular por constar de un solo artículo.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consecuencia, recibe media sanción y se comunica al Senado.

10.10 Convenio con el Comité de Auditoría Federal de la Red Federal de Control Policial: aprobación

(Proyecto de ley – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 10.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 18.623 – PE – Mensaje Nº 3242); por el cual se aprueba el Convenio de Coordinación y Cooperación Técnica celebrado el día 20 de noviembre de 2006, entre el Gobierno de la Provincia de Santa Fe y el Comité de auditoría Federal de la Red Federal de Control Público, con el objeto de integrar a la citada Dirección General a la Red Federal de Control Público, e integrarla al Comité de Auditoría Federal; aprobado por el Poder Ejecutivo a través del Decreto Nº 3628 de fecha 28 de diciembre de 2006; y, luego de los estudios realizados, esta comisión os aconseja le prestéis aprobación.

 EÍ "zlExpte. Nº 18.623 – PE\: Convenio con el Comité de Auditoría Federal de la Red Federal de Control Policial\: aprobación" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.- Apruébase el Convenio de Coordinación y Cooperación Técnica celebrado el día 20 de noviembre de 2006, entre el Gobierno de la Provincia de Santa Fe, representado por el señor Ministro Coordinador CPN Rubén Héctor Michlig y el Comité de Auditoría Federal de la Red Federal de Control Público, representado por el Síndico General de la Nación, Dr. Claudio Omar Moroni, con el objeto de integrar a la citada Dirección General a la Red Federal de Control Público, e integrarla al Comité de Auditoría Federal; aprobado por el Poder Ejecutivo a través del Decreto Nº 3628 de fecha 28 de diciembre de 2006.


El documento suscripto, inscripto en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales el día 23 de noviembre de 2006, bajo el Nº 2952, Folio 78, Tomo VI, se agrega como anexo y forma parte de esta ley.

Artículo 2º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 31 de mayo de 2007.

Peirone – Maguid – Venesia – Mionis

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 18.623 – PE – Mensaje Nº 3242), por el cual se aprueba el Convenio de Coordinación y Cooperación Técnica celebrado el 20/11/2006, entre el señor Ministro Coordinador de la Provincia y el Comité de Auditoría Federal de la Red Federal de Control Policial. Y atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, ésta ha resuelto adherir al mismo, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 6 de junio de 2007.

Esquivel – Kilibarda – Meotto – Lacava – Dehesa

Mensaje Nº 3242

Santa Fe, 31 de enero de 2007

A la

Legislatura de la Provincia

Sala de Sesiones


Se remite a vuestra consideración, tratamiento y sanción el adjunto proyecto de ley de aprobación del Convenio de Coordinación y Cooperación Técnica entre la Red Federal de Control Público y la Dirección General de Control de Gestión de la Subsecretaría de Planeamiento y Control, dependiente del Ministerio Coordinador, celebrado el día 20 de noviembre de 2006, entre el Gobierno de la Provincia de Santa Fe representado por el señor Ministro Coordinador, CPN Rubén Héctor Michlig y el Comité de Auditoría Federal de la Red Federal de Control Público, representado por el Síndico General de la Nación, Dr. Claudio Omar Moroni; con el objeto de integrar a la citada Dirección General a la Red Federal de Control Público, e incorporarla al Comité de Auditoría Federal; aprobado por el Poder Ejecutivo a través del Decreto Nº 3.628 de fecha 28 de diciembre de 2006.


El Convenio fue registrado en fecha 23 de noviembre de 2006 bajo el Nº 2.952, al folio 78, tomo VI del Registro de Tratados, Convenios y Contratos interjurisdiccionales – Decreto Nº 1.767/84.


Dios guarde V.H.

Michlig – Obeid

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1º.- Apruébase el Convenio de Coordinación y Cooperación Técnica celebrado el día 20 de noviembre de 2006, entre el Gobierno de la Provincia de Santa Fe, representado por el señor Ministro Coordinador CPN Rubén Héctor Michlig y el Comité de Auditoría Federal de la Red Federal de Control Público, representado por el Síndico General de la Nación, Dr. Claudio Omar Moroni, con el objeto de integrar a la citada Dirección General a la Red Federal de Control Público, e integrarla al Comité de Auditoría Federal, aprobado por el Poder Ejecutivo a través del Decreto Nº 3.628 de fecha 28 de diciembre de 2006.


El documento suscripto, inscripto en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales el día 23 de noviembre de 2006, bajo el Nº 2.952, Folio 78, Tomo VI, se agrega como anexo y forma parte de esta ley.

Artículo 2º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Michlig – Obeid

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general y en particular por constar de un solo artículo.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consecuencia, recibe media sanción y se comunica al Senado.

10.11 Concreción de medidas Decretos 1367/00 y 4185/00 y Ley 11.925: informes

(Proyecto de ley – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 11.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 18.578 – UCR), autoría del diputado Ritter, por el cual solicita al Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, disponga informar sobre aspectos relacionados con la concreción de las medidas dispuestas por los Decretos Nros. 1367/00 y 4185/00 y de la Ley Nº 11.925; y, luego de los estudios realizados, esta comisión os aconseja le prestéis aprobación.


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, informe sobre los siguientes aspectos relacionados con la concreción de las medidas dispuestas por el Decreto Nº 1367/00, del 18 de mayo de 2000; del Decreto Nº 4185/00, del 29 de diciembre de 2000; y de la Ley 11.925:

A) Si se ha procedido a la compra del avión y del helicóptero a que refieren los artículos 1º y 2º del Decreto Nº 1367/00.

B) Para el caso del helicóptero cuya adquisición se impulsó por medio de la Licitación Pública Nº 75/00 y se adjudicó por Decreto Nº 4185/00, indicar si se formalizó el contrato de compra, si se hicieron pagos en carácter de anticipo y/o cuotas, indicando en tal casos los montos erogados, y si la operación fue rescindida y las sumas pagadas recuperadas como lo expresara a la prensa, como intención del Poder Ejecutivo, el entonces Ministro Coordinador (Página 12 – 16/04/2004).

C) Dar cuenta si el helicóptero cuya compra anunciara el Señor Ministro de Gobierno, Justicia y Culto, Dr. Roberto Rosúa, a mediados del mes de noviembre de 2006, es el mismo cuya compra se gestionara en por medio de la Licitación Pública Nº 75/00, y si el modelo de la nave de “última generación” a que hacía referencia el Ministro es del año 2000.

D) Informar los montos a pagar por la Provincia, por capital e intereses, por la compra del helicóptero a que se refirió el Ministro Rosúa.

E) Con relación al avión biturbohélice, indicar si se impulso la decisión adoptada por el Decreto Nº 1367/00 y si se produjo alguna compensación en el precio de compra por la entrega de avión Beechcraft Baron 55 – Mod.78, mencionado en el decisorio citado.

F) En caso de no haberse concretado la compra del avión biturbohélice, dar cuenta del estado y uso actual del avión Beechcraft Baron 55 – Mod.78 de propiedad de la Provincia.

Sala de Comisión, 31 de mayo de 2007.

Peirone – Riestra – Venesia – Mionis – Cecchi – Marcucci

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 18.578 – UCR), autoría del diputado Ritter, por el cual se solicita que se informe a través del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, sobre aspectos relacionados con la concreción de las medidas dispuestas por los Decretos 1367/00 y 4185/00 y de la Ley 11.925. Y, atento a los estudios realizados y las razones que dará su miembro informante, esta comisión ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:

 EÍ "zcExpte. Nº 18.578 – UCR\: Concreción de medidas Decretos 1367/00 y 4185/00 y Ley 11.925\: informes" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, informe sobre los siguientes aspectos relacionados con la concreción de las medidas dispuestas por el Decreto Nº 1367/00, del 18 de mayo de 2000; del Decreto Nº 4185/00, del 29 de diciembre de 2000; y de la Ley 11.925:

a) Si se ha procedido a la compra del avión y del helicóptero a que refieren los artículos 1º y 2º del Decreto Nº 1367/00.

b) Si la adquisición del helicóptero se realizó mediante la Licitación Pública Nº 75/00 y se adjudicó por Decreto Nº 4185/00. En su caso se indicará: 1) si se formalizó el pertinente contrato; 2) características técnicas y modelo del helicóptero adquirido; c) si se efectuaron pagos –en su caso se indicará si se abonó el precio o parte de él, y la forma y modo de ello–; 3) si con posterioridad el contrato fue resuelto –en su caso se indicará la causa y si las sumas pagadas por la Provincia fueron reintegradas; d) destino del helicóptero.

c) Con relación al avión biturbohélice, indicar si se impulsó la decisión adoptada por el Decreto Nº 1367/00 y si se produjo alguna compensación en el precio de compra por la entrega del avión Beechcraft Baron 55 – Mod. 78, mencionado en el decisorio citado. En caso de no haberse concretado la compra del avión biturbohélice, dar cuenta del estado y uso actual del avión Beechcraft Baron 55 – Mod. 78 de propiedad de la Provincia.

Sala de Comisión, 6 de junio de 2007.

Esquivel – Lamberto – Kilibarda – Meotto – Lacava – Dehesa – Benas – Liberati

proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, informe sobre los siguientes aspectos relacionados con la concreción de las medidas dispuestas por el Decreto Nº 1367/00, del 18 de mayo de 2000; del Decreto Nº 4185/00, del 29 de diciembre de 2000; y de la Ley Nº 11.925:

a) Si se ha procedido a la compra del avión y del helicóptero a que refieren los artículos 1º y 2º del Decreto Nº 1367/00.

b) Para el caso del helicóptero cuya adquisición se impulsó por medio de la Licitación Pública Nº 75/00 y se adjudicó por Decreto Nº 4.185/00, indicar si se formalizó el contrato de compra, si se hicieron pagos en carácter de anticipo y/o cuotas, indicando en tales casos los montos erogados, y si la operación fue rescindida y las sumas pagadas recuperadas como lo expresara a la prensa, como intención del Poder Ejecutivo, el entonces Ministro Coordinador (Página 12 – 16/04/2004).

c) Dar cuenta si el helicóptero cuya compra anunciara el señor ministro de Gobierno, Justicia y Culto, Dr. Roberto Rosúa, a mediados del mes de noviembre de 2006, es el mismo cuya compra se gestionara por medio de la Licitación Pública Nº 75/00, y si el modelo de la nave de “última generación” a que hacía referencia el ministro es del año 2000.

d) Informar los montos a pagar por la Provincia, por capital e intereses, por la compra del helicóptero a que se refirió el ministro Rosúa.

e) Con relación al avión biturbohélice, indicar si se impulsó la decisión adoptada por el Decreto Nº 1367/00 y si se produjo alguna compensación en el precio de compra por la entrega de avión Beechcraft Baron 55 – Mod.78, mencionado en el decisorio citado.

f) En caso de no haberse concretado la compra del avión biturbohélice, dar cuenta del estado y uso actual del avión Beechcraft Baron 55 – Mod.78 de propiedad de la Provincia.

fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


El presente proyecto aborda algunos aspectos del reequipamiento aeronáutico provincial, que planteara como necesidad el ex Gobernador Reutemann, y que decidiera postergar el actual Gobernador Obeid.


No hemos podido acceder a información relacionada con el avión cuya compra se propiciaba, en cambio hemos reunido antecedentes relacionados con el diligenciamiento de la Licitación Pública Nº 75/00 para la compra de un helicóptero; de las declaraciones públicas de funcionarios que propiciaban retrotraer la situación y recuperar los pagos realizados a la empresa de Brasil adjudicataria, y recientemente los anuncios de compra de un helicóptero para la policía, que parece ser el mismo que antes, envejecido seis años, pues era modelo 2000, lo que indicaría el fracaso de las gestiones de recupero de las sumas pagadas, y casi con seguridad, sobrecostos por las moras incurridas por la Provincia en la compra.


En este contexto de poca claridad, creemos necesario recabar la información pertinente que nos permita determinar qué es lo que se compró y cuánto se pago por ello; y conocer si lo que hoy se presenta como una nueva adquisición es sólo el fracaso de una gestión de rescisión, que ha generado sobrecostos, y que se pretende exhibir como un logro.


Por las razones expuestas, solicitamos a los señores diputados la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Oscar Ritter

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.12 Investigaciones por inconductas policiales (causa federal contra Roberto Juan Uzin): informes

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 12.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 19.111 – BER), autoría de la diputada Peralta, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo disponga informar respecto de las investigaciones efectuadas sobre presuntas inconductas policiales en relación a la causa federal en la cual el justiciable Roberto Juan Uzin –ex cabo de la Policía Rosarina–, ha sido acusado de reducir electrodomésticos robados y venta de estupefacientes bajo la connivencia de uniformados santafesinos y federales. Y atento a los estudios realizados y las razones que dará su miembro informante, esta comisión ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:

 EÍ "zcExpte. Nº 19.111 – BER\: Investigaciones por inconductas policiales (causa federal contra Roberto Juan Uzin)\: informes" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de los organismos correspondientes informe si el Sr. Roberto Juan Uzin fue funcionario de alguna de las fuerzas de seguridad provinciales. En caso afirmativo se informará: 

1. Estado de revista; 

2. Grado con el que cuenta o contaba al momento de su baja; eventualmente, razones de su baja.

3. Si se encuentra sometido a sumario administrativo en la fuerza de seguridad en la que revistaba. Causas.

4. Si el mencionado Uzin se encuentra sometido a proceso penal. Causas.

5. Si en los procesos en los que se investigan ilícitos en los que eventualmente pudiera haber tenido intervención Uzin se encuentran denunciados otros efectivos pertenecientes a las fuerzas de seguridad provinciales. En su caso se los individualizará con sus datos personales y grado que revistan y las imputaciones que a cada uno de ellos se les efectuara.

6. Estado de las investigaciones y a cargo de quién se encuentran. Conclusiones a las que se ha arribado. Medidas adoptadas. Cualquier otro dato considerado de relevancia a efectos de esclarecer la situación planteada.

Sala de Comisión, 6 de junio de 2007.

Esquivel – Liberati – Kilibarda – Meotto – Benas – Lacava – Dehesa – Lamberto

proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del área que corresponda informe, acerca de las investigaciones efectuadas sobre presuntas inconductas policiales en relación a la causa federal en la cual el justiciable Roberto Juan Uzin, –ex cabo de la policía rosarina– ha sido acusado de reducir electrodomésticos robados y venta de estupefacientes bajo la connivencia de uniformados santafesinos y federales, a saber:

1) Los nombres y cargos de aquellos efectivos pertenecientes a la fuerza policial investigados como supuestos implicados en hechos de connivencia en el caso de mención.

2) Si se incluye en la investigación a funcionarios policiales que se hubieran intervenido en sumarios y diligencias respecto a policías bajo sospechas.

3) Si la investigación ha dado resultados positivos en relación al crecimiento patrimonial injustificado, situaciones de tolerancia hacia el delito y/o abusos del sector del personal implicado.

4) Si de dicha investigación ha surgido que aquellos efectivos policiales cuestionados han estado implicados en otros hechos análogos.

5) Si la investigación a los presuntos implicados arrojara resultados positivos, qué medidas serán tomadas en referencia a dichos efectivos.

6) Si se han asignado los recursos necesarios a los fines de la presente investigación.

7) Cualquier otro dato considerado de relevancia a estos efectos.

fundamentos de la autora del proyecto

Señor presidente:


En un fallo dictado por el Tribunal Oral Federal Nº 1 de Rosario, se penó con seis años de prisión por tenencia de drogas para su comercialización y reducción de electrodomésticos, a un hombre que anteriormente perteneciera a las fuerzas de seguridad de la Provincia. Este fallo ordenó investigar la responsabilidad penal de algunos efectivos de las fuerzas por la presunta comisión de diferentes delitos en connivencia con el imputado. El tribunal pidió también que se investigue por el posible delito de incumplimiento de los deberes de funcionarios públicos y encubrimiento a efectivos de la delegación Rosario de Drogas Peligrosas de la Federal en servicio en marzo de 2005.


El cono de sombras que se abre en este caso, como las sospechas que nace en la comunidad acerca de la existencia de algunos efectivos que trabajan en la institución sobre el halo de corrupción que rodea a la misma.


Es impensable soslayar en los sectores más desprotegidos de la población, la idea sobre el nivel de impunidad con el que se manejan las fuerzas policiales, la responsabilidad de cambiar esta imagen sobre la institución acerca de este accionar es una anomalía y no una práctica sistemática, por esa razón es ineludible quem la población vislumbre un tratamiento sobre estos temas que deje transparentado el accionar policial y se exoneren de sus cargos a aquellos responsables o implicados fehacientemente en hechos ilícitos.


Por todo lo expuesto, es que solicito a mis pares me acompañen en la presentación del presente proyecto de comunicación.

Mónica Peralta

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.13 Centro de Información sobre Mediación: informes

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 13.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 19.117 – BS), autoría de los diputados Bonfatti y Baudín, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo que a través del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, disponga informar sobre aspectos relacionados con la implementación y funcionamiento del Centro de Información sobre Mediación (Cidem). Y atento a los estudios realizados y las razones que dará su miembro informante, esta comisión ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:

 EÍ "zcExpte. Nº 19.117 – BS\: Centro de Información sobre Mediación\: informes" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, proceda a informar sobre los siguientes puntos, relacionados con implementación y funcionamiento del Centro de Información sobre Mediación (Cidem) y el funcionamiento del sistema de mediación judicial.

1. Informe si se ha implementado y puesto en funcionamiento en el ámbito de la Provincia el Centro de Información sobre Mediación. 

2. En caso de que se haya efectuado la creación y funcionamiento del Cidem, se hará saber:

a) Acciones de planificación y comunicación social desarrolladas para favorecer el conocimiento y desarrollo del instituto de la mediación.

b) Personal que ha designado en el mismo y si ha sido previamente capacitado.

3. Si existen convenios celebrados a los fines de concretar campañas de difusión y comunicación social sobre mediación. En caso afirmativo informe su alcance y con qué entidad fueron celebrados.

4. Si se ha constituido el consejo asesor establecido por el art. 6 inc. B del decreto reglamentario Nº 3.372/2003.

5. En caso de no haberse implementado el Centro de Información sobre Mediación (Cidem), informe el motivo de la demora.

Sala de Comisión, 6 de junio de 2007.

Esquivel – Liberati – Kilibarda – Meotto – Benas – Lacava – Dehesa – Lamberto

proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, proceda a informar sobre los siguientes puntos, relacionados con la implementación y funcionamiento del Centro de Información sobre Mediación (Cidem) y el funcionamiento del sistema de mediación judicial:

1. Informe si se ha implementado en el ámbito de la Provincia de Santa Fe el Centro de Información sobre Mediación.

2. En caso negativo, informe el motivo de la demora en la implementación del mismo.

3. En caso de que se haya efectuado la creación y funcionamiento del Cidem, informe:

a) Qué acciones realizó el mismo en cuanto a la planificación y ejecución de las acciones de comunicación social que posibiliten el conocimiento y desarrollo del instituto de la mediación.

b) Qué personal ha sido designado en el mismo y si ha sido previamente capacitado.

4. Informe si existen convenios celebrados a los efectos de la organización de campañas de comunicación social sobre mediación. En caso afirmativo informe el alcance del mismo y con qué entidad fueron celebrados.

5. Informe si ha sido constituido el consejo asesor establecido por el Art. 6 inc. B del decreto reglamentario Nº 3.372/2003 

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


En fecha 04 de octubre de 1995 fue sancionada bajo el número 24.573 la Ley nacional de Mediación y Conciliación, la cual instituye con carácter obligatorio la mediación previa a todo pleito judicial, cuyo objetivo era implementar dentro del ámbito nacional este proceso de mediación a fin de evitar la gran litigiosidad que se vislumbraba dentro de los tribunales.


En esta línea de pensamiento, la Provincia de Santa Fe, hizo propio los fundamentos de la sanción de esta ley y en el año 1998 sancionó la Ley 11.622 que establecía la mediación como método no adversarial de resolución de disputas, según las propias palabras de la ley, aunque a diferencia de la ley nacional, en donde es de cumplimiento obligatorio, establece que este método alternativo es de carácter voluntario.


La Ley Provincial Sobre mediación crea un organismo de vital importancia como es el Cidem (Centro de Información sobre Mediación) cuya función primordial es la difusión entre la ciudadanía del proceso de mediación como método de resolución de conflictos.


A la fecha, no se ha implementado desde la Provincia de Santa Fe ninguna campaña tendiente a favorecer esta instancia pre-judicial que evitaría la sobrecarga de causas en juzgados posibilitando una mejor administración de justicia, y además permitiría acercar a la población a un sistema de justicia que genere, dentro de ellos, más confianza.


Se considera importante, por los motivos anteriormente expuestos, la difusión de esta alternativa de resolución de conflictos y ello se lograría con la adecuada implementación del Cidem.


Por todo lo expresado, solicitamos la aprobación del presente pedido de informes que mediante proyecto de comunicación se eleva.

Bonfatti – Baudín

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.14 Desaparición de material en Jefatura de Unidad Regional II: informes

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 14.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 19.108 – BER), autoría de la diputada Peralta, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo disponga informar respecto del hecho en el que desaparecieran de la Jefatura de la Unidad Regional II, cuatro (4) toneladas de cobre incautadas oportunamente en un allanamiento realizado en la ciudad de Rosario. Y atento a los estudios realizados y las razones que dará su miembro informante, esta comisión ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:

 EÍ "zcExpte. Nº 19.108 – BER\: Desaparición de material en Jefatura de Unidad Regional II\: informes" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, informe:

1. Si se produjo la desaparición de la Jefatura de la Unidad Regional II de cuatro (4) toneladas de cobre incautadas oportunamente en un allanamiento realizado en Av. Pte. Perón al 8400 de la ciudad de Rosario.

2. Medidas adoptadas a los fines del esclarecimiento del hecho. Se informará los funcionarios que han sido sometidos a sumario, el estado de los mismos y las conclusiones a las que se arribara con relación al hecho referido.

3. Condiciones de seguridad del predio donde se depositan los elementos secuestrados. Medidas adoptadas a los fines del ingreso y egreso de elementos y personas en el área afectada a depósito de bienes secuestrados. 

4. Cualquier otro dato relevante con relación al hecho mencionado.

Sala de Comisión, 6 de junio de 2007.

Esquivel – Liberati – Kilibarda – Meotto – Benas – Lacava – Dehesa – Lamberto

proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo por intermedio del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto informe acerca del hecho en el cual desaparecieran de la Jefatura de la Unidad Regional II, cuatro (4) toneladas de cobre incautadas oportunamente en un allanamiento realizado en Av. Pte. Perón al 8.400 de la ciudad de Rosario. 

1. Nombres y cargos de quienes estuvieren sospechados en la sustracción de las 4 toneladas de cobre referidas.

2. Nombres y cargos de aquellos efectivos que estuvieren sospechados de la figura de chantaje al propietario de la mercadería incautada.

3. Las condiciones de seguridad que reviste el predio donde se depositan la mercadería, producto de allanamientos u orden judicial.

4. Las condiciones de seguridad en el ingreso y egreso de dicha mercadería.

5. Qué medidas se tomarán con aquellos efectivos que sean hallados responsables del delito de chantaje y sustracción de mercaderías 

6. Cualquier otro dato relevante para el esclarecimiento del hecho de mención.

fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


En fecha 11 de abril de 2007 personal de la Comisión de Investigaciones se presentó en el predio donde se encuentra la chatarrería que fuera allanada incautando la cantidad de ocho toneladas de rezagos de cobre, según consta en el acta de allanamiento labrada. En momentos que el propietario de la mercadería se constituyó a recuperar la misma por orden judicial, al haber justificado la propiedad de ésta, se encuentra con que la mitad había desaparecido. En ocasión de reclamar por el pesaje faltante es literalmente “apretado” telefónicamente a efectos de que desista de su actitud retirando la cantidad existente.


Estos hechos de ribetes oscuros de la Brigada de Investigaciones, que acarrean presuntamente los vicios de la sección de Robos y Hurtos disuelta por el Gdor. Obeid en el año 1998, deben ser esclarecidos para que la comunidad de nuestra provincia pueda tener confianza en las instituciones y estas investigaciones, sus resultados y las medidas que se adopten en referencia al mismo, representen un hecho tranquilizador y de reaseguro para la población.


Por todo lo expuesto solicito a mis pares me acompañen en la presentación del presente proyecto de comunicación. 

Mónica Peralta

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.15 Medidas de seguridad en corredor vial que llega a puertos de Rosario

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 15.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 19.062 – PPS), autoría de la diputada Benítez, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo disponga extremar las medidas de seguridad en el corredor vial que llega a los puertos de Rosario, a fin de garantizar la seguridad de los choferes y la carga de los vehículos del transporte automotor. Y atento a los estudios realizados y las razones que dará su miembro informante, esta comisión ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:

 EÍ "zcExpte. Nº 19.062 – PPS\: Medidas de seguridad en corredor vial que llega a puertos de Rosario" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de los organismos competentes extreme las medidas de prevención en los corredores viales que llegan a los puertos del sur de la provincia, en resguardo de la seguridad de quienes por los mismos transitan y de las cargas transportadas.

Sala de Comisión, 6 de junio de 2007.

Esquivel – Liberati – Kilibarda – Meotto – Benas – Lacava – Dehesa – Lamberto

proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Gobierno, extreme las medidas de seguridad en el corredor vial que llega a los puertos de Rosario a fin de garantizar la seguridad de los choferes y la carga de los vehículos de transporte automotor.

fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


La presente iniciativa surge debido a haber tomado conocimiento, por medios periodísticos, del asesinato de un transportista que había desviado su camino debido a un piquete en Circunvalación y Baigorria.


El hecho policial provocó la reacción de la Federación de Transportadores Argentinos quienes decidieron suspender la llegada de vehículos de carga al puerto local y a la playa de camiones ubicada en Pérez, por tiempo indeterminado.


Asimismo, esa organización peticiona que las autoridades mejoren las condiciones de seguridad en la zona y reclaman la presencia de Gendarmería Nacional, por entender que la culpa no es de los piqueteros sino de delincuentes que se aprovechan de los desvíos y los asaltan.


El transporte automotor de cereales tiene sobre la economía de la Provincia de Santa Fe un fuerte impacto, fundamentalmente, el que se dirige a los puertos ubicados en la ribera del Paraná sobre la zona de la ciudad de Rosario y si tenemos en cuenta que se ha perdido una vida por falta de seguridad estimo pertinente, desde nuestro lugar, bregar por la obtención de garantías en tal sentido.


Por lo expuesto solicito a mis pares la aprobación de este proyecto.

Miriam Benítez

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.16 Conferencia “Librería Ameghino 90th Anniversary Conference Language Matters”: interés legislativo

(Proyecto de declaración – Girado al Archivo)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 16.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social, ha considerado el proyecto de declaración (Expte. Nº 18.947 – PJ), presentado por las señoras diputadas Venesia y Stanoevich, por el cual esta Cámara declara de interés legislativo la conferencia “Librería Ameghino, 90th Anniversary Conference Language Matters”, a desarrollarse los días 1 y 2 de junio de 2007, en la ciudad de Rosario, y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja el pase a Archivo de las presentes actuaciones

Sala de Comisión, 6 de junio de 2007.

Costa – Kilibarda – Stanoevich – Cavuto

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el pase al Archivo del proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.17 Proyecto “I Modelo Universitario Nacional de Naciones Unidas OAJNU 2007”: interés legislativo

(Proyecto de declaración – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 17.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social, ha considerado el proyecto de declaración (Expte. Nº 18.948 – PJ), presentado por las señoras diputadas Venesia y Stanoevich, por el cual esta Cámara declara de interés legislativo el proyecto “I Modelo Universitario Nacional de Naciones Unidas Oajnu 2007”, a desarrollarse los días 5, 6 y 7 de octubre de 2007, en la ciudad de Rosario, y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zdExpte. Nº 18.948 – PJ\: Proyecto \“I Modelo Universitario Nacional de Naciones Unidas OAJNU 2007\”\: interés legislativo" 
LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

DECLARA:


De su interés el proyecto “I Modelo Universitario Nacional de Naciones Unidas Oajnu 2007", a llevarse a cabo los días 5, 6 y 7 de octubre de 2007, en las instalaciones de la Facultad de Ciencias Políticas y Relaciones Internacionales de la Universidad Nacional de Rosario.

Sala de Comisión, 30 de mayo de 2007.

Brignoni – Costa – Kilibarda – Stanoevich – Cavuto

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


La Organización Argentina de Jóvenes para las Naciones Unidas (Oajnu) es una Organización no Gubernamental fundada en 1995, con sedes en las ciudades de Rosario, Salta, Mendoza, Buenos Aires y Córdoba, integrada por jóvenes bajo la consigna “Contribuir a la formación de líderes coherentes y ciudadanos responsables a partir de actividades de capacitación en investigación en el marco de nuestros principios”.


Oajnu Rosario se encuentra trabajando en la organización del proyecto “I Modelo Universitario Nacional de Naciones Unidas Oajnu 2007”, a llevarse a cabo los días 5, 6 y 7 de octubre de 2007 en las instalaciones de la Facultad de Ciencia Política y Relaciones Internacionales de la Universidad Nacional de Rosario.


El mismo estará destinado a estudiantes universitarios de la Argentina y países vecinos y mediante un programa de educación no formal se prevén etapas de capacitación y simulación de los órganos de Naciones Unidas, desarrolla y transmite metodologías de investigación y estudio, conocimientos de diplomacia y oratoria y los principios de la Carta Orgánica de Naciones Unidas.


La Facultad de Ciencia Política y RR.II. de la UNR ha avalado y cedido el ámbito físico para la realización del modelo mediante Resolución 1421/06 del Consejo Directivo de la institución.


Por lo expuesto, solicitamos a nuestros pares la aprobación del presente proyecto de declaración.

Venesia – Stanoevich

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.18 IX Encuentro del Programa Interuniversitario de Historia Social Enfoque Regional –PIHSER–: interés legislativo

(Proyecto de declaración – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 18.

–
Se lee:
Señores diputados:


Vuestra Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social, ha considerado el proyecto de declaración (Expte. Nº 18.974 – PJ), presentado por la señora diputada Costa, por el cual esta Cámara declara de su interés al “IX Encuentro del Programa Interuniversitario de Historia Social Enfoque Regional - PIHSER”, a desarrollarse los días 7 y 8 de junio de 2007, en la Facultad de Humanidades y Ciencias de la Universidad Nacional del Litoral – Barrio El Pozo – Santa Fe, y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zdExpte. Nº 18.974 – PJ\: IX Encuentro del Programa Interuniversitario de Historia Social Enfoque Regional –Pihser–\: interés legislativo" 
LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

DECLARA:


De su interés al “IX Encuentro del Programa Interuniversitario de Historia Social, Enfoque Regional – Pihser” que se llevará a cabo los días 7 y 8 de junio de 2007, en la Facultad de Humanidades y Ciencias - Ciudad Universitaria - Paraje El Pozo, organizado por la Universidad Nacional del Litoral.

Sala de Comisión, 30 de mayo de 2007.

Brignoni – Costa – Kilibarda – Stanoevich – Cavuto

proyecto de declaración original

La Cámara de Diputados de la provincia

declara:


De su interés al IX Encuentro del Programa Interuniversitario de Historia Social Enfoque Regional –Pihser– que se llevará a cabo los días 7 y 8 de junio de 2007 en la Facultad de Humanidades y Ciencias de la Universidad Nacional del Litoral –Ciudad Universitaria, Paraje El Pozo–, organizado por la mencionada casa de altos estudios.

fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


Desde 1998 quienes integraban el Pihser se proponían lograr un espacio de comunicación que permitiera discutir los avances de investigación en la historia del área rioplatense, siglos XVI a XIX. Progresivamente, se fueron ampliando y consolidando la relación interuniversitaria a través de la organización, coordinación y ejecución de sucesivos encuentros anuales. La interacción de equipos con diversas experiencias en investigación les permitió fortalecer nuevos recursos humanos y transferir los resultados a las cátedras de Historia Colonial, Argentina, Americana, Metodología de la Investigación, entre otras. En ocasiones, han publicado trabajos surgidos de dichas reuniones.


En esta oportunidad, el encuentro se llevará a cabo en Santa Fe, para debatir avances sobre los siguientes ejes: Cuestiones teórico-metodológicas e historiográficas; justicia; cultura, creencias, dimensión simbólica; producción y circulación; estructura y prácticas políticas; espacios, ciudad y campaña, fronteras; entre otros.


Como sede de este encuentro, se pretende fortalecer la presencia de la provincia de Santa Fe en los estudios históricos posibilitando la asistencia de alumnos y docentes de las instituciones de nivel superior, hecho indispensable para la formación, optimización y perfeccionamiento de recursos humanos.


Los objetivos del trabajo conjunto de equipos de investigación y docencia de las universidades de Rosario, Salta, Córdoba, Tucumán, Mar del Palta, La Plata y UNL, son: formular y ejecutar proyectos alrededor de la integración del conocimiento del área rioplatense en los siglos XVIII/XIX, fortaleciendo las perspectivas locales-regionales; maximizar los resultados de las investigaciones consolidando la relación interuniversitaria a través de la organización, coordinación y ejecución de sucesivos encuentros; fortalecer recursos humanos con diversa experiencia en investigación; publicar las investigaciones de los resultados; favorecer la transferencia de resultados a las cátedras involucradas; y posibilitar la articulación entre estudios de grado, estudios de posgrado, que permitiría contar con espacios de trabajo, directores/as de tesis y equipos que posibiliten discutir avances de investigación.


Por todo lo expuesto, y considerando que este encuentro es fundamental en materia científica y educativa, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

María Celia Costa

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.19 Libro “Laudos Arbitrales en el Mercosur”: interés legislativo

(Proyecto de declaración – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 19.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social, ha considerado el proyecto de declaración (Expte. Nº 19.010 – PPS), presentado por la señora diputada Benítez y los señores diputados Urruty y Reynoso, por el cual esta Cámara declara de interés legislativo el libro “Laudos Arbitrales del Mercosur”, cuya autora es la Lic. Liliana Bertoni y que fuera editado por Ciudad Argentina, y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zdExpte. Nº 19.010 – PPS\: Libro \“Laudos Arbitrales en el Mercosur\”\: interés legislativo" 
LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

DECLARA:


De su interés el libro “Laudos Arbitrales del Mercosur” cuya autora es la Lic. Liliana Bertoni, y que fuera publicado por Editorial Ciudad Argentina.

Sala de Comisión, 6 de junio de 2007.

Costa – Kilibarda – Stanoevich – Cavuto

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente: 


La mencionada obra se constituye como uno de los más actualizados análisis sobre los conflictos dentro de los esquemas de integración sudamericana.


Desde una perspectiva centrada en los procedimientos adoptados para su resolución y en forma ágil, la autora introduce al lector en el método de solución de controversias de los acuerdos de Libre Comercio de América del Norte (Nafta), del Sistema de Integración Centroamericano (SICA) y de la Comunidad Andina de las Naciones, para desarrollar luego –con enjundia y profundidad– el sistema de superación de desavenencias dentro del ámbito del Mercado Común del Sur y el pormenorizado examen de los laudos dictados por sus tribunales arbitrales y por el Tribunal Permanente de Revisión.


La obra, en este sentido, comprende una serie muy amplia de temáticas, entre ellas: el desarrollo de los procesos de integración en América, los sistemas de solución de controversias adoptados en los distintos esquemas de integración americanos, su eficacia, el Mercosur y sus distintas etapas de constitución, la resolución de los conflictos comerciales entre los Estados parte a partir de la intervención de los tribunales arbitrales ad hoc, el procedimiento arbitral, las jurisdicciones y leyes competentes, los tiempos procesales, el cumplimiento efectivo de los laudos, etc.


Resta, finalmente, aportar algunos datos biográficos de la autora a los efectos de fundamentar la distinción legislativa que por esta iniciativa se propicia:


Lic. Liliana Bertoni: Abogada Universidad de Buenos Aires (1994); Master en Relaciones Internacionales de la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales (1996), Profesora posgrado Facultad de Derecho de la UBA, Profesora invitada permanente de la Escuela de Posgrado Ciudad Argentina, Maestría de la Integración Económica Université París Panthéon Sorbonne, Universidad del Salvador y Epoca. Profesora invitada Cátedra de Derecho Comunitario Alcalá de Henares.


Por lo expuesto, solicito a mis pares me acompañen en la aprobación del presente proyecto.

Benítez – Reynoso – Urruty

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.20 XIII Olimpiada Cultural en Maggiolo: interés legislativo

(Proyecto de declaración – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 20.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social, ha considerado el proyecto de declaración (Expte. Nº 19.035 – PJ), presentado por el señor diputado Lagna, por el cual esta Cámara declara de interés legislativo la XIII Olimpíada Cultural que se realiza en el período marzo – diciembre de 2007, en la localidad de Maggiolo, departamento General López, y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zdExpte. Nº 19.035 – PJ\: XIII Olimpiada Cultural en Maggiolo\: interés legislativo" 
LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

DECLARA:


De su interés la “XIII Olimpíada Cultural” que se realiza en el período marzo-diciembre de 2007, organizada por la comuna de la localidad de Maggiolo, departamento General López, con el auspicio de la Secretaría de Cultura de la Provincia.

Sala de Comisión, 30 de mayo de 2007.

Brignoni – Costa – Kilibarda – Stanoevich – Cavuto

proyecto de declaración original

La Cámara de Diputados de la provincia

declara:


De interés legislativo la XIII Olimpíada Cultural que organiza la comuna de la localidad de Maggiolo y se realiza en el período marzo-diciembre de 2007, con el auspicio de la Secretaría de Cultura de la Provincia de Santa Fe.

fundamentos del autor del proyecto

Señor presidente:


La “Olimpíada Cultural” es el evento educativo que representa a la localidad de Maggiolo desde hace trece años, tanto a nivel provincial como nacional.


En ella participan niños y adolescentes de escuelas de cinco departamentos del sur: Caseros, Constitución, General López, San Lorenzo y Rosario, en temas relativos a Ciencias Sociales, Naturales y Lengua, diferenciados por niveles según sus edades.


En una primer instancia las olimpíadas se desarrollarán a nivel local, de esta fase resultan ganadores 2 alumnos por nivel, los que luego participan en una segunda y última etapa, uniendo así todo el sur santafesino.


El momento culminante del evento se concreta con la fiesta de entrega de los premios “Tomás Wheeler” a los alumnos ganadores en las distintas especialidades, el primer domingo del mes de octubre.


En resumen, esta Olimpíada Cultural se constituye para Maggiolo y la región en un acontecimiento de máxima importancia para la comunidad, en el cual se exponen la inteligencia y los valores de sus niños adolescentes.


Es por ello que solicito a mis pares el tratamiento y aprobación del presente proyecto.

Jorge Lagna

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.21 Actividades con motivo del 40º Aniversario del Instituto de Cultura Hispánica de Santa Fe: interés legislativo

(Proyecto de declaración – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 21.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social, ha considerado el proyecto de declaración (Expte. Nº 19.119 – PJ), presentado por el señor diputado Barrera, por el cual esta Cámara declara de su interés las actividades a desarrollarse con motivo del “40º Aniversario del Instituto de Cultura Hispánica de Santa Fe” y la realización del “Congreso Anual de Institutos de Cultura Hispánica”, y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zdExpte. Nº 19.119 – PJ\: Actividades con motivo del 40º Aniversario del Instituto de Cultura Hispánica de Santa Fe\: interés legislativo" 
LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

DECLARA:


De su interés las actividades a desarrollarse con motivo del “40º Aniversario del Instituto de Cultura Hispánica de Santa Fe” y la realización del “Congreso Anual de Institutos de Cultura Hispánica.

Sala de Comisión, 6 de junio de 2007.

Costa – Kilibarda – Stanoevich – Cavuto

fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


El Instituto de Cultura Hispánica este año debe hacer frente a dos grandes acontecimientos como son el 40º Aniversario del Instituto de Cultura Hispánica de Santa Fe”, y el “Congreso Anual de Institutos de Cultura Hispánica del País y Países Vecinos”.


Cabe destacar que gracias a la prensa, a las autoridades de Cultura tanto de la ciudad como de la provincia de Santa Fe, a la Universidad Nacional del Litoral, a la Universidad Católica de Santa Fe y por supuesto a la comunidad santafesina quien ha sido receptora de nuestras propuestas, el Instituto de Cultura Hispánica aumentó en un 200% su nómina de socios en un año. 


Para el cierre del mismo, contaremos con la presencia del Presidente de la Academia Argentina de Letras, Dr. José Luis Barcia.


Por los motivos expuestos, sería muy importante el respaldo institucional de nuestra Legislatura, es por ello que solicito el tratamiento del presente proyecto de declaración por esta Legislatura, para considerar su aprobación.

Edmundo Barrera

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.22 Periódico historiográfico “El Justicialismo”: interés legislativo

(Proyecto de declaración – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 22.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social, ha considerado el proyecto de declaración (Expte. Nº 18.973 – PJ), presentado por la señora diputada Costa, por el cual esta Cámara declara de su interés al periódico historiográfico “El Justicialismo”, trabajo realizado por el Partido Justicialista, departamental Rosario, y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zdExpte. Nº 18.973 – PJ\: Periódico historiográfico \“El Justicialismo\”\: interés legislativo" 
LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

DECLARA:


De su interés, al periódico historiográfico “El Justicialismo”, realizado por el Partido Justicialista, Departamental Rosario.

Sala de Comisión, 30 de mayo de 2007.

Costa – Kilibarda – Stanoevich – Cavuto

DICTAMEN DE MINORIA

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social ha considerado el proyecto de declaración (Expte. Nº 18.973 – PJ), presentado por la señora diputada Costa, por el cual esta Cámara declara de su interés al periódico historiográfico “El Justicialismo”, trabajo realizado por el Partido Justicialista departamental Rosario, y, por las razones que invocare en el recinto os aconsejo no prestéis aprobación al presente proyecto.

Sala de Comisión, 6 de junio de 2007.

Brignoni

fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


En tiempos en donde el olvido causa estragos en todos los pueblos, no podemos dejar pasar la oportunidad de destacar el gran valor que tiene para nuestra sociedad la producción historiográfica “El Justicialismo”, puesto que resulta una invitación a colocarnos en el lugar de nuestros abuelos y padres que fueron testigos directos del nacimiento de una nueva Argentina todavía vigente.


Dado que la memoria individual y en especial la colectiva propia de todo pueblo reconstruye y transforma la realidad pasada, el principal mérito de esta publicación radica en la fidelidad para con los hechos y las ideas de otro tiempo, lo cual ha sido logrado con la reproducción exacta de los discursos pronunciados por el fundador del movimiento justicialista, Juan D. Perón, y su esposa, Eva Duarte de Perón.


Independientemente de la bandera política que se enarbole, no se puede desconocer la importancia y trascendencia del movimiento justicialista en la historia argentina. Desde sus primeros años fue el motor que impulsó una profunda transformación social, política y económica cuyas huellas marcan con claridad el presente de nuestra Nación y señalan el rumbo que debemos seguir en términos de progreso y justicia social.


En este orden de ideas, la producción historiográfica “El Justicialismo” no sólo permite conocer el pasado, sino también entender el presente y proyectar un futuro.

Ahora bien, cuando decimos que no se puede comprender el “hoy” desconociendo nuestro “ayer”, a lo que nos referimos es que las conquistas sociales y políticas de las décadas del 40 y 50 todavía están vigentes y ello se debe a que el Justicialismo, impulsor de dichas transformaciones, ha sido desde sus comienzos y a pesar de las continuas proscripciones el principal bastión de resistencia frente a la restricción de los derechos de la población.


Para concluir nos gustaría aclarar que el pensar un “mañana” a partir del “ayer” no debe entenderse como una actitud hostil hacia el cambio o la innovación. Todo lo contrario, significa construir un porvenir que armonice con nuestra historia, otorgándole al nuevo país, que se ha ido gestando en los últimos años y que está por nacer, el sello inconfundible de la identidad nacional que le permitirá a las generaciones futuras hablar de “Historia Argentina”.


Por todo lo expuesto, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

María Celia Costa

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.23 25º Aniversario de la Escuela Provincial Nº 1.255 de Santa Fe: interés legislativo

(Proyecto de declaración – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 23.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación, ha considerado el proyecto de declaración (Expte. Nº 19.066 – ARI), presentado por los diputados Gutiérrez, Benas, Strada y Riestra, por el cual la Cámara de Diputados declara de su interés el 25º aniversario de la Escuela Provincial núm. 1255 “Malvinas Argentinas”, sita en Padre Genesio 4799, de la ciudad de Santa Fe; y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al presente proyecto.

 EÍ "zdExpte. Nº 19.066 – ARI\: 25º Aniversario de la Escuela Provincial Nº 1.255 de Santa Fe\: interés legislativo" 
LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

DECLARA:


De su interés el 25º aniversario de la Escuela Provincial Nº 1255 “Malvinas Argentinas”, sita en Padre Genesio 4799, de la ciudad de Santa Fe.

Sala de Comisión, 6 de junio de 2007.

Costa – Benas – Kilibarda – Venesia – Stanoevich

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


El próximo 15 de junio, la Escuela Nº 1255 “Malvinas Argentinas”, ubicada en Padre Genesio 4799, está conmemorando el 25º aniversario de su fundación. Su nombre fue elegido en homenaje a lo sucedido también hace 25 años en las islas y particularmente en homenaje a los soldados combatientes en la guerra. Entre sus reliquias, el establecimiento guarda celosamente una piedra traída directamente de las islas por un ex combatiente.


Toda la comunidad educativa participa activamente en todas las acciones que se realizan en este establecimiento que desde hace un cuarto de siglo viene formando niños de la zona con gran dedicación y calidad educativa.


Porque es necesario que desde este Cuerpo reconozcamos la denodada labor de los docentes, alumnos, padres y cooperadores de la Escuela Malvinas Argentinas, solicitamos a nuestros pares la aprobación del presente proyecto de declaración.

Riestra – Strada – Benas – Gutiérrez

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.24 Primera Semana Mundial sobre la Seguridad Vial de las Naciones Unidas: interés legislativo

(Proyecto de declaración – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 24.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Transporte ha considerado el Proyecto de declaración (Expte. Nº 18.909 – PPS), presentado por la señora diputada Benítez y los señores diputados Urruty y Reynoso, por el cual esta Cámara declara de Interés la Primera Semana Mundial sobre la Seguridad Vial de las Naciones Unidas que se celebrará del 23 al 29 de abril de 2007; por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al mismo.

 EÍ "zdExpte. Nº 18.909 – PPS\: Primera Semana Mundial sobre la Seguridad Vial de las Naciones Unidas\: interés legislativo" 
LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

DECLARA:


De su interés la Primera Semana Mundial sobre la Seguridad Vial de las Naciones Unidas que se celebró del 23 al 29 de abril de 2007.

Sala de Comisión, 7 de junio de 2007.
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fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Del 23 al 29 de abril de 2007 se celebrará la Primera Semana Mundial sobre la Seguridad Vial de las Naciones Unidas, la que obedece al llamamiento realizado en octubre de 2005 en la Resolución A/RES/60/5 de la Asamblea General de las Naciones Unidas a fin de mejorar la seguridad vial en el mundo.


La semana, cuyos mensajes se centrarán en los usuarios jóvenes de carreteras, brinda una oportunidad sin precedentes para dar más notoriedad al problema de los traumatismos causados por el tránsito.


Se prevén a lo largo de la misma, y en todo el mundo, la presentación de cientos de iniciativas –de carácter local, nacional, regional y mundial– organizadas por los gobiernos, organizaciones no gubernamentales, las Naciones Unidas y organismos internacionales, empresas del sector privado, fundaciones y otros agentes implicados en la mejora de la seguridad vial.


El evento mundial más importante será la Asamblea Mundial de la Juventud para la Seguridad Vial que se realizará en Ginebra – Suiza y reunirá a delegaciones de jóvenes de numerosos países para examinar y adoptar una declaración de los jóvenes sobre la seguridad vial y determinar las mejores alternativas para actuar como defensores de la seguridad vial en sus países.


En todo el mundo mueren más de 1.200.000 personas por año por accidentes de tránsito (una muerte cada 90 segundos) y resultan heridas más de 35.000.000, en tanto que las pérdidas económicas que generan los accidentes se calculan en 518 mil millones de dólares por año, significando para los países de ingresos bajos y medios, un costo de 100 mil millones de dólares, más que el monto total que reciben en concepto de asistencia para su desarrollo.


La tasa argentina de mortalidad cada 100.000 habitantes se ubica cercana a las 27 muertes por año, muy por encima de la de Estados Unidos, que está en 14, y la alemana, en 7, según datos del Instituto de Educación y Seguridad Vial (ISEV).


Se espera que los eventos que se realicen durante la Semana sirvan de plataforma de lanzamiento de otras iniciativas eficaces de seguridad vial en los próximos años.


Por lo expuesto solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

Benítez – Reynoso – Urruty

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.25 Adhesión de ciudadanos a iniciativa popular “Porque la Vida Vale” (emergencia vial)

(Proyecto de declaración – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 25.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Transporte ha considerado el proyecto de declaración (Expte. Nº 18.621 – PPS), presentado por la señora diputada Benítez, por el cual esta Cámara de Diputados declara su beneplácito por la iniciativa de la Defensoría del Pueblo de poner a disposición de los ciudadanos, planillas para la adhesión a la iniciativa popular “Porque la vida vale”, que apunta a establecer la emergencia vial en todo el territorio nacional, en el marco de un completo programa de seguridad vial; y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al mismo.

 EÍ "zdExpte. Nº 18.621 – PPS\: Adhesión de ciudadanos a iniciativa popular \“Porque la Vida Vale\” (emergencia vial)" 
LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

DECLARA:


Su beneplácito por la iniciativa de la Defensoría del Pueblo de poner a disposición de los ciudadanos planillas para la adhesión a la iniciativa popular “Porque la vida vale”, que apunta a establecer la emergencia vial en todo el territorio nacional, en el marco de un completo programa de seguridad vial.

Sala de Comisión, 7 de junio de 2007.
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fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


Los siniestros de tránsito tanto en el nivel nacional como en el provincial, han alcanzado la condición de "endemia social"


En este marco de situación participé en mi carácter de presidenta de la Comisión de Transporte de esta Cámara, junto al Defensor del Pueblo de Santa Fe, Carlos Bermúdez y el Defensor del Pueblo de la Nación, Eduardo Mondino, de la jornada realizada a mediados de diciembre de 2006, de la cual surgió la convocatoria para suscribir a una iniciativa popular, mecanismos previstos por la Constitución Nacional para recabar la opinión directa de los ciudadanos.


En esa oportunidad se puso a consideración el proyecto denominado "Porque la vida vale" –Plan Integral de Seguridad Vial–, un derecho de todos los argentinos, del cual se adjunta copia, y que incluye la declaración de la emergencia vial en todo el territorio nacional, la creación de una autoridad nacional de Seguridad Vial que dependa directamente del Presidente de la Nación, la instrumentación de un Plan Nacional de Educación Vial y de un Programa Nacional de Información y Difusión sobre la prevención de siniestros viales.


Coincidiendo con el espíritu de esta iniciativa, considero relevante que esta Cámara apoye la iniciativa con la aprobación del presente proyecto.

Miriam Benítez

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.26 Adhesión a recomendación de más equitativa distribución de subsidios al transporte público de pasajeros

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 26.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Transporte ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 18.357 – UCR), presentado por el señor diputado Marcucci, por el cual se expresa la adhesión de la Cámara de Diputados a la recomendación del Defensor del Pueblo de la Nación en el sentido de reclamar una más equitativa distribución de los subsidios al transporte público de pasajeros; y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al mismo, con modificaciones:

 EÍ "zcExpte. Nº 18.357 – UCR\: Adhesión a recomendación de más equitativa distribución de subsidios al transporte público de pasajeros" 

La Cámara de Diputados de la Provincia adhiere a la recomendación del Defensor del Pueblo de la Nación, en el sentido de reclamar una más equitativa distribución de los subsidios al transporte público de pasajeros. Asimismo, solicita al Poder Ejecutivo provincial la realización de urgentes medidas tendientes a garantizar la defensa de los intereses de la provincia.

Sala de Comisión, 7 de junio de 2007.
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fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


Con fecha 1 de noviembre se ha conocido una recomendación del Sr. Defensor del Pueblo de la Nación referida a la distribución de los subsidios al transporte público de pasajeros.


En la misma, Eduardo Mondino, le recomienda a la Secretaría de Transportes de la Nación que modifique los actuales criterios de distribución de los fondos que conforman el Sistema de Transporte Automotor de Pasajeros (Sistau) de modo tal que resulten equitativos, teniendo en cuenta las diferencias substanciales que existen entre el Área Metropolitana y el interior del país.


El Ombudsman nacional reclama que se arbitren las medidas necesarias para que esos fondos del Régimen de Compensación Complementaria sean distribuidos con criterio federal en la totalidad de las provincias argentinas.


El referido Régimen de Compensaciones fue constituido por el Poder Ejecutivo Nacional en el pasado mes de junio "a fin de atender los mayores gastos operativos que tienen las empresas de ómnibus de la zona metropolitana (Ciudad Autónoma de Buenos Aires y Gran Buenos Aires) por el incremento salarial del 16% concedido en abril de 2006". Se indicó entonces que para las empresas de transporte urbano y suburbano del Área Metropolitana esas compensaciones implicarían un aumento del 50% en el subsidio por cada vehículo en actividad.


Las provincias, en base al criterio de asignación que ahora se cuestiona, reciben sólo el 28% de los fondos siendo que la realidad del transporte en las ciudades de Tucumán, Neuquén, Paraná, Santa Fe, Centenario, Mar del Plata, Santiago del Estero, Jujuy, La Pampa, Rosario, Córdoba y Mendoza, entre otras, resulta por demás diferente a la del Área Metropolitana por la conservación de caminos, el estado de los vehículos, las frecuencias de los viajes, la cantidad de pasajeros transportados, etc.


A pesar del desequilibrio que produce la aplicación del coeficiente, las empresas de transporte del Área Metropolitana reciben un aporte extra del Tesoro Nacional a través del mencionado Régimen de Compensaciones Complementarias. Efectivamente, empresas que se beneficiaban ya con el 72,17% de los ingresos del Sistau, ahora ven incrementados sus beneficios obteniendo el 87,1% del total de subsidios distribuidos.


Mondino destacó que, de esta manera, se profundiza la desigualdad y la inequidad en la distribución de los subsidios. El conjunto de las provincias recibió, en setiembre último, el 12,9%.


La intervención del Ombudsman nacional fue requerida en forma conjunta por la Asociación de Defensores del Pueblo de la República Argentina y por los defensores de Tucumán, Santa Fe, Santiago del Estero, Paraná, Centenario, General Pueyrredón, Río Negro y Neuquén.


La actuación fue remitida por Mondino a la Comisión Bicameral Permanente de la Defensoría del Pueblo de la Nación para que sea girada a las Comisiones de Presupuesto y Hacienda de cada una de las Cámaras, a la Comisión de Infraestructura, Vivienda y Transporte y a la Comisión de Transportes de las Cámaras de Senadores y Diputados del Congreso de la Nación.


Es por lo descripto y atento a la urgente necesidad de que la situación se revierta, que solicitamos a nuestros pares, nos acompañen en la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Hugo Marcucci

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.27 Servicio de transporte de pasajeros de la Empresa General Güemes: informes

y(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 27.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Transporte ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 18.423 – ARI), presentado por la señora diputada Gutiérrez, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo a través de la Subsecretaría de Transporte, disponga informar sobre aspectos relacionados con el servicio de transporte de pasajeros que presta la empresa General Güemes en lo que transcurre del año 2006; y, por las razones expuestas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto con modificaciones:

 EÍ "zcExpte. Nº 18.423 – ARI\: Servicio de transporte de pasajeros de la Empresa General Güemes\: informes" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de la Subsecretaría de Transporte, con respecto al servicio de transporte de pasajeros que presta la Empresa General Güemes, y en relación a lo transcurrido del año 2006, informe lo siguiente:

1. Si se han llevado a cabo inspecciones para verificar si viajan pasajeros parados. De ser así, detallar cantidad de operativos y lugar de realización, especificando el resultado de los mismos.

2. De haberse detectado lo señalado en el punto anterior, indicar si se le ha solicitado a la empresa la incorporación de coches de refuerzo, y si ésta ha dado cumplimiento y en qué medida a lo demandado.

3. Si se han llevado a cabo inspecciones para verificar el incumplimiento de las frecuencias. De ser así, detallar cantidad de operativos especificando el resultado de los mismos. 

4. De haberse detectado lo indicado en el punto anterior, indicar si se le ha solicitado a la empresa que regularice las frecuencias, y si esta ha dado cumplimiento y en que medida a lo demandado.

5. Si se han llevado a cabo inspecciones para verificar las condiciones internas de los vehículos tales como, goteras y filtraciones de agua provenientes del techo o burletes, normal funcionamiento de los mecanismos utilizados para la reclinación de espaldares de asientos, de los artefactos de iluminación, calefacción y refrigeración, higiene adecuada y estado general. De ser así, detallar el resultado de los mismos. 

6. De haberse detectado lo indicado en el punto anterior, indicar si se le ha solicitado a la empresa que realice las acciones correspondientes para subsanar las irregularidades, y si esta ha dado cumplimiento y en que medida, a lo demandado.

7. Si la empresa Serodino realizó una solicitud ante la Subsecretaría de Transporte de la Provincia, para ampliar sus servicios al tramo Totoras-Cañada de Gómez. De ser así, indicar que curso se le ha dado a la misma.

8. Cantidad de coches en servicio y de reserva, en condiciones aptas que posee la empresa, detallando la antigüedad de los mismos.

9. Si existe algún registro por medio del cual se pueda determinar, la cantidad de interrupción de prestaciones que ha realizado la empresa en el transcurso del año 2006.

10. Detalle de reclamos de usuarios ante la empresa y la Subsecretaría de Transporte.

Sala de Comisión, 7 de junio de 2007.
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proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo provincial a través de la Subsecretaría de Transporte, con respecto al servicio de transporte de pasajeros que presta la Empresa General Güemes y en relación a lo transcurrido del año 2006, informe lo siguiente.

1. Si se han llevado a cabo inspecciones para verificar si viajan pasajeros parados. De ser así, detallar cantidad de operativos y lugar de realización, especificando el resultado de los mismos.

2. De haberse detectado lo señalado en el punto anterior, indicar si se le ha solicitado a la empresa la incorporación de coches de refuerzo, y si ésta ha dado cumplimiento y en qué medida a lo demandado.

3. Si se han llevado a cabo inspecciones para verificar el incumplimiento de las frecuencias. De ser así, detallar cantidad de operativos especificando el resultado de los mismos.

4. De haberse detectado lo indicado en el punto anterior, indicar si se le ha solicitado a la empresa regularice las frecuencias, y si ésta ha dado cumplimiento y en qué medida a lo demandado.

5. Si se han llevado a cabo inspecciones para verificar las condiciones internas de los vehículos tales como, goteras y filtraciones de agua provenientes del techo o burletes, normal funcionamiento de los mecanismos utilizados para la reclinación de espaldares de asientos, de los artefactos de iluminación, calefacción y refrigeración, higiene adecuada y estado general. De ser así, detallar el resultado de los mismos.

6. De haberse detectado lo indicado en el punto anterior, indicar si se le ha solicitado a la empresa que realice las acciones correspondientes para subsanar las irregularidades, y si ésta ha dado cumplimiento y en qué medida a lo demandado.

7. Si la empresa Serodino realizó una solicitud ante la Subsecretaría de Transporte de la Provincia, para ampliar sus servicios al tramo Totoras-Cañada de Gómez. De ser así, indicar que curso se le ha dado a la misma.

8. Cantidad de coches en servicio y de reserva en condiciones aptas que posee la empresa, detallando la antigüedad de los mismos.

9. Si existe algún registro por medio del cual se pueda determinar, la cantidad de interrupción de prestaciones que ha realizado la empresa en el transcurso del año 2006.

10. Detalle de reclamos de usuarios ante la empresa y la Subsecretaría de Transporte.

fundamentos de la autora del proyecto

Señor presidente:


En los últimos meses se han recibido innumerables quejas de distinta índole, por parte de usuarios del servicio de transporte de pasajeros prestado por la empresa General Güemes, en Ruta nacional Nº 34 y varias rutas provinciales.


Los reclamos, giran en general, sobre las malas condiciones de prestación del servicio, y en particular sobre la existencia de coches en mal estado, roturas que significan la interrupción temporal y en muchos casos definitiva del servicio, incumplimiento de horarios, goteras y filtraciones, asientos rotos, luces internas que no funcionan, aspectos estéticos y falta de higiene.


Estos reclamos han tomado estado público y han sido planteados ante autoridades de distintas localidades beneficiarias del servicio, ante la empresa Güemes y la Subsecretaría de Transporte de la Provincia, y abordados por medios de comunicación de la zona.


Ante lo expuesto y en la intención de lograr que en la totalidad del recorrido del servicio que presta la empresa en cuestión, éste se preste de manera correcta y para satisfacción de los usuarios, es que solicito a mis pares aprueben el presente proyecto de comunicación.

Alicia Gutiérrez

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.28 Servicio de transporte de pasajeros en Ruta 39 (San Javier-Gobernador Crespo)

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 28.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Transporte ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 18.304 – PJ), presentado por la señora diputada Sánchez, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio que corresponda disponga la habilitación de un servicio de transporte de pasajeros por la Ruta Provincial Nº 39, que una las localidades de San Javier, departamento San Javier y Gobernador Crespo, departamento San Justo; y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante os aconseja prestéis aprobación al mismo.

 EÍ "zcExpte. Nº 18.304 – PJ\: Servicio de transporte de pasajeros en Ruta 39 (San Javier-Gobernador Crespo)" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio correspondiente, disponga las medidas necesarias para la habilitación de un servicio de transporte de pasajeros por la Ruta provincial Nº 39; que una las localidades de San Javier –departamento San Javier– y Gobernador Crespo - departamento San Justo.

Sala de Comisión, 7 de junio de 2007.
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fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


Atento a distintas manifestaciones realizadas por alumnos de la Escuela Nº 562 “Basilio Hall” de la localidad de Cacique Ariacaiquín, departamento San Javier, en oportunidad de realizarse la jornada denominada “Diputados por un día”, traigo a consideración del Cuerpo el presente proyecto.


Es significativo conocer, que las razones expresadas por los alumnos de la escuela antes mencionada, se identifican plenamente con la opinión de los sectores productivos y vecinos de las localidades de San Javier y La Brava en el Dpto. San Javier, y de San Martín Norte, Colonia Dolores y Gdor Crespo en el Dpto. San Justo, las cuales plantean la necesidad de contar con un servicio de transporte de pasajeros que una, a través de la Ruta Provincial Nº 39, las localidades de San Javier –Dpto. San Javier– y Gdor. Crespo –Dpto. San Justo–.


Vale destacar que si bien esta ruta fue inaugurada por la anterior gestión del entonces gobernador Jorge Obeid hace mas de cinco años y significó el primer nexo disponible los trescientos sesenta y cinco días del año cualquiera sean las condiciones climáticas o meteorológicas entre la Ruta Provincial Nº 1 y la Ruta Nacional Nº 11, aún adolece la falta de un servicio de transporte de pasajeros que una las localidades del Dpto. San Javier en el Este y del Dpto. San Justo sobre la Ruta Nacional Nº 11.


Considero que el Cuerpo no necesita explicaciones de cómo en la actualidad los habitantes deben realizar sus viajes y los riesgos que corren por la carencia de un servicio de transporte de pasajeros habilitado. Es por ello y en virtud de lo brevemente expresado, que solicito de mis pares la consideración y aprobación del presente proyecto.
Francisca Sánchez

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.29 Transporte de pasajeros Empresa Laguna Paiva: verificación de estado de vehículos

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 29.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Transporte ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 18.918 – ARI), presentado por las señoras diputadas Gutiérrez; Benas y los señores diputados Riestra y Strada; por el cual se solicita verificar el estado general de los vehículos de transporte de pasajeros pertenecientes a la empresa Laguna Paiva que presta servicio en el tramo Santa Fe – Laguna Paiva; y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante os aconseja prestéis aprobación al mismo.

 EÍ "zcExpte. Nº 18.918 – ARI\: Transporte de pasajeros Empresa Laguna Paiva\: verificación de estado de vehículos" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de la Subsecretaría de Transporte, verifique el estado general de los vehículos de transporte de pasajeros pertenecientes a la empresa Laguna Paiva, que prestan servicio en el tramo Santa Fe-Laguna Paiva, y realice las actuaciones necesarias para mejorar el estado de los mismos.

Sala de Comisión, 7 de junio de 2007.
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fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


El bloque de diputados ARI presentó en junio de 2005 un proyecto de comunicación (Expte 14.951 – ARI), por medio del cual solicitaba al Poder Ejecutivo, que por intermedio de la Subsecretaría de Transporte disponga mayor control sobre el servicio que presta la empresa de transporte “Laguna Paiva”, que une la ciudad homónima con Santa Fe, ante los reiterados reclamos de los usuarios por la falta de unidades, el mal estado de las mismas y las condiciones generales de seguridad para los viajeros.

El proyecto fue presentado con relación a denuncias de usuarios del mencionado servicio de transporte, quienes afirmaban en una presentación que realizaron ante la Subsecretaría de Transporte el 25 de febrero de 2005, “Estamos viajando prácticamente como animales enjaulados”, y reclamaban por la falta de mantenimiento de los colectivos. Hasta la fecha del proyecto en cuestión no habían obtenido respuestas en cuanto a la modificación de las condiciones que dieron origen al reclamo.


En la sesión del día 16 de junio de 2005, esta Cámara de Diputados, aprobó el proyecto de comunicación. En agosto del mismo año se recibe respuesta sobre lo actuado, expediente donde se informa que se realizaron intimaciones para regularizar pequeñas cuestiones que ya habían sido solucionadas dentro del plazo otorgado.


Llama poderosamente la atención la abismal diferencia de criterios, entre lo manifestado y además presentado ante la Subsecretaría de Transporte por los usuarios del servicio, y lo inspeccionado por dicha Subsecretaría.


Más allá de ello y de haber transcurrido más de un año y siete meses, actualmente los usuarios de este servicio de transporte interurbano de pasajeros del corredor Santa Fe – Laguna Paiva, que presta la Empresa Laguna Paiva, siguen realizando reclamos con relación al estado de los vehículos.


Las quejas tienen que ver en especial con la falta o el mal funcionamiento del aire acondicionado-calefacción, la rotura de los mecanismos utilizados para la reclinación de espaldares, el estado de los tapizados, apoyabrazos y la falta de algunos asientos, la caída de agua que en reiteradas ocasiones se produce desde el techo precipitándose sobre los pasajeros, y su estado general.


En vista de la trascendencia del tema en cuestión y que los ciudadanos usuarios del servicio no han notado mejoras en el mismo, la Subsecretaría de Transporte debe actuar a conciencia, con eficiencia y sin demoras, para lograr establecer las condiciones necesarias que satisfagan los derechos no garantizados de los usuarios.


Por las consideraciones expuestas y en la intención de lograr una rápida solución al tema, es que solicito a mis pares aprueben el presente proyecto de comunicación.

Riestra – Strada – Benas – Gutiérrez

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.30 Transporte Interurbano de Pasajeros Empresa Laguna Paiva: informes

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 30.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Transporte ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 18.917 – ARI), presentado por las señoras diputadas Gutiérrez; Benas y los señores diputados Riestra y Strada; por el cual se solicita disponga informar sobre aspectos relacionado al servicio de transporte interurbano de pasajeros que presta la Empresa Laguna Paiva, en el tramo Santa Fe-Laguna Paiva; y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al mismo.

 EÍ "zcExpte. Nº 18.917 – ARI\: Transporte Interurbano de Pasajeros Empresa Laguna Paiva\: informes" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de la Subsecretaría de Transporte, en relación al servicio de transporte interurbano de pasajeros que presta la Empresa Laguna Paiva, en el corredor Santa Fe-Laguna Paiva, informe lo siguiente:

1) Si la empresa cumple con las frecuencias y horarios establecidos.

2) Si la empresa pone en servicio coches de refuerzo para atender en horas picos de traslado, la situación de los pasajeros que exceden la capacidad permitida a transportar.

3) Si la empresa normaliza los servicios con la debida rapidez, en caso de rotura de coches durante su recorrido.

4) Si todas las unidades están comprendidas dentro de la antigüedad aceptada para prestar servicio.

5) Si se han realizado operativos de control a los fines de determinar si viajan pasajeros parados y en que cantidad, y de comprobar lo señalado en los puntos anteriores. En caso positivo se solicita copia de las actuaciones.

6) Si la empresa cumple con las exigencias en materia de seguros de pasajeros transportados.
Sala de Comisión, 7 de junio de 2007.

Benítez – Lamberto – Castellani – Brignoni – Venesia

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


El bloque de diputados ARI presentó en junio de 2005 un proyecto de comunicación (Expte. 14.951 – ARI), por medio del cual solicitaba al Poder Ejecutivo, que por intermedio de la Subsecretaría de Transporte disponga mayor control sobre el servicio que presta la empresa de transporte “Laguna Paiva”, que une la ciudad homónima con Santa Fe, ante los reiterados reclamos de los usuarios por la falta de unidades, el mal estado de las mismas y las condiciones generales de seguridad para los viajeros.


El proyecto fue presentado en relación a denuncias de usuarios del mencionado servicio de transporte, quienes afirmaban en una presentación que realizaron ante la Subsecretaría de Transporte el 25 de febrero de 2005, “estamos viajando prácticamente como animales enjaulados”. Hasta la fecha del proyecto en cuestión no habían obtenido respuestas en cuanto a la modificación de las condiciones que dieron origen al reclamo.


También planteaban que ante el incremento de la población de la zona de cobertura, el número de unidades no se correspondía con la necesidad de mayores frecuencias, y en los “horarios pico”, viajaban más pasajeros parados que sentados.


Además manifestaban que esta no es la única irregularidad denunciada ya que la antigüedad de los colectivos y su falta de mantenimiento se transforman en un verdadero peligro para los usuarios que diariamente realizan el recorrido hasta la ciudad de Santa Fe por razones de trabajo.


En la sesión del día 16 de junio de 2005, esta Cámara de Diputados, aprobó el proyecto de comunicación. En agosto del mismo año se recibe respuesta sobre lo actuado, expediente donde constan planillas de controles realizados durante tres días del mes de julio.


Llama poderosamente la atención, la abismal diferencia de criterios entre lo manifestado y además presentado ante la Subsecretaría de Transporte por los usuarios del servicio, y lo inspeccionado por dicha Subsecretaría.


Mas allá de ello y de haber transcurrido mas de un año y siete meses, actualmente los usuarios de este servicio de transporte interurbano de pasajeros del corredor Santa Fe-Laguna Paiva, que presta la Empresa Laguna Paiva, siguen realizando quejas en relación a la gran cantidad de pasajeros que viajan parados.


Según los reclamos, el transporte de pasajeros parados es algo habitual, potenciándose esta situación en los horarios de traslado de escolares que utilizan diariamente este medio de transporte.


También continúan los planteos en torno a la antigüedad de los vehículos y si alguno de ellos no debe ser desafectado del servicio por antigüedad. En relación a ello, los usuarios también señalan que esto podría ser motivo de las roturas de los coches, que en muchas ocasiones deja varados a los pasajeros.


En vista de la trascendencia del tema en cuestión y que los ciudadanos usuarios del servicio no han notado mejoras en el mismo, la Subsecretaría de Transporte debe actuar a conciencia, con eficiencia y sin demoras, para lograr establecer las condiciones necesarias que satisfagan los derechos no garantizados de los usuarios.


En base a lo manifestado y en el afán de obtener una pronta solución a la situación planteada, es que solicito a mis pares aprueben el presente proyecto de comunicación.

Gutiérrez – Riestra – Benas – Strada

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.31 Mejora del estado de los vehículos de transporte de pasajeros de la empresa Río Coronda: verificación

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 31.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Transporte ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 18.838 – ARI), presentado por la señora diputada Gutiérrez y por el señor diputado Riestra, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo a través de la Subsecretaría de Transporte, verifique el cumplimiento dentro del plazo otorgado del reclamo realizado a la Empresa Río Coronda, para que mejore el estado general de los vehículos de transporte de pasajeros, que prestan servicio en los corredores Santa Fe – San Jorge – Las Rosas; y, por las razones expuestas y las que dará el señor miembro informante, os aconsejo prestéis aprobación al mismo.

 EÍ "zcExpte. Nº 18.838 – ARI\: Mejora del estado de los vehículos de transporte de pasajeros de la empresa Río Coronda\: verificación" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de la Subsecretaría de Transporte, verifique el cumplimiento dentro del plazo otorgado del reclamo realizado a la Empresa Río Coronda, para que mejore el estado general de los vehículos de transporte de pasajeros, que prestan servicio en los corredores Santa Fe-San Jorge-Las Rosas.

Sala de Comisión, 7 de junio de 2007.

Benítez – Lamberto – Castellani – Brignoni – Venesia

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Por medio del proyecto de comunicación Expte Nº 17.903 – ARI, se solicitó al Poder Ejecutivo Provincial que a través de la Subsecretaría de Transporte, realice las actuaciones necesarias para mejorar el estado de los vehículos de transporte de pasajeros pertenecientes a la Empresa Río Coronda, que prestan servicio en los corredores Santa Fe–San Jorge–Las Rosas.


En respuesta a dicho proyecto, entre otras cosas, la Subsecretaría de Transporte señala que de la verificación de las nueve unidades que componen el parque móvil de la empresa, 4 unidades presentan un estado tanto exterior como interior que puede considerarse como bueno, 3 unidades como regular y 2 unidades de regular a malo por su aspecto interior como exterior.


Ante esa realidad, la Subsecretaría de Transporte entiende conveniente solicitarle a la empresa que mejore el estado general del material rodante, y le reclama mejoras en el estado de la pintura, del piso, de paragolpes, tapizados, asientos, apoyabrazos y aire acondicionado. Ante este reclamo, la empresa solicita una prórroga de 30 días, plazo que le es concedido a partir de la notificación.


De acuerdo a la opinión de muchos usuarios del servicio, varios de los problemas señalados, aún no han sido solucionados, pese a que el período concedido para realizar las reparaciones necesarias ya ha vencido hace tiempo.


Además cabe señalar que en las planillas en las cuales se releva el estado de los vehículos, no constan rubros que necesariamente deben ser revisados, como aire acondicionado–calefacción, luces interiores, etc., que en algunos casos y a criterio del inspector, aparecen adicionados en la planilla. El rubro filtraciones de agua, de acuerdo a lo que surge de las planillas, no fue relevado en ningún vehículo pese a haber sido señalado como uno de los reclamos de los usuarios.


Otras cuestiones como estado de los asientos, piso, ventanillas, paragolpes, tapizados, aspecto exterior e interior, son descriptos solamente en algunas planillas, lo que hace suponer que probablemente no todos los rubros fueron tenidos en cuenta en las inspecciones. Es de considerar seriamente que en las planillas de relevamiento consten la totalidad de los aspectos a revisar, para que no existan omisiones.


En la intención de que el transporte de pasajeros preste un servicio dentro del marco de las exigencias y a satisfacción de los usuarios, es que solicito a mis pares aprueben el presente proyecto de comunicación.

Gutiérrez – Riestra

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.32 Verificación lumínica sobre la Ruta Nº 1

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 32.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Transporte ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 18.759 – PJ), presentado por la señora diputada Sánchez, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo a través de la Dirección Provincial de Vialidad u organismo competente, proceda a efectuar los controles necesarios en las señales lumínicas que poseen los reductores de velocidad, (lomos de burro), que se ubican a lo largo de la Ruta provincial Nº 1, en el tramo Helvecia-Santa Rosa de Calchines, departamento Garay; y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro, os aconseja prestéis aprobación al mismo.

 EÍ "zcExpte. Nº 18.759 – PJ\: Verificación lumínica sobre la Ruta Nº 1" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de la Dirección Provincial de Vialidad u organismo competente, proceda a efectuar los controles necesarios en las señales lumínicas que poseen los reductores de velocidad, conocidos como “lomos de burro”, que se ubican a lo largo de la Ruta provincial Nº 1, en el tramo Helvecia-Santa Rosa de Calchines, departamento Garay.

Sala de Comisión, 7 de junio de 2007.

Benítez – Lamberto – Castellani – Brignoni – Venesia

fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


La falta de iluminación que se evidencia en las luces que indican la presencia de los reductores de velocidad, popularmente denominados “lomos de burro” en el tramo Helvecia-Santa Rosa de Calchines (departamento Garay), es un latente peligro para los automovilistas que transitan por esta vía de comunicación costera.


Las numerosas manifestaciones que he recibido a modo de “alerta” por la carencia de esta señal lumínica en los referenciados sitios para aminorar la velocidad, sumadas a mis cotidianos viajes por la ruta nombrada, me permiten afirmar que varios móviles sufren bruscos golpes y en algunos casos averías, al pasar por los invisibles “lomos de burro”, especialmente en horas nocturnas.


Señores diputados, las justificaciones aquí indicadas ameritan el rápido tratamiento de este proyecto, y si bien ya he expresado en este recinto numerosas solicitudes de mantenimiento para esta vía de comunicación, columna vertebral del corredor turístico costero, me veo en la necesidad de sumar otras. Y más aún al referirme a la seguridad necesaria para la Ruta provincial Nº 1.


Es por ello que solicito al Cuerpo la aprobación del presente proyecto.

Francisca Sánchez

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.33 Estudios relativos a la utilización de colectivos de dos pisos: informes

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 33.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Transporte ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 18.724 – PPS), presentado por la señora diputada Benítez, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo por intermedio de la Subsecretaría de Transporte dependiente del Ministerio de la Producción, informe si se han elaborado en esa Subsecretaría o se han requerido a otras reparticiones y/o instituciones, estudios relativos a la utilización de colectivos de dos pisos; y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro, os aconseja prestéis aprobación al mismo.

 EÍ "zcExpte. Nº 18.724 – PPS\: Estudios relativos a la utilización de colectivos de dos pisos\: informes" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de la Subsecretaría de Transporte dependiente del Ministerio de la Producción, informe:

a) Si se han elaborado en esa Subsecretaría, o se han requerido a otras reparticiones y/o instituciones, estudios relativos a la utilización de colectivos de dos pisos.

b) En caso afirmativo, cuales fueron los resultados arrojados por los mismos.

Sala de Comisión, 7 de junio de 2007.

Benítez – Lamberto – Castellani – Brignoni – Venesia

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Como ya he expuesto en innumerables ocasiones, las estadísticas demuestran la alarmante cantidad de accidentes de tránsito que se producen en nuestra provincia. Según las mismas, más del 80% de estos siniestros responde a fallas humanas y, dentro de los porcentajes de accidentes, en transporte público de pasajeros ocupa un lugar de importancia.


Si tenemos en cuenta que la siniestralidad aumenta progresivamente año a año, y el hecho de que establecer las normas de tránsito y controlar su cumplimiento es un deber indelegable del Estado, es dable considerar que toda acción tendiente a la prevención es de incalculable valor.


Desde hace tiempo hemos escuchado distintas opiniones acerca de una mayor predisposición de los colectivos de doble piso a ser protagonistas de accidentes y que presentan problemas de estabilidad.


Sabemos que en países desarrollados, esta modalidad de traslado se utiliza exclusivamente en zonas donde no se supera una velocidad de 60 km/h.


Se requiere por lo tanto de un estudio serio y categórico a fin de considerar si es necesaria la adecuación de los mismos, para otorgarle mayor seguridad o, en su defecto, directamente proceder al reemplazo de estas unidades si no respetan las normas necesarias para el traslado de personas.


Entiendo que una legislación a conciencia acerca de este tema deberá responder a los estudios que por el presente proyecto se requiere, así como a otros cuya naturaleza se relacione estrechamente con la temática. Por eso mismo y en virtud de proseguir con cualquier actividad legislativa, creo imprescindible basar las acciones futuras en muestras empíricas que oficien de basamento a la ley, cuya funcionalidad en base a supuestos, sería de otro modo altamente cuestionable, sobre todo en temáticas donde la vida humana es un factor en juego.


Por lo expuesto solicito a mis pares me acompañen en la aprobación del presente proyecto.

Benítez – Reynoso – Urruty

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.34 Cuestionarios en escuelas para detección temprana de Diabetes Mellitus

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 34.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 19.071 – PPS), de los diputados Reynoso, Urruty y Benítez, por el cual se solicita disponga aplicar cuestionarios que permitan la detección temprana de la Diabetes Mellitus en la infancia, a través de formularios que serán distribuidos en todas las escuelas públicas y privadas, y, no encontrando objeciones que formular al mismo, aconsejamos su aprobación.

 EÍ "zcExpte. Nº 19.071 – PPS\: Cuestionarios en escuelas para detección temprana de Diabetes Mellitus" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Salud y del Ministerio de Educación, establezca la aplicación de cuestionarios que permitan la detección temprana de la Diabetes Mellitus en la infancia, a través de formularios que serán distribuidos en todas las escuelas públicas y privadas incluidos jardines de infantes, guarderías, hogares transitorios y comedores infantiles.

Sala de Comisión, 6 de junio de 2007.

Pividori – Baudín – Cavuto – Sánchez – Benítez

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


La intención de realizar estudios preventivos desde la infancia tiene que ver con que a través del conocimiento de la predisposición de los niños a contraer la enfermedad diabética, podrían estimularse los hábitos alimentarios correspondientes desde temprana edad, para que en la adultez no tengan que sufrirse los trastornos derivados del cambio repentino de alimentación cuando la enfermedad ya se ha detectado, como así también las complicaciones derivadas de un deficiente control y del carácter crónico de la misma.


El conocer los antecedentes de cada encuestado permitirá determinar quiénes tienen altas probabilidades de padecer diabetes y actuar en consecuencia, a través de la realización de dietas preventivas y hábitos de vida.


La diabetes mellitus, declarada recientemente por la Organización Mundial de la Salud como epidemia mundial es una enfermedad de carácter genético que afecta a millones de personas en todo el mundo y cuyas complicaciones de origen vascular y nervioso pueden llevar al paciente a la ceguera, hipertensión arterial, infartos, accidentes cerebrovasculares o muerte.


Desde el punto de vista de la estructura institucional de la salud, es necesario tener en cuenta que la prevalencia de la diabetes es cada día mayor. Es indispensable la ejecución de campañas de detección precoz, puesto que la enfermedad, al agudizarse, volverá deficitarios los recursos de salud.


Este proyecto sugiere detectar, a muy temprana edad, la potencialidad de padecer Diabetes, de manera muy simple y a un bajo costo, a fin de abolir o retrasar la aparición de la misma mediante su prevención.


Por las razones expuestas solicito a mis pares la aprobación de este proyecto.

Reynoso – Urruty – Benítez

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.35 Medidas adoptadas por el Iapos por exigencia de “copago” por prestadores del departamento La Capital

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 35.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 18.786 – ARI), de los diputados Riestra, Strada, Benas y Gutiérrez, por el cual se solicita disponga informar respecto de las medidas que dispuso el Iapos para contrarrestar la exigencia de un arancel diferenciado a sus afiliados denominado “Copago”, por parte de prestadores del departamento La Capital, y, por la razones que dará el miembro informante, aconsejamos prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zcExpte. Nº 18.786 – ARI\: Medidas adoptadas por el Iapos por exigencia de \“copago\” por prestadores del departamento La Capital" 

La Cámara de Diputados de la Provincia solicita al Poder Ejecutivo, por intermedio del órgano administrativo que corresponda, la información que se requiere a continuación, vinculada con las prestaciones del Instituto Autárquico de Obra Social – Iapos:

1) Qué medidas dispuso la Dirección de la Obra Social para contrarrestar la exigencia de un arancel diferenciado a los afiliados del Iapos, denominado “Copago”, por parte de prestadores del departamento La Capital.

2) Si la Obra Social dispondrá algún tipo de sanciones para los prestadores de Santa Fe, que han exigido el arancel descrito en el punto 1.

3) Si el Iapos instrumentará un sistema de reintegro de los aranceles abonados a los prestadores por parte de los beneficiarios.
Sala de Comisión, 6 de junio de 2007.

Pividori – Baudín – Cavuto – Sánchez – Benítez

proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia solicita al Poder Ejecutivo, a través del órgano administrativo que corresponda, la información que se requiere a continuación, vinculada con las prestaciones del Instituto Autárquico de Obra Social – Iapos:

1) Qué medidas dispuso la Dirección de la obra social para contrarrestar la exigencia de un arancel diferenciado a los afiliados del Iapos, denominado “Copago”, por parte de prestadores del departamento La Capital.

2) Si la obra social dispondrá algún tipo de sanciones para los prestadores, en particular, nucleados en la Asociación de Clínicas y Sanatorios de Santa Fe, que han exigido el arancel descrito en el punto 1.

3) Si el Iapos ha ordenado un registro para determinar el número de afiliados damnificados por la práctica del “Copago” y si la obra social instrumentará un sistema de reintegro de los aranceles abonados a los prestadores por parte de los beneficiarios.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Causa profunda preocupación entre los afiliados al Instituto Autárquico de Obra Social de la Provincia y sus trabajadores, la práctica del cobro de un arancel diferenciado por parte de los prestadores del departamento La Capital, denominado “copago”.


La irregularidad hizo que la Asociación Sindical del Personal del Iapos, formulara una denuncia ante la Justicia, para que determine la existencia o no de delitos en estas maniobras. Previamente esta organización gremial había impulsado actuaciones en el ámbito de la Defensoría del Pueblo de la Provincia, cuyas requisitorias no dieron resultado en la obra social.


Un caso paradigmático que tomó estado público a través de medios de comunicación de Santa Fe, involucró al afiliado José Postigo a quien el prestador no entregó los resultados de un estudio médico cardiológico, porque no se había abonado el “copago”, colocándoselo en una situación de vulnerabilidad en la atención de su salud.


No es la primera vez que el Iapos sufre este tipo de vicios de cobro de plus médico o aranceles extras no tipificados, que perjudican a los afiliados, a los trabajadores de la obra social, y en última instancia al sistema prestacional mismo, por lo que urge que las autoridades adopten medidas de saneamiento.


Precisamente es lo que este proyecto de comunicación pretende dilucidar, esclareciendo la actuación de las autoridades de la obra social. En caso contrario, es dable suponer la existencia de un estado de connivencia con los prestadores o con las entidades que los representan, a través de la violación sistemática de los convenios prestacionales, que rayan en la presunta comisión de hechos ilícitos.


Por lo expuesto solicito a mis pares la aprobación de este proyecto.

Riestra – Strada – Benas – Gutiérrez

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.36 Suspensión de pago de cuotas de viviendas construidas con planes sociales afectadas por la emergencia hídrica

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 36.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 18.876 – PJ), presentado por el diputado Cura, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, disponga implementar las medidas necesarias para que las viviendas construidas en el marco de operatorias de planes nacionales como provinciales, no abonen las cuotas respectivas hasta que las mismas no sean reparadas en sus daños producidos por la emergencia hídrica del 28 de marzo de 2007; y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto que, con modificaciones, se transcribe:

 EÍ "zcExpte. Nº 18.876 – PJ\: Suspensión de pago de cuotas de viviendas construidas con planes sociales afectadas por la emergencia hídrica" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, arbitre las medidas necesarias para que los adjudicatarios de viviendas construidas mediante las operatorias de planes nacionales o provinciales, no abonen las cuotas respectivas hasta que las viviendas afectadas por la emergencia hídrica de marzo de 2007 sean reparadas y para aquellos adjudicatarios que efectúen reparaciones por cuenta propia puedan debitar de las cuotas las erogaciones realizadas.

Sala de Comisión, 6 de junio de 2007.

Tibaldo – Urruty – Cura – Albónico – Dehesa

proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia solicita que el Poder Ejecutivo implemente las medidas necesarias para que las viviendas construidas con planes tanto nacionales como provinciales no abonen las cuotas respectivas hasta que las mismas no sean reparadas en sus daños producidos por la emergencia hídrica del 28 de marzo de 2007 y aquellos que lo hagan a su costo y cargo descuenten esos gastos de la deuda que mantienen con la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo.

fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


El pedido que motiva el presente proyecto está fundamentado en las graves consecuencias edilicias provocadas por la emergencia hídrica que comenzó el 28 de marzo de 2007 afectando a miles de ciudadanos de Santa Fe, Rosario, Santo Tomé, Esperanza y otras localidades de la Provincia trayendo graves deterioros a las viviendas ya que sus habitantes volvieron a soportar este flagelo cuando muchos aún no se recuperaron de las graves consecuencias provocadas por la emergencia hídrica del 29 de abril de 2003.


En particular las viviendas construidas a través de planes tanto nacionales como provinciales ya tenían defectos graves en su estructura que en algunos casos las hacían prácticamente inhabitables. A la falta de respuesta por parte de las autoridades pertinentes se le sumó el fenómeno meteorológico provocando en los habitantes de estos complejos habitacionales una situación de impotencia, desaliento y desamparo al no poder realizar las reparaciones necesarias para volverlas aptas lo cual provocó graves problemas de humedad, derivando en problemas de salud especialmente en los niños y con serios riesgos de habitabilidad por deterioro en la instalación eléctrica, rajaduras en las paredes, filtraciones en los techos, deterioros de aberturas y de las instalaciones sanitarias.


Creemos necesario y urgente un serio relevamiento largamente postergado por parte de las autoridades pertinentes para contar con sus viviendas en buenas condiciones para llevar tranquilidad a esas familias solucionando estos problemas de vieja data.


Hemos constatado además que planes de vivienda recientemente inaugurados y que fueron destinados a familias afectadas por la emergencia hídrica del 29 de abril de 2003 al momento de tomar posesión de las mismas ya tenían graves problemas de humedad, filtraciones, rajaduras, lo cual es inadmisible y creemos que la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo debe extremar los controles para constatar las necesarias reparaciones y de una vez por todas concretarlas por cuanto creemos que es un derecho de los ciudadanos y al momento de certificar el final de obra, las viviendas se encuentren en óptimas condiciones de habitabilidad por cuanto se han invertido elevados presupuestos en su construcción con el dinero generado por el pago de impuestos de todos los ciudadanos y lo menos que podemos pedir es que estos dineros públicos sean invertidos eficientemente y con transparencia.


Por todo lo expuesto, solicito de mis pares la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Jorge Cura

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.37 Toxicidad de herbicidas basados en glifosato: informes

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 37.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales ha considerado el proyecto de comunicación (Expte Nº 18.629 – PJ), autoría de la diputada Meotto, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo a través del organismo correspondiente, disponga informar si se tiene conocimiento sobre la toxicidad de los herbicidas basados en glifosato, altamente perjudicial para la salud de los seres humanos y los animales, y luego de los estudio realizados, esta comisión os aconseja le prestéis aprobación al mismo.


La Cámara de Diputados de la Provincia requiere al Poder Ejecutivo, que por intermedio de las áreas que correspondan, informe si se ha tomado conocimiento sobre la toxicidad de los herbicidas basados en glifosato, altamente perjudicial para la salud de seres humanos y animales, utilizados para la fumigación en gran parte de las zonas cultivables de nuestra provincia.


En caso afirmativo, que medidas efectivas y de prevención ha adoptado el área respectiva sobre el tema que nos ocupa.

Sala de Comisión, 16 de mayo de 2007.

Vázquez – Pividori – Riestra – Cura – Benítez – Sánchez – Mascheroni

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 18.629 – PJ), de la diputada Meotto, por el cual se solicita disponga informar si se tiene conocimiento sobre la toxicidad de los herbicidas basados en glifosato, altamente perjudicial para la salud de seres humanos y animales; y, por la razones que dará el miembro informante, aconsejamos prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zcExpte. Nº 18.629 – PJ\: Toxicidad de herbicidas basados en glifosato\: informes" 

La Cámara de Diputados de la Provincia requiere al Poder Ejecutivo, que por intermedio de las áreas que correspondan, informe respecto a la posible toxicidad de los herbicidas basados en glifosato, altamente perjudicial para la salud de seres humanos y animales, utilizados para la fumigación en gran parte de las zonas cultivables de nuestra provincia. En caso afirmativo, que medidas efectivas y de prevención ha adoptado el área respectiva sobre el tema que nos ocupa.

Sala de Comisión, 6 de junio de 2007.

Pividori – Baudín – Cavuto – Sánchez – Benítez

fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


Es de público conocimiento el informe elaborado por la Facultad de Ciencias Bioquímicas y Farmacéuticas de la Universidad Nacional de Rosario por el cual se advierte la existencia de estudios toxicológicos que indican que el glifosato, sustancia utilizada para la elaboración de herbicidas, es altamente perjudicial para la salud humana.


Los herbicidas más comercializados en nuestro país están elaborados a base del glifosato debido a que algunos cultivos transgénicos están manipulados genéticamente para desarrollar una resistencia a esta sustancia química.


En otros países, como Estados Unidos, se reclasificaron los plaguicidas que contienen esta sustancia catalogándolas como clase II “altamente tóxicos” y la Organización Mundial de la Salud (OMS) los califica como categoría I, es decir “extremadamente tóxicos”. En seres humanos los síntomas incluyen irritaciones dérmicas y oculares, náuseas y mareos, edema pulmonar, descenso de presión sanguínea, destrucción de glóbulos rojos, reacciones alérgicas, pérdida de conciencia y daño renal, entre otros perjuicios.


Por ello, se deben adoptar medidas urgentes a fin de resolver esta situación nociva para la salud de los ciudadanos, especialmente en las grandes zonas cultivables de nuestra provincia, que en ocasiones también afecta a zonas pobladas donde se realiza el traslado y almacenamiento incorrecto de estas sustancias en depósitos situados dentro del ejido urbano, produce volatilización incontrolable lo que podría conllevar mayores riesgos.


Por los motivos expuestos, es que solicito el tratamiento del presente proyecto de comunicación, por esta Legislatura para considerar su aprobación.

Liliana Meotto

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el dictamen de la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.38 Observatorio Estadístico de las Industrias sin Humo

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 38.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Industria, Comercio y Turismo ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 18.549 – PPS), de los señores diputados Urruty, Reynoso y Benítez, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de la Producción, disponga la creación de un Observatorio Estadístico de las Industrias sin Humo y, atento a los fundamentos expuestos, por los motivos que se agregarán oportunamente, os aconseja le prestéis vuestra aprobación al siguiente:

 EÍ "zcExpte. Nº 18.549 – PPS\: Observatorio Estadístico de las Industrias sin Humo" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, arbitre las medidas necesarias para que el Ministerio de la Producción, a través de la Secretaría de Industria, Comercio y Servicios, implemente un Observatorio Estadístico de las denominadas “Industrias Sin Humo”, que incluirá indicadores relacionados con el turismo, las actividades culturales; en sus distintas expresiones; y las tecnológicas.

Sala de Comisión, 10 de mayo de 2007.

Mirabella – Strada – Stanoevich – Liberati – Meotto

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 18.549 – PPS), presentado por los señores diputados Urruty, Reynoso y la señora diputada Benítez, por el cual se solicita a través de la Secretaría de Industria, Comercio y Servicios, dependiente del Ministerio de la Producción, disponga crear el “Observatorio Estadístico de las Industrias Sin Humo”, que incluirá indicadores relacionados con las industrias del turismo, culturales y tecnológicas, y, por las razones invocadas, las que dará el señor miembro informante y atento al dictamen precedente de la Comisión de Industria, Comercio y Turismo, esta comisión ha resuelto adherir al mismo.

Sala de Comisión, 16 de mayo de 2007.

Costa – Kilibarda – Stanoevich – Cavuto

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


En relación a la industria del turismo es imprescindible fijar una visión, una línea estratégica que permita acompañar y direccionar esta industria hacia un objetivo posible y sustentable. El turismo es una amalgama de industrias tales como transportes, alojamientos, servicios de alimentación y bebidas, actividades recreativas y de entretenimiento y las agencias de viajes. Para comprender como se desarrollan estos sectores es necesario contar con indicadores, por ejemplo utilizando como instrumento la noción desarrollada por las Naciones Unidas conocida como Cuenta Satélite de Turismo para medir las dimensiones de los sectores económicos que no se definen como industrias en las cuentas nacionales.


En cuanto a las industrias culturales, se define así “al conjunto de actividades relacionadas directamente con la creación, la fabricación, la comercialización y los servicios de productos o bienes culturales, en el ámbito de un país o a nivel internacional”. Los rasgos distintivos de estas industrias son semejantes a los de cualquier otra actividad industrial y se basan en la serialización, la estandarización, la división del trabajo y el consumo de masas. A diferencia de otras, no se trata de productos para el uso o el consumo físico, sino de bienes simbólicos (obras literarias, musicales, cinematográficas, plásticas, periodísticas, televisivas, etcétera) que para acceder a la percepción (consumo) de los grandes públicos, deben procesarse industrialmente para adoptar la forma de un libro, un disco, una película, un programa de televisión, etcétera. Las industrias culturales tienen una gran incidencia en la economía, el empleo, la cultura, los intercambios, favorecen el rescate de la identidad local y la integración regional y tienen un fuerte impacto en el desarrollo del turismo.


Asimismo, las industrias culturales producen bienes que sirven como respaldo patrimonial a otras industrias más tradicionales. Este soporte asegura la sanidad financiera y patrimonial de empresas constructoras de viviendas e infraestructuras, productoras de alimentos, de comunicaciones, transportes y tantas otras indispensables para la calidad de vida. Por lo que para un mejor desenvolvimiento y crecimiento de estas industrias también será positivo contar con indicadores adecuados.


La Provincia cuenta con infraestructura tecnológica que es un activo estratégico, es una herramienta que incrementa los distintos desarrollos de las industrias antes mencionadas. Asimismo se ha implementado una política de creación y desarrollo de parques tecnológicos, entendiendo por tales la conjunción entre la parte académica, de investigación y la parte productiva de negocios.


Es por todo esto que creo necesaria la creación del Observatorio Estadístico de las Industrias Sin Humo, con el fin de contar con una herramienta que permita proveer a los responsables de políticas públicas, a las organizaciones del sector privado y a los centros de formación profesional información comparable, lograr un diseño más ajustado de las políticas provinciales, evaluar su desempeño empresarial y conocer el papel que juegan en los mercados de factores, bienes y servicios en la provincia, así como también las necesidades que genera.


Por todo lo expuesto solicito a mis pares la aprobación de este proyecto.

Urruty – Reynoso – Benítez

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.39 Registro de actividades tendientes a extracción y explotación de aguas termales: informes

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 39.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 18.727 – ARI), autoría de los diputados Gutiérrez, Riestra, Strada y Benas, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Asuntos Hídricos y la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable, bajo el amparo del artículo 124 de la Constitución Nacional, proceda a informar si se ha habilitado un registro con las actividades de investigación y perforación de napas subterráneas, tendientes a la extracción y explotación de aguas termales, luego de los estudios realizados, esta comisión os aconseja le prestéis aprobación al mismo.

 EÍ "zcExpte. Nº 18.727 – ARI\: Registro de actividades tendientes a extracción y explotación de aguas termales\: informes" 

La Cámara de Diputados de la Provincia requiere que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Asuntos Hídricos y la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable, bajo el amparo del artículo 124 de la Constitución Nacional, informe:

1. Si se ha habilitado un registro con las actividades de investigación y perforación de napas subterráneas, que se están realizando en distintas áreas del territorio provincial, tendientes a la extracción y explotación de aguas termales.

2. En los casos en que se hallaren aguas termales, si se ha previsto confeccionar un catastro y un mapa hidrogeológico, con el objeto de regular y controlar el uso de las mismas.

3. Cuáles son los requisitos legales, técnicos y administrativos que se han exigido desde el Estado, para la extracción de aguas termales.

4. En qué localidades se está realizando esta actividad en cualquiera de sus etapas: investigación, perforación, explotación, y qué personas físicas o jurídicas son responsables de estos proyectos.

Sala de Comisión, 7 de junio de 2007.

Vázquez – Pividori – Riestra – Cura – Benítez – Sánchez – Mascheroni

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


La Municipalidad de Santa Fe (10/11/06) inició las acciones para evaluar la viabilidad de explotación de acuíferos profundos en la ciudad con destino al aprovechamiento de aguas termales. Dichas acciones requieren de la convocatoria a consultores individuales, empresas consultoras e instituciones especializadas para que realicen estudios de preinversión en todas sus etapas: idea, perfil, prefactibilidad, factibilidad y proyecto ejecutivo, con destino a la evaluación si en la ciudad ocurre el Sistema Acuífero Guaraní. Para ello es necesaria una inversión que estima un costo de 102.200 pesos. Dichos recursos económicos serán obtenidos de la Unidad de Preinversión (Unpre) de la Secretaría de Política Económica del Ministerio de Economía de la Nación, a través de un convenio con el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) que aportará $ 70.600 y del 30 por ciento restante se hará cargo administración municipal.


Según lo expresado en un informe elevado a la Unpre, realizado por funcionarios de la actual gestión municipal, entre ellos el secretario de Planeamiento Urbano “El termalismo constituye un eficaz instrumento para generar riquezas, ya que captaría inversiones, generaría ocupación y lograría un turismo sustentable debido a que esta actividad no tendría impactos negativos sobre nuestros recursos, sino que, por el contrario, permitiría la integración de nuestras riquezas culturales y naturales con la actividad termal”. (Fuente Agenciafe – 04-11-06).


Además de estas noticias, en enero de 2007, los medios de comunicación han dado a conocer que en la localidad de Timbúes, una empresa que venía desarrollando un barrio privado sobre la ruta 11 efectuó una perforación y halló una fuente de aguas termales.


El responsable de la inversión comentó que para realizar la extracción se alquiló un equipo especial de perforación 


Según investigaciones realizadas por grupos de universidades y profesionales pertenecientes a Argentina y a otros países como Estados Unidos, Alemania, Francia, España, Holanda, Inglaterra, Italia, Dinamarca, Canadá, Japón e Israel, existe casi la certeza de que el acuífero Guaraní se extienda en nuestra provincia, por lo que las aguas termales halladas serían provenientes del mismo.


En vistas de que esta acción se reproduce en otras localidades de la provincia, pues esta misma situación se presento en la localidad de Carlos Pellegrini, en el año 2005, en donde en su oportunidad hemos presentado un proyecto de comunicación y pedido de informes, consideramos que se deben realizar las actuaciones pertinentes, a fin de que esta actividad de “explotación” de aguas termales, pueda ser controlada directamente por el Estado, ya que se trata de un recurso esencial para la vida humana, por lo que debemos tomar las medidas correspondientes para garantizar la sustentabilidad.


No olvidemos que el Acuífero Guaraní es un sistema de aguas subterráneas calientes compartido por los países de Brasil, Paraguay, Uruguay y Argentina, y constituye uno de los acuíferos transfronterizos más importantes del mundo y una de las pocas reservas mundiales de agua dulce.


La extensión de esta reserva subterránea es de 1.190.000 kilómetros cuadrados, 225.000 de los cuales corresponden a territorio argentino.


Los expertos estiman que almacena un volumen aproximado a los 50.000 kilómetros cúbicos de un agua dulce de excelente calidad, cantidad suficiente para abastecer a la población mundial actual, a razón de 100 litros por habitante por día, durante 200 años.


En el subsuelo argentino, el acuífero se ubicaría debajo de Entre Ríos, Corrientes, Chaco, Misiones, Formosa, y las condiciones geológicas de Santa Fe indican que también se extendería a nuestra provincia, aunque no está demostrado.


Si resultaran positivas estas afirmaciones, no debemos olvidar que este recurso debería ser utilizado para abastecer de agua potable a toda la población presente y futura de nuestro país, por tanto debemos regular y controlar su uso para otros fines con total responsabilidad.


Por estas razones solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Gutiérrez – Riestra – Strada – Benas

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.40 Investigación de causas de accidentes en cordón industrial de Timbúes a Villa Constitución: informes

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 40.

–
Se lee 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 16.839 – ARI), suscripto por los diputados Gutiérrez, Riestra, Benas y Strada, por el cual se solicita disponga informar si se ha investigado a través de la Secretaría de Riesgo de Trabajo (SRT) y la inspección de la Provincia, las causales de accidentes en el cordón industrial que va desde las localidades de Timbúes a Villa Constitución; y, por las razones expresadas en el mismo y las que oportunamente podrá dar su miembro informante os aconseja le prestéis vuestra aprobación.

 EÍ "zcExpte. Nº 16.839 – ARI\: Investigación de causas de accidentes en cordón industrial de Timbúes a Villa Constitución\: informes" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, arbitre los medios ante quien corresponda, para informar:

1. Si se investigó a través de la Secretaría de Riesgo de Trabajo (SRT) y la Inspección de la Pcia. de Santa Fe, las causales de accidentes en el cordón industrial que va desde las localidades de Timbúes a Villa Constitución.

2. Si desde el Gobierno provincial se ha puesto en marcha algún programa de capacitación de recursos humanos, para aumentar la fiscalización y control en la jurisdicción.

3. Si las empresas ubicadas en la localidad de San Lorenzo cumplen con las medidas de seguridad laboral e higiene.

4. Si las medidas de seguridad que se utilizan se han optimizado respecto a la construcción de la obra pública.

5. Si existe seguimiento y control sobre las denominadas enfermedades profesionales.

Sala de Comisión, 29 de noviembre de 2006.

Cura – Benítez – Qüesta – Sánchez – Tibaldo – Benas – Mascheroni

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 16.839 – ARI), presentado por las diputadas Gutiérrez, Benas y los diputados Riestra y Strada, por el cual solicitan al Poder Ejecutivo, gestione ante el Gobierno Nacional, para que a través del organismo que corresponda, disponga informar si se ha investigado las causales de accidentes en el cordón industrial que va desde las localidades de Timbúes a Villa Constitución, en los departamentos San Lorenzo y Constitución; atento a los fundamentos expuestos por los autores del mismo y las razones que dará el miembro informante, se adhiere al dictamen de la Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión.

Sala de Comisión, 7 de junio de 2007.

Dehesa – Gutiérrez – Cavuto – Jullier – Peirone – Tibaldo – Ritter
fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


En la localidad de Timbúes un joven perdió la vida al caer de unos 35 metros, mientras trabajaba en la construcción de los silos del puerto cerealero de la empresa anglochina Noble. Según pudo constatarse el joven tenía colocado el arnés de seguridad.


El fatal episodio pasó a engrosar la extensa lista de accidentes laborales en el cordón industrial, sobre todo en las tareas en altura.


Las estadísticas indican que entre tres y seis muertes se producen en un año por accidentes laborales en el cordón Capitán Bermúdez, Puerto Gral. San Martín, con personas que caen al vacío.


El secretario gremial de la CGT San Lorenzo, Pablo Reguera, indicó que la delegación San Lorenzo de la Secretaría de Trabajo de la Provincia no tiene personal, ni teléfono, ni móviles para sus funcionarios.


Se sabe que desde el 13 de marzo 2006, la Superintendencia de Riesgo del Trabajo (SRT) de la Nación y los inspectores de la provincia de Santa Fe, realizaron en forma conjunta un operativo de control de salud y seguridad laboral, centrado en la industria de la construcción. Las auditorias se realizaron en obras en construcción de las ciudades de Rosario y Santa Fe y también en obras civiles de áreas industriales, con el objetivo de prevenir los accidentes de trabajo y las enfermedades profesionales.


En la provincia, de 1898 obras, 936 fueron denunciadas por incumplimientos a la normativa vigente por parte de las Aseguradoras de Riesgos de Trabajo (ART).


Cabe recordar que a partir del Pacto Federal del Trabajo entre el Gobierno central y las provincias en 1998, ratificado en el 2000, el poder de policía en materia de higiene y seguridad está en la órbita de las provincias, siendo restringida las competencias de la SRT a territorios federales, pero complementaria cuando es requerida por la jurisdicción local.


La SRT firmo convenio con las provincias con el propósito de financiar diversas acciones que tienden a fortalecer la capacidad de inspección de las administraciones locales para aumentar la fiscalización y los controles en la jurisdicción.


La preocupación se genera a partir de la divulgación de la cantidad de accidentes ocurridos en el corriente año. Los accidentes a saber: Ernesto Medina, cayó desde una altura de 35 metros en Timbúes, Néstor Oribe accidente del mismo tenor en Terminal 6 de Puerto Gral. San Martín, Juan Ramón Rodríguez, cayó desde una escalera de casi 10 metros en Celulosa Argentina, Capitán Bermúdez, Julián Heredia, hospitalizado con quemaduras al incendiarse un camión en la empresa Cloretil en Puerto Gral. San Martín.


Frente a la gravedad de estos hechos solicito a mis pares el acompañamiento del presente proyecto.

Gutiérrez – Riestra – Benas – Strada

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.41 Solución a problemas edilicios y falta de agua en Escuela N° 1.276 de Rosario

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 41.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 18.691 – ARI), presentado por los diputados Benas, Strada, Riestra y Gutiérrez por el cual solicitan al Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación, arbitre los medios para solucionar, urgentemente, los problemas edilicios y la falta de agua del edificio y de la casa habitación de la Escuela Nº 1276: “Martha Salotti”, ubicada en Pje. Biselli 5692, de la ciudad de Rosario; y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zcExpte. Nº 18.691 – ARI\: Solución a problemas edilicios y falta de agua en Escuela N° 1.276 de Rosario" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación, evalúe la posibilidad de solucionar los problemas edilicios y la falta de agua del edificio y de la casa habitación de la Escuela núm. 1276 “Martha Salotti”, ubicada en Pje. Biselli 5692 de la ciudad de Rosario, departamento homónimo.

Sala de Comisión, 9 de mayo de 2007.

Costa – Benas – Stanoevich – Reynoso – Kilibarda – Peralta – Albónico

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 18.691 – ARI), presentado por las diputadas Benas, Gutiérrez y los diputados Riestra y Strada, por el cual solicitan al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, arbitre los medios necesarios para solucionar los problemas edilicios y la falta de agua del edificio y de la casa habitación de la Escuela Nº 1276 “Martha Salotti”, ubicada en Pje. Biselli 5692, de la ciudad de Rosario, departamento homónimo; atento a los fundamentos expuestos por los autores del mismo y las razones que dará el miembro informante, se adhiere al dictamen de la Comisión de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación.

Sala de Comisión, 7 de junio de 2007.

Dehesa – Gutiérrez – Cavuto – Jullier – Peirone – Tibaldo – Ritter
proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia solicita que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación, arbitre los medios para solucionar, urgentemente, los problemas edilicios y la falta de agua del edificio y de la casa habitación de la Escuela Nº 1.276: “Martha Salotti”, ubicada en Pje. Biselli 5692, de la ciudad de Rosario.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


La Escuela Nº 1.276 cuenta con una matrícula escolar de aproximadamente 750 niños, provenientes todos del barrio Fonavi en el que está inserta.


Es destacable el esfuerzo que directivos y docentes están realizando para solucionar los problemas edilicios que padece esta institución.


Si bien los mismos son de larga data, algunos desde el momento mismo de su edificación, no reciben como respuesta soluciones definitivas.


Lo grave de esta situación es que, ante el peligro al que están expuestos los niños, el personal directivo se ve imposibilitado de darles garantías de seguridad a sus alumnos.


Puntualmente las deficiencias edilicias hacen que se inunde la planta alta, provoque el desprendimiento de cielorrasos en las aulas de la planta baja, humedezca toda la instalación eléctrica recientemente instalada y se electrifiquen las paredes.


El patio, construido en desnivel con respecto al edificio, se inunda con facilidad haciendo imposible su tránsito y penetrando el agua de lluvia en las dependencias escolares.


La falta de presión de agua hace que el personal de servicio y de comedor deba acarrear el agua en baldes para higienizar la vajilla, los enseres de la cocina y los sanitarios, encontrándose, además, los baños de la planta alta clausurados.


Se suma, a las cuestiones planteadas, la preocupación que genera tener la casa habitación de la escuela usurpada, dado que la misma está habitada por personas que no pertenecen a la planta escolar ni fueron debidamente autorizadas.


Ante esta situación es imposible iniciar el ciclo lectivo, siendo el alumnado el que se ve perjudicado.


Los proyectos pedagógicos que el personal docente planificara para dar respuesta a una población escolar tan desprotegida, no puede efectivizarse ante esta deplorable realidad.


Por lo antes manifestado, es que descuento el apoyo de mis pares para la aprobación de este proyecto.

Benas – Strada – Riestra – Gutiérrez

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.42 Escuela Nº 1.371 de Paraje El Salitral – Gato Colorado: dotación de energía eléctrica

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 42.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 18.930 – ARI), presentado por los diputados Benas, Strada, Gutiérrez y Riestra, por el cual solicitan al Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, se efectúen las tramitaciones necesarias para dotar de energía eléctrica a la Escuela Nº 1371, “Granaderos de San Martín”, Paraje el Salitral, Gato Colorado, departamento 9 de Julio; y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zcExpte. Nº 18.930 – ARI\: Escuela Nº 1.371 de Paraje El Salitral – Gato Colorado\: dotación de energía eléctrica" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo correspondiente, evalúe la posibilidad de realizar las gestiones necesarias para dotar de energía eléctrica a la Escuela Nº 1371 “Granaderos de San Martín”, Paraje el Salitral, Gato Colorado, departamento 9 de Julio.

Sala de Comisión, 16 de mayo de 2007.

Costa – Benas – Stanoevich – Jullier – Kilibarda

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 18.930 – ARI), presentado por los diputados Riestra, Strada y las diputadas Benas y Gutiérrez, por el cual solicitan al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, realice las gestiones necesarias para dotar de energía eléctrica a la Escuela Nº 1371 “Granaderos de San Martín”, Paraje el Salitral, de la localidad de Gato Colorado, departamento 9 de Julio; atento a los fundamentos expuestos por los autores del mismo y las razones que dará el miembro informante, se adhiere al dictamen de la Comisión de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación.

Sala de Comisión, 7 de junio de 2007.

Dehesa – Gutiérrez – Cavuto – Jullier – Peirone – Tibaldo
proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia solicita al Poder Ejecutivo de la Provincia, por intermedio del órgano que corresponda, se efectúen las tramitaciones necesarias para dotar de energía eléctrica a la Escuela Nº 1371 "Granaderos de San Martín" – Paraje El Salitral –Gato Colorado– departamento 9 de Julio.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Este pedido se realiza debido a lo indispensable que resulta contar con ese servicio para una institución educativa que además cuenta con comedor escolar.


Por otra parte no se trataría de una obra de gran magnitud ya que el tendido de la red eléctrica llega hasta el frente de la escuela.


Por lo expuesto es que solicitamos a nuestro pares la aprobación del presente pedido.

Riestra – Strada – Benas – Gutiérrez

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.43 Vaciadero de camiones atmosféricos en zona oeste de Rosario: informes

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 43.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 18.871 – PJ), presentado por la diputada Meotto, en el cual solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo correspondiente, disponga informar si se encuentra construido el vaciadero de camiones atmosféricos que mediante Resolución 121/97, el Ente Regulador de Servicios Sanitarios autoriza a la Empresa Concesionaria a la adquisición del lote de terreno ubicado en la zona oeste de la ciudad de Rosario; atento a los fundamentos expuestos por la autora del mismo y las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al texto que a continuación se transcribe:

 EÍ "zcExpte. Nº 18.871 – PJ\: Vaciadero de camiones atmosféricos en zona Oeste de Rosario\: informes" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, informe si se encuentra construido el vaciadero de camiones atmosféricos que mediante Resolución 121/97, el Ente Regulador de Servicios Sanitarios, autorizaba a la empresa concesionaria a la adquisición del lote de terreno ubicado en la zona oeste de la ciudad de Rosario, próximo a la intersección de Av. de Circunvalación y Bv. 27 de Febrero para la instalación del mismo, de acuerdo a las disposiciones del Contrato de Concesión, supeditada al otorgamiento de la factibilidad por parte de la Municipalidad de Rosario.

Sala de Comisión, 7 de junio de 2007.

Dehesa – Gutiérrez – Cavuto – Jullier – Peirone – Tibaldo – Ritter
fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


Es de público conocimiento la situación que se produjo en la ciudad de Rosario y poblaciones vecinas con relación al volcamiento de líquidos cloacales por parte de las empresas de camiones atmosféricos, en el único vaciadero habilitado existente en la región, ubicado en la zona sur de la ciudad, el cual fue obstruido por los vecinos cansados del mal olor imperante.


Casi un centenar de camiones pertenecientes a más de 40 empresas, estuvieron imposibilitados de desagotar las aguas servidas de miles de hogares por varios días, hecho que provocó una crítica situación por cuanto la demanda del servicio es incesante ante la saturación de los pozos domiciliarios a causa del crecimiento de las napas, producido por las precipitaciones acaecidas a fines del mes de marzo próximo pasado.


En el año 1997 y por Resolución Nº 121, el Ente Regulador de Servicios Sanitarios autorizó a la empresa que por entonces era la concesionaria de dichos servicios, a la adquisición del lote de terreno ubicado en la zona oeste de la ciudad de Rosario, próximo a la intersección de Av. de Circunvalación y Bv. 27 de Febrero para la instalación de un vaciadero de camiones atmosféricos, encuadrándose en las disposiciones del contrato de concesión, supeditada al otorgamiento de la factibilidad por parte de la Municipalidad de Rosario.


Por ello, sería necesario contar con un vertedero de aguas servidas con el tratamiento de disolución apropiado para su volcamiento y libres de partículas contaminantes, que permita desarrollar normalmente el servicio de estas empresas, sin que los vecinos deban soportar las emanaciones nauseabundas que puedan afectar a la salud.


Por los motivos expuestos, es que solicito el tratamiento del presente proyecto de comunicación, por esta Legislatura, para considerar su aprobación.

Liliana Meotto

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.44 Cortes ocurridos en Autopista Rosario-Santa Fe por desborde del arroyo Colastiné

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 44.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 18.893 – PJ), presentado por el diputado Kilibarda, en el cual solicita al Poder Ejecutivo, gestione ante el Gobierno nacional, para que a través del organismo correspondiente, disponga informar si ha tomado conocimiento de los repetidos cortes ocurridos sobre la Autopista Rosario-Santa Fe debido al desborde del arroyo Colastiné, del departamento San Jerónimo; atento a los fundamentos expuestos por el autor del mismo y las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación.

 EÍ "zcExpte. Nº 18.893 – PJ\: Cortes ocurridos en Autopista Rosario-Santa Fe por desborde del arroyo Colastiné" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, se sirva informar, por intermedio de quien corresponda, sobre los siguientes puntos:

1) Si ha tomado conocimiento de los repetidos cortes ocurridos sobre la Autopista Rosario-Santa Fe por desborde del Arroyo Colastiné.

2) Si los cortes de la Autopista en el lugar señalado obedecen a la insuficiencia hidráulica de las obras de arte existentes en el curso inferior del Arroyo Colastiné.

3) Si el actual puente aliviador en la Autopista, entre Coronda y Arocena, es de sólo treinta y ocho (38) metros de luz, resultando insuficiente para el normal escurrimiento de las aguas;

4) Si está a cargo de la concesionaria de la Autopista Rosario-Santa Fe la obligación de realizar las obras de ampliación de la obra de arte mencionada.

5) Si conforme al cronograma de obras que forman parte del contrato de concesión esas obras debían realizarse dentro de los tres primeros años de gestión.

6) Si el órgano de control y de seguimiento de la concesión de la autopista Rosario-Santa Fe ha realizado actuaciones tendientes al estricto cumplimiento del contrato de concesión. En su caso, se remitirán constancias de las mismas.

Sala de Comisión, 7 de junio de 2007.

Dehesa – Gutiérrez – Cavuto – Jullier – Peirone – Tibaldo – Ritter

fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


La autopista Rosario-Santa Fe está, desde hace más de diez años, concesionada a una firma privada (AUFE).


Conforme al citado contrato de concesión la concesionaria debía no sólo instalar las casillas de cobro de peaje, sino también realizar obras permanentes de mantenimiento de la ruta y ejecutar determinadas obras de arte ya señaladas al momento de la adjudicación.


El reciente fenómeno climático puso en crisis, una vez más, la transitabilidad de esta importante ruta.


Otra vez la autopista fue invadida por las aguas emergentes de la cuenca del Colastiné, imposibilitando su normal uso. Las localidades ubicadas al sur de Coronda quedaron incomunicadas con el centro y norte de la provincia y Santa Fe y el norte provincial incomunicado con el sur santafesino. La comunicación con el resto del país debió hacerse a través del Túnel Subfluvial "Uranga-Sylvestre Begnis", atravesando la Provincia de Entre Ríos.


Los perjuicios y molestias causados por este hecho resultan de incalculable significación.


Como lo hemos dicho, esta ruta está concesionada y el contrato de concesión pone a cargo de la concesionaria la ejecución de determinadas obras de arte, entre ellas la que motiva este pedido de informes.


¿Qué pasó en este largo período para que esa obligación a cargo de la concesionaria no se cumpliera? ¿Acaso existieron negociaciones entre el concedente y el concesionario que justificaran esta demora?.


También resulta importante conocer si los controles han funcionado adecuadamente: Por eso solicitamos se nos informe si el órgano de contralor ha cumplido su cometido, realizando gestiones documentadas ante la concesionaria para el cumplimiento de sus obligaciones y, en ese caso se nos remitan copias de esas actuaciones.


Por todo ello, señor presidente, es que solicitamos el voto favorable para este pedido de informes.

Danilo Kilibarda

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.45 Intervención de organismos del Estado ante corte del servicio de agua potable a familias carenciadas de Las Tunas

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 45.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 18.916 – PJ), presentado por el diputado Cura, en el cual solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, disponga la intervención de la Secretaría de Estado de Derechos Humanos y la Defensoría del Pueblo ante el corte en el servicio de agua potable sufrido por familias carenciadas de la localidad de las Tunas, departamento Las Colonias; atento a los fundamentos expuestos por el autor del mismo y las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al texto que a continuación se transcribe:

 EÍ "zcExpte. Nº 18.916 – PJ\: Intervención de organismos del Estado ante corte del servicio de agua potable a familias carenciadas de Las Tunas" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, disponga urgente intervención ante el corte en el servicio de agua potable sufrido por familias carenciadas de la localidad de Las Tunas, en el departamento Las Colonias.

Sala de Comisión, 7 de junio de 2007.

Dehesa – Gutiérrez – Cavuto – Peirone – Tibaldo – Ritter

proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia solicita la urgente intervención de la Secretaría de Estado de Derechos Humanos y la Defensoría del Pueblo ante el corte en el servicio de agua potable sufrido por familias carenciadas de la localidad de Las Tunas, en el departamento Las Colonias.

fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


Sabemos que el servicio de agua potable constituye un derecho esencial para los ciudadanos que se debe garantizar más aún cuando son familias numerosas y carenciadas como el caso que nos ocupa en la localidad de Las Tunas en donde las autoridades comunales de manera arbitraria procedieron al corte de suministro en forma intempestiva sin considerar la situación de indefensión de estas familias, por lo tanto solicitamos la intervención de estos organismos a los fines de resolver este problema.


Por todo lo expuesto solicito de mis pares la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Jorge Cura

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

11 inasistencias

SR. PRESIDENTE (Barrera).– La Cámara debe considerar las inasistencias con goce de dieta de los señores diputados Albónico, Aranda, Baudín, Benítez, Brignoni, Castellani, Millet, Peirone, Pividori, Reutemann y Ritter a la sesión del día de la fecha.


Si no hay observación, se va a votar.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Al no haber más asuntos que tratar, queda levantada la sesión.

–
Son las 00 y 15 del día 22 de junio.

LIC. ALFREDO FEDERICO BARBOZA

DIRECTOR DEL CUERPO DE TAQUÍGRAFOS
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Edición e impresión

Cuerpo de Taquígrafos

Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe

Santa Fe, agosto de 2007
� Elaborado para el Poder Ejecutivo de la Provincia de Santa Fe, por los Dres. Victor R. Corvalán, Julio de Olazabal y Ramón T. Ríos, sobre la base del Anteproyecto que en su momento redactaran �junto con el Dr. Jorge Vázquez Rossi�- para la Comisión Bicameral presidida por el Senador Dr. Raúl J. Gramajo, y el Diputado Dr. Angel E. Baltuzzi, e integrada por los Sres. Senadores Dr. Carlos Montini y Edgardo Bodrone, y los Sres. Diputados Dra. María A. Gastaldi, Dr. Santiago Mascheroni, Dr. Hugo Bearzotti y Carlos Caballero Martín. Asimismo integró la comisión la Dra. Cristina Rubiolo luego reemplazada por el Dr. Carlos Renna, ambos en representación del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, y fue el Secretario el Dr. José A. Maccerola.


� El debate sobre el proyecto se realizó en julio de 1993, fue organizado por el Colegio de Abogados de Rosario y actuando como coordinador el Dr. Néstor Vico Gimena, contó con la presencia de los Profesores José I. Cafferata Nores, Julio B.J.Maier, Federico Domínguez, Raúl Superti, Mariano Rodríguez, Daniel Cuenca, Juan Luis Nardín, y Elio Covicchi entre otros. El contenido íntegro de las actas del debate fueron publicadas por la Secretaría de Posgrado y Servicios a Terceros de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad Nacional del Litoral, Nº 24 de la Colección jurídica y social
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